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Presentación

Lo urbano, entendido como una forma específica de organización 
socio-territorial, adquiere en la sociedad contemporánea especial 
relevancia en tanto, a inicios del presente siglo, cerca del 80% de la 
población de América Latina habita en ciudades. Las tendencias en las 
que se enmarca el proceso urbano, en donde las lógicas de globalización 

condicionadas, entre otros factores, por la consolidación de una nueva 
fase de acumulación territorial del capital, de una realidad mediatizada a 
través de sofisticadas tecnologías de la comunicación, y de un paradigma 
cultural de impronta posmoderna estructurado alrededor de la dicotomía 
global-local, han determinado que el sentido de lo urbano se redefina 
desde una noción de concentración demográfica hacia la idea de estruc­
turas socioespaciales dispersas y fragmentadas.

Esta nueva concepción implica entender que, si bien la dinámica de 
la ciudad se genera a partir de un conjunto de relaciones entre diferentes 
sistemas, no es menos cierto que los flujos informacionales, a los que es 
inherente la denominada sociedad de la información, determinan una 
serie de nuevas articulaciones que configuran la emergencia de una orga­
nización suprafísica, sobre la cual se redefinen los procesos sociales, polí­
ticos, económicos y culturales donde converge y se reproduce lo urbano.

En esta perspectiva, se vuelve necesario identificar desde el debate 
académico las distintas entradas teóricas del campo disciplinar de los estu­
dios de la ciudad, con el objetivo de entender esta suerte de reescalamiem 
to conceptual de la condición urbana, incorporando además una lectura 
transversal de carácter interdisciplinario que, más allá del hecho espacial 
per se, permita dar cuenta de la complejidad de estos procesos. El análi- 7
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sis de la problemática urbana, otrora enmarcado en el aspecto morfológi- 
co-fiincional de las ciudades, ha incorporado -tanto teórica como me­
todológicamente- temáticas relacionadas con la interacción en el go­
bierno de la ciudad, la dialéctica cultural del espacio a través de la 
comprensión de los imaginarios urbanos, las implicaciones sociopolíticas 
de la seguridad ciudadana frente a la violencia urbana, la movilidad sus- 
tentable y la gestión del riesgo -entre otros- como respuesta a los im­
pactos ambientales en las estructuras urbanas, cuya interpelación permi­
te construir una visión de conjunto del fenómeno urbano.

Producto de estas preocupaciones, la colección Ciudades surge como 
una iniciativa que busca dar cuenta de las principales transformaciones y 
lecturas existentes sobre las ciudades en América Latina. Cada volumen 
de la colección, bajo la coordinación de especialistas de cada ciudad, pre­
senta una lectura panorámica sobre cada caso a partir de artículos de gran 
relevancia sobre diferentes temas: servicios públicos, vivienda, transporte, 
políticas públicas, entre otros. Los doce tomos que conforman la presen­
te colección compilan —a manera de antologías— los trabajos de distintos 
autores y autoras internacionales de reconocida trayectoria en la investi­
gación urbana. La colección en su conjunto permite, a partir de las dis­
tintas entradas desarrolladas, ensayar una lectura interdisciplinar de los 
procesos urbanos contemporáneos en las ciudades de América Latina, 
constituyéndose en una herramienta de consulta para la investigación y 
docencia académicas, así como también en material de referencia para el 
desarrollo de políticas públicas en el contexto de las ciudades.

Fernando Carrión M.
Presidente de la Organización 

Latinoamericana y del Caribe de 
Centros Históricos (OLACCHI)
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Introducción

Emilio Duhau

E ste libro sobre la ciudad de México está compuesto por textos 
cuyos autores conforman un grupo de calificados especialistas que 
desde hace años han desarrollado investigaciones relevantes para 
el conocimiento de esta ciudad que, junto con la principal metrópoli de 
Brasil, Sao Paulo, conforma una de las dos más grandes zonas metropoli­

tanas de América Latina. Al igual que el resto de libros que forman parte 
de la colección Ciudades, refleja algunos de los principales ejes que han 
orientado, desde los años noventa del siglo pasado, la investigación y el 
debate sobre esta metrópoli en particular.

El eje general que atraviesa esta compilación son las transformaciones 
experimentadas por una metrópoli que encabezó la industrialización del 
país -entre los años treinta y setenta del siglo pasado- y que, a partir de los 
años ochenta, pero sobre todo desde los años noventa, ha experimentado 
importantes cambios asociados a los procesos de globalización económica y 
a la aplicación de un conjunto de políticas, entre las que se destacan las de 
apertura comercial y financiera. Ahora bien, estas transformaciones pueden 
ser abordadas a partir de múltiples dimensiones y procesos: base económica, 
mercado de trabajo, producción del espacio urbano, formas de producción 
y gestión de los servicios públicos, prácticas urbanas, gobierno, participación 
ciudadana, entre otros. En este caso, las dimensiones privilegiadas -en parte 
porque son también, en gran medida, las que han tendido a focalizar los 
esfuerzos de los estudiosos de la ciudad— son aquellas relacionadas con las 
formas de producción del espacio urbano, las políticas con incidencia desta­
cada respecto de las mismas, distintas maneras de habitar la metrópoli rela­
cionadas con la estructura socioespacial metropolitana, y la cuestión de la 
democratización de la política y la gestión urbanas. 9
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Como paso previo a una breve presentación del modo en que está 
organizado el libro y de los textos que lo componen, los siguientes apar­
tados de esta introducción están orientados a presentar las grandes líneas 
seguidas por la evolución de la ciudad de México durante las últimas 
décadas, a fin de proporcionar una visión panorámica destinada a facili­
tar a los lectores la ubicación de los temas y problemas abordados en los 
distintos capítulos.

Cambios en la base económica y la estructura demográfica y social
La metrópoli a la que usualmente se hace referencia como Zona 
Metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM), en la actualidad, está 
conformada oficialmente por el Distrito Federal1 —dividido para los fines 
de su administración en 16 delegaciones políticas—, 59 municipios del esta­
do de México y uno del estado de Hidalgo1 2. Se trata de una ciudad-metró­
poli que, entre los años treinta y los años setenta del siglo veinte, siguió el 
patrón propio de otras grandes metrópolis latinoamericanas: convertirse en 
el polo dominante del proceso de industrialización basado en la sustitu­
ción de importaciones y, junto con ello, en principal centro de atracción 
de las migraciones internas y de la inversión pública, con lo cual se puso 
en marcha el conocido proceso de concentración territorial acumulativa 
de la población y las actividades económicas. Este proceso, que ha sido 
ampliamente analizado3, era visto, hasta los años ochenta del siglo pasado, 
por muchos estudiosos del tema y también desde la perspectiva guberna-

1 Convencionalmente se denomina “Ciudad de M éxico” al área urbana del Distrito 
Federal, capital del país, y cuyo territorio incluye una importante superficie no urbana 
(aproximadamente la mitad del territorio), correspondiente a poblados rurales, áreas de 
cultivo y bosques.

2 Esta delimitación corresponde al área considerada oficialmente como “Zona Metropoli­
tana del Valle de M éxico”, dentro de la cual la conurbación metropolitana propiamente 
dicha está integrada por el Distrito Federal y alrededor de treinta municipios del estado 
de México, que en conjunto comprenden alrededor del 95% de la población del valle de 
México, y  un área urbana de alrededor de 150.000 hectáreas.

3 Existe un gran número de trabajos publicadas en torno a esta cuestión, entre muchos 
otros y entre los más significativos véase: Bataillon y Rivière D ’Are (1979), Garza (1985), 
Ruiz y Tepichini (1987), Unikel (1971) y Ward (1986).10
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mental, como uno de los principales problemas derivados del modelo de 
desarrollo seguido por el país.

Ya no se trata del modelo de desarrollo nacional al que se vincula la 
evolución en curso de la metrópoli. A partir de la crisis de los años 
ochenta, comenzó a producirse el desplazamiento —completado en los 
años noventa— del modelo de desarrollo nacional, basado en la sustitución 
de importaciones y en el crecimiento del mercado interno, hacia otro 
sustentado en la apertura generalizada de la economía nacional y en una 
nueva forma de articulación de los procesos económicos del territorio 
nacional con la economía mundial, en general, y la de Estados Unidos, en 
particular.

Al respecto, vale la pena destacar tres tendencias que giran, en gran 
medida, en torno al comportamiento del capital externo interesado en el 
país:

1. Apertura comercial que culminó con la firma del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte en 1993, y que tuvo un fuerte im­
pacto en las actividades industriales dirigidas a abastecer el mercado 
interno. La pérdida de actividad industrial resultante de este impacto 
afectó principalmente a las zonas industriales tradicionales y, sobre 
todo, a la ZMCM. Como contrapartida, la intensificación de las acti­
vidades comerciales y financieras requirió de un incremento de las 
actividades del sector terciario vinculado a los servicios al productor 
y a las funciones de comando económico.

2. Rápido ascenso de las empresas multinacionales, primordialmente 
norteamericanas, en el comercio y los servicios. En general, la mayor 
presencia extranjera en actividades terciarias propició una cierta 
reconcentración económica en el Distrito Federal y, en menor medi­
da, en los municipios conurbados del estado de México, tanto por las 
oportunidades de empleo formal e informal que generó, como por el 
auge inmobiliario relacionado con el comercio y los servicios. Por el 
contrario, la inversión extranjera directa en el sector manufacturero, 
localizada predominantemente en las plantas maquiladoras y en el sec­
tor automotriz, ha surtido el efecto opuesto. En la medida en que su 
producción se orienta progresivamente hacia la exportación, las plan­
tas principales se alejan cada vez más de la ciudad de México, arras- 1 1
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trando consigo toda la cadena de productores intermediarios y sub­
contratistas.

3. Fuerte reestructuración de la base económica metropolitana, lo que 
implicó que el comercio y los servicios hayan sustituido a la industria 
como su componente más dinámico. En particular, se observa un sig­
nificativo aumento en la participación de los llamados servicios al 
productor -servicios financieros, seguros, actividades inmobiliarias-, 
único grupo de actividades en el cual la ZMCM aumentó su partici­
pación respecto del producto interno bruto nacional (PIB), en lugar 
de reducirla, y cuya participación en el PIB metropolitano aumentó 
cinco puntos porcentuales entre 1980 y 1998, en tanto que la indus­
tria perdió cuatro puntos y el comercio tres (Duhau y Gigfia, 2008).

Esta reestructuración del PIB de la metrópoli es interpretada por diver­
sos estudiosos como evidencia del nuevo papel jugado por la misma 
como nodo de la economía global y, por consiguiente, como ámbito en 
el que se concentran las actividades de gestión y dirección económicas 
vinculadas con procesos económicos globaÜzados. Esta concentración se 
manifiesta en la localización de la mayoría de las sedes corporativas de las 
empresas más grandes, en particular las principales empresas exportado­
ras, y en el crecimiento de los servicios al productor o “avanzados” 
(Parnreiter, 2002), los cuales tienden, precisamente, a mostrar significati­
vos niveles de concentración en las principales metrópolis, desde las cua­
les se dirigen o gestionan funciones económicas globales (Sassen, 2002).

La sustitución del modelo de desarrollo hacia adentro -basado en la 
industrialización por sustitución de importaciones- por otro basado en la 
apertura generalizada de la economía hacia el exterior, y por consiguiente 
en la apertura de los mercados de capitales, de bienes y financiero, al impli­
car cambios fundamentales en la estructura económica de la metrópoli, está 
relacionada también con importantes cambios en el mercado de trabajo y, 
por ende, en la estructura social metropolitana. Estos cambios significaron 
la interrupción de las tendencias que caracterizaron, entre los años cin­
cuenta y setenta, la evolución de uno y otra, consistentes en el aumento en 
el nivel de los salarios reales, la creciente salarización de la población ocu­
pada, la mejora paulatina -aunque no muy pronunciada- de la distribución 

1 2 del ingreso y los salarios reales, y el crecimiento de las capas medias.
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De acuerdo con los datos proporcionados por las cuentas nacionales, la 
participación de los asalariados en el producto no agropecuario cayó de 
44% en 1976, año en que registró su nivel máximo durante la segunda 
mitad del siglo XX, a 32,2% en 1983, cuando estalló la crisis económica; 
logró su máxima recuperación en 1994, al alcanzar 38,5%, y se desplomó 
nuevamente a 33,3% en 1995, en correspondencia con la recesión econó­
mica registrada ese año. La reducción de la participación de los salarios en 
el producto no agropecuario se explica por la disminución simultánea de 
los salarios reales y de la tasa de salarización de la población ocupada; el 
salario mínimo de 1991 equivalió al 42,1% del correspondiente a 1982, y 
el salario medio manufacturero perdió, entre esos mismos años, 22% de su 
valor (Fuji Gambero, 1995). En correspondencia con estas tendencias, 
mientras que para 1970 la tasa de salarización de la población ocupada en 
la ZMCM era de 85%, en 2000, de acuerdo con los resultados del censo 
general de población y vivienda aplicado ese mismo año, esta cifra había 
caído a 72,4%.

Por otro lado, la precariedad de las condiciones laborales para buena 
parte de la población metropolitana puede ser vista a través de indicadores 
como el contar o no con derecho a prestaciones médicas a través de algu­
nas de las instituciones de seguridad social. Para la totalidad de la población, 
en el año 2000, la situación prácticamente se dividía en partes iguales, entre 
quienes tenían este derecho -50,9%- y quienes no lo tenían -49,1%-.

¿Cómo se expresa lo anterior en términos de la estructura social, de 
la cobertura de las necesidades básicas y del acceso al consumo? El pro­
blema podría sintetizarse en una comparación simple; si el fenómeno del 
thatcherismo en Gran Bretaña ha sido definido como el de la sociedad 
de los dos tercios, se podría afirmar que, en el caso de la gran metrópoli 
mexicana, también estaríamos hablando de una sociedad de los dos ter­
cios, pero invertida. En efecto, de acuerdo con una medición que combi­
na la pobreza por ingresos con la pobreza por necesidades básicas insatis­
fechas (NBI) en la ZMCM, para el año 2000 resulta una proporción de 
pobres de 61,3%, esto es 7,5 puntos porcentuales más de pobres que en 
1984. Además, la proporción de pobres extremos casi se duplicó entre 
1984 y 2000 (Duhau y Giglia, 2008)4.

4 Otras estimaciones de pobreza, incluidas las oficiales, arrojan porcentajes inferiores a los
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Cabe señalar que estas estimaciones, que nos muestran que para el año 
2000 bastante más de la mitad de la población de la ZMCM resultó ser 
pobre -de acuerdo con el método de medición de la pobreza aplicado por 
Boltvinik (1999)-, se dan a pesar de que se puede afirmar que ha existido 
un esfuerzo sostenido durante los años noventa para el aprovisionamiento 
de servicios básicos, tal como lo indica, por ejemplo, la evolución del por­
centaje de viviendas que disponen de agua corriente, que pasó de 43,5% 
en 1950 a 69% en 2000 (Duhau y Giglia, 2008); y que los niveles educati­
vos de la población metropolitana mejoraron de modo consistente duran­
te las últimas tres décadas del siglo XX, tal como lo indica la evolución de 
la proporción de población de 15 años y más que cuenta con educación 
primaria y secundaria completas, la cual pasó de 5,1% en 1970 a 62,5% en 
2000 (Duhau y Giglia, 2008). Sin embargo, el resto de las variables deter­
minantes de la pobreza (distribución del ingreso, empleo, niveles salariales) 
muestran un comportamiento que no ha ido en la misma dirección.

La persistencia de una distribución sumamente desigual del ingreso, la 
proliferación del empleo informal -en  buena medida bajo la forma del 
autoempleo en el comercio y otras diversas actividades en la vía pública— 
y los elevados niveles de pobreza existentes se expresan en la metrópoli en 
una variedad de fenómenos relativos a las formas mediante las cuales una 
proporción significativa de los hogares, por una parte, resuelve sus necesi­
dades habitacionales a través de la autoconstrucción y el mercado infor­
mal del suelo, participando, de este modo, en la expansión periférica de los 
asentamientos informales; y, por otra, se inserta en el mercado de trabajo 
a través de ocupaciones de baja productividad y remuneración, y en gran 
medida informales. De acuerdo con los resultados de la muestra censal de 
2000, en la ZMCM, más de 220 mil personas, equivalentes al 3,3% de la 
población ocupada, desempeñaban alguna actividad informal en la vía 
pública; otras 337.000, es decir más del 5% de la población ocupada, se 
desempeñaban como servidores domésticos; y otro 4% se desempeñaba en 
servicios de limpieza y otras actividades manuales de servicio.

calculados por Boltvinik (1999); pero, en todo caso, lo significativo es que la aplicación de 
un mismo método para el período 1984-2000 muestra que en este último año la propor­
ción de hogares pobres era considerablemente superior a la existente en 1984, y que si 
bien entre 1989 y 2000 la proporción de hogares pobres disminuyó levemente, la de hoga­
res en pobreza extrema prácticamente se duplicó entre 1984 y 2000.
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Como contrapartida, el contingente de lo que podemos considerar 
como clases medias de la metrópoli es proporcionalmente reducido, aunque 
numéricamente considerable, dado el tamaño absoluto de la población me­
tropolitana. Teniendo en cuenta una estratificación de niveles de ingreso de 
los hogares basada en la muestra censal de 2000, se puede estimar que las 
clases medias, junto con la clase alta (esta última una minúscula porción del 
total), están conformadas por alrededor de la tercera parte de los hogares 
(Duhau, 2003).

De modo que en la metrópoli coexisten la riqueza, la concentración 
de las sedes de las filiales de grandes empresas multinacionales y las casas 
matrices de las grandes corporaciones nacionales, su papel de nodo des­
tacado en la red global de comunicaciones y una ubicación, a comienzos 
del presente siglo, en el decimosexto lugar mundial en viajes aéreos 
(Parnreiter, 2002), con la presencia de situaciones generalizadas de pobre­
za, altos niveles de precariedad habitacional -que se reflejan, por ejemplo, 
en el hecho de que más de la cuarta parte de las viviendas carezcan de 
distribución interna de agua potable5-  y el amplio predominio de ocu­
paciones de baja remuneración o, en una alta proporción, informales, lo 
que significa, para 50% de la población metropolitana, la carencia de for­
mas básicas de protección social. En suma, se trata de una metrópoli de 
fuertes contrastes urbanos y sociales que se manifiestan en contrastes 
igualmente notorios en las formas de habitar, de movilizarse cotidiana­
mente y de utilizar y percibir el espacio urbano.

En forma paralela al tránsito de metrópoli industrial a metrópoli glo- 
balizada, y en parte como subproducto de dicho tránsito y de cambios 
demográficos que responden a una evolución a largo plazo, la expansión 
del área urbanizada y el crecimiento de la población metropolitana han 
dejado de obedecer, como sucedía entre los años cuarenta y setenta del 
siglo pasado, a las migraciones internas, para responder, fundamentalmen­
te, a los cambios en la estructura demográfica y al crecimiento natural, 
actualmente muy moderado (alrededor de 1% anual).

5 Es importante señalar que la cobertura de la red pública de agua potable beneficia a más 
del 95% de las viviendas a escala metropolitana, de modo que la diferencia entre el dato 
señalado y la cobertura de la red indica un problema de precariedad de la vivienda y no 
la ausencia de cobertura del servicio público.
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Junto al hecho de que, en conjunto, la ZMCM ha dejado de ser una 
aglomeración cuyo crecimiento demográfico se debe a las migraciones 
internas, nos encontramos, en la actualidad, frente a una estructura demo­
gráfica cuya evolución presenta tres grandes tendencias, que deben ser desta­
cadas en relación con el proceso de producción del espacio urbano- 
metropolitano, y en particular con la demanda de vivienda. La primera se 
refiere a que las tasas de crecimiento demográfico recientes, correspon­
dientes al Distrito Federal y a los municipios conurbados, muestran que el 
Distrito Federal se comporta, en conjunto, como una entidad de creci­
miento social negativo6, y la mayoría de los municipios conurbados, como 
jurisdicciones de mediana o fuerte atracción de nuevos habitantes. Se trata 
de un fenómeno de movilidad residencial intrametropolitana dentro del 
cual buena parte de las delegaciones del Distrito Federal operan como 
áreas de expulsión de población, y un conjunto de municipios conurba­
dos, como áreas de recepción; para 1990, el 59% del total de los no nati­
vos residentes en estos últimos provenían del Distrito Federal, y entre el 
conteo de población de 1995 y el censo de 2000, los procesos de inter­
cambio de población entre delegaciones del Distrito Federal y municipios 
conurbados del estado de México dieron como resultado un saldo positi­
vo, para estos últimos, de poco más de 322 mil habitantes. En los años 
ochenta y noventa del siglo pasado y la primera década del actual, este 
fenómeno estuvo fuertemente relacionado con los procesos de urbaniza­
ción periférica, ya que esta movilidad residencial intrametropolitana está 
estrechamente vinculada con la formación de nuevos hogares, que 
encuentran una solución a sus necesidades habitacionales en el acceso 
informal a un suelo barato o a una vivienda de interés social en la perife­
ria metropolitana (Duhau, 2003).

La segunda de estas grandes tendencias demográficas tiene que ver 
con el proceso de transición demográfica que determina que el número 
de hogares crezca actualmente a tasas superiores a las correspondientes al 
crecimiento demográfico, lo cual genera una demanda de nuevas vivien­
das muy superior a la que podría inferirse si solo se considera la tasa me-

6 Es decir que la población que se traslada anualmente del Distrito Federal hacia otras enti­
dades del país o hacia el exterior, en particular del estado de México, supera numérica­
mente a la que llega al Distrito Federal desde otras entidades o del exterior.
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día anual de crecimiento de la población. Este fenómeno se puede apre­
ciar comparando dichas tasas con las correspondientes al número de vi­
viendas. Mientras que en las décadas de los años cincuenta y sesenta la 
población metropolitana crecía a tasas superiores a las correspondientes al 
crecimiento del número de viviendas, la tendencia se invirtió en las déca­
das subsiguientes, de modo que para el conjunto de la ZMCM, entre 
1995 y 2000, la tasa de crecimiento medio anual del número de vivien­
das fue superior, en casi el 85%, a la tasa de crecimiento de la población 
y, en el caso del Distrito Federal, la primera superó más de diez veces a la 
segunda (Duhau, 2003).

La tercera tendencia, a su vez estrechamente vinculada con las dos pri­
meras, es la rápida disminución del tamaño promedio de los hogares y del 
número de ocupantes por vivienda, un fenómeno que está asociado tanto 
a la disminución del número promedio de hijos, como a la tasa de for­
mación de nuevos hogares. El promedio de ocupantes por vivienda pasó, 
para el conjunto de la ZMCM, de 5,7 en 1970 a 4,0 en 2005 (Duhau y 
GigHa, 2008).

En suma, la población metropolitana, recientemente, ha crecido en 
conjunto a una tasa levemente menor a la correspondiente a la población 
nacional, la cual, por lo demás, ha pasado a ser una tasa que puede ser 
considerada moderada. Sin embargo, la metrópoli continúa enfrentando 
condiciones sumamente complejas debido, entre otras cosas, a los altos 
índices de pobreza, a la proliferación de la informalidad y la precariedad 
laboral, al proceso en curso de redistribución intrametropolitana de la 
población, a la creciente fragmentación del tejido urbano, y a las condi­
ciones y medios para la movilidad cotidiana deficientes, lo cual determi­
na que (aunque los viajes realizados exclusivamente en automóvil -de 
acuerdo con información disponible para el año 2007- representan solo 
poco más del 28% del total) se de una saturación de la red vial, y que los 
sistemas de transporte colectivo disponibles impongan travesías cotidianas 
verdaderamente penosas a gran parte de la población.
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El espacio metropolitano: urbanización del suelo 
y producción del espacio habitado
La dinámica y características del proceso de producción del espacio urba­
no-metropolitano, desde mediados del siglo pasado, tiene como uno de 
sus supuestos fundamentales el hecho de que, ya desde los años treinta, el 
crecimiento del área urbanizada se dio invariablemente a través de la in­
terrelación entre modalidades reguladas de incorporación del suelo a usos 
urbanos y procesos de urbanización no regulados, consistentes, funda­
mentalmente, en la formación de barrios (“colonias”) populares, susten­
tada, a su vez, en el amplio desarrollo de un mercado irregular del suelo7.

En 1950, la primera ZMCM estaba integrada por la entonces Ciudad 
de México (las actuales cuatro delegaciones centrales) y siete delegacio­
nes del Distrito Federal, más dos municipios del estado de México. La 
ZMCM contaba con una población censal de 2’982.075 habitantes, 
sobre una superficie urbanizada de 26.275 hectáreas, con una densidad 
urbana bruta de 113,49 habitantes por hectárea. Para el año 2000, la 
conurbación contaba con una población censal de 17’682.182 habitan­
tes8 y un área urbanizada que probablemente se situaba alrededor de 140 
mil hectáreas (Duhau y Giglia, 2008).

Lo anterior significa que, para el año 2000, la superficie urbana de la 
conurbación equivalió a 5,3 veces la que tenía medio siglo atrás, y que su 
población casi se sextuplicó durante el mismo lapso. De modo que tres 
cuartas partes de la población con que contaba en 1950 residían en la 
entonces Ciudad de México, es decir el área que ocupan actualmente las 
cuatro delegaciones del Distrito Federal, consideradas habitualmente 
como delegaciones centrales -Cuauhtémoc, Miguel Hidalgo, Benito Juá­
rez y Venustiano Carranza—. Estas mismas delegaciones albergan, en la 
actualidad, menos del 10% de la población metropolitana, mientras que

Entendemos por “irregularidad” urbana (zona urbana irregular, fraccionamiento irregular, 
mercado irregular de suelo, etc.) las formas de subdivisión y urbanización del suelo reali­
zadas sin cumplir con los requisitos legales aplicables a la incorporación de nuevas áreas a 
usos urbanos.
La cifra de población corresponde en este caso al área urbana del Distrito Federal más el 
área urbana de 28 municipios conurbados del estado de México, conjunto que represen­
ta alrededor de 95% de la población urbana del valle de México.
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los dos únicos municipios conurbados en aquel entonces —Naucalpan y 
Tlalnepantla-, que contaban, cada uno, en 1950, con poco más de 29 mil 
habitantes, para el año 2000 superaban los 800 y 700 mil habitantes, res­
pectivamente.

Si consideramos en su conjunto al actual tejido urbano-metropolita­
no, podemos distinguir dos grandes grupos de elementos. Por una parte, 
los espacios urbanos a partir de los cuales se estructuró el crecimiento 
metropolitano o que fueron conurbándose a lo largo del proceso de 
metropolización. Por otra, los espacios resultantes de las modalidades de 
urbanización del suelo que, desde los años cuarenta del siglo pasado, han 
operado sucesiva o simultáneamente como dispositivos para la produc­
ción de nuevos espacios urbanos. Dentro del primer grupo es posible dis­
tinguir tres tipos fundamentales de tejido urbano correspondientes a otros 
tantos urbanismos o formas de organizar la ciudad o, al menos, el espacio 
habitado.

El primer tipo corresponde al urbanismo ibérico-colonial9 formalizado en 
las Leyes de Indias, que definió un tejido urbano organizado por medio 
de la traza en damero y una centralidad determinada a partir de la sede 
del poder político y religioso. A él corresponden el centro histórico de la 
ciudad de México y las trazas originales de lo que fueran villas colonia­
les, como los centros históricos de las delegaciones Coyoacán, Tlalpan y 
Azcapotzalco, que fueron fundadas de modo independiente en la época 
colonial, en lo que hoy es el territorio del Distrito Federal. Con la excep­
ción de la villa de Tlalpan, esta ciudad del urbanismo ibérico, así como la 
mayor parte de la ciudad moderna, corresponden al área reconocida 
como área urbana de la ciudad de México y del Distrito Federal en el 
plano catastral de 1929. De acuerdo con la tipología desarrollada por el 
Observatorio Urbano de la Ciudad de México (OCIM-SIG)10, esta área 
urbana de 1929 se extiende sobre una superficie de 8.336 hectáreas.

9 Desde luego, antes del urbanismo ibérico, en el valle de México existieron el urbanismo 
azteca o el de los pueblos de origen náhuad; pero se trata de un urbanismo cuyas huellas 
actuales se limitan a sidos arqueológicos.

10 El OCIM se constituyó en los años noventa como un programa de investigación en el que
participaban el Area de Sociología Urbana de la Universidad Autónoma Metropolitana, 
Azcapotzalco y el Centro de la Vivienda y Estudios Urbanos, AC (CENVI). 19
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El segundo tipo es el urbanismo moderno, dentro del que destacan como 
ejemplos paradigmáticos, a nivel internacional, la renovación haussmania- 
na11 de París y el ensanche de Barcelona11 12. Se trata de un urbanismo que 
produjo la ciudad a partir del espacio público y que organizó el tejido 
urbano a través de la jerarquización de las vías públicas, la relación entre 
el ancho de las mismas y las características y altura de las edificaciones, y 
las centralidades definidas a través de corredores comerciales, parques y 
plazas13. Corresponde gruesamente, en el caso de la ZMCM, a la mayor 
parte de las delegaciones Cuauhtémoc, Miguel Hidalgo y Benito Juárez, 
e incluye como ejemplos destacados a colonias como Polanco, Roma y 
Condesa, las tres desarrolladas durante las dos o tres primeras décadas del 
siglo XX.

El tercer modelo urbanístico es el correspondiente al de los poblados 
rurales y aquellos núcleos que, en la ciudad de México, han conservado la 
denominación de “barrios” y que se originaron ya sea como asentamien­
tos prehispánicos, o como extensión de las antiguas villas (por ejemplo, 
La Conchita, el Cuadrante de San Francisco y Los Reyes, en Coyoacán). 
Los poblados rurales, o simplemente “pueblos”, como habitualmente se 
les denomina, han jugado un papel importante en el desarrollo del pro­
ceso de metropolización, ya que un gran número de ellos fiie incorpora­
do, durante la segunda mitad del siglo pasado y aun en la actualidad, a la 
conurbación metropolitana. Por ello, los pueblos, además de haber que­
dado, muchos de ellos, incorporados a la porción más antigua de la 
metrópoli (actual ciudad central), son, junto con las cabeceras administra-

11 El término “haussmaniano(a) ” deriva del barón de Haussmann, encargado, por orden de 
Napoleón III, del gran programa de obras públicas y de renovación urbana de París, lle­
vado adelante entre los años 1850 y 1870 (Hall, 2001).

12 El proyecto para la expansión de la traza pre-moderna de Barcelona, que incluyó el área 
conocida como “ciudad gótica” (medieval), fue elaborado bajo el nombre de “Proyecto 
para el ensanche de Barcelona” (1859) por el arquitecto Ildefonso Cerda. Al igual que la 
renovación emprendida por el barón de Haussmann en París, el proyecto de Barcelona se 
basó en las características que debía tener el espacio público, y es sin duda uno de los tra­
bajos que inaugura las ideas que orientaron la producción de la ciudad moderna.

13 Desde nuestra perspectiva, la ciudad moderna es la que, en Europa y América Latina, sur­
gió de las ideas urbanísticas aplicadas en los procesos de reforma y renovación urbanas que 
tuvieron lugar desde mediados del siglo X IX  y que, en América Latina en general y en 
M éxico en particular, orientaron las formas de organizar el espacio urbano, aproximada­
mente hasta los años cuarenta del siglo XX.
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tivas también conturbadas en el proceso de metropolización, un elemen­
to constitutivo del proceso de expansión metropolitana. Su incorpora­
ción en el curso de dicho proceso ha jugado un importante papel en la 
oferta de suelo para vivienda popular y, por consiguiente, en la produc­
ción de vivienda autoconstruida. Entre 1990 y 2005, el suelo disponible 
en los pueblos conurbados albergó a más de 157 mil viviendas adiciona­
les (ver Cuadro 4 del capítulo 3).

En cuanto al segundo grupo de elementos, es decir los correspon­
dientes al proceso de expansión metropolitana vía la incorporación de 
nuevas áreas al desarrollo urbano, desde los años cuarenta del siglo pasa­
do a la actualidad, la producción de nuevas áreas urbanas ha procedido, 
simultánea o sucesivamente, a través de cuatro grandes modalidades:
- Los fraccionamientos habitacionales/residenciales, que en buena me­

dida respondieron, sobre todo desde fines de los años cincuenta y los 
años ochenta, al modelo que podríamos llamar del suburbio residen­
cial.

- Los conjuntos o unidades de vivienda de interés social, con un papel 
importante sobre todo a partir de la creación del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT) en 
1973.

- Las colonias populares, una modalidad de producción no regulada de 
la ciudad que alcanzó su apogeo entre los años sesenta y ochenta, pero 
que reconoce antecedentes desde los años treinta del siglo pasado.

- Los productos del urbanismo insular, que fundamentalmente compren­
den: los conjuntos urbanos que, en distintas modalidades y desde media­
dos de los años noventa, han sustituido a los fraccionamientos como 
dispositivo legal para la urbanización de suelo; los grandes nodos 
comerciales y de servicios desarrollados bajo la forma de centros y 
plazas comerciales; y algunos grandes proyectos urbanos multifuncio- 
nales, entre los que destaca Santa Fe en el poniente del Distrito 
Federal. Estos tres tipos de elementos se convirtieron, a partir de los 
años noventa, en las formas absolutamente dominantes de urbaniza­
ción del suelo, e incluso han influido fuertemente en la renovación 
del espacio urbanizado.
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En tanto que dispositivo para la urbanización del suelo, los fraccionamien­
tos, aunque no fueron la principal vía para la expansión del área urbani­
zada -lugar que corresponde a las colonias populares-, operaron, hasta 
comienzos de los años noventa, como el dispositivo disponible para la ex­
pansión regulada del espacio urbano, proporcionaron la plataforma para 
el acceso a la vivienda suburbana unifamiliar en propiedad para las clases 
medias y una parte de las clases trabajadoras, y funcionaron como meca­
nismo para la estratificación socioespacial del espacio habitado. Esto últi­
mo porque las normas correspondientes establecieron diversas categorías 
según las características de la infraestructura y el tamaño de los lotes. Así, 
de acuerdo con la Ley de Fraccionamientos de Terrenos del Estado de 
México, expedida en 1958, las divisiones podían ser de cinco tipos: popu­
lar, residencial, residencial campestre, granjas e industrial (Schteingart, 
1989), sin contemplar, en general, alternativas que supusieran la combi­
nación de diferentes tamaños de lotes y diferentes niveles de uso habita- 
cional en un mismo fraccionamiento.

Desde los años cuarenta y hasta los años ochenta del siglo pasado, los 
fraccionamientos, como modalidad reglamentada desde 1936 en el 
Distrito Federal y desde 1958 en el estado de México, fueron el princi­
pal dispositivo para la urbanización legal de suelo en la ZMCM. Aunque 
desde luego, la fundación de nuevas colonias mediante autorización for­
malmente expedida por el gobierno del Distrito Federal se remonta a 
varias décadas atrás14. La promoción de nuevas colonias destinadas a las 
clases medias y altas, por un lado (Olsen, 2004), y la formación, por inva­
sión, arrendamiento de lotes o cooperativas, de colonias destinadas a las 
clases trabajadoras (Cruz Rodríguez, 2004), por otro, produjeron una 
gran expansión física en las tres primeras décadas del siglo XX.

El caso paradigmático de fraccionamiento suburbano, por ser el pri­
mero en el tiempo -a  fines de los años cincuenta—, es seguramente la 
Ciudad Satélite en el municipio de Naucalpan (Jiménez Trejo, 1997). 
Primera manifestación de urbanismo suburbano a gran escala en el pro­
ceso de expansión de la metrópoli, inspirado precisamente en los subur­

14 Se calcula que para 1900 la ciudad de M éxico ocupaba 2.770 hectáreas y contaba con una 
población de algo más de 368.000 habitantes, en tanto que para 1930 se extendía ya sobre 
8.600 hectáreas y  su población superaba el millón de habitantes (Cruz Rodríguez, 2004).
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bios estadounidenses15.
De acuerdo con cifras elaboradas por M. Schteingart, en el Distrito 

Federal, para el período 1940-1975, el número de lotes aprobados en 
fraccionamientos fue de 72.588 (Schteingart, 1989). Los fraccionamien­
tos en el Distrito Federal constituyen una modalidad de incorporación de 
suelo a usos urbanos cuyos últimos especímenes fueron desarrollados en­
tre fines de los años setenta y mediados de los ochenta, y se sitúan sobre 
todo en delegaciones del sur de la capital (Coyoacán, Alvaro Obregón, 
Tlalpan, Magdalena Contreras y Xochimilco).

En cuanto a los municipios conurbados, diversos autores (Iracheta, 
1984; Schteingart, 1989) han analizado el papel desempeñado por los 
fraccionamientos en la urbanización del suelo y la producción del espa­
cio habitado. En conjunto, en los doce municipios ya conurbados para 
1970, se autorizaron, entre 1958 y 1981, un total de 336 fraccionamien­
tos con una superficie de 14.132 hectáreas. Durante la década de los 
ochenta, la década de la crisis, el ritmo de urbanización por medio de este 
dispositivo experimentó un franco desplome, ya que, si bien se autoriza­
ron 103 fraccionamientos entre 1980 y 1991, de los cuales 68 fueron 
acreditados entre 1980 y 1983, la superficie total de los mismos solo al­
canzaba 3.580 hectáreas, en tanto que el crecimiento total del área urba­
nizada durante la década alcanzó las 29 mil hectáreas (Gobierno del 
Estado de México /  SEDUOP, 1992). Desde mediados de los ochenta, 
los fraccionamientos tendieron a perder significación como modalidad de 
urbanización del suelo, y para los años noventa la modalidad fracciona­
miento prácticamente desapareció, para finalmente ser reemplazada por la 
de los conjuntos urbanos.

15 En Estados Unidos, los suburbios (subutbs) han sido, desde los años treinta del siglo XX, una 
modalidad de producción de áreas destinadas al uso habitacional fuera de las ciudades que, 
a su vez, siguieron un modelo desarrollado, ya desde el siglo XIX, en Londres, como alter­
nativa a la ciudad densa y multifuncional resultante del intenso proceso de urbanización que 
tuvo lugar a partir del siglo XVIII. Los suburbios de las ciudades estadounidenses se carac­
terizan, entre otras cosas, por haber sido concebidos como un hábitat de baja densidad, con­
formado por viviendas unifamiliares sembradas en terrenos amplios y separadas de los usos 
no habitacionales. En Estados Unidos, los suburbios siempre han sido percibidos como dife­
rentes y opuestos a la “ciudad”, y no como parte de ella. Para una síntesis histórica de sus 
orígenes en Inglaterra y su evolución en Estados Unidos véase Fishman (1987).
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El segundo gran dispositivo para la urbanización del suelo en el pro­
ceso de conformación de la metrópoli industrial es el conjunto o unidad 
habitacional Se trata de una modalidad que reconoce algunos anteceden­
tes importantes en los años cuarenta y cincuenta, como el multifamiliar 
Miguel Alemán y el Centro Urbano Tlatelolco. Pero la etapa de verdade­
ra difusión de las unidades habitacionales, como alternativa de vivienda en 
gran escala y, al mismo tiempo, como dispositivo de urbanización, fiie 
posible gracias a la creación de diversos fondos destinados al fmanciamien- 
to de vivienda de interés social, es decir de mecanismos financieros que hicie­
ron posible la institucionalización de un sistema de crédito para la adqui­
sición de vivienda accesible, si no para el conjunto de la población, al me­
nos para una porción significativa de los trabajadores asalariados formales, 
en particular aquellos empleados por la industria y por el Gobierno16.

La producción de las unidades habitacionales, en particular las de gran 
tamaño, muestra una lógica de localización orientada hacia el abatimien­
to de los costos a través de la adquisición de suelo barato y de las econo­
mías de escala. La unidad o conjunto habitacional, que fue promovido 
desde los años setenta por instituciones como el INFONAVIT y el 
FOVISSSTE (un fondo de vivienda para trabajadores del gobierno), al 
igual que los conjuntos generalmente de menor tamaño, promovidos por 
desarrolladores privados con apoyo en el financiamiento proporcionado 
por el Fondo Financiero de la Vivienda (FOVI), continuaron, en general, 
el modelo que anteriormente recibía el nombre de “multifamiliar”, en el 
cual predominaba el agrupamiento de edificios de departamentos que 
contaban, en los casos de mediano y gran tamaño, con equipamientos y 
áreas recreativas propios.

Según la normativa vigente para los conjuntos financiados por el 
INFONAVIT en los años setenta y ochenta, “los conjuntos habitaciona­
les [debían] ser concebidos como pequeñas células de una ciudad con 
ambientes específicos que, a la vez, se integran al entorno urbano exis­
tente” (INFONAVIT, 1987, citado por García y Puebla, 1998: 70).Y

24

16 Existe un buen número de trabajos consagrados a la evolución de las instituciones, dispo­
sitivos y programas públicos destinados al financiamiento y la promoción de la vivienda. 
Para una primera evaluación de los grandes fondos creados en los años setenta véase Garza 
y Schteingart (1978); y para un análisis de las reformas de las instituciones y programas 
públicos de vivienda realizadas en los años noventa véase Puebla (2002).
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(...)  las normas para la localización de los conjuntos en una determinada 
localidad [establecían] que estos deben integrarse al tejido urbano exis­
tente, así como a las redes de infraestructura y  a la vialidad local, que 
cumplan con las políticas urbanas allí establecidas y que se encuentren 
cercanos a las fuentes de empleo de los trabajadores destinatarios (García 
y Puebla, 1998: 71).

Sin embargo, estas normas, orientadas a la integración al entorno urbano 
circundante, sobre todo en los casos de las unidades medianas y grandes, 
no impidieron que, dados su morfología y tamaño, muchas de ellas cons­
tituyeran fragmentos urbanos netamente diferenciados del tejido urbano 
circundante, e implicaran una solución de continuidad en el mismo. Se 
trata, por lo demás, del mismo efecto que se produjo en otros países don­
de se construyeron grandes conjuntos del mismo tipo (Peillon, 2001), 
debido, precisamente, a que los propósitos de integración no se compa­
decen con la naturaleza del modelo urbanístico implicado en la idea mis­
ma del “conjunto” o “unidad” de viviendas de tipo homogéneo.

Por otro lado, la lógica que organizó la producción y gestión de la 
vivienda de interés social durante los años setenta y ochenta, vigente hasta 
las reformas de los grandes organismos de vivienda sancionadas en 1992, 
fue una lógica colectiva o de colectivización de las diferentes dimensiones 
implicadas en el proceso de promoción, producción, adjudicación de las 
viviendas y gestión de los conjuntos una vez concluidos y ocupados. Este 
principio de colectivización, vale la pena señalarlo, se dio junto al de 
acceso a la propiedad individual de la vivienda que, desde hace décadas, 
ha presidido, en México, todos los esfuerzos, programas e instituciones 
públicos orientados a atender las necesidades habitacionales y a facilitar el 
acceso a la vivienda por parte de la población trabajadora17.

17 Esto debe subrayarse, porque en muchos países la vivienda que en México se denomina 
de interés social, es decir la vivienda de bajo costo, financiada mediante créditos de largo 
plazo otorgados a tasas de interés preferenciales a fin de facilitar su adquisición por parte 
de los hogares cuyos ingresos son insuficientes para recurrir al crédito hipotecario otor­
gado por los bancos, es producida como vivienda de propiedad pública destinada a ser 
arrendada mediante la aplicación de subsidios de nivel variable de acuerdo con los ingre­
sos de los hogares que se benefician de los mismos.Tal es el caso, por ejemplo, de la vivien­
da social (logement social) en Francia y la vivienda pública (public housing) en el Reino 
Unido.
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La tercera modalidad de producción del espacio urbano, la del urba­
nismo popular, corresponde a la ciudad producida a partir de la vivienda 
y los servicios básicos, por medio de lo que habitualmente se denomina 
asentamientos informales o irregulares, conocidos en México como colo­
nias populares. Se trata de espacios urbanos cuya estructura responde a la 
búsqueda de un aprovechamiento máximo del suelo para uso habitacio- 
nal. Dado que en la ZMCM las colonias populares albergan, según esti­
maciones correspondientes a 2005, a alrededor del 46% del inventario 
habitacional (ver Cuadro 3b del capítulo 3), estas constituyen, cuantitati­
vamente, el principal componente del área urbanizada y del espacio habi­
tado, y han operado, por consiguiente, como un determinante fundamen­
tal del proceso de metropohzación.

Si bien en la ZMCM, al igual que en otras ciudades mexicanas y de 
otros países de América Latina, la conformación de asentamientos irre­
gulares se ha dado, en muchas ocasiones, a través de procesos de invasión 
de tierras, el fenómeno general de la llamada urbanización popular se ha 
desarrollado fundamentalmente durante las últimas décadas, a través del 
fraccionamiento irregular del suelo y del acceso al mismo por medio de 
procedimientos informales de compra-venta, y no de la invasión o apro­
piación de hecho.

Las colonias populares constituyen un contexto urbano que puede ser 
caracterizado por los siguientes rasgos generales:

- La organización y características de los espacios públicos son el 
resultado de procesos más o menos azarosos, orientados por el modo 
y las circunstancias en las que se produjo la parcelación del suelo. 
Cuando son el producto de operaciones en una escala significativa, 
la traza suele presentar una estructura regular, pero de todos modos 
el espacio público tiende a resultar reducido al espacio vial, sin dife­
renciación, en muchos casos, del área de circulación vehicular y pea­
tonal.

- Las edificaciones se desarrollan, en su gran mayoría, de acuerdo con 
un saber empírico ajeno al orden urbano formal, y tienden a ocupar 
toda el área disponible en cada terreno. Las viviendas se mejoran y 
amplían y, eventualmente, incorporan usos no habitacionales, igno-26 rando de modo generalizado el orden urbano formalmente vigente.



Introducción

- Los usos del suelo evolucionan de modo espontáneo, de acuerdo con 
las necesidades de comercio y servicio de proximidad, y con la apari­
ción de centralidades inducidas por la presencia de alguna vialidad 
principal y por el flujo de los medios de transporte público.

- Las prácticas urbanas y los usos del espacio público se presentan orga­
nizados en términos de una urbanidad de usos y costumbres que res­
ponde a reglas de convivencia que incluyen la aceptación pragmática 
de múltiples formas de apropiación y usufructo del espacio público 
para fines privados (Duhau y Giglia, 2004).

La evolución seguida por el tejido urbano existente hasta los años vein­
te del siglo pasado (la ciudad colonial y la ciudad moderna), y las formas 
de producción del espacio habitado por medio de las cuales procedió el 
proceso de urbanización y metropolización desde los años treinta (frac­
cionamientos, conjuntos habitacionales, colonias populares, conurbación 
y expansión de pueblos y antiguas cabeceras administrativas) permiten 
entender, en lo fundamental, la evolución y conformación de la estructu­
ra socioespacial de la metrópoli hasta los años ochenta. A partir de allí, al 
mismo tiempo que influye en los procesos de renovación de la ciudad 
construida, una nueva modalidad de producción del espacio urbano que 
puede ser denominada urbanismo insular se ha convertido en la modali­
dad absolutamente dominante en los procesos de expansión formal del 
área urbanizada.

El urbanismo insular: grandes proyectos inmobiliarios 
y política urbana en los últimos veinte años
Las políticas urbanas y la producción del marco construido en la ZMCM, 
desde fines de los años ochenta hasta la actualidad, han estado marcadas 
por: tendencias vinculadas con cambios significativos en los papeles rela­
tivos del sector público y el sector privado en la producción y organiza­
ción del espacio urbano; por la importancia ganada por el sector tercia­
rio, tanto en la economía nacional como en la base económica metro­
politana, así como su franca reestructuración desde la segunda mitad de 
los años ochenta; y por el nuevo papel que juegan las grandes empresas 2 7
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desarrolladoras en la promoción y producción, a escala masiva, de vi­
vienda de interés social. El período de referencia aparece marcado por 
dos auges inmobiliarios, el primero entre fines de los años ochenta y 
1994, y el segundo iniciado hacia fines de la década pasada y que con­
tinúa hasta la actualidad, incluso en el marco de la crisis económica. 
Previamente, durante los años ochenta, la metrópoli había experimenta­
do un verdadero estancamiento en la actividad inmobiliaria formal, lo 
que provocó que lo fundamental del crecimiento del área urbana se 
diera bajo modalidades informales.

El breve auge inmobiliario que se extendió desde fines de los años 
ochenta hasta 1994 estuvo vinculado al desarrollo de una amplia oferta 
de financiamiento bancario para vivienda residencial media y alta, y para 
la realización de un gran número de proyectos inmobiliarios de gran 
envergadura, vinculados con la reestructuración del comercio y los servi­
cios. Este auge inmobiliario fue acompañado, y en parte impulsado, por 
formas específicas de regulación del desarrollo urbano, y estuvo centra­
do, al menos en el Distrito Federal, en la producción de vivienda de nivel 
medio y alto, y en la construcción de centros comerciales, edificios y 
espacios destinados, en gran medida, a servicios financieros y comerciales 
vinculados con lo que se suele llamar el terciario superior.

En el Distrito Federal, si bien la Ley de Desarrollo Urbano vigente 
hasta 1996 preveía la actualización del Programa General y de los Pro­
gramas Parciales de Desarrollo Urbano cada tres años, hasta fines de di­
cho año, estuvo vigente una versión publicada en 1987. En la práctica, 
la adecuación de los programas operó, más que a través de su revisión 
global o de la reformulación explícita de los objetivos que orientaron su 
elaboración, por medio de una multiplicidad de adecuaciones más o 
menos puntuales, derivadas tanto de los conflictos emergentes de la apli­
cación de las regulaciones, como de los requerimientos resultantes de la 
gran reactivación de la actividad inmobiliaria producida hacia fines de 
los años ochenta.

Para ello se utilizaron dos instrumentos previstos en la ley anterior: las 
modificaciones de planes parciales (de usos del suelo), a través de las cuales se 
autorizan usos o densidades no contempladas en el programa parcial de- 
legacional correspondiente, y los convenios para la constitución de zonas 

2 8  especiales de desarrollo controlado (ZEDEC), previstos en la versión de 1987
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del Programa Regulador. Las ZEDEC consistían en la delimitación de un 
área determinada, generalmente una colonia o una zona destinada a la 
realización de un proyecto urbano importante, para la cual se establecían 
regulaciones específicas que estarían vigentes durante un plazo que se 
definía en el convenio.

Para fines de 1993 se habían oficializado 22 ZEDEC, y otras 17 se 
encontraban en proceso de negociación, las cuales, en conjunto, sumaron 
el 21% del área urbana del Distrito Federal. Estas zonas se establecieron 
fundamentalmente en colonias y áreas en las cuales las fuertes presiones 
para la transformación de los usos del suelo establecidos en los planes 
vigentes comenzaron a manifestarse en el transcurso del auge inmobilia­
rio, a través de la proliferación de solicitudes de modificación de planes 
parciales y de la emergencia de una serie de conflictos entre las organi­
zaciones vecinales, por una parte, y los promotores inmobiliarios y las 
autoridades, por otra. En general -con excepción del caso del proyecto 
urbano Santa Fe—, el difundido uso de este instrumento expresó una ges­
tión centrada en el área urbanizada y, como contrapartida, la relativa 
carencia de instrumentos para la gestión del crecimiento periférico y el 
área no urbanizada.

De acuerdo con el entonces coordinador de Desarrollo Urbano del 
Distrito Federal, entre 1990 y 1993 se otorgaron permisos de construc­
ción por un total de metros cuadrados superior al total correspondiente 
a los veinte años anteriores. Según dicho funcionario de la administra­
ción, correspondiente al período 1989-1994, la modificación puntual de 
las densidades autorizadas operó como mecanismo para aumentar las 
densidades habitacionales, ya que entre 1989 y 1993 se aprobaron 2.075 
proyectos para la construcción de 84 mil viviendas, en terrenos donde los 
programas parciales únicamente permitían la edificación de cuarenta mil 
(Gamboa de Buen, 1994).

¿Qué significó todo esto en relación con las actividades económicas, la 
estructura urbana y la fisonomía de la capital? En primer término, un cier­
to grado de reconcentración de las actividades terciarias que, como hemos 
visto, estuvo acompañado de una desindustrialización relativa y absoluta. En 
segundo lugar, una veloz transformación del comercio y los servicios des­
tinados al consumidor. Hubo una eclosión de centros comerciales y de 
supermercados, a través, en gran medida, de la asociación de las cadenas y 2 9
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grupos económicos nacionales con las grandes cadenas estadounidenses, y 
de la proliferación de franquicias, tanto nacionales como internacionales, 
de comida rápida y servicios al consumidor. Un indicador de la intensa 
actividad de producción inmobiliaria vinculada a la reestructuración del 
sector terciario que se dio durante este período es el hecho de que entre 
1989 y 1994 se inauguraron nueve grandes centros comerciales en el 
Distrito Federal y uno —Interlomas— en el municipio de Huixquilucan, de 
tipo malí o shopping center, de los cuales, hasta 1988, solo existían cuatro 
construidos a lo largo de las dos décadas previas en la capital: Plaza Uni­
versidad (1969), Plaza Lindavista (1976), Perisur (1980) y Plaza Galerías 
(1983), y uno —Plaza Satélite (1968)— en el municipio de Naucalpan.

En los municipios conurbados ocurrió algo semejante, pero en una 
escala menor. Allí, la operación de los instrumentos de regulación del 
desarrollo urbano, durante este período de auge inmobiliario, muestra el 
cambio de estrategia de los agentes inmobiliarios, en un contexto que 
puede considerarse de transición. En estos municipios, el desarrollo 
inmobiliario pasó de la expansión del área urbanizada por medio de 
nuevos fraccionamientos durante los años ochenta, a la ocupación de los 
espacios disponibles en áreas ya urbanizadas.

Este auge inmobiliario se vio bruscamente interrumpido por la macro 
devaluación de la moneda mexicana en diciembre de 1994, por la conse­
cuente estampida de las tasas de interés18 y por el colapso financiero. El 
desplome del mercado inmobiliario, subsiguiente a la macrodevaluación 
del peso mexicano en diciembre de 1994 y vinculado directamente con 
dos de sus efectos principales -el súbito aumento de las tasas de interés y 
la brutal caída de los salarios reales-, puso en evidencia tanto la fragilidad 
del sistema financiero como la inadecuada regulación del mismo19.

18 Esto produjo, además de la suspensión total del crédito hipotecario, una crisis del sistema 
bancario, que debió ser rescatado por el Gobierno, el cual se hizo cargo de una cartera 
vencida de dimensiones abrumadoras. D oce años después, de acuerdo con un informe de 
la Secretaría de Hacienda del Gobierno Federal dado a conocer en marzo de 2006, la 
deuda del Instituto para la Protección del Ahorro Bancario (IPAB), el organismo encar­
gado de la gestión de los pasivos derivados del rescate bancario, ascendía a 675.000 millo­
nes de pesos, equivalentes al 8% del PIB nacional (La Jomada, marzo 06,2006).

19 Una evidencia ostensible de este desplome del mercado inmobiliario es la enorme canti­
dad de oficinas y locales comerciales que, en gran parte de los corredores y áreas privile­
giados por el boom precedente, permanecían vacíos para 1996.
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Debido al colapso financiero, el inicio de un nuevo auge inmobilia­
rio a fines de los años noventa vino de la mano de una previa reestruc­
turación de la banca y de la compra de casi la totalidad de los bancos 
nacionales, por parte de bancos extranjeros; así como del franco despegue 
del modelo de promoción y producción de vivienda de interés social, 
derivado de la reforma de los organismos públicos de vivienda durante la 
primera mitad de los años noventa (Puebla, 2002). Es importante señalar 
que, si bien el crédito hipotecario proporcionado por la banca práctica­
mente desapareció durante la segunda mitad de los años noventa, no ocu­
rrió así con el crédito otorgado por los organismos públicos de vivienda, 
el cual mantuvo niveles semejantes a los que había manejado durante la 
primera mitad de dicha década. En la ZMCM, en términos de la produc­
ción de vivienda y de la organización del espacio habitado, este segundo 
auge inmobiliario consolidó las tendencias observables desde comienzos 
de los años noventa, y además fue complementado por un proceso de 
renovación del inventario habitacional en las delegaciones centrales del 
Distrito Federal y por una importante presencia del Instituto de Vivienda 
del gobierno de la capital (INVI) respecto a la promoción y financia- 
miento de vivienda de interés social.

La renovación habitacional en la capital fue propiciada por el gobier­
no de la ciudad, interesado en la recuperación del uso habitacional en las 
cuatro delegaciones definidas oficialmente como delegaciones centrales 
(Cuauhtémoc, Miguel Hidalgo, Benito Juárez y Venustiano Carranza).
Este interés se manifestó a través de la aplicación, a partir del año 2001, 
de un bando de Gobierno, el Bando 2, emitido el 7 de diciembre de 
2001. Este, en esencia, señala que se facilitará la producción de nuevas 
viviendas en dichas delegaciones, y se desalentará “el crecimiento de la 
mancha urbana hacia las delegaciones Alvaro Obregón, Coyoacán, Cua- 
jimalpa de Morelos, Iztapalapa, Magdalena Contreras, Milpa Alta, Tlá- 
huac,Tlalpan y Xochimilco”. En relación con las primeras, se señala, ade­
más, que “se impulsará en estas delegaciones el programa de construcción 
de vivienda para la gente humilde de la ciudad” (GDF, 2001). En reali­
dad, la actividad de los desarrolladores privados de vivienda en las de­
legaciones centrales se concentró, en buena medida, en un conjunto rela­
tivamente reducido de colonias, donde predominan los hogares de clase 
media y media alta, y en correspondencia con ello, y dados los costos del 31
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suelo —que por lo demás el mismo auge inmobiliario ha presionado fuer­
temente hacia el alza—, en departamentos y casas en condominios de nivel 
residencial y de lujo. En total se estima que, entre 2001 y 2005, los des­
arrolladores privados construyeron alrededor de cincuenta mil viviendas 
en las delegaciones centrales, y un total de más de 113 mil en todo el Dis­
trito Federal. Por su parte, el Instituto de Vivienda del Distrito Federal, 
hasta diciembre de 2005, había financiado 29.979 viviendas de interés 
social en conjuntos, de las cuales, un poco más de la mitad (53%) se loca­
lizan en las delegaciones centrales (por regla general, en colonias diferen­
tes y de perfil mucho más popular que las que concentran la actividad de 
los desarrolladores privados), 32% en las delegaciones Azcapotzalco, 
Gustavo A. Madero e Iztapalapa, y otro 15% en las restantes delegaciones 
(INVI, s/f).

La renovación urbana, las transformaciones del terciario de consumo 
y las nuevas formas de producción del espacio urbanizado que se obser­
van a partir de los años noventa han convertido ciertas tendencias ya 
insinuadas desde los años setenta en modalidades dominantes de conce­
bir y organizar el espacio urbano. Estas modalidades implican la difusión 
de tipos de hábitat y de formas de implantación y distribución de las 
funciones urbanas, que en el caso de la ZMCM ya se insinuaban hacia 
fines de los años setenta; pero se incuban como modelo dominante —con 
la transición hacia el cambio de modelo de desarrollo del país en los 
años ochenta y el tránsito paralelo de la metrópoli del fordismo perifé­
rico a metrópoli terciaria globalizada— y comienzan a desplegarse de 
modo explosivo en los años noventa. Las manifestaciones de la ciudad 
insular no se limitan a las nuevas formas adoptadas por el hábitat de las 
clases acomodadas, sino que se despliegan en múltiples modalidades; son, 
en cierta medida, ubicuas y han encontrado un terreno especialmente 
fértil en la ciudad de México, pero también se difunden en otras zonas 
metropolitanas y ciudades del país20. Se trata de un urbanismo de pro­
yectos y escenarios que ha renunciado, o más bien parece no interesar­
le en absoluto, a una visión de conjunto de la ciudad y de su organiza­
ción espacial.

32 20 A este respecto, véase el conjunto de trabajos compilados por Cabrales Barajas (2002).
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Lo que explica la ubicuidad y el abrumador predominio de este urba­
nismo insular en la ciudad de México y en otras grandes metrópolis son 
tres procesos concurrentes. El primero es que ya no existen un modelo 
público de ciudad, ni un poder estatal regulador capaz ni interesado en 
inducir a los particulares, pero sobre todo al capital inmobiliario, a amol­
darse a él. El segundo, que la escala en que se organiza actualmente el sec­
tor terciario globalizado de consumo (comercio, servicios) permite arti­
cular espacialmente las prácticas de los consumidores, por medio de un 
efecto embudo, que hace posible captar una suficiente cantidad de estos 
(dentro de un radio de escala significativa, aunque variable) mediante la 
implantación de los espacios comerciales en nodos viales o a lo largo de 
ejes metropolitanos, sin necesariamente estar rodeados, en su entorno in­
mediato, de áreas habitacionales.Y el tercero, que el hábitat destinado a la 
población automovilizada21, en la medida que es organizado en fragmen­
tos amurallados conectados con la metrópoli por medio del automóvil, se 
presta a estrategias inmobiliarias de flexibilidad locacional. Es decir, goza 
de un grado significativo de ubicuidad, porque su emplazamiento, dado 
por una parte del proceso antes señalado, no depende de la inmediatez 
espacial del comercio y los servicios de proximidad, y su amurallamiento 
y talante introspectivo lo hacen relativamente indiferente a las característi­
cas de su entorno. Alrededores que, por ello mismo, pueden ser tanto los 
de la ciudad densa como los de las áreas residenciales más o menos homo­
géneas y periféricas, e incluso contextos socialmente contrastantes, tal 
como se ha observado en el caso de Sao Paulo (Caldeira, 2000). Esta ubi­
cuidad no impide que, existiendo la disponibilidad de grandes superficies 
a desarrollar, los proyectos inmobiliarios destinados a vivienda de nivel 
residencial se concentren en determinadas áreas, generando lo que podrí­
amos considerar como archipiélagos de islas e islotes residenciales. En el 
caso de la ZMCM, este fenómeno se circunscribe fundamentalmente a 
tres áreas, que involucran dos delegaciones del Distrito Federal y dos mu­
nicipios conurbados. Se trata del desarrollo urbano Santa Fe, a caballo en 
las delegaciones Alvaro Obregón y Cuajimalpa; el área conocida como

21 Desde nuestro punto de vista, la población automovilizada no es aquella que dispone de un 
automóvil, sino la que ha incorporado este vehículo como modo exclusivo de movilidad 
y acceso en sus prácticas cotidianas.
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Interlomas, en el municipio de Huixquilucan, que continúa el desarrollo 
histórico de la ciudad rica hacia el poniente, a partir de la delegación 
Miguel Hidalgo y el eje conformado por las colonias Polanco y Las Lo­
mas, estructurado a partir de la avenida Reforma; y, también en el po­
niente de la aglomeración, la llamada Zona Esmeralda, en el municipio 
de Atizapán. El desarrollo más espectacular del urbanismo insular es, sin 
duda, el proyecto Santa Fe, que surgió como ZEDEC en un área no ur­
banizada, de alrededor de 800 hectáreas, situada en parte en la delegación 
Alvaro Obregón y en parte en la delegación Cuajimalpa, al poniente del 
Distrito Federal.

Un componente fundamental del urbanismo insular, y de lejos el más 
destacado en la literatura latinoamericana, está conformado por diversas 
modalidades de hábitat cerrado, destinado básicamente a los estratos de in­
greso medio-alto y alto. Se trata de fraccionamientos cerrados, conjuntos 
residenciales y condominios horizontales, que comenzaron a tener una 
presencia significativa en la ZMCM hacia fines de los años setenta, pero 
se convirtieron en las modalidades dominantes para las nuevas viviendas 
destinadas a estos estratos en los años noventa.

En el área correspondiente al desarrollo Santa Fe y su zona de expan­
sión residencial en la delegación Cuajimalpa se encuentran algunos de los 
más importantes conjuntos residenciales cerrados, actualmente en desarro­
llo en la ZMCM. Uno de ellos, Bosque Real, abarca 600 hectáreas, cuen­
ta con dos campos de golf y es publicitado como “uno de los desarrollos 
más exclusivos de América Latina” (.Reforma, mayo 28,2006).

Interlomas, en el municipio de Huixquilucan, es, igualmente, una de 
las tres principales zonas donde se están concentrando las nuevas modali­
dades de desarrollo residencial basadas en el dispositivo de los conjuntos 
urbanos y los condominios horizontales. De acuerdo con un reportaje 
periodístico (Ibarra, 2005), hacia fines de 2005, en esta zona se estaban 
construyendo más de veinte mil viviendas en conjuntos residenciales y 
condominios horizontales y verticales.

Tanto en Santa Fe como en Interlomas (municipio de Huixquilucan) 
se presentan los típicos problemas derivados de la insularidad, entre ellos, 
la dificultad para vincularse con el resto de la ciudad para los miles de 
automóviles que convergen en unas pocas vialidades que funcionan 34 como colectoras. De acuerdo con el mismo reportaje, en Interlomas, en
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su conjunto que “alberga actualmente 120 mil habitantes”22 solo “hay 
cinco vialidades”; es decir, solo cinco vialidades públicas, porque el resto 
de las áreas de circulación operan como calles privadas de los diferentes 
fraccionamientos y conjuntos residenciales que conforman esta zona.

Por su parte, en la llamada Zona Esmeralda del municipio de Atizapán, 
según un convenio suscrito en noviembre de 2004 por la Coalición de 
Asociaciones de Colonos de la Zona Esmeralda y las empresas desarrolla­
doras que operan en el área, la parte ya desarrollada de la misma contaba 
con 8.103 viviendas, distribuidas en siete fraccionamientos y conjuntos 
residenciales que abarcan una superficie de alrededor de 800 hectáreas. El 
más importante de estos desarrollos es el fraccionamiento Condado de 
Sayavedra, que cuenta con una superficie de 387 hectáreas y 4.201 resi­
dencias. Este fraccionamiento, autorizado en 1975, es probablemente el 
primer gran desarrollo residencial cerrado de la ZMCM. Entre 2004 y 
junio de 2006, tres diferentes desarrolladores habían obtenido permisos 
para construir 5.930 viviendas en dos grandes conjuntos residenciales: 
Bosque Esmeralda y Lago Esmeralda, los cuales suman una superficie de 
596 hectáreas (Vargas, 2006).

Aunque, por lo general, a una escala menor, y sobre todo bajo la moda­
lidad de condominio horizontal, la difusión de islas residenciales destina­
das a las familias de clase media, pero sobre todo de clase media-alta y alta, 
no se limita a las grandes concentraciones representadas por Santa Fe, 
Interlomas y la Zona Esmeralda, en el poniente de la metrópoli. En el sur 
y sur-poniente del Distrito Federal (delegaciones Alvaro Obregón, 
Coyoacán, Magdalena Contreras, Tlalpan, Xochimilco e incluso delega­
ciones centrales como Benito Juárez y Miguel Hidalgo), la proliferación 
de condominios horizontales de tamaño variable integrados por viviendas 
cuyas características oscilan entre el nivel simplemente medio o decidida­
mente alto, aunque cuenta con antecedentes en los años setenta, comen­
zó en los años ochenta, y se convirtió en la modalidad absolutamente 
dominante de la vivienda unifamiliar nueva ofertada para estos estratos a 
partir de los años noventa. Si suponemos que la oferta de viviendas en

22 Se trata, sin duda, de una cifra incorrecta que exagera la importancia demográfica del área, 
ya que el Conteo General de Población y Vivienda 2005 arrojó una población total de 
224.042 habitantes para el municipio de Huixquilucan.
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venta de nivel medio-residencial y alto es representativa del stock total 
existente en la actualidad en distintas jurisdicciones, se puede concluir 
que, en algunas jurisdicciones político-administrativas, la cantidad de vi­
viendas unifamiliares en condominio horizontal actualmente supera a las 
casas solas, es decir a aquellas sembradas en lote propio y con fachada hacia 
la vía pública23.

En la ZMCM, se presentan, como un segundo componente de la ciu­
dad insular, los conjuntos urbanos de vivienda de interés social y medio que 
han venido a sustituir, desde mediados de los años noventa, a las unida­
des habitacionales, también de interés social y medio, financiadas por los 
organismos públicos de vivienda y promovidos por ellos mismos o por 
sindicatos de trabajadores -en  los casos de los de interés social—, y por 
empresas privadas -en  el caso de los de interés medio—, los cuales previa­
mente eran financiados por el Fondo de la Vivienda (FOVI). Estos nue­
vos conjuntos urbanos son el producto de la convergencia de una nueva 
figura legal establecida tanto en el Distrito Federal como en el estado de 
México, con el traslado de la función de promoción y desarrollo de la 
vivienda de interés social a empresas privadas. Se trata de una figura legal 
y de un modo de producción del espacio habitacional que ha sustituido 
al fraccionamiento, una modalidad de urbanización del suelo que, a su 
vez, como ya se ha señalado, ha sido eliminada de las leyes correspondien­
tes en ambas entidades.

Dadas sus dimensiones, estos conjuntos se convierten en grandes con­
centraciones de población que requieren de equipamientos y conforman 
una demanda concentrada de bienes y servicios. De allí que los desarro­
llos vayan acompañados de la construcción de centros comerciales y de 
la implantación de grandes cadenas de supermercados. El reducido tama­
ño de los terrenos destinados a cada vivienda, la producción en serie y la 
sustitución del Estado por los desarrolladores inmobiliarios en la provi­
sión de los equipamientos e infraestructuras, aunados a la idea de ofrecer

23

36

Así, en el portal electrónico de Metros Cúbicos, el más importante en lo que respecta a 
oferta inmobiliaria de vivienda de nivel medio, residencial y alto, en el mes de abril de 
2006, la oferta de casas (solas y en condominio) pone en evidencia que en delegaciones 
como Magdalena Contreras y Cuajimalpa el número de casas en condominio horizontal 
supera al número de casas solas, en tanto que en las delegaciones Tlalpan y Alvaro 
Obregón esta cifra representa un porcentaje importante pero no mayoritario.
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“viviendas unifamiliares” ubicadas en un entorno exclusivamente habita- 
cional y “seguro” y a la necesidad de disponer de grandes superficies, 
constituyen los principales ingredientes del modelo. El principio de las 
economías de escala, el costo del suelo y los parámetros de precio que se 
derivan de los techos fijados a los créditos hipotecarios por las institucio­
nes públicas dedicadas al financiamiento de vivienda son los principales 
determinantes de la estrategia seguida por los grandes desarrolladores de 
vivienda. Se trata de una estrategia que implica la producción en serie de 
viviendas de tamaño reducido.

La aplicación del esquema en la ZMCM ha elevado la producción de 
viviendas formales de bajo costo a un ritmo y en un número excepcio­
nales. Entre 1994 y mediados de 2005 fueron autorizados 115 conjuntos 
urbanos, con un total de 371.422 viviendas, correspondientes, de acuerdo 
con la tipología adoptada a nivel gubernamental, a los tipos de interés so­
cial y social progresivo, lo que equivale a un promedio de 3.229 vivien­
das por conjunto. Estos conjuntos fueron autorizados en 21 municipios 
metropolitanos, pero con una fuerte concentración en cinco municipios 
del oriente —Chalco, Chicoloapan, Ecatepec, Ixtapaluca y Tecamac—, que 
concentran 62,4% de las viviendas autorizadas, y 27% en cuatro munici­
pios —Nicolás Romero, Coacalco, Cuautitlán y Acolman—, situados al 
norte y norponiente (Duhau, 2007).

Por último, resulta imprescindible subrayar que si, por una parte, estos 
cambios en las formas de producción del espacio urbano-metropolitano 
previamente reseñados están asociados sin duda a un nuevo modelo de 
acumulación y a nuevas modalidades de renovación del espacio construi­
do y de producción de nuevos espacios urbanos; por otra parte, no serían 
adecuadamente interpretados sin tener en cuenta, al menos, otros dos con­
juntos de factores y procesos. El primero de ellos incluye la inercia y el 
enorme peso relativo de la ciudad previamente construida, y las formas de 
construirla; entre estas últimas, en particular y como forma persistente en 
la actualidad, la urbanización informal. El segundo: el nuevo panorama 
político-electoral del país, que comenzó a gestarse en los años ochenta y 
que desembocó, en el año 2000, a nivel nacional, en el desplazamiento del 
PRI de la Presidencia de la República, y a nivel del Distrito Federal, en el 
hecho de que, al frente del gobierno de la capital, se encuentra, a partir de 
1997, un jefe de Gobierno electo (sucesivamente: Cuauhtémoc Cárdenas, 3 7
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A. M. López Obrador y Marcelo Ebrard, todos ellos electos como candi­
datos promovidos por el PRD), en lugar del regente que hasta entonces 
era designado por el presidente de la República. Junto con este punto de 
inflexión en la forma de gobierno de la capital, esta pasó a contar, tam­
bién desde ese mismo año, con un órgano legislativo, la Asamblea Legisla­
tiva del Distrito Federal, que sustituyó a la hasta entonces Asamblea de 
Representantes del Distrito Federal, que había sido instaurada en 1987. 
Adicionalmente, las 16 delegaciones en las que está dividido el territorio 
de la capital, para fines de su administración, pasaron a estar encabezadas, 
a partir del año 2000 -después de un período de transición de tres años- 
por jefes delegacionales electos. Cabe aclarar que esto último no implicó 
la constitución de un régimen municipal, ya que las delegaciones no 
cuentan con un consejo municipal, no captan impuestos ni tasas por la 
prestación de servicios, y su presupuesto forma parte del presupuesto del 
gobierno del Distrito Federal.

Por otro lado, si bien la forma de gobierno en el resto del territorio 
metropolitano (esto es en los municipios conurbados y el estado de México) 
no ha experimentado cambios de similar trascendencia, lo cierto es que 
también allí, a nivel municipal, la condición de pluralismo político introdu­
cida por la institucionalización de una competencia electoral efectiva, junto 
a la reforma municipal de los años ochenta, ha implicado cambios tanto en 
las formas en que se gobierna a nivel local, como en el papel desempeñado 
por los gobiernos municipales en la regulación del desarrollo urbano y el 
aprovisionamiento y prestación de servicios públicos básicos.

Estructura y contenido del libro

La integración de la primera parte del volumen, conformada por dos 
capítulos, responde al propósito de proporcionar, desde dos perspectivas 
marcadamente diferentes, sendas visiones generales de la metrópoli y de 
sus transformaciones durante las últimas décadas. Emilio Pradilla, Felipe 
Moreno y Lisett Márquez sitúan estas transformaciones en términos del 
paso de una metrópoli que, en el marco del modelo de industrialización 
por sustitución de importaciones, operaba como motor del dinamismo 38 económico nacional a una metrópoli cuya terciarización económica y
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reestructuración espacial han sido impulsadas, durante las últimas tres 
décadas, mediante la aplicación de políticas neoliberales. Se trata de un 
texto que, por lo demás, proporciona abundante información en torno a 
los cambios experimentados por la base económica metropolitana a par­
tir de los años ochenta, así como un recuento e interpretación de las 
transformaciones espaciales, las dinámicas inmobiliarias y las políticas aso­
ciadas a las mismas.

El texto de Néstor García Canclini fue pubHcado originalmente en 
2003, y elaborado asumiendo como horizonte temporal el año 2010. Se 
trata de un artículo en el que el autor se interroga respecto a por qué la 
gran metrópoli mexicana invoca escenarios nefastos y se coloca con 
grandes dificultades ante los desafíos planteados por la globalización. A 
este respecto, el autor desarrolla una discusión y un conjunto de sugeren- 
tes reflexiones, tomando como referente general el debate en torno a las 
ciudades globales, en relación a las dificultades enfrentadas por la gran 
metrópoli mexicana para posicionarse como ciudad global, sus potencia­
lidades al respecto y los obstáculos representados por la dualidad “ciudad 
global y (...) ciudad local marginada e insegura”.

Los textos agrupados en la segunda parte abordan distintos procesos y 
modalidades de producción de nuevos espacios urbanos y de renovación 
del espacio urbano preexistente, relacionados con los procesos de urbani­
zación periférica, los productos del urbanismo insular y la renovación de 
la ciudad central, durante las dos últimas décadas.

El texto de Priscilla Connolly analiza la reciente evolución de la urba­
nización irregular, relacionándola con la nueva modalidad de producción 
masiva de vivienda formal de bajo costo en la periferia metropolitana, 
posibilitada por la reforma de los organismos públicos de vivienda, a 
principios de los años noventa. Se trata de un texto en el que la autora, 
además de aplicar un sistema de información geográfica como herra­
mienta de análisis, en este caso el desarrollado por el equipo del Obser­
vatorio de la Ciudad de México (OCIM-SIG) en la Universidad Autó­
noma Metropolitana, Azcapotzalco, se posiciona reflexivamente frente a 
las implicaciones del uso de este tipo de herramientas en la definición 
misma de los fenómenos estudiados.

El texto de Emilio Duhau aborda específicamente la mencionada 
nueva modalidad de producción masiva de vivienda formal de bajo costo, 39
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respecto de la cual propone una interpretación de su auge en cuanto 
nuevo modelo de financiamiento, producción y promoción de vivienda, 
a partir de dos ejes de análisis: por un lado, las formas en que se articulan 
actualmente, en la producción masiva de vivienda de bajo costo, marco 
jurídico y gestión gubernamental, mecanismos de financiamiento, y 
empresa privada; y por otro lado, las correspondencias entre estructura 
tecno-productiva, modelo habitacional y modelo urbanístico.

El texto de René Flores y María Teresa Esquivel discute los resulta­
dos arrojados por la política establecida en el Distrito Federal a partir del 
año 2001 a través del Bando 2 -como ya se señaló previamente en esta 
introducción-, una disposición del gobierno del Distrito Federal destina­
da a promover la producción de vivienda en la ciudad central. Los auto­
res discuten los efectos de esta política tanto en lo que respecta a la evo­
lución de los precios del suelo y el volumen y características de las 
viviendas producidas en la capital en años recientes, como en lo referen­
te a la movilidad residencial intrametropolitana (desplazamiento de habi­
tantes del Distrito Federal hacia municipios conurbados) y su vinculación 
con la oferta masiva de vivienda en la periferia metropolitana.

El texto de Margarita Pérez Negrete, con el cual se cierra la segun­
da parte, está dedicado al desarrollo urbano Santa Fe. Este ejemplo 
emblemático de las nuevas formas de producción del espacio urbano y 
los cambios en los papeles respectivos de los sectores público y privado 
es analizado por la autora en tres niveles: la gestación del megaproyecto, 
los protagonistas del mismo y sus referentes ideológicos; los acuerdos 
entre el sector público y el privado y la hegemonía lograda por este últi­
mo en dichos acuerdos; y las repercusiones sociales de la nueva organi­
zación espacial.

La tercera parte está compuesta por cuatro capítulos, en los que se 
abordan distintas formas de habitar la metrópoli, relacionadas, a su vez, 
con algunos de los diferentes contextos urbanos que coexisten en la ciu­
dad.

Así como la segunda parte se abre con un texto referido al hábitat 
popular -cuantitativamente dominante en la metrópoli-, la tercera inicia 
con un texto de Martha Schteingart, en el que se aborda, con base en dos 
estudios de caso, la situación y condición de las mujeres en las colonias 40 populares de la ciudad de México. Se trata de un trabajo proveniente de
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una estrategia de investigación que consistió en tomar dos asentamientos 
populares del Distrito Federal que habían sido estudiados dentro de un 
amplio proyecto de investigación desarrollado en los años noventa24 y 
comparar algunos de los resultados de este estudio con los obtenidos en 
la investigación actual. El nuevo trabajo de campo debería poner de 
manifiesto fenómenos recientes en los que están inmersas las mujeres de 
las colonias, con el fin de observar los cambios ocurridos en esos asenta­
mientos en poco más de una década.

El texto de María Teresa Esquivel se aboca a la problemática del ha­
bitar en el contexto urbano definido por las unidades habitacionales des­
arrolladas entre los años cincuenta y comienzos de los años noventa del 
siglo pasado, en las cuales reside actualmente una porción significativa de 
la población metropolitana. A partir de una revisión de los antecedentes 
y concepciones que orientaron la difusión de este tipo de hábitat en 
otros países y en México, la autora aborda los principales conflictos y 
tensiones que se atraviesan en la vida cotidiana en este tipo de hábitat de 
la ciudad de México.

Angela GigHa analiza las (no tan) nuevas (aunque cada vez más difun­
didas) formas de habitar asociadas a los espacios residenciales cerrados. La 
autora examina estas formas del habitar y del hábitat como modalidades 
específicas de residir en la metrópoli, asociadas, entre otras cosas, a: la pre­
sencia de dispositivos de seguridad y de cierre; una cierta construcción de 
la identidad local, que define como “comunitarismo imaginario”; y a una 
relación de proximidad en el espacio que se construye, en buena medida, 
mediante modalidades especificas de consumo, que combinan la frecuen­
tación selectiva de lugares especializados para consumir con la utilización 
abundante de servicios a domicilio.

Un texto de Patricia Ramírez Kuri cierra esta parte. Mientras que los 
tres capítulos previos se refieren a distintas formas de habitar en la metró­
poli, asociadas a diferentes contextos urbanos, este último aborda la cues­
tión de los espacios públicos en cuanto lugares potencialmente compar­
tidos por todos los habitantes de la ciudad. Con base en un estudio 
reciente, la autora presenta un análisis de la condición actual y de la geo-

24 Los resultados de dicho proyecto fueron publicados en un volumen coordinado por
Schteingart (1997). 41
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grafía desigual de los espacios públicos en la capital del país a partir de 
una clasificación general de los mismos. Y, desde este análisis, desarrolla 
una visión panorámica de los conflictos urbanos que se dirimen en el es­
pacio público como espacio de la diferencia, en los cuales, además, se 
manifiestan disputas por el acceso a bienes públicos, por el control del es­
pacio urbano y por la reivindicación de derechos.

La cuarta y última parte del libro agrupa cuatro textos que se refie­
ren, desde diferentes perspectivas, a la política y las políticas en y de la 
ciudad: los dilemas actuales y la evolución reciente de la planeación y la 
gestión urbanas; las relaciones entre gobernantes y gobernados, tal como 
se manifiestan a través de la participación ciudadana y la orientación de 
la política de desarrollo social en la capital; y las novedades recientes en 
materia de transporte público.

El texto de Rene Coulomb se sitúa en la escala metropolitana, a dife­
rencia del resto de artículos incluidos en esta parte, que se refieren a la 
ciudad de México propiamente dicha. En esa escala, el autor discute los 
desafíos y dilemas de la gestión y la planeación urbanas: la visión metro­
politana frente a los intereses y las demandas locales; el centro y la peri­
feria; la equidad de la acción y la inversión públicas en una metrópoli 
territorial y socialmente polarizada; la relación entre la zonificación de 
los usos del suelo y la segregación urbana frente a la heterogeneidad de 
usos y la “mixtura” social; el problema de la desigual capacidad de capta­
ción de recursos fiscales de los gobiernos locales en el contexto metro­
politano; las simultáneas privatización de los beneficios y socialización de 
los costos, que suele resultar del apoyo a grandes proyectos urbanos; y los 
dilemas que se plantean entre gestión centralizada y eficiente pero anti­
democrática, y gestión descentralizada participativa pero localista y sin 
visión de conjunto.

Desde la perspectiva de la antropología política, Héctor Tejera desarro­
lla un análisis de la formas que adopta la relación gobernantes-gobernados 
en la capital, a través de la interacción entre los habitantes del Distrito 
Federal y los partidos políticos, por un lado; y, por otro, de la participación 
ciudadana vía las instancias de participación vecinal denominadas “comi­
tés vecinales” (a partir de octubre de 2010: “comités ciudadanos”) y diver­
sas prácticas de gobierno que son asumidas, desde la perspectiva de los fiin- 

4 2  cionarios, como de participación ciudadana.



Lucía Alvarez y Cristina Sánchez Mejorada discuten, igualmente, la 
cuestión de la participación ciudadana, pero a propósito de la política de 
desarrollo social del gobierno del Distrito Federal. Una política que, 
junto con los programas de vialidad y transporte, y los esfuerzos desple­
gados en materia de seguridad pública, parece constituir uno de los pila­
res fundamentales de las mayorías electorales obtenidas sucesivamente y 
desde 1997 por el PRD en el Distrito Federal.

Finalmente, el texto de Bernardo Navarro ofrece un recuento de los 
principales programas relacionados con el transporte público, que el 
actual gobierno de la capital ha puesto en marcha y que, según el autor, 
suponen un punto de inflexión en la orientación de la política aplicada 
en esta materia.
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I. El tránsito hacia un 
nuevo orden urbano



Cambios económicos y morfológicos 
en la Zona Metropolitana 

del Valle de México

Emilio Pradilla Cobos1, Felipe Moreno Galván1 2 y 
Lisett Márquez López3

Introducción

E n las tres últimas décadas, la Zona Metropolitana del Valle de 
México (ZMVM) ha experimentado profundos y notorios cam­
bios en muy diferentes aspectos de su estructura y su funciona­
miento, resultantes de la combinación compleja de los efectos de la apli­
cación de las políticas macroeconómicas neoliberales, las prácticas de los 

distintos actores sociales, y las políticas urbanas de los gobiernos locales.
Por la gran complejidad de los cambios y los límites de espacio y 

tiempo de este trabajo, abordaremos solamente dos aspectos del proceso 
metropolitano, a nuestro juicio determinantes; el cambio en la estructura 
económica metropolitana, caracterizado por la desindustrialización y la 
terciarización informal; y la modificación de la lógica de configuración 
territorial, de la centralidad única a la red de corredores terciarios.

El esbozo parcial sobre el desarrollo histórico de la metrópoli nos ser­
virá de marco de referencia para la ubicación y comprensión de estas 
transformaciones.

1 Doctor en Urbanismo. Profesor-Investigador del Departamento de Teoría y Análisis de la 
Universidad Autónoma Metropolitana, México. Investigador nacional del Sistema Nacio­
nal de Investigadores del Consejo Nacional de Ciencia y  Tecnología, México. Miembro 
de la R ed Nacional de Investigación Urbana de México y la Red Iberoamericana de 
Investigadores sobre Globalízación y Territorio.

2 Doctor en Ciencias y Artes para el Diseño. Estancia posdoctoral en la Universidad 
Autónoma Metropolitana, Xochimilco.

3 Magíster en Estudios Regionales, Instituto José María Luis Mora, México. 49
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Esbozo del desarrollo histórico de la Zona 
Metropolitana del Valle de México
La expansión física de la ciudad de México se reinició en 1858 con la 
construcción de colonias que desbordaron los límites que había mante­
nido durante casi todo el virreinato colonial. La ciudad creció con más 
de veinte nuevas colonias de diferentes estratos sociales, construidas entre 
1881 y 1909, ubicadas al norte, sur y, sobre todo, al poniente, debido al 
suelo menos propenso a inundaciones y a las facilidades de transporte que 
ofrecían los tranvías y el ferrocarril. La construcción de las nuevas colo­
nias se llevó a cabo sobre antiguos terrenos de haciendas y ex conventos. 
Entre 1858 y 1910, la ciudad creció demográficamente menos de dos 
veces y media pero se expandió territorialmente casi cinco veces, lo que 
quiere decir que el patrón compacto de la ciudad virreinal y sus barrios 
cedió su lugar a otro menos denso (González, 1994).

Los ferrocarriles, instalados desde finales del siglo XIX, extendieron 
el área de influencia de la ciudad e iniciaron el proceso de metropoliza- 
ción, relacionando localidades próximas. La cuenca del valle de México 
dejó de ser una serie de ciudades distintas, relacionadas principalmente 
por el comercio, y empezó a vincularse por medio de un gobierno cen­
tral y una industria de creciente importancia, lo que integró a varios pue­
blos cercanos y aumentó el flujo de personas en la región. Esto implicó 
un crecimiento importante para la ciudad de México: en 1900 se conta­
ban 541 mil habitantes en una extensión de 27,14 km2, mientras que diez 
años después ya eran 721 mil habitantes y un área de 40,10 km2 (Alva- 
rez, 2003).

A partir de 1894 se produjo un crecimiento económico importante 
que duró hasta la primera década del siglo XX. Este período correspon­
dió a la consolidación del imperialismo, caracterizado por la exportación 
de capitales de los países industrializados hacia las antiguas o nuevas colo­
nias, debido a la demanda de materia prima y alimentos, y al estallido de 
movimientos obreros. Sin embargo, junto a este crecimiento, ocurrió un 
aumento del número de los desposeídos y de los sectores desplazados por

Ila irrupción del gran capital (Beato, 2004). En 1907, casi en coincidencia 
con el final del régimen porfirista, se presentó una fuerte crisis que sacu- 50 dió a la economía mexicana y convulsionó socialmente diversos puntos



del país (Beato, 2004), y además se combinó con el fin del ciclo de expan­
sión capitalista mundial, hacia 1915.

La tensión social, la fase recesiva de la economía y el interés de diversos 
sectores por acceder al poder propiciaron la revolución mexicana. Después 
de lograr el exilio de Díaz, el movimiento liderado por Francisco I. Madero 
ganó las elecciones en 1911. Sin embargo, los desacuerdos entre la clase bur­
guesa porfirista y el gobierno maderista llevaron a un golpe de Estado que 
provocó una guerra civil dirigida por otros líderes revolucionarios y, poste­
riormente, a diferentes luchas entre los caudillos. La falta de estabilidad duró 
hasta que, en 1924, un grupo en el poder liderado por Plutarco Elias Calles 
conformó el Partido Nacional Revolucionario, que, con distintos nombres, 
se mantuvo en el poder durante 75 años, y promovió el desarrollo median­
te un capitalismo de Estado y un régimen político bonapartista. Favorecido 
por la estabilidad, el proceso de industrialización de la ciudad se consolidó, 
lo que trajo consigo una mejoría en el transporte público y permitió la 
expansión del área urbana y la disminución de las densidades de población, 
que de 19.673 hab/km2 en 1900 pasó a 14.974 hab/km2 en 1940 (Ezcurra, 
1998).

La Constitución Política de 1917 estableció la reforma agraria. En el 
valle de México produjo la redistribución de tierras, restituyéndole a las 
poblaciones las áreas perdidas; pero sus posibilidades se truncaron por la 
urbanización y la consiguiente desertifieación del espacio rural 
(Messmacher, 1979). A partir de 1920 y pese al período recesivo en la eco­
nomía mundial (1914-1940), la ciudad creció porque las industrias y la 
infraestructura regionales no fueron afectadas por la revolución: en 1921 
se estimaban 906 mil habitantes distribuidos en 46,37 km2(Alvarez, 2003). 
También crecieron el aparato administrativo y la burguesía basada en la 
industrialización. Con el fin de asentar a la población acomodada, cuya 
vivienda fue afectada por la ampliación de la actividad comercial en el cen­
tro, se aprovecharon los terrenos de ex haciendas para desarrollar fraccio­
namientos que demandaron grandes porciones de terreno.

Las obras más importantes de comunicaciones y transportes conver­
gieron en la ciudad de México, sustentando la industrialización y el cre­
cimiento. La nacionalización de la industria petrolera, promulgada por 
Lázaro Cárdenas en 1938, permitió la construcción de un sector capita­
lista de Estado que acentuó el desarrollo capitalista en México. En el con- 51
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texto externo, las guerras mundiales, que redujeron la fuerza de trabajo y 
destruyeron el aparato productivo de las potencias europeas y militariza­
ron el de Estados Unidos, paradójicamente dieron inicio a una larga onda 
expansiva de la acumulación capitalista mundial. Así, la industrialización 
en México fue impulsada por la contracción de la oferta de productos 
importados y un aumento en la demanda interna y externa.

La ciudad de México atrajo a la mayor parte de las plantas manufac­
tureras, las cuales generaron procesos de urbanización en su entorno. El 
crecimiento de la ciudad se hizo más notorio dados la multiplicación de 
la población debido a procesos migratorios y la intervención del Estado 
como promotor de la industrialización al dotar de condiciones generales 
por la instalación de ferrocarriles, plantas eléctricas y obras viales. En 
1940 había 1760.000 habitantes en la ciudad, la cual ocupaba unos 
117,54 km2, y en 1960, 4,374.000 habitantes en una ciudad que creció 
en extensión más del doble en veinte años, al alcanzar los 271,98 km2 
(Alvarez, 2003), con lo que traspasó los límites administrativos del Dis­
trito Federal, acelerando y extendiendo el proceso de metropolización 
(Garza, 1985).

El crecimiento extensivo de la ciudad no podía sostenerse con un 
solo centro de comercio y servicios, por lo que se formaron diversos sub­
centros en lo que habían sido los antiguos pueblos integrados a la 
ZMVM (Pradilla y Pino, 2004); además, surgieron concentraciones co­
merciales sobre las vialidades principales, lo que implicó el tránsito de la 
ciudad monocéntrica a la poücéntrica jerarquizada. Hacia 1970 empezó 
a agotarse la onda expansiva del crecimiento capitalista trasnacional, lo 
que fiie evidente con la crisis de los energéticos en 1973. Entonces, el 
gran capital puso en marcha la relocalización e integración trasnacional 
de los procesos de producción, lo que afectó a la industria instalada en la 
ciudad de México, pero no implicó una disminución automática del cre­
cimiento urbano, dada la inercia generada por la industria.

El aumento de la cantidad de automotores -de 72.189 en 1950 a 
3’445.228 en 1998 (Espinosa, 2003)-justificó las grandes obras viales. El 
crecimiento de la infraestructura carretera tuvo un impacto importante 
en la relocalización de las industrias y la conformación de nuevos siste­
mas región,ales, lo que dio lugar a la integración territorial de varias loca- 52 Edades del área periférica de la mancha urbana.



Cuadro 1. Población de la Ciudad de M éxico 3j  la ZMVM
1689* 1746* 1790* 1811* 1820* 1838** 1895*** 1900*** 1910*** 1921*** 1930***

Ciudad  
de M éx ico 50 .000 100 .000 129.000 168.846 179.830 205 .430 474 .860 541.516 720 .753 906 .063 1,229.576

1940a 1950a 1960a 1970a 1980a 1990a 2000AA 2005AAA
DF 1,757.530 3,050.442 4,870.876 6,874.165 8,831.079 8,235,744 8,605.239 8,720.916
M un.
conurbados 199.969 289 .943 590.799 2,220.307 4,064.528 7 ,007 .254 9 ,371.312 10,518.994
Z M V M 1,957.499 3,340.385 5,461.675 9,094.472 12,895.60715,242.998 17,922.551 19,239.910

Fuente: *Sonia Lombardo, “Atlas de la Ciudad de M éxico”, COLMEX, 1987.
** Lourdes Márquez M orfm ,“La desigualdad ante la muerte en la Ciudad de M éxico”, Siglo XXI, 1994. 
*** INEGI, “Cien años de Censos de Población 1895-1995”, INEGI, 1996.
A INEGI, “Censo General de Población y Vivienda” DF y Edomex, INEGI, 1940-1990.
^  C O N APO , “Delimitación de las zonas metropolitanas de M éxico”, CONAPO, Ira edición, 2004.
AAA C O N A PO , “Delimitación de las zonasa metropolitanas de M éxico 2005”, C ON APO, 2005.
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Cuadro 2. Tasa de crecimiento de la Ciudad de M éxico y la ZMVM
1689-1746 1746-1790 1790-1811 1811-1820 1820-1838 1838-1895 1895-1900 1900-1910 1910-1921 1921-1930

Ciudad  
de M éx ico 1,22 0 ,58 1,93 0,70 0 ,74 1,48 2,66 2,90 2 ,10 3,45

1 93 0-1940 1 940-1950 1 950-1960 1960-1970 1970-1980 1980-1990 1990-2000 2 000-2005
DF - 5,67 4,79 3,50 2,54 -0,70 0,44 0,13
M un.
conturbados _ 3 ,79 7 ,38 14,16 6,23 5,60 2,89 1,22
ZM VM 4,75* 5,49 5+04 5,23 3,55 1,69 1,63 0,71

Fuente: Elaboración propia con base en datos de “Cuadro 1. Pobleción de la Ciudad de M éxico y  la ZM VM ”. 
♦ Nota: Esta tasa de crecimiento corresponde al cambio de Ciudad de M éxico a ZMVM.
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La economía mexicana y la metropolitana
En tres décadas de aplicación de las políticas neoliberales, tanto la econo­
mía mexicana como la metropolitana han sufrido profundos cambios. De 
haber sido el motor y punta de lanza de la acumulación de capital en el 
país durante el período de la industrialización por sustitución de impor­
taciones (1940-1980), la ZMVM parece haberse convertido en un ancla 
del crecimiento económico. La desindustrialización y la terciarización 
informal explicarían este dramático cambio.

La pérdida de dinamismo económico
La Región Centro del país, donde se asienta la ciudad-región del 
Centro4, sigue siendo el polo económico regional cuantitativamente más 
importante de México.

En el período analizado, la región ha albergado a un poco más de un 
tercio de la población nacional: 33,04% en 1980, 33,79% en 2000 y 
33,61% en 2005. Pero el peso en relación al total nacional y su tenden­
cia es muy desigual entre las entidades que conforman la región. Mientras 
el DF y el Estado de Hidalgo disminuyeron su participación en la pobla­
ción nacional, los demás estados la incrementaron. El DF, cuya participa­
ción disminuyó notoriamente (-4,87% entre 1980 y 2005), y el estado de 
México, donde aumento (+2,24% en el período) son los extremos del 
abanico; sobre ellos se asienta la ZMVM. Factores importantes de esta 
tendencia demográfica desigual han sido el acelerado ritmo de creci­
miento de los municipios conurbados en la metrópoli, y el casi nulo de

4 La Ciudad de México, Distrito Federal (DF), capital de los Estados Unidos Mexicanos, 
está constituida por 16 delegaciones; es el núcleo estructurador de la Zona Metropolitana 
del Valle de México (ZMVM), que integra, además del DF, a 58 municipios del estado de 
México y uno del estado de Hidalgo, conurbados al DF; a su turno, la ZMVM es el núcleo 
estructurador de la Ciudad Región del Centro de México (CRCM), formada por las 
zonas metropolitanas del Valle de México, Cuernavaca-Cuautla, Puebla-Tlaxcala, Pachuca, 
Querétaro-San Juan del Río, y Toluca-Lerma, y otras localidades intermedias, para un total 
de 276 unidades político-administrativas (municipios y delegaciones) de las siete entida­
des federales que constituyen la Región Centro del país (Fideicomiso, 2000a).
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la Ciudad de México, expulsora de población hacia la periferia mexi- 
quense (Fideicomiso, 2000a).

La Región Centro ha tenido una alta participación en la generación 
del producto interno bruto nacional (PIBN): 43,33% en 1980, 41,97% 
en 2000, y 39,64% en 2006, superior a su peso poblacional relativo, aun­
que con una dinámica decreciente. En el período 1980-2006, la partici­
pación del DF en el PIBN disminuyó en -4,83%, al pasar de 25,15% a 
20,32%, al igual que la del estado de México5, en -0,30%, pasando de 
10,94% a 10,64% (ver Gráfico 1). La tendencia decreciente de la partici­
pación del DF en el PIBN se ha mantenido porque la entidad presentó, 
entre 1994 y 2006, tasas de crecimiento del PIB inferiores a la media 
nacional y a la del estado de México, exceptuando el 2000 y 2002 (ver 
Gráfico 2).

Esto ocurre en el contexto del largo período de estancamiento econó­
mico del país, iniciado en 1982 y marcado por las recesiones de 1982-1983, 
1986,1995, 2001 y 2008, que aún no se supera y cuyo resultado han sido 
28 años de crecimiento económico inferior al de la población.

La pérdida de dinamismo económico de la ciudad-región se explica, 
fundamentalmente, por la crisis del campo intraregional —de limitado peso 
relativo-, y sobre todo por los procesos de desindustrialización y terciariza- 
ción informal que sufren sus componentes más importantes, en particular la 
ZMVM y el DF.

5 N o  se dispone de información estadística oficial de distribución del PIB total y  sectorial 
por municipios, lo que impide calcular la evolución y  el peso económico e industrial total 

5 6  de la ZMVM y la CRCM .
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Participación del DF Edom ex  
y  R eg ión  Centro en el PBI 

Nacional (%)

Año D F EdoM ex
R egión
Centro

1970 27,56 8,52 43,04
1975 25,14 10,25 43,51
1980 25,15 10,94 43,33
1985 20,% 11,10 39,95
1988 21,35 11,40 40,71
1993 23,78 11,40 42,37
1994 23,60 11,40 42,10
1995 23,05 11,40 41,09
1996 22,53 11,40 41,18
1997 22,52 11,40 41,48
1998 22,19 11,40 41,20
1999 22,05 11,40 41 ,23
2000 22,21 11,40 41,29
2001 21,94 11,40 41,22
2002 22,02 11,40 41,04
2003 21,32 11,40 40,27
2004 20,52 11,40 39,38
2005 20,37 11,40 39,56
2006 20,32 11,40 39,54
Fuente: Banco Je InfbrtniriÁu
Económics (B1EJ. producto intimn
hrufo pdr entidad rttleritiva.
Participación porcentual de los «tiJnp
eál& actividad« económicas. del perío-
do 197( -̂200.1. INEGI
Nota: La Región Centro comprende las
entidades de DF, Hidalgo, Edomex,
Morelos, Puebla, Qu eré taro y Tlaxcala.

Gráfica 1. Participación del DF, Edomex y  
R egión Centro en el PIB nacional (%)

Evolución anual de la tasa de 
crecimiento del PIB nacional, DF  

y Edom ex (1970-2006)
Año Nacional D F Edom ex
1970 - - -

1975 6,49 5,34 10,27
1980 6,96 6,14 8,31
1985 -1 ,66 -5 ,1 0 -1 ,35
1993 4,04 6,10 3,03
1994 4,42 : 3,63 3,94
1995 -6,17 -8 ,36 -8 ,86
1996 5,15 3,27 8,19
1997 6,78 6,72 8,82
1998 5,02 3,02 4,67
1999 3,75 3,12 3,72
2000 6,59 7,33 6,92
2001 -0,03 -1 ,22 1,12
2002 0,77 1.12 -0 ,96
2003 1,39 -1,83 0,13
2004 4,16 0 ,23 4,10
2005 2,76 2,01 4,62
2006 4,81 4,55 6,12
Fuente: Elaboración con base en Banco
de Información Económica (BLE), por
entidad federativa. Ciñas anuales del
período 1970-2206, INEGI 57
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La crisis del campo periurbano
El sector rural nacional esta sumido en una crisis estructural desde me­
diados de los años sesenta, agravada por la entrada en vigor, en 1994, del 
Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) (Pradilla, 
2009); el campo que se ubica al interior de la CRC, y en particular en la 
periferia de la ZMVM, añade, a los factores nacionales, los propios de su 
relación con la expansión física metropolitana.

En términos económicos, el sector primario no es significativo para 
el DF, pues solo representaba, en 2000 y 2006, el 0,12% de su PIB total 
(ver Gráfico 3) y el 0,27% de la población económicamente activa en 
2000 (Méndez, 2002). Su importancia radica en el papel que tiene el área 
rural en: a) la preservación del suelo de conservación6 periurbano y su 
impacto sobre la prestación de servicios ambientales y recreativos a la 
metrópoli; b) el significado de su crisis como desaprovechamiento de las 
ventajas comparativas para la producción agropecuaria y de servicios recre­
ativos, derivadas de su inserción en la ciudad-región como gran merca­
do, con los más altos ingresos per cápita del país; c) la preservación de las 
identidades culturales tradicionales de sus pueblos; y d) el problema social 
que implica el deterioro de las condiciones de vida de sus habitantes.

Durante la segunda mitad del siglo XX, el intenso crecimiento físico 
del DF que llevó a la formación de la ZMVM ocurrió mediante la urba­
nización del campo circundante, destruyendo áreas destinadas a la pro­
ducción agropecuaria y la reserva forestal y natural6 7. Además, al interior 
del suelo de conservación restante se han producido cientos de asentamien­
tos regulares o irregulares que solo en el DF llegaban, en 2000, a 642, en 
3.208 hectáreas ocupadas (Fideicomiso, 2000).

6 En el lenguaje oficial del DF, el suelo de conservación, decretado en los programas de pre­
servación ecológica y de desarrollo urbano, incluye el área explotada en labores agrope­
cuarias y forestales por ejidatarios, comuneros o propietarios privados, y la propiedad 
pública destinada a reservas forestales, hidrológicas o naturales.

7 El área urbanizada de la ZMVM aumentó de 22.862 hectáreas en 1950 a 171.776 en 
2000; el DF, que en 1950 representaba el área total de la metrópoli, por su parte, creció 
hasta 76.856 hectáreas. Si se mantienen las tendencias demográficas y físicas actuales, en 
el año 2020, la ZMVM alcanzaría las 239.702 hectáreas y el DF, las 98.492, con una pér­
dida de 67.926 y  21.626 hectáreas de suelo de conservación, respectivamente (Fidei­
comiso, 2000a: 253).
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Los actores sociales que se han combinado en esta destrucción han 
sido: fraccionadores comerciales, para construir fraccionamientos de capas 
medias o altas8; empresas e individuos aislados que ocupan terrenos para 
asentar su vivienda y otras actividades económicas; organismos estatales 
de vivienda del DF o el estado de México, para promover o construir 
unidades habitacionales; sectores populares que ocupan, colectiva o indi­
vidualmente (ocupación hormiga), terrenos en forma irregular; o ejidata- 
rios y comuneros, para alojar familiares o avecindados en la periferia de los 
pueblos rurales (Legorreta, 1994).

La reducción del área rural ha significado: a) la disolución acelerada 
de las formas tradicionales de producción agropecuaria, por ocupación 
del suelo para usos urbanos o por pérdida de rentabilidad; b) la pavimen­
tación de las áreas de recarga del acuífero del cual se obtiene la mayoría 
del agua potable para el DF y otras zonas de la metrópoli, causando su 
sobre-explotación severa (Fideicomiso, 2000a; Pradilla y Sodi, 2006); c) la 
eliminación de áreas de regulación y modificación severa de la geografía 
de los escurrimientos de agua pluvial, que lleva a avalanchas sobre las 
zonas bajas y a la saturación del drenaje; d) la pérdida de zonas forestales 
de captura de carbono y regeneración del aire metropolitano; e) la des­
trucción de zonas de patrimonio ambiental para la recreación de la po­
blación; y f) la modificación de los ámbitos patrimoniales de los pueblos 
originarios del valle de México. Estos procesos afectan a la metrópoli y al 
mismo sector rural.

Entre 1970 y 1997, el uso del suelo de conservación del DF sufrió un 
notorio cambio, de agrícola y forestal a urbano (Fideicomiso, 2000c), y 
poco ha variado desde entonces. Las unidades productivas rurales se ca­
racterizan por su pequeña dimensión (1,20 hectáreas, en promedio), insu­
ficiente para una explotación comercial rentable en condiciones tradicio­
nales y para mantener a la familia campesina. En esta agricultura domi­
nan los productos tradicionales de bajo valor y poca rentabilidad: avena

8 En los municipios conurbados del estado de México, donde se dan muchas facilidades a 
los fraccionadores y empresas inmobiliarias, se han construido recientemente cientos de 
miles de viviendas para estratos medios y desarrollos comerciales, sobre suelo agrícola y  
reservas naturales, para recibir a la población que emigra del DF o llega de otras locali­
dades, lo que ha causado un crecimiento explosivo de su población sin precedentes
(Duhau, 2008). 59
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forrajera, maíz y nopal, y una actividad pecuaria de traspatio para la sub­
sistencia familiar. La tecnología utilizada es tradicional, debido al poco 
conocimiento de los cambios posibles, la falta de capacidad económica de 
los campesinos para introducirlos y la escasa promoción pública. Quienes 
explotan la tierra son los campesinos de mayor edad y las amas de casa, 
mientras que los jóvenes y adultos se dedican a actividades urbanas, en 
gran parte informales, para lograr la subsistencia que la actividad rural no 
garantiza.

Evolución de la participación sectorial en la estructura económ ica del D F (1970-2006)
1970 1975 1980 1985 1993 1994 1995 1996 3997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006

G.D.l Agropecuaria, 
silvicultura y pesca 0,27 0,32 0,24 0,22 0,14 0,01 0,15 0,14 0,15 0,13 0,12 0,12 0,13 0,12 0,13 0,11 0,13 0,12
G.D.2 Minería 0,32 0,37 0,68 0,26 0,12 0,13 0,11 0,10 0,08 0,07 0,06 0,06 0,15 0,15 0,13 0,11 0,09 0,10
G.D.3 Industria 
manufacturera 27,06 26,11 26,45 26,88 16,70 16,33 15,42 15,72 17,47 18,08 18,05 18,01 17,02 16,90 19,07 15,76 15,24 14,68
G.D.4 Construcción 4,64 4,24 5,38 4,59 5,39 5,40 4,23 4,11 4,36 3,78 3,78 4,17 4,79 5,30 5,54 5,24 5,35 5,93
G.D.5 Electricidad, 
gas y agua 0,75 0,63 0,57 0,55 0,53 0,51 0,54 0,51 0,49 0,47 0,51 0,48 0,49 0,45 0,43 0,41 0,40 0,39
G.D.6 Comercio, 
restaurantes y hoteles 30,63 28,05 25,17 23,91 22,52 22,92 20,59 20,97 22,00 22,00 21,72 22,25 21,44 20,83 20,43 20,04 19,90 19,69
G.D.7 Trans, almacenaje 
y comunicaciones 5,62 6,93 7,80 8,04 10,43 10,58 10,85 11,28 11,56 11,96 12,65 12,65 13,29 13,25 13,95 15,02 15,71 16,59
G D.8 Serv. finacieros, 
seguros, actividades 
inmobiliarias y alquiler HUI 9.15 8,21 10,43 17,71 18,57 19,85 19,15 19,17 19,18 19,38 19,90 21,49 23,00 23,82 25,45 26,07 25,24
G.D.9 Serv. comunales, 
sociales y personales 20,58 24,16 25,48 25,03 32,50 32,00 33,80 33,15 31,73 31,30 30,99 29,96 29,63 29,29 29,45 29,12 28,90 28,24

Fuente: Elaborado con base en Banco de Infúrtuactón Económica (BIE),PIB ptw entidad licterriiva. Cifras anuales del periodo 1970-2206, INEGI
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Gráfico 3. Evolución de la participación sectorial en la estructura 
económica del DF (1970-2006)

Años
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Estos factores se suman a la ausencia de políticas estatales integradas de 
fomento y apoyo a la producción agropecuaria, a la tecnología moderna 
ambientalmente sustentable y a mecanismos de comercialización que 
promuevan el aprovechamiento de las ventajas comparativas que tiene el 
sector agrario dentro de la ciudad-región: un mercado de más de 27 
millones de personas con la capacidad adquisitiva promedio más alta del 
país, y la posibilidad de explotar nichos de mercado específicos para pro­
ductos de alto valor unitario y mucha mayor rentabilidad económica.

La zona rural metropolitana es asumida como una reserva de suelo 
urbanizable que se transforma en urbana, legal o ilegalmente, pues las ren­
tas del suelo rural apropiadas por los campesinos son muy inferiores a las 
del suelo urbano, diferenciales o absolutas, que operan como de monopolio da­
da la escasez de suelo urbanizable en la metrópoli. Esta situación ha sido 
explotada históricamente por los fraccionadores irregulares, los funciona­
rios ejidales y comunales y los administradores públicos, para lucrar con la 
necesidad de los campesinos y de los demandantes de suelo urbano.

Industrialización y desindustrialización de la ZM VM  y el DF
Hasta la década de los setenta, la industrialización sustitutiva de importaciones 
en México fue intensa: el PIB de la industria manufacturera creció a pro­
medios anuales del 5,0% en los años treinta, el 7,1% en los cuarenta, el 
7,3% en los cincuenta y el 8,9% en los sesenta (Garza, 1985).

La participación de la región central en la generación del PIB del sec­
tor manufacturero ha sido muy superior a su peso demográfico, mante­
niéndose como la mayor concentración industrial del país; pero ha mos­
trado una tendencia decreciente notoria al bajar del 56,44% en 1980, al 
43,14% en 2006 (-13,30). El DF ocupó el lugar protagónico en la indus­
trialización del país: en 1970 generaba el 32,2% del PIB manufacturero 
nacional, para descender a 29,45% en 1980,y a 15,28% en 2006 (-14,17%). 
El estado de México, incluyendo los municipios conurbados, sufrió una 
pérdida de peso industrial más moderada, bajando del 18,07% en 1980, al 
15,96% en 2006 (-2,11 %) (ver Gráfico 4).
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Participación del DF Edom ex  
y  R eg ió n  Centro en el PBI de la 

industria manufactura nacional

A ño D F D om es
R egión
Centro

1970 32,20 17,51 56,47
1975 29,82 17,37 55,32
1980 29,46 18,07 56,44
1985 24,71 19,11 53,80
1993 20,85 17,39 48,63
1994 20,31 16,99 47,61
1995 19,68 16,19 45,63
1996 18,67 16,49 45,36
1997 18,94 16,48 45,88
1998 18,81 16,20 46,05
1999 18,60 16,13 46,06
2000 18,62 16,03 45,84
2001 18,06 16,52 45,80
2002 18,27 16,00 45,55
2003 17,27 15,80 44,70
2004 16,32 15,65 43,35
2005 15,89 15,90 43,64
2006 15,28 15,96 43,14
Fuente: Elaborado con base en Banco 
de Información Económica (BIE), 
producto interno bruto por entidad 
federativa, INEGI
Nota: La Región Gentío comprando bu 
entidades de DFj Hidalgo, Edomex. 
Macelos, l*ucbla. Querétaro yTlaxcala.

Gráfico 4. Participación del DF, Edomex y  
R egión  Centro en el PIB de la Industria 
manufacturear nacional.
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Entre 1980 y 2006, las tasas de crecimiento de la industria manufacture­
ra del DF y del Estado de México que incluye a los municipios conur- 
bados fueron negativas (-6,45% y -4,52%), en mayor grado que la nacio­
nal (-4,06%). Encontramos la misma situación de contracción absoluta 
entre 1980 y 2003, en las variables claves de la industria manufacturera 
del DF, los municipios conurbados y el Area Metropolitana de la Ciudad 
de México9: valor agregado censal bruto, personal ocupado -con excepción de 
los municipios conurbados-, remuneraciones totales al personal ocupado, acti­
vos fijos y formación bruta de capital fijo; solo creció en los tres ámbitos el 
número de establecimientos, mostrando el pequeño tamaño de los locales 
nuevos, la “changarrización” (censos económicos nacionales realizados 
por INEGI.Ver gráficos 5-10). Podemos, por tanto, hablar de la desindus­
trialización absoluta y relativa de la Zona Metropolitana y sus componen-

9 El Área Metropolitana de la Ciudad de M éxico (AMCM) es una delimitación territorial 
menos amplia que la ZMVM en términos de número de municipios conurbados inclui­
dos, que ha sido utilizada por el INEGI en los censos económicos.
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tes: DF y municipios conurbados del Estado de México (Pradilla y 
Márquez, 2004; Márquez y Pradilla, 2008).

Gráfico 5. Tasa de crecimiento número de 
establecimientos
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Gráfico 6. Tasa de crecimiento de personal 
ocupado
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Gráfico 7. Tasa de crecimiento de remunera­
ciones totales al personal ocupado
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Gráfico 9. Tasa de crecimiento de 
activos fijos

Período

■  Total nacional SI Municipios conturbados
SI Distrito Federal f l  AMCM

Gráfico 10. Tasa de crecimiento de 
formación bruta de capital fijo

Periodo

■  Total nacional H  Municipios conurbados
SI Distrito Federal H  AMCM

Entre 1970 y 2006, la participación de la industria manufacturera en el 
PIB total del DF cayó un -12,40%, al pasar de 27,08% a 14,68% (ver 
Gráfico 3). La pérdida de empresas y empleos industriales en la ciudad se 
remonta a la recesión de 1982, con recuperaciones y caídas según los 
ciclos económicos.
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Cuadro 3. Evolución de la tasa de crecí-
miento del PIB de la industria manufactu-
rera en el DF, Edom ex y  nacional (1 97 0-
2006)

Año DF Edom ex Nacional
1970-1975 4,57 6,02 6,20
1975-1980 6,41 7,53 6,67
1980-1985 -4,80 -0,29 -1,40
1985-1993 -0,93 0,01 1,20
1993-1994 -5,30 -5,04 -2,78
1994-1995 -39,38 -40,37 -37,45
1995-1996 -17,66 -11,62 -13,21
1996-1997 -3,64 -5,08 -5,00
1997-1998 -10,12 -10,98 -9,48
1998-1999 -8,25 -7,61 -7,22
1999-2000 -1,76 -2,51 -1,89
2000-2001 -10,62 -5,05 -7,87
2001-2002 -4,96 -9,00 -6,01
2002-2003 -10,24 -6,25 -5,05
2003-2004 -6,57 -2,08 -1,17
2004-2005 -4,51 -0,30 -1,88
2005-2006 -3,09 1,07 0,72

1980-2006 -6,45 -4,52 -4,06
Fuente: Elaboración propia con base en Banco de
Información Económica, INEGI

Los factores determinantes de este proceso son múltiples y están combi­
nados en forma compleja. La industria metropolitana y capitalina se cons­
truyó para atender al mercado interno nacional; perdió dinamismo con 
su contracción desde los años ochenta, a causa de las fases recesivas de la 
economía, acompañadas de altas tasas de inflación, desempleo masivo, la 
reducción del salario real a menos de un tercio de su valor real (desde 
1976), empobrecimiento generalizado, y la competencia desigual con los 
productos importados libremente -desde mediados de esta década y so­
bre todo con la entrada en vigor, en 1994, delTTLCAN y otros acuer- 

6 6  dos de libre comercio-.
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En la crisis de larga duración, la mayoría de la industria metropolita­
na y capitalina, sobre todo la micro y pequeña, no tuvo tiempo, ni capi­
tal disponible, ni acceso al crédito, para reconvertirse e insertarse en la 
economía abierta; hoy, solo una pequeña porción de grandes empresas 
industriales, básicamente trasnacionales, se integra a la economía expor­
tadora. La desregulación industrial y la apertura a la importación de ma­
quinaria, equipo e insumos industriales llevaron a la sustitución de pro­
veedores nacionales por extranjeros, a la ruptura de encadenamientos 
productivos, a la fragmentación del sector industrial y al aislamiento de 
muchas unidades productivas, perdiéndose los efectos multiplicadores 
sobre la industria local; la sustitución de proveedores en las compras del 
sector público amplificó el efecto desintegrador.

El auge de la maquila de exportación en las regiones fronterizas con 
Estados Unidos desde mediados de los setenta, hoy en entredicho10 11, la 
apertura comercial externa y, en particular, el TLCAN llevaron a que las 
nuevas inversiones trasnacionales en industria no se hicieran en la 
ZMVM; las grandes empresas como las automotrices se desplazaron hacia 
otras metrópolis de la Región Centro (Querétaro, en particular) y a ciu­
dades como Aguascalientes, Saltillo, Hermosillo, Chihuahua, etc., en el 
centro-norte y norte del país, para apropiarse de las ventajas de localiza­
ción con relación al mercado norteamericano11.

Las deseconomías de aglomeración, que contrarrestaron a las ventajas com­
parativas de la metrópoli y llevaron a la salida de empresas de la trama 
urbana han sido: el alto costo del suelo, por el que la industria compite 
con usos más rentables como el comercial y de oficinas en expansión 
desde los ochenta; los mayores salarios en relación con otras ciudades y 
regiones, así como el mayor índice de sindicalización de los trabajadores;

10 El crecimiento de la industria maquiladora de exportación -ensamblaje-, cuya promoción y 
apoyo han sido las únicas políticas estatales de fomento industrial desde 1983, se estancó 
desde 1998 y entró en declive desde 2000; hoy se observa que un número creciente de 
estas empresas emigra desde México hacia China y otros países del sudeste asiático.

11 En el caso mexicano, la relocalización de las grandes empresas orientadas a la exportación y el 
desarrollo de la maquiladora en las ciudades del centro-norte y la frontera con Estados Unidos 
obedece a la apropiación de la ventaja de localización derivada de una distancia-tiempo de 
transporte con la frontera tendiente a cero, con las menores regulaciones ambientales y labo­
rales, y con el mucho más bajo salario real que aceptan los trabajadores emigrantes de zonas 
atrasadas de las regiones mismas o de otras del país.
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la escasez y mala calidad del agua en el valle de México; el costo-tiempo 
de transporte de materias primas y mercancías por la saturación vial en 
los entronques regionales y dentro de la metrópoli; y las más estrictas 
normas ambientales impuestas a la industria y al transporte en la ZMVM, 
para enfrentar el alto grado de contaminación.

En el marco de 18 años de ausencia de una política federal de desarro­
llo industrial, dejada en manos del libre mercado, otro factor han sido las 
políticas desindustrializadoras, formuladas desde los setenta para la metró­
poli, a nombre de la desconcentración económica, y a inicios de los noventa, 
cuando subieron los índices de contaminación atmosférica por la rápida 
motorización; de ellas forma parte la definición de la vocación terciaria de la 
capital, asumida por los diferentes gobiernos locales.

Ante la creciente dependencia tecnológica externa y el escaso impul­
so a la investigación y el desarrollo, la industria de la ZMVM, sobre todo 
la pequeña y mediana, no ha aprovechado la ventaja comparativa de que en 
la metrópoli se concentre una porción muy grande de los centros uni­
versitarios de investigación, ni ha desarrollado formas territoriales de 
cooperación con ellos.

La desindustrialización ha tenido efectos territoriales importantes: las 
antiguas zonas industriales de la ciudad, dotadas de infraestructura para 
esta actividad, sobre todo energética y de transporte, están en proceso de 
deterioro infraestructural y físico, de estancamiento tecnológico y de 
cambio de uso; muchas fabricas se convirtieron en bodegas para el cir­
cuito comercial, otras fueron demolidas y sustituidas por centros comer­
ciales, oficinas o viviendas, otras permanecen abandonadas, y hay muchos 
terrenos baldíos en las zonas fabriles no consolidadas.

Los nuevos establecimientos, en su mayoría pequeños y medianos, se dis­
persan en otros territorios de la ciudad, sin contar con equipamiento, 
infraestructura, encadenamientos de proveeduría, economías de escala y 
aglomeración, ni externalidades (Fideicomiso, 2000b). La infraestructura, las 
economías de escala y aglomeración, y las externalidades generadas en las antiguas 
zonas industriales se perdieron o desaprovechan, mientras las nuevas implan­
taciones carecen de ellas por su dispersión y fragmentación. En medio de la 
larga fase recesiva de la economía latinoamericana, son escasas las experien­
cias de nuevas implantaciones fabriles de gran dimensión que articulen di- 

6 8  versas grandes empresas con su base de proveedores (CEPAL, 2001).
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La terciarización informal de la economía metropolitana
La pérdida de dinamismo económico de la Ciudad de México y la 
ZMVM, en particular su desindustrialización, y el auge del sector comer­
cial y de servicios han llevado a la terciariz ación de su estructura econó­
mica: entre 1980 y 2006 el sector terciario aumentó su participación en 
el PIB del DF, del 66,01% al 78,78%. A su interior, los subsectores que 
aumentaron más su participación fueron los servicios financieros, seguros y 
bienes inmuebles, y los servicios de transporte, almacenaje y comunicaciones; 
mientras el comercio, restaurantes y hoteles, y los servicios comunales, sociales y 
personales oscilaban (ver Gráfico 3). Un rasgo importante es que la metró­
poli ha mantenido el 40% del total nacional de los servicios al productor y 
al consumidor, lo que constituye una ventaja comparativa de la ciudad.

Esta terciarización ha sido muy polarizada. El sector formal y moder­
no de unidades financieras, bancarias, servicios especializados en la eco­
nomía, gran comercio y hotelería para el gran turismo, crecientemente 
controlado por el capital trasnacional, aumentó rápidamente su participa­
ción en el PIB y, más moderadamente, el número de establecimientos —lo 
que muestra la concentración monopólica del capital-, pero creó muy 
poco empleo de alta calificación y salarios adecuados. En tanto, el sector 
informal12 y tradicional creció rápidamente, en número de unidades y 
empleos precarios, inestables, de muy baja remuneración y sin prestacio­
nes laborales ni seguridad social.

En México, la ZMVM y el DF, el sector informal tiene una confor­
mación heterogénea y diferenciada: 1) empresas capitalistas que evaden la 
legislación fiscal mediante argucias legales o prácticas fraudulentas, y no 
inscriben a sus trabajadores al Instituto Mexicano del Seguro Social 
(IMSS) o al Instituto del Fondo Nacional de Vivienda de los Trabajadores 
(INFONAVIT), pero operan en el mercado; 2) empresas y mafias nacio­
nales y extranjeras que operan al margen de la ley en el narcotráfico, el

12 Recordemos que la informalidad -concepto ambiguo con múltiples rasgos para su defini­
c ión- incluye a individuos que realizan actividades inestables, mal remuneradas, con con­
diciones laborales precarias y sin seguridad social para subsistir, así como incluye a empre­
sas y empresarios capitalistas medianos y grandes que evaden el fisco, la legislación labo­
ral y de seguridad social de sus trabajadores, o realizan actividades ilegales no registradas: 
contrabando, piratería de marca, tráfico ilegal, etc.
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contrabando y/o la distribución de mercancías lícitas e ilícitas y de per­
sonas -inmigrantes o emigrantes, sexo servidores, niños—, comercializa- 
dores de mercancías robadas, delincuencia organizada, piratería de marca, 
pornografía, etc., y que, cada vez más globalizadas, acumulan capital y 
lavan dinero sucio en enormes cantidades, internamente o en el extranje­
ro; y 3) un sector informal popular estratificado en el que se combinan 
patronos que controlan numerosos puntos de actividad -puestos de venta 
callejera, por ejemplo— y emplean trabajadores, con informales por cuen­
ta propia, ubicados en los giros de la artesanía, la construcción, el mante­
nimiento y reparación de objetos, el comercio y los servicios.

Los grupos 2) y 3) están cada vez más articulados, lo que tiñe la eco­
nomía informal de ilegalidad y violencia (Pradilla, 1993). Sus expresiones 
territoriales más conocidas son los barrios bravos —como las colonias Tepito 
o Buenos Aires13, fuera del control gubernamental-, y las concentracio­
nes puntuales, longitudinales o zonales de vendedores en la vía pública, 
que afectan la circulación de vehículos y personas y su seguridad perso­
nal. La calidad de los bienes y servicios ofrecidos, sin control público, es 
dudosa y no se garantiza a los compradores, mayoritariamente de las 
capas pauperizadas, que aceptan estos riesgos en función del bajo precio 
de los productos. Sin embargo, una parte de estos comerciantes opera 
como comercializadores de productos originarios de empresas formales, 
incluidos monopolios trasnacionales, producidos localmente, importados 
o de contrabando, entre los que han ganado importancia los provenien­
tes de China y otros países asiáticos.

El sector informal ha absorbido el desempleo causado por la escasa 
generación de empleo en el sector formal, derivada del bajo crecimiento 
económico, las crisis recurrentes y la modernización tecnológica en las 
actividades del sector formal y moderno de la economía14. Sus trabajado-
13 La colonia Tepito es conocida como área de almacenamiento, distribución mayorista y 

comercialización al menudeo de una amplia gama de artículos piratas o de contrabando; 
la colonia Buenos Aires se dedica a la venta de partes y refacciones automotrices, legales 
u obtenidas de coches desechados, accidentados o robados. El control de la seguridad 
pública sobre estas zonas es muy limitado.

14 Según el INEGI, en México, en los años 2000-2003, de crisis, el desempleo abierto cre­
ció en un 71%, se perdieron cerca de 500 mil empleos formales y afectaba, en 2003, a un 
millón 45 mil trabajadores; 10 millones de trabajadores se autoemplean y 26 millones, el 
63% de la población ocupada, carecen de prestaciones sociales (La Jomada, enero 18,



res operan en condiciones laborales, salariales o de ingresos, y de presta­
ciones sociales -seguridad social, programas de vivienda, cuidado de los 
hijos— al margen de la legislación y de los mínimos de dignidad humana.

El DF, que provee empleo a una gran parte de la población del resto 
de la ZMVM sometida a procesos similares de desindustrialización, infor- 
malización y empobrecimiento, ha tenido, en los últimos años, una tasa 
de desempleo abierto15 mayor a la media nacional, mostrando su mayor 
vulnerabilidad a los ciclos económicos (ver Gráfico 11). En 1996, el 
41,8% de los empleos en el DF eran informales o precarios; en los dos 
extremos, la industria de la transformación y la electricidad tenía el 25,8% 
de su personal en esta situación, mientras en el comercio llegaba al 64,7% 
(Fideicomiso, 2000a). Se estima que más de dos tercios de los empleos 
generados a mediados de la década eran informales, y por la magnitud del 
desempleo, en la ciudad funciona un mercado negro de trabajo donde no 
se aplica la legislación federal del trabajo (La Jornada, marzo 1, 2004). 
Según estadísticas oficiales recientes, que minimizan el problema, en el 
cuarto trimestre de 2009, el 28,32% de la población ocupada laboraba en 
la informalidad, el 27,07% del DF y el 33,76% del estado de México 
(INEGI, 2010).

Así, la especialización terciaria de la Ciudad de México adquiere un ca­
rácter negativo expresado en el hecho de que una gran parte de la pobla­
ción activa se ubica en el sector informal, empobrecido, con trabajo ines­
table, condiciones de trabajo precarias, mal remuneradas y carentes de la 
protección de la seguridad social. La terciarización informal de las metrópo­
lis de los países latinoamericanos, atrasados, subordinados e integrados asi­
métricamente en la globalización, incluida la ZMVM, es el producto com­
pensatorio de la crisis de larga duración abierta en los setenta y de los 
efectos sociales negativos de las políticas neoliberales. Los factores deter-
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15

2004; febrero 16, 2004). Según la misma fuente oficial, en 2003 el 70% de los “nuevos 
empleos” se generaron en el sector informal (La Jomada, enero 14, 2004). La profunda 
recesión de 2008-2009 produjo un impacto significativo en estos campos.
La tasa de desempleo abierto, utilizada por el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática (INEGI) de México, que registra a quienes trabajaron menos de una hora el 
mes anterior a la encuesta, es un indicador totalmente insuficiente, pues no muestra la 
magnitud del trabajo informal inestable, mal remunerado y carente de seguridad social. 
Esta inconsistencia se revela si la comparamos con las tasas de desempleo registradas en 
Estados Unidos o los países europeos, mucho mayores que la mexicana. 71
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minantes han sido: la destrucción de la base industrial local, su fragmen­
tación; la relocalización de las empresas para evadir los costos de la aglo­
meración y acercarse a los mercados externos; y la desaparición de 
empleos productivos, ante una oferta creciente de fuerza de trabajo resul­
tante de la transición demográfica en curso. En el polo terciario, es resul­
tado de la concentración monopolica extrema del comercio y las finan­
zas en un reducido sector moderno y competitivo, dominado por el capi­
tal trasnacional y aislado del resto de la economía local; es la respuesta de 
subsistencia de la población desempleada, empobrecida y excluida.

Gráfico 11. Tasa anual de desempleo abierto (1990-2004) 
Ciudad de M éxico y nacional

Tasa anual de desempleo abier­
to 1990-2004.

Ciudad de México y Nacional
Año Nacional C d .d eM éxico
1990 2.7 3.2
1991 . 2 , 7 .  . ...... 3 , 0..... ..
1992 2,8 3,4
1993 3,4 3.9
1994 3,7 4,1
1995 6,2 7,1
1996 5,5 6,9
1997 3,7 4,5
1998 3,2 4,0
1999 2,5 3,1
2000 2,2 2,7
2001 2,4 2,9
2002 2,7 3,0
2003 3,3 3,8
Fuente: Gobierno del Distrito Federal,
Secretaría de Desarrollo Económico, Di­
rección General de Regulación y Fo-
mento Económico.
Elaborado con base de datos de INEGI.
Empresa Nacional de Empleo Urbano,
2004
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El desempleo y la caída de los ingresos
En 2005, el desempleo abierto en el DF alcanzó, según el INEGI, su 
mayor nivel desde 1994, con un 6,4% de la población económicamente 
activa (PEA), equivalente a 225.300 personas, de las cuales 102.100 con­
taban con educación media superior y superior; cerca de una tercera 
parte de la fuerza laboral se encontraba en el sector informal y cerca de 
un 10% adicional laboraba sin pago alguno. Estos datos muestran el fra­
caso de una política económica como la aplicada por el gobierno del DF 
(2000 en adelante), basada en la creación de empleo temporal para la 
construcción de obra pública y vivienda.

A pesar de contar con el más alto PIB por habitante del país, la situa­
ción del empleo y los ingresos en la Ciudad de México dista mucho de 
estar resuelta. La tasa de desempleo abierto en el DF ha sido, los últimos 
años, mayor a la media nacional (ver Gráfico 11) y a las registradas en 
otras zonas metropolitanas de la región central. A ello hay que añadir 
cerca del 42% de la PEA, que sobrevive en la informalidad y la delin­
cuencia incidental u organizada.

En el marco de la tendencia histórica nacional de caída del salario 
real, desde 1976, que lo ha reducido a menos de un tercio, colocándolo 
en el nivel que tenía en la década de los cuarenta, en el DF ha seguido la 
misma ruta negativa, aunque su monto y nivel son un poco mayores a la 
media nacional (SEDECO, 2001). En 2000, el 3,1% de la población ocu­
pada del DF no recibía ingresos; el 8,5% recibía menos de un salario 
mínimo; y el 33,6% recibía entre uno y dos salarios mínimos, lo que 
colocaba al 45,2% de la población ocupada (PO) por debajo de este nivel 
de ingreso; la situación en el estado de México, 58 de cuyos municipios 
se hallan conurbados al DF, es aun peor, ya que esta situación afectaba al 
60,3% de la PO (Méndez, 2002). En el otro extremo de la escala de 
ingresos, 17,3% de la PO recibía más de cinco veces el salario mínimo 
(7,1% en el estado de México), proporción muy superior a la media 
nacional (10,6%). Así, el DF expresa los polos opuestos de la estructura de 
la concentración del ingreso que caracteriza al México de hoy.

Como expresión del incumplimiento, generalizado entre los empre­
sarios, de la legislación laboral y de la amplitud de la actividad informal 
—de subsistencia o empresarial-, en 2000, el 43,4% de la PO en el DF 73
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carecía de afiliación al seguro social, mientras que en el estado de México 
esta proporción se elevaba al 55,4% y la media nacional era de 55,9% 
(Méndez, 2002).

La persistencia de la pobreza moderada y extrema en la metrópoli más 
rica y desarrollada del país se explica estructuralmente por el desempleo 
abierto, el desempleo encubierto en el trabajo precario e informal, la des­
igual distribución del ingreso, la caída histórica del salario real, y la falta 
de acceso de cerca de la mitad de la población ocupada al seguro social. 
Las autoridades del DF reconocen hoy la presencia de alrededor de 4,5 
millones de pobres moderados o extremos en la entidad, un 54% de su 
población total (Reforma, julio 27, 2010); la situación ha sido siempre, y 
es aun, más grave en los municipios mexiquenses conurbados.

La desigualdad del crecimiento económico, el empleo y los ingresos 
entre la población ocupada en el DF y los municipios conurbados del 
estado de México convierten a la Ciudad de México en receptora de una 
gran masa de población flotante -entre 2,5 y 4,5 millones según la fuente—, 
que llega cotidianamente a ella para trabajar formal e informalmente, 
comprar, usar los servicios públicos subsidiados —educación y salud—, o 
ejercer la mendicidad o la delincuencia.

Patrón de movilidad y reestructuración metropolitana

74

Desde mediados del siglo XX, el patrón de movilidad urbana de personas asu­
mido por las políticas de vialidad y transporte de los gobiernos federal, 
del DF y del estado de México ha oscilado entre otorgar la prioridad al 
transporte colectivo o al automóvil individual y a las obras viales que lo 
soportan. En el largo plazo, este patrón se ha inclinado hacia el predomi­
nio cuantitativo del automóvil particular como medio de transporte 
(72% del total de los vehículos registrados), siguiendo el camino de las 
ciudades estadounidenses, promovido por las trasnacionales automotrices 
y por la ideología individualista, aunque la mayoría de los desplazamien­
tos de personas (71% del total) se realiza mediante el transporte colecti­
vo. Desde el año 2000, los gobiernos del DF, a pesar de declararse “de 
izquierda”, han asumido esta opción en forma evidente, llevándola a su 
consolidación (Márquez y Pradilla, 2007).
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En la definición del patrón de movilidad basado en el automóvil, a 
pesar de su baja racionalidad para el funcionamiento urbano, se han com­
binado múltiples factores: 1) el crecimiento físico de la ciudad, extensivo 
y disperso desde los años cincuenta; 2) la disponibilidad de nuevas viali­
dades que generaron la ilusión de una mayor movilidad mediante el uso 
del automóvil y promovieron su compra y uso; 3) la fragmentación de la 
traza urbana por las nuevas vías rápidas, que dificulta la movilidad peato­
nal e incita al uso del automóvil; 4) un sistema de transporte colectivo 
ineficiente, incómodo e insuficiente; 5) el crecimiento de la oferta de au­
tomóviles, fomentado por las trasnacionales automotrices con atractivas 
condiciones de crédito, y promovido mediante amplias campañas publi­
citarias; y 6) el avance de la ideología individualista en las capas medias.

Según un estudio de la Unión Internacional de Transporte Público 
(UITP) sobre la situación de la movilidad urbana en cien metrópolis del 
mundo (UITP, 2003), el crecimiento acelerado e incontrolado del parque 
de automóviles en varias capitales, entre ellas la ciudad de México, puede 
comprometer el desarrollo económico y empeorar las condiciones de vida 
de su población, ya que sus gobiernos carecen de fondos públicos para 
construir la vialidad que exigiría; la ciudad de México, una de las más con­
taminadas del mundo, tiene la mayor concentración de automóviles en el 
continente americano, 2,5 veces mayor que Los Angeles, en Estados Uni­
dos, que dedica más de la mitad de su área urbana a vialidad; mientras el 
transporte privado para el 28,6% (2007) de la población cuesta, en América 
Latina, el 11,7% del PIB, el público solo llega al 2,6%; el transporte de una 
persona en automóvil consume 3,7 veces más combustible que en trans­
porte público, y usa 19,5 veces más vialidad que en metro y cinco veces 
más combustible que en transporte público; y los autos están estacionados 
el 95% del tiempo, usando vialidad también cuando no circulan.

El mantenimiento de los microbuses, el estancamiento de los camio­
nes de pasajeros, el congelamiento de los transportes eléctricos y la lenta 
ampliación del metro con relación a la necesidad de transporte produje­
ron un cambio sustancial del patrón de transporte de pasajeros. En la 
ZMVM, el metro redujo su participación del 21% en 1989 -la cifra más 
alta- al 12% en 2005; los trolebuses y el tren ligero pasaron del 3% al 1%; 
los camiones de pasajeros de alta capacidad bajaron su participación del 
42% en 1986, al 2% en 2005; en cambio, las combis y microbuses la 75
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aumentaron del 6% al 60%, con un salto enorme entre 1986 y 1989. El 
automóvil privado, a pesar del crecimiento de su número de unidades, 
cayó del 25% al 20% de participación en el total de personas moviliza­
das; sin embargo, la encuesta de origen y destino de 2007 ubica esta cifra 
en 28,6%, en coherencia con la política del Gobierno del Distrito Federal 
(GDF). El hecho de que durante el período de gobierno 2000-2006, los 
medios de transporte menos eficientes, autos particulares y microbuses 
hayan aumentado su porcentaje de cobertura de los desplazamientos, 
confirma la errada opción tomada sobre el patrón de movilidad urbana.

En el último medio siglo ha sido notoria la ausencia de un proyecto 
integral de vialidad y transporte colectivo para la ZMVM, de largo plazo 
y visión metropolitana, elaborado por consenso entre los gobiernos del 
DF, del estado de México y la Federación, lo cual muestra las implicacio­
nes negativas de la ausencia de mecanismos efectivos de coordinación 
metropolitana (Pradilla y Sodi, 2006), y genera graves impactos para toda 
la población de la metrópoli y para más de dos millones y medio de per­
sonas que residen en los municipios conurbados pero trabajan o usan ser­
vicios en la ciudad de México: alargamiento de la distancia-tiempo de los 
desplazamientos, elevación del costo del transporte, pérdida de producti­
vidad laboral y mayor desgaste de la capacidad productiva.

La construcción de nuevas vialidades primarias y confinadas o eleva­
das, puentes y pasos a desnivel en la ZMVM, sobre todo en la parte más 
antigua y con mayor densidad inmobiliaria —las delegaciones centrales y 
los primeros municipios conurbados-, realizada sin apego a un plan de 
largo plazo, por sumatoria, siempre incompleta, sin continuidad de los 
ejes de circulación, con orientaciones variables según los gobiernos suce­
sivos o la voluntad de cada uno de los gobiernos de las dos partes, ha sig­
nificado, además de la promoción constante del uso del automóvil, la 
fragmentación de la ciudad en partes aisladas, en términos de desplaza­
miento vehicular y peatonal.

El impulso al transporte colectivo público o concesionado, que sirve 
al 72% de los usuarios capitalinos, ha sido variable, de arranque y freno, 
coyuntural y discontinuo, sometido a las presiones del poder factico que 
domina el servicio concesionado, sin cuidar la organización racional ni la 
calidad del servicio. Los gobiernos del DF y el estado de México se han 76 inclinado a atender el crecimiento de la demanda de vialidad derivada del



aumento del número de automóviles, y no a responder a la necesidad de 
transporte público eficiente y rápido para la mayoría de la población capi­
talina y metropolitana, con el resultado de que el tránsito de automóvi­
les y la saturación vial que estos producen hacen más lento y complejo el 
funcionamiento del transporte público de superficie.

En el transporte colectivo se ha permitido el dominio de los medios 
más ineficientes, contaminantes y desorganizados, las combis y microbu­
ses, sin que se haga lo necesario para que el metro y los medios de gran 
capacidad se conviertan en estructuradores del sistema, debido a la posi­
ción débil y titubeante ante los intereses privados, sin preocuparse por la 
organización racional, la economía del tiempo y la calidad del servicio, 
debido a la idea de que los sectores populares aceptan, por necesidad, 
cualquier tipo de transporte, y la inversión destinada a fortalecer los sis­
temas más eficientes y menos contaminantes es mayor en el corto plazo.

Cambios económicos y morfológicos en la Zona Metropolitana del Valle de México

Plano 1. Obras viales realizadas y proyectadas en la 
ZMVM (2000-2010)

Los peatones han sido víctimas de la opción de la mayoría de los gober­
nantes del DF y el estado de México por la construcción de nuevas via­
lidades confinadas, y grandes distribuidores y puentes viales. El desplaza- 77
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miento peatonal, sobre todo de niños, ancianos, mujeres embarazadas y 
discapacitados es cada vez más difícil por las barreras creadas por estas 
obras viales y por la ruptura de continuidad de los trayectos, la reducción 
de las banquetas, la carencia de puentes peatonales o las dificultades de su 
uso expedito: altura excesiva, ausencia de continuidad hasta las banquetas 
donde circula el peatón, e inseguridad.

Los dos últimos gobiernos del DF han avanzado en el sentido con­
trario al de muchos países del mundo que han descubierto que el patrón 
de movilidad urbana basado en el automóvil no es sustentable y es insos­
tenible en las grandes ciudades; en México, han insistido en aplicar el 
modelo de las ciudades estadounidenses, basado en vialidades que dan 
prioridad al automóvil. Entre 2000 y 2006 se suspendió totalmente la 
ampliación del metro, la cual se reinició con una nueva línea en 2009. La 
ampliación de la Red de Transporte de Pasajeros (autobuses) del GDF fue 
congelada, y se avanzó muy poco en la sustitución de los microbuses por 
autobuses de mayor capacidad. Al final del período 2000-2006, se inició 
la construcción del Metrobús; hoy se cuenta con dos líneas y una terce­
ra en construcción, lo cual es insuficiente. La propuesta de la implanta­
ción del recorrido de un tranvía turístico por el centro histórico se sus­
pendió debido a los costos; y en el estado de México solo se construyó 
la primera parte de una línea de ferrocarril suburbano.

En cambio, como muestra el Plano 1, los dos gobiernos actuales de 
la metrópoli han estado muy activos en la construcción de puentes y 
megadistribuidores viales, deprimidos, subterráneos y vías elevadas (se­
gundos pisos), embarcándose en una carrera (perdida desde su inicio) 
por mejorar la movilidad en automóvil en las zonas de más altos ingre­
sos de la urbe.

El predominio numérico del automóvil ha significado la paulatina 
destrucción de la trama urbana originaria, la fragmentación de sus partes, 
y serios problemas de saturación vial y contaminación atmosférica; un 
creciente déficit cuantitativo y cualitativo de transporte colectivo para el 
70% de la población de menores ingresos; además del aumento del tiem­
po destinado a la transportación, con la consiguiente disminución del 
invertido en actividades laborales o de reproducción social, lo que des­
emboca en un mayor desgaste de la fuerza de trabajo,

I



Un nuevo patrón de estructuración metropolitana
Los cambios ocurridos en la estructura económica y el patrón de movili­
dad de la metrópoli no solo han tenido impactos sectoriales, focalizados 
sobre la forma urbana; han modificado la lógica de estructuración y funcio­
namiento de la ciudad: la han llevado de la configuración basada en la cen- 
tralidad única, a la armada sobre una red de corredores terciarios. En este 
movimiento ha participado intensamente el capital inmobiliario-financiero 
y sus productos de moda: centros comerciales, unidades cerradas y mega- 
proyectos periféricos de vivienda de interés social.

Cambios económicos y morfológicos en la Zona Metropolitana del Valle de México

De la centralidad única a la red de corredores terciarios
Hasta la década de los cuarenta del siglo XX, la ciudad de México había 
girado en torno a su centro, formado a partir de la destrucción y re­
construcción de la Plaza Mayor de la Tenochtitlán azteca y lo que cons­
tituyó la ciudad colonial (Lombardo, 1987a; 1987b), el cual se expandió 
con el crecimiento urbano general y la ampliación de la actividad 
comercial en la parte final del siglo XIX y después de la revolución 
mexicana.

Luego de la conclusión de la Segunda Guerra Mundial, la continua 
expansión urbana impulsada por la industrialización, la llegada de masas 
campesinas inmigrantes, y la salida de las capas aristocráticas y adineradas 
del antiguo centro llevaron a la ocupación de terrenos cada vez más ale­
jados del centro, sobre el territorio del DF, y sucesivos municipios de la 
entidad vecina, el estado de México, dando lugar a la metropolización. Las 
necesidades de consumo de la población residente en las periferias, en 
particular la de ingresos medios y altos, que no podían ser resueltas en el 
cada vez más alejado centro, impusieron la formación y desarrollo de sub­
centros periféricos localizados, sobre todo, en los antiguos centros de las 
municipalidades absorbidas por la expansión metropolitana.

Sin que se frenara el crecimiento urbano, en la década de los setenta 
aparecieron nuevos factores de cambio socioterritorial. La industria 
alcanzó su máximo nivel de participación en la economía local y nacio­
nal, al tiempo que se observaban los síntomas del agotamiento del patrón 7 9
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de industrialización por substitución de importaciones con intervención estatal; el 
boom petrolero llevó al crecimiento sin control del gasto interno y al en­
deudamiento externo; a mediados de la década, los organismos financie­
ros multinacionales empezaron a presionar al Gobierno para la adopción 
de políticas de ajuste debido al crecimiento excesivo de la deuda exter­
na; y luego de dos desaceleraciones internas del crecimiento económico, 
en 1982 sobrevino la crisis generalizada del capitalismo en el mundo.

La aplicación de políticas neoliberales se inició en 1983; en 1986, 
México ingresó al Acuerdo General de Tarifas y Comercio (General 
Agreement onTariffs andTrade-GATT); desde 1988 se ampliaron y pro­
fundizaron las medidas neoliberales, en particular la privatización de 
empresas estatales, incluida la de los bancos estatizados en 1982; y la aper­
tura comercial internacional alcanzó su punto culminante en 1994, con 
la entrada en vigor del TLCAN, con Canadá y Estados Unidos, al cual si­
guieron varios acuerdos más, con los que el país entró de lleno en la libre 
circulación internacional de mercancías y capitales.

Las crisis de 1982 y 1986, la contracción del mercado interno por la 
caída del salario real, la competencia con los productos importados, el 
surgimiento de fuertes deseconomías de aglomeración, y una política públi­
ca de desconcentración industrial dieron lugar al inicio de la desindus­
trialización de la metrópoli, que continúa en la actualidad (Pradilla y 
Márquez, 2004).

Estos factores empujaron también a la terciarización de la metrópoli, 
polarizada y dominada por la informalidad. Por un lado, el capital transna­
cional fluyó hacia el sector bancario, hoy casi totalmente en manos 
extranjeras; el comercial y de servicios, al productor y al consumidor, bajo 
la forma de filiales y franquicias; y el inmobiliario, imponiendo sus formas 
urbano-arquitectónicas. Por otro lado, la población desempleada se refu­
gió en el sector informal, que hoy alberga a cerca de la mitad de la PO de 
la metrópoli, y ocupa sus calles y plazas con sus implantaciones propias.

La metrópoli cambió su morfología a partir de los cambios económi­
co-sociales impuestos por el patrón neoliberal de acumulación de capi­
tal. Además, cambió su lógica de estructuración integró nuevas formas 
arquitectónicas y urbanas como los inmuebles y conjuntos cerrados y se 
multiplicaron las unidades habitacionales de interés social construidas en 

8 0  la periferia lejana por el capital privado.
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Basándonos en la investigación realizada sobre la ZMVM en 2002 
(Pradilla y Pino, 2004), revisada en 2007, podemos afirmar que en la me­
trópoli se ha operado un cambio sustancial en la lógica de estructuración 
socio-económica y territorial: ha pasado, a través de una fase multinucle- 
ar de transición con una duración de varias décadas, de una estructura 
organizada a partir de una centralidad única, a otra conformada a partir de 
una red de corredores terciarios.

Los centros y plazas comerciales que habían hecho su tímida apari­
ción a finales de los sesenta, se multiplicaron rápidamente a partir de estos 
cambios, como nuevo campo de acumulación para el capital inmobilia­
rio, comercial y rentista. Hoy existen más de doscientos, de diferente ta­
maño y características. El crecimiento del parque automotriz, promovido 
ampliamente por los gobiernos locales con su política de creación de via­
lidades expresas o confinadas y distribuidores viales, definió la localiza­
ción de los nuevos centros comerciales y los edificios corporativos sobre 
los ejes viales de alto tránsito vehicular. Los centros comerciales se adhi­
rieron a los corredores en formación, o dieron lugar a su desarrollo a lo 
largo de las vías en las que se instalaban (Duhau y Giglia, 2008; Pradilla 
et al., 2008).

Al mismo tiempo, estas implantaciones atrajeron a nuevas pequeñas y 
grandes unidades bancarias, de comercio y servicios. Las subcentralidades se 
fueron alargando, estirando sobre los ejes de flujos materiales de personas 
y vehículos, hasta perder su forma concéntrica y, aun, articular a varias de 
ellas, e irse entretejiendo en red; hasta la antigua centralidad, que había 
perdido su dinamismo de antaño por la nueva lógica de implantación ter­
ciaria, tendió a organizarse sobre sus ejes más importantes. Hoy registra­
mos en la ZMVM un tejido de 72 corredores terciarios, entre los que 
destacan Paseo de la Reforma, av. Insurgentes, av. Revolución, diversos 
segmentos del anillo Periférico y del Circuito Interior, Viaducto Alemán, 
Tlálpan, y canal de Miramontes. Los corredores presentan muy diversa 
longitud, densidad de construcción y de concentración de actividades 
terciarias, están consolidados o en proceso de consolidación, y sirven a 
comunidades locales, a zonas amplias de la ciudad, o son utilizados por la 
población de amplias áreas de toda la metrópoli. Los cruces de dos o más 
corredores terciarios y algunos hitos constituyen modos de articulación e 
intercomunicación de la red. 81
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Los procesos de formación de los corredores terciarios han sido de 
diferente naturaleza; en la mayoría de los casos fueron el resultado de la 
combinación de múltiples acciones de agentes sociales —pequeños y 
grandes comerciantes, prestadores de servicios, empresas, constructores y 
promotores inmobiliarios—, para beneficiarse de la demanda. En otras 
ocasiones, son parte de grandes proyectos de renovación urbana impulsa­
dos por el capital inmobiliario, con el apoyo o promoción estatal (por 
ejemplo, Reforma y el corredor de Desarrollo Santa Fe). En otros casos, 
son el resultado de los planes de desarrollo urbano y las políticas urbanas 
de gobiernos locales específicos, como el de Paseo de la Reforma, pro­
movido y apoyado directamente por el gobierno local desde el año 2000, 
y de este y otros ejes en el actual gobierno de la ciudad. En unos y otros 
casos, los proyectos se articulan en torno a las ideologías de la moderniza­
ción y el desarrollo urbano.

Los componentes fundamentales de los corredores terciarios son los 
centros y plazas comerciales y los agrupamientos longitudinales de 
pequeños y medianos comercios, de oficinas bancarias y otras actividades

Plano 2. Zona Metropolitana del Valle de M éxico, corredores urbanos 
terciarios, centros y plazas comerciales (2008)
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financieras, servicios —privados o públicos- orientados hacia las activida­
des económicas y los usuarios individuales domésticos, servicios de repa­
ración, hoteles, restaurantes y lugares de entretenimiento, actividades 
recreativas, y oficinas de gestión de empresas e instituciones públicas y 
privadas. La presencia de vivienda sobreviviente del pasado, o de nuevos 
desarrollos empresariales, no modifica sustantivamente al corredor, con la 
condición de que lo terciario sea dominante, en particular en los nuevos 
diseños de usos mixtos de vivienda, comercio, oficinas y hotelería.
La red de corredores terciarios sobre vías de alta intensidad de flujos de 
personas y vehículos atrapa en su interior a las antiguas áreas de vivien­
da, a las cuales sirven como lugares de intercambio, de aprovisionamien­
to de mercancías y servicios, y de entretenimiento, dando paso a un efec­
to de fragmentación de las antiguas áreas integradas. Muchos corredores 
se han formado al desplazarse, destruirse o sustituirse por nueva arquitec­
tura a algunas zonas de vivienda con valor patrimonial no protegidas ade­
cuadamente; por ejemplo, Paseo de la Reforma o la colonia Roma.

Estos corredores, como sus antecesoras, las subcentralidades, no cons­
tituyen centralidades urbanas integradas; son agrupaciones mercantiles 
organizadas en función del intercambio, que carecen de muchas de las 
actividades públicas propias de la vida urbana colectiva: cultura, religión, 
política, espectáculo callejero libre, etc.; se forman para el automovilista, 
no para el peatón, carecen de vida de relaciones humanas directas. Solo 
los centros comerciales aparecen como seudo centralidades, dominadas 
por la mercancía; son las centralidades de la ciudad-mercado neoliberal.

Solo podemos afirmar que en la ciudad de México y otras metrópo­
lis mexicanas se está consolidando la tendencia a la reestructuración urba­
na con base en una red de corredores urbanos terciarios. No podemos 
generalizarlo a otras grandes ciudades de Latinoamérica. Sin embargo, 
tenemos indicios de que este proceso también se desarrolla en otras 
metrópolis. Pero solo la investigación concreta nos permitirá llegar a 
hacer generalizaciones sustentadas y establecer las condiciones y circuns­
tancias económicas, sociales, culturales y de política urbana que los gene­
raron y los impulsaron; entonces, podremos hablar de una nueva forma 
general de estructuración urbana.
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Centros comerciales, inmuebles y fraccionamientos cerrados 
y conjuntos habitacionales de interés social en la periferia
La posmodernidad neoliberal ha traído consigo la multiplicación de for­
mas arquitectónico-urbanas mercantiles surgidas en el anterior patrón de 
acumulación, su modificación y generalización, la sustitución del sector 
público en la promoción de algunas formas de interés social, o el surgi­
miento de otras nuevas. En la metrópoli encontramos tres componentes 
que se han multiplicado desde la implantación del patrón neoliberal de 
acumulación de capital: los grandes desarrollos inmobiliarios mixtos, los cen­
tros comerciales socialmente diferenciados, y las unidades habitacionales y cor­
porativas cerradas.

Aunque los centros comerciales empezaron a aparecer en la ZMVM en 
los años sesenta del siglo XX, sucediendo a los antiguos pasajes comer­
ciales de finales del XIX e inicios del XX, su generalización coincidió 
con la implantación del patrón neoliberal de acumulación, desde el ini­
cio de los años ochenta. Al principio fueron orientados hacia los sectores 
de ingresos medios y altos en sus zonas periféricas de vivienda, pero en 
años recientes tienden a generalizarse para todos los estratos sociales y en 
muy diversos territorios (López Levi, 1999; Lulle y Paquette, 2007; 
Duhau y Giglia, 2008; Pradilla et al., 2008).

En la ZMVM, nuestro levantamiento registró, hasta julio de 2008, 
doscientos centros o plazas comerciales, 188 de las cuales fueron cons­
truidas luego de 1980. Como señalamos antes, los centros comerciales 
juegan hoy un papel sustantivo en la formación de los corredores tercia­
rios, la cual inducen al generar un polo de concentración de comprado­
res que puede ser usado como mercado por otras actividades terciarias, o 
a los cuales se adosan dado que en los corredores ya existe un flujo 
importante de compradores y, por tanto, economías de aglomeración 
localizadas (ver Plano 2).

Los centros comerciales de tamaño medio y grande, los prototípicos, 
están diseñados para el acceso en automóvil; interiorizan la calle y las pla­
zas y orientan toda su estructura arquitectónica sobre ellas sustituyendo a 
las públicas exteriores; como ámbitos privados, son vigilados por guardias 
de seguridad privada y excluyen a los públicos; se han convertido en los 84 “modelos” del intercambio mercantil en la fase actual del capitalismo; y
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son un vector sustantivo de la privatización de lo público urbano. En su 
interior, se han integrado posteriormente los multicinemas, conjuntos de 
pequeñas salas de cine que reproducen el esquema de concentración del 
centro comercial, los cuales han sustituido a las grandes salas de cine de 
los años cincuenta y sesenta, en diversas implantaciones, aisladas o inte­
gradas a otras formas mercantiles.

En esta etapa se han llevado a cabo algunos desarrollos inmobiliarios mix­
tos de vivienda de lujo, oficinas, hotelería y comercio —megaproyectos— muy 
importantes, que en muchos casos forman parte de la estructuración de 
los corredores urbanos (Paseo de la Reforma, Palmas, Periférico Norte, 
Insurgentes Sur, etc.), mediante intervenciones puntuales; o el gran com­
plejo semiautónomo de desarrollo inmobiliario mixto (oficinas, hotele­
ría, vivienda de lujo, comercio y servicios, etc.) de Santa Fe, como reci­
claje de un basurero cerrado, iniciado en la década de los noventa. Una 
característica generalizada es el uso intensivo del suelo, de alto precio, 
mediante la construcción en altura.

La tercera forma arquitectónico-urbana que se ha multiplicado en la 
metrópoli con el patrón neoliberal es la de urbanizaciones o conjuntos cerra­
dos. Los factores sociales que impulsan este movimiento son propios del 
patrón de acumulación o sus consecuencias no deseadas: inseguridad pú­
blica creciente generada por la violencia urbana, individualismo imperan­
te en la vida cotidiana, promociones publicitarias del capital inmobiliario, 
y legalización de la propiedad en condominio horizontal o vertical. Es 
ilustrativo que el investigador Cabrales señale que de los 71 trabajos de 
investigación sobre el tema publicados entre 1992 y 2002 en América 
Latina y que él revisó, 63 se publicaron entre 2000 y 2002, mostrando la 
emergencia del tema (Cabrales, 2003).

Estas urbanizaciones o conjuntos cerrados están rodeados de muros o 
rejas, se accede a ellos por garitas, son vigilados por guardias privados y cir­
cuitos cerrados de televisión, impiden el libre acceso a los automóviles y 
transeúntes externos, fragmentan la trama vial urbana, y tienen muy diversas 
dimensiones y formas desde las horizontales y extensivas hasta las verticales, 
según el patrón urbano seguido o promovido por las acciones privadas en 
relación con las políticas públicas: ciudad dispersa o ciudad compacta. Son la 
forma más visible y agresiva de la privatización de la calle y la segregación 
social del territorio urbano, y, por tanto, de su fragmentación. 8 5
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En la ZMVM, la aparición de las unidades habitacionales, formadas con 
viviendas unifamiliares o edificios multifamiliares, construidas por los 
organismos del Estado, se remonta hacia el inicio de las políticas estatales 
de vivienda en medio del proceso acelerado de urbanización de media­
dos del siglo XX. Pero desde los años noventa, el cambio en la política 
habitacional estatal que convirtió a sus instituciones promotoras de vi­
vienda en bancos hipotecarios o en organismos financieros de “segundo 
piso”, y cedió la función de la promoción y construcción de la vivienda 
“de interés social” a las inmobiliarias privadas, ha dado lugar a la multi­
plicación de gigantescos desarrollos habitacionales de viviendas mínimas 
(casas de una o dos plantas de cerca de 40 m2 de área), en extensión, ocu­
pando áreas agrícolas en zonas periféricas, a gran distancia-tiempo de los 
centros de actividad laboral y carentes de comercio, abasto y servicios 
(Duhau, 2008). El objetivo de las inmobiliarias con esta localización es 
reducir al mínimo el costo del suelo en el precio total de construcción, 
pero al costo colectivo, social, de la continua extensión urbana sobre áreas 
de cultivos o de reserva ambiental.

La modernización capitalista neoliberal de la metrópoli, cuyos objetos son 
las nuevas formas arquitectónico-urbanas antes descritas, ha incluido 
como fuerzas motoras o resultados, procesos sociales como la privatiza­
ción de lo público, la fragmentación socioterritorial por la exclusión, y 
la hegemonía del automóvil privado. Sus actores fundamentales han sido 
los poderes públicos, con pocas diferencias prácticas si se reclaman de 
derecha o de izquierda, y el capital inmobiliario-financiero nacional y tras­
nacional.

La privatización de muchos servicios y espacios públicos se ha produ­
cido mediante su transferencia al capital privado, por venta, concesión o 
asociación, y su mercantilización (Pradilla, 2009), o su adecuación-des­
trucción, para abrir paso a la vialidad confinada o primaria en función del 
predominio creciente del automóvil privado.

Los sectores de ingresos medios y altos se “bunkerizan” y segregan en 
las urbanizaciones o conjuntos cerrados (las barrancas de Santa Fe, 
Interlomas, Reforma, etc.), en sus centros comerciales y clubes, recortan­
do la Ubre movilidad de los habitantes, es decir, privatizando los espacios 
públicos interiores, y justificándolo con el incremento real de la insegu- 

8 6  ridad y la violencia, nutrida por la informalidad, la delincuencia para



sobrevivir y la mundializada (narcotráfico, contrabando de mercancías, 
armas y personas, etc.); al mismo tiempo, los sectores populares más em­
pobrecidos se “ghetifican” en sus barrios y se ven sometidos al control de 
bandas armadas, muchas veces ligadas al narcotráfico y otras formas de la 
delincuencia organizada: Tepito, la Buenos Aires, Pensil, el Hoyo, etc.

Esta segregación social, producto del mercado y de las políticas públi­
cas, hace que la metrópoli se fragmente cada vez más en lo social y terri­
torial. Este proceso, que surgió en el patrón intervencionista de acumu­
lación, y se acentuó con el neoliberal, avanza en sentido contrario a la 
lucha ciudadana por la libre apropiación de la ciudad, el respeto de las di­
ferencias y la eliminación de las limitaciones en el uso de lo público: el 
derecho a la ciudad (Coalición Internacional para el Hábitat, 2008).

En el mismo sentido de la privatización-exclusión-fragmentación 
socioterritorial avanza la hegemonía del automóvil privado en la metró­
poli. Mientras la metrópoli se puebla de ostentosas moles de concreto o 
socavones, metidos con calzador en la estrecha estructura urbana para el 
uso de un 30% de la población, el 70% restante se mueve en incómodos 
y sobresaturados sistemas de transporte colectivo que ruedan a una míni­
ma velocidad impuesta por el 80% de automotores particulares que rea­
lizan el 29% de los desplazamientos. La ciudad deja de ser un territorio 
para los peatones, amenazados constantemente por el automóvil, enfren­
tando insalvables barreras físicas como túneles, deprimidos, puentes o 
entradas de estacionamientos, y teniendo que usar elevados y tortuosos 
puentes u oscuros sótanos proclives a los actos de violencia. La metrópo­
li neoliberal se moderniza para el automóvil y los automovilistas (Pradilla 
y Sodi, 2006).
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A manera de conclusión parcial: una nueva estrategia 
del capital y los gobiernos locales
Detrás de la formación de los corredores terciarios se encuentra una 
estrategia de diversas fracciones del capital. Para el conjunto del capital, 
los corredores significan la oportunidad para modernizar, por restaura­
ción o reconstrucción total, sus ámbitos de operación y gestión, los cua­
les se hicieron obsoletos en los viejos emplazamientos, ante las nuevas
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condiciones tecnológicas y de mercado. En ellos, el capital inmobiliario 
logra revalorizar, por la vía del mercado, áreas destinadas a otras activida­
des, sobre todo a la vivienda o la industria, cuyo precio de producción ya 
fue recuperado, y así apropiarse de las nuevas rentas del suelo, en particu­
lar diferenciales de localización, creadas socialmente (Jaramillo, 2009). En la 
construcción de oficinas, centros y plazas comerciales, o vivienda de sec­
tores de ingresos medios y altos, el capital inmobiliario y constructor 
lleva a cabo procesos de valorización de su capital productivo y genera 
nuevas rentas diferenciales de localización, que rentabilizan sus acciones 
futuras realizadas en el mismo corredor, en un proceso continuo de 
expansión de las áreas beneficiadas. Todos los propietarios de suelo, aun 
los desplazados por la formación del corredor, se apropiaran alícuotamen­
te de las rentas del suelo absolutas o monopólicas y las de localización, gene­
radas por el crecimiento urbano en su conjunto y por la demanda de 
emplazamientos terciarios para atender sus necesidades.

La combinación compleja de reconstrucción y verticalización interna 
y /o  expansión periférica dispersa, determinada por la lógica particular del 
capital inmobiliario y financiero y sus megaproyectos, y la especifici­
dad de su relación con las políticas urbanas, define los procesos de pro­
ducción-reproducción del territorio metropolitano. En estas operacio­
nes, el capital inmobiliario está ligado estrechamente al capital financiero 
y bancario -y  al sector hipotecario público en los proyectos de grandes 
unidades habitacionales horizontales de vivienda de interés social-, pues el 
segundo aporta al primero el adelanto de capital para la inversión, y crea 
la demanda para el producto, al financiar al comprador.

En la reestructuración urbana, el capital inmobiliario asume un papel 
determinante en la economía y la morfología urbanas, sin lograr impul­
sar un crecimiento sostenido y sustentable. Esto ocurre ante la creciente 
debilidad e incapacidad de una planeación moribunda, subordinada a los 
invisibles “equilibrios automáticos del mercado”.

8 8
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México 2010: 
una ciudad que improvisa 

su globalización1

Néstor García Canclini1 2

Introducción

Se ha vuelto un hábito pensar en las ciudades en relación unas con 
otras. La globalización de los viajes, el turismo y los intercambios 
económicos acentuaron esta tendencia comparativa y encumbra­
ron a algunas urbes grandes y medianas como modelos. Berlín y Barce­
lona, por ejemplo, se convirtieron en los años ochenta y noventa del siglo 

XX en capitales mundiales de la innovación urbanística y de un tipo de 
gestión capaz de reubicar el desarrollo de las ciudades como los centros 
más dinámicos para aprovechar los impulsos de crecimiento global.

También hay urbes que se vuelven emblemáticas por su monstruosi­
dad y decadencia. México DF es señalada como la de mayor población, la 
más contaminada del mundo, y una de las más peligrosas y caóticas. No 
me interesa tanto refutar con datos estas “distinciones”: Tokio-Yokohama 
la supera en habitantes, y varias ciudades latinoamericanas la rebasan en 
contaminación (Santiago de Chile) y violencia (Bogotá y Rio de Janeiro). 
Me preocupa más averiguar por qué la capital mexicana propicia imagi­
narios nefastos, y se coloca con tantas dificultades ante los desafíos de la 
globalización. Valoraré, además, algunas de sus potencialidades como ciu­
dad global en el horizonte del 2010. Se trata, en suma, de relacionar la

1 Este artículo fue publicado originalmente en el año 2003 (Alteridades,Vo\. 13, N° 26: 7- 
14); por ello el hecho de que reflexione en torno a la ciudad en 2010 como horizonte 
futuro constituye un anacronismo solo aparente.

2 Profesor investigador del Departamento de Antropología de la Universidad Autónoma 
Metropolitana, Iztapalapa.
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ciudad producida con la ciudad imaginada, y, al final, con la ciudad impo­
sible de imaginar.

¿Ciudad global?
El ejercicio que voy a hacer con la ciudad de México puede ser útil para 
comprender y advertir riesgos en otras ciudades, y asimismo para exami­
nar críticamente algunos problemas desde la teoría de la globalización. Así 
como el debate sobre la modernidad encontró recursos novedosos al ana­
lizar ciudades como París, Berlín y Viena, el estudio de Nueva York, Lon­
dres y Tokio contribuye a entender los procesos de mundialización.

Si escribir sobre la globalización, como dice Agun Appadurai (1996), 
es “un moderado ejercicio de megalomanía”, la ciudad de México, por su 
tamaño, es un escenario óptimo para intentarlo. De hecho, nuestra me- 
galópolis cumple con los cuatro requisitos que suelen pedirse a una ciudad 
global: fuerte presencia de empresas transnacionales, mezcla multicultural 
de pobladores de distintas regiones del país y de otras naciones, prestigio 
obtenido por la concentración de elites artísticas y científicas, así como un 
voluminoso turismo internacional (Hannerz, 1998).

Aun cuando el desarrollo contradictorio de nuestra capital no permi­
te colocarla entre las urbes globales que acabo de citar, el potencial de la 
ciudad de México en la economía regional y mundial es comparable al 
de Barcelona, Berlín, Bruselas, París y Hong Kong. Como esas ciudades, 
la capital mexicana se distingue por irradiar, más allá de las fronteras del 
país, actividades financieras, de consultoría, publicidad, diseño, gestión de 
industrias audiovisuales e informáticas.

Ya antes de que se hablara de globalización, por lo menos desde 
mediados del siglo XX, la ciudad de México logró fascinar a miles de 
artistas e intelectuales, empresarios y turistas, gracias a su poderosa histo­
ria precolombina, colonial y moderna. Esas atracciones fueron decisivas 
para seducir al mundo hasta hace unos años, podríamos decir hasta que 
se construyeron el Museo Nacional de Antropología y el Museo de Arte 
Moderno, inaugurados en 1964 y poco tiempo después, respectivamen­
te. Pero no son suficientes en el siglo XXI.
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¿Cuáles son los otros capitales económicos y culturales con que 
México cuenta ahora? Identifico al menos tres: 1) una vigorosa infraestruc­
tura industrial para producir libros, radio, televisión y, en menor medida, 
cine y música popular contemporánea; 2) la existencia de comunidades 
multiculturales formadas por migraciones internas y por el propio sistema 
educativo, y también por las migraciones y los exilios de artistas, intelec­
tuales y científicos que llegaron de España, América Central y América del 
Sur, así como del este europeo debido a las guerras mundiales y a la caída 
del bloque soviético; y 3) una larga experiencia de estar entre Europa, 
Estados Unidos y América Latina, entre los legados indígenas y la herencia 
de la modernidad. Es evidente que la ciudad de México es no solo la capi­
tal de la nación, sino la sede preferente de estos capitales culturales. Pero 
como país y como ciudad apenas comenzamos a utilizar estos recursos, y 
aun con baja presencia en los circuitos globales.

En la ciudad de México existen más museos (92) que en Nueva York 
(88), Buenos Aires (55), Madrid (47) y Sao Paulo (32), mayor número de 
sitios de venta de artesanías que en todas esas ciudades juntas, y un reper­
torio de lugares de entretenimiento parejo con el de esas metrópolis. Pero 
una ciudad puede globalizarse si, además, es segura, dispone de atraccio­
nes comerciales y culturales modernas y posmodernas y, sobre todo, ser­
vicios eficientes y conexiones electrónicas ágiles.

Un estudio hecho en el año 2001, que registra las condiciones exigidas 
por 500 ejecutivos de América Latina al evaluar las ciudades donde harían 
negocios y estarían dispuestos a vivir, coloca en los principales puestos a las 
que combinan un alto nivel educativo y calificación de su personal, con se­
guridad, eficiencia, vida cultural, y buen potencial comunicativo interna­
cional y para hacer negocios (Berríos y Abarca, 2001). La ciudad de México 
no está mal situada en comunicaciones, oferta cultural y calificación de la 
fuerza de trabajo. Sin embargo, las condiciones de eficiencia y seguridad no 
son para enorgullecemos. Empresarios y gobernantes han manifestado su 
preocupación por el aumento de la inseguridad y porque el lento ritmo del 
tránsito (tres horas diarias en promedio por habitante en recorridos que de­
mandarían una hora) disminuye la productividad. La caótica descomposi­
ción de la vida pública, que se viene acentuando desde que la capital mexi­
cana pasó en los últimos cincuenta años de tres millones de habitantes a los 
19 millones actuales, ha llevado a escritores como José Emilio Pacheco a 9 5
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decir que vivimos en una “posciudad”3, o en palabras de Carlos Monsiváis, 
“una ciudad posapocalíptica, porque lo peor ya pasó”4.

Ciudad imaginada, siempre en borrador
Estas contradicciones entre la potencialidad y la deficiente realización de 
la vocación globalizada me conducen a pensar en qué le sucede a la ciu­
dad de México a partir de la tensión entre los imaginarios exuberantes 
que ha generado y la dificultad, repetida en muchos tramos de su histo­
ria, de imaginarse como espacio habitable y compartido. No voy a hablar 
solo de la ciudad de México. Conviene vincular este desfase con el exhi­
bido en los últimos años por el pensamiento urbanístico internacional 
entre la expansión de los estudios sobre imaginarios y la reducción del 
horizonte prospectivo en la planificación urbana. Hay una contradicción, 
observa el urbanista argentino Adrián Gorelik, entre

(...) la reflexión cultural (por lo general, académica) sobre las más diver­
sas maneras en que las sociedades se representan a sí mismas en las ciuda­
des y  construyen sus modos de comunicación y sus códigos de compren­
sión de la vida urbana, y  la dimensión de la reflexión político-técnica  
(por lo general, concentrada en un manojo de profesiones como la arqui­
tectura, la urbanística y  la planificación) acerca de cóm o la ciudad debe 
ser (Gorelik, 2002).

En América Latina desde el siglo XIX la producción de las ciudades ha 
interactuado vivamente con la producción de representaciones sobre las 
ciudades. Tres analistas de la historia urbana y la historia intelectual latinoa­
mericanas, José Luis Romero, Angel Rama (1984) y Richard Morse, han 
demostrado que los imaginarios de ciudad y los imaginarios de cultura con­
vergieron como proyectos impulsores del desarrollo social. No hubo coin­
cidencias apacibles entre la inventiva de intelectuales, escritores y artistas y 
la planificación de los urbanistas, pero se nutrieron entre sí y juntos gene­
raban matrices de comprensión y transformación social de la modernidad.
3 José Emilio Pacheco, conferencia inédita.
4 Carlos Monsiváis, conferencia inédita.
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Ahora, en cambio, asistimos a “una inflación simbólica de las interpre­
taciones sobre la ciudad y la sociedad”, dice Gorelik (2002), en contraste 
con una “molicie proyectual” en los diagnósticos sin perspectiva de los 
urbanistas. O, para seguir a la analista brasileña Otilia Fiori Arantes, ocu­
rre otro tipo de complementación:

(...) entre urbanistas —en general, de procedencia progresista— y empresa­
rios que han encontrado en la ciudad un nuevo campo de acumulación: 
los primeros se han dedicado, aparentemente por un mandato de época, 
a proyectar, “en términos gerenciales provocativamente explícitos”; los 
segundos no hacen más que celebrar los valores culturales de la ciudad, 
“enalteciendo el ‘pulsar de cada calle, plaza o fragmento urbano”, por lo 
que terminan todos hablando “la misma jerga de autenticidad urbana que 
se podría denominar culturalismo de mercado” (Fiori Arantes, 2000:19).

¿Cómo se ha desenvuelto esta tensión y complementación entre imagi­
narios culturales e imaginarios urbanísticos en la ciudad de México? Sin 
duda se necesitó una formidable capacidad de concebir lo que no existe, 
desde hace siglos, para inventar una ciudad donde había un lago. Hubo 
que entubar los ríos, tapar los canales e imaginar una urbe seca donde 
había tal abundancia líquida. Sería posible enlistar muchos otros comba­
tes entre los imaginarios que hasta hoy se disputan la megalópolis: las fan­
tasías de quienes llegan desde provincia persiguiendo trabajo y mejor 
calidad de vida, o de quienes vienen del extranjero creyendo arribar a la 
ciudad más poblada y más contaminada del mundo. Pocas megalópolis 
tan imaginadas como esta, desde las descripciones de Hernán Cortés has­
ta las de periodistas estadounidenses y exiliados latinoamericanos, desde 
las agencias de turismo hasta la televisión transnacional.

Pero si la capital mexicana es hoy una ciudad más desordenada que 
barroca es porque los imaginarios en conflicto han trabajado más para 
destruirse o ignorarse que para erigir una utopía compartida. Y porque 
muchas de nuestras catástrofes son revelaciones trágicas de la falta de ima­
ginación sobre el futuro que se iba formando.

El arquitecto Yoshinoba Ashisara escribió que el espacio urbano puede 
crearse de dos maneras: por adición o por sustracción. La mayoría de los 
habitantes y gestores urbanos en México no ha sentido que hubiera que 
optar por una de estas dos estrategias. La ciudad se expandió del centro
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histórico hasta las montañas lejanas, atropellando bosques, pavimentando 
laderas de cerros, tumbando casas para construir periféricos y ejes viales 
que permitieran llegar a los extremos invadidos, adicionando en esas vías 
pretendidamente rápidas miles de anuncios publicitarios que se tapan 
unos a otros y saturan el espacio visual con tantas promesas que ya nadie 
logra leerlas ni imaginar casi nada.

Veamos desde distintos enfoques cómo sucede en la actualidad esta 
tensión entre la ciudad imaginada y la ciudad imposible de imaginar. Una 
primera perspectiva es la del consumidor que tiene que orientarse entre 
todo lo que se le adicionó y se le sustrajo a la ciudad de México. Le resul­
ta difícil entender dónde vive y por dónde viaja cuando atraviesa esta 
megalópolis que a principios del siglo XX ocupaba 9,1 kilómetros y 
ahora se derrama en 1.500 km2.

Hace siete años realicé una investigación en archivos fotográficos para 
documentar cómo habían cambiado las maneras de viajar por la ciudad en 
el último medio siglo. Luego, reunimos a diez grupos de personas que atra­
viesan diariamente la urbe -repartidores de alimentos, vendedores ambu­
lantes, taxistas, estudiantes, policías de tránsito- y les mostramos cincuenta 
fotos para que eligieran las más representativas. Las imágenes desataron 
relatos de lo que se sospecha al circular por zonas desconocidas. Una de las 
conclusiones del estudio fue que para la mayoría es difícil imaginar en qué 
ciudad vive, dónde empieza y acaba, cómo son los sitios que atraviesa dia­
riamente. Ante los enigmas y amenazas, se elaboran suposiciones, mitos y 
tácticas de corto plazo para eludir los congestionamientos o hacer arreglos 
ocasionales con los extraños. Nadie tiene claro el mapa global de la mega­
lópolis, ni pretende abarcarla. La gente sobrevive imaginando pequeños 
entornos a su alcance. Dada la dificultad de entender las transformaciones 
macrosociales y las causas estructurales de los desastres, situaba la culpabi­
lidad en grupos particulares: los migrantes sin preparación que vienen a 
vivir en la gran ciudad, las manifestaciones políticas que entorpecen el 
tránsito, el exceso de coches (aunque nadie mencionó responsables), la 
corrupción de los policías, o la irresponsabilidad de conductores que esta­
cionan sus autos en tercera fila. La cultura urbana construida como casu­
ística engendra una cultura prepolítica, donde más que causas sistémicas se 
identifican culpables aislados.
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Una segunda perspectiva es la de quienes tienen la posibilidad de mirar 
a la ciudad desde las alturas del poder y de la comunicación. Mientras la 
diseminación de la ciudad vuelve difícil la interacción entre sus barrios y 
disuelve la imagen de conjunto, los medios masivos distribuyen imágenes 
que reconectan las partes desparramadas. Así como la visualidad de la 
urbe moderna se organizaba mediante el paseo del Jlaneur y la crónica 
literaria, en la actual megalopolis la pretensión de dar narraciones totali­
zadoras es encargada al helicóptero que sobrevuela la ciudad y ofrece cada 
mañana, por radio y televisión, el simulacro de una visión de conjunto. 
Tripulado por policías que vigilan y periodistas que informan, ese nuevo 
poder panóptico que cuenta dónde hubo un choque, qué calles están 
atascadas y recomienda por dónde circular exhibe la colaboración del 
control policial y el control televisivo. En tanto esta visión mediática no 
ofrece información razonada sobre “lo incontrolable”, en vez de ayudar­
nos a imaginar cómo ser ciudadanos nos retiene viendo el espectáculo de 
la inseguridad desde la pantalla doméstica. Hemos pasado de la “ciudad 
letrada”, según denominó Angel Rama la urbe que concibieron y narra­
ron los textos literarios, a una ciudad audiovisual, o sea, la que presentan 
los medios de comunicación. Nuestra capacidad de aprehender algún 
tipo de sentido depende ahora, más que de relatos de larga duración (por 
ejemplo, las novelas de Carlos Fuentes y José Emilio Pacheco), de lo que 
nos informa cada día el discurso efímero de Televisa.

Este pasaje de las narraciones largas a los flashes instantáneos correspon­
de al predominio de los “planificadores” que abandonaron la preocupación 
por la totalidad urbana, o que llegan demasiado tarde. Ni bien uno se ente­
ra de que el primer plan regulador de la ciudad de México se hizo en 
1979, tiende a pensar que a quienes la gobernaron entre la década de los 
cincuenta y la de los setenta, cuando la ciudad pasó de tres a quince millo­
nes de habitantes, de sesenta mil coches a más de dos millones, les faltó 
imaginación para ir previendo en cada sexenio los embotellamientos y la 
contaminación, la indignación y la impotencia, que iban a atribularnos en 
el sexenio siguiente. Adicionaron ejes viales, coches y microbuses, y se tar­
daron hasta la década de los ochenta para ver qué había que sustraer, redu­
cir o construir a una escala menos monumental, a fin de evitar que la des­
integración triunfara sobre la convivencia.

99
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En los últimos años, ante la dificultad de resolver los problemas de con­
junto, se eligen unas pocas zonas de la ciudad y se las destina a servir de 
focos ultramodernizadores, lugares donde podremos fantasear que estamos 
en sintonía con la globalización. El último imaginario que se nos propone 
al comenzar el siglo XXI es que México podría salvarse como ciudad glo­
bal. Algunos teóricos de la globalización avalan esta fantasía: Manuel 
Castells (1995), Jordi Boga (1997) y Saskia Sassen (1991) escriben que la 
capital mexicana reúne, en efecto, varios de los requisitos señalados para ser 
una ciudad global. Pero ellos, y algunos estudiosos locales, llaman la aten­
ción sobre las contradicciones abismales entre la ciudad que se globaliza y 
la que se desintegra.

Es curioso: el crecimiento apresurado de la ciudad de México (como 
en Sao Paulo, Caracas y Lima) se debió en el último medio siglo a que 
millones de mexicanos de todo el país migraron hasta la capital imaginan­
do que su industrialización podía beneficiarlos a todos. Desde la apertu­
ra económica al exterior, a principios de los años ochenta, se desindus­
trializó la ciudad y se supuso que las zonas más dinámicas de desarrollo 
serían las vinculadas a la instalación de servicios transnacionales. El Dis­
trito Federal y su periferia metropolitana se han convertido en uno de los 
veinte megacentros urbanos con mayor articulación de dispositivos de 
gestión, innovación y comercialización a escala mundial. Este cambio es 
patente, sobre todo, en las casi 800 hectáreas dedicadas en la zona de Santa 
Fe a los edificios de Hewlett Packard, Mercedes Benz, Chubb Insurance, 
Televisa y otras empresas, a centros comerciales y a zonas residenciales de 
alto nivel. También se comprueba con la remodelación arquitectónica del 
Paseo de la Reforma, la Alameda, de partes de Polanco, Insurgentes y Pe­
riférico Sur; con la proliferación de macrocentros comerciales y nuevos 
hoteles transnacionales; la modernización de las telecomunicaciones y su 
conexión satelital, y con la difusión de servicios informáticos, de televi­
sión por cable y digital. Se apuesta a que la “monstruópolis”, como la lla­
mó Emiliano Pérez Cruz, sea rescatada por su conexión con imaginarios 
globales.

Me parece sugerente arriesgar aquí una hipótesis comparativa con 
Berlín. No puedo entrar ahora en el voluminoso debate público genera­
do en Alemania y en la bibliografía urbanística, cultural y política sobre las 

1 0 0  metamorfosis de Postdamer Platz. Pero es significativo, al menos, señalar
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que el conjunto de edificios corporativos transnacionales, tiendas y luga­
res de entretenimiento high-tech construido por arquitectos de renombre 
mundial fue erigido en uno de los lugares céntricos más emblemáticos de 
la capital alemana, en palabras de Régine Robin (2001), como “un espa­
cio amnésico”, donde se eliminaron las referencias a la historia de la mo­
dernización de las primeras décadas del siglo XX, al muro y a otros mo­
mentos históricos concentrados en esa plaza. En cambio, Santa Fe, el 
mayor centro de negocios y oficinas corporativas de México y de América 
Latina, se construyó implantando un trazado y una imagen arquitectónica 
“a la estadounidense” en una zona marginal de la urbe, que solo habita­
ban migrantes recientes, casi todos de extrema pobreza. Pero a la vez po­
dríamos preguntar si el gran respeto a los centros históricos de la ciudad 
de México y la ubicación en un borde del emprendimiento urbano más 
trascendente, con el que el gobierno del presidente Carlos Salinas quiso 
dar espacio al proyecto de “ubicar a México en el primer mundo”, no ex­
presa la desconexión entre la “utopía” globaHzadora y la ciudad histórica 
resignada a tener una modernidad deficiente. Mientras Berlín globaliza su 
espacio urbano por sustitución, México DF lo hace por adición.

La formación de nodos de gestión de servicios mundializados inten­
ta aislarse de los sectores tradicionales, de las actividades económicas 
informales o marginadas, de los deficientes servicios urbanos, de las frus­
tradas fantasías del desempleo y de los miedos de la inseguridad. El carác­
ter dual de la ciudad global y la ciudad local marginada e insegura puede 
ser el principal obstáculo para que México sea imaginada como sede 
atractiva por quienes anudan las redes globales. Como advierten Boga y 
Castells, un alto riesgo de la globalización es que se haga para una elite: 
“se vende una parte de la ciudad, se esconde y se abandona al resto” 
(Boga y Castells, 1997:185).

Pronósticos en medio de la improvisación
Suele decirse en revistas de urbanismo y turísticas, de arte e historia, que 
México es la ciudad precolombina y colonial más importante de Amé­
rica. A la vez, se habla de que esta megalópolis ha crecido de manera tan 
atropellada que parece sin proyecto, y en ella apenas se puede estar pen- 101
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diente de cómo sobrevivir el día de hoy. Mañana no sabemos si va a esta­
llar otro drenaje y va a inundar quién sabe cuántas colonias, si el volcán 
Popocatépetl nos va a tapar de ceniza, si cuarenta manifestaciones políti­
cas multitudinarias van a paralizar una cuarta parte de la ciudad.

¿Quién puede pronosticar como será la ciudad de México en el año 
2010? En medio de tantas incertidumbres, algunas tendencias del desarro­
llo sociocultural muestran cierta consistencia. Además, establecer cuáles son 
estas líneas predominantes es hoy más viable que hace quince años, cuan­
do comenzaron a hacerse estudios que relacionaron políticas culturales, 
consumo y ciudadanía. Sin duda, este es uno de los cambios importantes 
que tenemos en nuestra ciudad: podemos hablar de ella y, sobre todo, de 
los aspectos socioculturales, con datos que no teníamos hace dos décadas.

Voy a apoyarme especialmente en las investigaciones que realizamos en 
el Programa de Estudios sobre Cultura Urbana de la Universidad Autónoma 
Metropolitana (UAM), de México. Este conjunto de trabajos da referencias 
básicas para reflexionar sobre qué permanece y qué cambia en la ciudad de 
México de los años noventa al comienzo del siglo XXI. En primer lugar 
voy a mencionar algunos hechos de lo que se consolida, luego algo de lo 
que cambia y lo que posiblemente se acentuará o innovará hacia 2010.
- La primera tendencia que se afianza en el desarrollo de la ciudad es 

la diseminación de la mancha urbana en todas las direcciones, des­
arrollo que reformula las relaciones con el entorno ambiental, los 
vínculos del centro con las periferias, y, podría decirse, de lo que se 
puede abarcar de la ciudad con lo que se escapa del control o la 
gobernabilidad. Esta experiencia de lo inabarcable se agudiza en tan­
to la capital de México se desarrolla como ciudad global, nudo de in­
terconexiones comunicacionales, servicios y migraciones que la vin­
culan intensamente con muchas otras regiones de Norte, Centro y 
Sudamérica, de Europa y Asia.

- Un segundo rasgo es el predominio demográfico de la periferia 
metropolitana sobre el Distrito Federal y la formación de centros co­
merciales y culturales, a menudo asociados, en la periferia interna y 
externa de la capital. Estamos viviendo cada vez más en una ciudad 
policéntrica, multifocal y multinodal. Sin embargo, este predominio 
de la periferia sobre la ciudad histórica no permite desentendemos de
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las interacciones entre ambos círculos: tres millones de personas que 
residen en los 29 municipios conurbados al DF llegan diariamente a 
la capital para trabajar, consumir y divertirse.

- En tercer lugar, hay que mencionar la democratización del DF y algu­
nos aspectos de la cultura ciudadana, que se manifiestan ante todo en 
la elección de gobernantes para la ciudad y ahora también para cada 
delegación. Se trata de una democratización incompleta, que no abar­
ca todos los aspectos de la vida urbana, por ejemplo los culturales, a 
los que me voy a referir un poco después,

- Luego, cabe señalar el lugar protagónico de los medios masivos como 
proveedores de información y entretenimiento, como articuladores de 
la ciudad dispersa y organizadores de la esfera pública. No me extien­
do en este proceso internacionalmente generalizado, que nos hace 
vivir en un nuevo tipo de campo público gestionado básicamente por 
las industrias culturales y los medios masivos de comunicación. Esta 
prevalencia de lo mediático sobre las interacciones presenciales, inicia­
da desde mediados del siglo XX, seguirá creciendo debido al mayor 
acceso a la televisión por cable, a los servicios informáticos y a otras 
modalidades de información y entretenimiento a domicilio.

- Por último, mencionaré como un rasgo unificador de las experiencias 
urbanas el incremento de la violencia y la inseguridad. Ambas se han 
extendido a toda la zona metropolitana, no solo como hechos reales, 
como acontecimientos que están ocurriendo todo el tiempo, sino por 
el papel central que han pasado a ocupar en la información y en el 
reordenamiento del estilo de vida. Esta experiencia generalizada se 
asocia con efectos materiales y simbólicos importantes como el pre­
dominio de lo privado sobre lo público, la prevalencia del imaginario 
del riesgo y el refugio en barrios cerrados o en la propia casa, sobre 
los imaginarios de la ciudad compartida.

Cambios en curso
Ahora voy a mencionar lo que se transforma, algunos rasgos selecciona­
dos teniendo en cuenta lo que hoy es visible en el desarrollo cultural de 
la ciudad, y también lo que podría conjeturarse que se acentuará hacia el 1 0 3
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año 2010. Quiero partir de una autocrítica. En los estudios que hicimos 
durante los últimos diez años en el Programa de Cultura Urbana de la 
UAM, hemos tenido que rectificar varias ideas que habíamos ido cons­
truyendo acerca de lo que estaba transformándose en la ciudad. Por 
ejemplo, en la primera mitad de la década de los noventa registramos el 
cierre de muchos cines, que venía ocurriendo desde los años ochenta, 
debido a un descenso abrupto en la cantidad de público. Esa declinación 
del número de espectadores, de noventa millones por año a unos 28 
millones en 1995, se ha revertido parcialmente con la explosión de mul- 
tisalas en muchas zonas de la ciudad. Una distribución más equitativa de 
la oferta cinematográfica ha hecho que el libro Los nuevos espectadores, 
publicado en 1994, no sea ya del todo vigente.

Sin embargo, otras tendencias del consumo audiovisual encontradas 
en esa época se han afianzado. Una de ellas es la ampliación de la oferta 
televisiva. Hemos pasado de una televisión abierta, controlada por un solo 
monopolio, a una oferta más amplia, que puede llegar a varios centena­
res de canales en pocos años. De todas maneras, los cambios parecen 
moverse más en la cantidad que en la variedad. Cuando se dio la alter­
nancia televisiva, o sea cuando surgió Televisión Azteca, se pensaba que 
“nada puede ser peor que Televisa”, y sí hubo algo peor. También una 
parte de la población está disfrutando de la televisión por cable o por 
antena codificada; ha aparecido Sky, y se prometen en dos o tres años más 
innovaciones tecnológicas. Por supuesto, esta expansión de la oferta tele­
visiva se concentra en las elites y los sectores medios.

En segundo lugar, la construcción de conjuntos de multisalas de cine 
moderniza la exhibición y atrae más público, sobre todo a muchos jóve­
nes. Los complejos cinematográficos y los grandes centros comerciales, 
que aparecen asociados, son los principales reactivadores de la vida públi­
ca y del consumo cultural en espacios abiertos o fuera de la vida domés­
tica. Mientras en la primera mitad de la década pasada percibíamos una 
concentración en el entretenimiento a domicilio, hoy se aprecia cierta 
reversión. Aunque todavía no se llega a los noventa millones de asisten­
tes a las salas de cine, hay unos 48 millones de espectadores por año, con 
lo cual se revitalizan algunos aspectos de la sociabilidad pública.

Como tercer cambio, sobresale la expansión de redes comunicaciona- 
1 0 4  les de tecnología avanzada, que diferenciamos de los medios masivos de
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comunicación y de la oferta cinematográfica. Estoy hablando de computa­
doras, internet, faxes, servicios bancarios electrónicamente relacionados, e 
incluso compras electrónicas, cuyo desarrollo parece más lento en nuestra 
ciudad que en otras regiones metropolitanas. De todas maneras, este creci­
miento de redes tecnológicas de punta, accesible solo para algunos secto­
res, está recomponiendo muchos hábitos de consumo y el tejido comuni- 
cacional en la metrópoli. También reestructura el papel de la capital como 
centro del país y sus relaciones con mercados y circuitos globales.

En cuarto término, como consecuencia de estos dos procesos que 
acabo de mencionar, estamos viviendo un predominio de la videocultu­
ra y, más recientemente, de la comunicación electrónica sobre los medios 
de información tradicionales, básicamente los diarios, las revistas o la 
información cara a cara en la vida barrial. Uno de los datos recientes más 
impactantes es el resultado de la encuesta sobre hábitos culturales hecha 
por el diario Reforma, en enero de 2001, donde se mostró que la canti­
dad de personas que lee a diario los periódicos en la ciudad de México 
coincide con quienes usan, o dicen usar, computadora diariamente: vein­
te de cada cien habitantes de la ciudad. El bajo índice de lectura es alcan­
zado por la fascinación informática.

Entre lo que queda de la cultura escrita y la aceleración de la cultura 
digital que llega a muy pocos, predomina un sistema a la vez diseminado 
y altamente concentrado que, para decirlo con una frase de Paul Virilio 
(1997), “ya no trabaja con discursos sino con flashes e imágenes”. Así como 
el proceso de sustitución parcial de las experiencias de interacción directa 
por la comunicación mediática, concentrada en el hogar, crea un nuevo 
tipo de relación con el espacio, el predominio de las experiencias en pre­
sente sobre los relatos de larga duración de la ciudad letrada (y en el caso 
de México, del folclor) engendra una nueva relación con el tiempo social.

Futuros posibles
Por fin, ensayo algunas consideraciones sobre los cambios culturales pre­
visibles hacia 2010. Con este fin habría que diferenciar los cambios cul­
turales esperables, lo que va a cambiar, lo que parece objetivamente inevi­
table que cambie, y lo que podría modificarse si se transformaran los mo- 1 0 5
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dos de gestión de la vida pública. En primer lugar, comienza a haber una 
distribución más equitativa de la oferta cultural en el conjunto del espa­
cio metropolitano, pero hay que decir que casi siempre está hecha por la 
iniciativa privada y muy poco por programas públicos: más por la televi­
sión y el cine que por la descentralización de equipamientos dependien­
tes del Estado. Hay una democratización avanzada en lo político, pero no 
va acompañada por una redistribución de equipamientos culturales, ni 
por acuerdos entre el DF y los municipios conurbados que articulen la 
información, los espectáculos, ni otros servicios.

¿Qué tipo de infraestructura espacial de equipamientos culturales ne­
cesitamos? ¿Más casas de la cultura, más bibliotecas, más teatros y salas de 
concierto bien instalados, en el sur y en el norte de la ciudad, en el oeste 
y en el este? Sin duda, pero necesitamos también desarrollar políticas 
mediáticas e informáticas con orientación de servicios públicos. Es pre­
ciso democratizar la relación entre las culturas locales y promover su des­
arrollo propio con mayores recursos. A la vez, una ciudad como la de 
México debe asumir su papel de capital latinoamericana y ciudad global 
en festivales, inversiones turísticas y atractivos culturales y mediáticos. No 
hay política cultural para las mayorías en este momento, en la ciudad ni 
en ningún país, si no hay política mediática con un sentido público. La 
carencia de iniciativas en este campo por parte de los últimos gobiernos 
de la ciudad y del país revela una ausencia de vocación globalizadora de 
los actores públicos en la cultura.

Desde luego, estas modificaciones no dependen únicamente del go­
bierno sino de nuevas opciones creadas por asociaciones civiles, por nue­
vos desempeños ciudadanos. Después de todo lo que los sismos de 1985 
le sustrajeron a la ciudad de México comenzamos a activar una imagina­
ción más dispuesta a juntar sus partes. Parecíamos resueltos a reunir los 
imaginarios de los ciudadanos y de los consumidores. Luego, cuando las 
catástrofes pierden su proximidad, la imaginación se vuelve menos soli­
daria, la ciudadanía se reduce a las limitadas zonas por las que transitamos, 
o sea el lugar de trabajo, la escuela de los hijos, la seguridad de la cuadra 
y del edificio que habitamos (Zermeño, 2003). ¿Será nuestra megalópo- 
lis demasiado vasta para imaginarla en conjunto, o acaso una de las fun­
ciones de los imaginarios es aplacar, a la larga, las perturbaciones de lo 

1 0 6  social, proponer equilibrios y pactos entre las fuerzas en conflicto, en sus
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manifestaciones más inmediatas? Pareciera que en esta época, en que las 
comunicaciones globalizadas propician la comparación y aun la imitación 
entre las ciudades, encontramos dificultades para experimentar relaciona­
das las distintas partes de una misma megalópolis.

Tal vez elegimos vivir en ciudades no solo por la riqueza de estímu­
los que excita nuestra imaginación, sino también porque incluso aquellas 
urbes donde triunfan la precariedad y el desorden dan a nuestros vértigos 
imaginarios contención y descanso. Por eso organizamos selectivamente 
nuestra experiencia del entorno urbano. Como dice Luis García 
Montero, refiriéndose a su lugar, Granada: “cada persona tiene una ciudad 
que es el paisaje urbanizado de sus sentimientos,, (García Montero, 1972: 
71). Quizá para entender la fascinación que suscita habitar una ciudad 
global haya que pensar a la vez a la ciudad, a nuestra íntima y restringida 
micrópoiis, como refugio contra lo que en la giobalización nos abisma. La 
pregunta que resta es si esta función protectora de la vida urbana puede 
cumplirse cuando las desigualdades y la desconexión prevalecen sobre lo 
que nos hace vivir juntos.
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II. La producción del 
espacio urbano



La urbanización irregular y el orden 
urbano en la Zona Metropolitana del 

Valle de México (1990-2005)1

Priscilla Connolly1 2

Introducción
La interdependencia entre la urbanización regular e irregular

A l igual que en muchos otros países latinoamericanos y del mundo 
entero, en México los asentamientos irregulares constituyen más 
de la mitad de la urbanización. Este hecho no solo tiene impor­
tantes implicaciones en la calidad del vida de la población que los habi­
ta, sino que, además, como lo argumentan de manera convincente Emilio 

Duhau y Angela Giglia (2008: 504), “[e]l que más de la mitad del área 
urbanizada haya sido producida informalmente no es un detalle mera­
mente anecdótico, sino un rasgo constitutivo del orden urbano En 
efecto, la urbanización irregular (o informal)3 no es una especie de esta­
do de excepción, una desviación de lo “normal”; es parte constitutiva de 
la construcción física de la urbe y de la construcción del orden jurídico 
y del orden económico y social. Esto quiere decir que los ámbitos con-
1 Versión revisada de la ponencia “La urbanización irregular en la Zona Metropolitana de 

la Ciudad de M éxico (1990-2005) observada a través del OCIM-SIG”, presentada por la 
autora en el seminario Regularización de la Tenencia de la Tierra, Planeación Urbana y 
Desarrollo Sustentable, organizado por el Colegio de México y la Comisión para la 
Regularización de la Tenencia de laTierra/SEDESOL, septiembre 2 y 3 de 2009.

2 Universidad Autónoma Metropolitana, Azcapotzalco, Departamento de Sociología.
3 En este texto se emplean los términos irregular e informal como sinónimos, aunque se 

reconoce que irregularidad puede tener un significado menos permanente, en la medida 
en que las propiedades irregulares puedan regularizarse, mientras que lo informal denota 
una característica más permanente: por más que se regularicen las colonias populares, difí­
cilmente pierden su carácter informal.
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siderados económica y jurídicamente formales son influidos por los que 
no lo son; la ciudad formal se construye también por lo irregular. Al 
mismo tiempo, y esto es obvio, la ciudad informal no existiría, ni siquiera 
se podría definir, sin la existencia de la ciudad formal

En el ámbito jurídico, como sugiere el título del libro arriba citado, y 
como lo han planteado muchos otros investigadores de la urbanización 
irregular y de la informalidad en general, los procesos llamados irregulares 
o informales no son carentes de orden. Se desarrollan de acuerdo con 
reglas bien entendidas y aplicadas por los que intervienen en su creación 
y transformación: compradores y vendedores de terrenos, líderes de orga­
nizaciones de colonos, funcionarios que los atienden, entre otros. Estas 
“reglas de la irregularidad” se legitiman, en buena medida, con referen­
cia a conceptos que norman la urbanización considerada regular (Azuela, 
1989: 129). Por lo tanto, los cambios en las reglas de este orden jurídico 
van a influir en el desarrollo de la urbanización irregular. Al mismo tiem­
po, el simple hecho del desapego a la normatividad urbanística en vastos 
segmentos de la urbe condiciona la legitimad y aplicación de esta en toda 
la ciudad: si no se quiere obedecer las normas, pagar impuestos y trami­
tar permisos, siempre existe la alternativa de la informalidad.

En el ámbito económico, la estrecha interdependencia entre lo que 
suelen llamarse sectores formales e informales fue muy debatida en su mo­
mento, a propósito de la crítica al concepto de marginalidad. Esta discusión 
no se limitó al campo del mercado laboral, sino que también se extendió 
a la economía urbana en general, incluyendo la producción y consumo de 
los espacios habitacionales (Kowarick, 1975; Connolly, 1985). Si bien la 
construcción irregular y la producción inmobiliaria formal se desenvuel­
ven en submercados claramente diferenciados, hay -o  había- traslapes 
importantes de sus respectivas demandas efectivas. Antes de finales de los 
años noventa, la oferta de vivienda formal a precios accesibles, es decir, de 
vivienda de interés social, no era suficiente para satisfacer su demanda 
efectiva; la demanda solvente pero insatisfecha tenía que recurrir a solu­
ciones irregulares. Además, los mercados formales e irregulares compiten 
por los mismos insumos: tierra, materiales de construcción y mano de 
obra.
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Preguntas de investigación
Las consideraciones anteriores son suficientes para suponer una estrecha 
interdependencia entre la urbanización regular y la irregular, ambos se su­
jetan a cambios en las reglas del juego en los ámbitos jurídico y econó­
mico. Partiendo de tal supuesto básico, este capítulo analiza la dinámica 
reciente y el peso relativo de ambas formas de expansión, para el caso de 
la Ciudad de México. Concretamente, examina los cambios en la produc­
ción informal de nuevas urbanizaciones para vivienda en la Ciudad de 
México, entre 1990 y 2005, así como la dinámica en el interior de las ya 
existentes. Los aspectos observados responden a las siguientes preguntas:
- ¿Cómo ha evolucionado el peso relativo de la urbanización irregular 

con respecto a la formal, como hábitat total de la población de la 
Ciudad de México, es decir, en términos de número de viviendas par­
ticulares ocupadas y superficie urbanizada?

- ¿Qué peso tiene la nueva vivienda producida en áreas urbanizadas 
informalmente, comparada con las otras modalidades de urbaniza­
ción?

- ¿Qué proporción de las viviendas adicionales se produce en asenta­
mientos existentes y qué proporción en áreas de nuevas urbanización?

- ¿Cuál es el peso relativo de las nuevas urbanizaciones, tanto formales 
como irregulares, en la expansión urbana?

- ¿Dónde se están produciendo las nuevas urbanizaciones irregulares, en 
términos de localización y tipo de propiedad del suelo?

Contexto: cambios recientes en el marco jurídico y económico de 
la urbanización e hipótesis sobre su impacto en la dinámica urbana
Tras las preguntas planteadas anteriormente subyacen algunas hipótesis, o 
por lo menos otras preguntas más complejas. ¿Cómo esperaríamos que 
cambiara la dinámica de la urbanización informal en la Ciudad de 
México entre 1990 y 2005? Son múltiples los factores que interactúan en 
la determinación de los patrones de desarrollo urbano y, en particular, en 
la dinámica de la urbanización informal. Sin pretender una lista exhaus- 1
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tiva, estos pueden agruparse de manera conveniente bajo los cuatro apar­
tados que se desarrollan a continuación.

Política de ordenamiento territorial diferenciada en el 
Distrito Federal y el estado de México
En el pasado, han influido de manera importante en los patrones de 
expansión de la Ciudad de México las políticas diferenciadas, en cuan­
to a permisividad o restricción de las urbanizaciones nuevas, en las dos 
entidades federativas que ocupa esta zona metropolitana: el Distrito 
Federal y el estado de México. Por ejemplo, es generalmente aceptado 
que la represión de nuevos asentamientos irregulares en el Distrito Fe­
deral, implementada por la regencia de Ernesto Uruchurtu en el Distri­
to Federal (1953-1966), contribuyó a su proliferación en los municipios 
mexiquenses al norte de la ciudad (Cornelius, 1975; Moreno Toscano, 
1979; Stolarski, 1982). En el período considerado aquí (1990-2005), 
habrá que tomar en cuenta el efecto de la prohibición de nuevos frac­
cionamientos en el Distrito Federal y la política de “reciclamiento” y 
“redensificación” de las áreas centrales. Esta política, prevista ya en el 
Programa de Desarrollo Urbano del Distrito Federal en 1997, fue pro­
clamada en el Bando 2, promulgado por Andrés Manuel López 
Obrador el 7 de diciembre de 2000, a pocos días de tomar posesión del 
cargo de jefe de Gobierno, en 2000, e instrumentado mediante la nega­
ción del permiso de “factibilidad del servicio de agua potable” a nue­
vos desarrollos en nueve demarcaciones de la entidad. En cambio, la 
construcción de viviendas en las cuatro demarcaciones centrales se in­
centivó mediante la simplificación de los trámites correspondientes y la 
reducción de tiempo en la obtención de los diversos permisos (Esqui- 
vel, 2007).

La política restrictiva ejercida en el Distrito Federal contrasta con la 
práctica relativamente permisiva hacia el desarrollo de nuevos conjuntos 
urbanos en los municipios metropolitanos, lo que, al igual que en la déca­
da de los sesenta, empujaría el desarrollo urbano hacia la periferia de la 
Zona Metropolitana.
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Por otra parte, en materia de ordenamiento territorial, persiste el con­
traste entre la aplicación estricta de la normatividad urbanística en cier­
tas áreas y la permisividad en áreas consideradas de habitación popular, 
donde prevalece la clasificación del uso del suelo como “habitacional con 
comercio” (HC). Esto sucede tanto en el estado de México como en el 
Distrito Federal, pero en el caso de este último, el contraste se exacerbó 
por la exención de la necesidad de tramitar la manifestación de construc­
ción otorgada a construcciones financiadas por el Programa de Mejora­
miento de Vivienda a cargo del Instituto de la Vivienda del Distrito 
Federal (INVI).Tal exención ha tenido el efecto de alejar a los inspecto­
res de las obras en proceso ubicadas en las áreas favorecidas por dicho 
programa, es decir, en las zonas de “alta marginación”, lo que práctica­
mente equivale a colonias urbanizadas irregularmente4. En pocas palabras, 
para nada se ha tratado de frenar la densificación de asentamientos irre­
gulares existentes en la última década, ni en el Distrito Federal ni en el 
estado de México.

La urbanización irregular y el orden urbano en la Zona Metropolitana del Valle de México

Política habitacional local y nacional
Lo que se reconoce como “política habitacional” en México se reduce, 
prácticamente, a las políticas de financiamiento de vivienda nueva que, en 
su mayor parte, corresponden a organismos del gobierno federal 
(Connolly, 1998; 2006a). En el período que nos concierne, las reglas de 
operación de estos organismos se reestructuraron radicalmente de modo 
que, a partir de la segunda mitad de la década de 1990 a 2000, la oferta 
de créditos a nivel nacional aumentó de manera espectacular, llegando a 
un promedio de casi 700 mil unidades anuales. Con ello, prácticamente 
saturó su demanda efectiva, constituida por los asalariados con ingresos 
medios y medio-bajos (Topelson, 2006; Connolly, 2006b). Para la Ciudad 
de México, este auge implicó la oferta de aproximadamente 380 mil 
viviendas nuevas en conjuntos urbanos de municipios metropolitanos 
entre 2001 y 2007 (Godínez, 2008), y 47.328 viviendas en condominios

4 Esta afirmación se basa en observaciones propias y comentarios de personas que trabajan 
o viven en áreas beneficiadas por el Programa de Mejoramiento de Vivienda en lote fami-
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de cinco unidades y más dentro del Distrito Federal entre 2001 y 2005. 
De estas, 37.800 se localizan dentro de las cuatro demarcaciones centra­
les favorecidas por el Bando 2 (Benlliure, 2005).

Un efecto previsible de esta explosión en la oferta habitacional formal, 
sobre todo de los segmentos del mercado más baratos en los municipios 
periféricos, sería la absorción de una parte de la demanda habitacional -la 
parte más solvente—, que tradicionalmente ha encontrado solución en los 
asentamientos irregulares. Sin embargo, la producción formal todavía deja 
desatendida al menos a la tercera parte más pobre y/o con ingresos no 
comprobables de la población metropolitana, que tiene escasas alternativas 
fuera de la oferta informal de vivienda5.

Una de las pocas opciones disponibles para el tercio más pobre de 
la población la proporcionan dos programas de vivienda implementa- 
dos por el INVI. El primero financió la construcción, entre 2001 y 
2005, de casi treinta mil viviendas nuevas en conjuntos, y su adquisi­
ción con créditos accesibles a familias con ingresos menores a cinco sa­
larios mínimos (Puebla, 2007). El impacto esperado de este tipo de pro­
grama es la retención de la población de menores ingresos en las áreas 
centrales.

El segundo programa, que pretende fortalecer la consolidación y el 
mejoramiento de vivienda en los asentamientos irregulares, otorgó, den­
tro del mismo lapso, casi cien mil créditos para el mejoramiento o cons­
trucción de nueva vivienda en zonas “de alta y muy alta marginación” 
(INVI, 2008). Aquí, el impacto esperado de estos créditos sería una mayor 
densificación de los asentamientos irregulares a causa de las inversiones 
realizadas en el mejoramiento y/o ampliación de las viviendas.

Clima económico y disponibilidad de crédito
Más allá de la política financiera de vivienda, la disponibilidad de crédito 
para la promoción inmobiliaria de toda índole está afectada por las condi­
ciones macroeconómicas, sobre todo, la tasa de inflación, la paridad de la

5 Otro sector de la población notablemente desatendida por la política financiera de vivien­
da es la población rural (Topelson, 2006).



moneda y, por ende, la tasa de interés. Después de una década de relativo 
auge, con inflación moderada, seguido por la crisis de 1994-1996, estos indi­
cadores se estabilizaron hacia finales de la década, dando lugar a un clima 
económico excepcionalmente favorable para el sector inmobiliario duran­
te los primeros ocho años del nuevo milenio. Sin el bajo nivel de inflación 
y la estabilidad en el costo del dinero, nunca se habría logrado el auge en la 
producción habitacional citado arriba. Sin embargo, una manifestación del 
auge inmobiliario es, precisamente, el aumento del precio del suelo, y esto 
es justamente lo que sucedió en la Ciudad de México entre 2000 y 2005. 
En efecto, aumentaron los precios del suelo, no solo en las delegaciones cen­
trales del Distrito Federal, a consecuencia del Bando 2, como lo han seña­
lado algunos investigadores (Benlliure, 2005); el aumento fue general, por lo 
menos en el Distrito Federal, inclusive en las demarcaciones donde se pro­
hibían nuevos desarrollos inmobiliarios formales (Guadarrama, 2007)6.

El impacto esperado de un aumento en los precios del suelo sería la 
restricción a la expansión urbana -sobre todo por la urbanización for­
mal— y la correspondiente densificación de las áreas ya urbanizadas.

La urbanización irregular y el orden urbano en la Zona Metropolitana del Valle de México

Cambio en la normatividad para la urbanización de los ejidos
El papel del ejido y las tierras comunales en la urbanización popular en 
México ha sido estudiado desde los años setenta7. Por un lado, se ha cons-

6 Entre 2001 y 2005, el precio promedio del suelo para uso habitacional en el DF aumen­
tó en 217%, de $1.228 a $2.565. En las áreas donde ya estaban elevados los precios, es decir 
en las demarcaciones donde el Bando 2 permitía nuevos desarrollos habitacionales, el 
aumento fue menor en términos relativos, pero mayor en términos absolutos: por ejem­
plo, en la delegación Benito Juárez, el precio promedio aumentó de $2.412 a $4.440, es 
decir, en 89%, en el mismo lapso. En cambio, el las demarcaciones donde se prohibía la 
construcción de conjuntos de vivienda formal, el aumento relativo fue mayor: de $307 a 
$886 enTláhuac; de $1.122 a $2.564 enTlalpan (estos datos son los “valores de referen­
cia de suelo por área de valor región-manzana” elaborados por la subsecretaría del 
Catastro y Padrón Territorial del DF, de acuerdo con los manuales de Procedimientos y 
Lineami entos Técnicos devaluación Inmobiliaria, así como sobre la Autorización para 
Practicar Avalúos del Registro de Peritos Valuadores).

7 Véanse, por ejemplo, Alonso (1980), Azuela et al. (1984), Azuela y Cruz (1989), Bejarano 
(1983), Connolly (1977; 1982), COPEVI (1977), Cruz (1982; 1994; 2001), Duhau (1993 
; 1998), Durand (1983), Perló (1981), Schteingart (1989),Varley (1985a ; 1985b).
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tatado su importancia cuantitativa respecto a la contribución de tierras de 
origen ejidal al aprovisionamiento de vivienda en asentamientos irregu­
lares. Y estas constataciones se han acompañado de reflexiones sobre las 
reglas de juego de la irregularidad. Las explicaciones deVarley (1985a; 
1985b), Azuela (1989), Cruz (1994; 2001) y Duhau (1998), para mencio­
nar algunos, sobre el régimen ejidal como fuente de legitimidad para san­
cionar las transacciones de compraventa han contribuido a la compren­
sión del fenómeno de la irregularidad urbana en general, y no solo de la 
vivienda. También se ha establecido que la transición de una a otra fór­
mula para legitimar las transacciones ha motivado cambios en la magni­
tud y forma de la urbanización. Me refiero a la transición, nunca com­
pleta, de la Zona Urbana Ejidal, a la simulación de la propiedad privada 
o propiedades “del pueblo”, a la promesa de la regularización vía la 
Comisión para la Regularización de la Tenencia de la Tierra (CORETT) 
u otra instancia regularizadora, hasta el cambio del Artículo Constitu­
cional 27 de 1992, que abre la posibilidad de la enajenación legal de las 
tierras en propiedad comunal y ejidal.

Poco después de la reforma constitucional de 1992, se publicaron 
varios artículos que pronosticaron la inmediata privatización de las tierras 
ejidales (Pradilla, 1992; Castañeda, 1994; Nava, 1993). Inclusive, este esce­
nario se incorporó en el Programa Nacional de Desarrollo de 1994, que 
previo que el 65% de las reservas territoriales para la expansión urbana 
planeada correspondería a tierras ejidales. Sin embargo, tal escenario no se 
cumplió, por lo menos no de inmediato. Para 1996, solo la tercera parte 
de las comunidades con tierras aptas para el desarrollo urbano habían cer­
tificado sus derechos (Cruz, 2001). Varias explicaciones de este aparente 
estancamiento de la urbanización de los ejidos fueron debatidas, entre ellas 
las de Jones y Ward (1998) y Cruz (2001). El presente trabajo comproba­
rá que, para fines de los noventa, hasta la fecha, la situación ha cambiado; 
los terrenos ejidales se han incorporado de manera importante, tanto en 
el desarrollo urbano formal como en el irregular.
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Metodología: ¿cómo observar la urbanización irregular?
Definición e identificación empírica de los asentamientos irregulares
En ningún contexto la informalidad o irregularidad se presta a definiciones 
claras e inequívocas. Siendo negaciones de lo formal o regular, más bien, 
tendremos que definir lo que entendamos por estos términos. En reali­
dad, estamos ante un concepto multidimensional y controvertido, cuya 
definición aparentemente elude el consenso. Algo de esta complejidad se 
presenta en un “frondoso árbol de irregularidades” que toma en cuenta 
tan solo las ramificaciones de las irregularidades de la propiedad raíz y 
las del proceso constructivo (ver Cuadro 1). Si se consideran los proce­
sos iniciales de la urbanización, y también lo que sucede posteriormen­
te con la propiedad y edificación, por más que se “regulariza” la tenen­
cia de la tierra, las irregularidades se multiplican con el paso del tiempo8. 
Recordemos que la regularidad de la propiedad, sobre todo a la hora de 
venderla o hipotecarla, no solo se relaciona con la posesión de escritu­
ras, sino también con el apego a la normatividad vigente en materia de 
construcción y usos del suelo, todo debidamente documentado y verifi­
cado por un notario público. La regularidad, pues, es mucho más que 
contar con un título de propiedad, y la irregularidad elude definición.

8 Sobre la necesidad de “regularizaciones reiterativas”, véase Ward (2008) y el capítulo de 
Edtih Jiménez en este mismo libro. 119
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Cuadro 1. ¿De que estamos hablando? Las irregularidades jurídicas de la 
irregularidad en la tenencia de la tierra y en la ocupación del espacio urbano

'■  Propiedad

Irregularidad 
jurídica o  <  

normativa

/-Escrituración de 
compraventa<

*  Sin escrituras

Escritura con  
problemas

C on  escritura 
original

{Transacción original
Transacciones subsiguientes

{Transacción original
Transacciones subsiguientes

{Escritura a nombre de 
alguien que no es 
posesionarlo del inmueble 
Propiedades intestadas

•Escrituración de J  
compraventa incorrectaj

Viola normativa 
urbana:
a) toda la colonia
b) lotes individales

Propiedad en litigio
Sin registro catastral, boleta con información  
equivocada...
Adeuda de impuestos, agua, etc.
En suelo no apto para uso habitacional y /o  en  
situación de riesgo 
En suelo de conservación 
Alto impacto ambiental, etc.
Violación de normatividad sobre la ocupación del 
predio

Proceso de 
^  urbanización 

y  construcción
Viola normativa 
de construcción

Violación de 
reglamento de 
construcción y /o  
incumplimiento  
de normatividad

" Insuficientes dimensiones 
Insuficientes calidad 
estructural y  material 
Carencia o  insuficiencia de 
servicios

mínima establecida k  Etc.
Sin licencia de
contrucción/am pliación/m odifícación  

^  Etc.

No obstante tal nebulosidad en la definición de informal o irregular, el 
concepto es tenaz, sobre todo en relación con la tenencia de la tierra. 
Por otra parte (Connolly, 2008), he planteado que el consenso en torno 
al significado de irregular, es decir, la posibilidad de que podamos discu­
tir el fenómeno de la urbanización irregular o informal, se derive de la 
percepción visual de esta. En efecto, la combinación de las múltiples y 
variadas irregularidades da lugar a la construcción de un entorno urba­
no habitable, con características bastante regulares y que identifican a los 
asentamientos informales, no solo en México, sino también en otros paí­
ses latinoamericanos9. Cabe subrayar la importancia de la arquitectura y

9 Sobre las características arquitectónicas y urbanísticas formales de los asentamientos irre­
gulares en M éxico véanse Bazant (1985; 2001), Andrade (1981; 1992), y Ribbeck y Padilla 
(2002).120
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la urbanística para la identificación de los asentamientos irregulares, 
como síntesis y manifestación concreta de las irregularidades, en plural. De 
hecho, con base en estas características se ha fundamentado prácticamen­
te toda la identificación y el anáfisis del fenómeno en México y en otras 
partes.

El anáfisis que se presenta a continuación no es la excepción. Las defi­
niciones basadas en las manifestaciones concretas, visuales y palpables son 
las que permiten un acercamiento cuantitativo al fenómeno de la irregu­
laridad. Aquí empleamos la taxonomía de tipos de poblamiento, concepto 
referido al origen de la urbanización para usos habitacionales, que parte 
de la diferenciación clara entre los procesos formales e informales, admi­
tiendo también la distinción de ambas con aquellas zonas de la ciudad 
que son de urbanización antigua. La urbanización informal, a su vez, 
comprende tres tipos de poblamiento: las colonias populares, los pueblos 
conurbados físicamente con la parte central de la urbe, y los pueblos sepa­
rados de esta por terrenos no urbanizados. Desde luego, se podría identi­
ficar más tipos de poblamiento irregulares para proponer una clasificación 
más fina. El Cuadro 2 presenta el esquema de clasificación de los tipos de 
poblamiento, con sus definiciones respectivas.

Los criterios de clasificación, en este caso de las áreas geoestadísticas 
básicas o censales (AGEB), se basaron en una mezcla de ideas derivadas 
del conocimiento colectivo y acumulado del terreno. Pero el núcleo de 
taxonomía está en la percepción visual de las características arquitectóni­
cas y urbanísticas, respaldado por esporádicos estudios de caso y/o cono­
cimiento directo de lugares específicos. En un segundo momento, se veri­
ficó la clasificación, combinando anáfisis estadísticos, documentales, car­
tográficos y bibliográficos. En los últimos años, el programa Google Earth 
ha facilitado este proceso de clasificación del espacio urbanizado, ya que 
es muy fácil sobreponer las imágenes aéreas a cartografías ligadas con 
bases de datos. Pero aquí una advertencia: Google Earth no es más que 
una de las muchas posibles representaciones simbólicas del territorio, 
inteligibles solo por las convenciones de la cartografía posrenacentista10.

10 Para una reflexión reciente sobre las similitudes (y diferencias) entre Google Earth y el 
atlas tradicional véase Alien (2009). 121



Priscilla Connolly

Cuadro 2. OCIM-SIG11: criterios de definición de tipos de poblamiento en 
la Zona Metropolitana del Valle de M éxico

Centro h is tó r ic o AGEB con 50% o más de su superficie comprendido dentro del 
perímetro “A ” del decreto presidencial del 11 abril de 1980.

Áreas urbanizadas 
antes de 1929

Ciudad interior AGEB no incluidas en el centro histórico, urbanizadas entre 1820 
y 1929.

(según plano 
catastral de 1929) C a b ecera

conurbada

AGEB no incluidas en el centro histórico y ciudad in te r io r  con  
50% o más de su superficie comprendido dentro de polígonos 
correspondientes a cabeceras municipales, en 1929, que hoy (en 
2000) se encuentran dentro del área urbanizada continua de la 
Zona Metropolitana del Valle de M éxico.

Pueblo
conurbado

AGEB en localidades con más de 2.500 habitantes, y  más del 50% 
de su superficie ocupado por pueblos menores, ranchos, barrios y  
territorios que se urbanizaron alrededor de las cabeceras y  villas 
después de 1929, y  que en 2000 tenían contigüidad física con las 
áreas centrales de la Ciudad de México. El criterio de “contigüi­
dad física” se refiere a que los límites de las AGEB estén a menos 
de 100 metros de separación entre sí.

Urbanización 
irregular 
posterior a 1929 Pueblo no 

conurbado

AGEB con más de 50% de su superficie ocupado por pueblos, 
ranchos, barrios y  sus extensiones, pertenecientes a localidades 
urbanas, es decir, con más de 2.500 habitantes o cabeceras muni­
cipales, cuyos límites estaban a más de 100 metros de alguna 
AGEB conurbada con las áreas centrales de la Ciudad de M éxico, 
medido en la cartografía censal de 1998.

Colonia
popular

AGEB con más de 50% de su superficie ocupado por asentamien­
tos que son, o alguna vez fueron, irregulares, en cuanto a tenen­
cia del suelo y  al apego a la normatividad urbana vigente, además 
de que su urbanización y  la construcción de viviendas se realiza­
ron de manera progresiva. Se identifican mediante conocimiento 
del terreno y  recorridos, análisis de traza urbana y  aerofotografí­
as, medición cartográfica de distancias y  verificación de campo; 
verificación estadística utilizando análisis de aglomeraciones por 
calidad de hábitat, con base en los indicadores censales de 2000.

Urbanización 
recular p o ste r io r
a 1929

C o n ju n to s
habitacionales

AGEB con más de 50% de su superficie con terrenos urbanizados 
para la construcción en serie de vivienda multáfamiliar o un i fami­
liar, y que fue financiada total o parcialmente por programas del 
Gobierno. 5c identificaron mediante análisis de densidad de traza 
urbana y aerofotografías, cartografía mercadológica, medición 
cartográfica de distancias y verificación de campo Verificación 
adicional con diversas bases de datos de conjuntos habitacionales 
y recorridos.Verificación estadística utilizando análisis de aglome­
raciones por calidad de hábitat, con base en los indicadores cen­
sales de 2000.

122 ii Sistemas de información geográfica.
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Fraccionamiento
“residencial
medio1'

AGEB con m is de 50% de su superficie ocupado por fraccio­
namientos autorizados para uso habitacional, mediante venta 
de lotes o viviendas a los estratos de ingresos mayores a 15 
salarios mínimos mensuales, en apego a la normatividad 
correspondiente. Los predios son generalmente mayores a 
IDO m \ pero menores a 500 m \ La vivienda, en su mayoría, 
es unifamiliar o  en condominio horizontal o vertical, y fue 
construida antes de ser ocupada Son espacios relativamente 
homogéneos, con mezcla de usos del suelo programados. Se 
identificaron mediante el análisis de traza urbana y aerofoto­
grafías, cartografía mercadológica, medición cartográfica de 
distancias y verificación de campo, con verificación estadísti­
ca utilizando análisis de aglomeraciones por calidad de hábi­
tat. con base en los indicadores censales de 2000.

Fraccionamiento 
"residencial alto1'

AGEB con más de 50% de su superficie ocupado por fraccio­
namientos de uso habitacional que se urbanizaron principal­
mente por la iniciativa privada para sectores de altos ingresos 
en apego a la normatividad correspondiente. Se identificaron 
mediante análisis de traza urbana, aerofotografías, cartografía 
mercadológica, medición cartográfica de distancias y verifica­
ción de campo. Verificación adicional con diversas bases de 
datos de conjuntos habitacionales.Verificación estadística uti­
lizando análisis de aglomeraciones por calidad de hábitat, con  
base en los indicadores censales de 2000.

Áreas no 
habitacionales

Predominantemente 
no habitacional

AGEB que están ocupadas, en más del 50% de su superficie, 
por usos no habitacionales.

N o  habitacional AGEB urbanas sin uso habitacional.

Identificación de las fechas de urbanización
La distinción entre las “nuevas y viejas urbanizaciones” o las mismas “fechas 
de urbanización” analizadas en el Cuadro 2 fueron determinadas con base 
en cartografía en papel que visualiza la “mancha urbana” en diferentes épo­
cas. Con la tecnología de la sobreposición de capas, se clasificaron las AGEB 
de acuerdo con su fecha de población. La metodología es útil, pero, como 
cualquier otra, imperfecta. La urbanización no es una mancha, ni mucho 
menos las áreas “no urbanizadas” deben considerarse como un papel en 
blanco. Siempre hay algo, o alguien, que ocupa y se ocupa de las áreas no 
urbanizadas, incluyendo asentamientos habitados; y este algo o alguien es, 
justamente, lo que va a determinar el cauce de la urbanización.

Ahora bien, si la metodología de las manchas en el papel para deter­
minar fechas de urbanización es imperfecta, la que aplicamos para dis­
tinguir entre la “viejas” y “nuevas” urbanizaciones después de 1990 pro- 1 2 3
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bablemente es más criticable. Se trata de identificar las nuevas AGEB que 
INEGI delimita periódicamente para fines de los levantamientos censa­
les, normalmente uno o dos años antes de la fecha de cada censo de 
población y vivienda. El que INEGI delimite una nueva AGEB se debe 
a la identificación de una población de más de 2.500 habitantes asenta­
da en un “lugar” que antes era, o formaba parte de, una localidad “rural”, 
definida como “una superficie cuyo uso del suelo es predominantemen­
te agropecuario y en ella se encuentran distribuidas las localidades 
menores a 2.500 habitantes” (INEGI, 2009a). Desde luego, hay proble­
mas para considerar las “nuevas AGEB” que se crean en cada evento cen­
sal como urbanizaciones nuevas. Muchas de ellas son localidades ya 
habitadas, cuya población ha crecido o donde los criterios para delimi­
tarlas han cambiado; otras contienen grandes superficies no construidas. 
Sin embargo, la metodología de INEGI para delimitar las AGEB es cada 
vez más consistente y uniforme. Además, tomar las “nuevas AGEB” 
como unidad de anáfisis es consistente con la metodología censal y, por 
lo tanto, coincide con los datos disponibles (es decir, no hay que prorra­
tear superficies de “manchas” entre varias AGEB, como se hace con el 
método de sobreposición).

Otras cuestiones de metodología: ¿qué hay de nuevo en mapas digitales?

La metodología empleada para contestar las preguntas y explorar las 
hipótesis utiliza el sistema de información geográfica desarrollado por la 
Universidad Autónoma Metropolitana (UAM),Azcapotzalco, que permi­
te ubicar y relacionar los datos censales de 1990,1995, 2000 y 2005, por 
AGEB, entre sí, y con sus correspondientes tipos de poblamiento, fechas 
de urbanización, propiedad del suelo e indicadores socio demográficos.

Esta metodología es, a la vez, tradicional y novedosa; tradicional por­
que la cuantificación de superficies de diferentes formas de urbanización 
con base en el anáfisis de cartografía ha sido una práctica común desde 
que se inventó el urbanismo. Específicamente para el caso de la Ciudad 
de México, se ha medido, no solo la superficie de las sucesivas “manchas 
urbanas” en cartografía de papel, sino también la correspondiente a urba- 

1 2 4  nizaciones irregulares (Ward, 1976; COPEVI, 1977), así como la de las
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áreas correspondientes a las diferentes formas de propiedad del suelo 
(Cruz, 1982; Schteingart, 1989 y 1991;Varley, 1985b; entre otros). Lo 
novedoso de la metodología digital se refiere, por un parte, a la cuantifi- 
cación de superficies de forma más fácil y precisa, y, por otra, al uso de la 
tecnología SIG (Sistemas de información geográfica), que permite rela­
cionar bases de datos con objetos espaciales, por ejemplo, con polígonos 
censales. Concretamente, desde hace casi dos décadas hemos podido cru­
zar información territorial, incluyendo imágenes satelitales, con variables 
censales desagregadas con unidades territoriales delimitadas a gran esca­
la: por área estadística básica (AGEB). Desde 2005, podemos trabajar a 
escala de manzana, inclusive con los microdatos.

El estudio realizado para el Consejo Nacional de Población 
(CONAPO) por el Centro de la Vivienda y Estudios Urbanos (CENVI), 
conjuntamente con el Area de Sociología Urbana de la UAM, Azcapot- 
zalco, aprovechó el censo de 1990 cruzando datos censales con una cla­
sificación del territorio por “tipos de poblamiento”: taxonomía desarro­
llada durante muchos años en CENVI y que se refiere a la forma de 
urbanización12. Los resultados no solo confirmaron el peso mayoritario 
de la urbanización informal en la Ciudad de México, además de servir 
de base para elaborar proyecciones de población realistas; también fue­
ron aprovechados por dos estudios importantes, realizados por miembros 
del equipo CENVI-UAM, que permitieron avanzar en diversos aspectos 
de la urbanización irregular en México (Duhau, 1998; Cruz, 2001). Este 
último estudio contribuyó de manera sustancial a comprender las nue­
vas realidades de la urbanización —formal e informal- en tierras bajo 
diferentes regímenes de propiedad, empleando para ello la cartografía 
histórica (en papel) de la extinta Secretaría de Reforma Agraria.

Desde la elaboración de aquellos estudios, a mediados y fines de la 
década de los noventa, los avances tecnológicos no solo han agilizado 
enormemente la manipulación digital de cartografía y bases de datos geo­
gráficamente desagregados, sino que también, la calidad de la cartografía 
y de los datos disponibles ha aumentado de manera exponencial. Así, la

12 El estudio titulado “Escenarios demográficos y urbanos de la Ciudad de M éxico” fue 
coordinado por Rene Coulomb, Emilio Duhau y Alejandro Suárez Pareyón; se publicó 
una síntesis del mismo en 1997, con el mismo título (CONAPO, 1997).
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metodología actual, a diferencia de las anteriores, puede observar la evo­
lución de la información geográfica en el tiempo.

Paralelamente, ha crecido la conciencia de la necesidad de transparen­
tar la metodología, sobre todo con la explicitación de los metadatos (in­
formación sobre información)13. Así, por encima de las preguntas de in­
vestigación planteadas antes, este capítulo busca ventilar el tema de la 
metodología en la era de los SIG, de las definiciones operacionales, de las 
escalas de análisis y los indicadores de los conceptos que queremos ana­
lizar. Ante todo, se plantea qué es la irregularidad en la era digital.

Resultados
El peso relativo de la urbanización formal e informal como solución 
habitacional (1990-2005)
El Gráfico 1 demuestra el enorme peso de la urbanización irregular como 
proveedora de vivienda. Independientemente de los cambios experimen­
tados en los procesos, las colonias populares continúan alojando a más del 
46% de los hogares, mientras que en los pueblos, conurbados y no, vive 
otro 14%, aproximadamente (ver cuadros 3a y 3b). Sin embargo, al anali­
zar la distribución de las viviendas adicionales entre los distintos tipos de 
poblamiento, el panorama cambia (ver cuadros 4a y 4b). En este sentido, 
el período analizado se divide claramente en dos etapas: de 1990 a 2000, 
cuando aumenta la participación de los asentamientos irregulares; y de 
2000 a 2005, cuando esta se reduce de manera significativa. Las viviendas 
adicionales en los tres tipos de asentamientos irregulares representan alre­
dedor del 72% del total metropolitano en los dos períodos intercensales 
entre 1990 y 2000, porcentaje que baja al 50% en el lustro posterior. Este 
fenómeno se registra en cada uno de los tres tipos de poblamiento irre­
gular, tanto en el DF como en los municipios metropolitanos. La dismi-
13 Los metadatos deberán contener, por lo menos, la siguiente información: fuentes prima­

rias; fechas de referencia, elaboración, verificación y actualización de la información; esca­
las de referencia; autor(es) de la información y /o  responsabilidades institucionales de la 
misma; y datos necesarios sobre la proyección cartográfica de la información geográfica. 

1 2 6  Véase INEGI (2009a; 2009b; 2009c; 2009d; 2009e).
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nución es más marcada en las colonias populares de los municipios metro­
politanos, cuya contribución al incremento en el acervo habitacional baja 
de 33,4% entre 1995 y 2000, a 18,3% entre 2000 y 2005.

Gráfico 1. ZMVM 1990-2005: distribución de viviendas particulares 
habitadas por tipo de poblamiento
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Cuadro 3a. Zona Metropolitana del Valle de México: distribución de viviendas 
por tipo de poblamiento (1990-1995)

Viviendas particularmente habitadas
Tipo de poblam iento 1990 1995 2000 2005
D is tr i to  Federal
1. 1 Ciudad colonial 15.629 13.856 12.236 10.326
1.2 Ciudad interior 339.265 325.425 323.464 352.081
1.3 Cabecera conturbada 26.453 28.696 30.264 33.170
2.1 Conjunto habitacional 286.407 344.112 359.960 387.913
2.2 Residencial medio 170.277 179.782 183.426 189.842
2.3 Residencial alto 28.610 32.962 34.080 38.892
3.1 Colonia popular* 720.144 822.280 868.234 937.565
3.2 Pueblo conurbado 184.705 225.569 248.487 279.626
3.3 Pueblo no conurbado 10.009 15.227 18.616 22.328
4.1 Predominantemente no habitacional 14.078 17.782 20.454 24.639
4.2 U so no habitacional 384 242 0 117
Total DF 179 5 .9 6 1 2 ’005.933 2’099.221 2 ’276.499
M u n ic ip io s  M e tr o p o lita n o s
1.3 Cabecera conurbada 46.775 62.012 69.313 55.430
2.1 Conjunto habitacional 179.771 249.632 2,863.920 446.458
2.2 Residencial medio 148.621 162.489 167.271 183.468
2.3 Residencial alto 23.368 29,198 31.185 35.784
3.1 Colonia popular* 795.545 1’032.213 T132.783 1’230.500
3.2 Pueblo conurbado 60.450 81.706 96.757 122.998
3.3 Pueblo no conurbado 111.184 163.696 193.958 232.253
4.1 Predominantemente no habitacional 33.758 44.871 55.642 73.858
4.2 Uso no habitacional 58 46 0 993
5. N o  clasificado 2005 9.858
Total m unicipios metropolitanos T 339 .530 T 825.863 2 ’033.829 2’391.600
T o ta l Z o n a  M e tr o p o lita n a  d e l V a lle  d e  M é x ic o
1.1 Ciudad colonial 15.629 13.856 12.236 1.326
1.2 Ciudad interior 339.265 325.425 323,465 352.081
1.3 Cabecera conurbada 73.228 90.708 99.577 88.600
T otal u rb an izac ión  a n terio r a 1 9 2 9 4 2 8 . 1 2 2 4 2 9 . 9 8 9 4 3 5 . 2 7 7 4 5 1 . 0 0 7
2.1 Conjunto habitacional 466.178 593.744 646.880 834.371
2.2 Residencial medio 318.898 342.271 350.697 373.310
2.3 Residencial alto 51.978 62.160 65.265 74.676
T o ta l u rb an izac ión  form al 8 3 7 . 0 5 4 9 9 8 . 1 7 5 V 0 6 2 . 8 4 2 V 2 8 2 . 3 5 7
3.1 Colonia popular* 1,515.689 1,854.493 2,001.017 2,168.065
3.2 Pueblo conurbado 245.155 307.275 345.244 402.624
3.3 Pueblo no conurbado 121.193 178.923 212.574 254.581
T o ta l u rb an izac ión  irregular V 8 8 2 , 0 3 7 2 * 3 4 0 .6 9 1 2 * 5 5 8 .8 3 5 2 * 8 2 5 .2 7 0
4.1 Predominantemente no habitacional 47.836 62.653 76.096 98.497
4.2 U so no habitacional 442 288 0 1.110
5. N o  clasificado 2005 9.858
* 1995: Incluye 22.4 Has. de AGEBs con colonias populares formadas en tierras federales.

128



La urbanización irregular y el orden urbano en la Zona Metropolitana del Valle de México

Cuadro 3b. Zona Metropolitana del Valle de México: distribución porcentual
de viviendas por tipo de poblamiento (1990-1995)

Viviendas particularmente habitadas 
distribución porcentual

T ipo de poblam iento 1990 1995 2000 2005
D is tr i to  F ederal
1.1 Ciudad colonial 0,5% 0,4% 0,3% 0,2%
1.2 Ciudad interior 10,6% 8,5% 7,8% 7,5%
1.3 Cabecera conurbada 0,8% 0,7% 0,7% 0,7%
2.1 Conjunto habitacional 9,0% 9,0% 8,7% 8,3%
2.2 Residencial medio 5,3% 4,7% 4,4% 4,1%
2.3 Residencial alto 0,9% 0,9% 0,8% 0,8%
3.1 Colonia popular* 22,5% 21,5% 21,0% 20,1%
3.2 Pueblo conurbado 5,8% 5,9% 6,0% 6,0%
3.3 Pueblo no conurbado 0,3% 0,4% 0,5% 0,5%
4.1 Predominantemente no habitacional 0,4% 0,5% 0,5% 0,5%
4.2 Uso no habitacional 0,0% 0,0% 0,0% 0,0%
Total DF 56,2% 52,3% 50,8% 48,8%
M u n ic ip io s  m e tro p o lita n o s 0,0% 0,0% 0,0% 0,0%
1.3 Cabecera conurbada 1,5% 1,6% 1,7% 1,2%
2.1 Conjunto habitacional 5,6% 6,5% 6,9% 9,6%
2.2 Residencial medio 4,7% 4,2% 4,0% 3,9%
2.3 Residencial alto 0,7% 0,8% 0,8% 0,8%
3.1 Colonia popular* 24,9% 26,9% 27,4% 26,4%
3.2 Pueblo conurbado 1,9% 2,1% 2,3% 2,6%
3.3 Pueblo no conurbado 3,5% 4,3% 4,7% 5,0%
4.1 Predominantemente no habitacional 1,1% 1,2% 1,3% 1,6%
4.2 Uso no habitacional 0,0% 0,0% 0,0% 0,0%
5. N o  clasificado 2005 0,0% 0,0% 0,0% 0,2%
Total municipios m etropolitanos 43,8% 47,7% 49,2% 51,2%
T o ta l Z o n a  M e tr o p o lita n a  d e l V a lle  d e  M é x ic o 0,0% 0,0% 0,0% 0,0%
1.1 Ciudad colonial 0,5% 0,4% 0,3% 0,2%
1.2 Ciudad interior 10,6% 8,5% 7,8% 7,5%
1.3 Cabecera conurbada 2,3% 2,4% 2,4% 1,9%
T otal u rb an ización  a n terio r a 1 9 2 9 1 3 ,4 % 1 1 ,2 % 1 0 ,5 % 9 ,1 %
2.1 Conjunto habitacional 14,6% 15,5% 15,7% 17,9%
2.2 Residencial medio 10,0% 8,9% 8,5% 8,0%
2.3 Residencial alto 1,6% 1,6% 1,6% 1,6%
T otal u rb an ización  fo r m a l 2 6 , 2 % 2 6 ,0 % 2 5 , 7 % 2 7 , 5 %
3.1 Colonia popular* 47,4% 48,4% 48,4% 46,4%
3.2 Pueblo conurbado 7,7% 8,0% 8,4% 8,6%
3.3 Pueblo no conurbado 3,8% 4,7% 5,1% 5,5%
T otal u rb an ización  irregular 5 8 ,9 % 6 1 ,1 % 6 1 ,9 % 6 0 ,5 %
4.1 Predominantemente no habitacional 1,5% 1,6% 1,8% 2,1%
4.2 Uso no habitacional 0,0% 0,0% 0,0% 0,0%
5. N o  clasificado 2005 0,0% 0,0% 0,0% 0,2%

* 1995: Incluye 22.4 Has. de AGEBs con colonias populares formadas en tierras federales.
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Cuadro 4a. Zona Metropolitana del Valle de México: distribución del
incremento o disminución de viviendas por tipo de poblamiento (1990-1995)

A um ento/dism inución en e l núm ero
de viviendas particulares habitadas

Tipo de poblam iento 1990-1995 1995-2000 2000-2005
D is tr i to  F ederal
1.1 Ciudad colonial -1.773 -1.620 -1.910
1.2 Ciudad interior -13.840 -1.961 28.617
1.3 Cabecera conurbada 2.243 1.568 2.906
2.1 Conjunto habitacional 57.705 15.848 27.953
2.2 Residencial medio 9.505 3.644 6.416
2.3 Residencial alto 4.352 1.118 4.812
3.1 Colonia popular* 102.136 45.954 69.331
3.2 Pueblo conurbado 40.864 22.918 31.139
3,3 Pueblo no conurbado 5.218 3.389 3.712
4.1 Predominantemente no habitacional 3.704 2.672 4.185
4.2 U so no habitacional -142 -242 117
Total DF 209.972 93.288 177.278
M u n ic ip io s  m e tro p o lita n o s - - -
1.3 Cabecera conurbada 15.237 7.301 -13.883
2.1 Conjunto habitacional 69.861 37.288 159.538
2.2 Residencial medio 13.868 4.782 16.197
2.3 Residencial alto 5.830 1.987 4.599
3.1 Colonia popular* 236.668 100.570 97.717
3.2 Pueblo conurbado 21.256 15.051 26.241
3.3 Pueblo no conurbado 52.512 30.262 38.295
4.1 Predominantemente no habitacional 11.113 10.771 18.216
4.2 Uso no habitacional -12 -46 993
5. N o  clasificado 2005 - - 9.858
Total municipiosm etropolitanos 426.333 207.966 357.771
T o ta l Z o n a  M e tr o p o lita n a  d e l V a lle  d e  M é x ic o - - -
1.1 Ciudad colonial -1.773 -1.620 -1.910
1.2 Ciudad interior -13.840 -1.961 28.617
1.3 Cabecera conurbada 17.480 8.869 -10.977
T o ta l u rb an izac ión  an terio r a  1 9 2 9 1 .S 6 7 5 , 2 8 8 1 5 .7 3 0
2.1 Conjunto habitacional 127.566 53.136 187.491
2.2 Residencial medio 23.373 8.426 22.613
2.3 Residencial alto 10.182 3.105 9.411
T o ta l u rb an izac ión  fo r m a l 1 6 1 . 1 2 1 6 4 . 6 6 7 2 1 9 . 5 1 5
3.1 Colonia popular* 338.804 146.524 167.048
3.2 Pueblo conurbado 62.120 37.969 57.380
3.3 Pueblo no conurbado 57.730 33.651 42.007
T o ta l u rb an izac ión  irregular 4 5 8 . 6 5 4 2 1 8 . 1 4 4 2 6 6 . 4 3 5
4.1 Predominantemente no habitacional 14.817 13.443 22.401
4.2 U so no habitacional -154 -288 1.110
5. N o  clasificado 2005 - - 9.858
* 1995: Incluye 22.4 Has. de AGEBs con colonias populares formadas en tierras federales.
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Cuadro 4b. Zona Metropolitana del Valle de México: distribución porcentual del 
incremento o disminución de viviendas por tipo de poblamiento (1990-1995)
Tipo de poblam iento 1990-1995 1995-2000 2000-2005
D is tr i to  F ederal
1.1 Ciudad colonial -0,3% -0,5% -0,4%
1.2 Ciudad interior -2,2% -0,7% 5,3%
1.3 Cabecera conurbada 0,4% 0,5% 0,5%
2.1 Conjunto habitacional 9,1% 5,3% 5,2%
2.2 Residencial medio 1,5% 1,2% 1,2%
2.3 Residencial alto 0,7% 0,4% 0,9%
3.1 Colonia popular* 16,1% 15,3% 13,0%
3.2 Pueblo conurbado 6,4% 7,6% 5,8%
3.3 Pueblo no conurbado 0,8% 1,1% 0,7%
4.1 Predominantemente no habitacional 0,6% 0,9% 0,8%
4.2 Uso no habitacional 0,0% -0,1% 0,0%
Total DF 33,0% 31,0% 33,1%
M u n ic ip io s  m e tro p o lita n o s 0,0% 0,0% 0,0%
1.3 Cabecera conurbada 2,4% 2,4% -2,6%
2.1 Conjunto habitacional 11,0% 12,4% 29,8%
2.2 Residencial medio 2,2% 1,6% 3,0%
2.3 Residencial alto 0,9% 0,7% 0,9%
3.1 Colonia popular* 37,2% 33,4% 18,3%
3.2 Pueblo conurbado 3,3% 5,0% 4,9%
3.3 Pueblo no conurbado 8,3% 10,0% 7,2%
4.1 Predominantemente no habitacional 1,7% 3,6% 3,4%
4.2 U so no habitacional 0,0% 0,0% 0,2%
5. N o  clasificado 2005 0,0% 0,0% 1,8%
Total m unicipios metropolitanos 67,0% 69,0% 66,9%
T o ta l Z o n a  M e tr o p o lita n a  d e l V a lle  d e  M é x ic o 0,0% 0,0% 0,0%
3.1 Ciudad colonial -0,3% -0,5% -0,4%
1.2 Ciudad interior -2,2% -0,7% 5,3%
1.3 Cabecera conurbada 2,7% 2,9% -2,1%
T otal u rb an ización  a n terior a  1 9 2 9 0 , 3 % 1 ,8 % 2 , 9 %
2.1 Conjunto habitacional 20,0% 17,6% 35,0%
2.2 Residencial medio 3,7% 2,8% 4,2%
2.3 Residencial alto 1,6% 1,0% 1,8%
T otal u rb an ización  fo r m a l 2 5 , 3 % 2 1 , 5 % 4 1 ,0 %
3.1 Colonia popular* 53,2% 48,6% 31,2%
3.2 Pueblo conurbado 9,8% 12,6% 10,7%
3.3 Pueblo no conurbado 9,1% 11,2% 7,9%
T otal u rb an izac ión  irregular 7 2 , 1 % 7 2 , 4 % 4 9 ,8 %
4.1 Predominantemente no habitacional 2,3% 4,5% 4,2%
4.2 Uso no habitacional 0,0% -0,1% 0,2%
5. N o  clasificado 2005 0,0% 0,0% 1,8%
* 1995: Incluye 22.4 Has. de AGEBs con colonias populares formadas en tierras federales.
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A primera vista, explicar por qué disminuye la contribución de urbani­
zaciones informales a la producción de nuevas viviendas es fácil. Según 
los mismos datos, lo que pierden las urbanizaciones irregulares lo ganan 
los conjuntos de vivienda social, cuya contribución al aumento intercen­
sal de viviendas aumenta del 17,6% entre 1995 y 2000, a 35% en el lus­
tro siguiente. Sin duda alguna, la política financiera de vivienda imple- 
mentada desde la década de los noventa ha surtido efecto al ampliar la 
oferta de vivienda social, producida industrialmente, a gran escala, en las 
periferias de prácticamente todas las ciudades mexicanas. En otras pala­
bras, se confirma la hipótesis de que parte de la población que antes se 
veía en la necesidad de recurrir al mercado informal de vivienda o tie­
rras ahora puede acceder a una vivienda producida formalmente y finan­
ciada con hipoteca.

La producción de nueva vivienda en urbanizaciones informales 
nuevas y existentes
De lo anterior podemos concluir que más de la mitad de las viviendas 
metropolitanas está asentada en urbanizaciones informales, pero que en 
los últimos años la irregularidad ha pesado menos en la producción habi- 
tacional nueva. ¿Esto quiere decir que la ciudad está creciendo menos por 
vía de la urbanización informal? Pues no necesariamente. Una de las 
características esenciales de las urbanizaciones informales es el modo 
incremental de su construcción, tanto de la vivienda en sí, como del en­
torno urbano: el proceso bien documentado conocido como “consolida­
ción”. Un rasgo igualmente característico es, entonces, el aumento cons­
tante del número de viviendas en un asentamiento, hasta llegar a un tope 
máximo, después de treinta o cuarenta años, de hasta 580 habitantes por 
hectárea medida a escala AGEB; densidad que, por cierto, está entre las 
más altas en la ciudad. El Cuadro 5 demuestra este proceso de densifica­
ción para el caso de las colonias populares.
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Cuadro 5. Zona Metropolitana del Valle de México (2000)
Densidades de las AGEB en colonias populares por fechas de urbanización

Fecha de urbanización Viviendas por 
hectárea

Habitantes por 
hectárea

1929-1953 Mean 52,1 210,7
Median 52,8 210,6
Sdt. Deviaton 18,1 77,6
Minimum 1,2 6,4
Maximum 107,7 474,2

1953-1970 Mean 45,1— 198,5
Median 198,7
Sdt. Deviaton 18,9 81,5
Minimum 1,7 7,7
Maximum 105,4 498,8

1970-1990 Mean 34,1 161,0
Median 32,9 158,9
Sdt. Deviaton 17,4 79,3
Minimum 1,9 9,8
Maximum 136,2 579,5

1990-2000 Mean 17,9 90,2
Median 13,6 72,1
Sdt. Deviaton 14,3 66,9
Minimum 2,0 9,0
Maximum 75,7 343,8

T otal M e a n 3 9 , 7 1 7 7 , 6
M e d ia n 3 9 , 0 1 7  6 A
S d t. D e v ia to n 1 9 ,8 8 4 , 7
M in im u m 1 ,2 6 ,4
M a x im u m 1 3 6 , 2 5 7 9 , 5

Fuente: OCIM -SIG UAM , Azcapotzalco, Base AGEB 1990 a 2000 rev. 2005.

Debido a la consolidación y correspondiente densificación de las urbani­
zaciones informales, la mayoría de las nuevas viviendas correspondientes 
a estos tipos de poblamiento no se ubica en las nuevas urbanizaciones, 
sino en las existentes. Pero la densificación de los asentamientos tampo­
co es constante y su variación en el tiempo es digna de observarse.
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Cuadro 6. Zona Metropolitana del Valle de M éxico (1990-2005)
Distribución del incremento de vivienda intercensal entre AGEB existentes y  AGEB nuevas, por
tipo de poblamiento

incremento de viviendas particulares incremento de viviendas particulares incremento de viviendas particulares
habitadas (1990-1995) habitadas (1995-2000) habitadas (2000- 2005)

% viviendas %  viviendas %  viviendas
adicionales adicionales adicionales

En AGEB en áreas En AGEB en áreas En AGEB en áreas
urbanizadas urbanizadas urbanizadas urbanizadas urbanizadas urbanizadas

Total (1990-1995) (1990-1995) Total (1995-2000) (1995-2000) Total (2000-2005) (2000-2005)
Centro histórico -1.829 - 0% 1.490 0% -1.910 0%
Ciudad interior -14.948 - 0% 395 0% 28.617 0%
Cabecera conurbada 17.311 - 0% 9.148 0% -10.977 0%
Conjuntos
habíracionalcs 125.695 7.225 6% 54.816 19.476 36% 187.491 102.365 55%
Fraccionamientos
“residenciales m edio” 22.343 330 1% 9.882 0% 22.613 652 3%
Fraccionamiento 
“residencial alto” 9.696 10 0% 3.651 20 1% 9,411 93 1%
Colonia popular 335.332 19.037 6% 150.850 12.331 8% 167.048 21.662 13%
Pueblo conurbado 61.371 1.588 3% 38.842 4.727 1 2 % 57.380 5.748 10%

396.703 20.625 5% 189.692 17.058 9% 224.428 27.410 12%
Pueblo no conurbado 57.251 18.261 32% 33.908 8.690 26% 42.007 5.079 12%
Total irregular 453.954 38.886 9% 223.600 25.748 12% 266.435 32.489 12%
Predominante 
no habitacional 14.360 2.610 18% 13.874 3.365 24% 22.401 271 1%
N o  habitacional -158 0% 281 - 0% 1.110 830 75%
5.1 <20 hab 2005 4
5.2 sin clasific, 2005 9.858 3.871 39%
Total 626.424 49.061 8% 312.805 48.609 16% 535.049 140.575 26%
Colonias populares DF 100.664 - 0% 47.806 367 1% 69.331 568 1%
Colonias populares
municipios
metropolitanos 234.668 19.037 8% 103.044 12.331 12% 97.717 21.094 22%
Fuente: OCIM -SIG UAM-Azcapotzalco, Bases por AGEB, 2000 y 2005

Priscilla Connolly
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El Cuadro 6 presenta la distribución de viviendas adicionales por perío­
do intercensal, entre AGEB existentes y nuevas, por tipo de poblamien- 
to. Por una parte, se constata que, hasta 2000 por lo menos, las nuevas 
urbanizaciones contienen una fracción reducida de las viviendas adicio­
nales habitadas y contabilizadas en el censo: y no solo las urbanizaciones 
informales, también en los otros tipos de poblamiento. Por otra parte, esta 
fracción tiende a crecer en los últimos años, en parte por el fenómeno de 
los nuevos conjuntos urbanos, donde, a pesar de las viviendas desocupa­
das, se alojan, en poco tiempo, proporciones cada vez mayores de los nue­
vos hogares. Pero también en las colonias populares y pueblos conurba- 
dos la tendencia es hacia un poblamiento de las nuevas urbanizaciones 
más intensivo y rápido. En el caso de las colonias populares, esto es cier­
to solo en los municipios metropolitanos, ya que en el DF se continúa la 
tendencia de construir nuevas viviendas en las colonias ya urbanizadas. 
Esta tendencia se ha reforzado en los últimos años, con el programa del 
Gobierno del Distrito Federal para el mejoramiento y construcción de 
vivienda nueva en lote familiar y, en general, por el aumento en el pre­
cio del suelo, lo que inhibe las nuevas urbanizaciones. De las 69.331 
viviendas adicionales en colonias populares registradas en el DF entre 
2000 y 2005, solo 568 se ubicaron en AGEB nuevas. En cambio, en los 
municipios metropolitanos un 22% de las viviendas adicionales registra­
das en el conteo de 2005 corresponde a nuevas AGEB.

Así, las nuevas periferias urbanas aparentemente se están poblando 
más rápidamente, sobre todo por el peso de los conjuntos urbanos y las 
nuevas colonias populares; ambos en los municipios metropolitanos. Con 
ello la ciudad se extiende más y más rápidamente hacia la periferia leja­
na. La excepción de los pueblos no conurbados, cuyo poblamiento 
ocupa menos nuevas AGEB, puede encontrar su explicación en el mejo­
ramiento progresivo de la cartografía censal en estas localidades, o bien, 
en su muy baja densidad inicial: 32 habitantes por hectárea en prome­
dio, en 2000.
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Expansión urbana, urbanización informal y propiedad del suelo
¿Lo anterior significa que la Ciudad de México se está expandiendo más? 
Hace ya algún tiempo había propuesto una hipótesis en el sentido de que 
la ciudad no se expande de manera constante ni uniforme, sino que crece 
a saltos, de acuerdo con el clima macroeconómico, las políticas urbanas 
de tolerancia o restricción y las políticas habitacionales (Connolly, 1988). 
En resumidas cuentas, sugerí que en tiempos de bonanza económica, 
cuando hay una mayor disponibilidad de créditos para construir, los pre­
cios del suelo se elevan y la expansión se restringe, en los mercados infor­
males, pero sobre todo en el mercado formal. Por el contrario, cuando 
azotan las recurrentes crisis financieras, baja el precio del suelo -a  veces 
en términos absolutos, como ocurrió en la década de los ochenta—, lo 
que permite a los actores sociales responsables de la urbanización, forma­
les e informales, explayarse sobre los terrenos periféricos. Este modelo 
coincidía con las tendencias observadas de las oleadas dé crecimiento de 
la Ciudad de México entre 1950 y 1987.

|
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Cuadro 7. Zona Metropolitana del Valle de México (1990-2005) 
Amplición del área urbana por período intercensal, superficie total

Nuevas AGEB 1995 Nuevas AGEB 2000 Nuevas AGEB 2005

Superficie
total**

Superficie ejidaí y 
comunal 

(RA 1970)

%
superficie 
cjídal y 
comunal

Superficie
total***

Superficie 
ejidaí y 

comunal 
(RA 1970)

%
superficie 
ejidaí y 
comunal

Superficie
total

Superficie ejidaí y 
comunal 

(PROCEDE 
2008)

%
superficie 
ejidaí y 

comunal
2.1 Conjunto habitacional 210,67 49,11 23% 914,86 488,70 53% 3.602,53 1.232,26 34%
2.2 Residencial medio 69,51 0% 91,75 33,51 37%
2.3 Residencial alto 8,13 8,13 100% 15,16 15,16 100% 811,07 425,44 52%
3.1 Colonia popular* 1.336,57 548,69 41% 1.425,29 904,40 63% 2.134,66 1.344,15 63%
3.2 Pueblo conurbado 325,47 274,22 84% 887,13 360,12 41% 1.025,93 515,29 50%
3.2 Pueblo no conurbado 5.023,67 2.003,62 40% 2.727,93 553,45 20% 1.557,58 589,88 38%
4.1 Predominantemente 
no habitacional 2.185,80 442,22 20% 1.701,56 986,27 58% 207,34 107,93 52%
4,2 Uso no habitacional 361,57 344,05 95% 74,08 17,98 24% 52,13 32,80 63%
5.1 <20 hab 2005 51,30 10,35 20%
5.2 Sin clasificar 2005 319,43 73,15 23%
Total ZMVM 2005 9.521,39 3.309,14 35% 7.746,01 2.189,92 28% 9.853,72 4.364,78 44%
* 1995: Incluye 22,4 has. de AGEB con colonias populares formadas en tierras federales.
** 1995: Incluye 790 has. de AGEB de propiedad original desconocida. 
*** 2000; Incluye 692 has. de AGEB de propiedad original desconocida.
Fuentes; Propiedad del suelo 1995 y 2000; Cartografía Histórica de la Sria. de la Reforma Agraria, datos de 1970-1976, recopilada por María Soledad
Cruz y Digitalizada por el OCIM, Centro de la Vivienda y Estudios Urbanos 1995-1997; Propiodad del suelo 2005: Cartografía PROCEDE,
Observatorio de Instituciones Territoriales (Antonio Azuelas 11 SUN AM); Superficies de AGEBs: Cartografía INEGI 1995, 1998 y 2004, seguimiento
de AGEB por OCIM-SíG, UAM-Azcapotzalco;Tipos de poblamiento: OCIM-S1G UAM-Azcapotzalco
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¿Este modelo sigue vigente para explicar el comportamiento durante los 
últimos tres lustros? Si fuera el caso, esperaríamos una expansión limita­
da durante el primer período, de 1990 a 1995, caracterizado por una 
recuperación económica moderada, seguida por un crecimiento hori­
zontal acelerado durante los años posteriores a la crisis de 1994-1995.Y 
en el lustro 2000-2005, caracterizado por una abundancia de créditos 
inmobiliarios, habría repliegue y densificación. ¿Esto es lo que observa­
mos? Si empleamos nuestra metodología de las “nuevas AGEB” como 
indicador de la expansión de la ciudad, las evidencias apuntan a una nega­
tiva rotunda. Tal como se puede ver en el Cuadro 7, el lapso de 1990 a 
1995 vio crecer la ciudad en 9.521 hectáreas de nuevas AGEB. Durante 
el lapso siguiente, es decir en plena crisis económica, la ciudad creció 
menos: en solo 7.746 hectáreas. En cambio, los primeros cinco años del 
nuevo milenio, caracterizados por una abundancia de créditos y un auge 
inmobiliario, la ciudad adquirió 9.854 hectáreas de nuevas AGEB urba­
nas. Desde luego, mi hipótesis sobre la tendencia de maximizar el uso del 
suelo en épocas de bonanza inmobiliaria deberá revisarse. En mi defensa 
diría que era poco previsible el florecimiento del modelo mexicano de 
desarrollo inmobiliario en conjuntos habitacionales extensivos, donde el 
negocio se sustenta en economías de escala productivas que requieren 
grandes desarrollos y enormes superficies de terreno. De hecho, son pre­
cisamente estos nuevos conjuntos urbanos los responsables de gran parte 
de la expansión urbana: más del 30% de las hectáreas en nuevas AGEB 
corresponde al tipo de poblamiento “conjunto habitacional”.

La hipótesis tampoco se sostiene por el lado de la urbanización infor­
mal. La superficie de nuevas AGEB, generadas tanto por las colonias 
populares como por los pueblos, aumenta paulatinamente del primero al 
segundo quinquenio de los años noventa. Empero, entre 2000 y 2005, la 
generación de nuevas AGEB por las urbanizaciones informales se dispa­
ra: 2.145 hectáreas en el caso de las colonias populares y 1.558 hectáreas 
en torno a pueblos conurbados. Otra vez, solo en el caso de los pueblos 
no conurbados no se presenta el fenómeno expansivo en términos de 
creación de nuevas AGEB. La explicación de ello puede encontrarse en 
el hecho, antes comentado, de su baja densidad original, lo que permite 
un extendido período de “relleno” de las AGEB existentes.
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La hipótesis se verifica en el hecho de que la expansión urbana no se 
distribuye uniformemente en el territorio. Por ejemplo, los conjuntos 
urbanos que generaron nuevos AGEB entre 2000 y 2005 se ubican en 
solo 14 municipios, y de estos, dos terceras partes de la superficie ocupa­
da corresponden a cinco: Chicoloapan, Cuautitlán, Tecámac, Cuautitlán 
Izcalli e Iztapaluca. En el caso de las colonias populares, la concentración 
es todavía más espectacular. En 2005, las nuevas AGEB correspondientes 
a colonias populares se desarrollaron en 18 municipios, pero de estos, el 
38% de su superficie se concentra en Chicoloapan, otro 9% en Ixtapa- 
luca, 8% en Los Reyes la Paz y Chimalhuacán (es decir, municipios veci­
nos de Ixtapaluca y Chicoloapan), 7% en Naucalpan y Tlalpan, 6% en 
Ateneo, y alrededor de 3% en Huixquilucan y Nezahualcóyd. Los demás 
municipios tienen escaso desarrollo de nuevas colonias populares. De los 
pueblos conurbados, solo en Tultitlán y Cuautidán Izcalli se agregaron 
más de 200 hectáreas de este tipo de poblamiento. Así podemos concluir 
que la expansión urbana no solo camina por determinados cauces en de­
terminados momentos, sino que también la urbanización formal e informal 
van de la mano. En este sentido, sobresale Chicoloapan, seguido por Ixta- 
paluca y Cuautidán Izcalh, donde la construcción de conjuntos urbanos 
se ha visto acompañada de la creación de extensas áreas de nuevas co­
lonias populares. En resumen: el espectacular aumento en la oferta de vivienda 
formal para la población de ingresos medios y medios bajos no ha frenado la for­
mación de urbanizaciones irregulares: todo lo contrario.

Ahora bien, el que la urbanización camine por determinadas rutas se 
debe al arraigo territorial de los agentes sociales que promueven el desarro­
llo, entre ellos los propietarios de la tierra. Esto nos lleva a la cuestión de 
propiedad de la tierra y los ejidos.

Refiriéndonos otra vez al Cuadro 7 se puede apreciar que, en efecto, 
durante la segunda mitad de los noventa, en todos los tipos de pobla­
miento, excepto los de “residencial medio”, “pueblos no conurbados” y 
“usos no habitacionales”, hay una aumento en la contribución de tierras 
ejidales a la superficie total urbanizada en nuevas AGEB. Este aumento es 
más significativo en los “conjuntos habitacionales” que ya empiezan a 
tomar la modalidad de los nuevos conjuntos urbanos masivos. También, 
entre 1995 y 2000, se duplica la contribución de tierras ejidales a la 
superficie de nuevas AGEB en colonias populares. Sin embargo, la mayor 1 3 9
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contribución a la urbanización de tierras ejidales, ahora sí con certifica­
ción de PROCEDE14, es más notable en el período 2000-2005. La ter­
cera parte de la superficie total de nuevas AGEB destinadas a nuevos con­
juntos habitacionales, 1.232 hectáreas, fueron terrenos de origen ejidal 
certificados por PROCEDE. Otras 1.344 hectáreas se han convertido en 
colonias populares, dos terceras partes de la superficie total de las nuevas 
AGEB correspondientes a este tipo de poblamiento. En total, el 44% de 
todas las nuevas urbanizaciones en la Zona Metropolitana del Valle de 
México, entre 2000 y 2005, se ha llevado a cabo en terrenos ejidales cer­
tificados por PROCEDE. Hay que recordar que esto excluye las urbani­
zaciones en el DF, donde los ejidos no se han certificado.

Al analizar la distribución de las tierras ejidales urbanizadas por muni­
cipio se pone en evidencia la concentración de los ejidos urbanizados en 
pocos municipios. Para conjuntos habitacionales, solo en Chicoloapan, 
Huehetoca,Tecámac, íxtapaluca, Acolman, Coacalco y Cuautidán los eji­
dos han aportado más de cien hectáreas en cada municipio. En el caso de 
las colonias populares, la concentración del “efecto ejido” es todavía ma­
yor. En Chicoloapan, 801 hectáreas de terrenos ejidales certificados han 
sido urbanizadas por colonias populares, lo que representa el 60% de toda 
la superficie ejidal de nuevas AGEB destinadas a este tipo de poblamien­
to. Otro 12% corresponde a Los Reyes la Paz, con 157 hectáreas de nue­
vas AGEB de 2005, ocupadas por colonias populares; seguido por Ateneo, 
con 126 hectáreas, e Iztapaluca, con 111 hectáreas. En el caso de las urba­
nizaciones en torno a los pueblos conurbados, solo en Tultitlán (228 hec­
táreas) y Cuautidán Izcalli (130 hectáreas) hay extensiones significativas 
de terrenos ejidales certificadas que se urbanizaron entre 2000 y 2005. 
Para el caso de los pueblos no conurbados, la contribución de los ejidos 
a su urbanización reciente es más distribuida. Sobresalen los municipios 
de Axapusco (242 hectáreas) y Chiconcuac (108 hectáreas), donde las 
nuevas AGEB urbanas se asientan en terrenos ejidales prácticamente en 
un cien por ciento.

14 El PROCEDE (Programa de Certificación de Derechos) es un programa puesto en mar­
cha después de la reforma de la legislación agraria sancionada en 1993, y cuyo objetivo 
consiste, precisamente, en “certificar” los derechos de propiedad de ejidatarios y co­
muneros, tanto sobre tierras poseídas colectivamente como sobre tierras parceladas.
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De lo arriba mencionado se puede concluir que, por un lado, la opción 
abierta a los ejidatarios de enajenar sus terrenos por vía legal efectivamente 
ha permitido destinar superficies importantes de estos terrenos para la cons­
trucción formal de vivienda. Y por otro lado, sin embargo, esta opción no 
ha impedido que se destinen superficies todavía mayores a diversas modali­
dades de urbanización informal. Inclusive, entre 2000 y 2005, por lo menos, se 
ha dado un auge de nuevas urbanizaciones irregulares en ejidos, sobre todo en Chi- 
coloapan, en los cerros de La Paz e Iztapaluca, así como en los llanos salitro­
sos de Ateneo, colindantes con Ecatepec. Por la cercanía de estos desarrollos 
a los flamantes conjuntos urbanos, cabe preguntarse sobre la interconexión 
entre las enajenaciones para fines de la urbanización formal e informal.

A manera de conclusión
Las observaciones anteriores son una muestra del tipo de resultados que 
pueden derivarse del análisis cuantitativo posibilitado por un sistema de 
información geográfica como el OCIM-SIG. Quedan muchas avenidas de 
estudio, entre otras, las que indaguen sobre la dinámica sociodemográfica 
de los pobladores de los nuevos asentamientos informales o las condicio­
nes habitacionales en ellos. Es relativamente simple identificar los datos 
censales correspondientes a uno o varios asentamientos, ya sea para su pro­
pio análisis o para construir la muestra de un estudio más profundo.

Más allá de estos resultados cuantitativos, me gustaría terminar con un 
comentario sobre el impacto que toda esta metodología digital puede 
tener sobre la naturaleza y dinámica de la urbanización irregular.Ya vimos 
cómo los asentamientos irregulares ya están en el mapa. Podemos locali­
zarlos con bastante facilidad, registrarlos, contabilizar sus viviendas y cono­
cer las características sociodemográficas de sus habitantes. Combinando las 
técnicas geodemográficas aquí expuestas con el rastreo de imágenes sate- 
litales, inclusive en tiempo real, podremos registrar, con bastante detalle, su 
desarrollo. Si esto se complementa con censos locales y estudios de campo, 
como los que se están realizando en las delegaciones Xochimilco y 
Tlalpan, en el DF, el registro de lo irregular puede llegar a extremos antes 
desconocidos, inclusive para la urbanización formal. Este hecho, de por sí, 
¿estaría cambiando el orden de lo irregular?. 141
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Los nuevos productores 
del espacio habitable. Breve historia 

de una mercancía posible1

Emilio Duhau1 2

Introducción

A partir de la segunda mitad de los años noventa, las formas de finan- 
ciamiento y de producción de la vivienda genéricamente denomi­
nada de interés social han experimentado cambios decisivos en 
México. Estos cambios tienen que ver con la transformación simultánea y 
complementaria del papel de las instituciones públicas de vivienda y de las 

empresas productoras de vivienda. La transición de las primeras de organis­
mos promotores a mecanismos financieros está generando la demanda; y la 
integración de las funciones de incorporación de suelo a usos urbanos, de 
producción y promoción, en un mismo tipo de agentes, los desarrolladores 
inmobiliarios, está generando la oferta, de lo que se presenta ahora como una 
mercancía posible: la vivienda de bajo costo producida en serie. En este capí­
tulo, tomando como referente empírico la producción inmobiliaria en el 
estado de México durante el período 1994-2005, se propone una interpre­
tación del auge de este nuevo modelo de financiamiento, producción y 
promoción de vivienda de bajo costo, a partir de dos ejes de análisis: 1) las 
formas en que se articulan actualmente, en la producción masiva de vivien­
da de bajo costo, marco jurídico y gestión gubernamental, mecanismos de
1 Una primera versión de este texto fue publicada, sin el subtítulo que ahora se incluye, en 

Ciudades N ° 79:21-27, de julio-septiembre de 2008. El título y el subtítulo aluden, respec­
tivamente, a dos obras importantes; la primera es Los productores del espacio habitable. Estado, 
empresa y  sociedad en la ciudad de México, de Martha Schteingart (1989); y la segunda es Le 
logement en France. Historie d’une marchandise impossible, de Christian Topalov (1987).

2 Profesor-investigador del Departamento de Sociología de la Universidad Autónoma 
Metropolitana, Azcapotzalco.
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financiamiento y empresa privada; y 2) las correspondencias entre estruc­
tura tecnoproductiva, modelo habitacional y modelo urbanístico.

El nuevo papel de los organismos de vivienda y 
los grandes desarrolladores
Los conjuntos urbanos de vivienda de interés social y medio han sustituido, 
desde mediados de los años noventa, a los conjuntos habitacionales, tam­
bién de interés social y medio, financiados por los organismos públicos de 
vivienda y promovidos por ellos mismos o por sindicatos de trabajadores 
-en  los casos de los de interés social-, y por empresas privadas -en  el caso 
de los de interés medio-, los cuales eran previamente financiados por el 
Fondo de la Vivienda (FOVI). En la Zona Metropolitana de la Ciudad de 
México (ZMCM), estos nuevos conjuntos urbanos son el producto de la 
convergencia de una nueva figura legal -conjunto urbano (ver recuadro)— 
establecida tanto en el Distrito Federal como en el estado de México, con 
el traslado de la función de promoción y desarrollo de la vivienda de inte­
rés social a empresas privadas. Se trata de una figura legal y de un modo 
de producción del espacio habitacional que ha sustituido al fracciona­
miento, una modalidad de urbanización del suelo que, a su vez, ha sido eli­
minada de las leyes correspondientes en ambas entidades.
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Código administrativo del estado de México 

Libro quinto
Del ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y del 
desarrollo urbano de los centros de población.

Título cuarto
De los conjuntos urbanos
Artículo 5.40.- El conjunto urbano es una modalidad en la ejecu­
ción del desarrollo urbano que tiene por objeto estructurar, orde­
nar o reordenar, como una unidad espacial integral, el trazo de la 
infraestructura vial, la división del suelo, la zonificación y normas
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de usos y destinos del suelo, la ubicación de edificios y la imagen 
urbana de un sector territorial, de un centro de población o de 
una región.
Artículo 5.41,- Los conjuntos urbanos podrán ser de los tipos 
siguientes; I. Habitacional, que podrá ser: social progresivo, de inte- 
res social, popular, medio, residencial, residencial alto y campestre; 
II. Industrial o agroindustrial; III. Abasto, comercio y servicios; IV 
Mixto.

Los conjuntos urbanos autorizados en municipios conurbados de la 
ZMCM entre 1994 y mediados de 2005 abarcan un total de poco más 
de 384 mil viviendas distribuidas en 6.303 hectáreas (ver Cuadro 1). La 
gran mayoría de estas viviendas corresponde a los tipos llamados de inte­
rés social y social progresivo (Uribe Acevedo, 2006)

Nuevas ciudades3
La unidad habitacional pasó de moda. La nueva frontera trazada por 
los desarrolladores inmobiliarios es la de centros urbanos autor) o- 
mos. Son conjuntos que llegan a tener más de diez mil casas, rode­
ados por una barda, con escuelas y centros de recreo dentro y, a un 
lado, grandes superficies de tiendas comerciales. Proliferan y están 
cambiando el patrón urbano y de los negocios, asociado al concep­
to de las zonas metropolitanas.

1493 Martínez (2005: 6).
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Imagen 1. Conjunto urbano San Buenaventura, Muni­
cipio de Ixtapaluca, Estado de M éxico, veinte mil vi­
viendas organizadas en cinco secciones

r ^XB: '' 0■*' ■
4
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Fuente: Google Earth, ca. 2004-2005.

Imagen 2. Conjunto urbano San Buenaventura y alrede­
dores. El círculo de la izquierda indica la localización de 
la cabecera municipal
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Cuadro 1. Viviendas autorizadas en conjuntos urbanos de 
municipios conurbados de la ZMCM (1994-junio de 2005)

Municipios Viviendas Superficie conjumos
Número % Hectáreas %

Tecamac 71.498 18,59 876,41 13,73
Ixtapaluca 62,168 16,17 798,97 12,52 :
Chicoloapan 37.722 9,81 463,87 7,27
Ecatepec 36.208 : 9,42 ; 633,45 9,92
Coacalco 30.573 7,95 383,28 6,00
Nicolás Romero 26.059 6,78 343,36 5,38
Cuatitlán Izcalli 25.935 6,74 445,37 6,98
Clínico 18.013 4,68 286,52 4,49
Cuatitlán 16.222 4,22 212,80 3,33
Huixquilucan 15.342 3,99 716,59 11,23 ;
Acolman 12.982 3,38 171,89 2,69
Tultidán 9.827 2,56 : 105,26 i 1,65
Atizapán D e Zaragoza 6.823 1,77 412,40 6,46
Zumpango 6,474 1,68 107,43 1,68
Naucalpan 3.140 0,82 107,02 1,68
Tultepec 3,026 0,79 28,25 0,44
Ateneo 850 0,22 19,29 0,30
Tepotzotlán 748 0,19 253,91 3,98
La Paz 602 0,16 5,84 0,09
Tlalnepantla 349 0,09 11,12 0,17
Total 384.561 100 6383,03 100

Fuente: Elaboración propia con base en Uribe Acevedo (2006:70-71).

Dadas sus dimensiones, estos conjuntos se convierten en grandes concen­
traciones de población que requieren de equipamientos y conforman una 
demanda concentrada de bienes y servicios. De allí que los desarrollos 
vayan acompañados de la construcción de centros comerciales y la im­
plantación, en muchos casos, de grandes cadenas de supermercados. El 
reducido tamaño de los terrenos destinados a cada vivienda, la produc­
ción en serie, la necesidad de sustituir el papel del Estado en la provisión 
de los equipamientos e infraestructuras, aunados con la idea de ofrecer 
“viviendas unifamiliares” ubicadas en un entorno exclusivamente habita- 151



Emilio Duhau

cional y “seguro”, y con la necesidad de disponer de grandes superficies, 
constituyen los principales ingredientes del modelo. El principio de las 
economías de escala, el costo del suelo y los parámetros de precio que se 
derivan de los techos fijados a los créditos hipotecarios por las institucio­
nes públicas dedicadas al financiamiento de vivienda son los principales 
determinantes de la estrategia seguida por los grandes desarrolladores de 
vivienda. Se trata de una estrategia que implica la producción en serie de 
viviendas de tamaño reducido. El director comercial de Grupo Sadasi, 
una de las grandes compañías con operaciones inmobiliarias en el estado 
de México, señaló en una entrevista:

En cuanto al tipo de vivienda, nos interesa la demanda que representa 
70% de los derecho-habientes del INFONAVIT (Instituto del Fondo de 
la Vivienda para los Trabajadores) que tienen ingresos de cuatro salarios 
mínimos con derecho a créditos de 215 mil hasta 320 mil pesos, por lo  
que la zona de Las Flores y Jardines, enTecamac, estado de M éxico, esta­
rá orientada a ese mercado. Además, otro segmento donde estaremos 
posicionados será el de quienes tienen ingresos de entre cuatro y siete 
salarios mínimos y cuentan con posibilidades de compra de vivienda de 
un precio de 230 mil a 280 mil pesos (Martínez, 2005: 7).

El examen, tanto de las características de sus productos inmobiliarios 
como de las propias concepciones y estrategias explicitadas por las princi­
pales compañías desarrolladoras4, permite reconstruir las circunstancias 
que vinculan la reforma de los organismos públicos de vivienda con la 
producción de grandes conjuntos habitacionales y las características de los 
mismos y de las viviendas que los conforman. Un primer antecedente, 
muy importante, es que, en general, las que actualmente son las principa­
les compañías desarrolladoras de proyectos de vivienda de interés social se 
habían desarrollado, antes de la reforma de referencia, como compañías 
constructoras que operaban como contratistas de INFONAVIT o habían 
acumulado una importante experiencia en cuanto empresas ffaccionado-

4 Estos datos han sido recabados de los informes públicos que las desarrolladoras tienen que 
emitir por su participación como emisoras en la Bolsa Mexicana de Valores (es el caso de 
Urbi, Desarrollos Urbanos, S.A., 2005; Corporación Geo, 2005; Consorcio Ara, 2004) o 
en su portal de internet (en el caso de Sadasi: www.sadasi.com).

http://www.sadasi.com
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ras y promotoras, como en el caso de Sadasi, en el estado de México. Al 
producirse las reformas de referencia en los primeros años de la década de 
los noventa, estas compañías estaban en condiciones de incursionar exito­
samente en la esfera de la vivienda de interés social, favorecidas, además, 
por la apertura de los mercados financieros y de divisas. Esto se expresa 
con claridad en el informe de 2004 a la Bolsa Mexicana de Valores de la 
compañía Geo, la número uno en términos del número de viviendas pro­
ducidas a nivel nacional.

En 1992, como parte de un plan integral para reformar la industria m exi­
cana de vivienda, el INFONAVIT fue reestructurado para funcionar úni­
camente como proveedor de financiamiento hipotecario a trabajadores ca­
lificados5, dejando los desarrollos y las demás actividades relacionadas al 
sector empresarial. Com o resultado de esas reformas, Geo se consolidó 
com o promotor de conjuntos habitacionales integrales. Debido a su expe­
riencia previa en la promoción, diseño, construcción y comercialización, 
Geo ha podido aprovechar plenamente la reforma del INFONAVIT y se 
ha convertido en uno de los promotores de vivienda que utiliza más alto 
volumen de créditos hipotecarios financiados por dicho instituto (Cor­
poración Geo, 2005:15).

La aplicación del esquema en la ZMCM ha elevado la producción de 
viviendas de interés social a un ritmo y en un número excepcionales. 
Entre 1994 y mediados de 2005, fueron autorizados 115 conjuntos urba­
nos, con un total de 371.422 viviendas correspondientes a los tipos de 
interés social y social progresivo, lo que equivale a un promedio de 3.229 
viviendas por conjunto. Estos conjuntos fueron autorizados en 21 de los 
28 municipios correspondientes a nuestra delimitación de la conurbación 
metropolitana, pero con una fuerte concentración en cinco municipios 
del oriente -Chalco, Chicoloapan, Ecatepec, Ixtapaluca y Tecamac— que 
concentran el 62,4% de las viviendas autorizadas, y el 27% en cuatro 
municipios situados al norte y norponiente -Nicolás Romero, Coacalco, 
Cuati tlán y A colman— (ver Cuadro 1). Si bien algunos de estos munici­
pios, como Ecatepec y Coacalco, habían sido importantes receptores de 
unidades habitacionales de interés social en los años setenta y ochenta, en
5 (N. del A.) Es decir, que califican para obtener un crédito. 153
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general los restantes constituyen, desde mediados de los años noventa, 
nuevas localizaciones para la implantación masiva de este tipo de vivien­
da. La incorporación de estos municipios como importantes receptores 
de vivienda de interés social se está dando, por otra parte, bajo una moda­
lidad de organización de este tipo de vivienda diferente a la dominante 
en las décadas previas.

En términos de promoción inmobiliaria, los desarrolladores captan 
una demanda abierta que se expresa individualmente y está constituida 
mayoritariamente por acreditados del INFONAVIT y, en segundo tér­
mino, del FOVISSSTE (Fondo de la Vivienda para los Trabajadores al 
Servicio del Estado) y la Sociedad Hipotecaria Federal. Esta modalidad 
individual representa un cambio muy importante respecto del esquema 
que predominaba en el acceso a una vivienda de interés social a través del 
crédito otorgado por los institutos públicos de vivienda, en particular el 
INFONAVIT y el FOVISSSTE. Hasta antes de las reformas sancionadas 
a comienzos de los años noventa, por regla general, el trabajador benefi­
ciario de un crédito otorgado por estos organismos era integrado por la 
instancia promotora de un conjunto o unidad habitacional —por lo gene­
ral el sindicato al que estaba afiliado— a una lista de derecho-habientes del 
fondo correspondiente. A ellos, al reunir los requisitos necesarios, se les 
otorgaba simultáneamente un crédito, y el promotor les asignaba una 
vivienda en un conjunto específico o, eventualmente, les ofrecía la posi­
bilidad de optar por una vivienda en un par de unidades gestionadas por 
el mismo sindicato promotor. De modo que, en la práctica, los beneficia­
rios de los créditos otorgados por estas instituciones se convertían efecti­
vamente en beneficiarios, a través de la mediación de un tercero -por lo 
general un sindicato-, que controlaba el proceso de asignación. Esto, 
desde luego, daba lugar a prácticas clientelares y se prestaba a altos grados 
de discrecionalidad en la asignación de los créditos6. Entonces dado que,
6 Existe una literatura bastante amplia sobre las formas de operación de los organismos de 

vivienda antes de las reformas aplicadas en los años noventa; y otra, más reducida, sobre la 
evolución reciente de estos organismos y las transformaciones operadas en las formas de 
intervención del Estado en materia de vivienda. Para una muy buena síntesis sobre las pri­
meras, para el caso de INFONAVIT, ver García y Puebla (1998). Para un análisis reciente 
de la evolución de las formas de operación de los organismos públicos de vivienda y del 
papel del Estado en materia habitacional, antes y después de las mencionadas reformas, 154 véase Puebla (2002; 2006a; 2006b), Schteingart y  Patino (2006), y  Patiño (2006a; 2006b).



además, las condiciones de otorgamiento del crédito implicaban un alto 
grado de subsidio, la percepción común entre quienes obtenían una 
vivienda a través de estos mecanismos era que “les habían dado una vi­
vienda”, más que otorgado un crédito. Así, entre nuestros entrevistados en 
dos unidades habitacionales —El Rosario y Villa Panamericana7, situadas 
en las delegaciones Azcapotzalco y Coyoacán, respectivamente— al pre­
guntárseles por qué habían optado por una vivienda en esa unidad, las res­
puestas generalizadas fueron: “es que me dieron aquí este departamento”, 
“aquí nos tocó”, o “le dieron este departamento a mi esposo (o a mi pa­
pá)”. Por las mismas razones, era habitual que quienes obtenían una 
vivienda de este modo, la consiguieran en lugares alejados de su lugar de 
trabajo y de su vivienda anterior, pues, por regla general, no se trataba de 
elegir entre una de varias alternativas, sino de tomar la oportunidad de 
acceder a una vivienda propia en la unidad donde tal oportunidad se pre­
sentaba. Paradójicamente, aunque los mecanismos actualmente vigentes 
implican la individualización del proceso de obtención de un crédito y 
una mucho mayor transparencia del mismo, así como la posibilidad de 
elegir entre los distintos productos ofrecidos por los grandes desarrolla­
dores, en realidad estos productos son muy semejantes entre sí y solo se 
ofrecen en localizaciones periféricas.
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El modelo urbanístico
La pretensión de las grandes empresas desarrolladoras no consiste en pro­
ducir “células integradas al entorno urbano”, como proponían las normas 
establecidas por el INFONAVIT antes de las reformas de los años noven­
ta, sino unidades urbanas supuestamente autosuficientes que, también 
supuestamente, salvo por los lugares de trabajo -aunque esto nunca se 
menciona en la publicidad—, contarían con todos los elementos necesa­
rios para el desarrollo de la vida cotidiana de sus habitantes: escuelas, 
equipamientos administrativos, centros comerciales, áreas verdes, merca­

7 Las entrevistas a habitantes de estas dos unidades fueron realizadas en el marco del pro­
yecto de investigación “Espacio público y  orden urbano en la ciudad de M éxico”, lleva­
do a cabo con el apoyo del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 155
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dos, etc. Estas “ciudades” o “villas”, en contraste con la ciudad moderna, 
y a semejanza de sus parientes, los conjuntos urbanos y condominios 
horizontales de nivel residencial, están delimitadas, en buena parte de los 
casos, por muros perimetrales.Todo ello bajo la forma de un modelo que 
muchas veces ignora cosas tan elementales como la presencia de comer­
cio de proximidad, para un tipo de familias que dependen mayoritaria- 
mente de los recorridos a pie y el transporte público para desarrollar sus 
actividades cotidianas. En segundo lugar, la propuesta implica y se apoya 
en invocar el acceso a la vivienda unifamiliar, la “casa sola”; es decir, pro­
cura presentarse, precisamente, en oposición al modelo de la “unidad 
habitacional” y su lógica colectiva. Al mismo tiempo, se apoya en un dise­
ño que, a pequeña escala, procura que la “casa sola” forme parte de una 
“cerrada” (calle cerrada) o “condominio”, cuyo acceso pueda ser contro­
lado por sus habitantes. En tercer lugar, la concepción adoptada respecto 
de la distribución de funciones implica que las de carácter comercial 
estén concentradas en un centro comercial aledaño al conjunto como tal, 
y que no se prevea de forma limitada el comercio y los servicios de pro­
ximidad. El resultado generalizado es que estos tienden a insertarse de 
modo irregular y más o menos caótico en las propias viviendas -general­
mente en la sala de las mismas- y bajo la modalidad de puestos y vende­
dores callejeros, que, progresivamente, saturan y se apropian de los espa­
cios públicos (vialidades principales abiertas, áreas recreativas).

No es difícil entender por qué y cómo los desarrolladores inmobilia­
rios especializados en la vivienda de interés social procuran ofrecer un 
producto -la “casa sola”-  en un entorno dotado de “todos los servicios”. 
Se trata de un modelo que se dirige a un público que corresponde a es­
tratos socioeconómicos cuya alternativa preferida es, precisamente, la 
“casa sola”, en lugar del departamento, que es rechazado porque es visto 
como una vivienda que supone pérdida de privacidad y la imposibilidad 
de adaptación a los requerimientos específicos de cada familia; este 
modelo, además, visualiza la alternativa dominante en las capas populares, 
la vivienda auto construida en una colonia popular, precisamente como 
una alternativa que no ofrece “todos los servicios”, en el largo plazo y en 
virtud de grandes esfuerzos y vicisitudes de sus habitantes.

Estas casas solas son producidas en serie, con base en dos o tres mode- 
1 5 6  los, son muy pequeñas (en su mayor parte de entre treinta y 55 m2 de
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superficie construida) y están sembradas en terrenos “propios” de cuaren­
ta a sesenta m2. Se trata de buscar el aumento de la productividad con 
base en un modelo fordista de cadena de producción (ver Imagen 3), de 
la integración vertical de distintos procesos (diseño, construcción, pro­
moción, venta), de la minimización del costo del suelo como parte del 
costo de producción, y de ofrecer precios de venta adaptados a los mon­
tos de crédito a los que puede acceder la gran mayoría de los clientes (un 
máximo de 300 mil pesos, a precios del año 2006).Todo ello en el marco 
de un modelo de regulación que no impone más que unos pocos requi­
sitos elementales a las características que habrán de tener las viviendas. A 
este respecto, la idea dominante en las esferas oficiales vinculadas a la 
cuestión de la vivienda es que será la competencia entre los desarrolla­
dores inmobiliarios lo que permitirá la mejora en la calidad de los pro­
ductos ofrecidos.

Desarrollos integrales8
Gran parte de los desarrollos habitacionales de Grupo Sadasi son 
integrales, donde sus habitantes no necesitan preocuparse por 
adonde enviar a sus hijos a estudiar, adonde hacer ejercicio y dis­
frutar de paseos y hacer sus compras, porque Sadasi construye las 
mejores casas y también, dependiendo del desarrollo, sin cargo adi­
cional, proporciona jardines de niños, escuelas primarias, secunda­
rias, preparatorias, áreas deportivas y recreativas, parques, mercados 
y hasta clínica de salud,

8 Disponible en www.sadasi.coin/desarrollos/index.btern (visitado en marzo 27 de 2008). 1
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Imagen 3. Línea de producción de vivienda de interés 
social. Conjunto en construcción en el municipio de 
Xochitepec, estado de M orelos (junio de 2005).

Integración vertical» o de cómo los desarrolladores inmobilia­
rios han redescubierto las bondades del modo de producción 
fordista9
Con la finalidad de agilizar sus procesos, mantener la calidad y ofre­
cer un producto más accesible al mercado, Sadasi ha integrado gran 
parte de su estructura. Actualmente, procesos como la fabricación 
del concreto, su transportación y bombeo son realizados en forma 
integral. Asimismo, la urbanización, infraestructura, edificación y 
equipamiento; el diseño, la administración y la comercialización son 
también parte de esta estructura verticalmente integrada en benefi­
cio de quien adquiere una vivienda de Grupo Sadasi.

Urbanismo insular y vivienda de bajo costo
Más allá de la opinión que nos merezca el modelo urbanístico que ins­
pira actualmente la producción de conjuntos urbanos de vivienda de bajo

158 9 Disponible en http://www.sadasi.com/integrad0n.htm (visitado en marzo 10 de 2008).
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costo, un urbanismo al que podemos denominar insular, en cuanto se 
orienta a producir espacios urbanizados solo vinculados a su entorno y a 
la metrópoli por alguna vialidad colectora, es necesario preguntarse en 
qué medida es un modelo adaptado a este tipo de vivienda y al perfil 
socioeconómico predominante entre sus habitantes. Respecto a este últi­
mo, dados los niveles promedios de ingreso de los hogares, y tal como 
pudimos comprobarlo mediante una encuesta aplicada en el conjunto 
urbano San Buenaventura a fines de 1999, 75% de los jefes y jefas de 
familia se trasladan a su trabajo haciendo uso del transporte público, y la 
movilidad de los miembros no activos del hogar depende, de modo gene­
ralizado, de los desplazamientos a pie y en transporte público también.

Pero, ¿por qué recurrir al urbanismo insular en el caso de la vivienda 
de interés social? Un urbanismo que si bien puede resultar adecuado para 
hogares automovilizados y con niveles de consumo que permiten plani­
ficar el abasto doméstico mediante compras periódicas planificadas, no lo 
es para hogares como los que constituyen el perfil dominante de los habi­
tantes de estos conjuntos. Después de todo, las mismas casas solas y los 
mismos equipamientos generalmente incorporados en estos llamados 
“conjuntos urbanos”, aun respetando una lógica estrictamente funciona- 
lista, podrían ser manejados mediante un tejido urbano convencional, es 
decir, un tejido conformado por manzanas, vialidades primarias que fun­
cionan como avenidas comerciales, vialidades secundarias, continuidad de 
todas las vías de circulación, núcleos de equipamientos, y distribución 
regulada pero difusa del comercio de proximidad en todo el conjunto.

En ninguna parte es posible encontrar argumentaciones articuladas al 
respecto por parte de quienes diseñan los conjuntos -arquitectos e inge­
nieros empleados de las empresas desarrolladoras- ni tampoco en las pre­
sentaciones oficiales de las propias empresas (publicidad, sitios de 
Internet, informes a la bolsa de valores). Se trata de una perspectiva que 
parece darse por descontada. Por consiguiente, lo que se puede decir 
sobre el tema debe ser inferido de las lógicas subyacentes y a partir de 
supuestos y prejuicios imputables a los actores concernidos, sobre todo los 
directivos y los profesionales que conciben y diseñan estos conjuntos.

Lo primero que cabe señalar es que estos actores consideran que 
“hacen ciudad” y no solo vivienda. Pero si esto es así, quiere decir que el 
concepto subyacente de lo que la ciudad de hoy es y debe ser, responde, 1 5 9
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en este caso, al modelo urbanístico de la ciudad insular. El cual, desde 
luego bajo diferentes modalidades y propuestas, es un modelo que se ha 
difundido en diversas partes del mundo y en particular América Latina. 
De hecho, según diversos estudiosos (Janoschka, 2002; Borsdorf, 2003) es 
aquel al que responde actualmente la renovación y transformación de la 
ciudad latinoamericana. Sin embargo, se trata de un modelo que si bien 
podemos decir que resulta adaptado a la lógica de red en la que unida­
des residenciales del tipo country y barrio cerrado se vinculan a través de 
autopistas, como ocurre en la región metropolitana de Buenos Aires, con 
nodos de comercios y servicios destinados a canalizar el consumo de estas 
unidades residenciales, y con la ciudad (Arizaga, 2005), se compadece 
poco de las circunstancias y condiciones sociales que corresponden a los 
grandes conjuntos urbanos de vivienda de interés social que se han cons­
truido en la ZMCM.

En realidad, en este caso nos encontramos frente a una realidad sui 
genéris, porque en el caso de México, y sobre todo en la ZMCM, se da 
una sinergia entre los dispositivos e instituciones públicas que intervienen 
en el financiamiento masivo de los compradores de vivienda de bajo 
costo y la evolución de los agentes promotores y productores de vivien­
da, cuya expansión ha sido posible precisamente gracias a las oportunida­
des brindadas por estos dispositivos e instituciones. Esto en el marco de 
una lógica estatal orientada a que la empresa privada y, en lo posible, los 
propios ciudadanos, en su calidad de consumidores, definan las soluciones 
más adecuadas en materia de vivienda y de formas de habitar, las circuns­
tancias de la vida urbana, o quizás, más bien, la vida aglomerada contem­
poránea. Todo parece indicar que lo que las empresas desarrolladoras 
hacen es proyectar un modelo que busca, entre otras cosas, ofrecer segu­
ridad, pero también certidumbre y control respecto del espacio de proxi­
midad y,, en general, “protección” frente a los avatares, el desorden y la 
conflictividad, tanto reales como imaginarios, de la ciudad tradicional, por 
medio de la privatización de los bienes y espacios de uso colectivo, a un 
tipo de condiciones socio espaciales en las cuales tal privatización, en rea­
lidad, no resulta posible. Es decir, estaríamos frente a un caso donde las 
falencias de lo público y de la gestión gubernamental del espacio públi­
co urbano pretenderían ser enfrentadas por medio de una privatización 

1 6 0  imaginada pero imposible. Más allá de los muros perimetrales y de la
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organización condominial en pequeña escala, los conjuntos urbanos de 
vivienda de interés social incluyen diversas infraestructuras y equipamien­
tos que son públicos, y cuyo mantenimiento y gestión dependen de lo que 
hagan o dejen de hacer las instancias locales de gobierno responsables de 
los mismos. No existen, por lo demás, las condiciones para el cierre efecti­
vo de estos conjuntos y difícilmente sus habitantes podrían excluir del uso 
de los equipamientos que comparten a usuarios provenientes del exterior, 
comenzando por las escuelas públicas existentes en su interior. De modo 
que el modelo insular aplicado a estos conjuntos constituye un verdade­
ro acto fallido, ya que sus habitantes deben enfrentar los principales aspec­
tos negativos de este modelo, en particular, precisamente, la insularidad de 
su hábitat, la lejanía de las fuentes de trabajo y de todo lo que la ciudad 
todavía puede ofrecer, y el conjunto de efectos perversos de la lógica fiin- 
cionalista bajo la cual es concebida su traza y la distribución de los usos 
del suelo en su interior. Al mismo tiempo, no pueden gozar de los dife­
rentes beneficios esperables de una privatización real de los bienes de uso 
colectivo: exclusividad, protección frente a las externalidades producidas 
por el entorno, mantenimiento y conservación garantizados de los bien­
es y espacios de uso colectivo y evitación de los usos, aprovechamientos 
y formas de apropiación indeseables de los mismos (Janoschka y Glasze, 
2003).
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El Bando 2: 
¿repoblamiento de 
la ciudad central?

René Flores Arenales1 
y María Teresa Esquivel Hernández1 2

Introducción

En los últimos años hemos sido testigos de grandes cambios en el 
paisaje urbano de la zona central del Distrito Federal. Observamos 
un creciente número de edificios de departamentos terminados y 
en construcción, la mayoría a precios elevados, que se ubican en zonas que 
antes se caracterizaron por ser tranquilas colonias de vivienda unifamiliar, 

y ahora, ante la falta de estacionamientos, la saturación de vialidades y la 
deficiente dotación de agua y luz han visto afectada la vida cotidiana, no 
solo de los nuevos pobladores sino también de miles de familias residen­
tes tradicionales de estas zonas. Paralelamente, hemos presenciado una 
expansión notable de la periferia metropolitana, donde el paisaje urbano 
también ha cambiado. Si bien las colonias populares aún forman parte fun­
damental de este panorama, la construcción masiva de vivienda unifami­
liar, dúplex o cuádruplex, que conforma grandes conjuntos urbanos habita- 
cionales de interés social, ha introducido una nueva modalidad de expan­
sión metropolitana. En consecuencia, la vida cotidiana de las miles de 
familias que han optado por adquirir una vivienda de interés social en 
municipios cada vez más alejados del centro de la ciudad se ha visto fuer­
temente afectada por la inversión que deben realizar, tanto de dinero 
como de tiempo, para conectarse con la ciudad capital y con sus lugares 
de trabajo. Asimismo, este crecimiento sobre las cabeceras municipales, los

1 Consultor independiente.
2 Departamento de Sociología de la Universidad Autónoma Metropolitana, Azcapotzalco. 165
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pueblos originarios y las colonias populares ha tenido un impacto sobre 
la vida diaria de la población original de esos lugares.

Creemos que estos dos fenómenos, en apariencia tan alejados, se encuen­
tran fuertemente vinculados, que forman parte de procesos que se com­
plementan y que han incidido, a lo largo de los últimos años, en que la 
metrópoli sea aun más extensa y segregada de lo que era a principios de 
los años noventa.

A partir de lo anterior, en este trabajo realizamos un análisis de las prin­
cipales repercusiones que a nivel urbano y social trajo consigo la implanta­
ción del Bando 2 en el Distrito Federal. Particularmente, nos centramos en 
las modalidades que adquirió la distribución territorial de la población de 
la Zona Metropolitana de la Ciudad de México en los últimos cinco años.

Para tal efecto, hemos dividido el artículo en cuatro apartados. En el 
primero presentamos el contexto en el cual surge el Bando 2 como ins­
trumento para revertir el proceso de despoblamiento de la Ciudad Cen­
tral3; en el segundo analizamos sus principales planteamientos y cómo se 
convirtió en uno de los ejes centrales en los que el gobierno de la ciu-
3 La delimitación convencional de la Ciudad Central corresponde al territorio de las cua­

tro delegaciones centrales del Distrito Federal: Benito Juárez, Cuauhtemoc, Miguel 
Hidalgo y  Venustiano Carranza.
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dad fundamentó su política urbana; en el tercer apartado se analizan los 
principales impactos que el Bando 2 tuvo en el Distrito Federal, particu­
larmente en la dinámica adquirida por la promoción inmobiliaria priva­
da, en el precio del suelo y, en general, en los diferentes sectores que se 
vieron involucrados de una forma u otra. El análisis que esta medida tuvo 
en la dinámica demográfica y urbana, no solo del Distrito Federal sino de 
la Zona Metropolitana del Valle de México (ZMVM), se presenta en el 
cuarto aparado. Por último, incluimos una serie de reflexiones que pre­
tenden explicar la magnitud que una decisión unilateral como el Bando 
2 tuvo en la gran metrópoli mexicana.

El despoblamiento de la Ciudad Central
En las últimas décadas, las cuatro delegaciones centrales del Distrito 
Federal sufrieron una disminución importante de población. Tan solo de 
1970 a 2000 se ha calculado que esta baja supera el millón de habitantes 
(T225.611). Asimismo, se perdieron poco más de 14 mil viviendas (ver 
Gráfico 1), saldo que sería mucho mayor si se toma en cuenta que el des­
poblamiento empezó a manifestarse desde la década de los años cincuen­
ta en algunos cuarteles de la entonces denominada Ciudad de México4.

Es importante señalar que este proceso de despoblamiento no fue, ni ha 
sido, exclusivo de la Ciudad Central, ya que en los últimos años ha afecta­
do a delegaciones como Azcapotzalco, Coyoacán , Gustavo A. Madero e 
Iztacalco, las cuales, de 1995 a 2005, registraron tasas anuales promedio de 
crecimiento negativo de -0,68; -0,40; -0,53 y -0,59, respectivamente. El 
proceso incluso se ha extendido ya a algunos municipios metropolitanos 
como Naucalpan, Nezahualcóyod y Tlalnepantla, que registraron, en ese 
mismo período, tasas de crecimiento negativas de -0,22; -0,79 y -0,42.

4 Hasta el año de 1970, la división político-administrativa del Distrito Federal estaba cons­
tituida por 12 delegaciones más el espacio identificado como Ciudad de M éxico (inte­
grado, a su vez, por 12 cuarteles). El 27 de diciembre de 1970, por decreto presidencial, 
esos 12 cuarteles de la Ciudad de México pasaron a ser las actuales cuatro delegaciones 
centrales: Cuauhtémoc, Benito Juárez, Miguel Hidalgo y Venustiano Carranza. Las cifras 
de población y superficie de 1950,1960 y 1970 son estimaciones del Departamento del 
Distrito Federal (1984). 1



René Flores Arenales y María Teresa Esquivel Hernández

Ante este panorama, ha habido diferentes intentos por parte del 
gobierno local para propiciar procesos de reciclamiento y regeneración 
del suelo urbano en las zonas centrales de la Ciudad de México. Así, en 
1996, el Programa General de Desarrollo Urbano del Distrito Federal 
concebía a estas zonas centrales como “áreas con potencial de recicla- 
miento”. La Ley del Desarrollo Urbano del Distrito Federal, cuya última 
reforma fiie publicada en la Gaceta Oficial el 23 de febrero de 1999, esta­
blecía también acciones tendientes a propiciar el arraigo de la población 
que habita la Ciudad Central y fomentar la incorporación de nuevos 
pobladores.

Gráfico 1. Delegaciones centrales poblacionales (1950-2000)

+  Benito Juárez

-----  Cuauhtémoc

-----  M iguel Hidalgo

Venustiano Carranza

1950 1960 1970 1980 1990 1995 2000

Fuentes: -  Secretaría de Economía, Dirección General de Estadística (1952).
-  Secretaría de Industria y  Comercio, Dirección General de Estadística (1963).
-  Secretaría de Industria y  Comercio, Dirección General de Estadística (1971).
-  Secretaría de Programación y  Presupuesto, Instituto Nacional de Estadística, Geografía 

e Informática (1984).
-  Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (1992).
-  Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (1996).
-  Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (2001).
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Pero no fue sino en el año 2000, con Andrés Manuel López Obrador 
como jefe de Gobierno del Distrito Federal, que se inició la aplicación 
de una serie de disposiciones para fomentar el repoblamiento del 
Distrito Federal y el aumento de la densidad en las zonas centrales, a tra­
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vés del Bando Informativo 2 y del Acuerdo número 3 sobre política ha- 
bitacional5.

El Bando Informativo número 2
Entre los planteamientos centrales de este bando, se buscaba revertir el 
crecimiento desordenado de la ciudad y preservar el suelo de conserva­
ción del Distrito Federal, para impedir que el área urbana continuara su 
crecimiento hacia las zonas de protección ecológica. Además, se conside­
raba fundamental frenar el despoblamiento en las cuatro delegaciones 
centrales, propiciando el arraigo de la población y, a través de la construc­
ción de un mayor número de viviendas y de un uso más intensivo del 
suelo central, lograr su redensificación. Con ello se pretendía aprovechar de 
manera más eficiente la infraestructura, el equipamiento y los servicios 
acumulados por décadas en la Ciudad Central.

Uno de los mecanismos utilizados para impedir la construcción de 
conjuntos habitacionales en las delegaciones no centrales fue restringir la 
factibilidad del servicio del sistema de aguas de la Ciudad de México en 
ellas. De esta forma, como parte de las disposiciones del Bando 2, el 
gobierno de la ciudad estableció lo que se denominó la Revolución Ad­
ministrativa, e inició la modificación de algunos programas delegacionales 
con la finalidad de articular su actuación a lo dispuesto por este bando. 
Estas medidas integran el conjunto de instrumentos jurídicos y técnicos 
que regula la producción de unidades habitacionales, y el acceso a la vi­
vienda, los servicios, la infraestructura y el equipamiento en el Distrito 
Federal.

Así, como incentivo para los desarrolladores privados que construyen 
vivienda en la Ciudad Central, el Bando 2 creó la ventanilla única en la 
SEDUVI (Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda), que opera a tra­
vés de un certificado único de zonificación de uso de suelo especifico y factibilida­

5 Este Acuerdo número 3 contempló el desarrollo de 15 mil acciones de vivienda que se 
aplicarían en programas de ampliación y mejoramiento de vivienda en lotes familiares, en 
las delegaciones que no forman parte de la Ciudad Central.También incluyó diez mil cré­
ditos para vivienda nueva que se ejercerían en las cuatro delegaciones centrales.
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des (CUZUSEF). A través de esta ventanilla y el certificado se buscó que 
el problema de los largos y numerosos trámites que se requerían para 
obtener la factibilidad de servicios, de vialidad y de impacto urbano y 
urbano-ambiental, previa a la licencia de construcción, se resolviera en 
treinta días hábiles (Acosta, 2006). Asimismo, se dio prioridad al trámite 
para la edificación de conjuntos de hasta 200 viviendas de interés social 
y popular que no excedieran los diez mil m2 de construcción en las dele­
gaciones de la Ciudad Central.

Para incentivar la inversión en vivienda de interés social y popular, y 
con ello apoyar la densificación de las zonas centrales, el gobierno de la 
ciudad aplicó esquemas financieros y facilidades económicas a través del 
Código Financiero; entre estos destacan las reducciones fiscales y los sub­
sidios a los promotores privados, aplicables a todo el proceso inmobiliario, 
desde la adquisición del suelo hasta la construcción de la vivienda. Por su 
parte, el Artículo 308 establece la reducción del pago de contribuciones 
hasta en un cien por ciento en materia de impuestos sobre la adquisición 
de inmuebles; derechos por instalación de tomas para suministro de agua, 
autorización para el uso de redes de agua y drenaje; licencias, renotifica­
ciones; y la inscripción de las modificaciones a los programas parciales o 
delegacionaies de desarrollo urbano.

Otro instrumento importante que sustenta al Bando 2 es la Norma 
26 de los programas delegacionaies de desarrollo urbano 1997-20006, 
la cual permite, para el caso de la producción de vivienda de interés 
social y popular localizada en la Ciudad Central7, la construcción de 
hasta seis niveles, un porcentaje mínimo de áreas verdes, y la exención 
total del área de donación y de cajones de estacionamiento. Con esta 
norma, los desarrolladores privados o públicos que construyan vivien­
da de interés social quedarían libres de cualquier trámite y solo reque­
rirían presentar la licencia de construcción. Es importante señalar que 
si bien la Norma 26, en su origen, estuvo destinada a la regularización

Vigente desde el 10 de abril de 1997.
Las colonias en las que puede aplicarse dicha norma deben cumplir con los siguientes cri­
terios: factibilidad de servicios conforme lo señala la Dirección General de Construcción 
y Operación Hidráulica, concentración de la vivienda con hacinamiento y  alto grado de 
deterioro, y  existencia de reserva territorial baldía e inmuebles subutilizados; y  no se apli­
ca en zonas que cuenten con normatividad de Programa Parcial.
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de la producción de vivienda de interés social, fue aprovechada por los 
inversionistas inmobiliarios, quienes, además, se beneficiaron de los in­
centivos fiscales otorgados por el gobierno de la ciudad, así como de 
una tramitología mucho más sencilla y ágil. Esta situación propició que 
en abril de 2005, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal modifica­
ra la Norma 268 y estableciera un mínimo de 30% de cajones de esta­
cionamiento en la vivienda de interés social y 60% en la vivienda 
popular, además de conseguir que el coeficiente de ocupación del suelo 
en ningún caso pudiera ser mayor al 80% en unidades habitacionales de 
menos de sesenta viviendas, y al 75% para aquellas de más de sesenta 
viviendas (Acosta, 2006). Como es de esperarse, estas modificaciones 
afectaron el costo de la vivienda popular y lo elevaron a poco más de 
medio millón de pesos9.

Finalmente, otro elemento importante a considerar es que, entre los 
objetivos que el Bando 2 planteó, estuvo el impulso a programas de cons­
trucción de vivienda, para la “gente humilde” de la ciudad en varias dele­
gaciones, pero principalmente en las cuatro centrales, a través del Instituto 
de la Vivienda del Distrito Federal.

Cabe señalar que esta serie de disposiciones que sostienen los plan­
teamientos del Bando 2 no siempre tuvieron los resultados esperados; 
por ejemplo, en relación con el CUZUSEF, de acuerdo con informes de 
la SEDUVI (2004; 2005; 2006), desde 2001 hasta 2006 se emitieron 
9.811 certificados, para dictaminar 145.711 viviendas factibles en toda la 
ciudad, de las cuales 78% (113.710) se autorizó en las delegaciones cen­
trales, tanto para desarrolladores privados como públicos. En otras pala­
bras, si bien la mayoría de las viviendas autorizadas a través de los 
CUZUSEF se localizan en la Ciudad Central, dos de cada diez se ubi­
can fuera de ella. Además, el certificado único, que buscaba agilizar la
8 N o obstante, algunas constructoras continúan haciendo un uso poco claro de ella y acre­

ditan ante notario que sus productos son viviendas de interés social, pero no le agregan el 
costo del cajón de estacionamiento, sino que a este lo venden aparte, le incluyen acaba­
dos de lujo, cocineta y demás aditamentos que encarecen la vivienda, y lo hacen inacce­
sible a la población que busca una vivienda de interés social.

9 Los costos de la vivienda popular, de acuerdo a las modificaciones de la Norma 26, resul­
tan de la multiplicación del salario mínimo anualizado por treinta. Así, el costo se eleva a 
512.460 pesos, es decir, entre 39 mil y 40 mil dólares de Estados Unidos, de acuerdo al 
tipo de cambio vigente a lo largo del año 2010. 171
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complicada tramitología que envuelve a la producción habitacional, en 
la práctica se convirtió en un trámite más, con tiempos promedio de 
obtención de seis meses, y no eliminó las factibilidades de agua y viali­
dad, ni los estudios de impacto ambiental (Benlliure, 2005).

Principales impactos del Bando 2 en el Distrito Federal
La aplicación del Bando 2, obviamente, tuvo efectos directos en varias 
dimensiones y espacios del Distrito Federal. En este apartado, analiza­
remos el impacto que generó en la dinámica de la promoción inmobi­
liaria privada, en el precio del suelo y en los diferentes sectores de 
población que, de una u otra forma, se vieron involucrados en su fun­
cionamiento.

Impactos en la promoción inmobiliaria
Para medir el impacto que el Bando 2 tuvo en la producción inmobilia­
ria de la Ciudad de México hemos partido de la revisión de los créditos 
ejercidos, tomando como base el supuesto de que a cada crédito ejerci­
do corresponde una vivienda nueva. El análisis se realizó con la distin­
ción de la Ciudad Central y los tres contornos que conforman el Distrito 
Federal.
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Gráfico 2. DF total de créditos ejercidos por contorno (2001-2004)

60.000
50.000
40.000 ■
30.000 ■

L.LI.JI

Sil

!5 !5S
■ ■ ■

20.000 • ¿55K1
10.000 ■ 

o ■
2001 2002 2003 2004

B Tercer contorno H Primer contorno 
ÜJ Segundo contorno B  Ciudad central

Fuente: Elaboración propia con base en las estadísticas de vivienda de la CONAFOVI (Comisión 
Nacional de Fomento a la Vivienda), agosto de 2006.

En el año 2002, como se aprecia en el Gráfico 2, se presenta un aumen­
to sustancial del número de créditos ejercidos, incremento que represen­
ta el 138,25% respecto al año anterior. En este año, solo tres organismos 
financiadores de vivienda10 11 otorgaron el total de créditos que se aproba­
ron en el Distrito Federal, y de estos, 62,5% correspondió al INVI. De los 
créditos ejercidos por este instituto, poco más de la mitad se aplicó en la 
Ciudad Central, mientras que el INFONAVIT ejerció el 92% de sus cré­
ditos en el Primer contorno (ver Cuadro l)11.

10 Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores (INFONAVIT); el 
Instituto de Vivienda del Distrito Federal (INVI) y el Fondo de Operación y  
Financiamiento Bancario a la Vivienda (FOVI).

11 Es importante señalar que no se incluyen los datos de 2005 porque las estadísticas de 
vivienda publicadas en la página web de la CONAFOVI no los tienen. Solo contamos 
con información sobre los créditos ejercidos por el INVI.



Cuadro 1. Distrito Federal: créditos ejercidos para nueva vivienda terminada, por organismos y contorno (2001-2004)
D F /C ontorno INFONAVIT SHF FOVISSSTE FONHAPO INVI Banca ISSFAM Total

Profivi Prosavi
Distrito Federal 45.407 11.010 446 7.729 24 80.107 1.279 187 146.189

% 31,1 7,5 0,3 5,3 0,0 54,8 0,9 0,1 100,0
Ciudad Central 10.293 5 ,6 4 3 66 3.068 2 3 1 .4 5 7 7 .63 61 51.353

% 2 2 ,7 5 1 ,3 14,8 3 9 ,7 8 ,3 3 9 ,3 59 ,7 3 2 ,6 35,1
Primer contorno 31.992 4.722 232 3.700 22 40.798 394 103 81.963

% 70,5 42,9 52 47,9 91,7 50,9 30,8 55,1 56,1
Segundo contorno 3 .1 0 9 638 148 952 0 7 .5 9 4 120 23 12 .5 84

% 6 ,8 5 ,8 33,2 12,3 0 ,0 9 ,5 9 ,4 12,3 8 ,6
Tercer contorno 13 7 0 9 0 258 2 0 289

% 0,0 0,1 0 0,1 0,0 0,3 0,2 0,0 0,2
1 0 0 ,0 1 0 0 ,0 100 ,0 100 ,0 100 ,0 100,0 100 ,0 100 ,0 100,0

INFONAVIT: Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
SHF: Sociedad Hipotecaria Federal
Profivi: Fondo de Operación y  Financiamiento Bancario a la Vivienda 
Prosavi: Programa Especial de Crédito y  Subsidios a la Vivienda
FOVISSSTE: Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y  Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
FONFIAPO: Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares 
INVI: Instituto de Vivienda del Distrito Federal
ISSFAM: Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas
Fuente: Elaboración propia con base en las estadísticas de vivienda de la Comisión Nacional de Fomento a la Vivienda (CONAFOVI), agosto de 2006
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De 2001 a 2004 estamos hablando de un total de 146.189 créditos, de los 
que poco más de la mitad fue ejercido en el Primer contorno (56,1%), 
mientras que en la Ciudad Central solo se realizó un 35,1%. Llama la 
atención que, a pesar del Bando 2, que incentiva la producción de vivien­
da en la Ciudad Central y la restringe al resto de delegaciones, seis de 
cada diez viviendas aún se construyen en las otras delegaciones, particu­
larmente las del Primer contorno, lo que probablemente refleja que el 
Bando 2 se ha aplicado de manera discrecional.

Hay que recordar que la mayor disposición de créditos para vivienda 
se vincula con las recientes modificaciones operadas en los organismos de 
vivienda y, evidentemente, tiene un efecto directo en la actuación de los 
desarrolladores privados12. Así, por ejemplo, tanto el INFONAVIT como 
el FOVISSSTE se han convertido en organismos eminentemente finan- 
ciadores y ahora incluso combinan sus créditos con la banca privada. Este 
cofinanciamiento ha significado una gran ventaja para el desarrollador, ya 
que él se compromete a construir la vivienda, y el INFONAVIT, el 
FOVISSSTE y/o la banca le pagan; con ello, la recuperación de la inver­
sión por parte del primero es muy rápida y segura.

Así, la densificación promovida por el Bando 2 se ha logrado a través 
de la construcción masiva de nueva vivienda y la autorización de mayo­
res alturas para las edificaciones existentes. Esto se ha traducido en una 
gran demanda de suelo en las delegaciones centrales, por parte de las 
compañías desarrolladoras de vivienda.

12 Si bien no corresponde a este capítulo retomar los cambios que desde hace una década 
han experimentado los organismos públicos de vivienda como el INFONAVIT o el 
FOVISSSTE, solo se menciona que estas modificaciones han permitido conformar una 
demanda solvente para la adquisición de vivienda producida por los promotores inmobi­
liarios privados, en el contexto de la nueva política habitacional, de corte neoliberal, del 
Estado mexicano. De esta manera, los beneficiarios de los fondos públicos de vivienda, 
particularmente de sectores medios, ahora pueden adquirir una vivienda que ofrecen los 
desarrolladores privados en la Ciudad Central, complementando el préstamo hipotecario 
con capital proveniente de otras fuentes (ahorro, préstamos personales, etc.). En cambio, 
la única alternativa que tienen los beneficiarios de los fondos públicos que no cuentan 
con más recursos que complementen el crédito obtenido es adquirir una vivienda con los 
desarrolladores privados, pero no en las áreas centrales de la ciudad, sino en los munici­
pios de la periferia metropolitana, como se verá más adelante.

I
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Cuadro 2. Tipología de vivienda definida por el programa sectorial 
(2001-2006)
Tipo de vivienda Básica* Social Económica Media Media alta Residencial
Superficie de 
construcción (m2)

Menos 
de 30 de 31 a 45 de 46 a 55 de 56 a 100 de 101 a 102 más de 200

Ingreso smm M enos de 3 de 3 a 5 de 5 a lO más de 10

Precio de venta ($)** menos de 550 mil**
550 mil a 
1’500.000 mis de 1 ’500.000

★ No se produce en el Distrito Federal.
★ ★ Precios de venta establecidos por los desarrolladores y  promotores privados.
★ ★ ★ Precio máximo de venta para la vivienda de interés social, definido por desarrolladores y promotores 
privados.
Fuente: Elaborado por Acosta (2006), con base en la tipología establecida por el Programa Sectorial de 
Vivienda 2001-2006

Impactos en el predo del suelo urbano
Como se sabe, el suelo constituye el elemento central para la producción 
de vivienda. A partir de la aplicación del Bando 2, el precio del suelo se 
incrementó de una manera significativa, principalmente en los llamados 
corredores urbanos, que son los ejes viales y avenidas, y donde se permi­
ten construcciones más altas. Según algunas estimaciones, su valor en la 
Ciudad Central aumentó, en promedio, 205% entre 2001 y 2005 
(Benlliure, 2005), aunque hay quienes (como el presidente de la CANA- 
DEVI -Cámara Nacional de la Industria de Desarrollo y Promoción de 
Vivienda- delegación Valle de México) calculan el incremento del suelo 
incluso en 600% (Grajeda, 2006)13.

Como se sabe, el aumento en los precios del suelo en la Ciudad Cen­
tral se relaciona con la fuerte reducción de la oferta de terrenos con fac­
tibilidad para desarrollar vivienda en esta área, como lo planteó el Bando 
2. Así, el suelo para el desarrollo de conjuntos de interés social se redujo

Sin embargo, este proceso no ha sido uniforme; más bien, se han observado, en el tiem­
po, diversos vaivenes. Por un lado, en 2001, al inicio de la aplicación del Bando 2, el pre­
cio del suelo aumentó de manera importante, pero al no moverse el mercado de suelo, 
para 2002 y 2003 este empezó a bajar. Con la Revolución Administrativa, que agilizó los 
trámites y permitió una construcción mucho más rápida, el precio del suelo volvió a subir, 
porque muchos desarrolladores aprovecharon esta coyuntura para construir un mayor 
número de viviendas.

13
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de 20.324 hectáreas en todas las delegaciones, a solamente 6.478 hectá­
reas en las delegaciones centrales (el 4,37% de la superficie total del 
Distrito Federal), de las cuales 4.028 son patrimoniales (Benlliure, 2005)14.

La construcción de vivienda fuera de las cuatro delegaciones centra­
les constituyó, entonces, una salida a esta presión, haciendo caso omiso a 
lo establecido por el Bando 2. Esto queda más claro si observamos el 
comportamiento de la oferta de vivienda privada en el Distrito Federal: 
a partir de 2002 esta empieza a disminuir dentro de las cuatro delegacio­
nes centrales y aumenta fuera de esta zona. Para el año 2005, tres de cada 
diez viviendas se construyeron fuera de la Ciudad Central, en un esque­
ma evidente, como ya se mencionó, de discrecionalidad (ver Gráfico 3).

Gráfico 3. Oferta de vivienda privada (2000-2005)

Fuente: Benlliure (2005)

14 “En el caso de las nueve delegaciones donde está limitada la construcción de vivienda, los 
grandes terrenos tuvieron una reducción de 20 a 25% en sus precios (...) Hay promoto­
res privados que, frente a la caída de los precios del metro cuadrado en las nueve delega­
ciones, se han dedicado a la compra de terrenos, acaparándolos para una futura especula­
ción” (Llanos Samaniego, 2002).
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Los beneficiarios directos en el negocio del suelo han sido algunos gru­
pos inmobiliarios que conformaron reservas de suelo a buen tiempo. El 
acceso al suelo, para el caso del INVI, se resolvió a través de dos figuras: 
la desincorporación de suelo de propiedad del Gobierno del Distrito 
Federal y la expropiación de suelo de propiedad privada; esto permitió 
que el instituto adquiriera suelo mucho más barato y que actualmente 
cuente con una reserva de alrededor de 400 predios. De esta forma, el 
INVI, según sus propios funcionarios, tiene suficiente suelo para conti­
nuar con su programa de vivienda15.

La forma de resolver el acceso al suelo para el caso de los desarrolla­
dores privados fue diferente. Ellos han tenido que conformar reservas de 
suelo a través del reciclamiento de terrenos, es decir, comprando viejas 
casonas, que obtienen a precios bajos y demuelen para levantar edificios 
en su lugar, haciendo, con ello, un uso intensivo de ese suelo y creando 
un impactando en los antiguos barrios de la ciudad, como es el caso de 
colonias como San Pedro de los Pinos, Alamos o Narvarte16.

Esto propició que la población que tiene posibilidades de adquirir 
una vivienda en la zona mejor servida de la ciudad sea la que pertenece 
a los sectores que pueden pagar el alto costo del suelo (sectores medios y 
altos), mientras que los sectores populares, que no han sido beneficiados 
con una vivienda del INVI, se han visto obligados a recurrir a procesos 
de invasión en predios de reserva natural o de alto riesgo, o bien a des­
plazarse a algún municipio periférico donde exista la oferta de vivienda 
barata, negándoseles, de este modo, el derecho a la ciudad en la que muchos 
de ellos nacieron.

15 Se trata de suelo ya comprometido, porque son predios ocupados, donde hay vecindades 
que no están en condiciones de habitabilidad.

16 Según declaraciones del vicepresidente de la Cámara Nacional de la Industria de 
Desarrollo y Promoción de Vivienda del Valle de México (CANADEVI), Ariel Sánchez 
Zermeño, se ha afectado a alrededor de cien mil viejas casonas de más de cincuenta años, 
“propiedad de adultos mayores venidos a menos, personas que ya no cuentan con los 
recursos para dar mantenimiento a las casas de su generación”. También se ha repercuti­
do sobre otros edificios que presentaban deterioro (La Jomada, Octubre 10,2005).
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Fuente: Google Earth

Fotografía 2. Reciclam iento de terrenos por promotores inmobi­
liarios privados. Zona Polanco

Impacto en los diferentes actores
La aplicación del Bando 2, como puede apreciarse, originó una diversi­
dad de percepciones en los diferentes actores involucrados en su aplica­
ción (desde el sector público, los desarrolladores y promotores privados, 
y los corredores de suelo, hasta la población residente tradicional de las 
delegaciones centrales, la población que llegó a ellas y la que tuvo que 
salir del Distrito Federal para poder acceder a una vivienda de interés 
social ante los altos precios que se solicitan para una vivienda en la zona 
central) y, desde luego, los impactos también han sido diferentes para los 
distintos sectores de la población.

Para las autoridades encargadas de la instrumentación del bando, este 
fiie un éxito, y argumentan que cumplió con los objetivos de frenar el 
desarrollo inmobiliario en delegaciones que estaban creciendo de mane­
ra desordenada, lo que afectaba las zonas de protección, las vialidades y 
los servicios de agua, drenaje y energía eléctrica. Otro objetivo cumpli­
do, según el gobierno de la ciudad, fue facilitar el acceso a una vivienda 
del INVI para una parte de la población más necesitada del Distrito 
Federal; meta que, nosotros sostenemos, se convirtió en una bandera polí­
tica y electoral muy importante.

El Bando 2 también planteó fomentar el arraigo de la población resi­
dente en las delegaciones centrales; sin embargo, el aumento en el precio 
del suelo alteró de manera particular a aquellos residentes tradicionales de 1 7 9
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las colonias afectadas, quienes, al no contar con los recursos para enfren­
tar la presión inmobiliaria sobre sus propiedades y pagar el impuesto pre­
dial -que también se incrementó-, se vieron, en muchos casos, en la 
necesidad de vender sus inmuebles a los corredores de bienes raíces o a 
los desarrolladores privados, liberando así los terrenos para la construc­
ción de edificios de departamentos.

En el caso de los vecinos tradicionales que continúan en sus colonias, la 
llegada de nuevos pobladores generó problemas en la dotación de agua y 
energía eléctrica, se saturaron las vialidades ante la mayor presencia de 
automóviles y los lugares de estacionamiento escasearon, con lo cual se 
modificó no solo el paisaje sino también la dinámica cotidiana de su área 
de residencia (por el aumento de la circulación vehicular, sobre todo). Por 
otro lado, las organizaciones demandantes de vivienda, que han actuado 
en el territorio del Distrito Federal y en los municipios conurbados en 
busca de un lugar digno para vivir (Movimiento Urbano Popular 
—MUP— y Asamblea de Barrios), también se vieron peijudicadas por la 
aplicación del Bando 2, por lo que solicitaron, ante las autoridades de la 
ciudad, el respeto a lo establecido en el Plan de Desarrollo Urbano, que180
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les autoriza a construir sus viviendas en las delegaciones periféricas del 
Distrito Federal, donde, a base de una larga y difícil gestión, han confor­
mado ciertas reservas de suelo para edificar sus viviendas.

De todos los sectores, el que quizá resultó más peijudicado con la 
aplicación del Bando 2 fue la población de escasos recursos que quedó 
fuera de una opción habitacional. Así, aunque a través del INVI se aten­
dió a los sectores más necesitados que ya habitaban las zonas centrales, y 
los desarrolladores privados tuvieron como clientela a la población de los 
sectores medios, no existe una opción real para la población mayoritaria 
que requiere vivienda y que no entra en ninguna de estas dos opciones. 
De ahí se puede afirmar que la aplicación del Bando 2 tuvo un efecto 
negativo en este sector.

En otras palabras, sostenemos que el efecto más directo de la aplica­
ción del Bando 2 fiie el encarecimiento del suelo en las delegaciones cen­
trales, lo que contribuyó a la salida masiva de la población de menores 
recursos que no cuenta con el capital suficiente para hacerse de una vi­
vienda en las zonas mejor equipadas y servidas del Distrito Federal. El 
desplazamiento de la construcción de viviendas de interés social hacia el 
estado de México constituye, probablemente, uno de los mayores efectos 
indeseables del Bando 2, ya que su aplicación ha sido uno de los elemen­
tos inductores de la urbanización periférica en los municipios conurba- 
dos, en años recientes.

Efectos demográficos del Bando 2 a nivel metropolitano 

En el Distrito Federal

Como se ha señalado, el Bando 2, entre sus objetivos fundamentales, plan­
teó revertir el proceso de despoblamiento de la Ciudad Central17. De 
alguna manera, se puede decir que sí lo consiguió, ya que, al analizar los

17 Como señalamos al principio del capítulo, el proceso de despoblamiento no afecta solo a 
la Ciudad Central: delegaciones como Azcapotzalco, Gustavo A. Madero, Iztacalco y 
Coyoacán han registrado también una importante pérdida de población, y, sin embargo, 
no cuentan con una política de redensificación como la del Bando 2.
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datos que arrojan las fuentes de información del Instituto de Estadística, 
Geografía e Informática (INEGI) —censo de 2000 y conteo de 2005—, 
tenemos que la tasa de crecimiento anual de la población pasó de -1,32 
en el período 1990-2000, a -0,16 de 2000 a 2005. Es decir, se registra un 
freno en el proceso de despoblamiento de las delegaciones centrales, aun­
que Benito Juárez yVenustiano Carranza continuaron presentando tasas 
de crecimiento negativo (-0,27 y -0,60 respectivamente).

Cuadro 3. Delegaciones centrales: población y vivienda; diferencia y tasa de 
crecimiento media anual (2000-2005)

Población Viviendas
2000 2005 Diferencia TCMA* 2000 2005 Diferencia TCMA*

Benito Juárez 360.478 355.017 -5.461 -0,27 113.741 114.636 895 0,14
Cuauhtemoc 516.255 521.348 5.093 0,18 147.181 í 49.755 2.574 0,31
Miguel Hidalgo 352.640 353.534 894 0,05 94.475 98.868 4.393 0,82
Venustino Carranza 462.806 447.459 -15.347 -0,60 116.986 114.514 -2.472 -0,38
Ciudad Central 1’692.179 1’677.358 -14.821 -0 ,16 472.383 477.773 5.390 0,20
*  Tasa de crecimiento media anual de la población. Se utilizó la formula de crecimiento geométrico y se
cor rigió el período intcrccnsal de acuerdo con la fecha de levantamiento.
Fuentes: Instituto Nacional de Estadística, Geografia e: Informática (2001; 2006),

Si bien ha habido un aumento neto de 115.677 habitantes en el Distrito 
Federal, en este período de cinco años, la Ciudad Central tuvo una pér­
dida de 14.821 habitantes, en tanto que se dio un incremento de 130.498 
habitantes en las delegaciones no centrales (ver Cuadro 3).

En el caso de la vivienda, se observa que las tasas de crecimiento son 
positivas y superiores a las registradas por la población en ese período. El 
incremento absoluto para el total del Distrito Federal fiie de 155.779 uni­
dades, la Ciudad Central tuvo un aumento de poco más de 26 mil vivien­
das entre 2000 y 2005, mientras que las demás delegaciones incrementa­
ron su parque habitacional en 128.372 unidades (ver gráficos 4 y 5).
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Gráfico 4. Población (2000-2005)
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Fuentes: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (2000; 2005).

Grafico 5. Viviendas 2000-2005
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Fuentes: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (2001; 2005).

183



René Flores Arenales y María Teresa Esquivel Hernández

Evidentemente, estos datos no revelan, en su totalidad, el impacto que ha 
tenido la aplicación del Bando 2 en la Ciudad Central; sin embargo, sí 
podemos identificar el cambio que se ha registrado en el tipo (clase) de 
vivienda en ese lapso18. La modalidad de actuación que han tenido tanto 
el INVI como los promotores privados ha sido la producción de un gran 
número de departamentos en edificios, precisamente en predios que 
antes fueron una vivienda o un pequeño conjunto de viviendas (vecin­
dades), dando lugar al reciclamiento de suelo en las zonas centrales y a una 
utilización más intensa de este.

Los datos revelan que los departamentos como clase de vivienda aumenta­
ron en las cuatro delegaciones centrales, aunque el mayor incremento fue 
en Miguel Hidalgo y Venustiano Carranza; por su parte, las casas indepen­
dientes y, en general, las otras formas de habitación registraron un incre­
mento porcentual negativo de 2000 a 2005, con una reducción neta de 
22.281 unidades; mientras que los departamentos se incrementaron a una

Los censos de población y vivienda definen a la vivienda particular como aquella desti­
nada al alojamiento de una o más personas que forman uno o más hogares. Los tipos o 
clases de viviendas se clasifican en: casas independientes, departamentos en edificios, 
viviendas en vecindades, cuartos en azoteas, locales no construidos para habitación, vivien­
das móviles y refugios.

18
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tasa de 3,2%, que en números absolutos representa 43.733 viviendas de 
este tipo (ver Gráfico 6 y Cuadro 4).

Cuadro 4. Ciudad Central y delegaciones 
centrales: clase de vivienda e incremento 
porcentual (2000 y 2005)

D e le g a c ió n 2 0 0 0 2 0 0 5 In c re m e n to
p o rc e n tu a l

Casa independiente
Benito Juárez 30.928 26.951 -12,9
Cuauhtemoc 20.929 17.282 -17,4

Miguel Hidalgo 29.950 25.308 -15,5
V, Carranza 50.065 40.050 -20,0

Ciudad Central 131.872 109.591 -16 ,9
Departamento en edificio

Benito Juárez 72.439 79,507 9,8
Cuauhtémoc 100.470 113.682 13,2
M iguel Hidalgo 42.326 54.079 27,8
V. Carranza 44.455 56.195 26,4
Ciudad Central 259.690 303.463 16,9

Vivienda o cuarto en  vecindad
Benito Juárez 5.237 4.860 -7,2
Cuauhtemoc 16,495 13,131 -20.4
Miguel Hidalgo 18.313 17.390 -5 ,0
V Carranza 17.605 15.524 -11.8
Ciudad Central 57.650 50.905 -11 ,7

Vivienda o cuarto en azotea
Benito Juárez 2.351 í .473 -37,3
Cuauhtemoc 3.617 2.790 -22,9
Miguel Hidalgo 1.028 769 -25,2
V  Carranza 732 575 -21,4
Ciudad Central 7.728 5.607 -27 ,4

Fuentes: Instituto Nacional de Estadística, Geografía 
e Informática (2001; 2006).
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Es importante señalar que, a nivel habitacional, el efecto que trajo consigo 
el Bando 2 se verá reflejado con más claridad en el censo de población de 
2010, aunque se puede estimar que, tan solo entre 2005 y 2006, más de 200 
mil personas llegarán a vivir a las cuatro delegaciones del centro de la capi­
tal, en 56 mil viviendas de las más de cien mil que se construyen en la ciu­
dad; y de ellas, se calcula en 26 mil viviendas las construidas por inversio­
nistas privados. De ahí que se pueda considerar al Bando 2 como el res­
ponsable del mayor auge inmobiliario en la historia del Distrito Federal, ya 
que ni siquiera tras los sismos de 1985 se llegó a edificar tal cantidad de 
viviendas. No obstante, como ya señalamos antes, uno de los mayores efec­
tos de la aplicación del Bando 2 fue el encarecimiento del suelo y, en con­
secuencia, la expulsión de capitalinos hacia el estado de México, eviden­
ciando, en su instrumentación, la falta de visión metropolitana.

En la ZM VM

186

Si bien la altísima oferta de vivienda de relativamente bajo costo que se 
produjo en los municipios metropolitanos del estado de México ya se 
presentaba desde la segunda mitad de los años noventa, independiente­
mente del Bando 2, con la implementación de este en el Distrito Federal 
y la política de construcción de viviendas del Gobierno Federal en el 
sexenio 2000-2006, la mayor parte de la construcción de vivienda den­
tro de la ZMVM se desplazó al estado de México, en gran medida como 
respuesta a las necesidades de vivienda de muchos capitalinos que, al no 
encontrar un lugar para vivir dentro de la ciudad capital, optaron por 
cambiar su entidad de residencia. Esto propició que algunos municipios 
conurbados, como Ghicoloapan, Ixtapaluca y Tecámac, aumentaran de 
forma espectacular las tasas de crecimiento, tanto de su población como 
del número de viviendas en su territorio, en gran medida gracias a las 
personas y grupos familiares que cambiaron su residencia del Distrito Fe­
deral hacia esos municipios.

Actualmente, la población de la ZMVM asciende a 19.23 millones de 
habitantes, distribuidos en 16 delegaciones del Distrito Federal y 59 mu­
nicipios del Valle de México (58 pertenecientes al estado de México y 
uno al estado de Hidalgo), de los cuales alrededor de cuarenta se encuen­
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tran efectivamente conurbados con la ciudad de México. En términos 
porcentuales, la mayor parte de esta población, el 54,4%, habita los muni­
cipios mexiquenses, mientras que 45,4% reside en el Distrito Federal, y 
solamente el 0,3% vive en Tizayuca, Hidalgo.

Desde siempre, la migración, tanto de entrada como de salida, ha sido 
un factor muy importante para la conformación demográfica de la 
ZMVM. No obstante, es importante señalar que para analizar y cuantifi- 
car el flujo migratorio de esta zona existe una fuerte limitación en la 
potencialidad informativa de las fuentes de datos. Por ejemplo, los censos 
de población estaban orientados a identificar la migración por entidad 
federativa y no era posible reconstruir los intercambios migratorios a 
nivel municipal. A partir del censo de 2000 se comenzó a proporcionar 
información sobre los flujos migratorios a nivel de delegaciones y muni­
cipios, pero en el II Conteo de Población y Vivienda 2005 nuevamente 
se tienen muchas de las limitaciones de los ejercicios censales anteriores 
a 2000. No obstante, intentamos un acercamiento al fenómeno migrato­
rio con la finalidad de identificar el posible impacto que el Bando 2 tuvo 
en la dinámica de distribución de la población metropolitana.

Entre 2000 y 2005, la población que salió (emigrante) de los munici­
pios conurbados que pertenece al estado de México fue aproximadamen­
te de 225 mil personas, y la que llegó (inmigrante), de 375 mil, es decir, 
llegaron 150 mil personas más de las que salieron (ver Cuadro 5).

Cuadro 5. Migración de la ZMVM (2000-2005)
Z M V M E m ig ra c ió n In m ig ra c ió n S a ld o  n e to
Total ZM VM 717.323 571.036 -146.287
Distrito Federal 491.199 187.808 -303.391
58 conurbados del estado de M éxico 225.032 374.890 149.858
Tizayuca, Hidalgo’* 1.092 8 338 7.246
P o rc e n ta je  resp ec to  d e  la  Z M V M
Total ZM VM 100,00 100,00
Distrito Federal 68,48 32,89
58 conurbados del estado de M éxico 31,37 65,65
Tizayuca, Hidalgo* 0,15 1,46
*Estimación propia a partir de la información del II Conteo 2005. 
Fuente: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (2001).
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En términos generales, la ZMVM presenta un saldo migratorio negativo, 
a pesar de que tanto en el estado de México como en el municipio de 
Tizayuca la entrada de población es mayor que la salida. Esto se debe a 
que el Distrito Federal todavía muestra un fuerte proceso de expulsión 
de población, que lo llevó a sufrir una pérdida neta de poco más de 303 
mil personas, lo que puede relacionarse, fundamentalmente, con la falta o 
encarecimiento del alojamiento o vivienda, el aumento de los precios del 
suelo urbano y el cambio en el uso del suelo, de habitacional a comercial 
y de servicios. A lo anterior se debe agregar el alza de los precios y tari­
fas de los servicios públicos —como agua, predial y energía eléctrica- y su 
efecto en los costos de la vida cotidiana.

A nivel del Distrito Federal, las delegaciones que recibieron una ma­
yor cantidad de inmigrantes son Iztapalapa (16,1%), Gustavo A. Madero 
(13%), Miguel Hidalgo (9,5%), Cuauhtémoc (8,9%) y Benito Juárez 
(8,5%). Como se puede ver, tres de las delegaciones centrales se encuen­
tran entre las de mayor atracción de población, lo que daría la impresión 
de que la política de repoblamiento de la Ciudad Central implementada 
por el Gobierno del Distrito Federal tuvo éxito, por lo menos a nivel 
demográfico.

Por otra parte, el principal destino de las personas que salieron del 
Distrito Federal fue algún municipio del estado de México. Práctica­
mente el 60% se dirigió hacia esa entidad; y le siguen, en orden de 
importancia, pero con porcentajes mucho menores, Querétaro, Hidalgo, 
Morelos, Veracruz y Puebla, que recibieron a entre 4,2 y 3,3% de los 
habitantes que salieron del Distrito Federal. Esto queda más claro al seña­
lar que durante el lustro 2000-2005, de los cerca de 375 mil inmigrantes 
que se establecieron en los municipios del estado de México que son 
considerados parte de la ZMVM, prácticamente el 69% provino del 
Distrito Federal, seguido de porcentajes mucho menores procedentes de 
Veracruz, Puebla, Oaxaca e Hidalgo.

La influencia que tiene la búsqueda de vivienda en este proceso es 
innegable, sobre todo si tomamos en cuenta que los flujos recientes de 
emigrantes del Distrito Federal hacia los municipios conurbados del esta­
do de México están compuestos por parejas jóvenes que salen del 
Distrito Federal para buscar mejores condiciones de vida y una vivienda.
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En relación a las acciones (créditos) de vivienda aplicadas en los munici­
pios conurbados a la Ciudad de México, según información proporcio­
nada por la Comisión de Vivienda (CONAVI), tenemos que, en total, de 
2000 a 2005, se ejercieron 268.858 acciones19; el mayor número se regis­
tró en el año 2003, para luego iniciar un descenso (ver Gráfico 7).

Gráfico 7. Municipios conurbados: acciones de vivienda (2000-2005)

Fuente: Comisión Nacional de Fomento a la Vivienda (CONAFOVI). Estadísticas de Vivienda, 
2000-2005.

Cuadro 6. ZMVM: municipios con las tasas
más altas de crecimiento anual de la población
(2000-2005)

M u n ic ip io T C M A
2 0 0 0 - 2 0 0 5

Chicoloapan 14,90
Tecámac 8,26
Huehuetoca 8,10
Cuautitián de Rom ero Rubio 6 ,8 6
Ixtapaluca 6,69
Tezoyuca 5,40
Zumpango 4,51
Acolman 4,14

Fuentes: Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática
(2001; 2006).

19 Las acciones de vivienda no corresponden en su totalidad a vivienda nueva, también pue­
den aplicarse a vivienda usada o a mejoramiento de vivienda. Sin embargo, la mayoría sí 
tiene ese destino. 189
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Los municipios conurbados donde se ejercieron los mayores porcentajes 
de acción de vivienda fueron Cuautitlán Izcalli (15%),Tecámac (12,7%), 
Ixtapaluca (10,7%), Ecatepec (8,9%),Tultidán (8,1%), Cuauddán de R o­
mero Rubio (7,4%) y Chicoloapan (6,5%). Municipios que, en conjun­
to, suman 195.686 acciones, es decir, 69,5% del total ejercido en los mu­
nicipios conurbados.Sin duda, uno de los factores que ha incidido en este proceso de redis­
tribución de la población en la ZMVM es la implementación del Bando 
220. En el Cuadro 6 se pueden apreciar las altas tasas de crecimiento 
poblacional de algunos municipios, en los que se produjo una gran can­
tidad de viviendas de interés social, dando lugar a grandes ciudades dor­
mitorio y espacios segregados, donde su población enfrenta dificultades 
para vincularse a la gran ciudad. La vida cotidiana de miles de familias 
que han salido del Distrito Federal en busca del acceso a una vivienda 
que esté dentro de su presupuesto se ha visto afectada, teniendo que rea­
lizar grandes inversiones, tanto en recursos como en tiempo, para traba­
jar en algún punto de la metrópoli21. De esta forma, la nula coordinación 
que el Distrito Federal mantuvo con el estado de México en materia de 
vivienda favoreció la proliferación de grandes conjuntos de vivienda de 
interés social en la periferia metropolitana.

Consideraciones finales: el Bando 2 y la distribución territorial 
de la población en la ZMVM

La aplicación del Bando 2 ha sido objeto de diversas críticas. Entre ellas, 
que se trató de una disposición sin fundamento legal22. Además, inicial­

20 Para Alfonso Iracheta, el Bando 2 fracturó más a la zona metropolitana, ya que, argumen­
ta: “[e]l haberlo emitido sin un acuerdo con el estado de México es grave, porque la 
demanda de suelo se trasladó a otras zonas que fueron los municipios vecinos” (.Reforma, 
julio 12,2005).

21 Al respecto, sugerimos la revisión de dos trabajos de Esquivel (2004; 2006) que profundi­
zan en el tema.

22 En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en el Estatuto de 
Gobierno no se plantea como atribución del jefe de Gobierno del Distrito Federal emi­
tir bandos; las únicas instancias que tienen esta capacidad son los ayuntamientos, la Cámara 
de Diputados y la Asamblea Legislativa.
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mente, el bando no formó parte de ningún programa de desarrollo urba­
no23 24, aunque sí se sirvió de ciertas normas y conceptos ya elaborados para 
definir su contenido y asegurar su viabilidad (Cid del Prado, 2006).

No podemos negar que su aplicación contribuyó a frenar el despo­
blamiento de la Ciudad Central; incentivó la inversión inmobiliaria en un 
espacio que a lo largo de la historia de la ciudad ha sido el mejor abaste­
cido de equipamiento e infraestructura; brindó a una parte de la pobla­
ción de menores recursos la oportunidad de resolver su problema habi- 
tacional, al adquirir una vivienda del INVI; y permitió a las clases medias 
y altas regresar.a un espacio urbano que se ha valorizado; además de que 
ofrece una diversidad de ventajas de localización.

No obstante, sostenemos que con la gran cantidad de departamentos en 
edificio construidos en la Ciudad Central, no se ha logrado hacer ciudad2\  
ya que estas zonas no cuentan con la capacidad para atender la demanda de 
vialidades, equipamiento y servicios de sus nuevos pobladores. Al mismo 
tiempo, los nuevos edificios han roto la imagen urbana de estas colonias y 
su población no se ha podido insertar al barrio ya existente.

El encarecimiento del suelo también ha incidido en el incumplimien­
to de otro de los objetivos del Bando 2, que hace referencia al control del 
crecimiento urbano en zonas de conservación y de recarga acuífera. Así, 
la ocupación clandestina de zonas de conservación sigue siendo la única 
opción para vivir dentro del Distrito Federal para la población de meno­
res recursos que no pudo acceder a una vivienda del INVI. Esta nueva 
modalidad de ocupación no tiene las magnitudes que se venían presen­
tando en la década anterior, y ahora se trata, más bien, de invasiones “hor­
miga” en zonas de protección cuyos efectos son igualmente negativos pa­
ra el desarrollo urbano y la sustentabilidad de la ciudad.

23 En diciembre de 2003 se aprobó el Programa de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, 
donde el Bando 2 se mantiene como estrategia de ordenamiento del territorio de la capi­
tal del país, a pesar de que, desde su formulación y en las consultas públicas, ha sido cues­
tionado por los diversos sectores.

24 Entendemos aquí como “hacer ciudad” el que la nueva vivienda se constituya en un ele­
mento estructurador del desarrollo urbano, esto es, que su construcción permita la orde­
nación del territorio y de los usos del suelo, y que sea factible su integración al resto de 
la ciudad, no solo física, sino también social y culturalmente.
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Por otro lado, ya se pueden observar signos de sobreoferta en el mer­
cado inmobiliario de la zona central del Distrito Federal, y también en 
algunos de los municipios del estado de México. Sin embargo, se deja en 
manos de la iniciativa privada la libertad para decidir, bajo la lógica de las 
leyes del mercado y la ganancia, sobre la estructura territorial de la 
Ciudad de México y de la metrópoli en su conjunto.

Consideramos que la mayor debilidad del Bando 2 fue su falta de visión 
metropolitana y, por lo mismo, su mayor efecto negativo probablemente sea 
el aumento de los niveles de segregación social, como resultado de la espe­
culación del suelo urbano e inmobiliaria en las delegaciones centrales, 
donde los altos precios del suelo y de la vivienda tienden a expulsar a los 
sectores pobres, negándoles su derecho a la ciudad y orillándolos a buscar 
una vivienda alejada y desvinculada del espacio metropolitano.

Finalmente, la inviabilidad de continuar con la aplicación del Bando 2 
fiie reconocida a nivel gubernamental cuando Marcelo Ebrard asumió el 
cargo de jefe de Gobierno del Distrito Federal. En su lugar se busca pro­
mover la producción de vivienda en zonas donde se cuente con servicios 
suficientes y exista demanda de sitios por habitar, siempre con la condi­
ción de proteger el suelo de conservación.
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Santa Fe como una 
nueva forma de producción 

del espacio urbano1

Margarita Pérez Negrete1 2

Introducción

C uando en la Ciudad de México se materializan los cambios que 
imprime el proceso de globalización, emergen espacios que ex­
presan una nueva forma de producir la ciudad. Se introduce una 
fórmula en la que la relación entre los ámbitos público y privado se con­
juga en la organización del territorio, con consecuencias importantes en 

la manera en que las personas viven, laboran, se desplazan y, más aun, se 
interrelacionan. Las siguientes líneas buscan dar cuenta de la emergencia 
y funcionamiento de una zona que ilustra esta nueva forma de producir 
la ciudad. Se trata del caso del megaproyecto Santa Fe, que ha sido con­
cebido como el resultado de un proyecto político de corte neoliberal que 
se instauró en el país a finales de la década de los ochenta. El paso de una 
matriz estadocéntrica a una de corte mercadocéntrico implicaba la ins­
trumentación de diversas propuestas que sugerían el “achicamiento” del 
Estado y, por ende, de sus funciones. La participación en este esquema de 
un sector privado cada vez más dinámico y con mayor capacidad de ges­
tión frente a las políticas gubernamentales marcó decisivamente la pues­
ta en marcha de ciertos proyectos de planeación urbana. Es el caso de 
Santa Fe, donde es claro cómo lo privado entra al juego de lo púbico en 
la misma redefinición de ciudad.

1 Los datos e información que se presentan en este capítulo son parte de una investigación 
más amplia publicada por Pérez Negrete (2010).

2 Posdoctorante del Centro de Estudios Superiores en Antropología Social, México DE 195
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En un primer apartado se presentará una reconstrucción del proceso 
de creación del megaproyecto, desde la perspectiva de los planeadores y 
de las personas que estuvieron involucradas en su surgimiento, haciendo 
especial hincapié en el referente ideológico del pensamiento neoliberal 
que impulsó y motivó la acción de los planeadores. El papel de los acto­
res, así como el marco institucional en el que operaron, es crucial para 
entender el contexto en el que surgió Santa Fe.

Un segundo apartado ilustra la manera en que el carácter de lo priva­
do va tomando forma en la redefinición de la ciudad. Santa Fe refleja, en 
todo caso, un parteaguas en la manera en que se realizan los acuerdos entre 
el Gobierno y la sociedad, mostrando, a partir de las evidencias presenta­
das, la forma en que el sector privado acaba por marcar la huella de su 
hegemonía en tales acuerdos. Ello se plasma en el carácter y disposición 
de los elementos arquitectónicos, en el diseño de las calles y avenidas, y en 
los dispositivos y objetos contenidos en la zona. Aquí se recurrirá al aná­
fisis dé la-trama urbana como una herramienta que permite, entre otras 
cosas, descubrir cómo se organiza el espacio en una ciudad o en una parte 
de ella.

El tercer apartado aborda el tema de las repercusiones sociales que 
origina la nueva organización espacial. Como consecuencia lógica de la 
disposición de los elementos arquitectónicos y de los objetos contenidos 
en la zona, se verá cómo las dinámicas sociales tienden a mostrar ciertas 
particularidades en el caso de Santa Fe. Al invertir el diseño urbano, el 
orden arquitectónico prevaleciente en otros espacios de la ciudad, se 
explorarán cuáles son las implicaciones que suscita esta alteración. Dos 
aspectos son fundamentales. Primero, a pesar de que el espacio público 
resignifica sus funciones y adquiere un carácter funcional, las dinámicas 
sociales reproducen las prácticas que son tradicionales en la ciudad, aun 
cuando buscaban eliminarse. El segundo aspecto está relacionado con la 
disposición que, desde el espacio público, proyectan las convenciones 
arquitectónicas. Aspectos tales como las reacciones que producen las for­
mas arquitectónicas en las personas y la manera en que el alineamiento 
de los objetos organiza a los individuos en el espacio serán motivo de 
reflexión y anáfisis.
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El origen: el pensamiento neoliberal en la planificación urbana.
Actores e instituciones
El surgimiento de Santa Fe no puede entenderse si no es a partir de las 
ideas y del proyecto político y económico que tomó fuerza en el mo­
mento en que esta zona fue concebida. Una serie de políticas de corte 
neoliberal que se instrumentó en el país durante la década de los ochen­
ta marcó profundamente la actividad institucional del gobierno, así como 
las acciones de quienes tomaban decisiones tanto a nivel federal como a 
nivel local. En el caso específico del Distrito Federal, recordemos que, 
todavía en esa década, la regencia3 era designada por la Presidencia de la 
República. Por ello, podría decirse que quienes dirigían el Gobierno de 
la capital pertenecían al mismo grupo de tecnócratas4 que caracterizó al 
equipo político del país. En México, el grupo de tecnócratas empezó a 
ejercer cargos públicos a partir del gobierno de Miguel de la Madrid, es­
pecialmente con la entrada del país al GATT (General Agreement on Tariffs 
and Trade [Acuerdo General sobre Comercio y Aranceles]) en el año de 
1986, y durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, con la firma del 
TLC (Tratado de Libre Comercio). Este grupo ocupó los cargos públi­
cos más importantes del país; se trataba de personas que tenían como sello 
distintivo de su trayectoria el haberse preparado en Estados Unidos bajo 
el influjo del pensamiento neoliberal.

La fortaleza del neoliberalismo como aparato ideológico se fue cons­
truyendo desde los grandes centros mundiales de poder. Los primeros 
gobiernos en el mundo que lo pusieron en práctica fueron los de Estados 
Unidos e Inglaterra, a principios de la década de los ochenta. Al respec­

3 Como se denominaba entonces a la dirección del Gobierno, representada por el PRI 
(Partido Revolucionario Institucional), partido oficial de México que estuvo en el poder 
durante más de setenta años. En el año de 1997 tomó posesión el primer gobierno electo 
popularmente en el Distrito Federal; este se convirtió en una entidad autónoma local con 
gobierno propio —Gobierno del Distrito Federal (GFD)— y dejó de ser una entidad depen­
diente del gobierno federal, como lo era el Departamento del Distrito Federal (DDF).

4 Etimológicamente, la palabra tecnócrata se refiere a un “gobierno de técnicos” o especia­
listas en una materia (tecno = técnica, y krat = fuerza). Es decir, se trata de personas que 
“(...) ejercen un cargo público con tendencia a hallar soluciones apegadas a la técnica o 
técnicamente eficaces por encima de otras consideraciones ideológicas, políticas o socia­
les” (Pérez Negrete, 2010: 57). 197
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to, David Harvey nos relata la manera en que se desplegó todo este apa­
rato ideológico, primero en Estados Unidos e Inglaterra, y después en 
otras partes del mundo. El vuelco neoliberal (neoliberal turn) se consolidó 
a través de diversos y poderosos canales de influencia ideológica que ope­
raron de distinta forma según el país en el que se instaló. En palabras de 
Harvey (2007: 40):

(...)  a través de las corporaciones, los media y  las diversas instituciones 
por las que se constituye la sociedad civil, com o las universidades, escue­
las, iglesias y  asociaciones profesionales. La gran marcha de las ideas neo­
liberales a través de las instituciones que Hayek vislumbró en 1947, la 
organización de los th in k  tan ks  (con fondos y  apoyos corporativos), la 
captura de ciertos segmentos mediáticos y  la conversión de muchos inte­
lectuales a la forma del pensamiento neoliberal crearon un clima de opi­
nión en apoyo al neoliberalismo com o garante exclusivo de la libertad. 
Estos movimientos posteriormente se consolidaron a través de la captu­
ra de los partidos políticos y, finalmente, del poder del Estado5.

De forma tal que la influencia de todo este aparato ideológico marcó, a 
través de las instancias académicas norteamericanas, el accionar del grupo 
en el poder en México durante esa época, y ello iría definiendo, para el 
caso particular que nos ocupa en el DF, el tipo de proyectos urbanos que 
se materializarían en la ciudad. Sin embargo, antes de hablar de Santa Fe, 
es necesario no perder de vista la figura de un personaje clave que estu­
vo involucrado en su origen. Se trata de Juan Enríquez Cabot6, principal 
ideólogo del proyecto, quien perteneció al grupo de tecnócratas del 
entonces regente de la Ciudad de México, Manuel Camacho Solís. De 
igual manera, es indispensable analizar el papel que desempeñó una 
empresa paraestatal del gobierno capitalino de nombre Servimet (Servi­
cios Metropolitanos, S.A. de C.V.) en la creación del megaproyecto. Co­
mo veremos, el funcionamiento sui géneris de esta empresa determinará, 
en el posterior desarrollo de Santa Fe, una serie de dinámicas que nos 
explican por qué el megaproyecto rompe, desde sus inicios, con los meca­

5 La traducción es mía.
6 En otra publicación Pérez Negrete, (2010) abordo con detalle el tema del surgimiento de 

Santa Fe a través de la figura de sus ideólogos e instituciones.
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nismos tradicionales de planeación y con la misma organización del espa­
cio urbano.

Enríquez Cabot llegó como director de Servimet en el año 1987. Aun 
cuando la empresa se había creado desde el año 1977, Enríquez comen­
tó que solo a partir del momento en que la dirigió, se inició un proceso 
de reestructuración por medio del cual empezó a funcionar con criterios 
empresariales. De tal suerte que, desde la perspectiva de los funcionarios 
que lo rodearon y desde la del propio Enríquez, en el momento de su 
reestructuración se convirtió en una entidad autofinanciable que empe­
zó a obtener importantes ganancias. Durante esta época, Manuel Cama- 
cho Solís tenía como preocupación central explorar nuevas opciones de 
desarrollo para la capital. El veía que la economía de la ciudad estaba en 
crisis y había que darle un giro, pues, de ser esta una ciudad orientada 
hacia el sistema de sustitución de importaciones con industrias viejas y 
con grandes obstáculos para poder crecer, era necesario transformar algu­
nos sectores de la ciudad con infraestructura adecuada para atraer inver­
sión nueva. Es decir, en su opinión, era necesario consolidar a la ciudad 
bajo el proyecto político y económico de la globalización,

Para Enríquez Cabot, tomar control de la empresa y hacerla rentable era 
una tarea que veía con entusiasmo. El argumento central que utilizó para 
ganar la anuencia del equipo del regente Camacho Solís, y especialmente el 
de Pedro Aspe7, fue que si Servimet no había pagado impuestos durante casi 
diez años de funcionamiento, podría empezar a pagarlos al transformarse en 
una empresa líquida. Como él mismo me lo comentó en una entrevista:

(...) si yo reestructuro la empresa y  te pago los impuestos que te debo, tú 
me dejas operar com o una empresa líquida y  me nombras contralor, me 
nombras a un miembro del Consejo. Pero me vas a dejar operar no bajo 
las reglas burocráticas, me vas a dejar operar bajo las reglas de una empre­
sa privada (...) (Ex director de Servimet, entrevista, 1988-1994).

Las intenciones que estaban detrás del éxito de cada proyecto que buscó 
instrumentarse en la Ciudad de México durante esta etapa daban cuenta 
de la convicción personal y de la profunda creencia, tanto de Enríquez

7 Secretario de Hacienda y Crédito Público. 199
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como de otros planeadores, de que las pautas que marcaron el buen fun­
cionamiento de los proyectos donde fueron instrumentadas se harían ex­
tensivas al caso mexicano. Según Enríquez, en aquella época se contaba 
con tres puntos básicos para poder crecer en la ciudad: un área en 
Xochimilco, otra en Iztapalapa y otra en Santa Fe. Con el dinero que se 
empezó a generar en esta última no solo se reestructuraron las primeras 
dos áreas sino que se incorporaron nuevos proyectos a la ciudad, como el 
Museo del Niño, la reestructuración del Auditorio Nacional y la reforma 
del Zoológico de Chapultepec. Así, Santa Fe, además de surgir como un 
enclave global, se convirtió en el detonante de otros proyectos importan­
tes para la ciudad.

En el año 1988, el nuevo Gobierno marcó un completo proceso de 
reestructuración en la vida de la empresa paraestatal. El proceso de urba­
nización de la zona de Santa Fe se convirtió en la actividad más rentable 
y productiva de Servimet. La incorporación y administración de 1.146 
hectáreas de terreno, que incluían 160 hectáreas para la construcción de 
un vaso regulador de aguas en el área, le confirieron a esta empresa una 
dinámica que le permitiría apuntalar proyectos estratégicos para la ciu­
dad. En este período, la entidad alcanzó un alto nivel de rentabilidad y 
autosuficiencia que le permitió, como se había previsto desde su reestruc­
turación, operar sin recurrir al presupuesto de la ciudad.

Por ello, la peculiaridad de Santa Fe como un desarrollo único en su 
género está marcada por su origen: surgió bajo el paraguas de una empre­
sa paraestatal que operaba como empresa privada. Este es un elemento 
central del que parte la explicación de por qué Santa Fe es diferente del 
resto del contexto urbano, pues los terrenos del desarrollo son jurídica­
mente de carácter privado, pero entran al juego de lo público. Entonces, 
definir qué pertenece a la esfera pública y qué a la privada resulta, desde 
este punto de vista, una tarea que entra al ámbito de lo ambiguo.

Otros aspectos irán marcando su ulterior desarrollo. Aun cuando la 
zona del megaproyecto se encuentra enclavada en dos delegaciones 
-Cuajimalpa y Alvaro Obregón—, hasta el momento, ninguna de ellas ha 
tenido una injerencia directa en su administración, ni ha aportado recur­
sos, como ocurre con cualquier otra zona del DF. Como lo comentó un 
exfuncionario de Servimet:
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(...)  es algo atípico,porque el dueño de los terrenos, el dueño de la zona 
es Servimet, es una empresa paraestatal, y  como empresa tiene fines de 
lucro, por eso el Gobierno la crea, para tener un brazo económico, pues, 
por definición, el Gobierno como tal no tiene como objetivo de lucro, 
no puede ganar dinero (...). Servimet es prácticamente la dueña de todo 
esto, el Gobierno no le puede meter dinero a una empresa privada por­
que técnicamente esto es un desarrollo privado, entonces en las calles, el 
alumbrado, etc., todo lo tiene que dar [suministrar] el que vende, comer­
cializa y hace el urbanismo, entonces por eso aquí no hay policías, está la 
seguridad privada -Policía bancaria e industrial- pagada por la asociación 
de colonos, que es la que realmente financia todo esto (Ex funcionario 
de Servimet, entrevista 2000-2002).

De forma tal que Santa Fe es la única zona de la ciudad que no está admi­
nistrada por alguna delegación política del DF, y ante el posterior proce­
so de liquidación en que cae Servimet, la Asociación de Colonos (ACSF) 
del lugar ha tomado completo control de la zona. Lo que presenciamos 
entonces es un continuo proceso en el que una situación atípica -como 
lo es la concepción misma del megaproyecto bajo el paraguas de una 
empresa paraestatal que entra en fase de liquidación— conlleva a una suce­
sión de irregularidades en las que un grupo organizado, el de los colonos, 
hace de Santa Fe una zona con gran capacidad de gestión por parte de 
quienes la ocupan.

En efecto, los logros colectivos de quienes viven o trabajan en el lugar 
se han obtenido por la fuerza misma de su asociación. A diferencia de 
otras asociaciones vecinales en el Distrito Federal, la ACSF surgió con 
características peculiares, por tratarse de una zona especial. En primera 
instancia, porque tenía que afirmarse frente a la laxitud de las funciones 
en que incurrió Servimet, que supuestamente la administraría; en segun­
do lugar, porque quienes tienen mayor poder dentro de esta organización 
vecinal, paradójicamente, no son quienes ahí residen, como ocurre con las 
organizaciones vecinales tradicionales de la ciudad, sino los grandes cor­
porativos cuyo poder de gestión frente a la autoridades descubre ciertos 
privilegios en sus negociaciones.

En la medida en que Santa Fe ha sido una zona que desde sus oríge­
nes no ha estado controlada por los instrumentos tradicionales de admi­
nistración urbana, su proceso de desarrollo ha dependido directamente de
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los mecanismos de influencia política que la ACSF ha establecido sobre 
los distintos niveles de gobierno.

Si bien este organismo se ha ido reestructurando desde su fundación, 
es notable cómo se ha adaptado paulatinamente a los cambios que el ace­
lerado desarrollo de la zona ha experimentado. La mesa directiva, que es 
el órgano central de la asociación, está integrada de una manera plural, 
tanto por gerentes de diversos inmuebles, como por residentes y propie­
tarios de los mismos. El 23 de febrero de 2004 se constituyó un convenio 
entre el GDF (Gobierno del Districto Federal) y la ACSF que establecía 
las bases de colaboración y las condiciones bajo las cuales el Gobierno se 
comprometía a realizar aportaciones bimestrales de recursos al fideicomi­
so. Con ello, y de manera recíproca, la asociación se comprometía a reali­
zar obras de urbanización, mantenimiento y mejora de la zona.

De esta forma, la ACSF se convirtió en la primera asociación colec­
tiva en México con un sistema de autoadministración privada. Esta pecu­
liaridad ha sido tan efectiva en su organización que inclusive colonias de 
la ciudad de México, como Lomas Altas, Paseo de las Lomas, Lomas R e­
forma, Lomas de Virreyes, Lomas de Vista Hermosa, Lomas de Bezares, 
entre otras, aun cuando no pertenecen al área de Santa Fe, han acudido 
a la asociación para ejercer presión ante las autoridades por el fuerte 
incremento al impuesto predial. Es decir, el poder de gestión de la aso­
ciación ha servido como plataforma para que otros grupos puedan ser 
visibles ante las autoridades.

De forma tal que, en el proceso por el que Santa Fe se ha conforma­
do como una zona de vanguardia dentro del contexto capitalino, la par­
ticipación e influencia de determinados actores e instituciones ha ido 
definiendo, en buen grado, el carácter y la forma en que se redefine la 
ciudad. Si, como se plantea en el siguiente apartado, la representación de 
lo privado se reafirma por encima de lo público, veamos de qué manera 
se traduce esta realidad en las características y el ambiente construidos.

El carácter de lo privado en la redefinición de ciudad
¿Hasta qué grado la visión del mundo que tienen determinados actores 
se impone en el proceso de producción del espado? El estudio de una
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zona como Santa Fe, que representa un parteaguas en la forma en que se 
venía produciendo el ambiente urbano, permite identificar algunos as­
pectos que hablan de cómo determinados grupos con poder afirman sus 
ideales e intereses en la construcción de la ciudad. Al respecto, Lefebvre 
(1969) argumenta que en el espacio, además de ser este modelado por 
elementos históricos y naturales, subyace un proceso de carácter eminen­
temente político: lejos de ser neutral ha sido, en todo caso, ocupado y 
usado. En este sentido, podemos afirmar que en el proceso de producción 
del espacio urbano se descubre el predominio de intereses y valores que 
generan patrones so ció espaciales constitutivos de la dinámica y morfolo­
gía de la ciudad.

Así, el carácter y disposición de los elementos arquitectónicos, el dise­
ño de las calles y avenidas, y los dispositivos y objetos contenidos en las 
ciudades han sido, desde tiempos inmemorables, instrumentos que refle­
jan los valores hegemónicos de la sociedad, donde el sentido de lo públi­
co y lo privado se va resignificando por la acción y el carácter de los 
acuerdos sociales resultantes. Lo que interesa analizar en esta sección se 
relaciona, precisamente, con la manera en que el resultado de esos acuer­
dos se plasma en Santa Fe.

La trama urbana servirá como punto de partida. Su anáfisis permite 
descubrir cómo se organiza el espacio en una ciudad o en una parte de 
ella. El trazo de las calles, el orden y la disposición de los elementos arqui­
tectónicos, la delimitación entre el espacio público y el espacio privado 
son todos elementos que conforman la trama urbana. En este sentido, se 
trata de un instrumento de gran valía que nos abre la posibilidad de refle­
xionar en torno a la construcción de los imaginarios sociales, en la medi­
da en que permite ver las intenciones que hay detrás del diseño y de la 
planeación de las ciudades.

Desde el punto de vista antropológico, el anáfisis de la trama urbana 
devela cómo se organiza la sociedad en un espacio determinado, cómo se 
agrupan los individuos, de qué manera están dispuestos a convivir con sus 
diferencias sociales. La trama urbana expresa las diferencias entre distintas 
ciudades y también entre diversos espacios de la misma; refleja la crono­
logía en que se construyen los elementos arquitectónicos, habla de su 
geografía y de las culturas que la planean y la ocupan. En pocas palabras, 
la trama urbana es el escenario de una ciudad (Jacobs, 1995: 202). 203
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Un detallado estudio de la trama urbana puede indicarnos, por un 
lado, cómo se organizan los espacios en diferentes ciudades, en relación 
con las prácticas sociales que se establecen en el territorio; y por otro 
lado, dentro de una misma ciudad, permite entender las diferentes formas 
de organización espacial y de ordenamiento territorial que prevalecen al 
interior de ella. El análisis permite, entre otras cosas, observar, estudiar y 
entender el significado social de la organización de los espacios en la ciu­
dad, explorar cuál es la relación que existe entre el régimen político y la 
sociedad. Los valores sociales, estéticos y políticos también se expresan en 
el diseño de la trama urbana. Y su análisis revela las convenciones de las 
calles y su relación con los instrumentos construidos alrededor de ellas: 
“De la misma forma que el sistema circulatorio de las calles forma la ana­
tomía de las ciudad, su estructura representa el orden urbano como un 
todo” (Holston, 1989:123).

De esta forma, un análisis de la trama urbana aplicado en Santa Fe no 
solo devela los acuerdos resultantes entre las autoridades gubernamenta­
les y el sector privado en la producción de nuevas zonas de la ciudad, sino 
que las evidencias expresan la forma en que el sector privado marca la 
huella de su hegemonía en tales acuerdos. Pocas evidencias, como nues­
tra área de estudio, potencian el carácter de lo privado por encima de lo 
público.

Para fundamentar esta aseveración, no hay más que hacer un recorri­
do por los espacios tradicionales de nuestra gran ciudad. Allí podemos 
encontrar la supremacía de lo que Holston (1989) ha denominado el 
“sistema de calles”, que, para él, ha definido la estructura física de las ciu­
dades a lo largo de la historia. Con sus respectivas variantes y rasgos dis­
tintivos para cada estilo y época, este sistema ha caracterizado la plane- 
ación urbana de las ciudades occidentales a lo largo de la historia: Grecia 
y sus colonias durante el siglo V dejaron una importante influencia en 
los romanos, quienes llevaron el sistema al norte de Europa, y después 
este se convirtió en la organización urbana por excelencia en el 
Medioevo tardío y en el Renacimiento. Durante el siglo XVI, los espa­
ñoles y portugueses trasladaron su visión de ciudad hacia América 
Latina, donde establecieron la plaza principal de la ciudad para el domi­
nio de las instituciones más importantes de la Iglesia y del Estado. De 204 esta forma, el modelo de ciudad basado en el “sistema de calles” ha pre-
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valecido en la estructura física de las ciudades, desde el Mediterráneo, 
pasando por Europa del Norte y del Centro, hasta llegar a las ciudades 
de América Latina (Holston, 1989).

Por ello, cuando se habla de la ciudad moderna, como París de Hauss- 
mann, Barcelona de Cerda de finales del siglo XIX, e inclusive cuando se 
habla del ideal de “ciudad abierta” de Jane Jacobs (1961), en los años 
sesenta del siglo XX, o de las ciudades tradicionales latinoamericanas —un 
sincretismo entre dos culturas: la indígena y la española/portuguesa-, 
estamos hablando de ciudades donde el sistema de calles da la oportuni­
dad de pensar en la existencia de espacios públicos de encuentro social: 
banquetas por donde camina la gente, plazas, parques, esquinas de cruce 
peatonal; son todos lugares abiertos en los que coexisten diferentes clases 
sociales, donde se produce la interacción de orden público, en fin, donde 
el encuentro entre la gente es posible.

Generalmente, en un espacio urbano dominado por el sistema de 
calles, se observa a la gente caminado por las banquetas. Las esquinas son 
puntos que posibilitan el encuentro con los transeúntes y con los automo­
vilistas. Las aceras son una suerte de espacio liminal que marca la frontera 
con los escaparates, con las casas, con los edificios, con la vida privada. 
Esperar el transporte colectivo en la banqueta, utilizar una caseta telefóni­
ca en una esquina, e inclusive tener la posibilidad de comprar diarios y 
revistas en los puestos de las esquinas son actividades propias de una ciu­
dad de este tipo.

Si en el sistema de calles los espacios públicos son los que dan forma 
y ayudan a ordenar la disposición de las construcciones y edificios de uso 
privado, en Santa Fe las propiedades privadas son las que van trazando los 
espacios de uso público, que más que para caminar o acoger al peatón, 
están ahí para crear un efecto visual. Y esto es así porque la importancia 
que adquieren las formas arquitectónicas por su singular diseño otorga un 
carácter meramente funcional a los espacios exteriores y circundantes. El 
peso escultural de las formas arquitectónicas privadas resta importancia a 
los espacios públicos, que dejan de ser sitios de encuentro social y se con­
vierten en zonas de tránsito. El ordenamiento de los edificios y de las 
construcciones va marcando su propia alineación sin importar la calle. De 
hecho, las calles no son figúrales, ni determinan las construcciones a su 
alrededor. Las banquetas están delineadas en torno a las formas capricho- 205
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sas de los edificios, porque lo que interesa exhibir es la monumentalidad 
de las construcciones. Estas últimas no están alineadas, más bien, siguen 
una organización espacial anárquica en torno a su diseño.

Las repercusiones sociales de la nueva organización espacial
Como consecuencia lógica de esta disposición, las dinámicas sociales 
tienden a mostrar ciertas particularidades en el caso de Santa Fe. Frente 
a la monumentalidad de lo privado y la irrelevancia de la calle, los meca­
nismos de acceso, vigilancia y control se integran al diseño arquitectóni­
co de manera natural8. Como resultado, asistimos a un conglomerado de 
inmuebles en los que, en todos los casos, la vigilancia detona actitudes y 
comportamientos que le dan cierta particularidad a Santa Fe. Por supues­
to, los sistemas de control y vigilancia no son exclusivos de esta zona, 
también pueden apreciarse en otros puntos de la ciudad; sin embargo, en 
otros rumbos aun coexisten con diferentes inmuebles: casas habitación, 
comercios con escaparates hacia las calles o cafés y restaurantes. En cam­
bio, en Santa Fe no existe una sola propiedad residencial, e incluso nin­
gún edificio de oficinas corporativas, que no tenga un mecanismo de 
control y seguridad en su acceso. Absolutamente en todos los casos es 
necesario pasar por este proceso. Sin estos mecanismos de control Santa 
Fe resulta inconcebible.

¿Qué significaciones adquiere el uso del espacio por quienes lo ocu­
pan? Es claro que un lugar que produce funciones tan disímiles entre sus 
usuarios generará diversas representaciones sobre el mismo. Un acerca­
miento etnográfico a la zona en donde se realizaron entrevistas a nivel 
“interclase” permitió recoger la percepción que cada actor tiene sobre 
el uso y significado del espacio, así como su relación particular con el 
entorno: su situación laboral, de residencia, de legabdad, de pertenencia, 
de clandestinidad, de paso, y el uso particular que se atribuye a los espa-

8 Si bien se argumenta que el incremento de los sistemas de seguridad y los mecanismos de 
control en las propiedades privadas son una respuesta al aumento del crimen y la insegu­
ridad (Caldeira, 2000; Cabrales, 2002) en las grandes ciudades, considero que también sub­
yace una fuerte tendencia a integrarlos al diseño arquitectónico con propósitos estéticos.



cios público y privado desde las expectativas que genera el lugar para 
cada habitante.

El complejo escenario resultante nos muestra que lo que ocurre en 
Santa Fe no sucede en otros espacios de la ciudad. Pero, lo que sus planea­
dores, ideólogos y quienes toman decisiones para la zona no han querido 
que ocurra en la ciudad se reedita en Santa Fe. La misma organización 
interna de los conjuntos arquitectónicos marca determinadas prácticas coti­
dianas en la calle. Por un lado, muy a pesar de la intención de la ACSF y de 
quienes tienen el desarrollo de la zona en sus manos, las prácticas que son 
típicas de la ciudad, como la irrupción de vendedores ambulantes, el esta­
blecimiento de puestos de comida en las banquetas o la presencia de limos­
neros en los semáforos, se reproducen con la misma velocidad como en 
cualquier otro lado de la gran urbe. Y por otro lado, los sofisticados meca­
nismos de acceso y control jerarquizan y reproducen la exclusión social de 
manera sistemática.

Santa Fe como una nueva forma de producción del espacio urbano

Fotografía 1. Sin excepción, todos los in­
muebles en Santa Fe cuentan con acceso 
controlado y  vigilancia privada

Fuente: Margarita Pérez Negrete
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Fotografia 2.
¿Espacios públicos o espacios abiertos?

La búsqueda del espacio público
En efecto, muy a pesar de que gran parte del espacio público fue con­
cebido para uso vehicular9, las actividades callejeras típicas de la ciudad 
se reproducen en determinados puntos de la zona, donde el encuentro 
social en las banquetas y camellones es inevitable. Si bien es cierto que 
aquí se produce una transformación del escenario urbano capitalino, 
también sucede que el uso de las calles y del espacio público en general 
no ha cumplido las expectativas que tenían en mente los planeadores, los 
colonos o los propietarios. Lejos de haberse convertido en una zona 
ordenada y limpia, o de prevalecer en esta una convivencia entre estra­
tos sociales homogéneos, en el espacio público prevalecen prácticas coti­
dianas que rompen con los ideales del megaproyecto: las desigualdades y 
los contrastes sociales se hacen tan evidentes como en cualquier otro 
sitio de la ciudad. Es decir, a pesar de las intenciones de cambio y trans­
formación social que están implícitas en la concepción misma del pro­
yecto, en realidad se trata de una zona que está enclavada y es utilizada 
por una sociedad fuertemente marcada por las necesidades de las distin­
tas clases sociales.

9 A excepción del denominado “Centro de ciudad” que en la actualidad es el único parque 
público de la zona y debajo del cual se está proyectando construir un enorme estaciona­
miento.
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Con la intención de no reproducir algunos males que aquejan a la 
ciudad, la zona fue diseñada como un espacio en el que no se pudieran 
establecer vendedores y comercio ambulante. Al respecto, la ACSF se ha 
encargado de reforzar estos preceptos y ha sido muy clara en señalar que 
deben vigilarse con rigor. Sin embargo, la presencia de los establecimien­
tos es una realidad que ha rebasado las expectativas de los planeadores y 
de la Asociación de Colonos. A pesar de los intentos de estos últimos y 
de las acciones de las autoridades, en conjunción con los intereses de los 
colonos, los puestos ambulantes de comida rápida se han expandido por 
las calles de la zona aparentemente sin ningún control. Pues sucede que 
el personal que labora en los corporativos y en los comercios demanda la 
presencia de estos establecimientos para resolver las necesidades cotidia­
nas de su jornada laboral en el área; la afluencia de empleados y trabaja­
dores continúa siendo un motivo para seguir instalando improvisadamen­
te puestos de comida, ya que a pesar de la existencia de comedores en 
algunas empresas, un buen número de personas asegura que prefiere 
comer en la calle.

Al respecto, ha sido interesante observar cómo una calle, poco a poco, 
ha cobrado importancia por ser, actualmente, una de las que mayor den­
sidad de corporativos tiene, la agrupación de una multitud de empleados 
y trabajadores que se dan cita para almorzar en la vía pública. Entre las 
12:30 y las 15:00 horas del día, se observa la llegada de los proveedores: 
automóviles y camionetas viejas y en muy mal estado. Se estacionan en 
ciertos lugares donde son fácilmente distinguibles por sus clientes, abren 
sus cajuelas y venden paquetes con almuerzos a precios económicos. El 
vehículo está adaptado para cerrar la cajuela justo en el momento en que 
se acercan las patrullas que vigilan el área. Al preguntarle a una propieta­
ria de un puesto de alimentos en la av. Santa Fe sobre por qué exhibe su 
mercancía en la parte trasera de su automóvil, ella respondió: “Tengo que 
estar preparada para cerrar la cajuela, arrancar el vehículo y salir lo más 
rápido que pueda cuando llega la Policía”.

También recorren la zona ciclistas que portan una enorme canasta o 
una caja que contiene tacos en la parte posterior de su bicicleta. Otros 
más se instalan en plena banqueta y sacan un paraguas para protegerse y 
resguardar sus alimentos del sol. Las personas se agrupan alrededor de 
ellos para empezar a comer. Inclusive los mismos policías que hacen vigi- 209
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lancia en la zona, y cuya predilección por estos elementos es igual a la de 
los empleados, se detienen a disfrutar de unos ricos tacos.

Esta escena, tan cotidiana en las calles mexicanas, cobra una singular 
importancia en Santa Fe. La prohibición expresa que existe en la zona 
para la instalación de ambulantes le da un carácter de mayor espontanei­
dad al acto de comer. El grupo de personas reunidas es completamente 
heterogéneo, por su manera de vestir es posible distinguir distintos estra­
tos de la sociedad realizando la misma actividad. Hombres que portan 
traje y corbata, otros que llegan caminando desde su lugar de trabajo, en 
mangas de camisa y corbata; se trata del personal de oficina. Quien labo­
ra en grandes corporativos o importantes oficinas y no porta un traje con 
corbata y viste de manera más casual generalmente realiza labores de más 
baja remuneración, como trabajos de mensajería, de mantenimiento, de 
servicios particulares -chofer, jardinero, limpieza, etc. - . Se trata de un 
grupo muy diferenciado de personas que se aglutinan en un lugar para 
comer y ello habla de un gusto y de un acontecimiento del día del cual 
el mexicano capitalino no puede prescindir.

Es algo paradójico, porque aun cuando algunos grupos como la ACSF 
y las autoridades persiguen insistentemente que no se instale el comercio 
ambulante, también “toleran” la presencia de este tipo de prácticas. Ante la 
ausencia de fondas y establecimientos de comidas económicas en Santa Fe 
-que son comunes en otras partes de la ciudad— y ante la gran demanda 
de los consumidores, cuyas necesidades se suman al gusto por preservar sus 
costumbres alimenticias, la proliferación de establecimientos ambulantes es 
un fenómeno evidente. El panorama se concretiza por la disponibilidad de 
fuerza laboral urbana que ve en la zona una oportunidad para procurarse 
medios de subsistencia en la vía pública. Se trata, pues, de un círculo que 
gira en torno y subsiste gracias a las costumbres y prácticas cotidianas de 
la sociedad.
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Fotografía 3.
En Santa Fe, el peatón no cuenta

Fotografía 4.
Los paraderos de transporte público:
sitios inhóspitos y sin mantenimiento

El espacio liminal: entre lo público y lo privado

Cuando un individuo se sitúa frente a un edificio, ¿qué sensación le pro­
duce? O, en otras palabras, ¿qué relación hay entre lo que proyectan los 
edificios y la disposición de los individuos? ¿Qué reacciones producen las 
formas arquitectónicas en las personas? Las diferentes representaciones 
que se tienen del objeto están asociadas al papel que juegan los indivi­
duos en el espacio, así como a su particular ubicación en el abanico social. 21 1
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Si Santa Fe representa algo como enclave global, esto es la materiali­
zación del discurso de la globalización en una sección de la ciudad, y con 
ello, la manera en que se reflejan los valores de una sociedad a través de 
la arquitectura. Si, en el plano cultural, la globalización significó la instau­
ración de ciertos preceptos -como el de ganancia, oportunidad, indivi­
dualidad, eficiencia y competitividad—, los mismos que se han convertido 
en importantes referentes para evaluar el comportamiento de las perso­
nas en su relación con la sociedad, estos valores también se aplican en la 
arquitectura: el diseño de cada construcción se exhibe con majestuosidad 
en un afán de competir con otros edificios de la zona. La arquitectura 
expresa lo que, a nivel social e individual, se busca transmitir: el poder del 
libre mercado y de la competencia. Al igual que una persona busca pro­
yectar la imagen del éxito a través de su imagen externa y en su interior 
busca incansablemente el confort y una mejor calidad de vida, los com­
plejos arquitectónicos de la zona buscan proyectar una fachada novedosa 
e interiores cálidos y seguros.

Así, quien forma parte del selecto grupo de usuarios, residentes y pro­
pietarios de los inmuebles utiliza los accesos de la manera en que fueron 
planeados, es decir, a través de un automóvil propio y por entradas pre­
ferentes. En efecto, los accesos a todos los inmuebles están diseñados para 
el automóvil, lo que acentúa el aislamiento y la seguridad de los interio­
res. Los corporativos, los edificios residenciales, los restaurantes, e incluso 
los hoteles y centros educativos son como células introvertidas, aisladas 
del contexto urbano. Porque su funcionamiento es interno, les interesa 
organizar una vida cotidiana al interior de los mismos, sin importar el 
exterior. A partir de un acceso local controlado, pueden olvidarse de la 
calle. Las actividades de interacción social de diversa índole se realizan, 
igualmente, en los espacios internos, incluyendo aquellas actividades 
recreativas como correr por áreas verdes o hacer ejercicio.

Como parte complementaria a los sistemas de control, el personal 
doméstico, de servicios y mantenimiento que allí labora es estrictamente 
vigilado en los accesos, para evitar cualquier entrada sorpresiva y procu­
rar una mayor seguridad en los interiores.

Quien solo pasea para mirar las fachadas de los edificios residenciales, 
de los centros de consumo, o de los restaurantes no puede siquiera ima- 

2 1 2  ginar lo que encontrará adentro. Las calles solitarias contrastan abrupta-
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mente con los interiores bulliciosos. Al llegar a un restaurante de nombre 
Guadiana, uno de los más prestigiados de la zona, en el que es necesario 
hacer una reservación o esperar algún tiempo para poder entrar, el espec­
tador se encuentra frente a la entrada de un edificio con acabados de can­
tera y diseño moderno. Su acceso principal, como el de la mayor parte de 
los restaurantes, está diseñado para que el consumidor llegue en automó­
vil. El primer encuentro es con la rampa principal de un edificio monu­
mental, cuyas proporciones hacen que el individuo se sienta diminuto. Al­
gunos hombres que trabajan ahí para recibir el automóvil (conocidos 
como valet parking) abren cordialmente la puerta del conductor para reci­
bir el auto; la entrada requiere de una identificación previa y posiblemen­
te de una mirada selectiva por parte del anfitrión o hostess, para saber si 
es posible ingresar al restaurante. Una vez superado este trámite, el indi­
viduo se topará con un diseño interior de mármoles y canteras, palmeras, 
macetas gigantes de herrería y bullicio. Tanto el diseño de cada edificio 
como sus interiores son únicos, le dictan personalidad al lugar, son espec­
taculares y tienen la intención de sobresalir entre los demás. También la 
presencia del individuo como consumidor del espacio es espectacular. Su 
porte se enaltece al cruzar esta barrera, porque cada persona es fácilmen­
te identificable adentro, como perteneciente a los estratos medios y altos.
En la sociedad mexicana, especialmente en la capitalina, la gente suele 
marcar sus diferencias sociales por la manera en que se viste y por el tipo 
de automóvil que conduce. El simple hecho de estar ahí, vestir de una 
manera casual y cosmopolita -en  fines de semana, con jeans, camisas suel­
tas y ropa casual de marcas de prestigio internacional; entre semana, los 
hombres con trajes de fino casimir y las mujeres con ropa fina, como la 
que suele verse en las revistas de moda y en las calles de los grandes 
barrios internacionales-, y llegar en algún vehículo cuya marca y mode­
lo son costosos genera una distinción social.

Al escuchar las conversaciones de las mesas y entablar conversación 
con la gente, se advierte que la mayor parte de los grupos laboran en los 
corporativos cercanos. También es posible observar extranjeros, especial­
mente norteamericanos, franceses, coreanos y orientales en general.Todos 
ellos se distinguen por un relajado refinamiento y por las formas de dis­
frutar su estancia en el lugar: como si fuera algo de todos los días. En las 
calles que rodean estos restaurantes, las banquetas se encuentran práctica- 2 1 3
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mente vacías, y solo se aprecian algunas sombrillas que resguardan a los 
hombres que reciben vehículos para estacionarlos. No hay bancas para 
que la gente se siente, se aprecian pocos árboles, y no hay paradas de 
transporte colectivo o ningún tipo de mobiliario público como el que se 
ve comúnmente en las calles de la ciudad.

Por otro lado, quienes acceden a los inmuebles de forma peatonal 
generalmente conforman el numeroso y heterogéneo grupo de personas 
que prestan sus servicios para que la zona y el establecimiento funcionen 
adecuadamente. Los accesos principales no han sido diseñados para ellos 
y parece que, en el proyecto original, los planeadores olvidaron que su 
imprescindible llegada demandaría sistemas de transporte colectivo efi­
cientes. La percepción de los diseñadores es comprensible: en nuestro 
país, quienes utilizan el transporte colectivo son las clases populares y por 
ello los paraderos y estaciones están impregnados del ambiente y los ele­
mentos distintivos de la cultura popular: música a todo volumen, venta 
de fritangas y otros antojitos, etc. Algo que sería inconcebible en una zo­
na de vanguardia. Sin embargo, la presencia de esta clase trabajadora es 
indispensable y se reafirma en medio de un sinnúmero de carencias que 
no le garantizan una estancia digna en el lugar. Como resultado, los ya 
existentes mecanismos de control se intensifican.

Una serie de visitas de campo a Torre Latelier, un complejo residen­
cial en Santa Fe, ilustra los procedimientos que se aplican con las perso­
nas que acceden al inmueble y no son residentes. Para un visitante que 
llega en automóvil, su acceso al lugar estará perfectamente controlado y 
monitoreado al detenerse frente a una pluma de acceso distinta a la que 
se abre para los residentes del lugar. Posteriormente, el personal de vigi­
lancia solicita al invitado que le informe a qué edificio y qué departa­
mento se dirige, y a qué persona busca. Después de comprobar, a través 
de un intercomunicador, que el residente autoriza la entrada al visitante, 
se le solicita que se identifique con un documento “oficial” (credencial 
para votar, pasaporte o licencia). Acto seguido, se intercambia este docu­
mento por una tarjeta que se coloca en una parte visible del auto y que 
le da al visitante la identidad de una persona ajena al condominio. Cuan­
do algún proveedor de servicios, como un taxi, un repartidor de pizza o 
algún servicio de entrega particular hace la entrada, los mecanismos de 214 control se intensifican. Después de pasar por el mismo procedimiento
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que los visitantes, se revisa tanto la cajuela del vehículo como los paque­
tes y bolsas que la persona porta consigo. En el caso de los trabajadores y 
empleados domésticos que llegan a pie, al momento de su entrada, pero 
especialmente cuando salen, se someten a una revisión detallada: se abren 
las bolsas personales y se les realiza una especie de “cateo”.

Como es sabido, el sistema de control y vigilancia de Torre Latelier no 
se practica solamente en Santa Fe. Este es característico de muchas otras 
zonas residenciales de la ciudad, como Polanco, Las Aguilas o Las Lomas, 
por mencionar algunas. Sin embargo, la particularidad de las calles de 
Santa Fe como sitios de acceso que privilegian el uso privado del auto­
móvil es que, además, potencian la precariedad del acceso para quienes no 
cuentan con este medio de transporte. Si a ello sumamos que la sucesión 
interminable de edificios monitoreados, supervisados y vigilados hace 
pasar al trabajador cotidiano como un sujeto sospechoso, su indefensión y 
vulnerabilidad se acentúan. Su diminuta e impotente figura se enfrenta 
cotidianamente al poder y majestuosidad de los complejos arquitectónicos 
que están representados por sujetos impersonales que empodera una 
empresa para inquirirlos. De esta forma, los mecanismos de sospecha se 
constituyen en una parte integral del diseño arquitectónico.

A manera de conclusión
A lo largo de estas líneas he realizado una acercamiento a la zona de Santa 
Fe con la intención de dar cuenta de cómo se concibió y cobró existen­
cia un modelo de planeación urbana que habla de una nueva forma de 
producir la ciudad. Pocas evidencias, como nuestra área de estudio, 
expresan la forma en que se potencia el carácter de lo privado por enci­
ma de lo público y ello, desde luego, tiene consecuencias importantes en 
las dinámicas sociales resultantes.

Algo que puede concluirse de lo aquí presentado es que Santa Fe, al 
igual que otras áreas de la ciudad que han sido concebidas bajo fórmulas 
similares, evidencia la emergencia de nuevas formas de producción del 
espacio, que transforman o rompen con los patrones tradicionales de 
urbanización de la ciudad, pero, especialmente, dan cuenta de que la acti­
va participación de la iniciativa privada como principal protagonista y 2 1 5
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conductor de los procesos de desarrollo urbano, al actuar dentro de los 
límites que impone su misma naturaleza especulativa, lejos de producir 
lugares más equitativos, refimcionaliza el discurso de la diferencia.

En efecto, la puesta en marcha del megaproyecto revela la emergencia 
de una serie de realidades típicas de la estructura social mexicana que bus­
caban ser eliminadas con el plan, pero, paradójicamente, lejos de suprimir­
se, se han reforzado. Si el surgimiento de Santa Fe buscaba crear una zona 
distinta a otros espacios de la ciudad, libre de desorden, de ambulantes, 
limpia, que no exhibiera los contrastes sociales que existen en México, pa­
ra poder transmitir una imagen de desarrollo, lo que ha ocurrido es exac­
tamente lo contrario. Hemos visto cómo, a través de las prácticas y los 
mecanismos de planeación urbana que se han instrumentado en la ciudad 
y en la zona, las intenciones originales de quienes habían concebido el 
proyecto se revierten. Esto debido a que, independientemente de la efi­
ciencia de los acuerdos pactados per se, en el caso de Santa Fe, al servir a 
los grupos con más poder económico y con más organización en sus in­
tenciones de conformar un tipo de suelo con mayor plusvalía, se acentú­
an las desigualdades típicas del patrón metropolitano.

En esta misma dirección, la presencia de prácticas que son cada vez 
menos disimuladas y más toleradas por parte de quienes deben proscri­
birlo, como lo demuestran los distintos tipos de actividades relacionadas 
con el ambulantaje y con el comercio en la vía pública, se traducen en 
un intento por recuperar las rutinas de la vida cotidiana de las calles que 
están siendo negadas. Asimismo, al requerir de una fuerza laboral que 
recibe bajos salarios, se evidencia la dependencia de las clases populares 
para que la zona opere productivamente.Y así, paradójica y sucesivamen­
te, una zona que busca crear la imagen del primer mundo no puede pres­
cindir de la fuerza laboral de quien vive en condiciones de tercer mundo.

Finalmente, el estudio se refiere a algo que ocurre con el rumbo que 
está tomando el desarrollo urbano a nivel mundial, particularmente en 
sociedades con estructuras socioeconómicas heterogéneas y desiguales 
como la nuestra. Por un lado, vemos que el proyecto político neoliberal 
que busca crear una apertura económica e irradiar una imagen de articu­
lación a nivel global se fortalece; y por otro lado, se consolida una diná­
mica que privatiza paulatinamente la seguridad -incluso en las calles—, y 216 también las formas de sociabilidad. Apertura hacia el exterior y privatiza-
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ción al interior son dos procesos que, en la actualidad, expresan los pro­
blemas inherentes al diseño urbano.

En este proceso, las autoridades políticas, así como los actores sociales 
que ocupan posiciones privilegiadas en la producción del espacio, dejan 
ver cómo se relacionan con el resto de la sociedad y cómo esperan con­
ducir las transformaciones sociales. Como resultado, el diseño de las 
calles, las convenciones arquitectónicas y la naturaleza de los espacios 
público y privado reflejan el interés privado por encima del público, lo 
que refuerza las condiciones de estratificación prevalecientes, en lugar de 
proveer mejoras cualitativas en el interés de la mayoría. Sorprendente y 
paradójicamente, esto se está convirtiendo en una tendencia de la plane- 
ación urbana de la mayor parte de nuestras ciudades, que, a la vez, apues­
ta por consolidar sociedades más democráticas.
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Introducción

E ste trabajo se propone conocer cómo las mujeres viven y perci­
ben su situación de pobreza en asentamientos irregulares de la 
Ciudad de México, espacios donde se han ubicado los sectores 
más desfavorecidos de la ciudad desde hace varias décadas. Nos interesa, 
sobre todo, dar seguimiento a los cambios que han tenido lugar en la últi­

ma década en esos espacios, poniendo énfasis en las relaciones familiares 
de las mujeres, su inserción en el mercado de trabajo, su relación con la 
colonia y sus organizaciones comunitarias. Al mismo tiempo, nos ha pare­
cido importante obtener sus testimonios acerca de cómo ven su posición 
en la sociedad y en el barrio, cómo consideran los cambios sociales referi­
dos al hábitat ocurridos recientemente, tanto en lo que toca a su vida pri­
vada y colectiva como a la acción del Estado para mejorar sus condiciones 
de existencia. Entender cómo se desarrollan las relaciones de género y 
cómo las mujeres enfrentan la pobreza, la desigualdad, la discriminación y 
la violencia constituye, asimismo, uno de los retos trascendentes del estu­
dio que aquí presentamos.

Para llevar a cabo este trabajo se planteó una estrategia de investiga­
ción que consistió en considerar dos asentamientos populares del Distrito 
Federal que habían sido estudiados dentro de un amplio proyecto de 
investigación desarrollado en los años noventa1 2 y comparar algunos de los
1 Centro de Estudios Demográficos Urbanos y Ambientales, El Colegio de México.
2 Este proyecto incluyó dos colonias más ubicadas en la Zona Metropolitana de la Ciudad 

de México y en municipios conurbados del estado de México. Los resultados del estudio
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resultados de ese estudio con los provenientes de la investigación actual. 
El nuevo trabajo de campo debería poner de manifiesto fenómenos 
recientes en los que están inmersas las mujeres de las colonias, con el fin 
de observar los cambios ocurridos en esos asentamientos en un poco más 
de una década.

Las dos colonias seleccionadas fueron Dos de Octubre, en la delega­
ción Tlalpan, y Xalpa, en Iztapalapa3, pero las fuentes de información en 
el caso del proyecto amplio de los noventa incluyeron una encuesta a dos 
mil familias y entrevistas a los líderes más importantes de esas colonias y 
a mujeres militantes de las organizaciones vecinales o que no participa­
ban en las mismas, para conocer sus historias de vida. En cambio, la infor­
mación del trabajo que aquí presentamos es mucho más limitada, por 
razones de tiempo y recursos disponibles, pues proviene solamente de 
talleres realizados en los dos asentamientos con grupos de mujeres, en 
general vinculadas a las organizaciones con las que estuvimos en contac­
to, y de entrevistas en profundidad realizadas a personas seleccionadas a 
partir de los mencionados talleres. Por esta razón, el perfil de las mujeres 
participantes fue más sesgado, en lo que se refiere tanto a sus edades como 
a su vinculación con la organización de vecinos y con el gobierno dele- 
gacional; sin embargo, este estudio cualitativo nos ha permitido reunir 
testimonios valiosos acerca de la vida de las mujeres y sus familias, y po­
ner de manifiesto fenómenos recientes en los que están involucradas.

Las comparaciones llevadas a cabo dentro de un período de más de 
una década nos permitieron observar nuevos fenómenos sociales, o la 
evidente agudización de algunos que ya estaban presentes en el primer 
estudio. Como lo han afirmado algunos autores, introducir el método 
comparativo siempre es relevante en diferentes tipos de estudios sociales, 
ya que permite dar cuenta, entre otras cosas, de fenómenos antes no ob­
servados.

se publicaron en el libro Pobreza, condiciones de vida y salud en la Ciudad de México, , edita­
do por El Colegio de M éxico en 1997.
Las otras dos colonias estudiadas en la investigación anterior fueron María Isabel y Miguel 
Hidalgo, localizadas, respectivamente, en los municipios de Valle de Chalco y de Ecatepec.



Género, pobreza y ciudad

Hábitat, trabajo y pobreza
El entorno en que habitan las personas es un elemento que influye de 
forma determinante en su calidad de vida. Si bien existe bibliografía 
abundante que habla sobre el hábitat, hay muy pocos estudios que han 
incorporado su relación con la problemática de género. Sin embargo, 
observamos que esta es intrínseca al análisis de la urbanización y el hábi­
tat en los países latinoamericanos, ya que los roles y las relaciones de 
género influyen de manera destacada en estos fenómenos sociales 
(Massolo, 1999). Además, muchas de las asimetrías que se dan entre hom­
bres y mujeres son visibles en los espacios públicos, en los barrios y en las 
viviendas de las ciudades (López y Salles, 2004).

La geografía feminista ha intentado comprender las interrelaciones 
que se dan entre el género y el espacio urbano socialmente construido: 
observa que hombres y mujeres perciben, acceden y usan la ciudad de di­
ferentes formas. La vida y las experiencias cotidianas son cualitativamen­
te distintas; no queremos decir, con esto, que las mujeres sean necesaria­
mente “víctimas” en el ámbito urbano, ya que también son actoras del 
mismo, colaborando en la edificación y modificación del entorno en el 
que viven, de acuerdo con sus necesidades (Massolo, 1992). Con el sur­
gimiento de las llamadas colonias populares, las mujeres se incorporaron 
paulatinamente a las asociaciones de vecinos, y se insertaron en la esfera 
laboral, al mismo tiempo que fueron transformando y mejorando los 
espacios de la vida social urbana (Massolo, 1999). Por esto, es importante 
preguntarnos cómo viven las mujeres cotidianamente en su barrio o 
colonia, qué problemas enfrentan y cómo se organizan para resolverlos.

Indudablemente, las mujeres tienen una larga trayectoria al enfrentar y 
resolver sus necesidades de sobrevivencia, por medio de diversas estrategias 
y formas de ayuda mutua en lo que se refiere a la producción y mejora­
miento del hábitat popular. Estas actividades implican una tercera jornada 
de trabajo, que se agrega a la doble jornada que incluye los quehaceres 
domésticos y la generación de ingresos fuera del hogar (Massolo, 1992).

Este triple rol se da principalmente en los orígenes de las colonias 
populares, cuando su participación en los trabajos comunitarios no solo 
era indispensable sino un requisito para el acceso a la vivienda. Asimismo, 
si bien el ingreso constituyó un factor importante que influyó en el nivel 223
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de consolidación de la colonia, la composición y cohesión de la familia 
y el grado de participación de la mujer en la toma de decisiones repre­
sentan aspectos cruciales para el mejoramiento del hábitat (López y Sa­
lles, 2004). Sin embargo, muchas veces sus acciones permanecen veladas 
y no son reconocidas por la comunidad.

A pesar de la importancia del hábitat en la determinación de las con­
diciones de vida de la familia, se ha enfatizado que los programas públicos 
referidos al mismo no son suficientes para mejorar esas condiciones si no 
van acompañados de una cierta estabilidad en el trabajo y en los ingresos 
de los diferentes miembros de los hogares. Esto significa que poseer una 
vivienda o un hábitat más o menos adecuado no asegura que las familias 
puedan salir del círculo vicioso de la pobreza. Aunque también es cierto 
que “el hábitat popular puede ser un semillero de beneficios para las muje­
res, no solamente en términos de satisfacción de algunos bienes y servi­
cios básicos para la familia y los quehaceres domésticos, sino para sí mis­
mas en cuanto reconocen y reivindican sus derechos como ciudadanas y 
mujeres” (Massolo, 1999: 5).

Entonces, uno de los principales retos a los que se enfrenta la mujer 
latinoamericana de escasos recursos que se incorpora cada vez más al 
mercado de trabajo es, por un lado, que la aportación económica produc­
to de su trabajo se ha vuelto muy importante para el sostén del hogar, 
mientras que, por otro lado, es ella quien se encarga, en gran medida, de 
las labores de reproducción (trabajo doméstico y comunitario), con lo 
cual su carga de trabajo se incrementa de manera a veces drástica. Esto se 
hace evidente cuando se analiza cómo se distribuye la responsabilidad 
sobre los hijos, la alimentación, la Empieza de la casa y en las tareas para 
el mejoramiento del barrio.
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Los asentamientos estudiados 
Origen
El surgimiento de los llamados “asentamientos irregulares” en la periferia 
del Distrito Federal es un fenómeno que se ha dado como respuesta a las 
necesidades habitacionales no satisfechas de los sectores populares. Estos 
sectores han podido cubrir sus carencias a través de la ocupación de he­
cho (invasión) o de procedimientos de compra y venta al margen del 
marco jurídico de regulación del suelo. A esta modalidad de producción 
de la ciudad definida por el carácter masivo y recurrente de estas formas 
de apropiación del suelo se la denomina “urbanización popular” (Duhau 
y Schteingart, 1997:30). En esta investigación, las dos colonias estudiadas, 
Xalpa y Dos de Octubre, pertenecen a este tipo de urbanización.

Xalpa se ubica en la delegación Iztapalapa y empezó a conformarse 
en los años setenta en terrenos del ejido de Santa María Aztahuaca; la loti- 
ficación del suelo fue realizada por fraccionadores coludidos con el comi­
sario ejidal, mediante contratos privados de compraventa.

Dos de Octubre se localiza en la delegación Tlalpan y su formación 
empezó a principios de los setenta, en la zona conocida como Pedregal 
de San Nicolás, extendiéndose hacia la “zona media del Ajusco”. En la 
formación de la colonia, se combinaron un proceso inicial de invasión del 
Pedregal y el fraccionamiento irregular de tierras de propiedad privada 
(pertenecientes en gran parte a una sola familia), por medio de una 
empresa inmobiliaria e incluso de la propia delegación Tlalpan; también 
se incluyó el fraccionamiento de tierras ejidales (Duhau y Schteingart, 
1997).

¿Cómo y por qué llegaron los colonos a Dos de Octubre y a Xalpa? 
En las entrevistas en profundidad publicadas en 19974,las mujeres afirma­
ron que su llegada a las colonias se debía a un deseo de tener una casa 
propia y a la angustia que les ocasionaba pagar renta. Además, la casa pro­
pia se presentaba como una posibilidad de seguridad para sus hijos, así

4 El primer estudio incluyó un análisis cualitativo a través del cual se recuperó la historia 
oral de mujeres de las cuatro colonias populares incluidas en la investigación (Mogrojevo,
1997). 225
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como un medio para romper la dependencia de los suegros y otros pa­
rientes. La participación de las mujeres fue fundamental, a través de la 
realización de faenas y guardias mientras sus maridos se iban a trabajar. 
Pero el costo fiie alto, ya que muchas veces tuvieron que dejar a sus hijos 
solos en las casas, lo cual les generó cierto sentimiento de culpa (Mogro- 
jevo, 1997).

Para algunas mujeres, la participación en las organizaciones fue uno 
de los aspectos más importantes de su vida; esos espacios de socialización 
reforzaron el sentido de colectividad y les permitieron formar alianzas 
que conformaron su identidad en la colonia. La venta de los terrenos 
estuvo marcada por muchas irregularidades, de las que se aprovecharon 
tanto los fraccionadores de los terrenos como algunos funcionarios de las 
instituciones reguladoras.

Población, vivienda y servicios
A comienzos de los noventa, la colonia Dos de Octubre contaba con 
unos dos mil habitantes, mientras que en Xalpa vivían más de veinte mil 
personas (Schteingart, 1997). Más recientemente, según el censo del año 
2000, el número de habitantes por colonia (SCINCE, 2000) había au­
mentado considerablemente, ascendiendo a 3.510 en la primera colonia 
y a casi 45 mil en la segunda.

Mientras el promedio de habitantes por hogar fue de 5,2 miembros 
en las dos colonias de acuerdo con la encuesta aplicada en el primer estu­
dio, según la información por colonia del censo de 2000 ese promedio 
fiie menor, de 4,3 en Dos de Octubre y de 4,7 en Xalpa. Es decir, hubo 
un aumento importante de la población, con una disminución del tama­
ño de las familias, sobre todo en Dos de Octubre,

En lo que se refiere a la vivienda, la adquisición de los terrenos y la 
construcción, tuvieron varios costos: el monetario, que implicó un esfuer­
zo para reunir el dinero necesario para pagar los diferentes elementos 
involucrados; el costo social, que llevó a la participación colectiva de los 
nuevos pobladores, tanto en las luchas sociales como en la construcción 
de escuelas y viviendas; y, por último, el costo de las carencias, es decir, el 
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La autoconstrucción se realizó por etapas; en un primer momento se 
hacían casitas muy pequeñas de tipo “jacal”; pero después se pasaba a una 
obra hecha con tabique, se iban agregando cuartos, y el “jacal” se utiliza­
ba solo como cocina. La construcción en la colonia Dos de Octubre fue 
difícil ya que el terreno tiene una topografía muy accidentada, y en Xalpa 
existe una zona elevada adonde los mismos vecinos tuvieron que subir 
ladrillos y cemento. El proceso de construcción de las viviendas llevó 
aproximadamente diez años, o más (Mogrojevo, 1997).

En sus inicios, las colonias no contaban con servicios y equipamiento 
básicos, como abastecimiento de agua, drenaje, gas, tortillerías y tiendas 
expendedoras de alimentos (estas últimas se localizaban a más de 25 mi­
nutos de distancia); además, existían muchos problemas de transporte, lo 
cual dificultaba el acceso a los lugares donde se encontraban los comer­
cios. Durante muchos años, las mujeres se enfrentaron cotidianamente a 
la carencia de los servicios, sobre todo porque estos tienen gran relevan­
cia por su fuerte vínculo con la realización de las labores domésticas 
(Mogrojevo, 1997).

En la primera investigación se utilizó un indicador tridimensional para 
calificar la situación del agua: el sistema de abasto, la frecuencia del sumi­
nistro y la calidad del líquido. Respecto a las cuatro colonias, en un orden 
de peor a mejor, Xalpa quedó en segundo lugar y Dos de Octubre en el 
primero. En esta última colonia, todos los hogares recibían el agua por 
pipas y todavía no tenían tuberías para su conducción; en Xalpa, a pesar 
de contar con una cobertura amplia de redes, la frecuencia del suministro 
y la calidad del agua eran deficientes. El problema, además de la carencia 
del líquido, era que las tuberías vacías favorecían la incorporación de basu­
ra y tierra, así como malos olores (Schteingart y Torres, 1997).

De acuerdo con los datos del mencionado censo de 2000, 81,5% de las 
viviendas en Dos de Octubre contaba con drenaje conectado a la red pú­
blica y agua entubada, mientras en Xalpa, esa proporción subió hasta casi 
90%. Por otro lado, en el primer caso, solo 32% de los hogares poseía agua 
entubada en la vivienda, y en el segundo, 40%, ya que a las familias pobres 
les resulta oneroso continuar la tubería de la calle hasta el interior de la casa.

El proceso de autoconstrucción y saneamiento urbano tuvo repercu­
siones sobre la salud de la familia, el cuidado de los niños, el cansancio 
físico de las mujeres y las relaciones sociales; pero, por otro lado, sirvió 227
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para reforzar redes de solidaridad y organización comunitaria. La lucha 
por los servicios se convirtió, así, en uno de los puntos de contacto e 
identidad más fuertes entre los pobladores y su espacio.

Empleo, salud y familia
Podemos observar que, en las últimas tres décadas, el trabajo femenino en 
la zona metropolitana de la Ciudad de México ha aumentado considera­
blemente. La tasa de participación femenina en 1970 era de 27%, en 1979 
había aumentado a 32,5% y en 2006 ya era de 44,7% (Pacheco, 2004; 
Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, 2006). La participación 
aumentó especialmente en ocupaciones relacionadas con el comercio y 
los servicios, y el incremento en los empleos femeninos, sobre todo por 
cuenta propia, surgió como estrategia para aumentar el ingreso familiar 
ante las recurrentes crisis. En las colonias estudiadas en los años noventa, 
la participación laboral de las mujeres fue en aumento, pero del total de 
personas ocupadas en las cuatro colonias, 11,3% correspondía a las espo- 
sas/mujeres (Ortega, 1997), lo que indica que la participación de la mujer 
casada en actividades extradomésticas era bastante baja. Sin embargo, las 
historias de vida indicaron que algunas mujeres casadas trabajaban por­
que los ingresos del esposo eran mínimos, o porque él era alcohólico, 
tenía incapacidad permanente, llegaba solo eventualmente al hogar o 
tenía una relación extramarital; y esto disminuía sus posibilidades de 
aportar dinero para el mantenimiento familiar.

Las mujeres jefas de familia trabajaban principalmente en servicio 
doméstico, comercio ambulante y comercio en pequeña escala, y repre­
sentaban solo el 8,2% de la población; uno de los factores que determi­
naba su participación en actividades extradomésticas era su estado civil, 
ya que se trataba de jefas de hogar predominantemente solteras, separa­
das de su pareja, divorciadas o viudas (Ortega, 1997).

Sin embargo, más allá de lo económico, no se puede negar la existen­
cia de aspectos culturales y situaciones de poder dentro de la familia que 
dificultaban la inserción de la mujer en el mercado de trabajo. Los estu­
dios muestran que el ingreso de las mujeres a las actividades económicas 
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una situación de conflicto y discordia en el interior de la familia. Este 
fenómeno se explica porque el varón, quien se percibía a sí mismo como 
el único miembro de la familia que tenía que trabajar, creía que la mujer 
solo debía realizar las actividades domésticas (Ortega, 1997).

Ademas, se observa que algunas mujeres tenían que realizar una serie de 
peripecias para desempeñar una actividad fuera del hogar, como encerrar a 
los niños dentro de casa, o bien dejarlos en libertad, en la calle, mientras 
ellas salían. A veces los niños acompañaban a las mujeres a sus actividades 
laborales, o ellas conseguían algún tipo de actividad que desarrollaban en su 
misma vivienda (Ortega, 1997). Estas situaciones tienen, evidentemente, 
una repercusión importante en los ingresos percibidos por las mujeres, los 
cuales son claramente inferiores a los de los hombres. Por ejemplo, según 
el censo por colonia del año 2000, la población femenina ocupada que 
recibía menos de un salario mínimo era de alrededor de 23% en ambas 
colonias, mientras que solo 10% de la población masculina recibía ese 
ingreso. En cambio, en tanto que cerca del 20% de las mujeres recibía entre 
dos y cinco salarios mínimos, los datos reportan que esos ingresos eran reci­
bidos por alrededor del 35% de los hombres.

Las mujeres han jugado un papel importante no solo en la reproduc­
ción biológica sino también en la realización de actividades necesarias 
para el cuidado de la salud del núcleo familiar al que pertenecen. En las 
entrevistas en profundidad se observó que los embarazos se dieron mayo- 
ritariamente en la etapa de la adolescencia, y que prevalecía la desinfor­
mación sobre la sexualidad y los anticonceptivos. Los embarazos que ocu­
rrieron en la soltería conllevaron al matrimonio como única alternativa.
La mayor parte de las mujeres entrevistadas no realizó una planificación 
familiar para el primer embarazo, y esto se puede explicar por la falta de 
conocimiento sobre la sexualidad y los métodos anticonceptivos predo­
minantes. Además de este desconocimiento, se evidenciaba una falta de 
control sobre el propio cuerpo (Mogrojevo, 1997). En esta investigación 
se observó que las mujeres jóvenes tendían a aceptar más el uso de méto­
dos anticonceptivos que las de la generación precedente; también se 
detectó que, en algunos casos, ellas usaban anticonceptivos a escondidas 
de los esposos, ya que ellos no lo permitían (Mogrojevo, 1997). Según la 
encuesta aplicada, las mujeres usaban más el dispositivo intrauterino 
(DIU) y la esterilización femenina que los métodos hormonales u otros. 229
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Sobre todo las más jóvenes y con menos hijos usaban más el DIU, mien­
tras que las mayores y con más hijos tendían a usar métodos definitivos 
(González Cervera, 1997).

Una preocupación de las mujeres madres era la drogadicción y el al­
coholismo en los adolescentes, que ya estaba presente, de alguna manera, 
en las colonias, y a partir de esa preocupación manifestaron la necesidad 
y la falta de centros recreativos o culturales donde los jóvenes pudieran 
pasar el tiempo Ubre. Otra de las inquietudes de las mujeres era el alco­
holismo en los hombres adultos, que conducía a problemas como la vio­
lencia intrafamiliar (Mogrojevo, 1997).

La pobreza en las colonias
Es importante comentar que en la investigación de los noventa se utiliza­
ron dos métodos para medir la pobreza: el que toma en cuenta los ingre­
sos de la población y su capacidad para adquirir los bienes de una canasta 
de necesidades esenciales (línea de pobreza: [LP]), y el que considera el ac­
ceso a los bienes y servicios básicos obtenidos principalmente a través de 
la participación del Estado (necesidades básicas insatisfechas [NBI]). El NBI 
incluye las características de la vivienda y sus servicios, así como la educa­
ción y la salud, y se pudo apreciar que este índice fue más alto que el de 
LP, ya que un poco menos de 10% de la población resultó “no pobre” por 
el indicador de NBI, mientras que en el índice de LP subió a 20%. Esto es 
así porque, justamente en las colonias populares, la vivienda y los servicios 
son muy precarios y esos aspectos tienen un peso importante en el índice 
de NBI. Asimismo, al relacionar los datos demográficos con la pobreza de 
las colonias estudiadas, se observó que las condiciones más extremas de 
pobreza aumentaban en la etapa reproductiva del hogar, cuando los hijos 
son menores, y también en el caso de las familias más grandes. Por el con­
trario, mientras mayor era la edad del jefe, menor era el nivel de pobreza.

También se comprobó que la proporción de hogares pobres entre los 
encabezados por mujeres era menor que entre los conducidos por hom­
bres. Mientras 83,1% de los hogares con jefe masculino era pobre, 75% lo 
era cuando los hogares eran encabezados por mujeres. Respecto a los 230 hogares no pobres encontramos que el 25% lo constituían los dirigidos
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por mujeres, mientras que el 17% estaba formado por hogares con jefatu­
ra masculina (Boltvinik, 1997). Es posible explicar estas cifras por el hecho 
de que los hombres muchas veces no utilizan sus ingresos para mejorar las 
condiciones sociales de la familia, mientras que las mujeres que manejan 
el presupuesto familiar sí priorizan las necesidades del hogar.

Podemos observar que la urbanización popular, concebida fundamen­
talmente como una forma de acceso a la tierra, la vivienda y los servicios, 
juega un papel importante en la definición de la pobreza; sin embargo, 
mejorar el hábitat no necesariamente significa sacar a la gente de la 
pobreza, aunque en algunos casos la consolidación y el mejoramiento de 
las colonias puede colaborar para su superación.

La investigación en la colonia Dos de Octubre (Tlalpan)
Aspectos metodológicos
Para realizar la investigación en esta colonia se trabajó con la Asociación 
de Colonos Independientes; el liderazgo de la organización no se había 
modificado, por lo que pudimos contactar sin problemas a su líder y esto 
nos facilitó llevar a cabo, sin mayores dificultades y en forma rápida y ex­
pedita, cinco talleres, lo cual, a su vez, nos permitió entrar en contacto 
directo con un grupo interesante de mujeres. Partimos de la premisa de 
que, a través de estos talleres, se podría recoger información importante 
referida a aspectos como la vivienda y los servicios, el empleo, la educa­
ción, los problemas de la familia y la participación social.

Para poder ofrecer algo que pudiera resultar de utilidad a las partici­
pantes, a cambio de su colaboración, efectuamos un primer taller de reco­
nocimiento en el que ellas fijaron sus intereses y prioridades, de modo que 
los siguientes tres talleres fueron programados tomando en cuenta sus 
necesidades. De esta manera pudimos desarrollar una estrategia adecuada 
para brindarles información útil en relación con sus problemas más impor­
tantes y urgentes. El último taller fue de recapitulación y conclusiones, y 
en este, realizado tras hacer un balance de toda la información obtenida, 
existió mayor apertura y confianza por parte de las mujeres para expresar 
sus puntos de vista y completar con mayor claridad y profundidad el des- 231
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arrollo de los temas que habían sido tratados previamente (sobre cuestio­
nes referidas a la desintegración familiar, la drogadicción, el alcoholismo y 
la violencia intrafamiliar, que a veces resultan de difícil abordaje).

El otro método aplicado incluyó entrevistas en profundidad a un 
pequeño grupo de mujeres, para obtener información más detallada acer­
ca de los temas a investigar.

Resultados de los talleres
El primer taller de reconocimiento se denominó “problemas actuales y 
posibilidades futuras de las mujeres de la comunidad”, y los tres siguientes, 
programados a partir de los intereses de las asistentes, se orientaron hacia 
“la participación comunitaria y cómo combatir la apatía de los vecinos”, 
“las enfermedades comunes en las mujeres” y “estrategias alternativas del 
uso del agua”. El taller de conclusiones versó sobre “el trabajo de la mujer 
y los problemas de los jóvenes: posibles apoyos a la comunidad”. En estos 
encuentros hubo una asistencia constante de alrededor de veinte mujeres, 
quienes participaron activamente para aclarar sus problemas y necesidades, 
así como para reclamar la falta de apoyo gubernamental y comunitario.

- Problemas de la colonia

El tema más recurrente fiie el del agua, ya que, como vimos al describir 
las características de las colonias, a pesar de que Dos de Octubre cuenta 
con infraestructura para su provisión desde hace bastantes años, el líqui­
do no fluye en las épocas de seca sino muy esporádicamente. Existen los 
tandeos, a partir de los cuales el gobierno de la ciudad distribuye el esca­
so líquido entre los distintos sectores de la población, y así, durante varios 
meses al año, las familias solo reciben agua pocas veces por semana y 
escasas horas al día. En ocasiones, la delegación les abastece agua de pipas 
gratuitamente, pero es necesario tener una cisterna registrada y no todos 
los vecinos cuentan con una debido a su alto costo de construcción (en­
tre 1,250 US$ y US$ 1,650). Solo 39% de las asistentes a los talleres con- 232 taba con cisternas.
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- Trabajo de las mujeres y composición familiar
Mientras alrededor de 40% de las asistentes a los talleres no trabaja, den­
tro de las trabajadoras, más de 70% hace trabajo doméstico o labora en ta­
reas de cocina y aseo fuera del hogar, y solo alrededor de 20% es de ven­
dedoras. Por otra parte, un poco más de la mitad de las mujeres dijo que 
su trabajo constituye más que un apoyo a su pareja, a veces incluso son 
ellas quienes sostienen el hogar ante el desempleo de los hombres. Otro 
aspecto que nos parece importante destacar, porque incide en otros pro­
blemas observados en la colonia, es que cerca de la mitad de las mujeres 
que participaron trabaja a grandes distancias de la colonia, lo que impli­
ca entre una y tres horas diarias de transporte.

En cuanto a la composición familiar, nos llamó la atención que cerca 
del 50% de las asistentes a los talleres tenía cinco y más hijos, y 35%, entre 
dos y cuatro, es decir, en estas colonias populares aún existen las familias 
numerosas, aunque estas son más comunes en etapas más avanzadas del 
ciclo familiar. En el acápite referido a las características de las colonias ya 
vimos que había un predominio de las familias grandes5.

Estas cifras parecen mostrar un aumento de la participación femenina 
en el mercado laboral, ya que en el estudio anterior pocas salían a traba­
jar fuera de la casa. El trabajo desempeñado está relacionado con el bajo 
nivel educativo de las mujeres; así, empleo, educación y composición de 
los hogares se convierten en elementos vinculados directamente a las 
relaciones familiares que se generan y a la situación de la mujer dentro de 
la familia. La inestabilidad laboral de los hombres y los bajos salarios que 
perciben han orillado a las mujeres a trabajar con mayor frecuencia, sien­
do sus ingresos más que un apoyo al hogar.

Al tener que realizar largos trayectos para llegar a sus lugares de traba­
jo, debido a la localización periférica de la colonia y a las dificultades que 
existen para trasladarse en la Ciudad de México, por las limitaciones del

5 Sin embargo, debido a la manera en que se llevaron a cabo los talleres, en los que predomi­
naron mujeres de más de cuarenta años (ya que son las que más participan en la organización 
de vecinos, por su experiencia desde el comienzo del asentamiento, cuando más se necesita­
ba su colaboración), existe un sesgo en cuanto a la representatividad general de las familias y 
su número de hijos. Evidentemente, como ya señalamos, el número de hijos ha disminuido 
en las familias más jóvenes. 233
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transporte público y las vialidades existentes, la jornada de trabajo se alar­
ga drásticamente, lo cual complica la atención a los hijos, que frecuente­
mente quedan solos o al cuidado de algún familiar.

- Participación social de las mujeres
En el segundo taller, las asistentes expresaron que tenían pocas oportuni­
dades de participar en tareas comunitarias, principalmente por tres razones: 
la delincuencia, el trabajo femenino y el desinterés. Algunas cuentan con 
el apoyo de su pareja para asistir a reuniones vecinales, porque así la fami­
lia puede obtener un beneficio, en cambio a otras no las dejan participar 
porque los hombres quieren que los atiendan. Claramente, después del 
problema del agua, el de la delincuencia parece ser el más importante para 
la comunidad, y representa, cada vez más, un obstáculo para la participa­
ción de las mujeres en el trabajo comunitario, pues implica realizar una 
serie de tareas fuera de la casa, recorriendo parte de la colonia. Sin embar­
go, las mujeres que sí participan (entre ellas muchas de las que asistieron a 
los talleres) lo hacen porque “la unión hace la fuerza”, porque así se puede 
combatir mejor la delincuencia en la colonia, porque se obtienen benefi­
cios para todos, porque esto sirve para conocer y convivir mejor con los 
vecinos, y porque mediante la participación se obtiene un apoyo común 
ante los problemas familiares. Es importante comentar que se observa un 
aumento de la participación cuando se tiene algún problema específico, 
que en este asentamiento se vincula, sobre todo, con la escasez del agua.

En cuanto al problema de la delincuencia, las asistentes señalaron 
como causas más importantes la mala iluminación de la colonia, la for­
mación de bandas (armadas con cuchillos, picahielos, machetes y pisto­
las) y las peleas entre ellas, la falta de seguridad policíaca, y el temor a las 
represabas si se denuncia a los delincuentes. El crimen creciente va de la 
mano con el uso de drogas, en especial marihuana, y con el incremento 
de la desintegración familiar, en la que también han incidido el aumen­
to del número de hombres que migran a Estados Unidos, la falta de 
atención de las madres que tienen que desplazarse lejos por razones de 
trabajo y las malas compañías.
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- Salud sexual y estrategias alternativas del uso del agua
El tercer y cuarto talleres fueron impartidos por dos especialistas solicita­
dos por las mujeres, quienes abordaron temas de salud sexual y estrategias 
alternativas del uso del agua.

En el taller de salud sexual, una maestra en filosofía de la ciencia abor­
dó la cuestión del virus del papiloma humano y el cáncer cérvico-uteri- 
no. Después de hacer un reconocimiento del aparato reproductor feme­
nino y sus enfermedades frecuentes, se presentaron recomendaciones 
sobre el cuidado de la salud sexual, la prevención de estos padecimientos, 
y los hospitales o centros de salud más aconsejables. En este taller se pudo 
apreciar un alto grado de desinformación sobre la salud sexual; las muje­
res comentaron que, en general, sus madres nunca les hablaron del tema 
y mostraron una falta de conocimiento acerca de la menopausia, sus sín­
tomas y sus derechos sexuales. Respecto al cuidado de su salud, pocas 
mujeres manifestaron acudir al médico o a una clínica debido al miedo a 
que se les diga que padecen alguna enfermedad y a que sienten vergüen­
za de que los médicos las examinen. En este sentido, no se han dado cam­
bios importantes en relación a lo observado en la primera investigación.

El taller de estrategias alternativas del uso del agua fue impartido por 
una especialista de la Coordinación de Tratamiento y Calidad del Agua 
del Instituto Mexicano de Tecnología del Agua (IMTA), quien, ante los 
problemas de provisión del líquido, explicó los métodos desarrollados por 
el instituto para abastecer a las comunidades a partir del agua de lluvia. 
En este taller, los asistentes (también participaron hombres, debido a que 
es un tema de vital importancia para toda la población) explicaron sus 
estrategias de reciclaje de agua: usan el agua de la lluvia para regar plan­
tas, para el excusado y para trapear los pisos; quienes tienen lavadora usan 
varias veces el agua y algunos reciclan el agua de la regadera. De este taller 
surgió la posibilidad de plantear un proyecto entre el IMTA, la Dele­
gación Tlalpan y la organización de vecinos, para utilizar el agua de llu­
via, que, en una primera etapa, se recogería de los techos del centro co­
munitario, y luego esto se replicaría en las viviendas, con el fin de que los 
vecinos pudieran tener acceso a una mayor cantidad de líquido, sobre 
todo durante los meses de sequía.

235
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Propuestas para hacer frente a los problemas prioritarios 
de las mujeres y la comunidad
En el último taller, de síntesis y profundización, se habló primordialmen­
te de los problemas recientes más graves en la colonia y de los apoyos 
indispensables que la comunidad debería recibir.

- Insuficiencia de escuelas y educación de adultos
En la colonia existe solo un jardín infantil y una primaria, de manera que, 
para cursar niveles más avanzados, es inevitable depender del apoyo fami­
liar para desplazarse a colonias vecinas. La lejanía de las secundarias y las 
preparatorias incrementa la tendencia de los jóvenes a abandonar los 
estudios y sumarse a las bandas, ya que, en general, los padres no están en 
condiciones de acompañarlos. Las mujeres adultas mayores destacaron 
que ellas no pueden cuidar a sus nietos porque aún tienen necesidad de 
trabajar. Frente a esta problemática, se solicitó la intervención del gobier­
no local para revisar la situación escolar en la zona.

Todas reconocieron que los estudios son básicos para mejorar el nivel 
de vida, pero al preguntarles si asistían a los cursos para adultos del INEA 
(Instituto Nacional para la Educación de los Adultos) u otros que se 
imparten en el centro comunitario de la colonia (cursos de cultura, belle­
za, panadería o costura), la respuesta fue negativa. Ante la cuestión de 
quiénes estudiaban más, si los hijos varones o las mujeres, en general estu­
vieron de acuerdo en que las mujeres que lograron estudiar avanzaron 
más que sus hermanos y alcanzaron mayor estabilidad laboral. Este avan­
ce se ve mermado, no obstante, por la violencia intrafamiliar existente y 
por la culpa que las mujeres sienten al ponerles límites a sus parejas, o al 
dejar a los hijos para ir a trabajar.

- La seguridad en la colonia. Alcoholismo, drogadicción 
y migración a Estados Unidos

I
Las mujeres admitieron sentir miedo y se quejaron de la falta de vigilan- 236 cia y de la corrupción de la Policía ante las bandas. Las señoras coincidie-
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ron en la importancia de abrir espacios para que los jóvenes ocupen su 
tiempo libre y no estuvieron de acuerdo con la represión como método 
de prevención. Destacaron que contaban con un espacio en el centro so­
cial para talleres, y que en las escuelas públicas de nivel medio superior 
debería haber más lugares para recibir a los jóvenes. Asimismo, señalaron 
la importancia de organizar talleres para los padres, porque estos, en lugar 
de pasar tiempo con la familia, se dedican a beber con los amigos. No 
obstante, reconocieron que ellas reproducen los esquemas de consentir a 
los varones en la familia, y delegar a las hijas mujeres la tarea de atender­
los. Algunas incluso destacaron que sus hijas casadas comparten mayores 
responsabilidades con sus compañeros, porque ahora ambos se han incor­
porado al mercado laboral.

En cuanto al alcoholismo y la drogadicción, admitieron que estos 
afectan a toda la familia, pero el caso es particular cuando el problema lo 
padece el esposo, pues así se incentiva que los hijos beban. Las drogas más 
recurrentes son la marihuana y el policloruro de vinilo (PVC).

Respecto a la migración a Estados Unidos, algunas mujeres relataron 
que varios de sus familiares habían ido hacia ese país. Además señalaron 
que menos de la mitad de quienes migran mandan dinero a sus familias 
en México, que el retorno es difícil para ellos porque se acostumbran a 
un mejor salario, y que la vida en nuestro país es cara, ya que alimentos 
de primera necesidad, como el pan y el pollo, por ejemplo, tienen precios 
excesivos.

Las adicciones y la migración son elementos que casi no estaban pre­
sentes en el primer estudio. En particular la migración a Estados Unidos 
fue vista de manera poco positiva, ya que en lugar de mejorar las condi­
ciones de la familia las empeora, debido al escaso o nulo envío de reme­
sas, y la frustración de la pareja ante el posible retorno o el abandono de 
la familia, puesto que los hombres suelen entablar nuevas relaciones en 
Estados Unidos, ya sea por soledad o por acceder a la ciudadanía.

El tiempo libre es casi inexistente y cuando lo tienen lo destinan a 
actividades que no implican mucho gasto de dinero, como ver telenove­
las o visitar a sus parientes en otras colonias. Solo aquellas mujeres que 
cuentan con el apoyo económico de sus hijos adultos salen de viaje a 
otras entidades federativas o practican algún deporte.
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Resultado de las entrevistas en profundidad
Se entrevistó a nueve mujeres en total: seis de ellas pertenecientes a la 
Asociación de Colonos y tres vecinas no vinculadas a la organización. Es­
tas personas fueron seleccionadas a partir de los talleres, tomando en 
cuenta sus edades, condiciones familiares y laborales, así como su relación 
con la colonia. Las edades de las entrevistadas oscilaron entre 27 y 76 
años, pero más de la mitad era mayor de sesenta años, ya que, como seña­
lamos anteriormente, las adultas mayores son quienes más han participa­
do en la comunidad desde su fundación.

El cuestionario aplicado en estas entrevistas incluyó preguntas sobre 
temas personales, referidos a las relaciones intrafamiliares, sobre todo con 
respecto a la pareja, así como aspectos vinculados a la educación y a las 
expectativas de las mujeres para sí mismas y su familia.

- Percepción del matrimonio
Es más bien negativa, aunque las mujeres separadas o viudas tenían una 
peor imagen del mismo. Para algunas mujeres el motivo para unirse fiie salir 
de su casa, otras lo hicieron porque se embarazaron, algunas porque lle­
vaban varios años de noviazgo o para no estar solas. El tema del amor casi 
no apareció como explicación para formar una pareja.

- Mercado laboral

En lo que concierne a su incorporación al mercado laboral, la mayoría 
de las mujeres respondió que comenzó a trabajar porque se necesitaba 
ingresos para sostener a la familia; otras, porque no contaban con el apoyo 
de sus parejas por problemas de alcoholismo o porque su esposo mante­
nía dos hogares.

De las mujeres mayores de sesenta años, una está retirada, cuida de su 
nieta, hace la comida y el trabajo doméstico; y otras dos siguen trabajan­
do como empleadas domésticas. Los tiempos de trabajo, en promedio, son 238 de ocho horas, sin tomar en cuenta el trayecto casa-trabajo que, como ya
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indicamos, suele ser de más de una hora. Por ejemplo, una de las entre­
vistadas realiza labores domésticas en cinco casas diferentes y viaja hasta 
tres horas para llegar al trabajo. Solo una mujer se queda en casa y nunca 
ha trabajado, porque su marido, y ahora también sus hijos, sostienen el 
hogar. Sin embargo, algunas entrevistadas empezaron a trabajar muy jóve­
nes, incluso antes de casarse.

- Tenencia, ocupación y mejoramiento de la vivienda
La mayoría de las mujeres entrevistadas son propietarias de sus casas y al­
gunas comparten el hogar con otros parientes (suegra y prima), como 
estrategia para ahorrar el alquiler. Casi la mitad de ellas amplió y mejoró 
su hogar con préstamos del Instituto de Vivienda del DF (INVI), otra, con 
su trabajo y el de su hija, y una más recibió apoyo de la delegación para 
construir su cisterna. Otras mujeres contaron con el apoyo del Fondo de 
Ayuda a la Comunidad, que ofreció un préstamo sin intereses para que 
algunos pobladores pudieran tener acceso al suelo donde construir su 
vivienda.

En general, las familias mejoraron las viviendas, agregando cuartos y 
cambiando los materiales precarios, como cartón y madera, por otros 
más sólidos. Hay familias extendidas que comparten el mismo lote; cada 
hijo casado, por ejemplo, tiene su vivienda. Algunos comparten baño y 
cocina, otros no. Todos aportan al pago de los servicios y la comida tam­
bién se organiza en común. Con los ingresos percibidos apenas les alcan­
za para cubrir las necesidades inmediatas, por lo que su capacidad de 
ahorro era nula.

- Algunas conclusiones

Siete de las nueve mujeres entrevistadas son migrantes de otros estados 
(Guerrero, Oaxaca, Chiapas y Puebla), pero no manifestaron deseos de 
radicarse en otra ciudad porque, dentro de lo que cabe en el Distrito 
Federal, han encontrado una oportunidad que no tuvieron en sus lugares 
de origen, en particular respecto al trabajo y a la vivienda propia. 239
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En cuanto a los problemas actuales de la colonia, las entrevistas en pro­
fundidad confirmaron las apreciaciones obtenidas en los talleres, es decir, 
la existencia de una gran inquietud entre los habitantes de la colonia por 
la falta de agua, la inseguridad, la delincuencia y la drogadicción. Como ya 
vimos, la colonia cuenta con tuberías para la distribución del agua, pero 
los vecinos padecen constantemente su escasez, ya que el sistema de tan­
deo y las pipas no alcanzan a cubrir sus necesidades; la organización de 
vecinos, según algunas entrevistadas, las ha ayudado con este problema.

Acerca de la seguridad, comentaron que la delegación compró patru­
llas, pero eso no resolvió el problema, ya que estas solo circulan por las 
calles principales.

La investigación en la colonia Xalpa (Iztapalapa)
Aspectos metodológicos
En la colonia Xalpa, nos acercamos a la Unión de Colonos, el mismo 
grupo con el que habíamos trabajado en la investigación anterior, aun­
que la líder actual ya no es la misma de hace diez años, porque ella dejó 
su puesto para incorporarse al trabajo en la Delegación Iztapalapa. Sin 
embargo, las nuevas personas con las que entramos en contacto recorda­
ban perfectamente las actividades que habíamos realizado en esa colonia 
en los años noventa.

El trabajo fue más lento en esta colonia por dos motivos: la dificultad 
para visitar la colonia, ya que está ubicada en una zona de difícil acceso 
para el equipo de trabajo; y la falta de disponibilidad de las líderes para 
recibirnos y poder organizar los talleres y entrevistas debido, como vere­
mos más adelante, a su compromiso con la delegación. También hay que 
aclarar que las construcciones e instalaciones que habíamos llevado a ca­
bo en los noventa, dentro del Centro Comunitario (una guardería infan­
til, un consultorio médico y un local para el desarrollo de herbolaria6)

6 Estas construcciones e instalaciones fueron realizadas con el financiamiento de la 
Fundación Mac Arthur (Estados Unidos), que por esos años apoyaba preferentemente 
acciones para el mejoramiento de comunidades pobres.
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estaban abandonadas, hecho que provocó ciertas disculpas por parte de las 
responsables de la organización.

Los talleres y sus resultados
El proyecto realizado en Xalpa también consideró la impartición de talle­
res para entrar en contacto con las mujeres de la comunidad. Dada la vin­
culación de la líder y su grupo con la Delegación Iztapalapa, la mayoría 
de las mujeres que participaron (en promedio 15) fungieron como ges­
toras políticas del gobierno del Partido de la Revolución Democrática 
(PRD) en esa delegación.

Las gestoras políticas desempeñan funciones que incluyen dos aspec­
tos: la actividad política para apoyar al partido que está a cargo de la dele­
gación y los trabajos relacionados con el bienestar de la comunidad, como 
reparar el alumbrado público y las calles, y distribuir pipas de agua. Ellas 
no se rigen por un horario establecido porque sus labores dependen de 
lo que se acuerde sobre la marcha, según las solicitudes de las autoridades 
locales. Tampoco tienen un punto de trabajo fijo, pues cubren su sección 
electoral y algunas otras aledañas. El lugar de encuentro es el centro 
comunitario de la colonia y en total son 16 mujeres operadoras, que reci­
ben un apoyo de mil pesos cada quincena.

A partir de los talleres recopilamos, como en Dos de Octubre, informa­
ción sobre empleo, educación, organización familiar, vivienda, servicios y 
participación social de las mujeres. De la misma manera que en la otra 
colonia, después del primer acercamiento con las líderes y un taller de reco­
nocimiento, los temas de los talleres subsecuentes fueron propuestos por las 
participantes. En vista de las dificultades que enfrentamos para desarrollar 
el proyecto en Xalpa, solo se llevaron a cabo tres talleres, además de las 
entrevistas en profundidad a seis mujeres seleccionadas a partir de los mis­
mos. Los temas centrales de los talleres fueron similares a los planteados en 
Dos de Octubre y encontramos, asimismo, aspectos comunes en las dos 
colonias, en cuanto a las prioridades presentadas por las asistentes.

Sin embargo, el perfil de las participantes fiie distinto, de mujeres más 
jóvenes (de entre 21 y 45 años), con un promedio de hijos también 
mucho menor, pertenecientes a la segunda y tercera generación de resi- 241
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dentes. En términos generales, aplicamos la misma guía de entrevista en 
profundidad que en la colonia Dos de Octubre, pero, dado el tipo de par­
ticipación femenina en la comunidad, se les preguntó sobre sus labores 
como gestoras políticas y cómo vinculaban su trabajo con la economía 
familiar, la maternidad y el mejoramiento de la colonia. Esto nos permi­
tió ampliar el espectro de las mujeres entrevistadas en esta etapa de la 
investigación en las colonias, así como conocer qué ocurre cuando exis­
te una relación bastante estrecha entre las mujeres y el gobierno local, 
como en el caso de quienes trabajan como gestoras políticas.

A continuación veremos los resultados de los talleres a partir de los 
temas centrales planteados.

Problemas actuales de la colonia. Servicios y equipamientos
Uno de los principales problemas, como en el primer caso, es la falta de 
agua y su pésima calidad, que obligan a la población a comprar agua 
embotellada para cocinar y beber. Cuentan con el sistema de tandeo y la 
entrega de pipas para abastecerse del líquido en tiempos de escasez. Las 
casas ubicadas en la parte alta de Xalpa tienen más dificultad para abaste­
cerse de agua porque no es posible construir cisternas -dada la irregulari­
dad del terreno— y porque las pipas que manda la delegación no pueden 
subir, pues no hay calles. Hay que tener en cuenta que, en general, el acce­
so al agua es más problemático en la delegación Iztapalapa que en Tlalpan.

Por otra parte, los altos costos de la electricidad son un problema para 
los habitantes de la colonia, quienes optan por la práctica frecuente de 
“colgarse de la luz” a pesar de tener medidores.

En los talleres realizados, las mujeres se quejaron, asimismo, de que hay 
pocas escuelas y no existen para el nivel medio-superior, ni en Xalpa ni 
en las colonias cercanas, lo que implica una mayor inversión de tiempo y 
dinero de la familia para educación. Consideran que hacen falta espacios 
recreativos donde los niños, los jóvenes y las familias puedan compartir 
sus momentos de esparcimiento, porque la escasez de estos genera que los 
niños y jóvenes “estén de vagos en las calles o juntándose con malas com­
pañías que los inducen a la formación de pandillas, el alcoholismo, la 
venta y consumo de drogas”.242
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El trabajo de las mujeres y su relación con el cuidado de los hijos
Una minoría de las asistentes no trabaja, pero dentro de las trabajadoras, 
más de la mitad trabaja como operadoras políticas, y el resto son vende­
doras informales y, en menor número, empleadas domésticas. En general, 
las participantes de Xalpa cuentan con un poco más de estudios (prima­
ria completa y secundaria) que las de la colonia Dos de Octubre, y esto 
está relacionado con que las primeras tienen menos edad7.

El trabajo de las mujeres resulta cada vez más necesario debido a los 
bajos salarios, a la falta de empleo, a la inestabilidad en el trabajo de los 
hombres (muchos de ellos son mecánicos, ayudantes de albañiles o alba­
ñiles) o incluso al alcoholismo de algunos jefes de familia.

Para las mujeres de la Unión de Colonos de Xalpa, el trabajo como 
gestoras políticas no implica que ellas y su comunidad cuenten con un 
mayor apoyo de las autoridades para el cuidado de sus hijos. Por ejemplo, 
manifestaron que, en la colonia, no existen suficientes guarderías o jardi­
nes infantiles y sus horarios son limitados, lo que las obliga a dejarlos al 
cuidado de los abuelos u otros familiares cercanos o, en el peor de los 
escenarios, solos. Algunas manifestaron interés por aprender un oficio que 
pudieran ejercer en casa o en el mismo lugar donde están sus hijos.

Asimismo, las gestoras políticas tienen un doble sentimiento respecto del 
trabajo comunitario desempeñado: por una parte, subsisten con bajos 
salarios (66 pesos por día), padecen cierto nepotismo —ya que las autori­
dades locales tratan de colocar a sus familiares en los mejores puestos—, y 
resienten la manera en que las manipulan y se aprovechan de su trabajo 
y su capacidad de convocatoria; y por otra parte, la apreciación positiva 
de su labor apunta a la confianza que han ganado en sí mismas, así como 
al incremento de su capacidad para relacionarse con los vecinos y para 
negociar con las autoridades, además del reconocimiento que reciben por 
parte de la comunidad y las mejoras que logran para la colonia.

Cabe destacar que, a diferencia de la Asociación de Colonos Indepen­
dientes de la colonia Dos de Octubre, la Unión de Colonos de Xalpa está
7 Ha existido una notable mejora en el nivel educativo de las mujeres en los últimos años, 

lo cual se hace evidente en el censo de 2000, que ya hemos mencionado. Las cifras mues­
tran que, en las dos colonias, alrededor de 25% de las mujeres mayores de 15 años tiene 
educación media-superior o superior, porcentaje un poco mayor que el de los hombres. 243
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dirigida e integrada solamente por mujeres, hecho que las enorgullece, al 
romper con el liderazgo masculino. No obstante, esta situación no ha 
mejorado sustancialmente sus condiciones de vida, pues mantienen una 
carga excesiva de trabajo doméstico, continúan siendo víctimas de la vio­
lencia intrafamiliar y no gozan de un derecho pleno a la salud reproduc­
tiva y sexual.

Salud sexual y relaciones intrafamiliares
Durante el segundo taller en esta colonia, las mujeres participantes —dado 
su nivel educativo más alto— mostraron un mayor conocimiento de su 
cuerpo y de las enfermedades que las pueden afectar. Sin embargo, tam­
poco en este caso se observó que las mujeres de esta colonia acudieran al 
médico, ya sea por desidia o por falta de tiempo; debido al trabajo y las 
labores en el hogar, priorizan otros aspectos y dejan de lado su salud. Se 
quejaron de que los servicios de salud operan en un horario restringido 
o no hay servicios los fines de semana, cuando tienen más tiempo libre.

Aun cuando varias manifestaron que fueron víctimas de violencia intra­
familiar, notamos un número mayor de uniones después de una separa­
ción, divorcio o abandono de la pareja. El alcoholismo, el consumo de 
drogas y el escaso aporte de sus parejas al hogar sobresalieron como 
aspectos vinculados a la violencia intrafamiliar. Es posible afirmar que se 
da un círculo de violencia, ya que los esposos golpean o agraden vérbal- 
mente a sus mujeres, quienes, a su vez, se desquitan con los hijos, no les 
dan de comer, los bañan con agua fría o les pegan. Pero, por otra parte, 
hubo algunos comentarios en el sentido de que cuando los maridos son 
violentos y aportan poco al hogar, las mujeres desarrollan ciertas estrate­
gias punitivas, como alimentar a sus hijos antes de que aquellos lleguen a 
la casa para darles una ración mayor y de mejor calidad.

Programas sociales
La delegación entrega despensas -aunque estas han ido disminuyendo- y 244 también otorga becas para niños de primaria con alto rendimiento esco-
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lar. Por su parte, el Gobierno del DF favorece a las familias mediante los 
siguientes programas:
- Programa de hoja de gratuidad. Estrategia instrumentada por la 

Secretaría de Salud del DF para proveer de servicios médicos y medi­
camentos gratuitos a todas las familias no aseguradas residentes en el 
Distrito Federal.

- Apoyo económico a madres solteras que tengan hijos de entre seis y 
15 años en la escuela; es una beca escolar, por un monto mensual de 
636 pesos.

- Apoyo económico a adultos mayores, para personas de setenta años en 
adelante; consiste en una ayuda mensual compuesta por una despen­
sa que incluye arroz, fríjol, leche, azúcar, café y aceite.

- Discapacitados. Programa global que abarca desde niños recién naci­
dos a jóvenes y adultos (hasta los 69 años) residentes en el DF, en 
zonas de mediana, alta y muy alta marginalidad.

Pudimos comprobar que las personas adultas mayores reciben el progra­
ma de apoyo, pero, si bien las mujeres con quienes estuvimos en contac­
to conocen los demás programas, no los han solicitado.

Familias extendidas y vivienda
En la investigación efectuada en esta colonia, a diferencia de en Dos de 
Octubre, las mujeres comentaron que forman parte de familias extensas 
(de unos diez a veinte miembros) que conviven en la misma casa como 
estrategia para no pagar renta o para tener apoyo en el cuidado de sus 
hijos. Por ejemplo, se asignan las labores domésticas para que no recaigan 
en una sola persona y los miembros que trabajan contribuyen en el pago 
de la comida y los servicios. Aunque estos casos no son mayoritarios, 
están mostrando la existencia de una estrategia de vida dentro de las fami­
lias pobres que resulta interesante conocer.
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Seguridad, alcoholismo, drogadicdón y migración a Estados Unidos
La delincuencia y la inseguridad son los mayores problemas de la colonia: en 
una escala del uno al nueve, las colocaron en el nivel más alto. Consideran 
que los policías son incapaces de controlar las bandas de la colonia, e 
incluso revelaron que a veces existe cierta complicidad entre las bandas y 
la institución. La reunión de bandas en las calles es muy común, sobre 
todo en las tardes y en las noches, y las mujeres piensan que muchos 
niños y adolescentes se unen a ellas ante la falta de atención de los padres, 
ya que actualmente ambos salen a trabajar o la familia está desintegrada.

Pudimos observar que los habitantes de Xalpa tienen una mejor dis­
posición a reconocer los problemas de alcoholismo y drogadicdón que 
los de Dos de Octubre. Señalaron que, por cada familia, existe al menos 
un miembro o conocido cercano que enfrenta alguno de estos proble­
mas, y también mencionaron el aumento del narcomenudeo. Un proble­
ma que les inquieta, por el peligro que implica para sus hijos, es, además 
del consumo, el riesgo de ser detenidos por asociación con algún vecino, 
pues con frecuencia no denuncian a los delincuentes por temor a las 
represalias. En general, indicaron que la seguridad pública es inexistente 
en la zona, aunque llamen a la Policía.

El tema de la migración a Estados Unidos también parece tener más peso 
en esta colonia: muchas mujeres expresaron que parientes o vecinos suyos 
se han ido a ese país en busca de un mejor trabajo y que a veces se da un 
proceso de reagrupamiento de las familias del otro lado de la frontera, 
pero en otros casos los hombres regresan sin dinero y sin trabajo. Entre 
los factores negativos de la migración se mencionaron: la desintegración 
familiar, el racismo común del otro lado de la frontera y el temor laten­
te de que la “migra” los atrape. Quienes han dejado que sus novios o 
esposos se vayan expresaron una profunda tristeza y su desacuerdo con la 
idea de que solo allá haya oportunidades laborales.

Resultado de las entrevistas en profundidad
1

Se entrevistó a seis mujeres —menos que en la otra colonia—, porque tuvi- 246 mos dificultades para entrar en contacto con aquellas que no estaban vin-



Género, pobreza y ciudad

culadas con la organización. En varios casos no quisieron prestarse a una 
entrevista, sin dar explicaciones que nos permitieran saber por qué se 
negaban.

Las entrevistas en profundidad nos permitieron acercarnos más a los 
problemas intrafamiliares y, sobre todo, a los que tienen que ver con la 
relación de pareja. Nuestras observaciones son bastante similares a las del 
caso de Dos de Octubre, así que solo destacaremos aquellas que aportan 
algo nuevo o sirven para desarrollar algunas cuestiones comentadas ante­
riormente.

- Percepción del matrimonio y métodos anticonceptivos
En general, las mujeres no se mostraron entusiastas con respecto a sus 
experiencias familiares, y varias revelaron haber sufrido violencia intrafa- 
miliar. Algunas estaban separadas, pero la mayoría seguía casada, aunque 
mantuviera una situación difícil con su marido. También en esta colonia 
las entrevistadas manifestaron haberse casado por estar embarazadas o por 
salirse de su casa a causa de los malos tratos, y solo una mencionó que su 
matrimonio fue por amor.

Entrevistamos a una mujer joven y estudiante, en cuya familia las 
mujeres parecen tener una actitud diferente frente al hombre, a la familia 
y a su vida en general, poniendo énfasis en su realización personal como 
seres autónomos, principalmente por medio del estudio y el acceso a un 
trabajo más calificado. Nos llamó la atención su opinión sobre la mater­
nidad, pues no manifestó interés por casarse, pero sí por tener un hijo. Sin 
embargo, en general, las mujeres dijeron que usaban métodos anticoncep­
tivos como el DIU, el condón, las inyecciones, las pastillas anticoncepti­
vas y el ritmo. Una de ellas se hizo la cirugía de salpingo, acción que su 
esposo reprobaba, por lo cual la golpeó.

- Incorporación al mercado laboral y uso del tiempo Ubre
' 1

Algunas mujeres sostienen a la familia por diferentes motivos, por ejem­
plo, una es jefa de hogar y la otra está casada, pero su esposo tiene pro- 24
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blemas de alcoholismo; otras dos trabajan para complementar los ingre­
sos del marido, y una más dijo estar divorciada y recibir una pequeña 
pensión de su esposo.

La mayor parte de las mujeres entrevistadas trabajan como gestoras 
políticas y ganan unos dos mil pesos al mes; no tienen un horario fijo, días 
de descanso ni ninguna otra prestación, pero prefieren tener ese trabajo 
por la cercanía a sus casas, gracias a lo cual no gastan mucho en pasajes y 
pueden atender a sus hijos. Se sienten motivadas en este trabajo porque 
pueden mejorar la colonia, ya que se ocupan del abastecimiento de agua 
y del arreglo de calles y banquetas; a partir de esas actividades obtienen el 
reconocimiento de la comunidad.

Otra forma de lograr un ingreso adicional es la venta por catálogo, 
que también les evita desplazarse largas distancias y les permite tener un 
contacto directo con la comunidad. Todas manifestaron un sentimiento 
de culpa por haber dejado a sus hijos solos al tener que marcharse a tra­
bajar.

En cuanto al tiempo libre, la mayoría no sale a pasear por falta de 
recursos económicos; solo una de ellas sale para visitar a sus familiares en 
Ciudad Nezahualcóyod, y otra comentó que lleva a sus hijos a jugar con 
sus vecinos, aunque lo hace cada vez con menos frecuencia, por la vio­
lencia que hay en las calles.

- Acceso a la vivienda y migraciones

Para la construcción de la vivienda, en el caso de Xalpa encontramos un 
vínculo más fuerte con los padres que en Dos de Octubre. En algunos 
casos fueron el padre o el suegro quienes se encargaron de construir la 
vivienda, que posteriormente sería heredada a los hijos o nietos. En otras 
familias, las mujeres y sus esposos construyeron las viviendas poco a poco, 
muchas veces con el apoyo de las tandas. A un sistema de ahorro confor­
mado por un grupo de personas, donde todas aportan una cierta canti­
dad de dinero y a cada una se le asigna un número que servirá para deter­
minar el momento (semana, quincena o mes) en que le corresponde reci­
bir una cantidad global; quienes tienen los primeros números continúan 

2 4 8  pagando hasta que la tanda termine.
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En esta colonia parece existir un menor acceso a los créditos del 
Instituto de Vivienda del Distrito Federal que en Dos de Octubre, ya que 
solo una de las mujeres entrevistadas manifestó haber recurrido al pro­
grama.

El origen de la población, en su mayoría, se encuentra en el Distrito 
Federal. Observamos que la generación anterior provenía de otras enti­
dades, pero sus hijos optaron por residir en el DF y específicamente en la 
misma colonia.

Finalmente, en cuanto a la migración a Estados Unidos, una de las en­
trevistadas comentó haber emigrado hacia allá, pero regresó a México 
porque su relación de pareja no funcionó y para cuidar a su hija, quien 
permaneció en México; en un futuro, tiene planeado irse nuevamente, 
cuando haya ahorrado suficiente dinero.

Conclusiones finales
En relación con la vivienda, los servicios y la colonia en general, las mu­
jeres entrevistadas lucharon por consolidar el asentamiento, su legaliza­
ción, y con ello la introducción de los servicios, aunque estos procesos 
se manifestaron de manera más clara en Dos de Octubre, donde el grupo 
con el que se trabajó estuvo formado por mujeres de mayor edad y más 
años de residencia en la zona. Por su parte, en Xalpa, las mujeres más 
jóvenes siguen colaborando en el mejoramiento de su entorno, princi­
palmente por medio de las tareas realizadas como gestoras políticas de la 
delegación.

En muchos casos, los pobladores de Xalpa obtuvieron sus viviendas a 
través de su propio trabajo o el sistema de tandas, y en un principio las 
casas fueron de cartón y de lámina, pero poco a poco las fueron mejo­
rando, sobre todo después de la regularización de la colonia; esta fue mu­
cho más tardía en el caso de Dos de Octubre, por lo que sus habitantes 
permanecieron más tiempo sin mejorar la vivienda.

El problema constante en ambas colonias ha sido el acceso al agua y, 
si bien cuentan con las redes de distribución, el líquido llega poco, y 
mucho menos en la época de sequía, en Dos de Octubre, a causa de su 
accidentada topografía; y en Xalpa, por estar ubicada en la delegación 249
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Iztapalapa. En general, han tenido que recurrir a estrategias diversas de 
distribución, ahorro y reciclaje.

Aunque la delincuencia, la formación de bandas, el alcoholismo, la 
drogadicción y la falta de vigilancia en la colonia ya habían sido registra­
dos en la primera investigación, actualmente se observa un incremento 
drástico, porque constituyen las principales inquietudes de las mujeres en 
las dos colonias incluidas en este estudio.

Aunque aún son muchos los problemas de las colonias, las mujeres 
adultas mayores, que tuvieron mayor presencia en Dos de Octubre, sien­
ten la satisfacción de que los sacrificios realizados a lo largo de varias 
décadas han dado sus frutos, pues en este momento pueden habitar una 
colonia con pavimento, gozar de varios servicios y habitar una vivienda 
ampliada y mejorada con los años. Esta participación intensa en el pro­
ceso de construcción de su hábitat implica una tercera jornada de traba­
jo, así como el logro de capacidades para hacer uso de diversos recursos 
por parte de las mujeres en situación de pobreza (Riquer y Pantoja, 
1998).

En cuanto a las relaciones familiares, la percepción de la vida en pare­
ja varió según el estado civil de las mujeres: las separadas o divorciadas 
guardaron peores recuerdos de sus esposos o compañeros. Asimismo, los 
motivos que las llevaron al matrimonio o a formar una pareja son diver­
sos, pero destacan: el deseo de salir de la casa de sus padres por malos tra­
tos, el temor a la soledad y el embarazo no planeado. Se reconoció un 
mayor acceso a los métodos de prevención mediante el uso del condón, 
las pastillas anticonceptivas, el DIU o la cirugía de salpingo, sobre todo 
entre las mujeres en el rango de treinta-cuarenta años, lo cual se vio refle­
jado en el número de hijos y el espaciamiento de los embarazos. No obs­
tante, en general, coincidieron en que se trata de un avance, aunque no 
se ha impedido que las adolescentes se queden embarazadas. Los aspec­
tos que vinculan la pobreza con prácticas que subsisten frente a la forma­
ción de parejas y la maternidad forman parte del círculo vicioso de la 
pobreza, del cual la mujer no ha podido liberarse.

A diferencia de lo observado en nuestro primer estudio, la mayoría de
Ilas mujeres trabaja, y esto se debe a la inestabilidad del trabajo de sus espo­

sos y a la precariedad de sus salarios, vistos en el contexto de la problemá- 250 tica evolución económica del país. El trabajo más frecuente es el empleo
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doméstico de entrada por salida, sobre todo en Dos de Octubre, ya que en 
el caso de Xalpa, por la forma en que se organizó el trabajo de campo a 
través de talleres y los sesgos involucrados, la mayoría de las mujeres par­
ticipantes fueron gestoras políticas. Aunque las más jóvenes mostraron un 
mayor nivel educativo, podemos afirmar que el tipo de trabajos realizados 
está vinculado tanto al bajo nivel de estudios de las mujeres pobres como 
a la necesidad de tener una mayor flexibilidad en los horarios y cercanía a 
sus hogares, para poder cumplir simultáneamente con la actividad fuera del 
hogar y la atención a la familia. Habría que agregar, a estos factores, el 
hecho de que el trabajo remunerado muchas veces se vuelve una exten­
sión del trabajo doméstico, y en consecuencia las mujeres de las dos colo­
nias perciben ingresos bastante menores que los hombres.

El trabajo fuera de casa de la mujer ha aumentado el riesgo de desin­
tegración familiar y ha agudizado los problemas sociales, tales como la 
delincuencia y la drogadicción, sobre todo de los jóvenes, ya que ni el 
gobierno local ni las organizaciones vecinales han logrado establecer apo­
yos que compensen la ausencia de las madres en la colonia durante mu­
chas horas del día. Esta situación se agrava por la falta de colaboración de 
los hombres, que parecen conservar, en la mayoría de los casos, una posi­
ción tradicional machista en cuanto al cuidado de los hijos y del hogar 
en general. Las quejas respecto a esta actitud de los hombres estuvieron 
siempre presentes en los talleres y las entrevistas realizadas en ambas colo­
nias, y confirman las conclusiones de trabajos ya realizados acerca de esta 
temática (Massolo, 1992).

En conclusión, el trabajo remunerado no ha asegurado mejores con­
diciones de vida o un mayor empoderamiento de las mujeres; más bien, 
ha aumentado su carga de trabajo doméstico, y ha alimentado un senti­
miento de culpabilidad al tener que dejar a los hijos solos, incluso, en oca­
siones, las ha llevado a enfrentar el reproche de sus parejas si los hijos se 
comportan de manera inadecuada. En muchos casos, tanto las mujeres 
adultas mayores como las de mediana edad y las jóvenes trabajan, lo cual 
no permite que las mayores apoyen a las demás en el cuidado de sus hijos.

En general, las mujeres no tienen acceso a la seguridad social en sus 
empleos e incluso quienes trabajan para la delegación en la colonia Xalpa 
no gozan de servicios médicos o guarderías para el cuidado de sus hijos.
Si bien existen algunos programas del Gobierno del Distrito Federal para 251
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los adultos mayores, canasta básica o becas, estos no son suficientes para 
mejorar sustancialmente las condiciones de vida de las familias.

No obstante, si tuvieran la posibilidad de dejar de trabajar, la mayoría 
se mostró renuente a hacerlo, porque, a pesar de todo, consideran que su 
trabajo les da una cierta ventaja económica, la posibilidad de salir de la 
colonia y conocer otras cosas y, en el caso de las gestoras políticas, el reco­
nocimiento de la comunidad, aun cuando se sienten presionadas por no 
tener dónde dejar a sus hijos o cómo ocuparlos en actividades adecuadas. 
Lo anterior refleja que ni el Gobierno ni los hombres de la comunidad 
han asumido sus responsabilidades de apoyo familiar y comunitario.

La migración a Estados Unidos surgió como una nueva problemática 
de las colonias populares del Distrito Federal. En los noventa no se men­
cionó en ningún caso, evidentemente porque en esa época las migracio­
nes hacia el país del norte eran muy poco frecuentes entre los habitantes 
pobres de la Ciudad de México. En términos generales, los comentarios 
frieron poco positivos en relación con las consecuencias de esas migra­
ciones. No supimos de casos en los que el envío de remesas haya permi­
tido, por ejemplo, el mejoramiento de sus viviendas. No obstante, algu­
nas mujeres (más jóvenes y educadas) manifestaron que tenían planes para 
cruzar la frontera y quedarse allí unos años, para juntar dinero y elevar sus 
condiciones de vida, frente a las pobres expectativas para el futuro que 
ven en el país.

Las mujeres han seguido ampliando sus espacios de acción, lo cual sig­
nifica un cambio en la percepción de su propia imagen.

A pesar de los avances en la participación de las mujeres, ¿qué ha sido 
constante en la última década?, no se ha traducido en superación de la 
pobreza, ya que el contexto socioeconómico del país ha influido en el 
deterioro de los salarios y la precarización del empleo. Entonces, la mejo­
ra del hábitat resulta una condición necesaria, pero no suficiente, para 
sacar a la población de su situación de pobreza.

Los hombres han aceptado que la participación y el liderazgo de las 
mujeres son útiles para elevar las condiciones de vida de las colonias y, a 
pesar de su renuencia a superar el machismo en las relaciones familiares, 
ven con buenos ojos su participación activa en el espacio público. En este 
sentido, la participación comunitaria de las mujeres representa una posi- 252 bilidad de socialización que les permite fortalecer su papel en la socie-
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dad, dentro de su hogar, frente a los hombres y cómo ciudadanas 
(Massolo, 1999).

Varias conclusiones del análisis efectuado en las colonias Dos de Oc­
tubre y Xalpa confirman que han surgido de otros trabajos, sobre todo 
en cuanto a la participación de la mujer en el mercado de trabajo, a sus 
relaciones dentro de la familia (en especial con su pareja) y en cuanto al 
mejoramiento de su hábitat. Sin embargo, es imprescindible continuar 
efectuando este tipo de estudio para dar seguimiento a los cambios que 
se han experimentado en espacios de la pobreza urbana, ya que están 
ocurriendo transformaciones, no siempre positivas, que es preciso cono­
cer como base para implementar políticas adecuadas, con las cuales hacer 
frente a esta problemática.
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Conjuntos habitacionales 
y vida colectiva1

María Teresa Esquivel Hernández1 2

Introducción

A partir de la década de los años treinta del siglo pasado y, de mane­
ra más clara, en los años cuarenta se inició la modernización de 
la base productiva del país, con la primera fase de industrializa­
ción sustitutiva de importaciones. La Ciudad de México, sede principal de 
este dinamismo económico, comenzó un proceso de crecimiento demo­

gráfico y de expansión territorial sin precedentes: surgieron nuevas colo­
nias y barrios alrededor del centro y arrancó una desconcentración comer­
cial, de servicios y de población hacia la entonces periferia. Si bien para 
1930 el área urbana de la Ciudad de México contaba con una población 
de 1’049.000 habitantes, una década después esta ascendía a 1’560.000 per­
sonas, y para 1950 se había convertido en una urbe de casi tres millones de 
habitantes (2’872.000)3. El crecimiento explosivo de la población, en rea­
lidad, inició en la década de los cuarenta, ya que en prácticamente diez 
años, el número de habitantes casi se duplicó. Este gran incremento demo­
gráfico vino acompañado de dificultades para alojar y dotar de vivienda a 
la población. Hasta entonces, el Estado solo había llevado a cabo progra-

1 Este trabajo es una versión corregida y actualizada del artículo “Conjuntos habitacionales, 
imaginarios de vida colectiva”, publicado en Revista Iztapaíapa N°64-65, de enero-diciem­
bre de 2008.

2 Área de Sociología Urbana del Departamento de Sociología de la Universidad Autónoma 
Metropolitana, Azcapotzalco.

3 En ese mismo año (1950), la Ciudad Central registra 2’249.221 personas, mientras el 
Distrito Federal en su totalidad alcanza los 3*239.840. Los datos son de María Eugenia 
Negrete y Héctor Salazar, 1987, en Gustavo Garza (1988). 255
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mas habitacionales puntuales, pero la gran demanda habitacional que este 
aumento de población impuso, lo llevó a asumir una mayor responsabili­
dad en la provisión de viviendas4.

El proceso de industrialización vino acompañado de un movimiento 
modernista que reclamaba el fin de la ciudad tradicional y de su espíritu 
provinciano, y promovía su transformación a través del manejo de den­
sidades, alturas de edificios, formas y tipos de espacios, y dotación de 
equipamiento. De esta forma, los conjuntos habitacionales se constituye­
ron en una de las alternativas no solo para enfrentar el crecimiento explo­
sivo de población, sino también para incursionar en nuevas formas urba­
nas modernistas. Así, con ellas se establecieron nuevos modos familiares y 
se dieron cambios en la vida cotidiana de la población, modificándose, en 
última instancia, la organización de la ciudad misma.

La idea de los conjuntos habitacionales nació en Europa y posteriormen­
te fue adoptada por países como Estados Unidos y Canadá. Estas concentra­
ciones de construcciones en altura, con cientos o miles de viviendas, se han 
identificado, según Plouchart, por la pobreza arquitectónica, el uso de proce­
dimientos estandarizados de construcción, el contar con equipamiento colec­
tivo para la vida cotidiana y el tener una localización periférica (Plouchart, 
en Villavicencio et al., 2006). En Francia, los grandes conjuntos se caracteri­
zaron por contener viviendas de alquiler a precios reducidos5.

Con el paso del tiempo, se ha dado un firme repudio a este hábitat 
colectivo en los países que adoptaron esta modalidad habitacional. Entre 
los problemas que han enfrentado los grandes conjuntos se encuentra el 
olvido, por parte de los promotores, de la complejidad social de la pobla­
ción que albergan y las distintas condiciones y requerimientos de habi­
tabilidad que estas familias plantean. La producción de vivienda en serie 
dio como resultado conjuntos habitacionales monótonos y uniformes, los
4

256 s

“Las primeras viviendas que se construyeron en la Ciudad de México vinculadas a pro­
gramas de apoyo oficial para demandantes de bajos ingresos fueron fraccionamientos de 
vivienda unifamiliar edificados por el Gobierno de la ciudad entre 1932 y 1934, y  se des­
tinaron a obreros y a maestros, aunque desde 1920, inversionistas privados habían empe­
zado a construir edificios de departamentos para alquilar a familias pobres de la ciudad. 
Más tarde, en los años cuarenta, como respuesta al aumento de la demanda habitacional, 
empezaron a ejecutarse los primeros programas de vivienda social para ciertos grupos de 
derechohabientes” (Villavicencio y Durán, 2003).
Grandes conjuntos HLM (habitation á loyer modéré).
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que, al poco tiempo de ser habitados, comenzaban a generar fuertes pro­
blemáticas sociales y, en consecuencia, su paulatino deterioro, desprestigio 
y rechazo social. En algunos países desarrollados, particularmente Francia, 
Canadá y Estados Unidos, fue necesario realizar audaces proyectos de 
rediseño y reconstrucción de conjuntos enteros: algunos fueron recorta­
dos, otros, incluso, demolidos.

En México, el 2 de septiembre de 1949, en la colonia del Valle se inau­
guró el primer gran conjunto habitacional: el Centro Urbano Presidente 
Alemán (CUPA), considerado la primer supermanzana6 residencial de 
América Latina. Inspirado en las ideas del arquitecto suizo francés Le 
Corbusier7, padre del movimiento moderno en arquitectura, Mario Pañi 
inició la construcción del multifamiliar en 1947. En el proyecto8, Pañi 
adoptó un sistema urbanístico-arquitectónico de edificios altos, distribui­
dos de tal manera que se dejara fibre una superficie considerable de terre­
no para colocar jardines, un centro escolar, locales para comercios, lavan­
dería, guardería infantil y dispensario médico, todo ello bajo el concepto 
de una ciudad dentro de la ciudad.

6 A partir de este momento, se originó el concepto de “supermanzana”: terreno de gran­
des dimensiones donde el peatón está protegido del automóvil.

7 Su nombre completo fue Charles Edouard Jeamieret-Gris (1887-1965).
8 En un principio, la unidad iba a albergar solo 200 viviendas; sin embargo, Pañi logró con­

vencer a la Dirección de Pensiones Civiles y de Retiro (actualmente ISSSTE) de cons­
truir edificios de 13 pisos con un total de 1.080 departamentos en el 25% del terreno, y 
dejar libre el 75% restante para áreas verdes.
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Como era de esperarse, un proyecto de esta envergadura se encontró con 
una fuerte oposición, tanto de la prensa como de la población, ya que pa­
ra el imaginario colectivo se trataba de un espacio desconocido y extra­
ño a la Ciudad de México de entonces. Varios factores sustentaban este 
imaginario: primero, el fuerte arraigo cultural a la vivienda individual, 
por la imponente presencia de colonias populares de autoconstrucción; 
segundo, la no justificación de la construcción en altura para incremen­
tar la densidad dada la gran disponibilidad de suelo en la ciudad a precios 
relativamente bajos; y, por último, el riesgo sísmico, siempre presente en 
la historia urbana de la capital. Estos elementos constituyeron la base de 
la desconfianza de la población (en algunos casos) o la franca oposición 
(en otros) ante la construcción de los multifamiliares en altura. A pesar de 
ello, no podemos dejar de reconocer que con el CUPA se dio una nueva 
forma colectiva de habitar y, también, por qué no, de hacer ciudad.

Bajo la influencia de las ideas de Le Corbusier y de las tendencias más 
novedosas de Europa, Mario Pañi construyó varios multifamiliares, dos de 
ellos de grandes dimensiones, que se convirtieron en testigos imponentes 
de la modernidad: el Centro Urbano Presidente Juárez (1950-1952), con 
984 viviendas y desaparecido en los sismos de 1985, y, una década después, 
la unidad habitacional Nonoalco-Tlatelolco (1962-1964), parcialmente 
destruido en 1985, con un total original de 11.916 viviendas9. Es impor­
tante señalar que Pañi no solo fue el impulsor de los edificios de vivien­
da en altura como medida para controlar la expansión urbana, también 
promovió la propiedad en condominio como consecuencia del hábitat 
multifamiliar.

Cabe decir, además, que las ideas de vida colectiva encuentran senti­
do con el movimiento arquitectónico del modernismo y de su máximo 
representante: Le Corbusier. Para él, los edificios en altura garantizaban a 
sus habitantes intimidad, distancia, servicios, equipamiento, iluminación, 
ventilación y espacios verdes. Estas ideas contenidas en el imaginario de 
hábitat de Le Corbusier garantizaban los tres elementos básicos o “felici-

9 Otros conjuntos urbanos construidos por Mario Pañi, pero de menores dimensiones, fueron: 
la Unidad Modelo (1950), la Unidad Vecinal 1 del IMSS (1956), la Unidad Vecinal 2 del 
IMSS (enTlalnepantla, estado de México, 1958), la Unidad John F. Kennedy (1963—1964) y  
la Unidad Lindavüta-Vallejo (1965-1966).
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dades” que, según su perspectiva, necesita el ser humano para desarrollar­
se en un lugar: luz, espacio y lo verde.

Le Corbusier también planteó el concepto de “unidad vecinal” bajo 
la idea de que las viviendas10 11 no pueden producirse aisladamente, sino que 
deben contar con equipamiento social, a fin de recrear los contactos d- 
irectos de la vida comunitaria que se pierden en las grandes ciudades. De 
esta forma, en sus diseños sintetiza elementos como la privacidad y las co­
modidades, propias de la vivienda individual, con el imperativo socioeco­
nómico y urbano de la vivienda en colectivo. Sus planteamientos sirvie­
ron de inspiración para la edificación de conjuntos habitacionales en 
varias partes del mundo. Sin embargo, aunque el arquitecto suizo-francés 
reconoce la importancia del equilibrio entre intimidad y distancia, detrás 
de estas concepciones se percibe el supuesto de que a través del diseño, 
“automáticamente”, va a surgir una vida en colectividad.

Los conjuntos habitacionales en la Ciudad de México
Igual que en Europa, Estados Unidos y Canadá, los conjuntos habitacio­
nales en México han sufrido un fuerte deterioro y problemas serios de 
habitabilidad, como resultado de la apropiación privada de áreas que son 
colectivas, cambios de usos y descuido general de estos espacios; esto au­
nado a la incapacidad de la población para autoadministrar el funciona­
miento del conjunto y, no menos importante, la inexistencia de una ins­
tancia oficial que se encargue de estas tareas de gestión. En otras palabras, 
la vida en colectividad impuesta desde los años cincuenta, a través de los 
multifamiliares y bajo la perspectiva de que la población podría asumir el 
cuidado y mantenimiento de las áreas comunes, ha generado múltiples 
problemáticas que aquejan a miles (o incluso millones) de familias mexi­
canas. Sin embargo, para un país como México, la opción de demoler11 o 
recortar los conjuntos que se han deteriorado o son rechazados por sus

10 Concibió a la vivienda como una máquina de habitar (machine ¿ habiter).
11 Esto solo se ha dado en casos excepcionales. Por ejemplo, después de los sismos de 1985, 

algunos edificios que sufrieron daños severos e irreversibles fueron demolidos, como los 
del Conjunto Urbano Presidente Juárez o dos edificios de la Unidad Nonoalco

i
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habitantes no es un camino válido, por la falta de recursos y la creciente 
necesidad de vivienda.

Los primeros conjuntos de la Ciudad de México se asociaron con el 
concepto de “vivienda social de alquiler”. Como señalamos antes, el gran 
conjunto habitacional precursor de esta tendencia fiie el Centro Urbano 
Miguel Alemán (1947-1949), promovido por la Dirección de Pensiones 
Civiles (hoy ISSSTE) y construido por ICA (Ingenieros Civiles 
Asociados, S. A. de C.V.) para trabajadores del Estado. Este está integrado 
por poco más de un millar de viviendas en departamentos de dos nive­
les, con superficies que varían entre sesenta y cien m2, y cuenta con un 
vasto equipamiento de comercio y servicios, y áreas de uso colectivo.

Una década después de la construcción del Centro Urbano Miguel 
Alemán, algunos conjuntos fueron construidos como una alternativa de 
saneamiento de las áreas deterioradas y empobrecidas de la ciudad. Uno 
de los más representativos fue edificado en la denominada “herradura de 
tugurios”, en la Ciudad de México. Se trata del Conjunto Urbano Pre­
sidente Adolfo López Mateos, más conocido como Conjunto Nonoalco- 
Tlatelolco (ver Fotografía 2). Promovido por la Dirección de Pensiones 
Civiles y con recursos del Banco de Obras y Servicios Públicos, este con­
junto contaba originalmente con cerca de 12 mil viviendas, distribuidas 
en 102 edificios. En esos mismos años se construyeron también la Unidad 
Independencia, con 2.234 viviendas y promovida por el IMSS; la Unidad 
Loma Hermosa, construida en 1964 con recursos del Fondo de Ope­
ración y Descuento Bancario a la Vivienda (FOVI), y que consta de 76 
edificios y 1.648 departamentos; la Unidad Presidente Kennedy-Artes 
Gráficas, también de FOVI, con 94 edificios y 3.104 departamentos; y 
Villa Olímpica, en 1968, con 29 edificios y 904 viviendas.

Tlaltelolco. Sin embargo, en la actualidad, algunos de los conjuntos que tienen más de 
treinta años han rebasado ya su vida útil, y presentan diversos problemas que ponen en 
riesgo la seguridad de sus habitantes. Entre los conjuntos más deteriorados se encuentran 260 Plateros, El Rosario, Tlatelolco y Santa Fe.
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Fotografía 2.
Conjunto Nonoalco Tlatelolco

Fuente: habitarhumanogerardo.blogspot.com

Para la década de los setenta, con la creación de los fondos solidarios de 
vivienda (INFONAVIT, FOVISSSTE, FOVIMI)12, se dio un gran im­
pulso a la construcción de vivienda de interés social; los conjuntos de 
esta época se caracterizaron por incluir tanto departamentos como vi­
vienda unifamiliar, por su localización periférica, por alcanzar grandes 
dimensiones y por contar con un importante equipamiento, así como 
áreas de uso social. Si bien estos conjuntos fortalecieron su carácter de 
vivienda social, un cambio fundamental que se dio fue que la vivienda 
empezó a ser ofrecida a los beneficiarios en propiedad13, situación que 
incidió definitivamente en la modalidad de acceso y uso de la vivienda 
y los espacios colectivos vinculados a esta. Los principales conjuntos de 
estos años fueron financiados por el INFONAVIT y destacan: el con­
junto Iztacalco, con 5.200 viviendas; El Rosario14, construido en varias

12 INFONAVIT es el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores 
FOVISSSTE es el Fondo para la Vivienda del ISSSTE y FOVIMI es el Fondo de la 
Vivienda para los Militares.

13 Los conjuntos de vivienda en alquiler fueron vendidos a sus ocupantes a precios accesibles.
14 Diseñado por Pedro Ramírez Vázquez y Teodoro González de León, su construcción fiie 

iniciada en 1972. El modelo urbanístico contemplaba edificios de departamentos rodea­
dos de amplias áreas verdes y conectados entre sí a través de andadores, pasillos y avenidas 
internas. El concepto que guió la construcción de este gran conjunto fue producir un 
espacio urbano autónomo en abasto, pago de servicios, educación y esparcimiento. A poco 
más de treinta años de construido, El Rosario presenta, además de fuertes problemáticas 
sociales, un gran deterioro estructural, resultado de edificaciones sin control y falta de 
mantenimiento. El problema es mayor si vemos que siete de cada diez condominos son
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etapas, con un total de 15.976 viviendas; y el conjunto Los Culhuacanes, 
con 19.788 viviendas.
A partir de los años ochenta, el agotamiento de las reservas de suelo, la 
crisis económica y el rezago habitacional acumulado por varias décadas 
indujeron modificaciones radicales en la política habitacional oficial (en 
1982 se crearon FONHAPO15 y FIVIDESU16). Los sismos de 1985 agu­
dizaron aun más la crisis habitacional y los damnificados exigieron una 
respuesta efectiva del Gobierno, la cual se cristalizó en la creación de 
Renovación Habitacional Popular (RHP17). Este contexto generó que los 
conjuntos habitacionales también se modificaran drásticamente. Así, en 
esta nueva etapa, la vivienda de interés social continuó ofreciéndose en 
conjuntos habitacionales, pero, en general, de mucho menor tamaño, dis­
minuyendo con ello la magnitud, el tipo de áreas de uso social y el equi­
pamiento. En algunos casos, incluso, estos elementos se eliminaron en su 
totalidad18, y la superficie de las viviendas también se redujo, así como la 
calidad de los materiales empleados.

Cabe señalar que se aplicaron diversas normas técnicas y de diseño en 
la construcción de conjuntos habitacionales, lo que trajo como conse­
cuencia que desde entonces se diera una heterogeneidad de tipologías. Lo 
mismo que pasó con los beneficiarios, quienes ya no solamente fueron 
asalariados, sino también diferentes sectores de la población con bajos in­
gresos19.

Desde los años noventa, la vivienda de interés social en el Distrito Fe­
deral ha enfrentado muchos problemas para construirse, por el alto valor 
del suelo. La única oferta es la que se da a través del Instituto de laVi-vien-

15
16
17

18 

19
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adultos mayores que sobreviven con su pensión y no cuentan con los recursos para 
enfrentar el rescate de este gran conjunto habitacional.
Fondo Nacional de Habitaciones Populares.
Fideicomiso de Vivienda y Desarrollo Urbano.
RH P construyó más de cien mil viviendas en 3.500 conjuntos habitacionales, los cuales 
fueron escriturados bajo el régimen condominal.
Es el caso del programa de Renovación Habitacional Popular, encargado de responder a 
la demanda de los damnificados por el sismo de 1985.
Entre los conjuntos más conocidos en esta etapa, además de los de (RHP) están: el 
Conjunto Fiviport, con 1.839 viviendas; el conjunto habitacional La Magueyera, con 354 
viviendas en edificios y casas dúplex; y el conjunto habitacional Cabeza de Juárez, con un 
total de 1.451 viviendas. Los tres promovidos por el FIVIDESU.
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da del Gobierno del Distrito Federal (INVI), que construye conjuntos ha­
bitacionales con fuertes subsidios y destinados a los denominados sectores 
vulnerables de la sociedad (discapacitados, madres solteras, indígenas, ter­
cera edad o miembros de grupos organizados). Para las familias que no 
entran en estas categorías, se viene construyendo una nueva tipología de 
conjunto habitacional, los llamados “conjuntos urbanos”, en los munici­
pios del estado de México. Estos se caracterizan por sus grandes dimen­
siones, por su localización en periferias cada vez más alejadas de la ciudad, 
por estar promovidos por empresas privadas y por estar conformados ma- 
yoritariamente por vivienda unifamiliar, a la cual pueden acceder los 
beneficiarios de créditos hipotecarios individuales proporcionados tanto 
por los organismos públicos (que se han transformado en instancias exclu­
sivamente financieras) como por la banca privada. Por las características de 
su diseño, no implican una vida colectiva obligada, como sucede en los 
conjuntos habitacionales de departamentos a los que nos hemos venido 
refiriendo20, y por tal razón, quedan fuera de este análisis.

De esta forma, la política habitacional mexicana y su evolución se han 
plasmado en las modificaciones que han tenido los conjuntos habitacio­
nales. No obstante, un elemento constante en este proceso ha sido la es­
trecha vinculación que su producción y financiamiento han tenido con 
los organismos públicos de vivienda.

Igualmente, desde el comienzo aparecieron diversas problemáticas 
asociadas al diseño y funcionamiento de los conjuntos. Una de ellas se 
deriva de las dimensiones físicas de las viviendas: conforme evolucionó la 
política habitacional, el tamaño de las viviendas fue disminuyendo, sien­
do cada vez más insuficiente para albergar adecuadamente a una familia. 
Por otro lado, por regla general, el diseño ha hecho caso omiso de la hete­
rogeneidad que existe en los hogares mexicanos, lo que ha orillado a una 
parte de los propietarios a vender o rentar su departamento para vivir en 
otro lugar; sin embargo, la mayoría ha buscado la forma de adaptarse y ha 
permanecido en su vivienda.

20 “A diferencia de los condominios horizontales, la forma vertical del espacio hace que los 
habitantes tengan que compartir muchas cosas, desde los acontecimiento^ de la vida coti­
diana hasta los espacios, cargas y servicios que en los condominios horizontales no cons­
tituyen problemas de convivencia o de gestión” (Giglia, 1998:140). 263
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A diferencia de las colonias populares, en los conjuntos habitaciona- 
les las familias no pueden desarrollar su creatividad en la producción de 
su espacio habitacional, ya que modificar el diseño y la estructura de un 
edificio en condominio está prohibido por la ley que regula este tipo de 
propiedades. No obstante, en buena parte de los conjuntos es posible 
observar cambios en el diseño original de los edificios y de los espacios 
comunes, consecuencia del reducido tamaño de las viviendas, de la nece­
sidad de realizar una actividad económica en el espacio doméstico, o de 
la búsqueda de identidad ante un diseño homogéneo y monótono. Las 
amphaciones que pueden observarse se han llevado a cabo sobre las áreas 
comunes, sin ninguna clase de control estructural ni sobre la calidad de 
los materiales utilizados, circunstancia que incide negativamente en el 
valor de las viviendas —y, por consiguiente, en el patrimonio de las fami­
lias propietarias—, y que genera riesgos estructurales en los edificios.

Otra problemática muy común en los conjuntos habitacionales es la que 
concierne a la dimensión social del habitar21. Las relaciones vecinales en con­
juntos habitacionales suponen reconocer los derechos de los demás y obser­
var reglas de convivencia (muy diferentes a las que existen en las colonias 
populares). Llama la atención que aun después de varias décadas de estable­
cidas estas formas de habitar en colectividad, hay un gran desconocimiento, 
entre los propios condominos, de la existencia de leyes y reglamentos para 
normar las relaciones, las responsabilidades y los derechos entre vecinos.

Se estima que una de cada tres unidades habitacionales de la Ciudad 
dé México está en muy malas condiciones (ver Fotografía 3), y sus habi­
tantes carecen de los recursos económicos necesarios para rehabilitarlas22. 
El riesgo estructural de los edificios de estas unidades, además de la proli­
feración de ampliaciones y modificaciones irregulares de las viviendas, es 
el resultado de la combinación de otros factores, entre los que destacan la 
falta de mantenimiento y el haber rebasado su vida útil de treinta años23.

Sobre las dimensiones del habitar, remito al lector al libro de JudithViilavicencio, María 
Teresa Esquivel y Ana María Duran (2006).
Según declaraciones del diputado Alejandro López Villanueva, presidente de la Comisión 
de Desarrollo Social de la ALDF. Disponible en argonmexico.com, visitado en agosto 25 
de 2010.
El procurador Social del Distrito Federal señaló que hay alrededor de 280 condominios 
con viviendas que tienen más de treinta años.

21

22
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Fotografía 3. Conjunto El Rosario, Azcapotzalco.

Se cristalizaron grandes expectativas en relación a la organización vecinal 
al momento de la creación de los conjuntos habitacionales; sus diseñado­
res buscaron fortalecer la vida comunitaria —perdida en la gran ciudad— al 
acercar a los vecinos por medio de los espacios colectivos; en ese sentido, 
el proyecto de la construcción de conjuntos habitacionales no respondió 
exclusivamente a un tipo de diseño arquitectónico y urbano, sino tam­
bién a que fueron concebidos como un dispositivo para promover un 
orden social (Duhau y Giglia, 2008).Todo parece indicar que la vida coti­
diana en los conjuntos habitacionales resulta problemática no solo por la 
imposibilidad de sus habitantes para “moldear” su espacio cotidiano según 
sus gustos y necesidades, sino por las implicaciones que trae consigo la 
vida en colectivo, sin contar con la organización y la participación veci­
nal que se requerirían para ello.

Así, en la historia de los conjuntos, que los habitantes primero hayan 
accedido como inquilinos y después como propietarios, y que el cuidado 
y responsabilidad de los espacios comunes hubiera quedado, en un primer 
momento, en manos gubernamentales y posteriormente en manos de los 
propios vecinos, sin que mediara un proceso paralelo de educación condo- 
minal, imprime particularidades a este proceso que se vinculan con las 
modalidades que adquieren el uso y la gestión de los conjuntos. 265
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La propiedad privada y colectiva de los conjuntos
Esta forma de hábitat que implican los conjuntos, conformados por edi­
ficios, espacios y equipamientos comunes, está acompañada de la figura 
jurídica de la propiedad en condominio y de la reglamentación de su admi­
nistración y organización para hacer posible un habitar en colectividad. 
La propiedad en condominio, que supone, al mismo tiempo, la propiedad 
privada de la vivienda y la propiedad colectiva de las áreas de uso social, 
está jurídicamente reconocida y regulada por la Ley de Propiedad en 
Condominio de Inmuebles para el Distrito Federal24.

Esta doble propiedad que implica la vida en colectividad ha generado 
diversas problemáticas. Mientras que las familias que habitan los conjun­
tos tienden a cuidar su espacio privado -del cual son propietarias en la 
mayoría de los casos- y a identificarse con él, el conflicto surge con los 
espacios comunes y la propiedad colectiva de estos, y lo que esta implica 
en términos de derechos y obligaciones.

A diferencia de los residentes de otros espacios habitacionaies, quie­
nes viven en conjuntos, por la vida en colectividad que esto conlleva, de­
ben no solo desarrollar conductas específicas para adaptarse a este tipo de 
ámbitos, sino, principalmente, fomentar actitudes personales que impli­
quen el reconocimiento de estar dentro de una comunidad (respeto, tole­
rancia, cooperación), y con ello ajustarse y aceptar las reglas del juego que 
esa colectividad establece, con miras a lograr el bien común. Ahí reside, 
justamente, el choque entre lo que implica la vida colectiva y el actuar indi­
vidualista que prevalece entre la población, en general, y en la que habita 
en conjuntos, en particular.

24 En la búsqueda de mecanismos que permitieran superar los problemas frecuentes que 
aquejan a los conjuntos habitacionaies, en 1954 fue promulgada la Ley de Propiedad en 
Condominio, que desde entonces ha sufrido numerosas modificaciones. Las más recien­
tes fueron impulsadas por la Procuraduría Social del Distrito Federal (PROSOC). 
Actualmente está vigente la versión publicada el 8 de noviembre de 2007, la cual contie­
ne artículos que hacen referencia a los deberes y derechos del condomino, las formas de 
organización social en los conjuntos, así como las características y modalidades de admi­
nistración de estos espacios. Igualmente, incluye un capítulo referido especialmente a los 
condominios de interés social y, en sus últimas versiones (1998 en adelante), incorpora capí­
tulos sobre la cultura condominai, sobre la destitución y ruina del condominio y sobre las 
sanciones en caso de incumplimiento de la ley.
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Esta confrontación de perspectivas se ha traducido en el evidente 
deterioro de las áreas comunes de gran parte de los conjuntos, e incluso, 
a veces, de las mismas viviendas; en el cambio de los usos para los que las 
áreas colectivas fueron diseñadas; en la progresiva apropiación privada de 
los espacios comunes; en inseguridad; en los conflictos entre vecinos; en 
la falta de participación en las tareas de gestión colectiva; y hasta en la 
renuencia al pago de cuotas de mantenimiento.

Para el buen funcionamiento de los conjuntos se requiere, entre otras 
cosas, una administración efectiva y una reglamentación que ordene la 
acción tanto individual como colectiva de los vecinos. Sin embargo, el 
problema surge ante la imposibilidad de los vecinos para organizarse y 
ponerse de acuerdo respecto de la gestión y los usos de los bienes y espa­
cios compartidos.

Los primeros conjuntos que se construyeron en la Ciudad de Méxi­
co (del Banco Nacional de Obras) quedaron bajo la responsabilidad de 
empresas filiales del banco, las “administradoras inmobiliarias”, que se 
encargaban de atender los problemas de mantenimiento y administra­
ción durante el período en que se amortizaba el crédito, cobrando, para 
ello, entre el 15 y el 20% de las mensualidades que debían pagar los 
beneficiarios. A principios de la década de los sesenta se creó el Fidei­
comiso para la Administración de Unidades Habitacionales, el cual se 
encargó de las acciones de mantenimiento y operación de los conjuntos 
promovidos por el Programa Financiero de Vivienda (Schteingart, en 
Villavicencio et al., 2006).

Por su parte, el INFONAVIT, en su primera etapa, desarrolló progra­
mas de orientación y promoción social entre sus beneficiarios, con la 
finalidad de generar una mejor convivencia y promover la participación 
organizada. Los habitantes debían pagar, aparte de la amortización del 
crédito, una cuota de 10 a 20% de dicha amortización para cubrir los gas­
tos de administración. No obstante, a partir de 1983 se afianzó la autoad­
ministración de los conjuntos del INFONAVIT, y los beneficiarios tuvie­
ron la obligación de pagarle el 1% de su salario para constituir un fondo 
que permitiera afrontar los gastos de mantenimiento de los conjuntos.
Esta autoadministración (con el apoyo institucional) también caracterizó 
a los conjuntos del FOVISSSTE, así como a los que promovieron los 
organismos del Distrito Federal a través de la Dirección General de Habi- 267
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taciones Populares, el FIVIDESU y el FICAPRO (Fideicomiso Pro­
grama Casa Propia) (Schteingart, en Villavicencio et al., 2006).

Sin embargo, a mediados de los años ochenta, los problemas econó­
micos que enfrentaban los organismos de vivienda, así como su incapa­
cidad y desinterés para enfrentar las obligaciones relacionadas con el 
mantenimiento y administración de los conjuntos, los llevó a dejar esta 
responsabilidad en manos de los vecinos, quienes, desde entonces, como 
hemos señalado, se han visto en serias dificultades para organizarse y asu­
mir las tareas de administrar y gestionar su hábitat colectivo.

En otros estudios25 hemos identificado que estos compromisos de ges­
tión son menos difíciles de asumir cuando se trata de conjuntos pequeños. 
No es el caso de las grandes unidades, las cuales contienen instalaciones, 
servicios y equipamientos diversos cuya responsabilidad queda, la mayoría 
de las veces, en manos de los condominos. Estos se ven incapacitados para 
asumir un compromiso que en realidad corresponde al gobierno local. De 
esta forma, el Estado delega en los vecinos la gestión y prestación de ser­
vicios, que son responsabilidad pública y no condorrünal. Giglia lo expo­
ne así:

Después del fracaso del llamado estado del bienestar, y frente a las difi­
cultades que encuentra el neoliberalismo para alcanzar la paz social y el 
desarrollo económico, los poderes públicos parecen descubrir las ventajas 
económicas y sociales de las soluciones colectivas y planificadas, y las pro­
ponen como viables a pesar del proceso creciente de individualización de 
los sujetos y de las necesidades sociales (Giglia, 1998:136).

En consecuencia, la “autogestión” se convierte, según la autora, en un 
ahorro para el Estado y en un aumento de todo tipo de cargas para los 
habitantes de la ciudad (Giglia, 1998).

Evidentemente, construir conjuntos no es únicamente cuestión de 
arquitectura, se requiere, por un lado, convencer o generar actitudes sobre 
la vida en colectividad en los futuros habitantes e impulsar las conductas 
vinculadas a ello; y, por otro lado, crear instancias de gobierno que ges­
tionen o conduzcan la administración de estos espacios. Si bien desde 

i
268 25 Véase el texto de Villavicencio et al. (2006).
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1989 existe la Procuraduría Social del Distrito Federal26, entre cuyas fun­
ciones están apoyar a los vecinos para constituir y administrar un condo­
minio, y afrontar los problemas derivados de la propiedad colectiva de los 
bienes y espacios compartidos, en la realidad sus acciones y las posibilida­
des de intervenir, hasta hace poco, habían sido bastante limitadas. Otras 
instancias son las delegaciones políticas del Distrito Federal27, que hasta 
ahora han enfrentado diversas dificultades para dar solución a la grave 
problemática de los conjuntos y, en general, para crear las condiciones de 
funcionamiento de la propiedad colectiva (Villavicencio et al., 2006).

A casi cincuenta años de haberse publicado la primera ley de condo­
minios del Distrito Federal y de considerarse a los conjuntos habitacio­
nales como la solución al problema de la vivienda en la ciudad, continúa 
la falta de respuestas prácticas que permitan administrar de forma eficien­
te los inmuebles sujetos a este régimen y, a la vez, proteger el patrimonio 
y la calidad de vida de sus ocupantes28. No podemos dejar de lado el gran 
desconocimiento de los habitantes de los conjuntos sobre la ley de pro­
piedad en condominio y sobre los reglamentos que regulan la vida en 
colectividad. Ahí reside, precisamente, buena parte de los problemas de 
estos lugares, ya que los vecinos no toman conciencia de que existen de-

26 La Procuraduría Social es un organismo descentralizado del Gobierno del Distrito Federal 
creado en 1989 para recibir las quejas de los ciudadanos en relación con la atención que 
proporcionaban los funcionarios públicos (del gobierno local). A mediados de ese año, se 
le confirieron nuevas funciones que la vincularon con el ámbito de la vida condominal 
(es decir con los conjuntos habitacionales) y con la vivienda en arrendamiento. Comenzó 
interviniendo como orientadora, y en 1993 también como conciliadora en casos conflic­
tivos (Villavicencio et al., 2006).

27 Desde el año 2000, las delegaciones se transforman en órganos desconcentrados del 
Gobierno del Distrito Federal, adquiriendo, con ello, mayor libertad de acción y decisión. 
Por esto, cada delegación aplica diferentes programas vinculados con la problemática de 
los conjuntos habitacionales, en función de las problemáticas locales.

28 Existen, sin embargo, el reconocimiento de este problema y propuestas para enfrentar­
lo. Por ejemplo, el 31 de agosto de 2010 salió a la luz la noticia de que trabajadores de 
la Confederación Revolucionaria de Obreros y Campesinos (CROC) brindarían servi­
cios de promotor vecinal profesional, para fomentar la organización y convivencia en los 
desarrollos habitacionales que financia el INFONAVIT. La idea es que los promotores 
vecinales participen activamente en acciones encaminadas a incrementar los niveles edu­
cativos de los habitantes de los conjuntos, y promuevan el desarrollo humano en el 
ámbito de la participación social y seguridad comunitaria (El Sol de México. Disponible 
en www.centrourbano.com).
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beres y derechos que conciernen a todos y requieren de un compromi­
so colectivo para enfrentar la vida cotidiana en este tipo de vivienda.

La relevancia de esta situación se incrementa si consideramos que 
actualmente en la Ciudad de México existen 7.250 unidades habitacio- 
nales de interés social, en las cuales reside el 30% de la población del 
Distrito Federal29. Esta gente vive bajo el régimen de propiedad en con­
dominio (o copropiedad) y enfrenta cotidianamente diversos problemas 
de convivencia y de responsabilidad compartida. Si a esto añadimos que 
los actuales programas habitacionales del Gobierno del Distrito Federal 
implican continuar construyendo vivienda de interés social en conjuntos 
habitacionales y bajo este régimen, el problema se acrecienta y la necesi­
dad de darle solución se hace cada vez más urgente.

En el siguiente apartado retomamos los testimonios de residentes en 
conjuntos habitacionales de la Ciudad de México, rescatando su expe­
riencia habitacional en estos espacios, la forma en que llevan a cabo esa 
“vida colectiva”, cómo la gestionan y cuál es su ideal de espacio habita­
cional30. Buscamos identificar qué tanto se han internalizado los valores 
de vida colectiva que el diseño de estos espacios urbanos impone, por 
parte de los habitantes de los conjuntos.

La vida en colectividad
Si bien los conjuntos habitacionales, a diferencia de las viviendas inde­
pendientes, las colonias populares o los fraccionamientos, brindan mu­
chas oportunidades de encuentro, mayor cercanía física y, por qué no, 
vínculos sociales más intensos para la población, también es cierto que en 
sus áreas colectivas se dan relaciones vecinales más complejas, precisa­
mente por la proximidad, el uso y la responsabilidad compartida de los 
espacios comunes.

29 D e acuerdo a declaraciones de la subprocuradora de Exigibilidad y Defensa de los 
Derechos Ciudadanos de la Procuraduría Social del Distrito Federal (PROSOC) (La 
Jornada, julio 23 2010. Disponible en www.centrourbano.com).

30 Rescatamos algunas entrevistas realizadas en 2004 dentro del proyecto que culminó en el 
libro de Villavicencio et al. (2006); también incluimos ocho entrevistas más, levantadas en 
octubre y noviembre de 2007 por Julieta Lagaide y Angélica Cervantes.
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Sostenemos que el diseño, los espacios y el tipo de propiedad que 
caracterizan a los conjuntos habitacionales imponen una vida en colecti­
vidad para la que sus moradores no están preparados. Para algunos veci­
nos, incluso, la vida en comunidad se ha convertido en una verdadera 
pesadilla.

Bueno, para empezar, aquí no hay organización en lo absoluto (...) no 
hay comunicación entre nadie, cada quién actúa conforme piensa (...) la 
persona que vive en la planta baja se adueña del área comunal (...) No 
hay organización para ponernos de acuerdo para mantener todo el nivel 
limpio, sale uno afuera y hay mucho excremento de perro (...) El gran 
problema de que, pues, no se le puede decir nada al vecino de arriba, ni 
al vecino de al lado. Hacen mucho ruido por la fiesta del de arriba o la 
fiesta del de abajo o la fiesta del de al lado, pues vibran todos los vidrios 
y finalmente pues va uno a decirles, “pero estoy en mi casa”, esa es su 
palabra, entonces es algo de lo, de lo más difícil (...) (Habitante del con­
junto El Rosario-Azcapotzalco, entrevista, octubre de 2007).

Vivir en colectividad requiere armonizar las prácticas y los intereses pri­
vados en escenarios comunes31. Es fácil decirlo, pero muy complejo lle­
varlo a la realidad. Hay vecinos que reconocen la importancia de vivir en 
colectividad y, sin embargo, encuentran dificultades para lograrlo.

(...) Sí tenemos una convivencia de respeto, porque nos conocemos y 
sabemos que [somos] quienes vamos a habitar la vivienda y nos vamos a 
ver cincuenta años, y pues, eso de estar mentándonos la madre [sic], como 
que no va, verdad, y [entonces] llevamos la fiesta en paz (Habitante del 
conjunto España-Iztapalapa, entrevista, mayo de 2004).

En el caso de los grupos de habitantes que accedieron a una vivienda en 
conjunto a través de gestión colectiva y varios años de movilizaciones, se 
pudo observar que, al llegar a su nuevo espacio habitacional, en lugar de 
que, transformados ahora en vecinos, establecieran relaciones sólidas y
31 Villavicencio et al. (2006) denominan dimensión de la gestión del habitar a los arreglos y 

compromisos que se establecen dentro del grupo y entre este y agentes externos (gobier­
nos locales, etc.) para organizar el funcionamiento general de los conjuntos y buscar un 
mejor habitar en ellos.
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perdurables, generaron nuevos conflictos, vinculados al redimensiona- 
miento de lo privado sobre lo público.

Pensé que iba [a] ser bonita mi vida aquí en la unidad, porque al principio 
cuando andábamos comprando el terreno y solicitando el crédito, todos le 
entraban por la derecha [sic], que si se trataba de ir a un mitin, todos le 
entraban, que si había que limpiar el terreno, todos dándole duro en la lim­
pieza, y así por el estilo, nació una buena amistad. Pero nada más nos die­
ron los departamentos y las casas y varios se apartaron, dejaron de partici­
par, se encierran en su hoyo [casa] y no salen. Pero como los presionamos 
para que le entren (...) ¿qué se creen, que son enchiladas arreglar las bron­
cas de la unidad? (...) porque la unidad es de todos y todos le debemos de 
entrar por la derecha con el mantenimiento (Habitante del conjunto habi- 
tacional Lomas de Moctezuma-INVI, entrevista, octubre de 2007).

Uno de los problemas centrales en los conjuntos es la invasión de espa­
cios colectivos y, como señalamos antes, son varias las razones que la 
explican. Estas van desde la necesidad de adquirir más espacio como res­
puesta a las reducidas dimensiones que tienen los departamentos, hasta el 
cambio de uso de la vivienda, de habitacional a comercial (ver Fotografía 
4), como consecuencia de la falta de instalaciones comerciales y de ser­
vicios (en el conjunto o en el barrio), o de la necesidad de poner un 
“negocio” para enfrentar la crisis económica y la falta de empleo.
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Fotografía 4. Comercio dentro de la vivienda. Unidad habitacional El Rosa­
rio, Azcapotzalco

En aquellos conjuntos que desde un inicio tuvieron una débil reglamen­
tación (como es el caso del conjunto El Rosario, en Azcapotzalco), las 
modificaciones y ampliaciones a las viviendas (particularmente, aunque 
no exclusivamente, del primer piso) se han convertido en una práctica 
generalizada (ver Fotografía 5). Ante esto, las autoridades se ven limitadas 
para actuar hacia el rescate de estos espacios, que fueron diseñados para 
uso colectivo. Así lo describe un entrevistado:

Ahorita realmente, pues ya no podemos hacer nada, porque son negocios que 
ya tienen mucho tiempo (...) de hecho aquí [hay] una parte de estaciona­
miento también de área comunal que hasta los lugares venden, no. Sin haber 
un documento, un papel donde diga yo te vendo (...) Porque son pioneros, 
o sea, ellos fueron los primeros que llegaron a la unidad y se adueñaron de 
los lugares, mucha gente no tenía carro y los que tenían pues abusaron de 
agarrarse lugares, de hecho en muchos lugares hicieron jaulas (...) Es muy 
difícil, muchas de las veces quiere uno arreglar las cosas, pero con la gente no 
se puede, para no entrar en controversias ni entrar en problemas, cada quién, 
y nosotros dedicarnos a lo nuestro y (...) no meternos en problemas,bueno 
relativamente pues ¡se va uno acostumbrando a vivir así! (Habitante del con­
junto El Rosario-Azcapotzalco, entrevista, octubre de 2007).
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Sin embargo, la práctica de invadir o apropiarse de los espacios comunes 
es percibida por algunos vecinos como una conducta usual, lo ven como 
algo “natural”. Más aun, se organizan para que el beneficio de esta inva­
sión sea compartido.

El señor de abajo fincó, pero le avisó a los de arriba que iba a fincar, para 
que le ayudaran a echar la loza, porque si no le ayudan, entonces él no 
iba a poner la loza y ya no se iban a servir [de la loza] ellos tampoco; 
entonces le ayudaron, hubo un acuerdo y ya lo hicieron y fincaron hasta 
arriba, una recamarita chiquita, pero la hicieron. Entonces mi vecino de 
aquí abajo, yo vi que estaba haciendo hoyos y dije ¡ah que suave [sic] ya 
también va a fincar! Ya bajo y le digo, oye Dolores, así se llama, que vas a 
fincar, ay dime para echarte la manita, ¿no? No, dice, yo nada más voy a 
fincar aquí, voy a poner mi techo de lámina. Y le dije, pero ¿por qué?, 
¡finca! Si te vamos ayudar para que eches la loza y de ahí nos seguimos, 
el [vecino] de en medio y luego sigo yo. No, no quiso. Ahora todo está 
encerrado parece jaula de gallina allí (Habitante del conjunto El Rosario- 
Azcapotzalco, entrevista, noviembre de 2007).

La cercanía física que entraña la vida en colectivo a veces también puede 
suponer buenas relaciones entre vecinos, pero ¿ qu é significa ser u n  buen  veci­
n o?  Esta pregunta es particularmente compleja, ya que la gente no compar­
te una única idea sobre lo que esto significa: “un buen vecino no es nece- 274 sariamente una persona amistosa o agradable sino aquélla que se conforma
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con las expectativas del rol de vecino que reconoce el consenso común”32. 
Así, el papel de vecino se construye socialmente, a partir de ideas y creencias 
que las personas comparten y con las que se regula lo que se espera que sea 
y haga un vecino. Los problemas empiezan cuando la idea asociada a este rol 
es desconocida o no se comparte entre las personas que viven próximas. 
Esto es muy común, ya que existen diferentes concepciones vinculadas a la 
definición del rol de vecino, que varían no solo de grupo a grupo, sino tam­
bién en función de la importancia que las personas asignan a este papel en 
la vida cotidiana. Encontramos que, para algunos, ser “buen vecino” hace 
referencia exclusivamente al vínculo que se establece con base en el saludo 
cortés y al no inmiscuirse en la vida de los demás. “Aquí con los vecinos, 
yo tampoco tengo ningún problema, nadie se mete con nadie, les voy a ser 
sincera, yo de aquí, de mi departamento casi no salgo, yo nada más salgo, 
ahora sí que cuando es necesario ir al mercado o alguna otra cosa” (Ha­
bitante del conjunto Torres Tlalpan, entrevista, mayo de 2004).

Así, un factor que exacerba las dificultades de la vida colectiva reside en 
las diferencias culturales que hay entre los residentes de los conjuntos. El 
hecho de que se trate de vivienda de interés social, y particularmente del 
INVI, genera la confluencia de personas con estilos de vida diversos, lo que 
se traduce en percepciones y formas de usar y apropiarse de los espacios 
también diferentes. Más aun, muchas veces sucede que, siendo familias del 
mismo nivel cultural, se busca mantener la distancia, diferenciándose del 
otro, que es más igual a uno de lo que se puede pensar (o aceptar).

Los vecinos de arriba hacen mucho ruido, los chamacos juegan con la 
pelota, corren o se gritan como si estuviera en el cerro y se oye todo, tam­
bién azotan la puerta, y esto pasa a todas horas, no tienen consideración 
por los demás, por eso digo que son unos vecinos abusivos (...) También 
son muy cochinos, como vienen de los tiraderos de Santa Cruz Meye- 
hualco, creen que todavía viven en sus chozas de los tiraderos y si viera el 
montón de triques que tienen y luego despiden un olor que para qué le 
cuento, estos deberían vivir en el desierto o en los tiraderos (Habitante 
del conjunto habitacional Lomas de Moctezuma-INVI, entrevista, octu­
bre de 2007).

32 Para Weber, “las relaciones vecinales se dan por la proximidad de residencia, lo que no
supone, necesariamente, la proximidad social” (En Safa, 1998: 58). 275



María Teresa Esquivel Hernández

Se podría pensar que por haber vivido en una vecindad antes, los habi­
tantes de los conjuntos aprendieron a compartir con intensidad espacios 
y servicios; sin embargo, todo parece indicar que no existe claridad en lo 
que implica la vida en colectividad, ya que imaginaron una vida diferen­
te en un departamento de un conjunto habitacional, donde el baño y los 
lavaderos son privados, pero esta situación ocultó una realidad de la que 
se estaba huyendo: la presencia de vecinos y la vida en colectividad.

La verdad, nunca me puse a pensar en ella [en la vida a futuro en el con­
junto habitacional], así, muy seriamente, yo estaba muy contenta con la 
idea que por fin iba a tener mi propia casa con todos los servicios, boni­
ta y bien arregladita. No me puse a pensar en los demás, o sea en los veci­
nos, en los pagos del crédito, en nada, yo solamente era feliz pensando en 
mi departamento y en la idea de que ya no pagaría renta (Habitante del 
conjunto habitacional Lomas de Moctezuma-INVI, entrevista, octubre 
de 2007).

Todo parece indicar que para algunos no hay diferencia entre la vida en 
colectividad que tenían en la vecindad y la que experimentan en los nue­
vos conjuntos habitacionales (ver Fotografía 6).

Como le dije, hay gente bien pasada de rosca [sic] que busca extenderse 
como verdolaga [sic], como si estuvieran solos en su casa, sin acordarse de 
que los espacios de la unidad son de todos. Por ejemplo, con mis vecinos 
he tenido problemas porque hacen ruido, azotan sus puertas, o cuando 
lavan las cobijas y cobertores los cuelgan del barandal y me escurre el 
agua por mi azotehuela como si estuviera lloviendo (...) No se diga de 
los vecinos que tiran basura o los chavos [sic] que ya habían empezado a 
pintar los edificios con garabatos como si estuvieran en el tambo [sic], 
todo pintarrajeado, bien feo (Habitante del conjunto habitacional Lomas 
de Moctezuma-INVI, entrevista, octubre de 2007).
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Fotografía 6.
Invasión de espacios colectivos y deterioro. 
Conjunto El Rosario, Azcapotzalco

Fuente: Google Maps

Las dificultades asociadas a la vida en común que imponen los conjuntos 
habitacionales se vinculan con la falta de interés y voluntad de los habi­
tantes para involucrarse con las cuestiones que atañen al colectivo, pero 
también con su incapacidad y nula preparación en los aspectos de convi­
vencia colectiva. Esto ha sido definido como la carencia de una “cultura 
condomino!” y refleja la ausencia de ciudadanía, es decir, del reconoci­
miento y ejercicio de sus derechos y obligaciones para con los demás y 
con su hábitat.

Organización para la administración33
La propiedad colectiva de las áreas de uso común constituye el punto más 
frágil de la vida en los conjuntos habitacionales. Este tipo de propiedad 
reconoce que los condominos tienen derecho de uso y disfrute de estos 
espacios, pero también tienen la responsabilidad de mantenerlos en bue­
nas condiciones y limpios (lo que implica pagar cuotas, asistir a las reunio­
nes, así como llevar a cabo una serie de conductas ajustadas a la vida en

33 Duhau et al. (1998) definen la administración como “la gestión del patrimonio colecti­
vo”, concepto que hace referencia a la organización y la reglamentación que se requieren 
para optimizar el funcionamiento de lo colectivo y de las relaciones sociales que ocurren 
en los conjuntos habitacionales. 277
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colectividad). En otras palabras, implica no únicamente el establecimiento 
de relaciones cordiales entre vecinos, sino también compartir la responsa­
bilidad que esa vida en común impone, y que tiene que ver con hacerse 
cargo de los espacios colectivos, de su mantenimiento y, en general, de la 
administración para un buen funcionamiento del conjunto habitacional.

Como ya hemos señalado, la vida en colectividad, impuesta por el 
modernismo, se enfrentó a una realidad que la entonces titular de la 
Procuraduría Social del Distrito Federal describe de la siguiente forma:

La vivienda y el régimen de propiedad en condominio fueron concebi­
dos, desde sus orígenes, como una alternativa y solución a la demanda de 
vivienda de sectores de clase media y de altos ingresos, con característi­
cas de educación y sociabilidad más acordes a la vida de la ciudad y de 
las aspiraciones modernas (...) Nunca se imaginaron que este régimen de 
propiedad sería adoptado para la construcción de millones de viviendas 
de interés social para cubrir la demanda de grandes masas de trabajado­
res que exigían la satisfacción de ese derecho (Ruiz Anchondo, 2007).

Creemos que en esto reside, precisamente, parte del fracaso de la vida 
colectiva que trajeron consigo los conjuntos habitacionales. Hay que 
recordar que en las primeras unidades que se construyeron, el Gobierno 
asumió el costo de su administración y, como se trataba de vivienda en 
renta, los vecinos no estaban obligados a sufragar los gastos del manteni­
miento de las áreas comunes. En los años setenta, los conjuntos habita­
cionales ya se edificaron bajo el régimen de propiedad en condominio, 
empero, las áreas comunes continuaron siendo responsabilidad guberna­
mental, por lo menos mientras se pagaba el crédito. Al cubrirse este, los 
propietarios heredaron la responsabilidad del mantenimiento y conserva­
ción de los espacios colectivos, sin que se diera un proceso de educación 
condominal, es decir, “la capacitación en los valores de la convivencia, 
como son: la cooperación, la tolerancia y el respeto a las reglas que deben 
ser aceptadas y acatadas por todos” (Ruiz Anchondo, 2007).

En efecto, la Ley de Condominos plantea como una responsabilidad 
colectiva buscar o establecer alguna forma de administración para supe­
rar los conflictos que el uso de los espacios comunes trae consigo. Sin 278 embargo, esta tarea, como señalamos antes, se ha delegado a los vecinos,
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quienes carecen de capacitación condominal, desconocen sus derechos y 
obligaciones y, en consecuencia, han enfrentado graves conflictos para or­
ganizarse34. Entre las tareas de administración, el cobro de cuotas se ha 
considerado una de las más complicadas.

Tenemos nuestra unión de vecinos del edificio y funciona muy bien por­
que doña Lulú, que es la encargada, es igual que yo, no se deja y pone en 
su lugar a los vecinos que no quieren colaborar o pagar su cuota, porque 
todos pagamos, aunque hay vecinos que creen que en el edificio se vive 
de gorra [sic], pero como ya le dije, doña Lulú los pone en su lugar y claro 
que cooperan (Habitante del conjunto habitacional Lomas de 
Moctezuma-INVI, entrevista, octubre de 2007).

En México es común la cultura del “no pago” para diversos aspectos vin­
culados con la vivienda en condominio. En el caso de los conjuntos, las 
razones pueden ser diversas, en ciertos casos, es real que algunos vecinos 
no tienen las condiciones materiales para pagar el mantenimiento, en 
otros, en cambio, permanecen la desconfianza, la indiferencia y la poca 
disposición  para asum ir la responsabilidad que im plica la vida en co lecti­
vo, y en otros más, prefieren vivir “de gorra”35. “Funciona mal [la vida en 
colectividad], porque solo es una pedidera [sic] de dinero, que para la 
bomba, que para la cisterna, como si uno trabajara nada más para estarle 
dando a la encargada del mantenimiento, además, yo no tengo dinero 
para estar coopere y coopere” (Habitante del conjunto Frente de Lucha 
Urbana-INVI, entrevista, noviembre de 2007).

34 D e acuerdo aVillavicencio et al. (2006), el 12% de los conjuntos del Distrito Federal care­
ce de administración, y de los que sí tienen, únicamente el 1% contrata el servicio, el resto 
(90%) lo hace por autoadministración.

35 El poco respeto o interés por lo colectivo va conformando una personalidad especial den­
tro de los vecinos, y que ha sido identificada y descrita por Duhau et al. como el fenó­
meno delJree rider (o “gorrón”): “[Es] el individuo que aprovecha los bienes colectivos sin 
cumplir la parte que le corresponde en su creación y conservación, se manifestaría de 
diversas maneras en los procesos de gestión de los bienes y servicios colectivos en un con­
junto habitacional: negativa a renunciar a las preferencias individuales aunque estas tengan 
un carácter minoritario, mora u omisión en el pago de las cuotas de mantenimiento; indi­
ferencia frente al deterioro o la utilización indebida de bienes y servicios, y consentimien­
to de conductas depredadoras por parte de los miembros de la propia familia, entre otras” 
(Duhau et al., 1998:184). 279
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Así, encargarse, como vecino, de la administración del conjunto resul­
ta una tarea sumamente difícil ya que se requiere, por un lado, convocar 
y recolectar las cuotas y, por otro, lidiar con los vecinos morosos. De ahí 
la importancia de “dignificar” una tarea como la del administrador, para 
que, de esta forma, el trabajo y el tiempo invertidos sean redituables a los 
vecinos que tomen ese cargo. De hecho, la Ley de Condominios contem­
pla esa posibilidad, sin embargo, la mayoría de la población desconoce la 
normatividad36.

Tenemos también problemas con la administración, con las diferentes 
administraciones que han pasado ¿cómo le vas a exigir a alguien, que 
colabora con el ánimo de que la unidad se levante, si no le das un centa­
vo de sueldo? Ahora ¿y cómo le vas a dar sueldo si no tienes ni para 
pagarles a los vigilantes, ni a los que hacen el aseo?, entonces es un vicio 
(...) Hay pugnas entre determinados grupos, nadie cobra un sueldo y la 
verdad no sé por qué hay ese tipo de situaciones ¿no? Yo no quiero admi­
nistrar ganándome mentadas [sic] gratis, no le veo el sentido, haciéndo­
me enemigos. Por ejemplo, ahorita la señora del 101 [señala con la mira­
da el edificio E] es la nueva administradora desde el mes pasado, dice: 
“¡renuncio, yo ya no quiero nada con esto, no encuentro apoyo!”, porque 
un grupo la pone, la manda a la guerra y la deja sola, entonces ella renun­
cia. Entonces, no, no es negocio. Entonces ese grupo y otros más: “oye, 
no renuncies”. El mexicano está acostumbrado a tener una figura a quien 
reclamarle o a quien pedirle. Pero los mexicanos no dicen: “yo apoyo, yo 
doy ideas, yo coopero”, nos gusta tener una figura a quien pedirle y ese 
es el problema. No se puede hacer nada sin la cooperación de los veci­
nos (Habitante del conjunto Torres Tlalpan, entrevista, mayo de 2004).

Hemos señalado que las instituciones públicas han dejado en manos de 
los condominos responsabilidades que les corresponden a ellas. Sin em­
bargo, cuando la delegación política lleva a cabo ciertas tareas que son su
36 Esta situación ha desembocado en la elaboración de propuestas para reformar la ley con- 

dominal en el Distrito Federal, previendo sanciones jurídicas a los habitantes de unidades 
habitacionales que sean “problemáticos, irrespetuosos y morosos”, ya que no se cumple la 
Ley de Condominos por la ausencia de sanciones que obliguen al condomino a no vio­
lentar los derechos de los demás, según declaraciones de la diputada local del PR D  R ocío  
Barrera, integrante de la Comisión de Vivienda de la Asamblea Legislativa (La Jomada, 

Z o U  agosto 9 ,2010. Disponible en www.centrourbano.com).

http://www.centrourbano.com


Conjuntos habitacionales y vida colectiva

responsabilidad, esta situación es percibida por las personas como una 
“ayuda”, aunque sean los propios vecinos quienes tengan que aportar con 
su mano de obra.

De la delegación, no nos podemos quejar porque nos echa la mano con 
algunas cosas para arreglar la unidad, por ejemplo, ahorita nos prometió 
pintura para echarle una manita de gato [sic] a toda la unidad, porque hay 
edificios que ya se ven medio feos y hay que darles su pintadita (Habi­
tante del conjunto habitacional Lomas de Moctezuma-INVI, entrevista, 
octubre de 2007).

La misma situación es percibida de manera diferente por otros vecinos.
Como le dije, hay una [organización] que se encarga de ver los proble­
mas de la unidad. La delegación participa poco, solo nos mandó pintura 
para que nosotros pintáramos, como si tuviéramos mucho tiempo. En la 
delegación hay muchas personas que no hacen nada, deberían mandarlas 
para que le dieran mantenimiento a las unidades (Habitante del conjun­
to Frente de Lucha Urbana-INVI, entrevista, noviembre de 2007).

De esta manera, la gestión del patrimonio colectivo es una labor sumamente 
compleja, más fácil de llevarse a cabo en conjuntos de menor tamaño, 
pero en las grandes unidades el problema se redimensiona.

Los imaginarios habitacionales
La vivienda y, en consecuencia, el conjunto habitacional tiene significa­
dos diversos para los sectores populares. No es solamente el espacio de la 
reproducción cotidiana, además, constituye un ámbito en el que las fami­
lias pueden llevar a cabo actividades que les generen recursos. Esto, obvia­
mente, es ignorado por quienes diseñan la vivienda, los espacios comunes 
y, en general, el hábitat colectivo.
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Aquellas familias que han requerido realizar trabajos remunerados en su 
vivienda se encuentran con las limitaciones que impone la propia tipo­
logía habitacional y con la resistencia de sus vecinos, principalmente 
cuando la actividad que se lleva a cabo genera problemas de convivencia 
cotidiana (contaminación auditiva y malos olores) o deterioro de la ima­
gen del conjunto: “Hay un señor del otro edificio que cría gallos de pelea 
y si viera el ruido que hacen y sobre todo el olor, además de que deja su 
tiradero. Hay otro también que tiene su taller de carpintería en el pasillo 
que comunica a los edificios. Le vuelvo a repetir, es gente que no sabe 
vivir en grupo” (Habitante del conjunto Frente de Lucha Urbana-INVI, 
entrevista, noviembre de 2007).

La vivienda independiente y la vivienda en propiedad son el sueño de 
las familias que habitan en conjuntos (aunque nos atrevemos a decir que 
no solamente de ellas, sino de los mexicanos en general). La libertad, pri­
vacidad y autonomía que la vivienda independiente brinda a los sectores 
populares se vincula con la posibilidad de llevar a cabo prácticas diversas 
relacionadas con su condición social: apoyo a familiares en caso de apuro, 
adaptabilidad a los ritmos económicos y familiares, disponibilidad de más 
espacio para poner un negocio, apoyo a los hijos para construir un patri­
monio, etc. Estas forman parte del ideal habitacional de la población, pero 
se encuentran dificultades para llevarlas a cabo en el marco de los con- 

2 8 2  juntos habitacionales como espacios de vida en colectividad.
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Entre las personas prevalece el sueño habitacional que implica tener 
un lote al estilo de las colonias populares para la construcción de una 
vivienda amplia que les permita conformar, sí un espacio colectivo, pero 
con la familia.

Me gustaría vivir en una casa grande, para que mis hijos pudieran cons­
truir un departamento para cada uno de ellos, aunque me conformaría 
con una de las casas solas de la unidad, pero esas salieron más caras y yo 
no tengo tanto dinero, si viera cómo me las veo con los gastos y el pago 
del crédito, ahora imagínese pagar una casa de aquí. Por las casas de la uni­
dad el pago es más alto y a mí no me alcanzaría para pagarlas (Habitante 
del conjunto El Rosario-Azcapotzalco, entrevista, octubre de 2007).

Finalmente, a pesar de lo complicado que es vivir en colectividad y de la 
ilusión de contar con una casa sola, cuando las personas no tienen otra 
alternativa acoplan sus sueños habitacionales con su realidad y con la im­
portancia de la vivienda en propiedad. De esta manera, la frustración es 
menor y más manejable.

Yo pienso que a todos nos gustaría vivir en una casa sola, para no tener que 
ver las jetas [sic] de algunos de los vecinos o para no estar diciéndoles que 
no tiren basura o que no hagan ruido o que si quiera se tomen la moles­
tia de ir a las juntas de vecinos (...) Pero como yo le dije, a mí me gusta 
mi departamento, porque nos costó mucho tenerlo y además es nuestra 
casa (Habitante del conjunto habitacional Lomas de Moctezuma-INVI, 
entrevista, octubre de 2007).

Reflexiones Anales
Los conjuntos habitacionales fueron concebidos, en el contexto de la 
modernidad, como solución al problema de vivienda de las grandes ciu­
dades. En México, desde hace cincuenta años, esta modalidad de hábitat 
ha sido utilizada en la política habitacional para responder a la demanda 
de los sectores populares, de ahí el carácter social que, desde su inicio, 
definió esta tipología de vivienda.
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A diferencia de otras modalidades habitacionales, vivir en un conjun­
to implica la presencia de espacios privados (vivienda) y colectivos (áreas 
comunes), por lo que la población debe “ajustarse” a un diseño construc­
tivo y a una normatividad (régimen condominal) que le impone una par­
ticular forma de vida. Así, por un lado, el espacio privado (doméstico), 
que es la vivienda en sí, no puede modificarse ni ampliarse (como es el 
caso de la vivienda independiente), dificultando su ajuste a los ritmos 
cambiantes de la familia y la realización de actividades que le generen 
ingresos. Por otro lado, los espacios comunes del conjunto conllevan una 
vida en colectivo y el supuesto de que la población puede asumir su cui­
dado y mantenimiento. Sin embargo, esto no ha sido así, los conjuntos 
habitacionales se encuentran sumamente deteriorados, sus áreas comunes, 
además de descuidadas y sucias, han sido invadidas para ampliar las vi­
viendas o para poner un negocio, y sus habitantes se enfrentan a graves 
conflictos sociales e inseguridad, y presentan dificultades para organizar­
se y enfrentar el mantenimiento y cuidado de estos espacios.

Llama la atención que después de varias décadas de establecidas estas 
formas de habitar en colectividad, los residentes de estos espacios no han 
desarrollado una “cultura” de vivir en colectividad y hay un gran desco­
nocimiento, entre ellos, de la existencia de leyes y reglamentos para nor­
mar las relaciones, las responsabilidades y los derechos entre vecinos.

Con base en el anáfisis realizado en este trabajo, sostenemos que parte 
de la problemática radica en que esta vida en colectividad se confronta 
con las perspectivas, prácticas cotidianas y significados que los habitantes 
asignan a su espacio habitacional. Es decir, la vida colectiva impuesta por 
los conjuntos entra en conflicto con el ideal habitacional de la población. 
Por ello, no se trata solamente de falta de preparación para asumir la res­
ponsabilidad compartida de los espacios comunes, ni de una carencia de 
los valores de convivencia, tolerancia y respeto que deben prevalecer 
entre los vecinos, la situación también es el resultado de la no correspon­
dencia entre lo que la población considera que es y debe ser una vivien­
da, lo que se puede hacer en esta y con esta, y lo que en la realidad se les 
ofrece a través de un departamento de interés social que forma parte de 
un conjunto habitacional.
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De los suburbios residenciales 
a los conjuntos cerrados: 

espacio local y prácticas de consumo1

Angela Giglia2

Introducción

En los últimos diez años, México ha vivido un período de relativa 
estabilidad económica, caracterizado —entre otras cosas— por el 
aumento en la disponibilidad de crédito para el consumo y para 
la adquisición de bienes inmuebles. Vinculado a esto, hemos experimen­
tado un proceso de renovación urbana, asociado a la producción de nue­

vas formas del habitar residencial que conllevan modalidades específicas 
de residir en la metrópoli3. Estas nuevas formas del hábitat residencial se 
caracterizan por la presencia de dispositivos de seguridad y de cierres que 
los distinguen nítidamente del resto del territorio urbano circundante, 
instituyéndose como enclaves o islas exclusivamente residenciales. Estos 
espacios están en una relación de continuidad, pero también de diferen­
ciación, con respecto a los suburbios residenciales de inspiración estadou­
nidense que han sido el hábitat preferido para las clases acomodadas de la

1

2 
3

Una versión anterior de este artículo ha sido publicada en la revista L ’Ordinaire 
Latino-americain N ° 207, de 2007, IPEALT, Universidad de Toulouse.
Departamento de Antropología de la Universidad Autónoma Metropolitana, Iztapalapa. 
Se encuentra un análisis de las condiciones y los procesos relativos a la producción y 
comercialización de la vivienda en el Distrito Federal en el libro recientemente coordi­
nado por René Coulomb (2005). Véase, en particular, el ensayo de Priscilla Connolly 
(2005), sobre las condiciones del mercado habitacional. El porcentaje de población del DF 
cuyos ingresos se sitúan entre cinco y diez salarios mínimos ha crecido, del 15,30% al 
22,30%, en el período 1992-2000 (Connolly, 2005). Sin embargo, en este artículo hare­
mos referencia a sectores cuyo nivel de ingreso se sitúa por encima de los diez salarios 
mínimos y, por lo tanto, pertenecen a la clase media-alta.
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ciudad hasta los años ochenta del siglo pasado. En las páginas que siguen 
expondré, primero, algunos de los principales elementos que caracterizan 
los conjuntos actuales con respecto a los suburbios residenciales típicos, 
y luego propondré una lectura de algunos de estos nuevos espacios que 
se basa fundamentalmente en diversos estudios de caso4. Me referiré, en 
particular, a las representaciones y las prácticas relativas al espacio local y 
al consumo, dos ámbitos de la experiencia urbana que se encuentran 
estrechamente vinculados uno con otro. Como veremos, los discursos de 
los habitantes de los enclaves residenciales se caracterizan por una cierta 
construcción de la identidad local —que proponemos definir como comu- 
nitarismo imaginario- que se caracteriza por la ilusión de vivir en un mi- 
cromundo de gente como uno, con una sociabilidad específica; por una 
cierta forma de relación con la metrópoli que se caracteriza por ser loca­
lista, en el sentido de limitarse a aquella parte del espacio metropolitano 
que se encuentra más cercana a su lugar de residencia; y por modalidades 
específicas de consumo, que combinan la frecuentación de lugares exclu­
sivamente concebidos para este efecto (como los centros comerciales) 
con la utilización abundante de servicios a domicilio.

Al enfatizar los elementos de vinculación con ciertas porciones del 
territorio metropolitano, no podemos olvidar que los habitantes de estos 
espacios gozan, al mismo tiempo, de un abanico muy amplio de relaciones 
con el resto del mundo, siendo, sin duda, los más conectados a nivel global 
de todos los habitantes de la metrópoli: disponen de tecnología que los vin­
cula, en tiempo real, con otros lugares y poseen recursos económicos y 
capital social que les permiten viajar a otros países cuando lo desean. Aun 
reconociendo la importancia de esta doble dimensión de la relación con el 
espacio, por un lado local pero por el otro global, la que más exploraremos 
en las páginas que siguen es la relación con el espacio metropolitano local.
4 Los materiales etnográficos y las entrevistas utilizados en este artículo se refieren a traba­

jos de investigación realizados en los últimos años en distintos fraccionamientos y con­
juntos residenciales situados en el poniente y sur-poniente de la metrópoli, y que han sido 
presentados como tesis de licenciatura o maestría que he dirigido o asesorado. En parti­
cular, se trata de los trabajos de Diana Sheinbaum (2004), sobre el conjunto habitacional 
Villa del Bosque, en la delegación Tlalpan, y de Felipe González Ortiz (2004) y Aníbal 
Alvarez (2002), en el caso de los fraccionamientos cerrados de Huixquilucan.También se 
hará referencia a materiales recopilados para la elaboración de algunos trabajos previos 
sobre este tema. Al respecto, véase Giglia (2002; 2003).288
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En su famoso libro sobre la sociedad red, Manuel Castells (1999) propone 
una diferenciación muy sugerente entre un espacio de los flujos, que sería 
propio de las elites globales, y un espacio de los lugares, al cual estarían 
inevitablemente arraigados los sectores más pobres de la población urbana. 
El propósito de las páginas que siguen consiste en mostrar la otra cara de 
la oposición entre flujos y lugares, evidenciando de qué manera una por­
ción de las élites de esta metrópoli construye su arraigo al espacio local.

De los suburbios a los condominios horizontales
En la actualidad, en la ciudad de México existe una variedad de espacios 
residenciales para las clases medias, como los fraccionamientos residencia­
les y, más recientemente, los condominios horizontales (conjuntos cerra­
dos de casas individuales con accesos y áreas comunes), o los edificios de 
departamentos (provistos de áreas comunes y vigilados). El fraccionamien­
to residencial de casas individuales es un tipo de hábitat inspirado en el 
modelo del suburbio estadounidense (Nivón, 1998), y representó la 
“vivienda ideal” para las clases medias hasta hace unos veinte años. En cam­
bio, los condominios horizontales han tenido un auge importante en los 
últimos diez años y actualmente representan el modelo de hábitat subur­
bano preferido por los nuevos compradores de vivienda. El primer tipo 
expresa, de manera muy elocuente, el deseo de distanciarse de la ciudad 
central, considerada como el lugar por excelencia del caos y el hacina­
miento, y el anhelo por un estilo de vida centrado en la valorización del 
espacio privado familiar (la casa sola en oposición al departamento) en un 
contexto social homogéneo. El segundo tipo puede responder, en parte, a 
los mismos deseos, especialmente cuando se encuentra colocado en áreas 
relativamente distantes de los lugares centrales, pero responde también a la 
búsqueda de condiciones de seguridad y a la diferenciación con respecto 
al entorno urbano5. Un rasgo característico de la modalidad habitacional del

5 En cuanto a una descripción morfológica de los tipos de hábitat, cabe destacar que los 
fraccionamientos se caracterizan por hospedar únicamente viviendas umfamiliares, gene­
ralmente diferentes las unas de las otras. Se trata de espacios, en principio, abiertos a la cir­
culación, que sucesivamente han pasado por un proceso de cierre de calles (Giglia, 2002)
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condominio horizontal tiene que ver con su ubicación con respecto a otros 
tipos de espacio, ya que es posible encontrarlos cerca de espacios muy diver­
sos: en contigüidad con viviendas en vía de consolidación habitadas por 
sectores pobres, en los alrededores de los cascos de los pueblos conurbados 
y en áreas que surgieron hace algunas décadas como fraccionamientos resi­
denciales, especialmente allí, donde antes existía alguna vieja residencia uni- 
familiar que ha sido demolida para construir un conjunto cerrado con varia 
casas iguales en su interior. Puede decirse, por lo tanto, que el condominio 
horizontal se caracteriza por establecer un contraste con respecto a su 
entorno, instituyéndose como un dispositivo generador de cierta dosis de 
heterogeneidad social en el espacio de proximidad.

En la ciudad de México, las clases media y altas han protagonizado pro­
cesos de suburbanizacion desde por lo menos la mitad del siglo XIX, 
época en la que se empezaron a fundar las primeras colonias en las afueras 
de la que entonces era la ciudad colonial. El fraccionamiento denomina­
do “colonia francesa”, cerca de lo que sería el actual Paseo de la Reforma, 
dio origen al nombre “colonia”, que se usará para indicar los nuevos asen­
tamientos en las afueras de la urbanización (Boils, 2005). Las primeras 
colonias fueron producidas sobre la base de un proceso de fraccionamien­
to de tierras agrícolas para fines residenciales. Hasta los años setenta, los 
fraccionamientos residenciales habían sido la modalidad privilegiada y pre­
dominante de hábitat para las nuevas clases medias. Estos asentamientos 
son el tipo de hábitat que, en México, se encuentra más cerca del subur­
bio estadounidense. Nivón considera que “el suburbio americano en su 
origen fiie una alternativa elitista para dar la espalda a los males de la ciu­
dad, de ahí que en la literatura estadounidense no goce de simpatía por 
parte de los intelectuales” (Nivón, 1998:214). Siguiendo el análisis de este 
autor, “la crítica intelectual contra el suburbio estadounidense se apoyó en 
la consideración de que este era una expresión más de la sociedad de 
masas”, caracterizada, entre otras cosas, por la extensión de ciertos mode­
los de consumo en el ámbito privado y familiar, que funcionan como ele­
mentos de control social que refuerzan la preservación de la homogenei-
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que se realiza mediante la movilización de los vecinos. En cambio, los condominios hori­
zontales se caracterizan por viviendas iguales o, por lo menos, del mismo estilo, y por el 
hecho de estar cerrados de antemano.
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dad entre sus habitantes (Dobriner, 1963;Mumford, 1961; Schilling, 1993). 
En un texto significativamente titulado La tristeza de los suburbios, David 
Riesman advierte sobre el riesgo de que el estilo de vida de los suburbios 
se convierta en el estilo de vida americano tout court, “con la consecuente 
pérdida de ciertas formas de variedad, de complejidad y de articulación de 
la estructura urbana” (Riesman, 1978:388-422). Este tipo de hábitat se ins­
pira en una manera específica de modernización de las ciudades de Estados 
Unidos hacia mediados del siglo pasado, y, especialmente, en los grandes 
planes de reconstrucción de Nueva York después de la segunda guerra 
mundial. Su principal impulsor fue el arquitecto y urbanista Robert 
Moses, forjador de una modernización de la ciudad que -como bien lo 
nota Marshall Berman— está basado en la destrucción de lo que había sido 
la ciudad moderna americana del siglo XIX. En el siglo XX, Moses decre­
tó la demolición de muchos vecindarios y barrios urbanos -es el caso del 
Bronx—, para inaugurar un nuevo tipo de urbanismo, en el cual la ciudad 
central se abandona en favor de un estilo de vida basado en los suburbios 
residenciales, conectados al centro mediante grandes autopistas6.

En Estados Unidos, el desarrollo de los suburbios expresa un nexo 
entre movilidad social y desplazamiento en el territorio metropolitano, ya 
que su auge se encuentra asociado a la difusión del uso del automóvil, 
distintivo de las clases medias con respecto a los sectores populares. Los 
suburbios se constituyen, desde un principio, en torno a la valorización 
de la familia como célula fundamental de la sociedad, de los lazos de 
vecindarios posibles a partir de la homogeneidad social y de los impulsos 
separatistas y autonomistas con respecto al centro metropolitano. Estos 
últimos no son un proceso actual, pues se han manifestado en la historia 
de la ciudad norteamericana desde el origen del auge suburbano. En un 
ensayo histórico sobre este tipo de urbanismo, Bairati sitúa el auge del 
proceso de suburbanización de la ciudad norteamericana en el período 
entre las dos guerras, y destaca cómo los suburbios, con sus tendencias

6 Marshall Berman examina este tipo de modernidad en su libro T o d o  lo  s ó lid o  s e  d esva n ece  
en  e l  a ire . Con este título, el autor quiere llamar nuestra atención sobre un rasgo que con­
sidera característico de la modernidad: la compulsión a destruir para reconstruir, el afán 
de demoler para cambiar, para generar continuamente algo nuevo. Lo sólido se desvane­
ce porque, según una óptica moderna, no tiene tiempo de durar y consolidarse, tiene que 
ser demolido para ser remplazado por algo más moderno.
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comunitaristas y secesionistas, han constituido un peligro para las ciuda­
des estadounidenses, configurándose como una de las causas principales 
de la “crisis fiscal” de importantes ciudades como Cleveland, Newark y 
Nueva York (Bairati, 1987: 529). Según estas lecturas, los suburbios serían 
el lugar de residencia preferido de los sectores medios en ascenso, que, al 
conformar un estilo de vida sui géneris y localizado en territorios espe­
cíficos, no quieren ser parte de la ciudad y se rehúsan a pagar impuestos 
que —así lo consideran— no les corresponden.

En su versión mexicana, los suburbios encarnan un deseo de estabili­
dad y privacidad basado en la vida doméstica y en las necesidades de la 
familia nuclear; y, al mismo tiempo, el impulso de huir y alejarse del lo que 
se percibe como “desorden” urbano. Come sostiene María Luisa Tarrés a 
propósito de “ciudad satélite”, que constituye un ejemplo prototípico de 
este tipo de hábitat, “el fraccionamiento se elabora como un medio físico 
y social, con límites definidos, que permite defender y amparar a la fami­
lia, pues garantiza un orden7 que no ofrecen otros lugares de la ciudad” 
(Tarrés, 1999: 427). Entre las clases medias, este tipo de hábitat se convir­
tió en un punto de referencia, y para quienes habitan en otros tipos de es­
pacios, menos valorizados, un modelo a imitar. Allí donde no existen las 
características suburbanas típicas, estas pueden ser producidas por los habi­
tantes, mediante intervenciones sobre el entorno construido y con un 
cambio del nombre o del calificativo asociado al espacio8.

7 (N. del E.) El énfasis es del autor.
8 Contreras Burgos (1998) ha mostrado cómo en la colonia Héroes de Padierna, original­

mente surgida como asentamiento de autoconstrucción en las faldas del Ajusco, los habi­
tantes de clase media, que llegaron en un momento posterior al de su poblamiento y con­
solidación, crearon una asociación para transformar el espacio en un sentido residencial, 
inspirándose en las Lomas y en otros fraccionamientos residenciales de las primeras déca­
das del siglo XX. Los moradores se organizaron para aumentar el ancho de las banquetas 
y ponerles pasto, establecieron parámetros estéticos para las fachadas de las casas y quisie­
ron enrejar el perímetro de sus manzanas. Este proceso, que conviene denominar como 
“residencializací ón”, culminó p o s t f a c to  con el pedido a la Delegación de cambiar el nom­
bre de esta parte de la colonia. El nuevo nombre escogido por los vecinos en ascenso fue 
Colinas del Ajusco, denominación que responde mejor a las aspiraciones de sus habitan­
tes y a su afan por distinguirse del resto de la colonia, ya que se trata de una colonia de 
autoconstrucción, con un carácter marcadamente popular. Este pedido implica el cambio 
de uso de suelo de la categoría HC (habitacional con comercios) a la categoría H (exclu­
sivamente habitacional de tipo residencial) (Contreras Burgos, 1998).



En la actualidad, en el caso de México, la distinción con respecto a 
otros sectores sociales se realiza no solo por la vía de la elección de un 
hábitat residencial suburbano, entendido aquí como sinónimo de aleja­
miento de la ciudad central, sino, sobre todo, mediante la elección de un 
cierto tipo de espacio, con carácter exclusivamente residencial y cerrado, 
y a través del uso cotidiano del automóvil, en cuanto medio de transpor­
te que define el estatus de clase media, en la medida en que separa a quie­
nes lo poseen de los sectores populares, que hacen un uso cotidiano del 
transporte y el espacio públicos urbanos. Entre los nuevos espacios resi­
denciales, el más difuso es el que se denomina “condominio horizontal”, 
aunque también existen otros, que son equivalentes en términos funcio­
nales pero están organizados como vivienda vertical. Casi siempre, estos 
espacios marcan una fuerte discontinuidad física con respecto a su entor­
no, del cual se distinguen gracias a su fisonomía particular, a diferentes 
dispositivos de delimitación de fronteras -como bardas y muros alrededor 
de las viviendas— y, más aun, a elementos que están dirigidos a la seguri­
dad interior, tales como casetas de vigilancia, rejas electrificadas, etc.9. Los 
servicios interiores, si existen, no solo son presentados como dotaciones 
de cada vivienda, sino, más bien, como recursos comunes, es decir pro­
pios de la comunidad residente, que permiten evitar el contacto con el 
afuera. Los espacios residenciales cerrados más recientes son concebidos 
como opuestos a la ciudad y para prescindir de ella, pero con un entor­
no en el cual la ciudad (entendida como conjunto heterogéneo de fun­
ciones urbanas) puede estar, en algunos casos literalmente, a la vuelta de 
la esquina. Tanto si se encuentran alejados de otros tipos de espacios y ser­
vicios urbanos, como si se encuentran cercanos a ellos, los enclaves cerra­
dos siempre se caracterizan por un uso amplio y variado de distintos tipos 
de servicios a domicilio, que enfatiza el carácter de distinción y relativa 
autosuficiencia de estos espacios residenciales.

De los suburbios residenciales a los conjuntos cerrados: espacio local y prácticas de consumo

9 La acentuación de los rasgos defensivos es típica de los espacios cerrados en México, y 
tiene un antecedente histórico importante en la casa española de la época de la colonia, 
concebida como una fortaleza impenetrable ante las revueltas indígenas (Ayala Alonso, 
1996). En otros países latinoamericanos existen conjuntos residenciales donde los elemen­
tos de seguridad y vigilancia tienden a ser disimulados u ocultados. Al respecto, véase 
Capron (2006). 293
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El hábitat suburbano de clase media se define, sobre todo, a partir del 
carácter exclusivamente residencial del espacio de la vivienda, del cual que­
dan excluidos otros usos, salvo aquellos directamente vinculados con la 
función residencial. En su interior rige una normatividad específica, cuya 
aplicación se encuentra a cargo de los residentes. La homogeneidad resi­
dencial y la exclusión de la mixité socioespacial es posible mediante la 
privatización del espacio, que se realiza a través de la constitución de con­
dominios, es decir, espacios cerrados provistos de un acceso común con­
trolado. Pero la heterogeneidad socioeconómica puede estar fuertemen­
te presente en el espacio del vecindario, debido a las condiciones parti­
culares de ubicación de los condominios, ya que a menudo se instalan 
en la proximidad de espacios muy distintos, tanto en términos morfoló­
gicos como por el nivel económico de sus habitantes10, como en el caso 
de las colonias populares, los pueblos conurbados y las rancherías, que se 
en-cuentran cercanos físicamente aunque son socialmente distantes. En 
otras palabras, responden a la lógica de la “cápsula”, es decir, de la cons­
trucción de un adentro que pretende prescindir de su entorno o hacer 
como si no existiera. Su aislamiento del resto de la metrópoli y el propi­
ciar usos fuertemente estereotipados y controlados del espacio, junto con 
la homogeneidad social de sus habitantes, parecen ser los rasgos más cri­
ticados de este tipo de hábitat en la abundante literatura en torno a ellos 
(Cabrales Barajas, 2002; Capron, 2006). Las prácticas controladas, la 
homogeneidad interna y la desvinculación del entorno aparecen como 
los factores que hacen de los enclaves cerrados la antítesis del espacio 
público moderno, situándolos al otro lado de una visión de ciudad como 
lugar de encuentro e integración social.

Méndez Sainz (2002) considera a estas nuevas arquitecturas como 
“espacios de la simulación”, en la medida en que se trata de productos 
arquitectónicos pensados para ostentar seguridad, armonía, distinción 
social y comunidad. Son espacios que pretenden —y aparentan— resol­
ver los problemas que la metrópoli como tal ya no pude controlar: la
10 Esto es especialmente evidente en el caso del municipio de Huixquilucan, al que perte­

necen tres de los espacios a los que se hace referencia en este artículo. Véase, al respecto, 
Álvarez Hernández (2002) y González Ortiz (2004). Para un análisis de las características 
específicas de la división social del espacio en la ciudad de México y sus implicaciones 
sobre las prácticas metropolitanas, véase Duhau (2003).
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inseguridad, la desintegración y el desorden son dejados afuera, por lo 
menos en las intenciones de sus promotores y, en buena medida, tam­
bién en las fantasías y las representaciones de sus habitantes. Los espa­
cios residenciales cerrados invitan a vivir en un “como si”. Al estar 
adentro, uno se siente “como si” no estuviera en la ciudad, “como si” no 
existiera la violencia, “como si” no hubiera contaminación, “como si” el 
bullicio y el atiborramiento de las calles urbanas tampoco existieran, 
“como si” las viviendas precarias no estuvieran alrededor. En otras pala­
bras, estos espacios son vendidos —y vividos— como “soluciones” a los 
problemas de inseguridad y desorden urbano. Es pertinente preguntarse 
no solo hasta qué punto se trata realmente de espacios controlados y 
seguros, sino, sobre todo, hasta qué punto son lugares socialmente homo­
géneos, y si es que efectivamente representan una solución eficaz a los 
problemas que pretenden resolver.

Espacios ordenados, seguros y tranquilos: la ilusión comunitaria
A continuación presentaremos algunas reflexiones sobre las prácticas urba­
nas de sectores altos que viven en conjuntos cerrados de la Ciudad de 
México ubicados en el poniente y sur-poniente, tradicionalmente las zonas 
con mejores servicios y mejor vinculación con el resto de la metrópoli.
Con base en distintos tipos de fuentes y materiales, abordaremos algunas 
características de las prácticas metropolitanas y de los hábitos de consumo 
característicos de estos sectores emergentes de la metrópoli mexicana. En 
particular, se analizarán las visiones en torno al espacio residencial y las 
prácticas de consumo. Estas últimas se estructuran alrededor de la abun­
dante presencia de lugares exclusivamente dirigidos a la oferta comercial y 
de esparcimiento (centros comerciales), pero aprovechan, al mismo tiempo, 
las posibilidades que ofrece la estructura social profundamente desigual de 
la metrópoli, según la cual los ricos pueden beneficiarse de un sinnúmero 
de servicios a domicilio, muchos de los cuales son prestados por la pobla­
ción de escasos recursos que vive en los alrededores de los conjuntos.

Con respecto al relativo aislamiento físico, los espacios residenciales 
cerrados tienden a ser concebidos como “mundos aparte”, distintos del 
resto de la ciudad y lo urbano. Los dispositivos de vigilancia suelen tener 295



Angela Giglia

no solo un efecto tranquilizador en cuanto al tema de la seguridad, sino 
que generan, además, un efecto imprevisto, que consiste en una acentua­
ción -según la percepción de sus moradores— del contraste entre los ras­
gos específicos del adentro con respecto al afuera. Las marcas físicas de la 
separación y la existencia de controles en la entrada se traducen en ampli­
ficadores de las diferencias sociales y ambientales. La existencia de una 
frontera produce una diferencia de atmósfera, que favorece la representa­
ción del adentro como mundo aparte, con una naturaleza distinta con 
respecto al mundo de afuera. Análogamente, desde afuera, la presencia de 
barreras es leída como una señal que advierte sobre el carácter sui gène­
ris del mundo situado adentro, lo que desalienta a los visitantes, despro­
vistos de una buena razón para entrar. En el discurso de los habitantes, la 
noción de “tranquilidad” es utilizada como una categoría definitoria por 
antonomasia del espacio local, es decir, como el rasgo que permite cons­
truir de manera más nítida y simbólicamente la diferencia con el resto de 
la metrópoli. Al mencionar la tranquilidad de su hábitat, los moradores de 
los fraccionamientos residenciales y de los enclaves cerrados resaltan la 
diferencia con respecto a la urbe que los rodea, y se declaran “otra cosa” 
con respecto a la metrópoli. La ausencia de transeúntes y coches circu­
lando, la relativa calma en las relaciones con los vecinos y la presencia de 
áreas verdes hacen del espacio cerrado un tipo de hábitat imaginado co­
mo “no urbano”. Es común que se lo describa como “un pequeño pue­
blo” o una “comunidad”. Estas evocaciones aluden a la existencia de un 
régimen de sociabilidad interior específico, donde prevalecen la seguri­
dad y la confianza recíprocas entre los residentes y, en el mejor de los 
casos, relaciones de conocimiento mutuo. Las prácticas que son posibles 
en el adentro y que son citadas para demostrar el carácter sui gèneris de 
estos espacios se refieren, sobre todo, a la libre circulación de los niños en 
el espacio condominal. Se menciona que los pequeños pueden andar en 
bicicleta libremente o incluso que circulan entre las casas de sus amigui- 
tos sin pedir permiso y sin avisar a sus padres. Otra de las prácticas cita­
das frecuentemente son las fiestas entre vecinos. Las posadas navideñas o 
los asados de domingo son algunas de estas ocasiones para socializar entre 
vecinos, con base en la idea de que es bueno encontrarse y convivir con 
gente como uno, y compartir entre vecinos. A menudo estas prácticas son 
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más pequeñas, donde el ritmo de vida es más lento, las personas tienen 
tiempo para convivir y la confianza mutua es más fuerte; o como algo 
propio del pasado, por ejemplo cuando se dice que los niños ahora pue­
den andar en bicicleta adentro del conjunto tal como lo hacían los adul­
tos hace veinte años en las calles de la ciudad. En otras palabras, los dis­
cursos apuntan a la idea de que el espacio residencial cerrado permite 
hacer cosas que en la ciudad, afuera, ya no son posibles. Es el espacio de 
un regreso a un pasado más feliz y desde donde se expresa un rechazo al 
estado presente de la metrópoli. Cabe destacar que estas declaraciones no 
siempre concuerdan con la experiencia de los habitantes, ya que, en bue­
na medida, forman parte de las imágenes positivas que los residentes quie­
ren ofrecer a los investigadores. Cuando se las estudia más de cerca, se 
descubre que, a menudo, las promesas de seguridad y tranquilidad no se 
cumplen como se desearía.

No es difícil comprobar que se trata de un control ilusorio. Para los 
niños, poder jugar libremente al interior del conjunto no efimina los peli­
gros, empezando por el más obvio: que salgan a escondidas, algo que 
muchos niños que habitan en espacios “cerrados” han hecho, sin que sus 
padres puedan siquiera imaginarlo. Como ya lo mencionamos, habitar 
entre rejas genera un efecto de parcial distorsión de la realidad interior, 
pues se pinta como totalmente diferente a un espacio que no puede estar 
del todo exento de los peligros propios de su entorno. En suma, el énfa­
sis en presentarse como los moradores de lugares con personalidad pro­
pia, descritos como espacios totalmente distintos con respecto al resto de 
la metrópoli, refleja una relación contradictoria con esta, de rechazo y, al 
mismo tiempo, añoranza de la ciudad de antaño.

Con base en la reglamentación propia de la ley de condominios, los 
nuevos enclaves residenciales gozan de reglas propias, diferentes con res­
pecto a las que funcionan afuera, en el espacio público de la metrópoli. La 
existencia de una reglamentación interior es parte del atractivo de estos 
espacios, pues el respeto a las normas es un bien escaso en el espacio exte­
rior. El control empieza a partir de las reglas de construcción y uso de los 
espacios, que suelen ser estrictas, y lo que es más importante, suelen ser 
“acatadas” por los habitantes, en la medida en que el interior es visto como 
un todo indivisible al que cada uno pertenece, contrario a la forma en que 
es concebida la calle pública. En algunos casos la asociación de vecinos se 297
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encarga, directamente, de hacer respetar las normas de construcción, ad­
virtiendo explícitamente, a quienes quieren comprar un lote, sobre la exis­
tencia de reglas firmes que hay que respetar si se quiere construir.

A diferencia de lo que sucede en otros tipos de espacios, el hecho de 
que las casas tengan que uniformarse a los mismos parámetros estéticos 
no es visto como una limitación a la libertad individual, sino como un 
símbolo de estatus y distinción social, que refuerza el sentimiento de per­
tenecer a un mismo mundo de gente como uno. El encierro, el control 
y la homogeneidad parecen justificarse mutuamente. Pero se trata de ver 
si las cosas realmente son así. La seguridad en el adentro tiene ciertos cos­
tos sociales. El primero, como hemos visto, es el aislamiento del entorno. 
A esto se añade que el control es costoso y no siempre eficaz. Sobra des­
tacar que el “control total” es imposible, y que un aumento de la seguri­
dad interior se logra solo al precio de un inflamiento de la vigilancia, que 
se vuelve cada vez más complicada y vulnerable11. En comparación con 
los fraccionamientos donde se decide cerrar las calles (Giglia, 2002), con 
resultados no siempre satisfactorios, aquí se pueden pagar dispositivos de 
vigilancia más efectivos y emplear mucho personal en esta tarea, para 
controlar el flujo en la entrada, puesto que el cierre de las puertas y el 
registro de quiénes entran y salen es una parte medular de la búsqueda 
del “control total”. Esto no quiere decir que la presencia de los vigilan­
tes sea realmente una garantía con respecto al cuidado de la seguridad 
interior. En muchos enclaves cerrados, hemos podido constatar que el 
control en la entrada se Umita a los vehículos, y descuida a las personas 
que entran a pie (Gigha, 2001). A menudo, los vigilantes llegan a mante­
ner relaciones cordiales con estas últimas —que entran para trabajar como 
personal de servicio—. Esto se facüita por el hecho de pertenecer al 
mismo sector social, pero, por otro lado, disminuye el control. La famiÜa- 
ridad entre los vigilantes y los frecuentadores del conjunto no se Umita a 
la servidumbre. Puede suceder que haya roces o rupturas entre los matri­
monios que habitan en el conjunto y, como consecuencia, alguien tuvie-

11 La percepción de la vulnerabilidad de ciertos artefactos del urbanismo contemporáneo 
—que se ha agudizado enormemente después del atentado del 11 de septiembre de 2001— 
no hace más que exasperar el afán por alcanzar un control lo más completo posible sobre 
su espacio y sobre el entorno inmediato.298



ra que abandonar un departamento; sin embargo, como el vigilante gene­
ralmente desconoce que esta persona ya no es bien recibida por quien 
fuera su pareja, puede eventualmente introducirse en el conjunto y armar 
un escándalo, pasando tranquilamente en frente del guardia. En algunos 
casos, la administración del conjunto consulta a empresas especializadas 
en la contratación del personal doméstico, para el cual se establecen reglas 
de acceso muy estrictas, como no poder permanecer en los espacios co­
munes interiores al conjunto después de ciertas horas y tener un horario 
de entrada y salida específico y controlado. En muchos conjuntos, la 
administración suele cambiar el personal de vigilancia con frecuencia, 
justamente para evitar los peligros que puede conllevar el hecho de tener 
en la entrada a personas que llegan a conocer de memoria los movimien­
tos de cada habitante, sin ser miembros de la familia y sin tener ningún 
tipo de vinculación u obligación con ellos. Como sucede con la servi­
dumbre, el personal de vigilancia puede llegar a saber las cosas más inti­
mas de un hogar, sin ser parte de él, en una relación vertical en la que se 
mezclan la cercanía física y la distancia social y cultural. Si a todo esto se 
añade que los policías privados suelen ganar sueldos muy bajos y que pro­
ceden generalmente de la policía oficial o del ejército, dos medios que se 
encuentran en contacto muy cercano con el mundo criminal, es fácil 
concluir que no se puede depositar en ellos toda la confianza que sería 
deseable tener, dada su función. Por lo tanto, si los resultados esperables 
de los dispositivos de seguridad se encuentran lejos de ser satisfactorios, 
creemos que la proliferación de la vigilancia tiene que ser leída en el 
marco de una tendencia que no apunta solo a la seguridad y a la autose- 
gregación, sino que tiene como imperativo el control y la autoreglamen- 
tación en el espacio interior. Un espacio se cierra para controlarlo mejor 
y de forma exclusiva y autoreferencial, estableciendo reglas que funcio­
nan únicamente adentro. El respeto a las reglas internas está presente en 
la autopresentación de los habitantes, cuando quieren que el entrevista­
dor sepa que “aquí las cosas funcionan así”, es decir, que “no son como 
afuera”. La aspiración a la autosuficiencia como resultado de la solvencia 
económica de los enclaves también es una respuesta a la falta de confian­
za en las instituciones encargadas de gobernar el territorio, que son juzga­
das como incapaces de prestar un servicio a la altura de las expectativas de 
estos habitantes. Un caso ejemplar en ese sentido es el de la asociación de 299

De los suburbios residenciales a los conjuntos cerrados: espacio local y prácticas de consumo



Angela Giglia

colonos de Santa Fe, que agrupa a varios conjuntos de residentes y, entre 
ellos, a diversas grandes empresas que tienen allí sus oficinas. Esta asocia­
ción ha logrado importantes descuentos sobre el pago del impuesto pre­
dial, a cambio de hacerse cargo de la Empieza y el mantenimiento de las 
calles, y ha llegado al grado de proveerse de una ambulancia particular, 
para las necesidades de sus agremiados, que es operada en colaboración 
con la Universidad Iberoamericana.

Prácticas de consumo: entre la autosuficiencia y el localismo
La relativa tranquilidad y seguridad que se obtienen al residir en estos 
“mundos aparte”, conllevan ciertos costos, que en algunos casos repercu­
ten en la calidad de la vida cotidiana. Una localización aislada puede sig­
nificar mucha tranquilidad, pero puede implicar que el supermercado 
más cercano se encuentre a 15 minutos en automóvil. Los imponderables 
de la localización pueden incluir que para entrar y salir del conjunto y 
para llegar a las vialidades que lo conectan con el resto de la metrópoli 
se tenga que pasar por calles angostas y muy transitadas. Estas dificultades 
de conexión también son usuales en desarrollos de nivel muy alto, como 
los que se encuentran en la zona de Santa Fe, porque a menudo están en­
clavados entre asentamientos de vivienda precaria y pueblos conurbados, 
donde el entorno urbano no ha sido acondicionado para soportar el arri­
bo de nuevos habitantes abundantemente provistos de automóviles 
(Pérez Negrete, 2010). Sin embargo, por parte de los residentes, existe 
confianza en que la inevitable expansión de la mancha urbana traerá con­
sigo las conexiones viales que ahora faltan.

Pese a los enlaces todavía deficientes, la relativa buena ubicación de 
estos desarrollos, situados en el poniente y sur-poniente de la metrópoli, 
y el crecimiento urbano que se ha producido en estas zonas en los últi­
mos años, hacen que los riesgos asumidos al momento de comprar sean 
hoy plenamente recompensados, ya que el valor de su propiedad se ha 
incrementado enormemente en la actualidad. Aun con las dificultades 
que encuentran sus habitantes para salir o llegar a sus casas, la ubicación 
de los enclaves cerrados en el sur-poniente y poniente de la metrópoli es 
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espacios tranquilos y la relativa cercanía con respecto a muchas funciones 
y lugares urbanos importantes.

En parte por la dificultad de conectarse y salir, y en parte como un 
resultado de sus estrategias de movilidad, los habitantes de los espacios 
cerrados de nivel alto circunscriben su vida cotidiana a una porción muy 
limitada de la metrópoli. En el radio de veinte minutos en coche desde 
la casa, pueden tener casi todo lo que se necesita para la vida cotidiana. 
La reducción del espacio vivido en la metrópoli es, además, una estrate­
gia que permite ahorrar el desgaste que representa manejar en el tráfico 
durante largos ratos, y que toma en cuenta la dificultad para salir a cami­
nar por las calles. En algunos casos, se encuentra la reivindicación de una 
identidad propia, localista, en el discurso de los habitantes, como en los 
siguientes testimonios, donde los entrevistados se autodefinen como “su­
reños”, y casi se jactan del hecho de que nunca se desplazan más allá de 
un radio de acción muy circunscrito, y siempre al sur del límite represen­
tado por el Circuito Interior o la avenida Barranca del Muerto.

Creo que con la urbanización lo que ha pasado es que tenemos una zona 
límite de la cual no pasamos, somos sureños, creo que rara v e z  vamos mas allá 
de Barranca del M uerto . Por ejemplo, la UAM (Xochimilco) nos queda a 
diez minutos, cuando vamos el tráfico va para el otro lado, y cuando regre­
samos pasa lo mismo, así que, máximo, con tráfico hacemos 17 minutos.
Los restaurantes, vamos por aquí, a veces nos gusta ir al Cambalache que 
está en Félix Cuevas junto a Liverpool. Pero para ir al centro, rara vez, una 
vez cada seis meses y eso con reservación, un domingo a las tres de la tarde. 
Para las compras, vamos a Perisur. La verdad es que tiene de todo, los ban­
cos están ahí. Los cines, antes íbamos al Cine París o Reforma, ahora para 
nada, vamos a Cuicuilco que es el favorito, o a Plaza Loreto. La gimnasia 
está ahí, y yo voy a caminar al parque. Así que no nos movemos mucho.
Es más, siempre compramos los coches en la Volkswagen que está aquí en 
el Pedregal. Creo que eso es lo que ha pasado, que se redujo nuestro espacio 
y ya no nos desplazamos como antes, somos sureños.Y si vamos de viaje, 
entonces preferimos salir del país (Hombre-cincuenta años aprox.-con­
junto V.B., entrevista, en Sheinbaum, 2004:152).
Mis compras las hago en Perisur, no salgo de ahí y de Wal-Mart. Trato de 
ir lo más cerca posible. Yo no salgo a p ie  p o r  nada del m undo. Y o  al centro 
tengo años que no voy. Cuando vamos a la tesorería, vamos a la que está
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en Pedregal, luego pasamos por el súper y compro las cosas, pero nada 
más en estas zonas. Las comidas, si acaso en Perisur que hay muchos luga­
res, somos muy asiduos al Palacio de Hierro o Vip’s (Mujer-cincuenta 
años aprox.-conjunto V. B., entrevista, en Sheinbaum, 2004:151).

En la relación con el resto de la metrópoli, los habitantes de los enclaves 
cerrados se muestran muy temerosos y prudentes. Evitan el transporte 
público, evitan ir al centro histórico y otros lugares los que hay que asis­
tir a pie, prefieren los centros comerciales y los clubes y las salidas afuera 
de la ciudad los fines de semana. Desde los espacios cerrados en donde 
residen, los habitantes se trasladan a otros espacios cerrados, de las islas 
donde residen a las islas donde consumen y se divierten, concibiendo el 
espacio entre unas y otras como un trayecto desprovisto de interés. Se 
trata de salir del conjunto, meterse al eje vial y llegar al centro comercial. 
Aquí es posible ver de manera muy llamativa cómo las prácticas de com­
pra y consumo se han vuelto uno de los grandes ejes articuladores de la 
experiencia urbana, como se ha puesto recientemente en evidencia en los 
trabajos de Capron (2000) y Sabatier (2006) sobre los espacios comercia­
les de la ciudad de México. El principal atractivo de los centros comer­
ciales reside en el hecho de ser sumamente funcionales y previsibles. No 
solo los espacios residenciales, sino también los espacios comerciales tien­
den a instituir e imponer reglas propias, relativas a los procedimientos 
para entrar y salir y a lo que se puede o no hacer en su interior. En ellos 
tienden a estructurarse y consolidarse formas específicas de sociabilidad, 
vinculadas con la presencia de un público relativamente homogéneo. En 
los centros comerciales, pese a que muchos de ellos se llamen “plazas”, la 
sociabilidad y el anonimato propios de los espacios abiertos son abolidos 
de antemano, en la medida en que predomina una sociabilidad basada en 
el “reconocimiento de conformidad” (Todorov, 1995: 120), esto es, un 
reconocimiento tácito del otro en cuanto como uno, o por lo menos en 
cuanto empeñado en las mismas ocupaciones. En un centro comercial las 
sorpresas y los imprevistos se reducen, porque todos concurren allí para 
hacer las mismas cosas y porque existe un control permanente acerca de 
las condiciones que se consideran ideales para el espacio interior. En este 
sentido, lo que se vigila en los centros comerciales va mucho más allá de 

3 0 2  la mera seguridad, y abarca un conjunto de elementos que incluyen la



De los suburbios residenciales a los conjuntos cerrados: espacio local y prácticas de consumo

limpieza, la presencia de sujetos indeseables, la temperatura y la lumino­
sidad del lugar, la música de fondo, etc. (Gutiérrez Salgado, 2003).

En la ciudad de México, el carácter suburbano del hábitat no se rela­
ciona únicamente con la distancia respecto a la zona central de la ciu­
dad, sino, sobre todo, con la distancia y la vinculación con alguna de las 
numerosas “centralidades periféricas” que se han constituido de manera 
importante en los últimos veinte años, a partir del florecimiento de los 
centros comerciales (Duhau y Giglia, 2007). Estos han favorecido el sur­
gimiento de prácticas urbanas nuevas, según las cuales el consumo se 
vincula con el esparcimiento y con la sociabilidad, y así se dibujan mapas 
de la metrópoli donde el ámbito local es redefinido a partir de los luga­
res para el consumo. Los centros comerciales, surgidos como lugares para 
comprar, hoy en día se han convertido en espacios donde es posible re­
solver un conjunto de necesidades complejas, que van desde ir al banco 
o al cine, hacer el abasto semanal de comida, pagar los impuestos y ser­
vicios de luz, teléfono, agua, etc., en espacios definidos para estos usos y 
separados de los espacios residenciales, por lo menos en el sentido de que 
no son lugares adonde es posible llegar caminando. Desde los conjuntos 
cerrados, la visita a los lugares de consumo asume la forma y el signifi­
cado de un salir del espacio exclusivamente residencial, para alcanzar 
otros lugares en los cuales hay que entrar. Una experiencia muy distinta 
a la de caminar por una calle comercial, mirando distraídamente las vitri­
nas mientras se va a otro lugar, y topándose eventualmente con algo que 
se necesita o se quiere comprar. En el caso de los espacios cerrados, la 
relación con el resto de la ciudad está más nítidamente focalizada en el 
triángulo residencia-trabajo-consumo.

Este último aparece como un elemento que moldea las prácticas ur­
banas, por el simple hecho de que, si se quiere consumir, hay que salir del 
encierro y dirigirse a otros lugares, y también porque el consumo es una 
buena justificación para salir. Hay que salir para consumir, y consumir 
para salir. Se trata de salir de la seguridad -y  de la monotonía- del espa­
cio residencial, para acudir a espacios comerciales -igualmente cerrados y 
vigilados-, concebidos para satisfacer necesidades que van mucho más allá 
del consumo como acto meramente orientado a la reproducción, pues se 
relacionan con el consumo como experiencia, sueño, juego, diversión, 
expresión de la afectividad. No es infrecuente que exista un componen- 3 0 3
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te de identificación afectiva con los lugares de consumo más visitados, 
como los centros comerciales y los supermercados. Entres estos últimos, 
los habitantes de los conjuntos cerrados encuentran, en las cercanías de 
su lugar de residencia, el establecimiento que consideran más acorde a sus 
gustos y necesidades, y lo convierten en su punto de referencia local, 
donde encuentran todo lo que necesitan, e incluso, a sus vecinos del con­
junto y a otros habitantes de la zona.

Servicios a domicilio
La presencia y el uso intensivo de los lugares para el consumo, que se 
constituyen en puntos de referencia para la definición del espacio local, no 
excluyen la presencia de otras formas de consumir que se encuentran 
fuertemente ancladas en el espacio residencial y acentúan el localismo que 
caracteriza a los conjuntos cerrados, al disminuir la necesidad de salir a 
comprar, porque los servicios y los vendedores llegan al domicilio. En su 
libro La métropole des individus, Alain Bourdin sostiene que “se tienen que 
completar los servicios urbanos tradicionales del modo de vida con una 
porción cada vez más grande de servicios a la construcción individual de 
la vida cotidiana”12 (Bourdin, 2005:107). Según este autor estamos transi­
tando de una ciudad ordenada por flujos masivos de consumo y servicios 
a una metrópolis “de la oferta”, donde es posible construir una experien­
cia urbana “á la caríe”, según los gustos de cada quien. Considero que, para 
el caso de la ciudad de México, esta singularización y diversificación de las 
prácticas urbanas para las clases medias tiene mucho que ver con modali­
dades de consumo específicas, que aprovechan simultáneamente la oferta 
de los nuevos lugares para el consumo glob aliza do y una amplia variedad 
de servicios a domicilio a bajo costo que en otras metrópolis no se 
encuentran tan presentes. Debido a la estructura del mercado laboral y las 
características del espacio urbano, los servicios a la persona, altamente 
individualizados y personalizados, se encuentran con mucha más frecuen­
cia que en otras grandes ciudades occidentales, y poseen características 
propias, adaptadas a la escasa movilidad de los habitantes de los conjuntos

304 12 Traducción propia.
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cerrados y a su aspiración a reducir al mínimo sus desplazamientos y a re­
solver en el adentro de su espacio residencial muchas necesidades que en 
otras ciudades se resolverían afuera. La masajista, la cosmetóloga, la niñera, 
el experto en computación, la cocinera, el vendedor de seguros de vida, el 
jardinero, el veterinario, la enfermera, el maestro de inglés o de guitarra, la 
astróloga, el acupunturista, el experto de feng shui, el repartidor del super­
mercado o de pizzas y hasta la entrenadora de gimnasia llegan al domici­
lio una o más veces por semana. Casi todos lo hacen mediante el uso del 
trasporte público o la bicicleta, y proceden de colonias de autoconstruc­
ción o de los pueblos conurbados relativamente cercanos a los nuevos 
enclaves. Al servirse de ellos, los habitantes del los conjuntos cerrados esta­
blecen relaciones selectivas con su entorno. Puede decirse que se apropian 
de él, precisamente porque reconocen, allí y en sus vecinos de barrio —casi 
siempre pertenecientes a los estratos más bajos- a posibles proveedores de 
servicios a domicilio que mejorarán su calidad de vida.

Entre las principales características de los servicios a domicilio, aparte 
del hecho de proceder de espacios distintos pero situados en las cercanías, 
se tiene que subrayar la extrema flexibilidad en el horario y el tipo de pres­
taciones, que suelen adaptarse minuciosamente a las exigencias del Chen­
te. Podemos hacer una distinción entre servicios y productos. Por un lado 
están los prestadores de servicios a las personas que habitan en el hogar y 
los que se dedican a los servicios de mantenimiento de la vivienda; y por 
el otro lado, los vendedores de productos y los repartidores de productos 
y alimentos. En conjunto, estos trabajos se presentan como servicios al 
hogar y a cada uno de sus miembros. Su presencia se combina con la del 
servicio doméstico genérico, que en muchos casos actúa en sinergia con 
ellos, posibilitando el acceso de estos trabajadores a la casa, controlando y 
a veces incluso pagando la ejecución de sus tareas, en ausencia y por encar­
go de los dueños de la casa. En otros términos, la trabajadora doméstica 
funciona como sustituta de la patrona con respecto a un conjunto de tra­
bajadores, tales como el jardinero, la cocinera, la niñera, la enfermera y los 
diferentes repartidores de bienes y servicios, desde la farmacia al super­
mercado.

El hecho de que el servicio doméstico de planta esté tan difundido en 
estos sectores genera un efecto ambivalente con respecto a los servicios a 
domicilio. Por un lado contribuye de manera importante a hacerlos posi- 3 0 5
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bles, ya que permite su acceso a la casa casi a cualquier hora. Pero, por 
otro lado, tener un servicio de planta tan disponible refuerza la elastici­
dad, la flexibilidad y la informalidad —entendida aquí como falta de pre­
cisión y profesionalismo- en la actuación de los servicios a domicilio en 
general, no necesariamente por parte de aquellos prestados por trabaja­
dores particulares, sino de aquellos que son proporcionados por distintas 
empresas proveedoras. Muchas de estas empresas, especialmente las que 
brindan un servicio para la vivienda y no para las personas, se muestran 
incapaces de ofrecer un horario definido para sus entregas. Lo más nor­
mal es que indiquen un lapso de tiempo muy amplio, que se manifiesta, 
por ejemplo, con la expresión “en el transcurso del día”, un eufemismo 
para decir que no pueden determinar con más precisión cuándo llegaran 
a la casa. Más que por las grandes distancias o el tráfico metropolitano, las 
entregas “en el transcurso del día” son un resultado de la falta de planifi­
cación de las empresas mismas. Pero la existencia del servicio de planta, 
combinada con la del servicio de vigilancia, permite a los habitantes de 
los conjuntos cerrados evitarse la desagradable experiencia de esperar 
todo un día en casa por la entrega de un refrigerador o la reparación de 
la computadora13.

El acceso a este tipo de servicios al domicilio se hace mediante redes 
de relaciones y suele involucrar altas dosis de confianza recíproca. Para 
que alguien pueda entrar en casa tiene que haber sido recomendado por 
otra persona o haber trabajado en la casa de algún amigo, conocido o 
vecino. En algunos casos, la relación puede ser más compleja que la sim­
ple prestación de servicios o una compraventa. Suele suceder que las ven­
dedoras son, o más bien se proponen como, “amigas” de sus dientas. Esto 
implica llevar su relación con las dientas en un registro comunicativo 
orientado hacia una extrema cordialidad, y con ciertos intereses o activi­
dades compartidos, más allá del producto o el servicio que venden. Por 
ejemplo, cuando llaman por tdéfono con la intención de vender algo, 
suelen empezar preguntando cómo está su dienta, cómo están sus hijos

13 Este modo de proporcionar el servicio, “en el transcurso del día” no es propio únicamen­
te de empresas pequeñas o medianas, sino también de grandes empresas globales, como las 
vendedoras de canales de televisión o las grandes tiendas de autoservicio y  departamen­
tales.
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y familiares, qué ha hecho en el tiempo en que no se han visto, etc.; luego 
suelen ofrecer alguna información sobre ellas mismas, qué han hecho, 
cómo están sus hijos, etc.; y solamente después de este largo preámbulo, 
finalmente preguntan a la dienta si ya se acabó el producto X y si quie­
re comprar alguna otra cosa14. En el campo de actividad de los servicios 
para el cuidado del cuerpo, el nivel de especialización puede llegar a ser 
muy alto. Existen casos de trabajadoras que se dedican únicamente a ha­
cer depilaciones o poner mascarillas, es decir, a una sola actividad, que 
generalmente llevan a cabo utilizando productos que suelen presentar 
como “especiales”, por ejemplo, una cera de miel con eucalipto, que no 
se encuentran fácilmente en el comercio al menudeo, o cremas de pro­
ducción semiartesanal. El carácter sui géneris de los productos empleados 
aumenta el atractivo de sus prestaciones, al mismo tiempo que las justifi­
ca, ya que estas trabajadoras suelen tener sus propios proveedores, que no 
surten al mercado al menudeo, así que la exclusividad de los productos es 
parte de su estrategia de venta.

La posibilidad de recibir cómodamente en casa un gran número de 
servicios, todos flexibles e individualizados, acentúa el aislamiento y la 
singularidad del espacio residencial, asegurando su representación en tér­
minos de una pretendida autosuficiencia, y reforzando la idea de que salir 
es casi innecesario, a menos que sea para trabajar o divertirse. Al aisla­
miento con respecto al afuera, se asocia un relativo aislamiento interior. 
La interacción entre vecinos, aunque por lo general está exenta de con­
flictos, resulta, sin embargo, esporádica y superficial, pese a las imágenes 
de una sociabilidad comunitaria que se presentan en los discursos frente 
al entrevistador. En la vida cotidiana, los vecinos no tienen nada que 
compartir, porque los problemas relacionados con los espacios colectivos 
no son acuciantes, salvo en el caso de los relacionados con la seguridad. 
El representarse como una comunidad no es más que eso, una represen­
tación, a la que no corresponde un tejido de relaciones y prácticas com-

14 Una colega antropóloga que trabaja en Costa de Marfil (África) solía contar que sus infor­
mantes, al recibirla cuando llegaba de Europa, se explayaban en una serie de preguntas 
sobre sus familiares, hasta grados de parentesco bastante lejanos. Una vez terminado el rit­
ual, le decían: “Bueno, y aparte de todo esto, ¿cómo estás?”. Semejantes rituales de saludo, 
que pueden parecer específicos de sociedades lejanas y tradicionales, en efecto, son muy 
comunes e igualmente imprescindibles en el medio urbano contemporáneo. 307
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partidas, salvo las que tienen que ver con la administración condominal, 
que generalmente se resuelven encargando esta tarea a profesionales ex­
ternos. Por otra parte, la homogeneidad en el interior a menudo se limi­
ta al hecho de compartir cierto nivel de recursos y ciertas posibilidades 
de consumo, pero no significa, de ninguna manera, que exista una afini­
dad de valores, puntos de vista o actividades -salvo las que tienen que ver 
con el cuidado de los hijos y la casa— que permita el establecimiento de 
relaciones definibles como de amistad. En general, a menos que sus hijos 
jueguen juntos en el espacio interior del condominio, las relaciones entre 
los adultos son muy superficiales y se Emitan a la buena vecindad, lo cual 
implica, por ejemplo, saludarse de manera efusiva y platicar de cualquier 
cosa de vez en cuando.

A manera de conclusión
Lo que el espacio residencial cerrado ofrece a sus moradores es una suer­
te de libertad controlada, posible a partir de la implementación de reglas 
propias, que van desde la prohibición de hacer sonar el claxon o rebasar 
cierto límite de velocidad, hasta la de pintar la reja del jardín de un color 
distinto al establecido. El respeto de ciertas normas de convivencia, a me­
nudo muy elementales y que, sin embargo, no son respetadas en el espa­
cio público, es un elemento importante para definir y diferenciar el espa­
cio interior, donde se logra un control que contrasta con la percepción 
del desorden imperante afuera. En este sentido, además de responder a 
una búsqueda de seguridad, los espacios residenciales cerrados responden 
a una aspiración al orden, que en la metrópoli es considerado como un 
bien sumamente escaso. Este mismo anhelo de orden —entendido como 
un contexto espacial predecible, basado en reglas conocidas y comparti­
das por todos- es uno de los principales ingredientes del éxito de los 
espacios comerciales globalizados (Duhau y Giglia, 2007).

Vinculado a esto, una de las cuestiones más interesantes acerca de los 
espacios residenciales cerrados se refiere a las modalidades del autogo­
bierno local y a las relaciones con los poderes citadinos. Se trata de luga­
res privilegiados para analizar de qué manera se está redefiniendo la reía- 308 ción entre ciudadanos y autoridades locales, cómo se está transformando
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el estatuto jurídico del espacio público en la ciudad y cómo van surgien­
do nuevas prácticas urbanas y nuevas formas de pertenencia local basadas 
en la comunidad de intereses vinculados no solo a una misma clase social 
sino, sobre todo, a formas semejantes de la experiencia urbana, que remi­
ten a su peculiar relación cotidiana con la metrópoli y, en particular, con 
esa pequeña parte de metrópoli que han elegido como su territorio.

El recurso abundante a los servicios a domicilio es un resultado no so­
lo de la creciente articulación y pluralización de las necesidades indivi­
duales y de las prácticas de consumo, sino también de la fragmentación 
del tejido urbano, en el cual los sectores de muy altos recursos viven a un 
lado de asentamientos pobres. Entre los unos y los otros se establecen 
relaciones de conveniencia mutua basadas en un sinfín de relaciones de 
intercambio comercial, la mayoría de las cuales se llevan a cabo en el inte­
rior del espacio doméstico. La flexibilidad y la individualización del ser­
vicio son los ingredientes más atractivos del consumo a domicilio. Este 
no es exclusivo de los habitantes de los espacios cerrados, pero para estos 
últimos adquiere más significado, ya que refuerza la idea de habitar en un 
micromundo, donde sus moradores mantienen la ilusión de vivir en con­
diciones de relativa autosuficiencia y, al mismo tiempo, están conectados 
con un entramado de relaciones comerciales en el espacio local, que los 
vincula con el resto de la metrópoli. Así como el supermercado y el cen­
tro comercial se convierten en el punto de referencia para la definición 
del ámbito local, la casa se convierte en el centro donde se puede reali­
zar un conjunto de actividades que potencian su significado simbólico y 
sus funciones como espacio para el desarrollo personal, y no solo para la 
reproducción cotidiana. Cuando en la casa es posible recibir clases de gui­
tarra o inglés, dedicarse a la jardinería, además de recibir a las amigas y 
atender a unos clientes o recibir a unos colegas del trabajo, es evidente 
que el espacio doméstico amplía sus funciones hasta constituirse en un 
microcosmos, ordenado según la medida de las necesidades personales y 
familiares. Lo que queda es continuar con el estudio de las distintas rela­
ciones posibles entre este microcosmos y el resto del espacio metropoli­
tano, además de sus conexiones con el espacio global.
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Los espacios públicos en la 
Ciudad de México: desafíos 

de una política de la diferencia1

Patricia Ramírez Kuri1 2

Introducción

E l debate sobre el espacio público en distintas ciudades de Latino­
américa surge en circunstancias en las que los procesos socioterri- 
toriales transforman el significado de los lugares y la relación 
entre lo público y lo privado. Entre estos procesos destacan: la reestruc­
turación del capitalismo asociada a cambios en la relación Estado y 

sociedad; el surgimiento de la sociedad, la información y el conocimien­
to, articulado a innovaciones científico-tecnológicas y a formas de inter­
conexión sin precedentes; y la configuración de mega ciudades, parale­
la al desarrollo del espacio de flujos y, en consecuencia, la aparición de 
nuevas formaciones socioespaciales (Castells, 1997;Taylor, 2003). Estos 
procesos se distinguen por redes de interconexión local, urbano-regio­
nal y mundial, que no solo modifican la relación entre la ciudadanía y 
las instituciones, sino que también redimensionan la estructura, la ima­
gen, el significado y las funciones urbanas, produciendo efectos segrega-
1 Artículo elaborado con base en una investigación más amplia titulada “Procesos urbanos, 

espacio público y ciudadanía”, que desarrollo en el Instituto de Investigaciones Sociales. 
Este texto recupera algunos resultados de un proyecto colectivo inscrito en esta investiga­
ción realizado bajo mi coordinación durante 2009, titulado “Mecanismos de rescate, 
incorporación y generación del espacio público”, en convenio con US /  U N A M  /  
SEDUVI. En este trabajo participaron la dra. Lucía Alvarez Enríquez (2002) y un grupo 
de egresados y estudiantes de posgrado de apoyo en las tareas de investigación y elabora­
ción de la base de datos: dra. Mónica Olmedo, mtra. Mónica Zenil, arq. Lilián Lorenzo y 
arq. Adrián Orozco; cartografía: mtra. Sofía Ake y el geógrafo Miguel Angel Silva.

2 Investigadora del Instituto de Investigaciones Sociales, Universidad Nacional Autónoma 
de México.
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dores y excluyentes que erosionan el sentido de lo público urbano 
como espacio de todos y para todos.

En la Ciudad de México, estos procesos globales se producen en las 
últimas décadas, en el contexto de construcción de formas democráticas 
de vida pública, de gobierno y de gestión urbana. En estos años, el deba­
te académico, político y social sobre la ciudad enfrenta un doble desafío. 
Por una parte, repensar lo público y comprender la tensión entre el sig­
nificado del concepto como el espacio de todos, y el espacio público real, 
vivido por grupos sociales diferentes en clase, género, edad, etnia, lengua, 
religión, educación, identificaciones, intereses y necesidades. Y por otra, 
reconocer la convergencia de tendencias opuestas, tales como el cierre y 
la apertura, el debilitamiento y la revalorización, y la privatización y la 
recuperación de espacios públicos para la ciudad. Estas tendencias tienen 
que ver con fenómenos tanto de concentración y dispersión de pobla­
ción, de actividades formales e informales, de recursos y de inversión, 
como de fragmentación, de inseguridad, de desigualdad y de pobreza. 
Con esta dinámica se construye la vida urbana, y surgen formas organi­
zativas, relaciones público-privadas y vínculos sociales que se expresan en 
los lugares públicos. Estos no solo revelan a la ciudad como el mundo co­
mún de miembros diferentes de la sociedad, a través de formaciones y 
representaciones sociales -resultado de procesos y prácticas sociales, de 
apropiaciones individuales y colectivas, y de formas de movilidad cotidia­
na entre localidades cercanas y distantes—, también exhiben distintos frag­
mentos históricos y modernos de la ciudad, en los que se inscriben ideas, 
formas de pertenencia y de organización, y relaciones de poder, de coo­
peración y de conflicto que definen el ser ciudadano en un espacio social 
definido por marcadas desigualdades.

En ciudades como la nuestra, el espacio público se construye no solo 
impulsado por prácticas sociales y simbólicas que generan y reproducen 
lazos de pertenencia hacia los lugares que habita la gente, sino también a 
raíz de disputas y conflictos por el uso y control del espacio urbano, por 
el acceso a bienes y servicios públicos, por los derechos y por el recono­
cimiento de las diferencias entre unos y otros. Ante los fenómenos de 
segregación y fragmentación producidos por procesos urbanos locales y 
globales, nos preguntamos: ¿qué espacios públicos existen, dónde y qué 

3 1 4  significan para los usuarios? ¿Cómo se usan y a qué necesidades respon-
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den? De la calle a la plaza pública; del cabildo al atrio de la iglesia; del 
parque al tianguis y al mercado local; del café al cibercafé, al centro co­
mercial o al centro cultural; del espacio privado al espacio de trabajo o 
estudio; de los foros de discusión a los transportes públicos, de los lugares 
y centros históricos a las centralidades modernas; de los puentes y bardas, 
a los portales y sitios virtuales, ¿qué condiciones de accesibilidad y cali­
dad física y relacional aparecen? ¿Qué formas de sociabilidad, de solida­
ridad y de conflicto revelan? ¿A quién pertenecen y quiénes son respon­
sables de estos lugares?

Lo público urbano en la Ciudad de México
En la Ciudad de México, hablar de lo público urbano alude tanto a for­
mas de propiedad y a relaciones sociales situadas, como a la imagen, la es­
tructura y las actividades de la ciudad, a formas de inclusión y de exclu­
sión inscritas en el entorno construido. El significado de lo público va 
más allá del marco legal que define la relación entre lo público y lo pri­
vado. Al exhibir formaciones físico-sociales, símbolos y estéticas urbanas 
muy diversas, lo público expresa distintas concepciones y realidades de la 
ciudad que lo produce, y prácticas sociales inscritas en las formaciones 
físico-sociales. Como espacio de comunicación donde se desarrolla la vi­
da pública, revela condiciones desiguales de ciudadanía, y formas de in­
tercambio, de actividad, de movilidad y de participación que se expresan 
a través del consumo, de la acción política, de la organización social o de 
la expresión artística. Desde esta perspectiva, surgen, en forma esquemá­
tica, dos vertientes convergentes en el significado de lo público urbano.
Una es la condición jurídica e institucional de la propiedad y la norma- 
tividad que regula el uso, la provisión y el acceso a bienes y a servicios 
públicos. En el sistema capitalista, se distinguen la propiedad pública esta­
tal, inscrita en el poder del Estado; la pública no estatal, de interés públi­
co, sin fines de lucro y regida por el derecho privado; la propiedad cor­
porativa, que tampoco tiene fines de lucro y protege los intereses grupa- 
les, sectoriales o de corporaciones; y la propiedad privada, con fines de 
lucro y de consumo privado colectivo. Se ha señalado, al respecto, que lo 
que es estatal es público, pero lo público no necesariamente es estatal 3 1 5
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(Bresser y Cunill, 1998: 31). La otra vertiente es su papel como lugar co­
mún, abierto y accesible, que en la ciudad actúa, o puede hacerlo, como 
el espacio de todos y como mecanismo integrador. Aquí lo público surge 
como el escenario que condensa distintas formas de apropiación indivi­
dual y colectiva de la ciudad, y tiene como atributos potenciales: la poli­
valencia, la tolerancia, la inclusión, el bienestar, lo significativo, democrá­
tico y plural (Bresser y Cunill, 1998; Boga, 2003; Ramírez, 2009).

En ciudades como la nuestra, el surgimiento de la discusión sobre la 
importancia de lo público está asociado a la búsqueda de un espacio au­
tónomo de comunicación y de participación en la vida pública, y al 
cuestionamiento a la tendencia a la privatización, a la burocratización y 
al dominio de intereses particulares. En este sentido, la concepción de lo 
público como el espacio de todos se plantea en oposición a lo privado, 
como lo corporativo, lo que no significa que existe una dicotomía entre 
estas dimensiones de la vida social y del orden urbano. Se trata, más bien, 
de destacar la relevancia del desarrollo de lo público autónomo, frente al 
predominio de lo público estatal, con énfasis en el fortalecimiento de lo 
público como el espacio de la democracia participativa, de los derechos 
ciudadanos y del patrimonio público. En esta línea de reflexión, se ha 
señalado que lo público no estatal se está construyendo a partir de prác­
ticas sociales basadas en relaciones de solidaridad, de compromiso cívi­
co, y a través de la asignación de responsabilidades y derechos a la socie­
dad, en términos de poder político, de reivindicación de “funciones de 
crítica y control sobre el Estado” y de atención a demandas colectivas 
(Bresser y Cunill, 1998: 47).

En la Ciudad de México existe un repertorio diverso y heterogéneo 
de lugares donde se llevan a cabo actividades funcionales y rituales; en la 
estructura urbana de la ciudad y en la experiencia cotidiana estos apare­
cen como espacios de todos, definidos por los usos y por los significados 
que les asigna la gente. Teóricamente son de todos, pero no todos los 
usan, los significan, se apropian o acceden a ellos de la misma manera. En 
este proceso diferenciado y desigual de construcción social y simbólica 
del espacio público, surgen formas organizativas, relaciones y redes de so­
ciabilidad, de cooperación y de conflicto entre unos y otros.

Históricamente, los lugares públicos en ciudades como la capital del 316 país, surgidos de usos intensivos asociados a actividades de intercambio y
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movilidad, han sido elementos en la vida social y política de la gente. Sin 
embargo, lo público como categoría sociourbanística, hasta años recien­
tes, estuvo ausente de las políticas urbanas y de los lincamientos, estrate­
gias e instrumentos de planeación urbana. En la zonificación de usos y 
funciones, lo público se ha concebido como elemento del equipamiento 
urbano, como espacio abierto e incluso residual, como vialidad o área 
verde, con un sentido predominantemente físico y funcional, sin distin­
ción de los diversos tipos, usos y calidades, y disociado de la trama de rela­
ciones sociales que le dan sentido, lo conservan o lo degradan. Solamente 
durante la última década, se comienza a reconocer que lo público urba­
no es central en la comprensión de la ciudad y sus transformaciones, y 
que lo que ocurre en los espacios públicos es tan importante como cual­
quier otro aspecto de la vida social urbana. En estas circunstancias, lo pú­
blico resurge con múltiples significados, lo que impone problemas en el 
uso del concepto para describir e interpretar la realidad urbana actual. El 
tema adquiere cada vez mayor importancia asociado a las formas diferen­
ciadas de uso y de apropiación de los lugares, a la calidad física y relacio- 
nal del entorno construido, a las prácticas sociales, a las formas organiza­
tivas y a la oferta cultural. Estas cuestiones revelan diferentes realidades, 
que se producen en los lugares públicos y que tienen que ver con el reco­
nocimiento de la pluralidad, con la relación entre la gente y los lugares, 
y con la capacidad de la ciudad para responder a las demandas y derechos 
de la ciudadanía. Lo público urbano como espacio de la ciudadanía se 
incorpora al debate sobre la ciudad como desafío de las políticas y accio­
nes para su reconstrucción como lugar referente de pertenencia y de 
identidad urbana, proveedor de condiciones de bienestar para la creación 
de sinergias sociales, de formas de solidaridad y de compromiso cívico 
entre actores diferentes.

Con esta perspectiva, el estudio realizado se propuso, en un primer mo­
mento, identificar los principales espacios públicos en el Distrito Federal, y 
aproximarse a los elementos normativos, urbanísticos, socioculturales y 
políticos que definen el contenido de las políticas, estrategias y programas 
instrumentados en el espacio público. Para estos propósitos partimos de la 
premisa general de que la manera como concebimos lo público influye en 
la manera en que lo valoramos e intervenimos en su construcción, apertu­
ra, rescate y articulación social y urbana. Si el espacio pú-blico es la ciudad, 3 1 7
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entonces lo que ocurre en los lugares públicos revela diversas formas de 
identificación, de apropiación y de significación inscritas en la trama de 
relaciones que dan sentido a la vida urbana.

Notas para una geografía de los espacios públicos
En la Ciudad de México, los procesos locales y regionales, y las prácticas 
sociales, económicas y culturales que se producen en el espacio social 
urbano han transformado a la ciudad, a la ciudadanía y a la vida pública. 
Entre los cambios más notables en el curso de la segunda mitad del siglo 
XX y en el tránsito hacia el XXI, destaca la expansión de su territorio a 
escala metropolitana, inscrito en un sistema urbano más amplio de 
dimensión megalopolitana (Garza, 2000). En el contexto metropolitano, 
el Distrito Federal, habitado por aproximadamente nueve millones de 
personas, es un territorio integrado por 16 delegaciones y un amplio 
repertorio de colonias, pueblos y barrios.3

La búsqueda de los espacios públicos en la Ciudad de México mostró 
que existe información limitada o dispersa, más la falta de criterios espe­
cíficos que se aproximen a un registro por tipo, escala, accesibilidad, usos, 
función (local-regional) y calidad4. En el proceso de generar una primera 
base de datos, el criterio orientador fue el referente histórico, lo que per­
mitió identificar lugares públicos por excelencia, como las plazas y calles 
en centros y en lugares históricos, como en el caso de los pueblos incor­
porados a la ciudad. En estos, los atrios de las iglesias han sido generalmen­
te transformados en plazas o plazuelas públicas. De aquí, identificamos un 
conjunto diverso de espacios públicos y semipúbficos en centralidades

3 Para el año 2005, la población del Distrito Federal era de 8*720.916 y la de la Zona 
Metropolitana ascendía a 19*239.910 (INEGI, 2000; Conteo de Población, 2005).

4 Se consultó información cuantitativa y cartográfica existente en Secretaría de Desarrollo 
Urbano y Vivienda del Gobierno del Distrito Federal (SEDUVI), Secretaría de Medio 
Ambiente, Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH) y Consejo Nacional 
para la Cultura y las Artes (CONACULTA), y se indagó en las páginas electrónicas del 
Gobierno del Distrito Federal (GDF) programas e informes por cada delegación política. 
La Secretaría de Medio Ambiente se acerca a una propuesta general y el INAH dispone 
de valiosa información histórica, particularmente de plazas en el centro histórico de la 
Ciudad de México.



modernas, y aquellos espacios de impacto social. El resultado de la búsque­
da en cada delegación permitió realizar un primer registro de 1.100 espa­
cios públicos de distinto tipo y calidad física y relacional5.

Este repertorio heterogéneo de espacios públicos en el Distrito Fede­
ral, capital del país, nos permitió, en la primera etapa y con atención par­
ticular en los lugares históricos, distinguir tres fenómenos que caracterizan 
a los lugares de encuentro y de movilidad cotidiana. El primero se refiere 
a la desigualdad de la distribución, el acceso y la calidad de espacios públi­
cos y semipúblicos que usan los individuos y grupos heterogéneos, social 
y culturalmente. Se observa una marcada concentración en localidades y 
delegaciones centrales. Y una dispersión de lugares públicos de escala y 
calidad distintas, en delegaciones consideradas de baja pobreza y margi- 
nalidad. La baja calidad y carencia de espacios públicos son notables, sobre 
todo, en las delegaciones con elevados índices de marginalidad y pobre­
za, como es el caso de Iztapalapa, Milpa Alta, Xochimilco,Tláhuac y Alva­
ro Obregón. A esta condición de concentración y dispersión de los luga­
res públicos, se agregan diferencias en la calidad física y relacional en lo 
que se refiere a las condiciones de bienestar, infraestructura y servicios, 
mantenimiento, organización de usos y funciones, y espacios peatonales, 
asociados a la oferta comercial y cultural y a la facilidad en el acceso a tra­
vés del sistema colectivo de transporte, o bien del uso del automóvil pri­
vado. Las delegaciones con menor proporción de espacios públicos de 
carácter cívico en el Distrito Federal son Milpa Alta, Cuajimalpa, Azca- 
potzalco, Gustavo A. Madero, Iztapalapa y Xochimilco. En estas, los pue­
blos urbanos y barrios antiguos representan lugares de encuentro de la 
comunidad local, en calles, atrios y plazuelas articuladas a capillas, parro­
quias e iglesias (ver Mapa 1).

Los espacios públicos en la Ciudad de México: desafíos de una política de la diferencia

5 Observamos que la información cartográfica por delegación es muy general, es desigual 
entre una delegación y otra, y contrastante en la organización y registro de lugares públi­
cos, ya que los nombres de los lugares públicos no corresponden con las características en 
usos, funciones y escala. Podemos citar, como ejemplos, que: hay plazas públicas centrales 
registradas como jardines, o parques con usos públicos intensivos registrados como áreas 
verdes; con los camellones de pequeña escala ocurre algo similar, e incluso en los registros 
de espacios abiertos y áreas verdes, se incluyen jardines de propiedad privada en vivienda 
residencial.
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El segundo fenómeno es la mercantilización y la masificación de los 
espacios públicos. En el contexto local y global de la ciudad, se da la pér­
dida de empleo manufacturero, ocurrida en las últimas décadas del siglo 
XX, que sugiere que la desindustrialización se inscribe en una nueva 
división del trabajo, según la cual el Distrito Federal y la ZMCM (Zona 
Metropolitana de la Ciudad de México) se especializan en funciones 
comerciales y de servicios en escala muy distinta. Sin embargo, como se 
ha señalado, la elevada concentración de sedes empresariales en el Dis­
trito Federal no significa concentración de producción y de empleo 
(Garza, 2004). En el último cuarto de siglo, las actividades y prácticas 
comerciales formales e informales en centros históricos, en calles y pla­
zas, así como en centralidades modernas, crecen en forma desbordada y 
descontrolada. Estas se distinguen no solo por su desarrollo irregular y 
fuera de los marcos legales y contractuales, en el contexto de una socie­
dad urbana que tiende a la institucionalización, sino también por mostrar 
algunos efectos sociales de las formas de flexibilidad laboral y de la pre- 
carización del empleo que impulsa el nuevo orden económico asociado 
a la tendencia al predominio de actividades terciarias y a políticas de ajus­
te estructural. Estas prácticas, además, responden fundamentalmente a la 
búsqueda de formas alternativas de trabajo e ingreso impulsadas por acto­
res sociales que, frente a una situación de desventaja, vulnerabilidad o 
exclusión del mercado de trabajo y empleo formal -profesional, técnico, 
operativo, artesanal, comercial o de servicios-, han optado por incorpo­
rarse al mercado informal, desprovistos de derechos laborales.

La expansión de la informalidad como alternativa de trabajo, de empleo 
y de ingreso adicional se despliega en forma expansiva en el espacio públi­
co de la ciudad. Este fenómeno ha generado formaciones físico-sociales en 
muchos casos articuladas a formas corporativas de organización y de apro­
piación de los lugares abiertos, vinculadas al desarrollo del comercio semi- 
fijo, móvil o ambulante que promueve una oferta muy diversa de bienes y 
artículos de consumo a bajo costo (Ramírez, 2009).

Son notables los marcados contrastes que revelan las cifras relativas a 
las personas que desarrollan actividades comerciales informales en los 
espacios públicos del Distrito Federal. En forma esquemática, se puede 
decir que al comenzar la primera década del siglo XXI (2000) trabajaban 

3 2 0  poco más de cien mil personas categorizadas como “ambulantes” (co-
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merciantes en la vía pública), de las cuales las mujeres representan apro­
ximadamente el 40% (INEGI, 2000). En contraste con estas cifras oficia­
les, las estimaciones de la Cámara de Comercio indicaban un incremen­
to de los comerciantes en la vía pública de cerca de 180 mil en 1994, a 
500 mil en el año 20006. Al finalizar la primera década de este siglo, los 
datos oficiales registran una cifra de cerca de un millón de personas 
(958.391), categorizadas como trabajadores independientes, que incluyen 
actividades desarrolladas en la calle, como ambulantes y en puestos fijos o 
semifijos (INEGI, 2010). Los centros históricos y las principales avenidas 
y calles son sedes de estas actividades que se desarrollan, sobre todo, en las 
delegaciones centrales, pero no solo en estas, sino también en las distin­
tas localidades del Distrito Federal.

El tercer fenómeno es la degradación de la calidad física y relaciona!, 
lo que contribuye al debilitamiento de lo público urbano como espacio 
de comunicación entre miembros diferentes de la sociedad. En lo que se 
refiere a la calidad relaciona! de lo público, las cuestiones problemáticas 
tienen que ver, por una parte, con el cierre para el uso privado y contro­
lado de calles y colonias, y con la proliferación de fraccionamientos cerra­
dos impulsados por agentes inmobiliarios y por particulares. Esta situa­
ción, que transforma la espacialidad de la vida urbana, está asociada al 
temor de diversos sectores de la sociedad ante problemas de seguridad, y 
al desencanto con la condición de lo público percibido como lugar de 
riesgo y de convergencia de conflictos urbanos no resueltos, lo que gene­
ra el repliegue hacia espacios privados. Por otra parte, destacan la ocupa­
ción de espacios públicos para el despliegue de la propaganda comercial 
promovida por empresas privadas7, y la apropiación de calles y banquetas 
por establecimientos mercantiles de escala distinta, obstruyendo los usos 
peatonales. Este fenómeno se enfatiza en un contexto de predominio del 
mercado y de la terciarización de la economía, y revela problemas en el 
cumplimiento de la normatividad y realidades urbanas que rebasan la 
capacidad de regulación del marco legal y normativo. En convergencia 
con las cuestiones mencionadas, se expresa la privatización de la vía públi­
ca a través del uso del automóvil, y del uso de aceras, calles y banquetas

6 Gaceta Cámara Nacional de Comercio (CANACO), agosto, 2004.
7 Telmex, Televisa y TV Azteca, Palacio de Hierro, Farmacias Similares, entre otras. 321
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como estacionamientos de vehículos privados y de bases de transporte 
público. La cultura de dominio del automóvil privado en las formas de 
movilidad cotidiana se naturaliza como respuesta al predominio de vías 
rápidas en la estructura urbana de la ciudad, y a opciones todavía restrin­
gidas de transporte colectivo y, en años recientes, transporte no motoriza­
do. La demanda de apertura de espacios públicos de calidad es un tema 
aún incipiente pero que tiende a ampliarse en las organizaciones vecina­
les y ciudadanas que intervienen en la vida pública local de la ciudad. En 
algunos casos, el asunto se plantea asociado a la crítica a la privatización de 
lo público, paralela a la búsqueda de alternativas para mejorar la calidad del 
entorno, generar referentes comunes y espacios de participación. En otros, 
las demandas legítimas de vecinos organizados surgen asociadas a formas 
de exclusión de actores en condiciones de marginalidad, tal es el caso de 
los grupos que sufren adicciones, los jóvenes, los ambulantes o los sin casa.

A los fenómenos problemáticos señalados podemos agregar una serie 
de factores articulados que afectan negativamente la calidad física y social 
de los lugares existentes, y que se expresan en el diseño, la accesibilidad y 
el mantenimiento. Estos factores revelan las condiciones de bienestar que 
proveen y las necesidades que pueden satisfacer de los distintos públicos, 
usuarios y habitantes de la ciudad. También revelan los alcances y omi­
siones de las políticas urbanas en la calidad de los espacios públicos. Las 
restricciones en las formas de accesibilidad se hacen visibles en las calles 
como lugares de paso, de encuentro y de movimiento, y representan un 
primer factor que tiene que ver más con las formas de movilidad peato­
nal de las personas, y menos con el transporte motorizado y las distancias 
físicas. En las calles se evidencia la falta de infraestructura y equipamien­
to adecuados a las necesidades de la experiencia cotidiana de la gente que 
se mueve en la ciudad, y, particularmente, para usuarios específicos tales 
como niños, jóvenes, personas con carriolas o en sillas de ruedas y adul­
tos mayores. Estas restricciones se expresan tanto en las banquetas, aceras, 
esquinas, parques, plazas y jardines, como en condiciones de riesgo en los 
cruces de calles y avenidas, en pasos a desnivel y en puentes peatonales. 
A las limitaciones y carencias existentes en la disponibilidad de mobilia­
rio urbano y servicios (baños, bebederos, bancas, iluminación nocturna, 
colectores de basura y recolección de basura, riego de jardines), se agre- 

3 2 2  gan problemas de seguridad.
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El mantenimiento es otro factor, escasamente considerado en el dise­
ño y en la política urbana, asociado con la disponibilidad de recursos y 
con el costo elevado, en muchos casos, para conservar jardines y árboles, 
para introducir flora adecuada para la ciudad y sus microgeografías urba­
nas. También, el mantenimiento tiene que ver con el conocimiento y uso 
de tecnologías agronómicas y con la introducción de formas y prácticas 
de sustentabilidad que comienzan a considerarse. Esta situación se hace 
más visible en los centros históricos que enfrentan, entre otros problemas, 
la tendencia al despoblamiento, lo que repercute directamente en la vida 
local y en su conservación patrimonial.

Con los factores citados esquemáticamente, destacan, por un lado, las 
dificultades enfrentadas para hacer efectivo el cumplimiento de la norma- 
tividad, aspecto del orden legal que regula las actividades públicas y pri­
vadas. Y por otro lado, como se ha señalado, se distinguen las limitaciones 
trazadas por las estructuras centralizadas de gobierno en la ciudad, de las 
que derivan problemas de burocracia, ineficiencia y corrupción que afec­
tan negativamente la relación ciudadanía-instituciones en el ámbito local 
(Ziccardi, 1995).

Los factores mencionados influyen en los usos y prácticas sociales, y 
en la manera como la gente se relaciona y percibe la ciudad. Al pensar 
estos factores a la luz de lo que ocurre en los lugares públicos, observa­
mos la abundancia de intervenciones y obras públicas en espacios cen­
trales, mientras son limitadas o inexistentes en otros. Son notables las 
omisiones en el diseño urbano, que no prevé la necesidad de incorporar 
condiciones de comodidad y disfrute en los lugares públicos. Pareciera 
que estos lugares se conciben como espacios residuales de las interven­
ciones inmobiliarias y no como elementos centrales en la calidad de vida 
de la ciudad.

Hay que subrayar que los fenómenos y factores expuestos se inscriben 
en los procesos urbanos considerados en este texto, que han redimensio- 
nado la relación entre lo público y lo privado, y sus significados como cate­
gorías estructurantes del orden social. En el contexto actual de la ciudad, 
observamos que lo público resurge como un concepto polisémico que tie­
ne contenido político, histórico, sociocultural, económico, jurídico y espa­
cial. En el significado de este concepto convergen, como lo han mencio­
nado distintos autores, nociones distintas de pueblo, de comunidad, de 3 2 3
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sociedad, de ciudadanía, de instituciones y de Estado. Estas nociones se 
activan a través de formas de expresión, de comunicación, de información 
e interacción, y de propiedad visibles, localizadas y diseminadas entre 
miembros diferentes de la sociedad, quienes definen los sentidos del espa­
cio público en la experiencia urbana (Sennett, 1978; Guerra y Lempériere, 
1998; Lechner, 2000; Rabotnikof, 2005;Boga, 2003; Ramírez Kuri, 2009). 
En las últimas décadas, el conocimiento sobre lo público se ha ampliado y 
enriquecido con estudios conceptuales y empíricos que describen, inter­
pretan y analizan lo que ocurre en el espacio social, mostrándolo como 
experiencia que cambia históricamente y como un proceso conflictivo 
que se construye a través de relaciones sociales y de poder entre actores 
con distintas posiciones. Esta situación plantea el desafío de reconstruir 
referentes comunes e incluyentes en el contexto de sociedades complejas, 
diferenciadas y desiguales, como la nuestra.

Hacia una tipología de lugares públicos
Aún está por construirse una tipología derivada de una concepción de lo 
público como la esencia misma de la ciudad que lo produce, lo que impli­
ca su modificación de acuerdo a los cambios impuestos por las realidades 
urbanas. El estudio realizado permitió generar una primera versión carto­
gráfica de los espacios públicos en el Distrito Federal y aproximarnos a 
una clasificación que permitiera organizar la información obtenida, con 
base en el siguiente esquema general.

324
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Cuadro 1. Espacios públicos

Espacios públicos

Históricos y patrimoniales Plazas, centros históricos, pueblos urbanos.
Cívicos y rituales Cabildos, iglesias y atrios, panteones.
Modernos y tradicionales Calles, calzadas, paseos, parques y jardines.
Educación Universidades públicas.

Movilidad motorizada
Transporte publico y vialidades primarias, 
centros de transferencia modal 
(CETRAMS-transporte público).

Espacios semipúblicos

Centrales y periféricos
Casas de Cultura, fabricas de artes y  ofi­
cios, FAROS8, espacios alternativos para 
jóvenes, cafés, mercados, museos, universi­
dades privadas.

Centralidades y vialidades moder­
nas privadas y  público-privadas

Centros comerciales, cines, vías rápidas y  
puentes para vehículos motorizados.

Recreativos y culturales Cines, deportivos, estadios y  foros.
Espacios públicos con  
usos restringidos

Amas verdes urbanas y  sudo  
de conservación

Parques recreativos, reservas naturales y 
bosques.

Fuente: Elaboración propia con base en el proyecto de investigación sobre espacios públicos en la Ciudad 
de M éxico

8 Fábricas de artes y oficios. 325



Patricia Ramírez Kuri

326



Los espacios públicos en la Ciudad de México: desafíos de una política de la diferencia

Observamos que, en el acervo de espacios públicos, tienden a predominar 
los centros y lugares históricos y tradicionales que se encuentran disper­
sos y en fragmentos en la Ciudad de México9. Se trata lugares de domi­
nio público, que se distinguen por formas de relación y de apropiación 
colectivas. Son espacios de uso peatonal, abiertos al tránsito de personas y 
vehículos, lugares de paso u ocupados o apropiados por particulares o por 
distintos grupos organizados, quienes trabajan en el espacio público y des­
arrollan usos sociales, mercantiles o de consumo. Allí se encuentra inclu­
so a quienes -a  falta de vivienda— viven en estos lugares pú-blicos o en 
alcantarillas debajo de calles centrales. Cerca de la mitad del registro ela­
borado corresponde a estos lugares: centros históricos, plazas, calles, par­
ques y jardines, panteones y mercados. Las plazas en la Ciudad de México 
históricamente se han desarrollado en un sentido público, asociadas a dis­
tintos esquemas de actividad comercial antiguos y modernos, concretados 
en conceptos arquitectónicos como los tianguis, los mercados y las plazas- 
mercado establecidas frente a templos parroquiales.

La plaza pública expresa, quizá como ningún otro lugar, los vínculos 
entre espacio, ciudadanía e instituciones, al condensar algunos de los pro­
blemas que distinguen a la organización socioterritorial de la ciudad. Las 
plazas y calles coloniales y de la modernidad del siglo XIX y principios 
del XX, los paseos y las calzadas son lugares emblemáticos de la historia 
urbana de la ciudad. En la actualidad, son lugares de encuentro y movi­
miento de grupos sociales y usuarios diferentes, que actúan como refe­
rentes espaciales de importancia cultural, social, política y económica. Los 
parques urbanos son espacios públicos a los que la población asigna dis­
tintos significados, en función de los usos cotidianos. La mayor concen­
tración de estos lugares se encuentra en las delegaciones que integraron 
la ciudad central hasta la primera mitad del siglo XX, como es el caso de 
Cuauhtémoc, a la que le siguen Venustiano Carranza, Benito Juárez y 
Miguel Hidalgo. Aunque en menor proporción, también se cuentan las 
delegaciones que han adquirido funciones centrales, como Coyoacán y

9 Entendemos aquí a los centros históricos, pueblos urbanos y barrios antiguos como espa­
cios públicos porque tienen núcleos de concentración de relaciones sociales, de intercam­
bios y de usos diversos (centros de barrio), que se materializan en lugares públicos tales 
como: plazas, plazuelas, atrios, jardines centrales y calles emblemáticas. Son espacios públi­
cos en un sentido histórico-social, y no de delimitación administrativa.
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Tlalpan, y, por último, delegaciones periféricas, como Iztapalapa, Alvaro 
Obregón, Magdalena Contreras y Tláhuac.

En la categoría de lugares históricos, destacan los pueblos urbanos y 
los barrios antiguos, por ser sedes de formas de vida pública que tienen 
un papel activo como referentes de identidad local, a través de celebra­
ciones tradicionales, prácticas rituales y formas organizativas propias. Tal 
es el caso de las mayordomías y de las fiestas patronales, generadoras de 
formas de vida pública local. Las iglesias y las formas de religiosidad po­
pular han jugado un papel importante en la apertura de lugares de en­
cuentro y reunión, donde surgen formas de sociabilidad que se desplie­
gan hacia los atrios, plazas públicas y calles. Esto ocurre en la mayor 
parte de las delegaciones políticas donde las iglesias se erigen en el en­
torno construido, como representaciones del poder religioso frente a los 
poderes locales representados por los cabildos. Las delegaciones donde se 
observa la concentración de pueblos y barrios antiguos son: Cuauhte­
moc, Azcapotzalco, Iztapalapa, Xochimilco, Milpa Alta y Gustavo A. 
Madero. Y en menor escala: Coyoacán, Tlalpan, Alvaro Obregón y 
Tláhuac.

Estos lugares históricos en la Ciudad de México son representativos 
de los efectos fragmentadores del proceso de urbanización en el siglo 
XX, que tendió a debilitar las culturas y las tradiciones locales. Estas se 
han conservado hasta principios del siglo XXI, atravesadas por la disputa 
por la tierra, por la demanda de inclusión y por la lucha por ocupar un 
lugar social y simbólico en una ciudad que se transformó impulsada por 
procesos de modernización excluyentes. La vida pública local es promo­
vida por vecinos predominantemente originarios, quienes reproducen 
prácticas tradicionales que cohesionan a la comunidad y se despliegan en 
el espacio público y patrimonial. Estos lugares, como actores colectivos, 
han experimentado los efectos sociales y urbanos del tránsito de una eco­
nomía predominantemente industrial a una comercial y de servicios; si­
tuación visible en los lugares públicos, a través de fenómenos de infor­
malidad, pobreza, exclusión e inseguridad que afectan a todos los habi­
tantes. En esta experiencia urbana del último siglo, los lugares históricos 
dispersos en la urbe de la capital del país han tenido un espacio limitado 
en la política institucionalizada y en las decisiones públicas que influyen 328 en la calidad del entorno local que habitan; y en el debate público sobre
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la ciudad y los problemas urbanos, han tenido una voz restringida y una 
capacidad de acción acotada que comienza a transformarse.

Con los lugares históricos y tradicionales coexiste otro tipo de luga­
res, producto de la modernización y la expansión urbana del siglo XX, 
desde el período posrevolucionario, durante las últimas décadas que mar­
can el tránsito hacia el siglo XXI. Se trata de espacios semipúblicos de impac­
to social, urbano, económico y cultural, asociados a la cultura del consumo y 
el entretenimiento, en escala local, regional y/o global. Localizados en 
centralidades modernas, como en lugares no centrales y periféricos, estos 
espacios están interconectados por espacios de movilidad cotidiana moto­
rizada, y tienen usos controlados y restringidos por el diseño con puertas 
de entrada y salida, en muchos casos -aunque no en todos-, con vigilan­
cia privada e incluso con circuito cerrado. En conjunto, representan cerca 
de la mitad de la oferta de lugares de uso público considerada en este 
estudio. Se trata de deportivos, estadios y foros, que se concentran en 
Gustavo A. Madero, Coyoacán, Iztapalapa, Venustiano Carranza y, en 
menor escala, Alvaro Obregón y las delegaciones centrales. Los cines y los 
grandes centros comerciales, espacios privados de uso colectivo y semi- 
público, cruzan el Distrito Federal de norte a sur y se concentran, sobre 
todo, en las delegaciones centrales y en el poniente, en Cuajimalpa. En 
estos lugares se reproducen relaciones sociales de la ciudad y se generan 
usos sociales vinculados a una oferta de consumo individual y colectivo, 
en sitios planeados primordialmente para grupos sociales medios, me­
dios-altos y altos.

En el oriente de la ciudad, la delegación Iztacalco se distingue por dis­
poner de una elevada proporción de espacios semipúblicos, surgidos en la 
segunda mitad del siglo XX, con el propósito de abrir campos de recre­
ación y deporte para sectores populares. En el último cuarto de siglo, 
estos espacios se transformaron en sedes de una oferta de entretenimien­
to y de espectáculos vinculada a industrias culturales globales, como fes­
tivales, ferias, carreras de autos y conciertos masivos de rock, con grupos 
internacionales, regionales y nacionales que se exhiben en el Palacio de 
los Deportes y en el Foro Sol, promovidos por empresas privadas y que 
convocan a distintos segmentos de públicos masivos.

En esta categoría de lugares semipúblicos de impacto cualitativo am­
plio a escala local y regional se inscriben aquellos con oferta social, cul- 3 2 9
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tural y educativa. Tal es el caso de las casas de cultura en las delegaciones 
políticas del Distrito Federal, los museos y los espacios alternativos para 
jóvenes que surgen en las últimas décadas, como son las fabricas de artes 
y oficios (FAROS), con la primera sede en Iztapalapa. A estos espacios 
podemos agregar, por una parte, los mercados públicos, los tianguis urba­
nos y los panteones10 11; y, por otra, una diversidad de lugares de reunión en 
escala microgeográfica que abarcan cafés, librerías-cafés, teatro-bares y 
bares, concentrados principalmente en cinco delegaciones centrales. Si 
bien estos últimos son empresas privadas, pequeñas y medianas, provee­
doras de servicios cotidianos para distintos grupos de población, en esta 
clasificación se consideran los lugares con impacto social debido a que 
estimulan los intercambios y las interacciones urbanas, al proveer puntos 
de referencia y encuentro para el transeúnte, y lugares donde la gente se 
reúne, introduciendo actividad y polivalencia en la calles y en las locali­
dades donde se ubican.

Por último, en las trayectorias y rutinas cotidianas, destacan los espa­
cios de movilidad motorizada, porque además de ser fundamentales al 
posibilitar o limitar el acceso de la gente a los lugares donde desarrollan 
diversas actividades, vinculan directamente a la ciudadanía con la dinámi­
ca urbana. Por ello, tienen un papel activo en la percepción y apropiación 
colectiva de los lugares, como en el reconocimiento entre unos y otros, 
diferentes y extraños entre sí, que comparten aspectos de la vida en la 
ciudad. En estas trayectorias, el transporte colectivo constituye el espacio 
de movilidad, a través del metro, el autobús y el metrobus, que, en con­
junto, representan 302 puntos de encuentro cotidiano local y metropoli­
tano11. Hay que destacar que la calle, los paraderos y las estaciones son 
nodos importantes, problemáticos y significativos, donde se mueve la 
gente de la ciudad. Se trata de rutas de uso peatonal y de transporte pú­
blico que construyen formas de civilidad, solidaridad, hostilidad y con­
flicto entre usuarios locales y translocales, así como la percepción de 
seguridad o vulnerabilidad, comodidad o malestar que experimenta el 
transeúnte en la experiencia urbana.
10 En el Distrito Federal existen 317 mercados públicos, 101 panteones públicos y 16 priva­

dos.
11 En el Distrito Federal, se encuentran 175 estaciones del metro, 46 centrales de autobuses

(Cetrams) y 81 estaciones de metrobus.
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Los espacios considerados hasta aquí se inscriben en la traza y estruc­
tura urbanas de la ciudad, y se localizan en entornos construidos y habi­
tados, con un ámbito de influencia local y translocal, donde transitan y 
confluyen distintos grupos sociales, a los que dan servicio como lugares 
de paso, de movilidad, de consumo o de encuentro y de convivencia. En 
contraste, se encuentran los lugares de suelo de conservación y las áreas 
verdes urbanas, que consideramos, para los propósitos de este estudio, co­
mo espacios públicos en un sentido restringido por factores diferentes a 
los anteriores. En forma esquemática, podemos señalar que, en el caso del 
suelo de conservación, se rige por un marco jurídico normativo que tiene 
que ver, predominantemente, con cuestiones ambientales y, en menor 
grado, con usos y actividades urbanas. Se trata de parques nacionales, 
reservas naturales y bosques situados en zonas reguladas, para evitar el 
impacto nocivo de la contaminación, posibles incendios o la tala inmo­
derada. Estos lugares tienen usos públicos limitados a determinadas áreas, 
por lo general contiguas a bordes y fronteras, como en el caso de las 
carreteras, mientras otras son inaccesibles o restringidas al tránsito o a usos 
sociales y recreativos12. La forma de accesibilidad a estos lugares es una 
variable central asociada a la conectividad y al transporte. Esto implica 
disponer del tiempo suficiente para emprender el paseo o viaje a los lími­
tes de la ciudad, y contar con medios de transporte particular o colecti­
vo y recursos económicos para el traslado. Estos factores limitan el acce­
so general y la masificación, a diferencia de lo que sucede en las plazas y 
parques urbanos, que dan servicio de acceso local y regional, desde una 
estación del metro, metrobus o peseras13. En este sentido, las áreas de con­
servación son espacios simbólicos de uso restringido, más que funcional 
y cotidiano. La manera como los usa la gente los ha transformado en 
espacio públicos para grupos específicos, vinculados a prácticas deporti­

12 Como ejemplos, podemos citar el bosque de Tlalpan, el desierto de los Leones o La 
Marquesa, donde se desarrollan tanto actividades deportivas -caminatas, carreras o ciclis­
m o - vinculadas a formas de sociabilidad, y se permite la venta de alimentos y la renta de 
caballos o motos, o se realizan días de campo, en espacios con equipamiento para tales 
propósitos.

13 Es el caso de parques como Chapultepec, Aragón o Alameda oriente, con las estaciones 
de metro correspondientes. Lo mismo ocurre con los centros históricos, a los que se acce­
de en el metro Zócalo o Coyoacán.
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vas: ciclismo de montaña, caminatas en zonas boscosas o equitación. Estos 
usos coexisten con formas de sociabilidad de familias que concurren a 
pasear, a días de campo y a comer en restaurantes de pequeña escala, que 
brindan este servicio organizado por cooperativas formadas por las 
comunidades locales.

En el caso de las áreas verdes urbanas, se localizan en suelo urbano 
delimitado por los programas de desarrollo urbano delegacionales. Una 
primera cuestión problemática en el uso de la categoría es que, con una 
proporción del 6,3% del total de la superficie del Distrito Federal14, la 
delimitación incluye desde pequeños camellones hasta jardines privados, 
sin tomar en cuenta el suelo de conservación15. Podemos observar que 
la delegación Alvaro Obregón cuenta con el mayor porcentaje de áreas 
verdes urbanas (1,20%), mientras las delegaciones con menor proporción 
son Benito Juárez (0,05%), Iztacalco (0,1%), Cuauhtémoc (0,1%) y 
Magdalena Contreras (0,1%)16. En todo caso, esta fuente de datos cuan- 
tifica las áreas verdes urbanas, pero no la calidad o cantidad de estas áreas 
con usos públicos en las delegaciones consideradas17.

14 La Ley Ambiental define a estas áreas como: “toda superficie cubierta de vegetación natu­
ral o inducida que se localice en el Distrito Federal”.

15 Según la información de la Secretaría de Medio Ambiente, la proporción de áreas verdes 
en el DF.

16 A estas se agrega Milpa Alta, que no se consideró por ubicarse totalmente en suelo de con­
servación. Las delegaciones Magdalena Contreras y Tláhuac tienen un porcentaje muy 
bajo de áreas verdes, pero una elevada proporción de suelo de conservación. En contras­
te, Benito Juárez, Iztacalco y Cuauhtémoc son delegaciones que no cuentan con suelo de 
conservación, y  los resultados indican un índice de áreas verdes urbanas por habitante real­
mente muy escaso. La superficie de áreas verdes en estas tres delegaciones no supera los 
cinco m2 por habitante, mientras en Alvaro Obregón, Coyoacán y  Cuajimalpa la disponi­
bilidad de áreas verdes es de treinta m2 o más por habitante, lo que equivale a cinco veces 
más que las primeras.

17 La metodología utilizada para obtener los porcentajes se realizó a partir de las superficies 
totales por delegación y  del DF, con respecto a la superficie por áreas verdes urbanas otor­
gadas por la Secretaría de Medio Ambiente, obteniendo un número aproximado. Dicho 
porcentaje se encuentra dentro del total de la superficie de cada delegación, tomando en 
cuenta también el suelo urbano de conservación.
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De la disputa por el espacio público a los 
conflictos por los derechos
En la Ciudad de México, el proceso de construcción social del espacio 
público expresa la revalorización de lugares significativos de reunión y 
encuentro, donde las formas de vida pública impulsadas por actores hete­
rogéneos muestran la tendencia al predominio de vínculos entre seme­
jantes. En contraste, las relaciones entre diferentes actores sociales revelan 
tensiones, malestar y disputas asociadas al uso social y político del espacio 
público, a demandas no resueltas, a funciones cotidianas y rituales, a prác­
ticas de consumo, y al desarrollo de actividades mercantiles y de trabajo. 
En estas tensiones se distinguen dos vertientes representativas de conflic­
tos urbanos por los derechos. En primer lugar, en defensa del trabajo y 
del empleo remunerado, y en segundo lugar, en demanda de reivindica­
ción y ampliación de derechos sociales y urbanos.

La primera vertiente se expresa en los usos comerciales y laborales que 
se despliegan en calles, plazas y avenidas principales de la ciudad, donde 
grupos sociales distintos en edad, género, estructura familiar, capacidades 
y origen -entre otras diferencias- trabajan cotidianamente para obtener 
ingresos básicos o complementarios, en actividades de intercambio de 
bienes y servicios (a través de la venta ambulante o en puestos fijos o se- 
mifijos). Los centros y lugares históricos condensan estos fenómenos 
impulsados por procesos locales y globales, que tienen que ver con ajus­
tes estructurales en la economía, con la precarización del empleo, con el 
subempleo y con la desigualdad. El centro histórico de la capital es em­
blemático de esta situación y de programas y estrategias puestas en prác­
tica desde finales de la década de los años ochenta (1989), con el propó­
sito de erradicar el comercio ambulante del espacio público. En estos 
años, se dio inicio al proceso de reordenamiento y regulación del comer­
cio en la vía pública, a partir de la introducción de plazas comerciales18. 
Este esquema comercial se incorporó a las acciones de regulación duran­
te los años noventa, década en que se construyeron 27 plazas de comer-

18 En el marco de la creación del Programa de Mejoramiento del Comercio Popular, inicia­
do en 1992 y puesto en práctica con el apoyo de la Coordinación de Abasto Popular 
(COABASTO), organismo público descentralizado. 333
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ció popular. El comercio en calles y plazas continuó en la primera déca­
da del siglo XXI, cuando el gobierno del Distrito Federal estimó (2003) 
la existencia de 12 mil personas, tan solo en el perímetro A de este cen­
tro histórico, agrupadas en 38 organizaciones, con quienes se establecie­
ron mesas de diálogo orientadas al reordenamiento, reubicación y regula­
ción inicial de seis mil vendedores (La Jomada, agosto 1, 2003). En los 
años subsiguientes, se impulsaron nuevas acciones, promovidas por el 
Fideicomiso del Centro Histórico de la Ciudad de México, lo que marcó 
el reinicio del proceso de rehabilitación urbana, que contempló el mejo­
ramiento de equipamiento, drenaje, pavimento e imagen urbana.

Desde 2007, la actual administración ha dado continuidad a las accio­
nes de mejoramiento y rescate del espacio público del centro histórico 
de la Ciudad de México. La política actual de ordenamiento y reubica­
ción del comercio informal se apoya en la construcción y rehabilitación 
de 36 nuevas plazas comerciales que pretenden garantizar el retiro de la 
vía pública de cerca de 15 mil comerciantes informales19. En este contex­
to se creó la figura de la Autoridad del Centro Histórico (ACH), con 
atribuciones que abarcan desde la promoción de inversiones inmobilia­
rias públicas y privadas para vivienda, equipamiento y servicios, hasta la 
promoción y puesta en práctica de políticas y programas de desarrollo 
socioeconómico y de atención a grupos vulnerables. Este proceso enfren­
ta la necesidad apremiante de, por un lado, fortalecer el uso habitacional 
del centro histórico, ante el despoblamiento evidente, lo que implica la 
generación de políticas de vivienda con créditos accesibles a grupos 
sociales de diferentes edades, ingresos, actividades y/o profesiones; y, por 
otro lado, generar políticas alternativas de empleo, de actividad producti­
va y de ingreso para los actores de la informalidad, quienes se pronuncian 
en defensa legítima del derecho al trabajo y al empleo remunerado20.
19 Las acciones más recientes (2007-2008) de reubicación de estos comerciantes requieren 

de la vigilancia de elementos de seguridad pública para prevenir la reinstalación.
20 Las actividades impulsadas por el comercio informal en las calles se distinguen no solo por 

la heterogeneidad de los actores que las promueven, sino por la irregularidad en el cum­
plimiento de la normatividad y por la existencia de vacíos normativos que regulen las for­
mas de uso. La complejidad de estos problemas se expresa, quizá sobre todo, en los “bene­
ficios” que se generan al abrir oportunidades de trabajo, empleo e ingreso para amplios 
sectores de la sociedad urbana, como el de la difusión de productos globales a través de la334 piratería (Cross, 2005).
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Esta política ha ampliado la oferta de espacios públicos y ha colocado 
en el centro de la discusión el contenido de la regeneración urbana de 
lugares histórico-patrimoniales de importancia estratégica, al favorecer 
acciones de mejoramiento urbano —de imagen y de calidad física de calles 
y plazas emblemáticas para el uso peatonal del centro histórico de la capi­
tal del país—. Este es el caso del proyecto que inició en el año 2007 con 
la peatonalización de la calle de Regina y la rehabilitación de la Plaza 
Regina Coeli, inscrito en un programa más amplio de intervención urba­
na en la zona sur-poniente del centro histórico, y que tiene continuidad 
en calles como Bolívar, Salvador, 5 de Febrero y Uruguay21. Se trata de la 
articulación urbana de una trama de calles entre las que Regina es estra­
tégica, por su proximidad al Eje Central, Pino Suárez y la avenida 20 de 
Noviembre, y por su potencial de conectividad con el segundo corredor 
peatonal que es Alhóndiga. Uno de los desafíos de este proyecto urbano 
es la reconstrucción del complejo tejido social del entorno construido, 
local y central, en el que se inscribe. En este intervienen y confluyen, con 
posiciones diferentes e incluso antagónicas, ante las acciones públicas, 
demandas e intereses de antiguos y nuevos residentes, comerciantes for­
males e informales, trabajadores y usuarios, así como de actores privados 
e inmobiliarios.

La segunda vertiente, quizá más visible y polémica que la anterior, por 
su impacto urbano, mediático y en la formación de opinión respecto a 
asuntos públicos, es el uso y apropiación colectiva del espacio público del 
Distrito Federal para distintas expresiones político-sociales, tales como 
marchas de protesta, mítines, bloqueos y concentraciones nacionales, 
regionales y locales en favor de la reivindicación de derechos políticos, 
sociales, culturales y urbanos. Es notable que en el año que va de septiem­
bre de 2009 a septiembre de 2010, de acuerdo con cifras oficiales, se rea- 
fizaron 3.095 actos públicos en las calles de la ciudad, registrándose, en 
promedio, 8,6 movilizaciones diarias (Secretaría de Gobierno del DF, 
2010). Los temas y demandas abarcan desde la provisión de bienes y ser­
vicios públicos (infraestructura, vivienda y seguridad) hasta demandas 
laborales, sindicales, de respeto y reconocimiento a las diferencias de

21 Con base en entrevista realizada al arq. Alejandro Martínez, Secretaría de Obras, GDF, sep-
tiembre, 2010. 3 3 5
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género, así como derechos sexuales, civiles, políticos y electorales22. Poco 
más de la mitad de estas movilizaciones (52%) corresponde al ámbito 
federal de gobierno, mientras el 34% (1.047) corresponde al Gobierno de 
la Ciudad de México23.

En coexistencia con los usos laborales y políticos del espacio público, 
se desarrollan usos rituales y religiosos, deportivos y culturales, a los que 
corresponde el 14% restante de los eventos registrados en fuentes oficia­
les. Estos abarcan conciertos, teatro, exposiciones, pistas de hielo y cele­
braciones que tienden a concentrarse en las principales centralidades 
urbanas, tales como el Angel de la Independencia, el Zócalo, avenida Re­
forma, la calle Madero, entre otros lugares que son espacios públicos sim­
bólicos en la capital del país. Estos usos revelan la existencia de públicos 
diversos y segmentados, así como de formas diferentes de organización 
social, que se distinguen por la masificación y simultaneidad de prácticas 
sociales vinculadas a la oferta cultural y de consumo que caracteriza el 
desarrollo de estas actividades asociadas al disfrute de los públicos recep­
tores.

Estos fenómenos definen el espacio público de la capital del país co­
mo un lugar que es usado y apropiado por una diversidad de actores 
sociales que buscan y reclaman mejores condiciones de calidad de vida 
en la ciudad. Ante las condiciones deficitarias de ciudadanía que apare­
cen en los espacios públicos, las prácticas sociales de diferentes actores 
urbanos expresan la defensa del derecho al uso social, cultural y patrimo­
nial de la ciudad, asociado al reconocimiento de las diferencias entre unos 
y otros. Esta situación revela el contenido político de lo público como 
espacio que une y separa a los que intervienen en su construcción, defen-
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22 Del total de movilizaciones, 256 correspondieron al Sindicato Mexicano de Electricistas 
(SME), las que se han evaluado con un costo para la ciudad expresado en 232 horas de 
afectación a vialidades importantes del DF (V Secretaría de Gobierno del DF, 2010).

23 Para la atención y gestión de las demandas planteadas al Gobierno del Distrito Federal se 
crearon la Dirección General de Concertación Política, Atención Social y  Ciudadana, y la 
Unidad Especializada de Convivencia Urbana (UECO), constituida con el propósito de 
disminuir los efectos a terceros causados por las movilizaciones. Esta instancia, a través de 
mesas de concertación, evita movilizaciones en el espacio público. D e acuerdo con el 
Cuarto Informe de Labores, se realizaron 5.240 mesas de concertación, 65% de las cuales 
evitó movilizaciones en el espacio público, según la Secretaría de Gobierno del Distrito 
Federal (2010).
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diendo posiciones distintas, contrapuestas e incluso irreconciliables. Se 
observa, aquí, la búsqueda de un discurso de denuncia ante problemas de 
desigualdad, arbitrariedad, exclusión e inseguridad —entre otros—, y la re­
configuración de formas de ciudadanía políticamente activas vinculadas a 
acciones colectivas, con mayor independencia en unos casos y descon­
fianza en otros, hacia la política institucionalizada.

La disputa por el espacio y el conflicto sociocultural que surge y se ex­
presa espacialmente en distintos lugares públicos de la ciudad hace visibles 
realidades sociales, políticas y urbanas inscritas en procesos locales, regio­
nales, nacionales y mundiales. En esta disputa, emergen posiciones no solo 
diferentes sino opuestas, y en algunos casos incluso cruzadas por el temor, 
la desconfianza y la estigmatización entre unos y otros, al caracterizar tanto 
su contenido, como las posibles soluciones políticas y sociales a los proble­
mas que revelan. Es notable la existencia de ciudadanías divididas, con no­
ciones e interpretaciones diferentes y distantes en torno a lo que signifi­
can la solidaridad, la confianza, la cooperación y el compromiso cívico. En 
otros casos, lo público resurge como espacio de proximidad social y sim­
bólica con la ciudad, como expectativa y reclamo de grupos subalternos 
por el reconocimiento y la inclusión en la ciudad formal, en defensa de 
condiciones de igualdad en el acceso a bienes públicos y a favor de la am­
pliación de reivindicaciones sociales, políticas y culturales. Si bien el tema 
de la calidad de vida y de la seguridad pública cruza las demandas de los 
distintos grupos y clases sociales, pareciera que lo público —urbano, socio- 
cultural, político y mediático— enfrenta, en la actualidad, el desafío de 
construir propósitos comunes y formas de compromiso cívico entre los 
diferentes actores que intervienen en su constitución.

Las tendencias contrapuestas que aparecen en el proceso de construc­
ción de lo público expresan diferentes formas de identificación y de per­
tenencia a la ciudad, así como distintas maneras de expansión o debilita­
miento de la ciudadanía. Por una parte, cuando los conflictos no logran 
una solución socialmente legítima, se distingue la polarización o incluso 
la fractura de las relaciones entre ciudadanos y entre estos y las institucio­
nes, lo que debilita el sentido de lo público como espacio político, como 
lugar de relación y de comunicación entre diferentes, frente a problemas 
comunes o generales que requieren respuestas incluyentes en lo social, lo 
urbano lo político y lo cultural. Por otra parte, se distingue el despliegue 3 3 7
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y desarrollo de formas de expresión, organización y participación que 
tienden a generar sinergias sociales asociadas a la reivindicación de de­
mandas, que en algunos casos han logrado transformar el marco legal y 
ampliar los derechos ciudadanos. Estas formas, en unos casos, se desarro­
llan de manera independiente, impulsando la expansión de lo público no 
estatal, mientras, en otros, están ancladas, ya sea a corporaciones o a for­
mas institucionalizadas de participar en la vida pública, como ocurre con 
los partidos políticos o las instancias de gobierno impulsoras de políticas 
o programas sociales.

Al aproximarnos conceptual y empíricamente a la condición del 
espacio público urbano en la Ciudad de México, observamos que preva­
lece la identificación de lo público con lo común y lo colectivo, con la 
política, y con la reivindicación de la pluralidad y la diferencia. Frente a 
las tendencias al debilitamiento y la degradación de lo público, destaca la 
búsqueda de distintos actores sociales, urbanos e institucionales, por re­
construir lo público asociado a formas de solidaridad y participación que 
puedan generar experiencias, acciones y políticas innovadoras -visibles y 
accesibles-, capaces de contrarrestar los efectos fragmentadores de los 
procesos actuales y de transformar los códigos y prácticas predominantes 
en la vida social e institucional. En el contexto de las transformaciones 
globales y frente a los dilemas que estas plantean, el espacio público local 
cobra una importancia fundamental como escenario cotidiano donde se 
ponen en práctica los derechos ciudadanos y la democracia participativa, 
expresada a través de la relación entre ciudadanos y Gobierno.

El debate reciente aborda lo público urbano como un lugar patrimo­
nial, y se plantea con relación a los efectos de las transformaciones impul­
sadas por los procesos de expansión y modernización de la ciudad. Sin 
embargo, destacan limitaciones y omisiones en las políticas, propuestas y 
acciones de rescate y preservación de lo público como lugar proveedor 
de bienestar para la gente. Las tendencias a la degradación que ponen en 
riesgo su permanencia como lugar histórico, como patrimonio cultural y 
como espacio público, colocan en el centro de la discusión las distintas 
concepciones, posiciones y criterios de valoración con relación a las 
prácticas y usos sociales contemporáneos que en este se desarrollan. En la 
cultura ciudadana e institucional, recién comienza la revalorización de los 

3 3 8  centros históricos como espacios públicos, como recursos urbanos, eco-
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nómicos, sociales y culturales, que son patrimonio urbano de todos. El 
derecho a la ciudad atraviesa este debate, porque alude al derecho de to­
dos al lugar real y simbólico, a la comunicación e información, a la movi­
lidad, a la belleza del entorno, a la centralidad, a la calidad de vida, a la 
inserción en la ciudad formal, a la autonomía en el gobierno, y al cono­
cimiento histórico, arquitectónico, sociocultural y patrimonial (Lefebvre, 
1994; Boga, 2003).

Al pensar y vivir la ciudad como espacio público, la diferencia y la 
desigualdad emergen como desafíos ineludibles en la reconstrucción de 
la ciudad y la ciudadanía. En este proceso conflictivo, aparecen no solo 
relaciones de confrontación y de lucha por la reivindicación de derechos, 
sino también diversas formas de disolución de lazos sociales y formas de 
violencia que fragmentan y degradan lo público como referente de iden­
tidad urbana. En esta línea de discusión, el espacio público se plantea co­
mo el desafío de una política de la diferencia capaz de reconocer y resol­
ver los conflictos urbanos, y de intervenir con proyectos incluyentes que 
estimulen la participación y el compromiso cívico de distintos actores 
sociales e institucionales, con el propósito de crear condiciones de cali­
dad de vida en lo social, cultural, ambiental, estético y patrimonial. Una 
cuestión que revela la condición actual de los espacios públicos es que la 
pluralidad de expresiones y la reunión de actores diferentes no producen, 
por sí mismas, integración, inclusión ni relaciones democráticas. Además, 
comienza a construirse la demanda en favor del derecho a un espacio 
público de calidad para todos, asociada a la preservación de los lugares 
referentes y productores de identidad, que condensan la historia y la me­
moria de la ciudad.
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IV. ¿Una metrópoli 
que se democratiza?



La planeación y la 
gestión urbana frente a la 

utopía de la ciudad incluyente1

René Coulomb1 2

Introducción
roponer un debate en torno a “la gestión incluyente de las gran-
des ciudades en la época global”3 parece ir a contracorriente de
una práctica de la investigación urbana que se caracteriza, en su 

mayoría, por un discurso casi único sobre la polarización social, la duali- 
zación del mercado de trabajo, la fragmentación espacial y la segregación 
residencial de las ciudades sometidas a los procesos de globalización, pero 
que no dedica muchos esfuerzos a vincular su práctica investigativa con 
la elaboración de políticas públicas alternativas.

En todo caso, organizar un intercambio académico en torno a “visio­
nes alternas” pareciera remitir, en última instancia, a la utopía de un mo­
delo alternativo de urbanización, en el marco —entonces inevitable— de 
una visión alternativa al desarrollo del capitalismo en su fase actual de 
globalización económico-financiera (y de crisis cíclica, en la cual parece 
estar sumido nuevamente), en el sentido de que “la integración ya no es 
realizable en los marcos de las sociedades contemporáneas (...) (dadas) las 
características del capitalismo actual” (Durand, 2008: 313).

1 Publicado originalmente en Álvarez et al. (2010).
2 Profesor investigador en el Área de Sociología Urbana y en la Maestría en Planeación y 

Políticas Metropolitanas de la Universidad Autónoma Metropolitana, Azcapotzalco.
3 Este trabajo se apoya, en gran parte, sobre la ponencia presentada en el seminario inter­

nacional que, con ese título, se convocó en la Ciudad de México los días 20-24 de octu-
bre de 2008.
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Y, sin embargo, parece tener sentido preguntarse —en el marco de la 
sociedad urbana actual— sobre la “gestión incluyente” de las grandes ciu­
dades. En primer lugar, porque no es ocioso desvelar las articulaciones 
entre cierto tipo de gestión urbana y las formas actuales de la división 
social del espacio, encontrando, en la privatización de la producción del 
hábitat y del uso de los espacios públicos, así como en la informalidad 
urbana, rasgos centrales de la gobernabilidad y la gestión urbanas (Du- 
hau, 2008).

En segundo lugar, y coincidiendo aquí con Durand en que “la solu­
ción es política” (Durand, 2008), porque podemos sostener -como hipó­
tesis de trabajo— que no puede haber un orden social incluyente, o menos 
excluyente, sin que se esté dando una nueva forma de hacer política, 
basada en la transformación de las mayorías (excluidas) en sujetos y acto­
res políticos, a partir de su inclusión en los procesos de diseño, operación 
y evaluación de las políticas públicas. Cabe decir que esa estrategia de 
“ciudadanización de las políticas públicas” se inscribe dentro de la muy 
profunda crisis de legitimidad del sistema político y de las actuales insti­
tuciones tanto de representación política (democracia representativa) 
como de participación social (democracia participativa).

La lucha en contra de la exclusión social en las grandes ciudades es 
multidimensional. Uno de los campos de actuación de esta lucha consiste 
en repensar los actuales espacios de la planeación y de la gestión urbana, 
así como los mecanismos de participación social y de representación polí­
tica que en ellos se utilizan. Aquí, con el término “gestión”, se designa no 
a la acción de administrar la ciudad, sino al conjunto de prácticas que se 
refieren al manejo de las desigualdades, de las contradicciones y de los 
conflictos que son inherentes al desarrollo económico, social y territorial.

La planeación, por su parte, se entiende como un ejercicio democrá­
tico de definición de lo deseable en cuanto a la equidad social, a la efi­
ciencia socioeconómica en la utilización de recursos escasos y a la susten- 
tabilidad medioambiental. Se ha vuelto un lugar común afirmar que la 
planeación debe ser permanente y que lejos de agotarse en la elaboración 
de planes y programas, debe verificarse y evaluarse a través de su instru­
mentación concreta en el desarrollo cotidiano de las prácticas de la ges­
tión urbana. La planeación urbana no tiene más sentido que el de orien- 346 tar, evaluar y asegurar la continuidad en el tiempo de la gestión urbana.
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Las páginas siguientes presentan, entonces, la fuerte limitante de no 
aportar elementos para la construcción de un modelo radicalmente alter­
nativo a la urbanización capitalista vigente. Proponen, solamente, algunos 
campos de actuación para la generación de prácticas innovadoras, en mate­
ria de planeación y gestión, que sean orientadas, ambas, hacia un desarro­
llo menos desigual y excluyente que en las grandes ciudades, sobre la base 
de una participación ciudadana real y de un control social efectivo.

Otra limitación de estas páginas es que pretenden sugerir algunos ca­
minos propositivos, no desde una comprensión global del proceso de 
urbanización latinoamericano, sino desde la realidad específica de la me­
trópoli de la Ciudad de México, utilizando, entre otras fuentes de refle­
xión, algunas ponencias presentadas en el seminario internacional R e­
pensando la Metrópoli, convocado por la Universidad Autónoma 
Metropolitana en la Ciudad de México, en el mes de octubre de 2005.

Las limitaciones del proyecto de planeadón urbana 
y de ordenamiento del territorio
La “reforma del Estado” y su “adelgazamiento” han impactado, desde la 
mitad de la década de los ochenta, la planeación del desarrollo nacional 
en general, y su dimensión territorial, en particular. Sin embargo, y de la 
misma manera que en el pasado se dio cierta tendencia a sobrevalorar el 
papel del “Estado urbanizador”4, hoy en día no habría que sobrestimar 
—en sentido contrario— los procesos de privatización, y afirmar, como a 
veces se puede leer, que México se está encaminando rápidamente hacia 
la total privatización de la gestión urbana, y a la entrega de la planeación 
del desarrollo urbano al capital inmobiliario5.

Lo que sí es indudable es que a golpe de “menos Estado” y de muni­
cipalización sin descentralización efectiva de los recursos, la reforma del 
Estado fiie deslegitimando una planeación territorial sin instrumentos
4 “U n enfoque conceptual que enfatiza la necesaria intervención estatal, poco sirve para 

estudiar situaciones cuya característica más notable es la ausencia casi total de tal interven­
ción” (Connolly, 1991: 290).

5 “El sector inmobiliario se ha convertido en el gran planificador urbano” (Iracheta y 
Medina, 2008: 562). 347
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concretos de regulación de los conflictos sociopolídcos articulados con el 
desarrollo urbano (Duhau, 1988).Y no es menos cierto que, frente a esta 
deslegitimación de la planeación urbana, las grandes empresas inmobilia­
rias buscan intervenir cada vez más directamente en la revisión de los pro­
gramas de desarrollo urbano, en las tablas de usos del suelo y, más amplia­
mente, en el marco legal y reglamentario del ordenamiento territorial.

En consecuencia, y al lado de las múltiples prácticas clientelares y de 
corrupción que concurren al no cumplimiento de la normatividad urba­
na, la planeación territorial se presenta a los ojos de la ciudadanía como 
una práctica institucional que es incapaz de “ordenar” la dinámica del 
desarrollo urbano, entre otras razones, por la falta de legitimidad y, por 
ende, de operatividad, de los planes y programas que pretenden el ordena­
miento del territorio.

Las formas actuales de participación ciudadana no han logrado, friera 
de algunas prácticas innovadoras6, constituirse como espacios de legitima­
ción de los procesos de planeación urbana. Más bien, se han restringido a 
la llamada “consulta pública”, con fuertes deficiencias en cuanto a: infor­
mación limitada, plazos demasiado cortos para el análisis y elaboración de 
propuestas, indefinición de la representatividad de los participantes y falta 
de transparencia en la (no) integración de las propuestas recogidas. No 
existe un proceso verdadero de planeación del desarrollo que haga explí­
citos, ante la ciudadanía, tanto sus objetivos como las estrategias para su 
consecución. Esta falta de proyecto consensuado propicia la toma de deci­
siones discrecionales y coyunturales, como parte de un esquema sectori- 
zado y descoordinado que no cuenta con los mecanismos adecuados para 
el control por parte de la representación social.

Si la función de la planificación es diseñar estrategias que permitan 
construir consensos entre las distintas fuerzas políticas y sociales alrededor 
de objetivos de transformación globales, con el fin de incluir y no excluir 
(Carrión, 1994), las limitaciones de las actuales prácticas de planeación son 
abismales. Pero más allá de las capacidades de los funcionarios a cargo de 
las instituciones y de los procesos de planeación, las limitaciones de la pla­
neación territorial tienen su origen en que se trata de una práctica que se

6 Para el caso del Distrito Federal, véase, entre otros, el cuaderno de trabajo publicado por348 el PUEC (2002).
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desarrolla sobre la base de un cúmulo de contradicciones y conflictos, que, 
sin embargo, deben ser asumidos a la hora de la toma de decisiones.

Son evidentes las dificultades que tanto la planeación como la gestión 
urbana enfrentan para asumir que el territorio metropolitano es altamen­
te diferenciado y desigual porque es producido por una sociedad, así mis­
mo, heterogénea. Las mejores prácticas de planeación democrática chocan 
de frente con lo que puede designarse como un proceso de “balcaniza- 
ción” de la planeación, de la participación y del territorio (Coulomb, 
1993). Se trata de la dificultad de conciliar los intereses de cada barrio y 
los de “la ciudad”, los intereses locales y no pocas veces excesivamente te- 
rritorializados, con el interés global de una metrópoli de 19 millones de 
habitantes. Coincidimos con Duhau y Giglia cuando afirman que “la lla­
mada ‘feudalización’ de la metrópoli contemporánea es una alternativa sin 
futuro: el orden metropolitano será público o simplemente no será tal” 
(Duhau y Giglia, 2008: 534-535). Sin embargo, la legitimación del ejerci­
cio de planeación territorial a través de la participación ciudadana no 
puede ser descartado del todo, a nombre de su posible desvío hacia una 
“metrópoli de los clubes” (Duhau y Giglia, 2008: 534).

Otra tensión conflictiva que atraviesa tanto la planeación como la ges­
tión de las grandes ciudades es la que se expresa social, política y territo­
rialmente entre “el centro” y “la periferia” de la gran ciudad, entre la ciu­
dad ya existente y la ciudad que se está haciendo, entre la atención que 
reclaman los procesos de despoblamiento y deterioro urbano de la ciudad 
central, y los procesos social y medioambientalmente insostenibles de la 
continua expansión urbana.

Por otra parte, el ritmo de los cambios económicos, políticos y socia­
les parece haberse acelerado, y con ello, el ritmo con que la sociedad 
demanda interpretaciones y respuestas a la planeación y al planificador. 
Esta situación plantea, entre otros desafíos, el de proponer “pronósticos”, 
o escenarios, con la mayor fiindamentación científica posible, en torno a 
los efectos urbanos de los cambios que se están dando a nivel económi­
co y político: las nuevas tecnologías, la internacionalización de los mer­
cados, la desindustrialización y terciarización de las grandes ciudades, la 
“crisis financiera” actual y las crisis económico-financieras reiteradas en 
México durante las últimas tres décadas, la inseguridad y el narcotráfico, 
los reclamos democráticos, etc. 349
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Sociedad y Gobierno piden a la planeación urbana explicitar hacia 
dónde va el proceso de urbanización, y no tanto de dónde viene, como 
suele ser el caso, todavía, de la mayor parte de los apartados de “diagnós­
tico” de los planes y programas de desarrollo urbano. Para responder a 
esta demanda, es evidente que se requieren nuevas herramientas de aná­
lisis de la dinámica urbana en sus distintas y complejas dimensiones de­
mográficas, territoriales, económicas, sociopolíticas, medioambientales o 
culturales. De esta exigencia nació, en 1992, en la UAM-A, el Observa­
torio Urbano de la Ciudad de México, proyecto que se propuso consti­
tuirse como un observatorio permanente de las dinámicas socioespacia- 
les de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México, y que reciente­
mente buscó replicarse en distintas ciudades de la República Mexicana, 
bajo el impulso de la Secretaría de Desarrollo Social.

Es probable que una de las fuentes de la dificultad de la planeación 
territorial para asumir escenarios futuros de la dinámica urbana, y su per­
manente reformulación, suija de la tensión que se presenta entre el corto 
y el largo plazo. Existe, de hecho, una importante brecha entre los actores 
e instituciones a cargo de la gestión y los que están del lado de la planea­
ción, entre la gestión que se inscribe en el corto plazo (¡el plazo de ges­
tión municipal es de solo tres años!) y el sentido del esfuerzo planificador, 
que se encuentra en el mediano y largo plazos. Esta brecha, por razones 
obvias, suele ser monopolizada por la lógica político-electoral de la ges­
tión cortoplacista.

Pero —tal vez lo más importante— las tensiones y desafíos anteriores 
tienen como escenario una organización político-administrativa de la 
metrópoli que no ha sabido (¿o querido?) adaptarse a las transformacio­
nes socioeconómicas y territoriales de la gran ciudad, con la consecuen­
te inadecuación de las estructuras de planeación y de gestión de cara al 
proceso de metropolización, lo que se expresa en un importante déficit 
de gobernabilidad. En síntesis, la reforma del Estado, el reclamo demo- 
cratizador de la sociedad, la aceleración de los cambios económicos, tec­
nológicos o culturales, así como un conjunto de tensiones difíciles de 
incorporar hacen que la planeación y la gestión metropolitanas estén 
enfrentando, hoy en día, el desafío de su radical reconceptualización.
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La planeación urbana y el principio de equidad
El artículo tercero de la Ley General de Asentamientos Humanos 
(LGAH) establece que el ordenamiento territorial de los asentamientos 
humanos y el desarrollo urbano de los centros de población tenderán a 
mejorar el nivel y calidad de vida de la población urbana y rural, 
mediante —entre otras estrategias— “El desarrollo socioeconómico sus- 
tentable del país, armonizando la Ínter relación de las ciudades y el 
campo, y distribuyendo equitativamente los beneficios y cargas del pro­
ceso de urbanización” (LGAH, art. 3o)7. Aquí está, ciertamente, el primer 
desafío (y tal vez el principal) de la planeación urbana y el ordenamien­
to del territorio: planificar un desarrollo metropolitano con equidad 
requiere, en primer término, asumir la existencia de una metrópoli social 
y espacialmente polarizada y desigual. La planeación ha utilizado distin­
tas herramientas con el fin de llevar a cabo un anáfisis diferenciado de la 
ciudad, generalmente a partir de la información que proporcionan los 
censos de vivienda y población, y económicos, poniendo en evidencia 
marcadas desigualdades en cuanto al acceso a bienes y servicios urbanos, 
para posteriormente proponer subsanar las carencias detectadas con 
acciones e inversiones públicas.

Con el apoyo reciente de distintos métodos de anáfisis socioespacial, 
posibilitados por los sistemas de información geográfica (SIG), la planea­
ción suele concretar el anáfisis de las diferenciaciones socioterritoriales con 
la delimitación de territorios y poblaciones que comparten condiciones 
similares. Con ello, se espera sustentar las propuestas de política pública con 
la perspectiva de garantizar servicios urbanos, de educación, salud y espar­
cimiento de manera más universal, o por lo menos mejor distribuida.

Sin embargo, es necesario llevar a cabo una reflexión crítica, y propo­
sitiva, en torno a la actual multiplicidad de investigaciones referidas a los 
procesos de división social del espacio metropolitano. Sin negar la utili­
dad de los trabajos consistentes en mapear la desigualdad socioespacial, 
habría que incorporar algunas reflexiones críticas sobre el uso de las 
herramientas que permiten llevar a cabo la georeferenciación de las múl­
tiples carencias que sufren las mayorías empobrecidas de la metrópoli

7 El énfasis es nuestro. 351



René Coulomb

(Connolly, 2006). En efecto, llama la atención la facilidad con que cier­
tas investigaciones, por otra parte alimentadoras de políticas públicas, 
tienden a confundir la representación cartográfica por “zonas homogéne­
as” de poblaciones marginadas o “excluidas”, con la realidad misma, la 
cual se caracteriza, en no pocas áreas de la gran ciudad, por distintos gra­
dos de heterogeneidad socioeconómica entre los pobladores.

En este sentido, parece necesario profundizar en la evaluación de los 
logros y las limitaciones de una herramienta de anáfisis territorial -los 
SIG— cuya amplia difusión a-crítica en los laboratorios académicos y las 
oficinas públicas pudiera sugerir que se está llevando a cabo “científica­
mente” el diseño de políticas sociales equitativas e inclusivas. Sorprende, 
por ejemplo, cómo muchos ejercicios de zonificación, destinados a deli­
mitar áreas prioritarias de actuación para los programas sociales en el 
Distrito Federal, utilizan ¡la cartografía electoral! como punto de partida, 
En realidad, la división social del espacio y los actualmente tan mencio­
nados procesos de “polarización social” y “fragmentación territorial” 
están fuertemente permeados por una importante heterogeneidad social 
de los barrios, pueblos y colonias, lo que, sin lugar a duda, exige un mejo­
ramiento sustancial de las herramientas utilizadas para su anáfisis; lo que 
parecen desconocer no pocos planificadores territoriales.

Es cierto que los SIG constituyen una herramienta novedosa y útil 
que puede apoyar el diagnóstico de las problemáticas socioeconómicas 
con un enfoque territorial, respaldando el diseño de estrategias, la toma 
de decisiones, así como el seguimiento y la evaluación de las políticas 
públicas (Chávez Muñoz, 2005). Pero es no menos cierto que debemos 
preguntarnos en qué medida los SIG han ayudado al diseño de políticas 
sociales con mayor equidad, por ejemplo en materia de equipamientos de 
educación y salud, o en el campo de las políticas habitacionales. Pues 
están a la vista numerosos estudios que, por una parte, ignoran totalmen­
te la dimensión histórica de los procesos y de los territorios analizados y, 
por la otra, confunden la representación cartográfica de la realidad con la 
comprensión de la misma.

Los SIG favorecen la proliferación reciente, en los documentos de 
planeación del desarrollo urbano, de mapas que cartografian tanto la dife­
renciación socioespacial de las ciudades como el acceso desigual de los 

3 5 2  habitantes a los “beneficios del proceso de urbanización” mencionados en
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la Ley General de Asentamientos Humanos. El mapa a todo color de “có­
mo son y dónde están las desigualdades” raramente introduce la pregun­
ta sobre la “razón de ser” de las situaciones observadas y mapeadas. De la 
falta de legitimidad de la planeación surge, también, un ejercicio centra­
do en un abundante inventario de carencias, por un lado, y de buenas 
intenciones, por el otro; sin que hayan identificado (algunos de) los fac­
tores que generan un desarrollo urbano desigual y segregado.

Aquí cabe una crítica propositiva. Las instituciones y los programas 
que tienen a su cargo la formación de recursos humanos en materia de 
planeación y ordenamiento del territorio (facultades de arquitectura, 
maestrías y doctorados en Urbanismo o en Diseño de asentamientos hu­
manos) tendrían que revisar sus planes de estudio en dos direcciones: 1) 
fortalecer la práctica interdisciplinaria, pues el dominio abrumador de la 
disciplinas de la arquitectura y la ausencia de las ciencias sociales en las 
oficinas gubernamentales a cargo de la planeación del desarrollo urbano 
no dejan de ser preocupantes; y 2) vincular el aprendizaje crítico de la 
planeación con el aprendizaje de la gestión; de lo contrario, se seguirán 
elaborando planes y programas de ordenación del territorio con “imagen 
objetivo” con muy escasas estrategias e instrumentos de superación de las 
causalidades, económicas, políticas y socioculturales, subyacentes al pro­
ceso de urbanización que se pretende reorientar.

Zonificación de usos del suelo y segregación socioespacial
La planeación territorial ha encontrado, en las técnicas importadas de la 
zonificación (el zotiing), una poderosa herramienta para sus pretensiones 
de ordenamiento del territorio. Por ello mismo, el proceso de elaboración 
de los planos y tablas de usos del suelo (permitidos, condicionados o pro­
hibidos) y sus modificaciones periódicas (previstas en la ley) constituyen 
un objeto recurrente de la movilización vecinal, pero también el (no) 
cumplimiento de la norma urbanística.

Es necesario, sin embargo, cuestionarse si cierto uso de la zonificación 
no está reforzando, o en todo caso “avalando”, la segregación socioespacial, 
cuando utiliza, por ejemplo, el método de construcción de “zonas homo­
géneas”. Esta visión homogeneizante de los territorios tiene su origen en 3 5 3
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la Carta de Atenas8, donde Le Corbusier (1957) plantea la separación de 
cuatro funciones urbanas básicas como principio para corregir los efectos 
negativos que el proceso de industrialización tenía en las ciudades.

Como explícita el artículo 77 de la Carta de Atenas:“Las claves del ur­
banismo radican en cuatro funciones: habitar, trabajar, recrearse (en las 
horas libres) y circular”. En cuanto a la planeación, el artículo 78 del 
mismo texto establece, entonces, que: “los planes determinarán la estruc­
tura de cada uno de los sectores atribuidos a las cuatro funciones claves y 
fijarán su respectivo emplazamiento en el conjunto”. En ese mismo sen­
tido, Le Corbusier define a la zonificación como: “la operación que se 
realiza sobre el plano urbano con el fin de asignar a cada función y a cada 
individuo su lugar adecuado”5'.

A través de la técnica de la zonificación, el urbanismo funcionalista ha 
propiciado -aunque no siempre de forma consciente- la homogeneidad 
de los territorios y, por lo tanto, de alguna forma, la segregación de los 
usos del suelo. Es tiempo de confrontar la ciudad inducida por este tipo 
de visión con el proyecto alternativo de ciudad, pues se puede sostener 
que “el principio de la especialización del suelo revestido teóricamente 
como zonificación por el urbanismo progresista responde al principio de 
la exclusión” (Martínez, 2001: 90).

¿Que es la ciudad? Entre otras cosas que podemos decir de ella, la ciu­
dad se caracteriza por su capacidad de congregar en un mismo espacio 
usos tan diversos como la habitación, el gobierno y las expresiones polí­
ticas, los intercambios comerciales y culturales, los equipamientos educa­
tivos y de salud, la recreación y el ocio. En este sentido, la homogeneidad 
de uso que exhiben los conjuntos habitacionales periféricos, y aunque se 
les denomina “ciudades dormitorios”, no son solamente eso, pero tam­
poco son ciudad. Se trata de “asentamientos” monofuncionales donde el 
uso habitacional se encuentra segregado de los espacios en que se gene­
ran las oportunidades de empleo, incluyendo al llamado “informal”, de 
los equipamientos públicos y de las ofertas culturales.

8

354 9

La Charte cTAthènes fue publicada en 1941 por el editor Pión, en París, bajo la autoría de 
los Congresos Internacionales de Arquitectura Moderna (CIAM). Le Corbusier recono­
ció la autoría del texto en su reedición, en 1957, a cargo de Editions de Minuit.
La traducción es nuestra.
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Al desvincularse del desarrollo urbano, y de su planeación, la política 
habitacional induce a la consolidación de la segregación de usos y fun­
ciones urbanas y es generadora de importantes deseconomías urbanas, en 
términos de generación de nueva infraestructura y de costos energéticos, 
de problemas medioambientales crecientes derivados de una movilidad 
automotriz irracional y de un deterioro de la calidad de vida y del dis­
frute del tiempo libre, del deporte y de la cultura. Domina, desde hace 
tiempo, un enfoque viviendista de las necesidades habitacionales que 
contribuye a la consolidación de lo que se ha dado en llamar la “ciudad 
de los flujos” y de los “no lugares”: la nociudad.

Hace tiempo que la sociedad urbana y, con singular responsabilidad, sus 
principales diseñadores y constructores, llámense urbanistas, arquitectos, 
legisladores o desarrolladores, se han olvidado de hacer ciudad, la que es 
heterogeneidad. Es probable que el laboratorio privilegiado para el diseño 
de una ciudad alternativa más incluyente no se encuentre ya en las áreas 
de reciente urbanización, sino en las áreas centrales de la metrópoli, en los 
barrios y colonias que Angela Gigha y Emilio Duhau denominan “el espa­
cio disputado” (Duhau y Giglia, 2008), territorios conflictivos por ser, jus­
tamente, portadores de heterogeneidad de usos y de complejas funciones 
urbanas (los “usos mixtos” asignados por las tablas de usos del suelo a gran 
parte de las áreas centrales).

Heterogeneidad de usos y “mixtura social”: 
estrategias para hacer ciudad
La propuesta de una estrategia alternativa al zoning urbano y a la segrega­
ción de las funciones urbanas puede aplicarse a las políticas y programas 
de renovación urbana que han producido, en el pasado y aún en el pre­
sente, procesos de expulsión de la población residente de menores ingre­
sos, o de “gentrificación”, como resultado recurrente de las políticas de 
revalorización de ciertas áreas centrales (Smith, 2002). Para contrarrestar 
una política de renovación urbana excluyente, se plantea, entre otras 
estrategias, la mezcla de usos vivienda-actividades económicas en los pro­
gramas de rehabilitación habitacional de los centros históricos (Coulomb,
2007), lo que no implica abandonar, pero sí replantear radicalmente, el 3 5 5



René Coulomb

uso del zoning, revisando —entre otras prácticas— el uso homogeneizante 
que la planeación hace de los mapas producidos por los SIG. El repobla- 
miento (“redensificación”) de las áreas centrales constituyó, estos últimos 
años, un eje estructurante de la política urbana del gobierno del Distrito 
Federal. Se ha analizado ampliamente los efectos perversos de esta polí­
tica, que generó una revalorización excluyente de los valores inmobilia­
rios de la llamada “Ciudad Central”™. En cuanto al centro histórico de la 
Ciudad de México, su llamado “rescate” se ha vuelto, por su parte, el apa­
rador ampliamente publicitado de una gestión urbana “exitosa”. Sin em­
bargo, las políticas y las estrategias ahí implementadas se sitúan dentro de 
dos polos opuestos.
- Por una parte, acciones de “rescate” que se fundamentan sobre la reva­

lorización de algunas áreas patrimoniales y su consecuente “gentrifi- 
cación”, así como —en otras áreas patrimoniales— en la sustitución del 
uso habitacional por prácticas vinculadas a la actividad turística, y su 
“boutiquización” (Carrión, 2007: 40).

- Por otra parte, acciones que buscan apoyarse en estrategias innovado­
ras, sobre la base de la heterogeneidad social de los habitantes, con el 
convencimiento de que el centro histórico debe conservar los atribu­
tos de la urbanidad: la mezcla de actividades y de grupos sociales.

Puede estimarse que la oposición es excesiva. Es cierto que ningún actor, 
gubernamental o empresarial, ha planteado explícitamente, hasta ahora, la 
“gentrifícación” de la ciudad central y de su centro histórico, es decir la 
sustitución de los actuales pobladores por sectores sociales de mayores in­
gresos. Pero es no menos cierto que, en los barrios antiguos, cerrar la bre­
cha cada vez más honda entre el costo de la acción habitacional y los in­
gresos de la población residente constituye un desafío a la imaginación 
de los profesionistas comprometidos, y a la lucha social organizada.

El subsidio (a la adquisición del suelo y/o la vivienda) ha sido la prin­
cipal herramienta para asegurar que los programas de renovación habita­
cional en áreas centrales no deriven en la expulsión de la población de 10

10 U no de los trabajos mejor documentados al respecto es el desarrollado por Pablo Belliure 
(2008:63-95).356
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menores ingresos. Sin embargo, la información difundida en torno a los 
proyectos “exitosos” no permite, por lo general, conocer con precisión el 
grado de subsidio manejado, su fuente (financiera, fiscal, filantropía, etc.) 
y a qué se aplicó (adquisición de suelo, recuperación de los créditos, etc.).
Esta limitación es importante pues la cuantía del subsidio proveniente de 
fuentes públicas (fiscales) puede llegar a cuestionar la replicabilidad de los 
proyectos y la continuidad de un programa de regeneración habitacional 
a lo largo del tiempo.

El rechazo a los procesos de “gentrificación” vinculados a programas 
de renovación urbana hace que se descarte la “solución” de diseñar pro­
yectos según las “reglas del mercado”, entendiendo por ello la supresión 
(o fuerte disminución del monto) del subsidio. Pero está demostrado que 
la escasez crónica de recursos fiscales vuelve necesaria la búsqueda de 
caminos alternativos, que no sean el subsidio directo a la población bene- 
ficiaria de los programas de vivienda. Una opción es la heterogeneidad de 
los usos del suelo.

Existen ya suficientes experiencias, bajo distintas latitudes, para afir­
mar que una fuente complementaria al subsidio público se encuentra en 
el diseño de proyectos que contemplen, a nivel urbano, la mezcla de usos 
más o menos rentables, es decir que puedan pagar una renta más o menos 
elevada tanto a los propietarios como a la hacienda local; y también la 
mezcla de usos a nivel de los inmuebles mismos, en particular la combi­
nación —en un mismo inmueble— del uso comercial /  servicios en la plan­
ta baja y el uso habitacional en las plantas altas.

Aparte de rescatar, así, un patrón de uso característico de los edificios 
de las ciudades coloniales, dicha estrategia permite, hasta cierto punto, el 
“subsidio cruzado”, desde los usos rentables (el comercio) hacia los que lo 
son menos (la vivienda, pero también los equipamientos, entre otros). Esta 
mezcla de actividades económicas y vivienda en los inmuebles permite, a 
su vez, evitar que un centro histórico reproduzca el tipo de desarrollo ur­
bano segregado que conocen las áreas de expansión periférica: la desarti­
culación espacial entre las áreas de vivienda y las actividades económicas, 
que se aleja cada vez más de lo que es, o debería ser, una ciudad habitable.

Hasta ahora, esta estrategia ha sido poco aplicada en América Latina 
por parte de los programas públicos de renovación urbana o de “resca­
te” de los centros históricos. Por lo general, la rehabilitación (o la 357
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reconstrucción) de los inmuebles se hace sobre la base de un solo uso. 
Algunos afirman que, en todo caso, se trata de una estrategia muy poco 
factible, pues violenta la lógica de la segregación entre usos del suelo, 
segregación impuesta por las rentas diferenciales que los distintos usos 
generan. Otros señalan los conflictos que esta estrategia ha generado, 
por ejemplo entre vivienda y usos recreativos, como bares, salones de 
baile, restaurantes, etc., dentro de un mismo sector urbano. ¡No diga­
mos dentro de un mismo inmueble!

Muy pocos reconocen la sobredeterminación que los sistemas finan­
cieros ejercen sobre el diseño de las soluciones arquitectónicas y, en par­
ticular, sobre la homogeneización de los usos del suelo en la ciudad.Y sin 
embargo, no deja de llamar la atención cómo, por ejemplo, en el actual 
proceso de inversión inmobiliaria en el “corredor” de la avenida Refor­
ma, de la Ciudad de México, se utiliza como argumento de venta la exis­
tencia de complejos inmobiliarios de “usos mixtos” (viviendas, oficinas y 
comercios): Torre Reforma (avenida de la Reforma 483), Reforma 222, 
etc.

La gestión financiera de cara a la escasez crónica
de los recursos públicos y al financiamiento de la política social
Otra problemática a enfrentar con instrumentos innovadores se refiere a 
la cuestión de la escasez y la distribución disímil de los recursos públicos 
para hacer frente a las desigualdades sociales y avanzar hacia un desarro­
llo metropolitano con equidad. Sabemos que el debilitamiento del Esta­
do, resultado de las políticas neoliberales, ha afectado a los gobiernos lo­
cales. La estrechez de las finanzas públicas, la ineficiencia, el burocratismo, 
la corrupción y el corporativismo sindical hacen que los gobiernos loca­
les carezcan de los recursos fiscales y humanos suficientes para asumir sus 
responsabilidades políticas y sociales frente a la democracia, no en sino de 
la ciudad, entendida esta última como la aspiración de un acceso univer­
sal (“de todos”) a los “bienes urbanos públicos” o de “consumo colecti­
vo” (Pírez, 2006:189).

Los ingresos propios de los gobiernos locales se han basado, tradicio- 358 nalmente, en el esquema de cobro del impuesto predial, y constituyen un
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recurso demasiado débil frente al mandato legal de la distribución equi­
tativa de las cargas y beneficios del proceso de urbanización. Que las 
finanzas de los municipios conurbados de la Zona Metropolitana de la 
Ciudad de México sufran una escasez crónica de recursos no es una no­
vedad. Pero esta carestía se ha ido incrementando de cara a las necesida­
des crecientes en materia de infraestructura y equipamientos, pues estu­
vieron recibiendo un porcentaje cada vez mayor de la expansión del área 
urbana. Mientras, el Distrito Federal (“el DF”) ha mantenido una (muy) 
relativa fortaleza financiera. Es así como en el DF, los ingresos propios 
representan más del 41%, mientras que en los municipios del Estado de 
México, su peso es casi insignificante, llegando apenas al 6% (Santacruz, 
2005); a pesar de que, desde 1984, el impuesto predial se trasladó del 
ámbito estatal al municipal11. Esto tiene una doble consecuencia: por un 
lado, una muy importante dependencia de los recursos federales; y, por 
otro, un creciente endeudamiento.

En el caso del DF, su estructura fiscal presenta, por otra parte, serias 
distorsiones. Los ingresos tributarios y por el pago de derechos por la 
prestación de servicios, aunque deberían constituir la principal fuente de 
recursos, presentan una debilidad estructural que se ha profundizado en 
los años recientes. A esta estructura distorsionada de los recursos propios 
se agrega un alto índice de evasión fiscal, que en el año 2004 fue del 
orden de 52% (Santacruz, 2005). Según Emilio Pradilla, esta subrecauda­
ción fiscal ha llevado al gobierno del DF a recurrir al endeudamiento 
creciente, mientras “se rechaza cualquier reforma de fondo a la inequita­
tiva e injusta estructura fiscal para evitar el costo político electoral que 
esta reforma implica” (Pradilla, 2005).

Otra importante limitación en cuanto al financiamiento del desarro­
llo urbano se refiere al sobredimensionamiento del gasto administrativo 
de los gobiernos locales con respecto al gasto en obras públicas, tanto en 
el Distrito Federal como en los municipios conurbados del Estado de 
México. El gasto en obras públicas y fomento ha disminuido drástica­
mente, en los municipios conurbados y en el DF, al pasar de 30,8% y

11 En el año 2004, el ingreso propio del Gobierno del Distrito Federal más importante pro­
venía del impuesto predial (17,3% del total de los ingresos propios), seguido del impues­
to del 2% sobre nóminas, que representó el 16,7%.
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26,7%, respectivamente, en 1990, a solo 16,7% y 11,1% en el año 2002. 
En el DF, en 2003, el gasto en obras públicas solo equivalió al 7,8% del 
gasto global.

El de la fiscalidad es un espacio muy fértil para avanzar hacia una ges­
tión urbana más equitativa y menos excluyente. Las limitaciones actuales 
pueden resumirse de esta forma: existe una recaudación fiscal a través de 
distintos impuestos, pero no existe una política fiscal vinculada al des­
arrollo urbano, es decir, se desaprovecha a la fiscalidad en su potenciali­
dad de constituirse en una poderosa herramienta para incentivar, o gra­
var, las acciones de los particulares en relación a un desarrollo urbano 
social, económica y medioambientalmente más sustentable.

Frente a la escasez crónica de recursos fiscales, algunos gobiernos lo­
cales —y de forma señalada los últimos gobiernos del Distrito Federal— han 
preferido otra estrategia, menos conflictiva, en relación con los intereses 
de la propiedad y del capital inmobiliario: el recorte de los gastos corrien­
tes de su burocracia. Sin embargo, no se sabe a ciencia cierta cuáles han 
sido, hasta ahora, los alcances reales de esta estrategia, muy publicitada, de 
“austeridad republicana”, como fuente de recursos adicionales destinados 
-según se afirma- al mejoramiento de las condiciones de vida de las 
mayorías empobrecidas, en particular a través de la política social.

En torno a la política social, se han expresado distintos tipos de críti­
cas a programas sociales que se limitan a un mero reparto de dadivas, que 
inciden solo de forma marginal sobre la inequitativa distribución de la 
riqueza, pero no atacan sus causas estructurales: la inestabilidad laboral, el 
desempleo creciente, la degradación del salario real, la baja calificación 
laboral y la disminución del gasto público en infraestructura y servicios 
sociales (Pradilla, 1999). Pero son muy escasas las evaluaciones de los pro­
gramas sociales en cuanto a su (no) participación en la construcción de 
una ciudadanía participativa y solidaria, construcción que —claro está— 
difícilmente puede darse en el marco de programas sociales fuertemente 
permeados por las prácticas clientelares y el corporativismo territorial.

Es probable que las alternativas para la ciudadanización de la política 
social deban surgir de un debate que, en la actualidad, es prácticamente 
inexistente. De darse este último, podrían reivindicarse muchas prácticas 
surgidas con los movimientos sociales urbanos de los años setenta y 

3 6 0  ochenta, antes de que esas luchas terminaran por alimentar toda suerte de
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clientelismos y burocracias legislativas, o distintos niveles de gobiernos 
locales. Los principios básicos sobre los cuales se desarrollaron estas prác­
ticas fueron12:
- la gestión colectiva de recursos públicos provenientes de programas 

estatales (de vivienda, de abasto, y a veces culturales), sobre la base de 
la toma de decisiones en asamblea;

- el control de la gestión llevada a cabo por comisiones mandatarias de 
las asambleas, periódicamente removidas (para evitar las tentaciones de 
corruptelas en la relación con el aparato estatal); y

- la creación de empresas no lucrativas generadoras de empleo (fabricas 
de materiales, prestación de servicios comunitarios) para el fortaleci­
miento de una economía social solidaria.

La privatización de los beneficios y la socialización 
de los costos del proceso de urbanización
Otro espacio de actuación para una gestión urbana menos excluyente se 
refiere a la inversión pública en la ciudad y su articulación con la inver­
sión inmobiliaria privada. La gestión de las grandes ciudades se caracteri­
za, cada vez, por la voluntad explícita de los gobiernos locales de atraer 
inversiones, en particular las llamada IED (inversiones extranjeras direc­
tas), como apoyo a grandes proyectos urbanos que generan una mayor 
fragmentación del territorio, y tienden a consolidar la autosegregación de 
los estratos de altos ingresos, a priorizar el automóvil frente al transporte 
público y a consolidar la nointeracción social de la gran ciudad.

En el seminario Repensando la Metrópoli, Jordi Boga (2005) pudo 
diagnosticar que “en el mejor de los casos, se ha hecho política economi- 
cista pesada, por un lado, y política social ligera, por otro.Y casi siempre ha 
faltado una política urbana integrada”. La integralidad a la que apela Boga 
puede expresarse de otra forma: la necesidad moral de evitar que unos 
cuantos se apropien de los beneficios de la valorización constante del espa­
cio construido, valorización que, en su mayor parte, es el producto de un

12 Véase un trabajo de evaluación de estas prácticas en Coulomb (1992). 361
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esfuerzo de la colectividad. Sin embargo, son todavía muy escasos los ins­
trumentos de gestión urbana utilizados con el fin de concretar la estrategia 
según la cual una recuperación de la plusvalía13 derivada de la producción 
social de suelo podría constituirse en una fuente adicional de recursos para 
el financiamiento del desarrollo urbano.

Solo recientemente, la planeación urbana se ha preocupado -más bien 
bajo otras latitudes y muy escasamente en México— por cumplir con el 
principio de equidad enunciado en el tercer artículo de la Ley General 
de Asentamientos Humanos (LGAH), en relación a la valorización, o des­
valorización, de la propiedad inmobiliaria generada por los planes y pro­
gramas de desarrollo urbano. Por ejemplo, se plantea que, además de una 
necesaria y poco practicada actualización constante del catastro, la base 
del impuesto predial debería ser el valor del suelo en función del poten­
cial de aprovechamiento de los predios señalado por la zonificación de 
los programas de desarrollo urbano.

El gobierno mexicano, que en 1976 pudo presumir —en Vancouver, 
Canadá, en el marco de la Primera Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Asentamientos Humanos— de ser un gobierno pionero en la mate­
ria, ahora exhibe un notable retraso legislativo con respecto a las reformas 
urbanas emprendidas por otros países latinoamericanos. Al día de hoy, la 
LGAH todavía no establece algún sistema de subsidio cruzado entre dis­
tintos niveles de rentabilidad (como, por ejemplo, en el caso del “Estatuto 
de la Ciudad”, en Brasil), o de recuperación de las plusvalías generadas por 
las inversiones públicas aplicadas a determinada porción del área urbana, 
como en el caso de la Ley de Participación en Plusvalías, en Colombia.

¿A qué se debe la tan escasa capacidad de los ejecutivos y legislativos 
mexicanos de crear instrumentos innovadores para la administración ur­
bana, en particular para intervenir sobre el mercado inmobiliario? ¿Acaso, 
entre otros factores explicativos, esta incapacidad no es una consecuencia 
de las relaciones de poder y de los clientelismos políticos, que se fueron 
tejiendo y consolidando en torno a la apropiación desigual del recurso 
estratégico que es la tierra?

13 La plusvalía está definida por el diccionario Larousse como el “aumento del valor de un 
bien mueble o inmueble, por razones distintas al trabajo o a la actividad productiva de su 
propietario o poseedor”.
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De no corregir este retraso, se seguirá asistiendo a prácticas planifica­
doras que, ejemplificando, al autorizar usos del suelo más rentables en 
determinada área, impulsan el incremento de los precios del suelo, en be­
neficio de algunos propietarios y en detrimento de la mayoría de los po­
bladores. Un proceso que la militancia por el derecho a la ciudad ha 
denominado, no sin razón: socializar los costos y privatizar los beneficios 
del desarrollo urbano, contrario al objetivo enunciado por la misma ley.

La gobernabilidad metropolitana: herramienta (siempre pospuesta) 
para una gestión urbana más equitativa
La necesidad y urgencia de avanzar en la construcción de instrumentos 
de gestión metropolitana ha sido reiterada hasta el cansancio por investi­
gadores y planificadores urbanos, sin haber podido ser sancionada por las 
leyes federales y locales. En varios foros, se ha planteado como estrategia 
“obligar” a los distintos gobiernos estatales, “delegacionales” y municipa­
les” a construir una gobernabilidad común, “metropolitana”, por ejem­
plo, elevando a rango constitucional la figura de “zona metropolitana”.
En realidad, el artículo 115 constitucional ya contempla la situación de la 
conurbación entre municipios de dos o más entidades federativas, sin uti­
lizar, es cierto, el término “zona metropolitana”, estableciendo así —aun­
que no explícitamente- la obligatoriedad de su planeación y regulación 
entre los tres niveles de gobierno.Vale, entonces, preguntar qué se obten­
dría al hacer más explícita en la Constitución la obligatoriedad de la 
coordinación en materia de planeación y gestión metropolitana.

En todo caso, es probable que dicha obligatoriedad debiera ir acom­
pañada de mecanismos concretos que la hagan operativa y establezcan, si 
no un cuarto nivel de gobierno (“metropolitano”) propiamente, distintas 
modalidades de gobierno —más allá de las “comisiones metropolitanas” y 
otras formas asociativas (convenios) entre distintos órdenes de gobierno—, 
entre otras dimensiones, en torno a las cuestiones de fiscalidad y presu­
puestaria.

Todo indica que ni la “voluntad política” ni la “obligatoriedad” de una 
gobernanza metropolitana serán suficientes para avanzar hacia una distribu­
ción más equitativa de las cargas y beneficios del desarrollo metropolitano, 363
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evadiendo siempre la discusión en torno al tema de la fiscalidad y de la cre­
ación de una hacienda metropolitana. Por ejemplo, es necesario evaluar en 
su justa dimensión la operación del Fondo de Obras y Servicios Metropo­
litanos creado de común acuerdo por los gobiernos del estado de México 
y del Distrito Federal14. Aparte de sus dimensiones muy reducidas, dicho 
fondo no promueve la creación progresiva de una presupuestación metro­
politana que involucre, no solo a la Federación y a las dos entidades fede­
rativas, sino también a los mismos municipios.

Muy distinto sería un sistema de co-financiamiento entre distintas ór­
denes de gobierno, consistente en que el gobierno federal aportara recur­
sos condicionados, por ejemplo, a que sean destinados a financiar proyec­
tos conjuntos entre varios municipios, con una aportación presupuesta! 
propia, así sea reducida. Esto contribuiría a relativizar la excesiva dicoto­
mía entre proyectos metropolitanos y proyectos locales, pues muchos 
proyectos son, a la vez, metropolitanos y locales.

Se ha propuesto, desde hace tiempo, la creación de un ente metropo­
litano que tenga como objeto expreso contrarrestar la desigual distribu­
ción de recursos públicos entre el Distrito Federal y los municipios me­
tropolitanos del estado de México. Se plantearon, entre otras estrategias, 
la homologación fiscal entre ambas entidades, la puesta en marcha de me­
canismos para realizar transferencias intrametropolitanas, e incluso la cre­
ación de impuestos metrópoli taños. De forma complementaria, se ha 
sugerido que las participaciones federales deberían canalizarse al nivel 
metropolitano, para su posterior redistribución entre las distintas demar­
caciones político-administrativas de la metrópoÜ.

Estos y otros planteamientos, para su concreción, se enfrentan a la 
dificultad, que parece una imposibilidad, de redefinir la distribución de 
los poderes políticos, burocráticos y técnicos, entre los tres niveles de 
gobierno. La responsabilidad de los académicos es la de reflexionar más 
(o mejor, o ambas cosas) sobre cuáles son los obstáculos que impiden 
avanzar hacia una gestión a nivel metropolitano, sin la cual parece muy 
difícil que se puedan superar las desigualdades de recursos entre munici­
pios y delegaciones, y enfrentar con éxito el reto de la equidad.

14 El Fondo Metropolitano para todas las zonas metropolitanas del país fue concebido por 
el gobierno federal en el año 2006.
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En resumidas cuentas, no habrá mayores avances hacia la consolida­
ción de la gobernabilidad metropolitana si no se establece constitucional­
mente que los distintos componentes político-administrativos de la me­
trópoli, es decir tanto las dos entidades federativas como los municipios 
(y hasta ahora las delegaciones), tienen que ceder algunas de sus atribu­
ciones en pro de una mayor gobernabilidad a escala del conjunto. Sin 
embargo, más allá de las visiones y los intereses particulares de los actores 
políticos implicados, está actuando también cierto deterioro de la gober­
nabilidad en la gestión urbana a nivel local, de cara a la emergencia de 
grupos, organizaciones y/o representantes sociales que exigen ser incor­
poradas a la gestión de la metrópoli, pero para los cuales todavía no exis­
ten los espacios adecuados de participación.

Frente a la evidente parálisis de las instituciones (además de su falta de 
legitimidad), surge la pregunta de cómo democratizar la participación 
ciudadana y convertirla en el espacio de innovación de una gestión de­
mocrática de la gran ciudad. La participación ciudadana está lejos de ser 
sinónimo de democracia. Se tiende a idealizar a las organizaciones ciuda­
danas, cuando en los hechos solamente pueden expresar intereses parti­
culares, en detrimento del bienestar común. ¿Cómo evitar que la partici­
pación genere condiciones de ingobernabilidad y legitime así la toma de 
decisiones tecnocráticas y autoritarias sobre la ciudad? ¿Acaso no tene­
mos que reafirmar que el Estado es el garante del interés público y del 
desarrollo con equidad y justicia social?

Se presentan dos alternativas para debatir, aunque estas puedan ser 
eventualmente complementarias:

- La primera se ha llamado la “ciudadanización de las instituciones” y, 
por lo general, ha llevado a la creación de una nueva burocracia de 
comités, comisiones y consejos “ciudadanos”.

- La segunda, para la cual no hay ni sueldos ni agencias de colocación 
partidista, es un largo trabajo de transformación de habitantes en ciu­
dadanos, es decir en sujetos que aprendan a someter sus intereses par­
ticulares al interés general, desde su cuadra, su barrio, su parroquia, su 
escuela o su asociación.
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Por otra parte, ¿cómo salir del dilema entre gestión centralizada, eficien­
te pero antidemocrática, y gestión descentralizada, participativa pero lo­
calista y sin visión de conjunto? Me parece que la respuesta se encuentra 
en, por lo menos, dos ámbitos. En primer lugar, habría que reconocer que 
la democracia representativa fue justamente pensada cuando la demo­
cracia directa no podía ejercerse mediante la asamblea de ciudadanos. Es 
decir, habría que retomar la propuesta de creación de un Congreso (o 
Consejo) Metropolitano colegiado, constituido por los 59 presidentes 
municipales de los municipios metropolitanos, los 16 delegados del 
Distrito Federal y los gobernadores del Distrito Federal y el estado de 
México; previa reforma constitucional para el estatuto de gobierno del 
Distrito Federal. Esta forma de gobierno legislativo metropolitana existe 
bajo otras latitudes.

En segundo lugar (aparte de seguir insistiendo en la consolidación de 
las distintas formas de democracia participativa a nivel de los gobiernos 
locales), me parece que pueden abrirse algunos espacios de democracia 
participativa a nivel, si bien no de la planeación, de la gestión a nivel 
metropolitano. Me refiero a la incorporación de asociaciones de usuarios 
de servicios urbanos en la estructura administrativa de corporaciones o 
empresas públicas o mixtas que prestan determinado servicio (agua pota­
ble, transporte, seguridad, etc.).

A modo de conclusión
Se ha vuelto común atribuir a la etapa actual del proceso histórico de 
globalización del sistema capitalista las situaciones de polarización y 
exclusión social, de fragmentación territorial y de difusión correlativa del 
miedo y de la violencia urbana. Sin embargo, desde su existencia misma, 
la ciudad —y singularmente la ciudad capitalista- ha sido una concentra­
ción espacial de conflictos articulados con desigualdades de todo género.

Desde el urbanismo higienista y policíaco del prefecto de París Georges 
Eugène Haussman, hasta la planeación estratégica que hoy presume de supe­
rar la ineficiente planeación urbana del zoning, se busca, de distinta manera, 
pacificar la conflictiva urbana con el diseño de un orden urbano. Las herra- 366 mientas encontradas tienen en común la consolidación de la homogeneidad
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de las funciones urbanas, y la segregación socioespacial de los territorios 
—aunque articulados funcionalmente entre sí por las autopistas y segundos 
pisos de los “espacios de los flujos” — y de las redes (vigiladas) que tejen las 
nuevas tecnologías de la información y la comunicación.

No es que se esté sustituyendo una ciudad antigua de los lugares con 
una nueva de los flujos (Castells, 1997), sino que se está reordenando, con 
el apoyo de la planeación urbana, los territorios de las distintas “tribus 
urbanas” (Maffesoli, 1990), incapaces de construir una mínima conviven­
cia y una gestión democrática compartida (si no consensuada) a escala de 
la gran ciudad. La ciudad, entonces, se entrega a una planeación y gestión 
urbanas, homogeneizantes y segregacionistas a la vez, que buscan legiti­
marse mediante la utópica inserción competitiva de la metrópoli en el 
concierto de las “ciudades globales”.

Superar tanto la gestión urbana tecnocrática de la competitividad glo- 
balizada como la gestión comunitaria “participativa” del gueto barrial 
obliga a construir espacios alternativos para que se empiecen a practicar 
nuevas formas de democracia —no solo en la ciudad, sino también de la 
ciudad- que posibiliten “vivir juntos en la aldea global” (Touraine, 1998) 
de una metrópoli de veinte millones de seres humanos.
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Procesos políticos, cultura 
y participación ciudadana 

en la Ciudad de México

Héctor Tejera Gaona1

Introducción

E ste capítulo expone cómo se configuran en la Ciudad de México 
las prácticas político-culturales2 entre la ciudadanía3, los partidos 
políticos, los funcionarios de los gobiernos locales (delegaciones 
políticas) y aquellos pertenecientes al gobierno central4, evaluando los 
efectos que dichas prácticas tienen tanto sobre los contenidos de lo ciu­

dadano, como en el derrotero hacia la democratización de esta urbe que, 
en su área correspondiente al Distrito Federal, tiene casi nueve millones 
de habitantes5. Lo expuesto sintetiza algunos resultados de una investiga­
ción realizada desde 1997 hasta la fecha (2010).

El texto no se circunscribe a mostrar cómo los ciudadanos se relacio­
nan con las instituciones gubernamentales y políticas, y los efectos cultura­
les que ello tiene; también presenta cómo dichas instituciones son organi­
zaciones culturales, no solamente por su identidad corporativa6 -evidente

1
2

3

4

5

6

Departamento de Antropología de la Universidad Autónoma Metropolitana, México. 
Definidas como aquellas acciones cuyos contenidos son aprendidos, reproducidos y modi­
ficados por la interacción entre cultura y política, y que sintetizan imaginarios e intencio­
nalidades políticas.
La ciudadanía se entiende como el conjunto de prácticas político-culturales que, aunadas 
a las obligaciones y derechos de carácter legal, político y social, definen la relación de un 
individuo con el Estado y con su comunidad.
Forma coloquial pero política, administrativa y financieramente significativa con la cual 
los integrantes de los gobiernos locales designan al gobierno del Distrito Federal.
El Instituto de Estadística, Geografía e Informática (INEGI) determinó, con base en el 
Censo Nacional 2010, que en el Distrito Federal había 8’873.017 habitantes.
Se define la identidad como el sentido de pertenencia a una comunidad y de igualdad 371
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en los partidos políticos—, sino también porque buscan instaurar percep­
ciones e imaginarios7 sobre las relaciones sociales y la política8 mediante 
la aplicación de políticas públicas que, como veremos, contienen mensa­
jes implícitos sobre las formas de ejercer la ciudadanía y de relación ade­
cuada con el gobierno, o el proselitismo político que establece una visión 
sobre la ciudadanía y la forma de acceder y ejercer el poder (Rathgeb e 
Ingram, 2002).

El trabajo se ha organizado en tres partes: en la primera, se presenta la 
estrategia teórico-metodológica con la cual abordamos: 1) la dinámica de 
la interinfluencia entre cultura y política, pues, ciertamente, algunos auto­
res han sostenido su interdependencia, afirmando que la política esta mati­
zada por la cultura o viceversa, pero usualmente no se profundiza en cómo 
influyen entre sí; 2) la forma en que dicha dinámica delinea determinadas 
prácticas político-culturales prevalecientes en las relaciones políticas que se 
expresan en la interacción entre ciudadanos, gobierno y partidos; y 3) el 
impacto de dichas prácticas en la ampliación y profiindización de las rela­
ciones democráticas en la capital del país.

En la segunda parte, se muestra cuál es el contenido de las prácticas 
político-culturales que caracterizan la interacción entre los habitantes de 
la capital del país y los partidos políticos; particularmente, con sus candi­
datos a diputados locales, federales y jefes delegacionales9, y la relación 
con los diputados pertenecientes a la Asamblea Legislativa del Distrito 
Federal, a través de las Casas de Atención Ciudadana10.

372

social en ella, elementos que pueden propiciar la organización social (Giménez, 2000: 
71-72).

7 Subjetividades que median la vida colectiva, entreveradas en el habitus de una población 
y a través de las cuales los individuos entienden sus identidades y  su lugar en el mundo 
(Parameshwar, 2002; Calhoun, 2002; Baczko, 1991).

8 Entendemos política como el conjunto de relaciones sociales mediante las cuales se inten­
ta modificar las estructuras e interacciones de poder que, en su conjunto, delinean cómo 
se producen, reproducen y consumen los bienes materiales o simbólicos de la sociedad.

9 Los vínculos entre ciudadanos y partidos han sido analizados mediante estudios de campo 
durante las campañas políticas de 1997,2000,2003 y 2009, en las delegaciones deTláhuac, 
Milpa Alta, Iztacalco, Miguel Hidalgo, Cuauhtémoc yTlalpan. Se ha estudiado un total de 
27 campañas electorales.

10 El funcionamiento de los formalmente designados como Módulos de Atención, 
Orientación y  Quejas Ciudadanas se abordó en 2001 y 2004, en las delegaciones políti­
cas de Cuauhtémoc e Iztacalco.
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En la tercera parte, pasamos de la interacción a la participación ciudada­
na11, mostrando algunos de sus contenidos en ámbitos como los comités 
vecinales11 12 —los cuales, a partir de octubre de 2010, han sido reemplaza­
dos por comités ciudadanos—, y abordamos algunas prácticas de gobier­
no, a las cuales su burocracia denomina “participación ciudadana”. Tam­
bién abordamos algunos aspectos de la dinámica actual de los gobiernos 
locales en su relación con la participación, resultado del estudio en curso 
al momento de escribir este texto13.

El propósito es presentar al lector diversos procesos que, en su con­
junto, integran un panorama de la dinámica política en la Ciudad de 
México y las formas en que ella configura a la ciudadanía.

Cultura, ciudadanía y relaciones políticas
El enfoque que sustenta este análisis es cultural, a través de una estrategia 
que profundiza en la interrelación social en el marco de las relaciones 
políticas, como base para entender tanto las interdependencias entre cul­
tura y política, sus transformaciones y su expresión en las prácticas polí­
tico-culturales, así como el resultado en tanto percepción y ejercicio que 
se plasma en el carácter de las relaciones ciudadanía-partidos políticos- 
gobiernos locales.

Como se ha expuesto en otro trabajo (Tejera, 2009a) la cultura puede 
diferenciarse analíticamente con base en las características de sus conteni­
dos y, podría decirse, la profundidad de estos entre la colectividad y quie­
nes la integran. De esta forma, hemos propuesto que está constituida al 
menos por tres planos distinguibles: en el primero y más profundo, resi­
den las costumbres y convicciones de fondo, que al ser resultado de los proce­
sos de endoculturación temprana son difusas, usualmente no cuestiona-

11 Conjunto de acciones ciudadanas cuyo propósito es incrementar su influencia en las deci­
siones gubernamentales, particularmente las relativas al destino de los recursos del Estado.

12 La dinámica de los comités vecinales fue observada durante los años 2002-2005 en 
Tláhuac, Iztacalco y Tlalpan. El programa “Hacia un presupuesto partidpativo” fue estu­
diado en 2003 en Tlalpan.

13 Las relaciones entre ciudadanos y gobiernos locales se ha abordado en las delegaciones 
Benito Juárez, Tláhuac, Iztacalco, Iztapalapa y Tlalpan, en los años 2005,2006 y 2010.
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das, sustentan la convivencia social y en ellas residen los contenidos más 
perdurables de la cultura. El segundo plano está compuesto por lo que 
denomino los valores significativos, que intervienen como un esqueleto 
conceptual que matiza las prácticas que los actores sociales adoptan ante 
diversos acontecimientos. El tercer plano se refiere a la creatividad cultu­
ral humana, particularmente a la asignación de contenidos o significados a las 
relaciones sociales que, en el campo de las relaciones políticas, se vincula 
con la intencionalidad por establecer percepciones sobre ellas. Hablo de 
intencionalidad más que de racionalidad, debido a que los propósitos 
políticos se caracterizan por estar inmersos en valoraciones y percepcio­
nes culturales. Lo importante es que, al buscar reforzar o cuestionar las 
relaciones sociopolíticas existentes, se objetiva la cultura mediante discur­
sos y otras prácticas como los performances culturales14, que teatralizan las 
relaciones políticas existentes o las que se desea que existan. De esta 
forma, la cultura es empleada en las pugnas políticas para generar nuevos 
campos de significación social que apuntalen los disensos sociales. Los 
conflictos políticos tienen un fuerte componente cultural porque inciden 
en la construcción de significados, pero tienen una ubicación estructural 
porque buscan modificar las formas de ejercicio de la dominación 
(Melucci, 1998). Dichas pugnas políticas, a su vez, ponen en incesante 
tensión a las percepciones culturales, dinamizando sus contenidos, lo que 
evidencia dos hecho: por un lado, que la cultura es el recurso (Yúdice, 
2002) sustancial del ámbito político; por otro lado, que no hay política 
sin cultura ni cultura sin política. De esta forma, el término “cultura polí­
tica” es un pleonasmo porque se contienen una a la otra. Como ha plan­
teado Dagnino (1998), toda cultura es política porque es producida por 
las relaciones sociales, las cuales, a su vez, reproduce.

No obstante, aun cuando nuestro enfoque sea cultural, enfatizar este 
papel puede llevar al reduccionismo culturalista de la política. 
Ciertamente, la cultura influye sobre el sistema político -es decir, tiene 
eficacia política- (Lipset, 1993). Pero la posibilidad de que esto suceda 
es resultado de la correlación de la cultura con otros elementos, como 
es el caso de la acción política (por ejemplo, la participación ciudada-

14 Proceso social mediante el cual los actores sociales muestran a otros el significado de cier­
tas relaciones sociales o políticas (Alexander, 2004).
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na); o los contenidos de la intencionalidad que establecen las percepcio­
nes de los actores sociales sobre, en su caso, las ventajas y desventajas de 
actuar con base en determinadas prácticas político-culturales de carác­
ter democrático o autoritario; y la capacidad del sistema político para 
procesar —resistiéndose o transformándose— esta combinación de ele­
mentos. Es decir, las mutaciones en el sistema político son resultado de 
combinaciones particulares de condiciones culturales, de acción y 
estructurales en el campo de las pugnas políticas15. Por ello, el análisis de 
las posibilidades de ampliar o fortalecer la democracia en ciudades 
como México puede determinarse escasamente con procedimientos 
tales como establecer el contenido autoritario o democrático de los 
“valores” expresados por los citadinos. Sostener, por ejemplo, que la 
posibilidad de elegir un jefe de Gobierno a partir de 1997 ha sido cau­
sada por dichos valores otorga a estos aspectos de la cultura un valor ex­
plicativo del cual carecen, menos aun si no se les interrelaciona con el 
trinomio acción-contexto-intencionalidad. Por su parte, explicar las 
motivaciones ciudadanas a través del análisis del voto requiere ubicarlas 
en el trinomio cultura-contexto-acción.

Contar con un gobierno elegido democráticamente no es poco por­
que, como afirma O ’Donnnell (1998), el ejercicio de los derechos polí­
ticos es fundamental. Pero como se verá posteriormente, la instituciona- 
lización democrática es débil en la medida en que el carácter de las rela­
ciones políticas no la fortalece.

La definición de las preferencias electorales tiene profundos conteni­
dos culturales derivados de la influencia de los medios de comunicación 
masivos, y por estar sujeta al juego de espejos donde los deseos ciudada­
nos se reflejan en propuestas de candidatos y gobernantes que presentan 
el ejercicio de gobierno como un acto personalizado, lo que propicia la 
aspiración a tener contacto directo o personal con estos (Calcagno, 2001; 
Sartori, 1998). Dicha personalización, como veremos posteriormente, se 
expresa en las relaciones entre políticos y ciudadanos, siendo un insumo 
para performances donde los políticos se dirigen a los asistentes en mítines 
o reuniones vecinales con actitudes y lenguaje coloquial y horizontal,

15 Además, la propuesta explica el cambio político, tema usualmente eludido tanto desde las 
perspectivas institucionales de la política, como en los enfoques normativos de la cultura.
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cargado de energía, optimismo y voluntarismo16. Pero la cuestión reside 
en que los procedimientos inferenciales sobre la cultura y la política con 
base en resultados electorales están usualmente mezclados con una vehe­
mente imaginación.

La propuesta realizada de cómo abordar la relación entre cultura y 
política para profundizar en los procesos de construcción de la ciudada­
nía tiene implicaciones técnicas (Tejera, 2009b), una de las cuales es rea­
lizar estudios en el terreno (lo que coloquialmente se denomina trabajo 
de campo) como resultado del enfoque teórico-metodológico bajo el 
cual se aborda la dinámica político-cultural. Además, requiere aplicarse en 
lo que denominamos ámbitos de condensación (Tejera, 2003) de las relacio­
nes políticas. Por ejemplo, durante las campañas proselitistas, donde la 
interrelación entre políticos y ciudadanos es intensa; también durante la 
aplicación de políticas públicas asociadas a programas gubernamentales, 
cuando burócratas de calle y ciudadanos —organizados o no— negocian 
apoyos políticos por gasto social. En estos ámbitos, la interinfluencia entre 
ciudadanía, gobierno y partidos políticos adquiere corporeidad.

En una urbe como la Ciudad de México, las carencias materiales y la 
insuficiencia de los servicios públicos marcan las demandas de la mayoría 
de sus habitantes, pedidos rodeados de prácticas político-culturales des­
plegadas con el propósito de solventarlos. Sin embargo, el contenido cul­
tural impreso en las negociaciones entre ciudadanos, burócratas guberna­
mentales o intermediarios de los partidos políticos no es suficiente para 
que estas sean atendidas, ya que deben combinarse con acciones que ten­
gan eficacia política y, además, en contextos donde las instituciones gu­
bernamentales sean permeables a dichas acciones. Los engarces de estos 
aspectos condensan los contenidos estructurales, culturales y de intencio­
nalidad asociados a las relaciones políticas, y definen sus resultados.

16 Basta escuchar los mensajes cotidianos del presidente de México, sobre los resultados 
obtenidos en la lucha contra el narcotráfico.
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Partidos políticos y vínculos de patronazgo
Los procesos electorales integran los efectos mediáticos del proselitismo 
a través de los medios de comunicación masivos, con las relaciones cara 
a cara entre candidatos y ciudadanos. Los partidos intentan triunfar elec­
toralmente impulsando a sus candidatos más importantes (en el caso de 
la capital del país, a jefe de Gobierno) en los medios de comunicación. 
Mientras, sus aspirantes a jefes delegacionales y diputados federales y 
locales realizan campañas “de a pie”, recorriendo las secciones de un dis­
trito electoral17. Estos recorridos tienen una limitada capacidad para 
abarcar los distritos electorales que los candidatos pugnan por represen­
tar como diputados en la Asamblea Legislativa (cámara de diputados 
local), debido tanto a su densidad demográfica y extensión geográfica, 
como al hecho de que las estrategias empleadas (recorridos por las calles, 
“toque de puertas”, reparto de propaganda y “regalos utilitarios” en par­
ques y calles, organización de mítines que en el mejor de los casos reú­
nen a pequeños grupos de militantes o simpatizantes, entre otros18) son 
más adecuadas para municipios rururbanos y de baja densidad demográ­
fica. Dado que nuestro objetivo no ha sido determinar quién ganará las

17 En términos de geografía electoral, las secciones electorales son las unidades territoriales 
básicas, que están integradas por un mínimo de cincuenta electores y  un máximo de 
1.500. En cada sección electoral se instala una casilla electoral por cada 750 electores. En 
el Distrito Federal existen 5.529 secciones electorales distribuidas en cuarenta distritos 
electorales, para el caso de las elecciones locales que se celebran cada tres años y con las 
que se designan diputados locales a la Asamblea Legislativa, así como los jefes delegacio­
nales de sus 16 delegaciones políticas. El jefe de Gobierno del Distrito Federal es elegido 
cada seis años. Además, el DF esta organizado en 27 distritos para las elecciones federales 
a diputados, senadores y Presidente de la República.

18 N o  se ha realizado nuevamente el ejercicio de intentar determinar el número de proba­
bles votantes con los cuales se puede reunir un candidato, pero de la experiencia de 1997, 
en que seguimos a un candidato del PRI que contaba con amplias redes en un distrito 
electoral local, obtuvimos el cálculo de no más de cuatro mil ciudadanos en el transcur­
so de su campaña. En consecuencia, con base en la lista nominal de distrito por el que 
dicho candidato contendía, solamente un 2,34% de los votantes tuvo algún tipo de con­
tacto más o menos directo con este (Tejera, 2003). Sobre la base del análisis del funciona­
miento de las campañas estudiadas hasta el momento, se reafirma que ellas tienden a ser 
redundantes, porque los partidos y candidatos realizan muchas de sus actividades proseli- 
tistas entre el “voto duro”, debido a su propensión a recurrir a sus redes partidarias para 
contar con audiencias en reuniones y mítines.
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elecciones19 sino, reiteramos, las características de la configuración de la 
ciudadanía, las prácticas político-culturales asociadas y sus efectos en la 
democracia en la capital del país las campañas han sido una oportunidad 
de abordar empíricamente estos temas.
Partidos políticos y proselitismo
Los partidos políticos actúan como organizaciones culturales, no sola­
mente porque reproducen una identidad particular20, sino porque su pro­
selitismo bosqueja formas de ser y actuar como ciudadano (Bolos, 1995; 
Salles, 2000), porque en su interacción con los probables votantes reali­
zan un ejercicio didáctico sobre cómo estos deben relacionarse con el 
poder. Por eso, si bien los políticos muestran la tendencia a mimetizarse 
con las expectativas ciudadanas, también propagan la cultura de su parti­
do, sus convicciones personales en cuanto a cómo alcanzar y ejercer el 
poder y, para el tema aquí abordado, el carácter de la relación con los ciu­
dadanos para lograrlo. Si, por un lado, las demandas ciudadanas revelan 
contenidos de los imaginarios ciudadanos sobre sus deberes y derechos, 
y el carácter de la relación que deben entablar con el poder político; por 
otro, las estrategias proselitistas también revelan los imaginarios partida­
rios sobre los ciudadanos.

El Partido Revolucionario Institucional (PRI) se ha relacionado con 
la ciudadanía con base en prácticas político-culturales similares a las uti­
lizadas para atraer simpatizantes y militantes a este partido. Entre sus inte­
grantes predomina la visión de que los capitalinos responden electoral­
mente a las relaciones patronales de intermediación. Si bien esto no es 
incorrecto, existe la tendencia a simplificar la relación a la entrega de 
regalos utilitarios y la formulación de promesas de campaña. En la actua­
lidad, este partido no tiene mucho campo de acción en la Ciudad de

19 Las encuestas de preferencia electoral aplicadas mediante criterios de confiabilidad esta­
dística y con estrategias que garantizan el anonimato de los encuestados han mostrado ser 
mejores indicadores para ese propósito.

20 Esta identidad se expresa mediante una ideología política y determinada percepción del 
mundo, abarcando incluso estilos de vida, como es el caso del PAN. Al respecto, Goren 
(2005) ha estudiado cómo las adscripciones partidarias predisponen a ciertos valores y for­
mas de acción social y política.



México, como para integrar una estrategia que combine gasto social con 
compra de votos, como ha sido el caso de otras entidades. Cuando toda­
vía gobernaba la Ciudad de México a través de un regente nombrado por 
el Presidente de la República (hasta 1997), sus formas proselitistas se sus­
tentaban en estrategias como la interacción entre candidatos y delegados 
(ahora jefes delegacionales) para que, no obstante las restricciones legales, 
se realizaran acciones dirigidas a corregir deficiencias en la calidad y su­
ministro de servicios públicos, así como emplear de manera proselitista 
programas sociales gubernamentales como la distribución de leche in­
dustrializada Conasupo (Liconsa), a cargo del gobierno federal (en ese 
entonces todavía de extracción priísta). No obstante, perdió las primeras 
elecciones a la jefatura de gobierno y, hasta el momento, no se ha recu­
perado electoralmente en la Ciudad de México, convirtiéndose en la ter­
cera fuerza en la mayoría de las delegaciones. Lo anterior fue resultado de 
la pérdida de eficacia en sus prácticas político-culturales, como conse­
cuencia de la crisis económica y el desprestigio del gobierno del presi­
dente Zedillo, quien tres años después entregaría la presidencia de la 
república al candidato del Partido Acción Nacional (PAN). En las reunio­
nes entre los candidatos de este partido y los capitalinos, los primeros se 
enfrentaron con el escepticismo ciudadano y su enojo, pero también su 
simulación. Los segundos pidieron apoyos, y aun cuando algunos les fue­
ron entregados, votaron por el candidato del Partido de la Revolución 
Democrática (PRD). Si bien la campaña que entonces realizó el PRI fue, 
y sigue siendo, la que más compagina con las percepciones ciudadanas 
sobre el papel de los candidatos -sustancialmente que estos sean gestores 
o intermediarios^, no superó el contexto general de crisis económica ini­
ciada en 1994 y el desprestigio social y político. Su quehacer actual en la 
Ciudad de México se ha reducido -como fue el caso del PRD antes de 
gobernar— a destacar las carencias y problemas de la ciudad y buscar la 
oportunidad de atraer adhesiones mediante la gestión.

El PRD ha adquirido el papel de partido gobernante en la Ciudad de 
México, pues al 2010 lleva ya 13 años en la jefatura de Gobierno, y ha ad­
ministrado un promedio de 14 de las 16 delegaciones políticas desde 2000.
Aun cuando en los primeros años mostró dos tendencias en su relación con 
los ciudadanos: la pragmático-clientelar característica del PRI, y la utópico-par- 
ticipacianista, en los últimos años ha adquirido creciente influencia la prime- 379
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ra. Esto ha sido consecuencia de la preeminencia en el ejercicio de gobier­
no de delegados, diputados locales y burócratas delegacionales cuya percep­
ción de las relaciones políticas proviene de su experiencia política como 
militantes y líderes de organizaciones urbano-populares. Hace algunos años 
muchos de ellos buscaban “arrebatarle” al PRI los espacios de gestión pero, 
paradójicamente, se formaron bajo la influencia de los principios básicos de 
la cultura priísta sobre la relación con la ciudadanía y el ejercicio del poder. 
Ahora utilizan prácticas similares que, además, permiten aspirar y obtener 
puestos en la militancia y burocracia partidaria, así como contender exito­
samente en los comicios internos de ese partido para candidatos a puestos 
de elección popular. La segunda tendencia, más asociada a intelectuales y 
académicos que relacionan participación con democracia, va de salida. Han 
perdido espacio en el PRD como resultado de la preponderancia de tribus 
o grupos que se disputan el poder con base en negociaciones de espacios 
políticos combinados con el empleo de su empuje social en los sectores 
populares. También es cierto que esta tendencia nunca fue la más eficiente 
para relacionarse con los votantes potenciales de la Ciudad de México. La 
inexperiencia política de aquellos candidatos que llegan a exponer cuáles 
leyes propondrán en caso de ser electos, cierra usualmente puertas para la 
negociación de votos por atención a demandas, interés central de los ciu­
dadanos que asisten a un encuentro. También son diversos los ejemplos en 
que los asistentes a reuniones con los candidatos se muestran desilusiona­
dos y molestos cuando el candidato plantea que sus problemas requieren de 
su participación para solucionarse. No pocas veces reclaman al candidato 
que intervenga directamente ya que a ellos les es difícil ponerse de acuer­
do. Un ejemplo de estas dos tendencias y la respuesta ciudadana ante ellas 
se observa en la siguiente descripción:

La candidata a diputada federal recorre diversas unidades habitacionales 
cuyos habitantes solicitan pintura para las fachadas y la limpieza de cister­
nas. Durante el recorrido se integra el candidato a diputado local. En una 
reunión a la que asisten aproximadamente cuarenta personas, este expo­
ne que la tarea de legislar es diferente a la de gobierno, y que la organi­
zación de la gente es lo que necesita el país, debido a que la “gente vale 
oro y les posibilita resolver el tipo de problemas que tengan”. No obstan- 380 te esta invitación a los asistentes a distinguir entre legislar y gobernar, al
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dárseles la palabra, sus intervenciones giran alrededor de que se recoja la 
basura y pongan topes en la calle, entre otras. Una señora reclama: “el 
mayor problema es el de la credibilidad. Espero que las peticiones se 
resuelvan y que los diputados no solamente nos visiten para pedir nues­
tro voto. Que nos atiendan cuando tengamos algún problema, alguna 
petición”, aun cuando, al finalizar, concede: “la solución somos todos”. 
Recibe fuertes aplausos de aprobación. La diputada contesta afirmando 
que el problema de la basura requiere que los vecinos soliciten una expli­
cación a la delegación y que, en cuanto a los topes, no pueden instalarse 
porque la zona presenta un alto índice de asaltos y no debe obstaculizar­
se el paso de los autos. El candidato a diputado local vuelve a intervenir 
reiterando que hay que apostar a la organización, que la diputación no lo 
puede resolver todo y que sean o no perredistas deben luchar por su 
comunidad. Sostiene que la lucha es cambiar la cultura política que ha 
marcado el PRI y la mejor forma de modificarla es la organización de la 
sociedad. De todas formas, un grupo de asistentes les pide pintura e 
impermeabilizante para sus casas. La candidata se adelanta para cumplir 
otros compromisos, mientras el candidato se queda intentando responder 
a las demandas de los ciudadanos. Al salir de la reunión, el candidato a 
diputado local comenta: “no me gusta cómo se comprometen las candi- 
datas con los vecinos, es un estilo muy priísta”21.

La experiencia de gobierno del PAN se expresa actualmente en sus estra­
tegias proselitistas, aunque algunas de ellas entran en tensión con su cul­
tura partidaria tradicional. El aprendizaje de los últimos diez años se ma­
nifiesta en las fluctuaciones entre procedimientos similares a los emplea­
dos por el PRI y el PRD en el Distrito Federal para ganar adhesiones 
políticas que se expresen electoralmente, y prácticas propias de una visión 
“clasemediera” de la eficacia y competencia políticas. De esta forma, su 
proselitismo continúa oscilando entre la cultura tradicional del ve-cinismo 
y las nuevas estrategias (por lo menos para este partido, en el Distrito 
Federal) de tipo pragmático-clientelar. Designo así a la primera, por ser un 
procedimiento mediante el cual sus candidatos se presentan cínicamente 
como vecinos, buscando así evitar la negativa percepción ciudadana sobre 
los diputados y los partidos políticos. De esta forma, durante los recorri­

21 Recorrido y reuniones con vecinos por parte de los candidatos del PRD. 381
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dos de “visitas domiciliarias” o “toque de puertas”, característicos de este 
partido, las frases “busco una relación personal”, “soy vecino de la colo­
nia”, “soy padre de familia como usted”, “tengo interés en servir a mi 
comunidad”, “busco el bienestar de su esposa e hijos” o “tenemos aquí 
problemas de los que todos somos víctimas” son comunes y reiteradas en 
el discurso político de los candidatos panistas. El ve-cinismo ha tenido efi­
cacia electoral en zonas de ingresos medios y altos, pero ciertamente ha 
carecido de ella en zonas populares, donde las demandas de bienes y ser­
vicios son la tónica predominante. Pero desde las elecciones de 2000, el 
hecho de que esta estrategia no haya tenido los resultados esperados en la 
Ciudad de México, lo ha impulsado a utilizar más frecuentemente aque­
lla propia al PRI y ahora al PRD. En la actualidad, sus militantes se des­
pliegan en las colonias populares y ofrecen apoyos para resolver problemas 
de vivienda y servicios, particularmente en las delegaciones donde gobier­
na este partido, como Benito Juárez y Miguel Hidalgo. Además, las repre­
sentaciones distritales de este partido ofrecen, en períodos electorales, ser­
vicios como asesoría jurídica y atención médica, así como entrevistas con 
funcionarios gubernamentales y diputados pertenecientes a este partido. 
Desde 2007 hasta la fecha, en delegaciones como Benito Juárez, se instau­
raron los “miércoles azules”, mediante los cuales se pretende instituciona­
lizar estos servicios en la ciudad como estrategia proselitista. Entusiasta por 
el futuro que se ofrece a los desempleados, la presidenta de ese partido en 
el Distrito Federal anuncia: “impulsaremos el autoempleo mediante cur­
sos en oficios que no requieran una fuerte inversión inicial. En el PAN 
queremos más carpinteros, más pintores, más plomeros”22. Por lo demás, 
en los períodos no electorales, Benito Juárez celebra los “miércoles ciuda­
danos”, sobre los que nos detendremos posteriormente. En el Distrito 
Federal, este partido ha entrado lentamente al mundo clientelar, porque la 
transformación de los imaginarios sobre lo ciudadano de sus cuadros par- 
tidiarios ha sido paulatina, debido a su acotamiento político, resultado de 
no gobernar en la capital.

La presencia política y electoral del PRD y el PAN, desde hace más 
de diez años, no parece haber impulsado nuevas formas de relación polí­
tica con la ciudadanía. Por el contrario, existe una creciente confluencia

382 22 Rueda de prensa, 6 de marzo de 2007.



Procesos políticos, cultura y participación ciudadana en la Ciudad de México

de las prácticas político-culturales empleadas por los diversos partidos que 
actúan en el ámbito de la Ciudad de México, con aquellas utilizadas tra­
dicionalmente por el PRI. Ciertamente, el PAN ha contribuido a la cul­
tura proselitista con prácticas como las “caravanas de carros”, inauguradas 
por el candidato presidencial Clouthier durante 1998, que han sido reto­
madas en campañas perredistas. Aunque no recorran la avenida Insur­
gentes, porque “eso es demasiado fresa” —como expresaba un candidato—, 
lo hacen, por ejemplo, en las calles de pueblos y barrios rururbanos de 
Tláhuac y Milpa Alta. Igualmente, el PAN ha contribuido a la videopo­
lítica grandilocuente, con templetes recargados de sistemas de luces mul­
ticolores y corredores similares a los empleados por los artistas musicales 
para internarse entre el público, además de pantallas gigantes laterales. La 
confluencia mencionada proviene de la inevitable interrelación en el ám­
bito público de sus prácticas político-culturales, los imaginarios acerca de 
las motivaciones electorales de la ciudadanía que las sustentan, e induda­
blemente de su apreciación acerca de los frutos de ciertas formas de pro- 
selitismo, particularmente las dirigidas a construir relaciones de interme­
diación patronal.

Relaciones de reciprocidad y clientelismo
En el marco de las campañas electorales, el propósito de las relaciones 
interpersonales entre ciudadanos y candidatos de los diferentes partidos 
es, según la perspectiva de los primeros, la búsqueda de relaciones de reci­
procidad sustentadas en algo más que compromisos a futuro, de prome­
sas por parte de los políticos de que gestionarán peticiones, o de entrega 
de “regalos utilitarios” en mítines y festivales. Buscan entablar negociacio­
nes para obtener beneficios tangibles y duraderos.Tangibles como un cré­
dito de vivienda y lo suficientemente largas para que la intermediación 
entre sus “patrones” y las instituciones gubernamentales rindan fruto. En 
retribución, les apoyan políticamente (por ejemplo, realizando actividades 
de proselitismo electoral y asistiendo a festivales y mítines). En este con­
texto, los líderes de organizaciones diversas -generalmente solicitantes de 
vivienda o que requieren la introducción o mejoramiento de los servi­
cios públicos- buscan acuerdos políticos con los probables gobernantes, 383
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con el propósito de ampliar sus redes de influencia para resolver las de­
mandas de sus seguidores y, de esta forma, fortalecer su liderazgo.

Las relaciones patronales se alimentan de contenidos morales (lealtad 
o correspondencia) que, en algunos casos, se fortalecen por el estableci­
miento de un parentesco ritual23. Son relaciones desiguales, pero quienes 
las practican las perciben como intercambios equivalentes.Y, aun cuando 
las consideren verticales y asimétricas, las ansian por considerarlas la for­
ma más viable o práctica de lograr la atención gubernamental. Propicia­
das por y sustentadas en la desigualdad económica, son relaciones caris- 
máticas, personales y personalizadas que, por ello, muestran un carácter 
autoritario.

Pero una cosa es que se busque entablar este tipo de relaciones, y otra 
que los “regalos utilitarios” direccionen el voto. Estos presentes no logran 
ubicarse en el ámbito de las obligaciones y contraobligaciones morales 
relacionadas con la reciprocidad (Mauss, 1971). Hay diferencias entre un 
compromiso y una oportunidad. No pocas veces esta resulta del deseo de 
los candidatos por agenciarse su simpatía. Bajo estas condiciones, el chan­
taje surte efecto si dichos regalos no se entregan, por lo que se reclama 
con Arases como: “si así es ahora, cómo será cuando sea gobierno”. Pala­
bras que usualmente resuenan en la preconcepción sobre los ciudadanos 
que tienen los políticos, la cual supone que los regalos influyen en las pre­
ferencias electorales, aunque el sustento empírico de ello sea más que 
endeble24.

Las relaciones clientelares no están generalizadas, pero se están expan­
diendo y consolidando como resultado tanto de la pobreza existente en 
el país —y de la cual la Ciudad de México no se escapa, aun cuando en 
términos generales sea la entidad de la república con un menor índice de 
marginación social—, como de la estrategia de gasto social con la que el 
gobierno capitalino ha buscado atacar el problema, al mismo tiempo que
23 N o  es inusual que los ciudadanos pidan a sus intermediarios que sean padrinos de quin­

ce años o de bautizo. Tampoco lo es que estos accedan, aun cuando las expectativas a largo 
plazo de este parentesco ritual por parte de los solicitantes puedan ser desproporcionadas 
en contraste con lo que los padrinos están dispuestos a otorgar, particularmente cuando, 
más allá de las relaciones políticas, no existen redes que las sustenten.

24 Con excepción del caso de la entrega de material de construcción. Durante las campañas 
estudiadas siempre ha habido quienes están dispuestos a intercambiar su voto por varilla, 
cemento y láminas de asbesto, si es que se los ofrecen.
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construir redes de apoyo mediante el empleo patrimonialista y político 
de la mayoría de dichos programas.

Los contrastes sociales en la mayoría de las delegaciones se hacen evi­
dentes al recorrer sus colonias y barrios, pero su pobreza se esconde bajo 
cifras sociodemográficas globales donde delegaciones como Coyoacán, 
Benito Juárez, Cuauhtémoc y Miguel Hidalgo tienen los índices más 
bajos de marginalidad y pobreza de toda la república. El siguiente gráfi­
co presenta los niveles de marginalidad por delegación.
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Gráfico 1. Niveles de marginación en el Distrito Federal por delegación política
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Sin embargo, cuando se consulta, por ejemplo, los ingresos trimestrales de 
los hogares existentes en Distrito Federal, el panorama se transforma, por­
que hace evidente la profunda desigualdad existente en la Ciudad de 
México. La encuesta “Ingreso y gasto de los hogares del Distrito Federal 
2004” muestra un índice de Gini del Distrito Federal de 0,4772. Un poco 
más bajo que el mostrado por Africa Subsahariana (49,3) durante la déca­
da de los noventa.
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Gráfico 2. índice de Gini y  Curva de Lorenz de ingresos en hogares del Distrito 
Federal, M éxico

Curva de Lorenz Deciles de hogares Ingresos
absolutos

Porcentaje de ingreso 
acumulado

Porcentaje total ingreso 
acumulado

I 2*145.767 2,0% 2,0%
II 3*232.448 3,0% 4,9%
III 4*132.559 3,8% 8,7%
IV 5*026.519 4,6% 13,3%
V 6*040.443 5,5% 18,9%
VI 7*313.324 6,7% 25,6%
VII 9*010.965 8,3% 33,9%
VIII 11*578.775 10,6% 44,5%
K 16*434.687 15,1% 59,6%
X 44*047.678 40,4% 100,0%

Total 108*963.165
10% 20% 30% 40% 50% 60% 70% 80% 90% 100% 
Porcentaje sobre el total de ingresos

Fuente: Encuesta de Ingresos y  G astos de los H ogares del D istrito  Federal 2 0 0 4  del Instituto Nacional de 
Estadística, Geografía e Informática, México, 2005

Como puede verse en el gráfico, el decil X concentra el 40,4% del ingre­
so, mientras que el decil I solo accede al 2,0% del mismo. Es decir, existe 
una diferencia del 2.000%. Los últimos tres deciles de la población con­
centran el 66% del ingreso. Si esta concentración del ingreso se analiza por 
delegaciones, en Miguel Hidalgo, el 20% más rico concentra el 66,7% del 
ingreso; en Alvaro Obregón, el 63,98%; mientras que en Coyoacán, el 
64,54% y en Cuajimalpa, el 73,89%25. Es una desigualdad que se sustenta 
en la baja remuneración al empleo y su precarización, la pérdida del poder 
adquisitivo salarial y la desigualdad en la propiedad inmobiliaria.

25 Con base en datos de la Secretaría de Desarrollo Social del Distrito Federal. 387
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Los efectos de esta situación obviamente tienen consecuencias en el 
contenido de las relaciones políticas en la ciudad. Si bien la competencia 
partidaria (e incluso intrapartidaria, como es el caso de las diferentes co­
rrientes en el PRD) ha propiciado una creciente disputa por clientelas y 
el desplazamiento de las transacciones difusas impregnadas de ofertas gene­
rales, por transacciones específicas donde la intermediación por bienes y ser­
vicios se intercambia por votos y apoyo político, también las necesidades 
de los habitantes de la ciudad se expresan en su molestia cuando, por una 
parte, los partidos no muestran su capacidad de intermediación y gestión 
preferiblemente antes de los comicios porque, como sostienen muchos 
ciudadanos: “después de las elecciones se olvidan de nosotros”; y, por otra 
parte, comprobando su interés por “estar cerca de la ciudadanía” a largo 
plazo, tornándose, para ello, en líderes y gestores.

Particularmente entre los sectores populares, las prácticas para garan­
tizar la atención a sus demandas no se ubican en el ámbito de lo ciuda­
dano (de los deberes y derechos frente al Estado), expresándose frecuen­
temente como petición que se acompaña de la búsqueda de relaciones a 
largo plazo. En las clases medias, dichas prácticas fluyen hacia la exigencia 
y la ausencia de lealtades personales.

La conciencia de una ciudadanía de derechos y deberes es más que bo­
rrosa entre los grupos más desfavorecidos de la capital del país, que por su 
menor capacidad de incidencia política, buscan intermediarios con redes o 
influencia políticas que puedan intervenir en la solución de sus problemas. 
Esta situación diluye la responsabilidad y se convierte en un círculo vicio­
so donde ciudadanía y presencia política no se fortalecen. Lo anterior pro­
picia la intermediación, la cual confluye con el desvanecimiento de las rela­
ciones vecinales a causa de la delincuencia y la violencia.

El otro proceso cada vez más evidentemente asociado a las relaciones 
clientelares es la creciente demanda por su eficacia. Las adhesiones parti­
darias estaban envueltas con simbolismo, así fuera relacionando, por ejem­
plo, al PRI con los colores nacionales26 y al PRD con la revolución o el 
nacionalismo. Actualmente, dicho simbolismo es reemplazado por el prag­
matismo que, a nivel del comportamiento electoral, se expresa en los

388
26 El logotipo de ese partido tiene, desde hace más de ochenta años, los colores de la ban­

dera mexicana.
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swings de las preferencias políticas. Estos cambios podrían ser la muestra de 
una creciente tendencia a la elección de intermediarios considerados más 
eficientes, más que de la presencia de una “nueva cultura democrática”. 
Por ejemplo, Iztapalapa ha mostrado un intercambio de votos entre el PRI 
y el PRD, o viceversa, desde hace algunos años (Gómez-Tagle, 2000), lo 
que probablemente sea el resultado de cambios en las lealtades de amplias 
organizaciones clientelares. Su importancia no debe desestimarse. Bajo el 
compromiso de renunciar y ceder su puesto a una candidata que fue jurí­
dicamente vetada, las redes de simpatizantes a López Obrador (ex jefe de 
Gobierno y candidato a la Presidencia del la República en 2006 por el 
PRD) fueron impulsadas a votar por el Partido del Trabajo (PT) e hicie­
ron que su candidato (Rafael Acosta “Juanito”) —que dos semanas antes de 
la elección tenía un porcentaje de preferencia electoral del 13,7- resulta­
ra ganador, con un 31,18%. El PRD, por su parte, con una preferencia 
electoral del 33,2%, perdió con el 26,72% de los votos. Además, el PT 
triunfó en 732 secciones electorales, mientras que el PRD solamente en 
182 de las 1.003 secciones que integran esta delegación política27. El prag­
matismo también se expresa en los partidos políticos, los cuales han impul­
sando candidaturas entre el PRD y el PAN, que en el espectro partidario 
son la izquierda y la derecha del país, respectivamente, y que, por lo demás, 
han vencido en las elecciones a gobernadores28.

Solamente la clase media que se formó a partir de los años cincuenta 
y se ubicó en ciertas zonas urbanas muestra un comportamiento electo­
ral más consistente con valores y principios que son un lujo para quienes 
carecen de lo elemental. De esta forma, una parte de ella ha votado rei­
teradamente por el PAN desde los años sesenta, en la llamada “laguna 
azul” (por el color del símbolo del PAN)29, ubicada en Benito Juárez, pero

27 El caso de Acosta fue comidilla de la prensa nacional, ya que, a pesar de haberse compro­
metido a declinar a favor de la candidata del PRD, vetada por el Tribunal Electoral, fue 
convencido por el PAN de mantenerse en el puesto. Finalmente dedinó por presiones 
políticas.

28 Estas aHanzas han sido tan eficaces electoraknente que uno de los aspirantes a la presiden­
cia de México, el gobernador del Estado de México, recientemente (octubre 2010) ha 
impulsado y obtenido -democracia aparte- que se prohíban en la ley electoral de esa enti­
dad.

29 También porque en los mapas de resultados electorales, usualmente se ve al Distrito 
Federal de color amarillo, con una zona de color azul.
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también en delegaciones como Miguel Hidalgo, Cuauhtémoc, Gustavo 
A. Madero, Coyoacán y Alvaro Obregón, la mayoría de las cuales tienen 
colonias con población de ingresos medios y altos30.

Entre las clases media y alta —como se observó en las elecciones de 
julio de 2009 en la campaña electoral del candidato panista a jefe De- 
legacional en la delegación Miguel Hidalgo, que muestra una importan­
te presencia de sectores económicamente acomodados-, se manifiestan 
formas semiclientelares en las que colectivamente (asociaciones de colo­
nos, por ejemplo) negocian su apoyo político-electoral a cambio de 
acciones particulares, o políticas públicas que mantengan o mejoren su 
calidad de vida. Estas formas de relación semiclientelar tienen un carác­
ter discordante. Son democráticas porque la negociación se establece con 
colectividades que en la discusión de sus necesidades tienden a alcanzar 
acuerdos sobre sus demandas más sentidas31; y, al mismo tiempo, son auto­
ritarias, porque usualmente reclaman el desplazamiento o exclusión de 
otros grupos o sectores sociales del espacio público, o buscan su privati­
zación informal al poner “plumas” y rejas.

Diputados locales e intermediación
Las campañas políticas donde los candidatos ofrecen sus oficios para aten­
der las necesidades ciudadanas continúan realizándose de manera soterra­
da cuando alcanzan un puesto de elección popular. Independientemente 
del conocido desprestigio de los integrantes del poder legislativo entre 
los ciudadanos por lo que se considera la diferencia entre sus salarios y su 
beneficio a la comunidad32, los ciudadanos consideran que la forma en 
que pueden “desquitar el sueldo” es actuando como gestores e interme­
diarios. En consecuencia, el prestigio político de un diputado local (inte-

Para una consulta de los mapas que muestran la distribución de las votaciones por parti­
do político (sustancialmente por el PAN o el PRD) en las elecciones de 2000 a 2009 
véase: http://www.iedf,org.mx/index.php?cadena=eel/eel03.
Ciertamente estas reuniones vecinales también pueden derivar en confrontaciones que 
imposibiliten los acuerdos.
Los diputados locales reciben, entre salarios y otros conceptos, más de 300 mil pesos men­
suales (alrededor de 23 mil dólares).
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http://www.iedf,org.mx/index.php?cadena=eel/eel03
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grante de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal) se construye a tra­
vés de su atención a demandas ciudadanas, lo que, además, le permite 
ampliar sus redes de apoyo para su carrera política.

Al crearse la Asamblea Legislativa se estableció como una de sus fun­
ciones: “atender las peticiones y quejas que formulen los habitantes del 
Distrito Federal, respecto del cumplimiento de las obligaciones que les 
señalan los ordenamientos jurídicos en materia administrativa, de obras y 
servicios a las dependencias, organismos desconcentrados y entidades”33. 
La intermediación se institucionalizó y esta permitió que cada uno de los 
66 diputados locales contara con un “Módulo de atención, orientación y 
quejas ciudadanas”34. No han agilizado la atención a los ciudadanos en las 
delegaciones políticas, ya que funcionan al ritmo de la burocracia delega- 
cional. Pero si los ciudadanos antes asistían a las “ventanillas únicas” de los 
centros de servicios y atención ciudadana delegacionales (CESAC), ahora 
recurren a los módulos con la esperanza de que la influencia de los dipu­
tados abra la oportunidad para que sus denuncias sean atendidas. La cues­
tión es que la mayoría de los diputados no presta atención a los módulos, 
excepto cuando se acercan las elecciones. En consecuencia, su funciona­
miento se restringe a integrar expedientes y entregarlos (a veces incom­
pletos o incorrectos) en la “ventanillas únicas” delegacionales. Además, no 
dan seguimiento a las solicitudes, ni tampoco tienen medios para presio­
nar a las delegaciones para que las demandas sean atendidas. Los diputa­
dos intervienen solamente en casos excepcionales; por ejemplo, cuando 
los problemas involucran a grupos amplios de ciudadanos, que pueden ser 
un reservorio de votos.

Los módulos desgastan la imagen que los ciudadanos tienen del que­
hacer delegacional porque, aun cuando este sea eficiente, los diputados, al 
ser los intermediarios, se atribuyen los buenos resultados. Los módulos 
permiten a los diputados locales establecer relaciones de intermediación 
en ámbitos donde frecuentemente no se requieren.

33 Artículo 13 de Fracción Primera de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal. También los artículos 17, fracción séptima, y  18, fracción séptima, esta­
blecen, como derecho y como obligación, respectivamente, la gestión y la intermediación 
de los diputados locales.

34 Para un análisis de las negociaciones que permitieron el establecimiento de los módulos 
en la Asamblea Legislativa puede verse Vite (2002).
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Por lo demás, en los casos en que existen relaciones estrechas entre 
funcionarios delegacionales y diputados locales, ya sea por alianzas estra­
tégicas o por su pertenencia a una misma camarilla política, los módulos 
son el espacio para sesgar la atención delegacional, al convertirse en ofi­
cinas para solicitarla.

En términos generales, los módulos deben considerarse como oficinas 
de campaña permanentes subvencionadas con el dinero de los contribuyen­
tes durante los tres años de la gestión de los legisladores locales. Algunos les 
dan mayor importancia que otros, pero lo cierto es que es un recurso que 
puede capitalizarse para alcanzar una diputación federal o una jefatura dele­
gacional. Son también un medio para obtener votos en las contiendas inter­
nas de los partidos a los que pertenecen los diputados, particularmente si en 
las elecciones intervienen militantes o simpatizantes que han sido benefi­
ciados por la intermediación realizada a través de dichos módulos.

Ciudadanía, participación y gobierno
La participación ciudadana se ha considerado central para explicar la 
relación entre cultura y sistema político (Dalton, 2002; Dalton y Sickle, 
2004; Putnam, 2000;Verba et al., 1997). Por un lado, el presupuesto de 
que la participación (enfocada como acción política) estampa los con­
tenidos de la cultura en el sistema político es correcto, pero este debe 
mostrar la suficiente permeabilidad para transformarse como resultado 
de la combinación entre cultura, acción e intencionalidad35; por otro, 
esta ha sido vinculada sin mucha reflexión con el fortalecimiento de la 
democracia. Esto forma parte del imaginario gubernamental que mati­
za la relación entre ciudadanos y programas sociales, particularmente en 
los primeros nueve años de gobierno del PRD en el Distrito Federal. 
Por esta razón nos hemos adentrado en el anáfisis de la participación, 
combinándolo con la interacción, en el ámbito de los vínculos ciudada­
nía-gobiernos locales.
35 Carole Pateman (1980: 58) advierte: “N o  obstante las afirmaciones de los teóricos empí­

ricos, ellos no han producido un recuento convincente de las relaciones entre patrones de 
actitudes y actividades mostradas en sus hallazgos y la estructura política de las democra­
cias liberales”.
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En los primeros años predominó, en el perredismo partidario y 
gubernamental, la convicción de que la participación era sustancial­
mente una estrategia democrática para establecer la relación entre ciu­
dadanos y gobierno. Pero rápidamente se hicieron evidentes dos tipos 
de problemas: unos relacionados con la gobernabilidad, y otros, con la 
propia disponibilidad ciudadana para participar. En cuanto a los prime­
ros, los espacios abiertos para la participación fueron ocupados políti­
camente tanto por grupos perredistas, que mediante ellos buscaban 
presionar al gobierno central y a los gobiernos locales para ser atendi­
dos, como por organizaciones priístas que aprovecharon la apertura 
para poner constantemente en jaque a los gobiernos locales e, incluso, 
al gobierno central. También es cierto que la participación ciudadana 
cuestionó las burocracias de los gobiernos locales, lo que propició la 
resistencia de estas para ampliar dichos espacios. Como veremos en las 
siguientes páginas, el entusiasmo inicial por la participación ciudadana 
a través de los comités vecinales decayó rápidamente. Los constantes 
enfrentamientos con muchos de ellos por la dificultad para atender sus 
demandas, debido a las limitaciones burocráticas y presupuestarias de 
los gobiernos locales, tuvieron un importante papel en ello. En cuanto 
a la disponibilidad ciudadana para participar, su resistencia a hacerlo 
agudizó el problema de que los espacios ciudadanos eran tomados por 
minorías intensas de diverso cuño partidario. De esta forma, paulatina­
mente, el gobierno central y los locales buscaron desarticular un esque­
ma de relación con la iudadanía que abría confrontaciones. Por esta 
situación, la idealización de que la participación ciudadana, a través de 
figuras diseñadas y reconocidas institucionalmente, genera consenso 
social, favorece la gobernabilidad y fortalece la administración pública 
local, no parece aplicarse a la Ciudad de México. Durante los últimos 
años, la participación ciudadana propiciada por las acciones de gobier­
no ha disminuido, aun cuando sus burócratas se llenen la boca con el 
término para referirse a muchas acciones usualmente relacionadas con 
el gasto social.

Tanto en su diseño como en la interrelación con ellas, las formas de 
representación ciudadana instauradas hasta la fecha en la Ciudad de 
México (consejeros ciudadanos, jefes de manzana, comités vecinales,
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comisiones de asamblea vecinal y los próximos comités ciudadanos36) han 
sido espacio de forcejeos entre el gobierno de turno y otras fuerzas polí­
ticas. Por ello, ahora que en octubre de 2010 se elegirán comités ciuda­
danos, tanto los gobiernos locales como los partidos han intervenido 
subrepticiamente en la conformación de las planillas, como también lo 
hicieron en 1999.

Organizaciones vecinales y relaciones intraciudadanas
Las formas de representación formal ciudadana, como fue el caso de los 
comités vecinales (ciudadanos a partir de octubre de 2010), provienen de 
negociaciones entre los partidos políticos y el gobierno del Distrito 
Federal. En términos generales, aun cuando legalmente los partidos polí­
ticos no pueden participar en ellos, han sido considerados por estos como 
espacios de poder que pueden sustentar redes electorales mediante la ges­
tión de las demandas vecinales. Por ello, durante las elecciones de 1999 
era evidente a qué partido pertenecía cada una de las planillas “ciudada­
nas” de las 1.400 unidades territoriales que se buscaba representar. Mu­
chas de ellas adoptaron los colores del partido que les apoyaba y del cual 
eran militantes o simpatizantes. Quizás por ese carácter partidario, las 
elecciones de los 1.352 comités vecinales no rebasaron el 10% del padrón 
electoral.

Entre los integrantes de esos comités fue frecuente encontrar jubila­
dos o amas de casa con hijos ya mayores; a quienes buscaban iniciar una 
carrera política participando en el comité; o aquellos impulsados por el 
interés económico, ya que los partidos circularon el rumor de que se reci­
biría un sueldo. Ciertamente, también hubo interesados en solucionar 
problemas específicos. Los conflictos internos eclipsaron a muchos de 
ellos, pues la norma establecía que: “La integración de los comités veci­
nales se realizará de manera proporcional, bajo el principio de cociente
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36 Los comités ciudadanos han sido establecidos legalmente a partir de mayo de 2004, pero 
su elección se negoció durante seis años, a causa de las tensiones entre el gobierno del 
Distrito Federal, los partidos políticos y el Instituto Electoral del Distrito Federal, este 
último encargado del proceso de elección.
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natural resto mayor. Quien encabece la planilla ganadora será el coordi­
nador del comité vecinal”37. Esto significaba que las planillas perdedoras 
formarían parte de los comités, lo cual tuvo efectos disolventes porque en 
muchos casos las contiendas fueron agrias. También tuvieron problemas 
aquellos comités donde los contrastes socioeconómicos, culturales y polí­
ticos de sus integrantes, la diferente procedencia de colonias y barrios y, 
en consecuencia, los problemas divergentes tensaron sus relaciones inter­
nas. Estas incompatibilidades, producto de la reproducción estructural de 
la desigualdad que caracteriza las relaciones sociales imperantes en el país; 
que se expresan en la capital y, por ende, al seno de los comités, ponen en 
entredicho aquellas propuestas que consideran plausible la construcción 
de la democracia con base en la interacción de los ciudadanos en ámbi­
tos donde deliberan sobre problemas comunes (Helly, 2003: 21; Carpini 
y Lomax, 2004: 331; Habermas, 1998: 622).

El trabajo de campo indica la tendencia en los comités a que la pla­
nilla ganadora fuera deshaciéndose rápida o paulatinamente de los inte­
grantes de las planillas oponentes, mediante procedimientos de carácter 
antidemocrático. Como se ha dicho, los principios democráticos o auto­
ritarios se emplean dependiendo de su acoplamiento a la intencionalidad. 
Para muchos, los comités eran un instrumento de poder político, o un 
medio para alcanzar la atención a demandas de grupos particulares e, 
incluso, de vecinos en calles específicas. Lo anterior fue propiciado, ade­
más, por la carencia de una reglamentación interna sobre cómo tomar las 
decisiones, lo cual dificultó la convivencia ante la carencia de un com­
promiso sustantivo con principios democráticos o con la ventaja de regir­
se bajo estos (Stryker, 1994; Przeworski, 1991).

No obstante las dificultades expuestas, muchos comités lograron con­
traponer a estas las redes vecinales y el interés por resolver problemas 
comunes. Como se ha dicho, algunos terminaron funcionando con aque­
llos integrantes de la misma preferencia política o partidaria; otros se divi­
dieron en grupos más pequeños con base en afinidades, y cada uno de 
ellos proclamó que eran “el comité”.También se transformaron en comi­
siones de vecinos que gestionan por su cuenta.

37 Artículo 92 de la Ley de Participación Ciudadana, vigente en 1999. 395
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Estas formas de representación han presentado diversos problemas, 
entre los cuales cabe destacar, por una parte, que representan unidades 
territoriales extensas y densamente pobladas, ya que su integración se 
sustenta en tramas políticas o vecinales geográfica y socialmente limita­
das; en consecuencia, su consenso y representatividad están en constan­
te cuestionamiento. Por otra parte, sus integrantes usualmente carecen 
de una perspectiva amplia de los problemas de la unidad territorial que 
representan, limitándose a la atención de problemas relacionados con su 
entorno y relaciones vecinales más cercanas. El tercer problema es que 
al bajo consenso que tienen, se suma que las delegaciones son común­
mente lentas para atender las peticiones. Finalmente, los comités han 
sido empleados por las delegaciones con el propósito de legitimar accio­
nes controvertidas, como autorizaciones de cambio de uso de suelo y, en 
consecuencia, construcción de condominios e instalación de comercios 
como gasolineras y centros nocturnos. De esta forma, han sido formas 
de representación vecinal que se han deteriorado porque, como se ha 
dicho, fueron espacios donde los partidos políticos se agazaparon, lo que 
en su momento generó ofensivos enfrentamientos con las burocracias 
locales, las cuales fueron crecientemente ignorándolos argumentando 
-frecuentemente con razón— que “ya no funcionan” o que habían sido 
suplidos legalmente.

La actitud gubernamental hacia los comités no ha sido muy distinta a 
la mostrada con otras formas de participación no formal, como juntas de 
vecinos, organizaciones de colonos y, en general, las denominadas orga­
nizaciones de la sociedad civil38. En la mayoría de los casos, la relación se 
configura como una persistente confrontación donde los ciudadanos bus­
can respuesta a sus demandas y los gobiernos locales generan espacios 
donde la participación pueda acotarse y convertirse en colaboración. En 
algunos casos particulares, se ha buscado convertir a los ciudadanos en 
“contralores”, entrenándolos para cooperar en las tareas delegacionales, 
pero ello no remedia el funcionamiento delegacional y, aun cuando se

38 Desde un enfoque tanto cívico como cultural, son asociaciones ubicadas fuera del Estado 
y que expresan los intereses de los ciudadanos. Su función política de movilización, con­
tención e institucionalización genera ciudadanía, establece algunos elementos de la agen­
da pública y  puede modificar a las instituciones mediante la acción colectiva.
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pubÜciten como una ampliación de la participación, son acciones perifé­
ricas que no inciden sobre el funcionamiento interno de los gobiernos 
locales. Son acciones que, además, muestran las condiciones “adecuadas” 
y límites establecidos por el gobierno para la participación de los habi­
tantes de la Ciudad de México. La participación ciudadana de supervi­
sión para evitar acciones de corrupción y abuso institucional (O’Donnell, 
1998b; Smulovitz y Peruzzotti, 2000) ha sido, en todo caso, esta circuns­
crita a prácticas administrativas particulares.

Los gobiernos locales carecen de normas para que los ciudadanos par­
ticipen en la definición del destino de los recursos públicos. Aun cuando 
el jefe Delegacional deTlalpan de 2000 a 2003 haya intentado implantar 
el programa “Hacia un presupuesto participativo”, la decisión final del 
monto presupuesta! corrió a cargo de la Secretaría de Finanzas del 
gobierno central, previa aprobación del presupuesto general por la 
Asamblea Legislativa. En consecuencia, aun cuando el 17% del monto del 
Programa Operativo Anual (POA) del gobierno local estableció priori­
dades en obra pública, el presupuesto otorgado fue menor, generando la 
frustración de los tlalpenses que asistieron a las urnas a votar por las prio­
ridades de obra pública.

Gobiernos locales, políticas públicas y participación ciudadana
¿Cómo y para quiénes funcionan las políticas públicas en la Ciudad de 
México? El contenido performativo de dichas políticas exhibe cómo los 
actores gubernamentales, particularmente aquellos que designamos como 
“burócratas de calle”, exponen a los ciudadanos el significado de las rela­
ciones sociopolíticas. Significado que influye en la cultura y matiza las 
relaciones políticas, porque “empapa” a los ciudadanos de sus principios 
subyacentes. Aun cuando también los ciudadanos modifican las institu­
ciones y sus prácticas al relacionarse con ellos, el proceso se entorpece por 
normas y procedimientos institucionales difíciles de salvar.

El estudio de la relación entre los gobiernos locales (delegacionales) 
y el gobierno central (jefatura de gobierno) con la ciudadanía, se susten­
ta en un trabajo de campo sobre la aplicación de las políticas públicas 
relacionadas con los programas de gasto social y atención a las demandas 3 9 7
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ciudadanas de mejoramiento de servicios públicos. Dos oficinas, partici­
pación ciudadana y desarrollo social, han sido de particular interés, debi­
do a que la primera convoca a los vecinos a las reuniones con los dele­
gados, organiza y da seguimiento a los beneficiarios de los programas 
sociales; mientras que la segunda es responsable de la administración nor­
mativa y financiera de dichos programas.

En términos de funcionamiento administrativo en los gobiernos loca­
les39, la coordinación de dichas oficinas no siempre es fluida, debido a que 
sus directivos y operadores más importantes pueden pertenecen a 
corrientes o “tribus” políticas distintas. Esta situación es causada por ne­
gociaciones internas del PRD dirigidas a imprimirle gobernabilidad a las 
delegaciones y evitar el “fuego amigo”. Pero el funcionamiento delega- 
cional, dividido en camarillas40, genera problemas debido a la falta de 
cooperación entre las diversas dependencias, llegando, en algunas delega­
ciones, al congelamiento de sus acciones. La situación descrita genera una 
dinámica particular en la relación entre gobierno local y ciudadanía. 
Diferentes grupos insertos en la estructura delegacional buscan, a través 
de acciones en la esfera institucional que administran, la generación de 
cotos de influencia. De esta forma, las políticas públicas están matizadas 
por prácticas político-culturales trasladadas de otros espacios de interac­
ción con la ciudadanía, como la acción político-electoral propia de las 
campañas de proselitismo político y que las burocracias locales usualmen­
te emulan.

Las actividades que declarativamente se presentan como de participa­
ción ciudadana, así como aquellas relacionadas con la atención guberna­
mental mediante programas de apoyo social, tienen un profundo carácter 
político-proselitista-clientelar acentuado debido al ya mencionado ori­
gen político de los integrantes de los gobiernos locales. Cabe recordar 
que muchos han sido líderes de organizaciones vecinales, así como mili-

39 Posteriormente hablaremos del gobierno panista en la delegación Benito Juárez.
40 Sobre las camarillas, Ai Camp (1995: 138) dice: “La camarilla tiene un líder que actúa 

como mentor político de otros miembros del grupo. Este suele ser más exitoso que sus 
compañeros y usa su propia carrera como un medio para promover la de los otros inte­
grantes de la camarilla. A medida que el mentor asciende en la burocracia, va colocando 
a miembros de su grupo, siempre que puede, en otras posiciones de influencia, dentro de 
su organismo o fiiera de él”.
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tantes de partido. Muestran, en consecuencia, la tendencia a continuar ac­
tuando como tales, empleando tiempo y recursos en beneficio de los gru­
pos o movimientos sociales a los cuales pertenecen, en los que han sido 
líderes o buscan convertirse en tales. Las estrategias actuales de relación 
de los gobiernos locales con diferentes grupos vecinales o movimientos 
sociales estimulan esta situación, porque se busca fortalecer la cohesión 
política en torno a ciertas personalidades -por ejemplo, delegados o 
directivos—, al mismo tiempo que retroalimentar las adhesiones partida­
rias. El doble papel, como funcionarios e intermediarios, de algunos inte­
grantes de la burocracia local, sesga el destino de los recursos públicos y 
entorpece cualquier intento de animar la participación ciudadana. A lo 
anterior se suma que la lógica de los programas de gasto social, si bien 
atiende las necesidades de muchos, también constituye mecanismos de 
construcción de clientelas políticas.

Durante la administración de López Obrador como jefe de Gobierno, 
el gasto social estaba centralizado (aun cuando las delegaciones también 
realizaban algunas acciones al respecto). Actualmente, hay un aumento del 
papel protagónico de las delegaciones, sin que ello implique que se hayan 
debilitado los programas a cargo del gobierno del Distrito Federal, como 
puede verse en los cuadros siguientes.

Cuadro 1. Programas sociales 2010 a cargo de la 
administración central

Secretaría de Cultura 1
Secretaría de Desarrollo Económico 4
Secretaría de Desarrollo Rural y Equidad para las Comunidades 10
Secretaría de Desarrollo Social 15
Secretaría de Educación 8
Secretaría de Finanzas 1
Secretaría de Salud 2
Secretaría de Trabajo y Fomento al Empleo 6
Secretaría del Medio Ambiente 1
Total 49
Fuente: SEDESOL, Cuarto Informe de Trabajo, Secretaría de Desarrollo Social del 
Distrito Federal, 2010
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Cuadro 2. Programas sociales 201 0  a cargo de 
delegaciones políticas
Alvaro Obregón 9
Azcapotzalco 21
Benito Juárez 14
Coyoacán 10
Cuajimalpa 1
Cuauhtémoc 1
Gustavo A, Madero 18
Iztacalco 27
Iztapalapa 12
Magdalena Contreras 26
Miguel Hidalgo 9
Milpa Alta 18
Tláhuac 13
Tlalpan 48
Venusdano Carranza 9
Xochimilco 27
Total 263
Fuente: SEDESOL, Cuarto Informe de Trabajo, Secretaría de 
Desarrollo Social del Distrito Federal, 2010

Es probable que la descentralización de algunos programas de gasto social 
se deba, por un lado, a la presión de grupos locales del PRD, y por otro, 
al funcionamiento de redes políticas entre algunas áreas del gobierno 
central y el delegacional. Dichos programas fortalecen las adhesiones a 
ese partido en lo general, y forman o fortalecen clientelas personales que 
pueden emplearse para ascender burocrática o políticamente utilizando 
las estructuras financiero-administrativas de las delegaciones de forma 
patrimonialista. El propósito es que el “capital político” adquirido se ex­
prese en los comicios internos. Las causas y prácticas que generan dichas 
clientelas no son sustancialmente distintas a las de otros gobiernos estata­
les o el federal, pero en la Ciudad de México son alimentadas por las for­
mas de elección interna del PRD, que son formalmente democráticas y 
sustantivamente cHentelares.
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Performances culturales y ejercicio de gobierno
Una de las características que más afecta el desempeño de los gobiernos 
locales, tanto en contenido como en eficacia de sus acciones, es la dura­
ción de las administraciones. Al renovarse cada tres años, la curva de 
aprendizaje ocupa al menos el primer año y el resultado de los dos si­
guientes es usualmente magro. Esta situación refuerza que los jefes dele- 
gacionales atiendan inercialmente la mayoría de los problemas, confor­
mándose con que estos no rebasen sus capacidades de negociación, y 
concentrándose en actividades cuyo efecto político en la ciudadanía 
apuntale su ascenso. Esta situación, común tanto a delegados panistas co­
mo perredistas, propicia fenómenos políticos como la personalización de 
la atención ciudadana mediante acciones tales como los “miércoles ciu­
dadanos” o las “audiencias públicas”. Estas no agilizan la atención a quie­
nes se presentan a solicitar la solución de algún problema, porque la efi­
cacia de los objetivos y la eficiencia en el manejo de los recursos requie­
ren de algo más que relaciones interpersonales. Lo que se busca es forta­
lecer las adhesiones entre la ciudadanía y los personajes centrales de la 
administración delegacional, como es el caso del jefe delegacional y sus 
directivos de área. Estas actividades son performances con las cuales mos­
trar, ante los medios de comunicación masiva y los ciudadanos, que “se 
está trabajando”. Algunos problemas serán resueltos, pero también se ob­
tendrán fotografías y una agenda de actividades para insertarse en el por­
tal electrónico delegacional41. Se personaliza la relación con la ciudada­
nía, aun cuando frecuentemente la atención ciudadana se limite a expli­
car las causas por las cuales sus peticiones no pueden atenderse. 
Ciertamente, algunas corresponden a otras instancias, como la Comisión 
Federal de Electricidad o el gobierno del Distrito Federal, pero el esfuer­
zo se dirige a “educar” de manera personalizada a los ciudadanos, para 
que conozcan la normatividad, los trámites y las limitaciones financieras 
de los gobiernos locales, con el propósito de acotar el contenido o la in­
tensidad de sus demandas.

En el caso de las administraciones panistas (pero en términos genera­
les en la cultura política de este partido), esta didáctica se encuadra en el
41 Para un ejemplo de esto, véase el portal de la delegación Benito Juárez. 401



Héctor Tejera Gaona

énfasis por el ejercicio político como espectáculo mediático. Como se ha 
dicho, el panismo es afecto a la multimedia. Las acciones delegacionales 
no escapan a esta característica de su cultura partidaria. Hay una constan­
te búsqueda del “efecto” que las acciones delegacionales pueden tener 
sobre quienes las observan, aun cuando se realicen con base en la percep­
ción de quienes las diseñan, sin que los supuestos beneficiados sean con­
sultados, es decir, planificadas con base en el imaginario panista sobre lo 
ciudadano, no sobre la participación ciudadana para su diseño e implan­
tación. Esto no significa que dichas acciones sean mal recibidas. Por 
ejemplo, las realizadas en las “Jornadas delegacionales” en Benito Juárez, 
que reúnen en una sola acción la mayor cantidad de áreas. Estas se des­
pliegan con recursos que difícilmente podrían abarcar la delegación, 
tanto por sus costos, como por el tiempo que llevaría atender todas sus 
calles. Son, por ello, performances acotados y puntuales en el marco de los 
problemas de esta delegación política. En cuanto a sus resultados políti­
cos, los beneficiados usualmente las consideran una labor que debió 
haberse realizado hace mucho. En estas condiciones, no parece que su 
efecto para agenciarse el apoyo ciudadano sea significativo, aun cuando 
ese haya sido su principal motivación.

Los “miércoles ciudadanos”, las “jornadas delegacionales” y las “asamble­
as vecinales” muestran un diseño que establece los límites y los contenidos 
de la relación que los gobiernos locales buscan entablar con los ciudadanos. 
Como hemos visto, son acciones que, con su contenido simbólico-perfor- 
mativo, revelan a los ciudadanos las formas de ejercicio del poder público. 
Tienen un carácter personalizado y personal (el jefe delegacional, por sí 
mismo, atiende y accede a las peticiones y gira instrucciones a sus subordi­
nados). También muestran la forma “apropiada” de relación con el poder 
público (qué y cómo solicitar la solución de un problema), con una didác­
tica implícita sobre las condiciones mediante las cuales acceder a la atención 
institucional y el carácter autoritario, pero “normal”, de dichas condiciones. 
Es así como las instituciones gubernamentales generan cultura, en la medi­
da en que “exhiben” a los ciudadanos cómo relacionarse con el poder.

Se ha mencionado que la participación ciudadana no rindió los fru­
tos de gobernabilidad esperados. El desenlace ha sido que ahora, cuando 
se habla de celebrar “asambleas vecinales”, en realidad se realizan reunio- 402 nes informativas sobre los programas de gasto social, cuyos asistentes son
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los beneficiarios actuales de los programas sociales, a quienes se “invita” a 
que asistan a las reuniones (solicitud apoyada con una lista al término de 
la asamblea). Probablemente, estas actividades posicionen a los responsa­
bles de las áreas de participación, porque muestran a los jefes delegacio- 
nales su capacidad de convocatoria, la cual incrementa su prestigio polí­
tico (Lomnitz, Salazar y Adler, 2004). Pero “llenar la plaza” acarreando 
beneficiarios de programas sociales solamente genera el simulacro (Bau- 
drillard, 2008) de lo colectivo ciudadano.

Tanto el partido como el gobierno del PRD se presentan como de 
izquierda, progresistas y democráticos, lo cual los compromete con los ciu­
dadanos que los eligieron en cuanto a promover la democracia y la parti­
cipación en las decisiones públicas. Pero aquello que los gobiernos locales 
denominan participación ciudadana está muy alejado de ella. Los ciudada­
nos no están involucrados en el diseño y supervisión de los programas, 
sino que son “sujetos” de las decisiones desde las administraciones locales 
y central. Además, la legislación sobre participación ciudadana actual pro­
pone acciones de gobierno como si fueran de participación ciudadana.
¿Acaso los recorridos de los jefes delegacionales, la difusión pública, la 
colaboración ciudadana (a proyectos gubernamentales) y la audiencia 
pública —todas ellas incluidas en la ley de participación ciudadana— son 
figuras de participación? En los últimos años se evidencia una notable 
disminución de formas participativas en la relación entre los ciudada­
nos y el conjunto del gobierno de la Ciudad de México. Sin embargo, 
en las entrevistas realizadas, los funcionarios hacen insistente referencia 
al término al hablar de los programas gubernamentales cuando, por el 
contrario, estos no muestran algún contenido participativo. En la cul­
tura gubernamental parece “verse bien” hablar de participación ciuda­
dana, pero en los hechos hay un profundo retroceso en los espacios 
participativos asociados a la definición y aplicación de las políticas 
públicas. El término participación ciudadana muestra actualmente un 
contenido multisemántico y degradado. Es común que aluda a ser 
beneficiario de un programa social, o asistir a la reinauguración de un 
espacio público remodelado, como la sección de juegos infantiles de 
un parque público.

Las transformaciones de la relación entre los ciudadanos y los gobier­
nos locales se ha obstaculizado por normas, reglamentos y “candados” 403
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administrativo-institucionales, así como por la resistencia de sus burocra­
cias42. Además, acotan los contenidos de ciudadanía, aun cuando ella bus­
que cómo salvar obstáculos y redefinir tanto lo institucional, como lo 
público, lo privado y lo doméstico (Ku, 2000). En la Ciudad de México, 
los lentos avances desgastan la participación (Appelbaum y Bartolomucci, 
2004). Reeditar los comités vecinales, ahora como comités ciudadanos, 
muestra que los avances en los contenidos de la participación han sido 
pocos y manifiestan la debilidad de la ciudadanía ante el gobierno y los 
partidos políticos.

Participación ciudadana, relaciones políticas y cultura 
en la Ciudad de México
El establecimiento de relaciones patronales en México no es una dinámi­
ca política producto de una “cultura de subordinación”, como han soste­
nido los analistas afectos al enfoque de “cultura política”. “Culturizar” la 
cuestión favorece obviar la existencia de una estructura socioeconómica 
predominante en el país, sustentada en la reproducción de la desigualdad 
y respaldada en una estructura política no modificada sustantivamente por 
la democracia formal de carácter procedimental que se ha fortalecido en 
México en los últimos veinte años. Bajo esta estructura política, acceder 
a la atención gubernamental para resolver necesidades y demandas 
requiere a los ciudadanos participar en las condiciones que reproducen su 
propia subordinación. Dicha participación, particularmente de los secto­
res más pobres, ha sido ciertamente propiciada por la influencia cultural del 
PRI, a partir de prácticas dirigidas a fortalecer el populismo como forma 
de apoyo político-social al gobierno mexicano desde los años cuarenta 
del siglo pasado. Actualmente, esas prácticas han sido despojadas de los 
contenidos de una política económica ligada al estado de bienestar, pero 
han sobrevivido —con mayor o menor estridencia—, por ocho décadas,

42 Podemos encontrar un ejemplo de esa resistencia cuando un director de enlace territori­
al pide a los asistentes a una reunión: “Si no están preparados para debatir con los fun­
cionarios, podrían confundir la corresponsabilidad y querer participar en todo. (...) Si 
desean que se les tome en cuenta, exijan de buena manera e inteligentemente”.
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como sistema de control político. Vivimos prácticas populistas en el con­
texto de un Estado neoliberal. En consecuencia, persiste un entorno 
socioeconómico caracterizado por el deterioro de las condiciones de vida 
-  para el caso abordado, en la capital del país-, aunado a la disminución 
del gasto público y del bienestar social a nivel nacional, lo que evidente­
mente repercute en la Ciudad de México. Se tiene, además, un sistema 
político generalizado, raptado por los partidos y sus grupos de interés, 
donde algunos de sus integrantes están estrechamente asociados a las 
grandes empresas y al capital financiero, o de plano, provienen de ellos, 
difiiminando, en consecuencia, las fronteras entre lo público y lo privado.
Lo anterior se junta tanto a la insuficiencia de canales abiertos para que 
los ciudadanos intervengan en las decisiones gubernamentales (Sartori,
1997), como a la ineficacia de los establecidos. Todo lo anterior genera el 
sentimiento de powerlesness (Giddens, 1991: 191-194) y el desencanto o 
desapego hacia la democracia (McCann y Lawson, 2003: 64; Ryan, 2001;
Payne et al., 2002) que caracterizan a los ciudadanos en México; los cua­
les impulsan la consolidación de los vínculos carismático-personales- 
autoritarios, en oposición a los democrático-racionales-institucionales, 
situación que muchos analistas consideran un problema de “déficit” ciu­
dadano, con lo que simplifican la complejidad del proceso.

Sostener que los vínculos patronales se han desgastado, o han sido su­
plantados por otras formas de control político, no está empíricamente 
sustentado, al menos en la Ciudad de México. Tanto entre ciudadanos y 
partidos, como entre gobiernos locales-central y ciudadanos, estos persis­
ten como soporte de las relaciones políticas.

Los programas sociales en la Ciudad de México se realizan mediante 
una activa acción gubernamental de los gobiernos central y locales. Entre 
ellos, se encuentran: la reconocida pensión alimenticia para adultos mayo­
res de setenta años; el apoyo para libros de texto y útiles escolares; el 
fomento al empleo, con microcréditos y créditos para medianas y peque­
ñas empresas sociales; el mejoramiento de vivienda; las becas a niñas y 
niños en situación de riesgo; el apoyo económico a personas con discapa­
cidad; entre otros más. Aun cuando sean económicamente exiguos, son 
importantes para muchos y fortalecen la percepción —como sostenía uno 
de los beneficiarios entrevistados— de que “el gobierno sí se preocupa por 
nosotros, aunque sea un poco”. La operación de estos programas propicia 4 0 5
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una situación política contradictoria donde, por una parte, existe tensión 
en la relación entre delegaciones y ciudadanía, descontenta por la baja 
calidad de los servicios y las condiciones generales del entorno urbano; y 
por otra parte está el apoyo político entre los más pobres generado por 
dichos programas. Son paradójicos porque atienden problemas sociales 
que afectan a comunidades, mediante apoyos individuales. Entonces, fa­
vorecen el predominio de intereses particulares sobre la organización y 
participación comunitaria, obstaculizando la generación de una percep­
ción social o colectiva de los problemas y, por tanto, de su solución en 
términos más amplios. Son programas de un gobierno de izquierda que 
desintegran la conciencia social y cuyo objetivo sustancial es generar apo­
yos político-electorales. En consecuencia, muchos habitantes de la Ciu­
dad de México viven entre pirámides, no porque coexistan con el pasa­
do mexica, sino porque están sujetos a relaciones políticas centralizadas, 
verticales y aglutinadas por la personalización (Pansters, 1997).

Ahora bien, ¿puede considerarse como participación ciudadana aque­
lla que tiene un carácter acotado y clientelar? La pregunta adquiere sen­
tido cuando se formula, no en el campo de las relaciones políticas desea­
bles, sino en el de aquellas actualmente posibles en la Ciudad de México.

Craig y Cornelius (1980) han advertido que la participación en 
México ha estado tradicionalmente articulada a formas de relación polí­
tica, calificadas por especialistas como “no participativas”. Esto ha propi­
ciado —más que un anáfisis de las características pasadas y actuales del sis­
tema político mexicano- su valoración normativa, la cual soslaya el 
carácter de subordinación y dependencia estructural de los mexicanos. 
Los criterios mediante los cuales se tipologiza la participación ciudada­
na requieren enriquecerse con el contexto derivado de los resultados 
empíricos sobre las relaciones gobierno-partidos-ciudadanos. Estos evi­
dencian que las formas de participación ciudadana no derivan de un 
“déficit de ciudadanía” que, en términos generales, se adscribe a carac­
terísticas culturales. Lo que patentizan los resultados obtenidos es que la 
participación individual, autónoma, independiente y democrática, por 
un lado, no se relaciona con el funcionamiento de la forma en que ope­
ran las relaciones políticas en la Ciudad de México; y por otro lado, en 
consecuencia, que es poco eficaz para influir en el dirección amiento del 

4 0 6  gasto público y social. La cuestión es que si no posee las características
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mencionadas, se la cataloga como “no ciudadana” o “inversa” a la ciuda­
danía. Ello recalca la distancia entre prácticas reales e ideales, pero no 
abona las posibilidades de explicar cómo se integran las relaciones polí­
ticas en las cuales muchos capitalinos están insertos y muestran relativa 
eficacia para satisfacer sus demandas. Por tanto, las formas de participa­
ción asequibles pueden difuminarse al comparar lo existente con el ideal 
prescriptivo, al utilizar dicotomías como cooptación-clientelismo-auto- 
ritarismo versus autonomía-participación-democracia.

La didáctica sobre cómo se ejerce el poder y las posibles formas para 
influir en él ha enseñado a los habitantes de la Ciudad de México -parti­
cularmente los pertenecientes a los sectores populares- que integrarse en 
grupos y asociarse con partidos políticos —especialmente con aquellos que 
ejercen el gobierno— es la forma más eficiente de participación para que 
sus demandas sean atendidas. No es una participación ubicada en los pará­
metros de la ciudadanía ideal, como tampoco en relaciones estructurales 
que puedan propiciarla. Lo anterior no pretende justificar o idealizar las 
relaciones patronales, sino solamente distinguir entre las relaciones políti­
cas y ciudadanía ideales de aquellas factibles, considerando las constriccio­
nes participativas generadas por las formas de hacer política electoral y de 
implantar las políticas públicas imperantes en la Ciudad de México.
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La participación ciudadana y la política 
de desarrollo social en el Distrito 

Federal (1997-2010)1

Cristina Sánchez Mejorada F.1 2 y Lucía Álvarez Enríquez3

Introducción

E n 1997, por primera vez en la historia del Distrito Federal, los 
habitantes de la ciudad eligieron a su gobernante4. Dicha respon­
sabilidad recayó —con el 47% de los votos— en el candidato del 
Partido de la Revolución Democrática5 (PRD), el ingeniero Cuauhtémoc 
Cárdenas Solórzano, y en una Asamblea Legislativa compuesta, en su

1 Una primera versión de este artículo se publicó con el título “Participación y cambios 
recientes en la relación gobierno-sociedad en un gobierno de centro izquierda. El caso de 
la Ciudad de México (1997-2003)”, en Cruz R . (2006).

2 Profesora investigadora del Departamento de Sociología y la Maestría en Planeación y Po­
líticas Metropolitanas de la Universidad Autónoma Metropolitana, Azcapotzalco.

3 Investigadora del Centro de Investigaciones Interdisciplinarias en Ciencias y  Humanida­
des de la Universidad Nacional Autónoma de México.

4 A finales del siglo XIX, el gobernador de la Ciudad de México era electo por el presi­
dente de la república. En 1928 desapareció el régimen municipal en el Distrito Federal, y  
en su lugar se constituyó el Departamento del Distrito Federal, al frente del cual se encon­
traba el jefe del Departamento, nombrado y removido por el presidente de la república. 
En lugar de los municipios se constituyeron delegaciones políticas. En aquél entonces, la 
ciudad se dividía en el Departamento Central y 12 delegaciones políticas. A partir de 
1970, la ciudad se dividió en 16 delegaciones políticas.

5 El Partido de la Revolución Democrática se constituyó de manera formal el 5 de mayo 
de 1989. Su antecedente inmediato fue el Frente Democrático Nacional, un frente elec­
toral creado por diversas fuerzas políticas para contender por la presidencia de la repúbli­
ca. Las tres corrientes políticas que lograron conjuntarse en el PRD son: la corriente 
democrática del PRI (escisión de un grupo de priístas que luchaban por la democratiza­
ción del partido); la Izquierda Socialista (conformada por los partidos: Mexicano de los 
Trabajadores y Socialista Unificado de México); y la Izquierda Social (que englobaba a 
diversas organizaciones políticas y sociales).
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mayoría, por miembros del mismo partido. Para este nuevo equipo de 
gobierno, proveniente de un partido político de oposición que puede ser 
definido como de centro izquierda, el reto era mucho mayor, no sola­
mente por la complejidad de una ciudad en la que residen más de ocho 
millones de habitantes, sino por el grado de deterioro urbano y social; y 
la necesidad de romper con una inercia política antidemocrática que se 
gestó y se desarrolló desde que desapareció el régimen municipal en la 
ciudad capital. Por otra parte, al ser expresión de una corriente política 
de izquierda, la nueva administración tenía el compromiso implícito de 
dar al desarrollo local una orientación sustentada en la redistribución de 
la riqueza, la justicia social, la inclusión de las grandes mayorías en los 
beneficios del desarrollo, la solidaridad social y la democracia6.

Así, con plena conciencia de que gobernar esta ciudad no era una 
tarea fácil y que en los tres años que duraría el primer gobierno electo7 
no se podría revertir esa inercia ni las tendencias antidemocráticas que 
se fueron institucionalizando e introyectando en la población, el gobier­
no que arribaba al poder se planteó impulsar un proyecto fincado en la 
gobernabilidad democrática8. Propósitos tales como lograr una reforma

6 Al hacer alusión a la izquierda, esta se está asumiendo, básicamente, como una visión del 
mundo y una tendencia ideológica, que se han integrado y sustentado a partir de un con­
junto de creencias y convicciones, y se han erigido como un referente identitario para 
una parte de la sociedad (individuos, grupos, movimientos, partidos), con implicaciones 
directas en sus formas de vida y en sus prácticas sociales y políticas. La articulación de tales 
creencias y convicciones ha dado lugar a la constitución de una de las grandes “propues­
tas de sentido” para la sociedad que han sido formuladas desde el siglo XIX, y que inclu­
ye una filosofía de la historia, una concepción del orden político y social y un lugar para 
el individuo. Esta propuesta de sentido se refiere, principalmente, a la expresión de una 
“cultura socialista” promotora de la transformación social, del progreso como filosofía de 
la historia, de la revolución, y de ciertos valores sustantivos como la solidaridad (de clase 
y de partido) y el compromiso colectivo (Rabotnikof, 2001).

7 Com o se ha señalado, no fue sino hasta 1997 que los habitantes de la capital tuvieron la 
posibilidad de elegir al jefe de gobierno (antes era nombrado por el presidente de la repú­
blica) y a los jefes delegacionales (nombrados por el regente). Se estableció que el gobier­
no duraría seis años, pero para ajustar el calendario electoral con el federal, por un acuer­
do legislativo, se estipuló que este gobierno en transición tan solo duraría tres años (Gaceta 
Oficial del DF, 1996).

8 La gobernabilidad democrática se refiere a la capacidad de ejercer el poder público con y 
para el beneficio del mayor número posible de ciudadanos, lo que implica hacer de la ges­
tión pública una de mayor participación y justicia; para lo que es fundamental establecer412
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democrática integral, avanzar en mecanismos de participación ciudada­
na, descentralizar la toma de decisiones y promover el diálogo perma­
nente con los diferentes sectores de la sociedad representaban una apues­
ta a favor de la sociedad civil y una novedad dentro del Gobierno del 
Distrito Federal.

De este modo, el equipo de gobierno se planteó construir un proyec­
to de ciudad, basado en una urbe democrática, segura y justa, socialmen­
te incluyente y sustentable, y con un gobierno responsable y eficiente. 
Para lograrlo propuso, entre otras cosas, una política social integral fun­
damentada en un modelo de crecimiento sustentable con equidad y ca­
paz de establecer mecanismos de corresponsabilidad entre gobierno y 
sociedad (Gobierno del Distrito Federal, 1997); para ello, además de con­
cluir la Reforma Política, se requería de un nuevo y renovado andamia­
je jurídico, por lo que, ante la Asamblea Legislativa, se presentaron y pro­
movieron nuevas leyes o adiciones y modificaciones a las existentes.

Cabe destacar que, en función de normar distintos aspectos y espacios 
de participación ciudadana, durante el primer gobierno perredista, fue­
ron aprobadas tres leyes de carácter local que auspician y norman la par­
ticipación de organizaciones y ciudadanos en la vida pública de la Ciudad 
de México. Estas provienen, en buena medida, de propuestas formuladas 
por las organizaciones sociales y civiles en años previos, y representan el 
resultado exitoso de un largo período de cabildeo y negociación con las 
autoridades, las cuales, a su vez, promovieron estas leyes entre los legisla­
dores locales. Nos referimos, principalmente, a la Ley de Desarrollo Social 
del Distrito Federal (2000, reformada en 2004), a la Ley de Fomento a las 
Actividades de Desarrollo Social de las Organizaciones Civiles (2000) y 
a la Ley de Participación Ciudadana (1998, reformada en 2004 y 2010).

Al cabo de tres años de gobierno, en el año 2000, se convocó nueva­
mente a elecciones, solo que esta vez, además de ser para la jefatura de 
Gobierno y la Asamblea Legislativa (especie de congreso local), se eligie­
ron las jefaturas delegacionales. Estas elecciones locales coincidieron con las

un intenso diálogo con los ciudadanos y actuar eficientemente y con transparencia y hon­
radez. Implica también nuevas relaciones entre los partidos políticos y la sociedad civil, la 
participación ciudadana no partidista y una mayor responsabilidad de la gestión pública 
antes los ciudadanos. 413
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federales (ejecutivo y legislativo), y sus resultados marcaron un hito en la 
historia política del país, tanto por su transparencia como por la alternan­
cia política resultante, ya que por primera vez el Partido Revolucionario 
Institucional (PRI) resultó derrotado, al ganar la presidencia Vicente Fox, 
candidato del Partido Acción Nacional (de derecha). En el Distrito Federal 
ganó Andrés Manuel López Obrador, candidato del Partido de la Revo­
lución Democrática, con 38,3% de los votos; pero, a diferencia de la elec­
ción anterior, la Asamblea Legislativa ya no contó con una mayoría perre- 
dista. Por otra parte, también por primera ocasión, la población eligió a los 
16 jefes delegacionales9, de los cuales 11 provenían del Partido de la 
Revolución Democrática y cinco del Partido Acción Nacional.

Dentro de este escenario, el nuevo jefe de gobierno de la ciudad, An­
drés Manuel López Obrador, tomó posesión el 5 de diciembre de 2000, 
y aunque, en esencia, conservó el objetivo de lograr una sociedad demo­
crática y participativa, en su gobierno se aprecian una serie de cambios 
significativos, sobre todo en lo que se refiere a los programas y, en gene­
ral, a la operación de las políticas públicas. Se trató de un gobierno que 
reivindicó un Estado promotor y socialmente responsable, sustentado en 
tres ejes de identidad: 1) democracia participativa y justicia social, 2) efi­
ciencia, transparencia y austeridad, y 3) optimismo para trabajar por “la 
Ciudad de la Esperanza”; a lo cual se añadió el propósito explícito de 
profundizar el cambio democrático, a través de la participación basada en 
la diversidad, la tolerancia y el pluralismo que emergen desde la base 
misma de la sociedad (Gobierno del Distrito Federal, 2001).

En función de lo anterior, López Obrador planteó como objetivo 
central de su gobierno convertir a la Ciudad de México en “la Ciudad 
de la Esperanza”, es decir, en:

9 Las delegaciones son órganos desconcentrados a las que se transmitieron ciertas funciones 
y atribuciones de índole operativa y de atención directa al público, fundamentalmente en 
torno a la prestación de servicios urbanos, sociales y culturales. D e 1928 hasta 2000 se 
encontraban encabezadas por un delegado nombrado por el regente, después jefe de 
gobierno, y a partir de esa fecha fueron electos por los habitantes de la demarcación polí­
tico-administrativa.
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una ciudad en la cual los ciudadanos y las ciudadanas veamos el presen­
te como el momento en que juntos podemos afrontar con éxito los pro­
blemas, y el futuro como el surgimiento de una gran urbe sana, bella y 
segura para todos(...) El proyecto de ciudad solo tendrá fuerza si es com­
partido; es decir elaborado, aceptado y puesto en práctica por todos los 
ciudadanos y los actores organizados que constituyen la sociedad del 
Distrito Federal. En su elaboración deben tomar parte los funcionarios 
responsables así como los intelectuales y expertos que se mueven en el 
mundo de las ideas y la técnica. Pero eso no es suficiente, deben también 
participar los comités vecinales, los representantes de las organizaciones 
de la sociedad civil, los empresarios que financian y dirigen la producción 
y, sobre todo, los ciudadanos a quienes van a beneficiar los proyectos 
(Gobierno del Distrito Federal, 2001: 11).

A diferencia del gobierno precedente, que le apostó a espacios de parti­
cipación más vinculados a las organizaciones de carácter sectorial y temá­
tico, el gobierno de López Obrador planteó como espacio privilegiado 
de participación las 1.352 unidades territoriales en las cuales, para fines 
de las elecciones vecinales y de la gestión de las políticas públicas, fue 
dividido el Distrito Federal; esto con el propósito de “edificar un nuevo 
nivel de gobierno en la Ciudad: el de los vecinos organizados en su uni­
dad territorial” (Gobierno del Distrito Federal, 2001).

En 2005, Andrés Manuel López Obrador renunció a su cargo para 
contender por la presidencia de la república. En la ciudad, la campaña 
para las elecciones locales se desarrolló en relación con los acomodos y 
reacomodos de las fuerzas políticas partidarias a nivel nacional, más que 
sobre las dinámicas y la problemática de la capital. Marcelo Ebrard, quien 
había sido secretario de Gobierno de López Obrador fue impulsado por 
él como candidato del PRD a la jefatura de gobierno, y posteriormente 
ganó las elecciones con 47% de los votos10.

10 Marcelo Ebrard era un personaje político bien conocido en la capital. Fue secretario de 
Gobierno durante la regencia de Manuel Camacho Solís y junto con él formó el partido 
Centro Democrático. En 1997 fue electo diputado Federal de la LVII legislatura. En 2000 
se sumó a la Alianza por la Ciudad de México, encabezada por Andrés Manuel López 
Obrador, quien obtuvo el triunfo electoral en julio de ese año. Entre 2000 y 2006 fue 
secretario de Seguridad Pública y de Desarrollo Social del gobierno de la ciudad. 415
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Ebrard, por su misma trayectoria y compromisos políticos, tuvo que 
conformar un gabinete poco compacto y sin un proyecto compartido de 
ciudad (cada secretaría tiene el suyo), en el cual se encuentran represen­
tadas muy diversas corrientes y posturas ideológicas y políticas. En los 
cargos más importantes (Secretaría de Gobierno, Finanzas, Oficialía Ma­
yor, Consejería Jurídica y Desarrollo Urbano, entre otros) nombró a sus 
colaboradores más cercanos, quienes lo han venido acompañando desde 
que militaban en el PRI y después en el Partido del Centro Democrá­
tico. Los otros espacios los distribuyó entre las diversas corrientes del 
PRD y militantes de organizaciones civiles y sociales.

El lema adoptado por el gobierno de Ebrard es “ciudad con equi­
dad”. Para lograr este objetivo, en el Programa General de Desarrollo 
del Distrito Federal 2007-2012 se establecieron siete ejes estratégicos: 
1) reforma política: derechos plenos a la ciudad y sus habitantes; 2) 
equidad; 3) seguridad y justicia expedita; 4) economía competitiva e 
incluyente; 5) intenso movimiento cultural; 6) desarrollo sustentable y 
de largo plazo; y 7) nuevo orden urbano: servicios eficientes y calidad 
de vida, para todos. El tratamiento de cada uno de los ejes programáti­
cos tiene tres perspectivas transversales que marcan la forma en que se 
realizarán las líneas de política, estas son: equidad de género, ciencia y 
tecnología, y desarrollo de la vida pública en la ciudad. (Gobierno del 
Distrito Federal, 2007:9).

La equidad de género es una de las prioridades de la actual adminis­
tración, su objetivo central es lograr que las mujeres alcancen un efecti­
vo ejercicio de sus derechos y se destierren los mecanismos de subordi­
nación y discriminación que constituyen un lastre para nuestra sociedad, 
y hacia allá se ha caminado de manera notable11. La ciencia y la tecnolo­
gía conforman un ámbito estratégico para la promoción, la que habrá de 
servir para impulsar la transición a una economía basada en el conoci­
miento y la información. El desarrollo de la vida pública en el espacio

11 Destacan la Institucionalización de la perspectiva de género a partir de fortalecer el marco 
jurídico de derechos humanos de las mujeres del DF, incluyendo la ley para una vida libre 
de violencia y la interrupción legal del embarazo, y el Programa General de Igualdad de 
Oportunidades y no discriminación hacia las mujeres de la ciudad, del que se derivan 
varios programas como: el de corresponsabilidad social, Ciudades Seguras, Fortalecimiento 
de la transversalidad de la perspectiva de género, entre otros. (ÍNMUJERES , 2010)
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urbano es una perspectiva dirigida a restituir a la sociedad los espacios pú­
blicos y mejorar la calidad de los servicios, en particular del transporte 
público, para ampliar su capacidad y calidad. Esta perspectiva de largo 
aliento se propone la revitalización de nuestra cultura urbana, para pro­
mover una mejor convivencia, la reconstitución de los lazos de solidari­
dad y la generación de nuevas formas de vida colectiva, ello en un marco 
de mayor responsabilidad y participación (Gobierno del Distrito Federal,
2007).

La referencia explícita a la participación ciudadana se hace en algunos 
ejes del Programa General de Desarrollo, en especial en el eje denomina­
do “Reforma Política: derechos plenos a la ciudad y sus habitantes”. En 
este se plantea que una de las estrategias debe ser la reforma integral de 
la administración pública tendiente a “hacer un gobierno de la gente: cer­
cano, democrático, participativo y corresponsable, centrado en las necesi­
dades de la ciudadanía, así como coadyuvar a garantizar la plenitud de 
derechos a un gobierno eficaz, incluyente, defensor de los derechos, prin­
cipalmente los de las mujeres” (Gobierno del Distrito Federal, 2007:18).

No obstante, y a pesar de que en muchas ocasiones los distintos fun­
cionarios manejan un mismo discurso, como habíamos señalado, los 
contenidos y orientaciones son diferentes e incluso contradictorios. 
Aparentemente también son coincidentes con las demandas de las orga­
nizaciones sociales y civiles, no obstante hemos encontrado muchas 
contradicciones y al menos dos problemas: 1) diversas perspectivas y 
estrategias para fomentar el desarrollo de la ciudad (una visión más neo­
liberal, otra más social), y 2) falta de acuerdo y concurrencia para la rela­
ción gobierno-sociedad y el fomento de la participación.

Con algunas limitaciones, en el caso de la Secretaría de Desarrollo 
Social, el marco político e institucional ha resultado particularmente pro­
picio para la relación entre las organizaciones civiles y el gobierno, en 
tanto existe una cierta compatibilidad con los objetivos y las acciones de 
estas organizaciones. En esta medida, se puede hablar actualmente de una 
importante confluencia entre ambos, que ha dado lugar a la profundiza- 
ción de la relación en distintos ámbitos, a la diversificación de los planos 
de interlocución, a la creación de un espacio para la deliberación sobre 
las políticas públicas, al reconocimiento de las organizaciones como acto­
res fundamentales en la definición de los asuntos de carácter público, al 4 1 7
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otorgamiento de un estatuto legal a la participación de estas organizacio­
nes, y a la construcción de numerosos espacios de colaboración.

Hasta aquí una breve descripción de los planteamientos centrales de 
los tres gobiernos, pero, ¿qué políticas y programas han implementado 
para lograr los objetivos planteados? ¿Cómo han operado estas políticas 
y programas? ¿En qué consisten las diferencias entre las perspectivas y ac­
ciones entre uno y otro gobierno? Y, sobre todo, ¿en qué medida ha cam­
biado la relación entre el gobierno y la sociedad con estos gobiernos que 
se definen como de centro-izquierda? Responder a estas interrogantes es 
el objetivo de este trabajo; para ello, nos concentraremos en los progra­
mas, medidas y acciones que ha implementado el gobierno central en el 
marco de la política social, puesto que, a diferencia de los gobiernos ante­
riores, dicha política ha sido uno de los ejes principales en los tres gobier­
nos per redistas.

La reflexión que hacemos a continuación, si bien se sustenta en inves­
tigaciones previas (ver bibliografía) y en el análisis de diversos documen­
tos oficiales, se apoya, sobre todo, en el conocimiento que tenemos de las 
políticas de gobierno y la implementación de las mismas, a partir de 
nuestra participación en diversos espacios de representación, asesoría, 
consulta y evaluación12, así como por anáfisis e intercambio de ideas con 
funcionarios y otros actores: académicos, políticos y sociales.

La relevancia y los planteamientos centrales de la política social
De manera congruente con los principios de la política de izquierda en 
favor de la redistribución de la riqueza, la integración de las grandes 
mayorías a los beneficios del desarrollo y la promoción de la justicia social,
12 Lucia Álvarez ha sido contralora ciudadana, consejera ciudadana del Consejo de Gobierno 

de la Procuraduría Social, y asesora de la Coordinación de Enlace y Fortalecimiento de la 
Sociedad Civil. Cristina Sánchez Mejorada ha sido consejera ciudadana del Consejo de 
Gobierno de la Procuraduría Social y representante del mismo en el Comité Técnico del 
Programa de Rescate de las Unidades Habitacionales, y consejera ciudadana en represen­
tación de organizaciones civiles en el Consejo de Desarrollo Social del Distrito Federal; 
y participó en el grupo de trabajo (del mismo consejo) “Formas y redes de participación 
ciudadana”. Ambas han sido dictaminadoras y evaluadoras de distintos programas sociales, 
como los de coinversión, mejoramiento de vivienda y mejoramiento barrial.
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en los programas de desarrollo de los tres gobiernos perredistas, la políti­
ca social ha aparecido como el eje articulador de los objetivos y progra­
mas del gobierno de la Ciudad de México, y como signo de la prioridad 
asignada por estos gobiernos a la atención de los problemas sociales.

A nivel programático, durante el período de gobierno de Cár- 
denas-Robles, la política social buscaba mejorar la calidad de vida, re­
ducir la inequidad, alcanzar la justicia social, y reconstruir el tejido 
social. Las líneas estratégicas que se plantearon para lograr esos obje­
tivos consistían en:

- La construcción de un Estado con responsabilidad social.
- La responsabilidad compartida entre el Gobierno y la sociedad.
- La democratización de todos los ámbitos de la gestión pública.
- La transformación de la gestión gubernamental.
- La gobernabilidad sustentada en la democracia, la participación ciu­

dadana, la transparencia y honradez irrestricta de la administración, la 
creación de espacios amplios de diálogo con los diferentes sectores, y 
la distribución equitativa de los costos y beneficios del crecimiento 
económico, como condición para un verdadero desarrollo social (Go­
bierno del Distrito Federal, 1997).

Estas estrategias se sustentaron, a su vez, en cuatro vertientes: construcción 
de una ciudadanía social, desarrollo de políticas y acciones que conduz­
can a una mayor equidad e integración social, integración y consolidación 
de un sistema local asistencial, y desarrollo de programas de prevención, 
con énfasis en el apoyo familiar, redes sociales y salud mental y comunita­
ria; lo que implicó impulsar programas de desarrollo social tendientes a 
lograr una ciudadanía extendida en la que, además del respeto a los dere­
chos económicos, sociales y culturales, los habitantes de la ciudad pudie­
ran gozar de sus derechos civiles y políticos, incluyendo la participación 
en las decisiones públicas.

La política social se ubicó en la búsqueda de nuevos paradigmas, dis­
tantes tanto de la tradición centralista corporativa como de la nueva 
corriente autoritaria y privatizadora, lo que implicaba un trabajo a largo 
plazo. En la perspectiva de la gobernabilidad democrática consideraba 
fundamental para su ejercicio y operación, la vinculación con organiza- 4 1 9
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ciones de la sociedad civil, y para ello se establecieron seis modalidades 
de colaboración: interlocución con la ciudadanía y las organizaciones a 
través de la incorporación de sus opiniones en la definición de políticas 
públicas, apoyo a iniciativas sociales, trabajo compartido y corresponsa­
ble, contraloría social, enlace entre donantes y solicitantes de apoyo, e in­
corporación ciudadana a las acciones de gobierno.

Conviene destacar que el sistema que se desarrolló para integrar y 
coordinar los distintos elementos e intervenciones para instrumentar la 
nueva propuesta de política social fue el Sistema de Servicios 
Comunitarios Integrados (SECOI). Este sistema se convirtió en uno de 
los proyectos prioritarios de la Secretaría de Desarrollo Social y tuvo co­
mo propósito integrar y prestar aquellos servicios —públicos, sociales y 
privados— más pertinentes a la problemática de la comunidad, para inci­
dir en el fortalecimiento de las familias y las comunidades, como espacios 
fundamentales de bienestar, seguridad y convivencia de los individuos.

La estructura propuesta para el SECOI adoptó el modelo de varios 
niveles de los sistemas de salud: el nivel de contacto y red comunitaria 
que descansaba en el trabajo de las educadoras familiares en salud, quie­
nes detectaban la problemática social de la población y, mediante un sis­
tema de canalización y de información, iban refiriendo a las personas o 
familias de acuerdo a su problemática específica, hacia un primer nivel de 
atención. El primer nivel de atención se refiere a las instalaciones públi­
cas y privadas donde se brindan servicios sociales de impacto inmediato 
en las personas y las familias. En este nivel se fueron alineando todos los 
servicios sociales que ofrecían las delegaciones. Para que se coordinaran 
los servicios públicos federales y locales y los servicios privados de las 
organizaciones civiles, las subdelegaciones de desarrollo social pusieron 
en marcha los GRICOS (Grupos Interinstitucionales de Coordinación y 
Operación), en los que se acordaban las estrategias y las políticas y se esta­
blecía la colaboración. Finalmente, un segundo nivel de atención es el 
que se dirige a la población que se encuentra en situaciones de crisis, 
exclusión o abandono, ya fuera por enfermedades, problemas de violen­
cia o urgencias médicas (Secretaría de Desarrollo Social, 1999).

Uno de los objetivos centrales lo fue la formación de redes comunita­
rias o de barrio, referidas a la acción solidaria y coordinada que realizan 420 los actores o agentes locales (escuelas, iglesias, comercios, empresas, merca-
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dos públicos, organizaciones, etc.) para resolver problemáticas que surgen 
en su territorio o para mejorar las condiciones sociales del mismo. A este 
programa se incorporaron 1.200 educadoras de salud, así como diversas 
organizaciones civiles y sociales. Todo este esfuerzo se planteó con el obje­
tivo de reconstruir el tejido social, y recuperar los valores de solidaridad, 
competencia sana y trabajo con otros. Se implementaron 27 modelos de 
intervención que tienen que ver, fundamentalmente, con dos temas centra­
les: salud mental comunitaria, y cultura y educación (Jusidman, 2002).

El equipo de gobierno que se posicionó en 2000 modificó este plan­
teamiento, no tanto en la concepción de fondo, puesto que recuperó los 
mismos compromisos (con la justicia social, para mejorar la calidad de 
vida y reducir la inequidad), sino en las estrategias de intervención y rela­
ción con la sociedad civil. Así, en lugar de dar continuidad al fortaleci­
miento de las instituciones y a la atención de los conflictos sociales, el 
gobierno de López Obrador decidió dirigir los esfuerzos hacia las unida­
des territoriales y a canalizar la relación de manera directa e individuali­
zada hacia los sectores más vulnerables y necesitados. No obstante, en el 
Programa de Desarrollo Social (2001-2006) se parte del principio de que 
la política social debe crear mecanismos de integración social basados en 
la institucionalización de los derechos sociales, y se plantean como obje­
tivos fundamentales los siguientes:
- Contribuir a frenar el empobrecimiento de los habitantes de la ciudad.
- Promover el ejercicio de los derechos sociales y la equidad.
- Fomentar los valores de respeto a la dignidad, tolerancia, inclusión, 

diversidad, solidaridad, resolución pacífica de conflictos y apego a la 
legalidad.

- Abrir cauces a la participación organizada de los ciudadanos en los 
asuntos públicos.

- Prevenir y atender situaciones de violencia, adicciones e incidencia 
delictiva en las unidades territoriales.

- Promover la reconstrucción de la identidad y el sentido de pertenen­
cia a la comunidad.

Para alcanzar estos objetivos, se establecieron cuatro líneas estratégicas: 
promoción del ejercicio de los derechos sociales, promoción de la equi- 4 2 1
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dad, prevención del delito, la violencia y las adicciones, y protección a la 
comunidad (Gobierno del Distrito Federal, 2001).

Dentro de estas estrategias, cabe destacar que para promover el ejerci­
cio de los derechos sociales -a  la educación, la vivienda, el trabajo, la salud, 
el desarrollo económico, la protección social y el bienestar de los sectores 
más desprotegidos, con la participación organizada de la ciudadanía-, el 
gobierno central implemento cuatro programas: el Programa Integrado 
Territorial (PIT); el programa educativo (libros de texto gratuito para 
alumnos de secundaria, programa integral de mantenimiento de escuelas, 
sistema de bachilleratos y de enseñanza superior del Distrito Federal), el 
programa deportivo (deporte comunitario y de alto rendimiento), y el 
programa de participación ciudadana (asambleas vecinales, comités veci­
nales y programas de participación y desarrollo comunitario).

El PIT se convirtió en una prioridad y en el eje de la política social 
del gobierno. Contaba con varios subprogramas: apoyo a adultos mayo­
res, apoyo económico a personas con discapacidad, apoyo a consumido­
res de leche LICONSA, apoyo a niñas y niños en condiciones de pobre­
za y vulnerabilidad, ampliación y rehabilitación de viviendas, rescate de 
unidades habitacionales, desayunos escolares, créditos a microempresarios, 
apoyo al empleo y a la producción rural. El programa se diseñó partien­
do de un principio de integralidad establecido a partir de la demanda y 
las necesidades ciudadanas, y tenía como fundamento la actuación coor­
dinada y complementaria de distintas dependencias de la Secretaría de 
Desarrollo Social (que lo coordinaba), y las secretarias de: Salud, Medio 
Ambiente, Desarrollo Económico y Desarrollo Urbano y Vivienda. Cabe 
destacar que este ejercicio de coordinación se realizó con mucha eficien­
cia a nivel de las cúpulas (en especial en el marco del gabinete de 
Desarrollo Sustentable y la Comisión Interins ti tu ci onal de Desarrollo 
Social); no obstante, tuvo muchos problemas en su implementación y no 
se alcanzó a ver, ni llegó a la población, como un programa integral; por 
el contrario, se llegaron a percibir varias contradicciones y problemas, fun­
damentalmente porque el programa se implemento desde arriba y no 
partió de un conocimiento real ni de una visión integral de los proble-

Imas, ni supuso una participación activa de la comunidad.
Cada uno de los subprogramas tenía lógicas de funcionamiento muy 422 distintas. En la mayor parte de los casos operaron a través de becas o eré-
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ditos que las autoridades otorgaron directamente a los beneficiarios, y, 
también, en algunos casos, como el de Programa de Adultos Mayores, a 
través de pensiones mensuales fijas. El monto que se otorgó fue el mismo 
para todos y el número de beneficiarios dependió de los recursos presu­
puestarios que fueron aprobados por la Asamblea Legislativa.

El sustento económico de dichos subprogramas fiie, como el mismo 
gobierno lo denominó, el ejercicio de austeridad republicana que permi­
tió liberar fondos por cerca de veinte mil millones de pesos13 para el des­
arrollo, y el sustento político fiie la convicción de que es posible y nece­
sario entregar, a los habitantes de la ciudad, los recursos que son suyos y 
en su beneficio directo (Sosa, 2004).

La distribución de los recursos del Programa Integrado Territorial inclu­
yó a 872 unidades territoriales (de las 1.352) en las que se concentraba la 
población en condiciones de marginación. La decisión sobre quiénes eran 
los beneficiarios la tomaba el gobierno central, en el mejor de los casos 
con apoyo de las delegaciones, pero no pasaba por el comité vecinal, a 
excepción del programa de prevención del delito, que en sus inicios fo­
mentó la participación de los vecinos para definir las prioridades y el uso 
de los recursos, ejercicio que se mantuvo únicamente en el Programa de 
Rehabilitación de las Unidades Habitacionales (PRUH), mecanismo que 
recientemente fue retomado por el Programa de Mejoramiento Barrial, 
como se verá más adelante.

Una vez que los funcionarios responsables tomaron posesión para el 
sexenio 2006-2012, se dieron a la tarea de elaborar el programa de De­
sarrollo Social con base en los lincamientos definidos en el Programa 
General de Desarrollo del Distrito Federal y en los principios marcados 
por la Ley de Desarrollo Social, que había sido reformada en 200514. La

13 Alrededor de 1.600 millones de dólares.
14 A pesar de que la Ley de Desarrollo Social del Distrito Federal no se expidió como una 

“ley marco”, ya que en nuestro sistema jurídico no existe ese tipo de ordenamientos, y de 
que no cuenta con la armonización necesaria con otras leyes y disposiciones reglamenta­
rias en materia de desarrollo social, dicho ordenamiento debe considerarse como el refe­
rente fundamental del marco jurídico en la materia, en virtud de que en él se incluyen los 
objetivos y principios básicos de la política y gestión para el desarrollo social, los cuales 
tienen un carácter general, aplicable a todos los aspectos que involucra el desarrollo social.
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elaboración del Programa estuvo a cargo de algunos funcionarios que 
habían participado en el gobierno anterior y fiie el resultado de un pro­
ceso de análisis y deliberación que incluyó la organización de seis foros 
de consulta, dos seminarios de trabajo con expertos en política social de 
organizaciones sociales y académicas, dos sesiones de la Comisión Inter- 
institucional de Desarrollo Social y una sesión del Consejo de Desarrollo 
Social de la ciudad.

El objetivo central del programa es desarrollar una política social ten- 
dencialmente universal, integral, transversal, participativa y territorializa- 
da, que permita avanzar en el goce efectivo de los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales de los habitantes de la ciudad, para aba­
tir la desigualdad, promover la equidad social y de género, desarrollar la 
inclusión y la cohesión social en la perspectiva de la acumulación de 
derechos y la continuación en la construcción de un régimen y un 
Estado social de derecho en la Ciudad de México. Para ello, define cinco 
líneas programáticas: 1) ejercicio de los derechos sociales, combate a la 
desigualdad y la pobreza; 2) equidad social, de género e igualdad sustan­
tiva; 3) asistencia social con perspectiva de derechos; 4) participación ciu­
dadana, recuperación de la vida pública y fortalecimiento de la cohesión social; y 
5) desarrollo urbano incluyente y sustentabilidad con equidad (Secretaría 
de Desarrollo Social, 2007). Para lograr estos objetivos se mantienen los 
programas que formaban parte del PIT y que con el correr de los años 
se han ido perfeccionando y consolidando, sobre todo en términos de las 
reglas de operación, control y transparencia, aunque no hay garantía ni 
continuidad en el monto de los recursos que se otorgan, ya que estos se 
pueden incrementar o disminuir dependiendo de las prioridades del 
gobierno. En los cuatro años que lleva la actual administración, el espec­
tro de los programas y los recursos se han incrementado, pues se han ido 
sumando nuevos programas sociales. Aunque hay una multiplicidad de 
programas y acciones sociales, el gobierno reconoce 71 programas con 
reglas de operación bien definidas (Secretaría de Desarrollo Social, 
2010), que se desarrollan a través de diversas Secretarías y dependencias 
gubernamentales (ver Cuadro 1).

No obstante, por otro lado, a lo largo de los cuatro años que lleva el
(actual gobierno, se observa un retroceso. La política social ha dejado de 

tener la relevancia y prioridad que se le dio durante el período anterior,
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en especial como eje articulador de las acciones de gobierno, y, por lo 
mismo, la Secretaría de Desarrollo Social ha dejado de jugar el papel nor­
mativo y de conducción de los procesos y programas sociales. El PIT des­
apareció y en lo general, aunque hay algunas excepciones, se perdió todo 
sentido comunitario y de participación en la implementación de los pro­
gramas sociales, limitándose a las transferencias económicas o en especie 
que, a la fecha, se mantienen y están agrupados en el Sistema de Protec­
ción Social Red Angel15.

Es decir, a pesar del discurso en torno a los derechos económicos, 
sociales, culturales y ambientales (DESCA)16, prevalece un modelo de 
asistencia focalizado por la vía de la expansión de programas de transfe­
rencia directa de ingresos, como un paliativo en un contexto de debilita­
miento de los mecanismos e instituciones de protección y bienestar social 
a nivel federal. En general, los programas conservan un marcado signo de 
asistencia a los más pobres, que acaba derivando en prácticas clientelares; 
a excepción del programa de pensión alimentaria para adultos mayores de 
68 años, residentes en el Distrito Federal -consistente en una pensión o 
beca mensual que por ley no puede ser menor a la mitad de un salario 
mínimo-, que tiene cobertura universal y protege a todos los adultos ma­
yores que soliciten el apoyo.

15 Se define como el mecanismo permanente de articulación de programas que cubren y ase­
guran el derecho a la salud, la educación y la equidad en todas las etapas de la vida de las 
personas. Entre los programas que la conforman se encuentran: “Utiles y uniformes esco­
lares gratuitos, seguro contra la violencia familiar, apoyos económicos a las y los jóvenes 
beneficiarios de los programas de atención integral al estudiante, promotores educativos, 
estímulos para el bachillerato universal Prepa Sí, pensión alimentaria para adultos mayores 
de 68 años, seguro de desempleo, otorgamiento de estímulos económicos a deportistas 
sobresalientes y nuevos valores, apoyo a discapacitados, programa de mejoramiento de 
vivienda en lote familiar, atención integral para madres solteras residentes en el Distrito 
Federal, becas escolares para niñas y niños en condición de vulnerabilidad social, entre 
otros. A través de una tarjeta se otorga una cantidad mensual a personas de bajos recursos 
para que puedan a atender o resolver sus necesidades básicas (ver Cuadro 1).

16 La Procuraduría Social del DF, que en esta administración volvió a recuperar la idea de 
una defensoria social del pueblo, y por ende el objetivo de promover y hacer exigibles los 
derechos sociales de las y los capitalinos, agrupa los programas en torno al derecho a: la 
alimentación, la cultura, la educación, un medio ambiente sano, la protección y asistencia 
a la familia, el trabajo, la salud, una vivienda digna, un nivel de vida adecuado, igualdad de 
derechos entre hombres y mujeres, y el derecho a la ciudad (PROSOC, 2008) 425
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La fundamentación de estos programas (Cuadro 1) mezcla argumentos 
de variada índole: se presentan ligados a la idea de derechos respecto de 
mínimos sociales de inserción; pretenden renovar y articular la actuación 
de la política social; apuestan por resolver problemas del presente en la 
condición de vida de las familias y anticipar problemas del futuro; buscan 
romper el tradicional asistencialismo porque logran establecer un contrato 
o acuerdo con las familias; y abren oportunidades para los ex-cluidos 
(mujeres, adultos mayores, discapacitados, niños, jóvenes) y po-bres, para 
que alcancen mayores cuotas de poder al interior de su familia y entorno. 
Sin embargo, no responden a los requisitos de una política social integra- 
dora y basada en un sentido amplio de construcción de ciudadanía.

En el Cuadro 1 también se incorporan otros programas que implican 
transferencias de recursos del gobierno a la sociedad, organizaciones so­
ciales, civiles o vecinales, pero que tienen un sentido de corresponsabili­
dad y fomento de la participación comunitaria y ciudadana, a los que nos 
referiremos más adelante. Estos programas son: el Programa Comunitario 
de Mejoramiento Barrial, el de Unidades Habitacionales de Interés 
Social Ollin Callan con Unidad en Movimiento, y el de Coinversión 
Social.

Gobierno-sociedad: modalidades de relación 
e instancias de participación
La participación de la sociedad en la definición de políticas públicas

Frente a la crisis de las instituciones y del sistema político mexicano en 
general se han constituido y fortalecido diversas organizaciones de la 
sociedad civil, dispuestas a luchar por la democratización del sistema polí­
tico y la defensa de los derechos políticos y sociales de los ciudadanos. 
Estas organizaciones han desarrollado una crítica sistemática al clientelis- 
mo y a la corrupción estatal, y en general a los mecanismos de represen­
tación y participación corporativos, y han buscado establecer nuevas rela­
ciones y mecanismos de participación y colaboración con los gobiernos. 

Si bien democratizar garantizando el acceso de los ciudadanos y las 426 organizaciones a la actividad del Estado requiere de la democratización
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de las instituciones públicas y, en general, de un nuevo pacto social que 
lleve al rediseño de las instituciones y de la misma sociedad, los gobier­
nos del PRD en el Distrito Federal se plantearon establecer otro tipo de 
relaciones de colaboración con la sociedad civil y lograr una mayor co­
rresponsabilidad con la ciudadanía. En este caso, se trata de gobiernos, 
especialmente los dos primeros, que definen la participación ciudadana co­
mo el eje distintivo básico de la acción de gobierno, y la corresponsabi- 
lidad como estrategia fundamental para la construcción de una cultura 
política de participación ciudadana, donde el Gobierno del Distrito 
Federal y organizaciones de la sociedad civil unen sus esfuerzos para des­
arrollar una estrategia conjunta que haga frente al proceso de exclusión 
social que el modelo económico vigente viene generando (Gobierno del 
Distrito Federal, 2001).

En este marco tuvo lugar la aprobación de la primera la Ley de Partici­
pación Ciudadana (en 1998), donde se recogían diversos principios sobre 
los cuales se debía fincar la participación ciudadana: democracia, corres­
ponsabilidad, inclusión, solidaridad, legalidad, respeto, tolerancia, sustenta- 
bilidad y pervivencia17 (Gaceta Oficial del DF, 1998). Cada uno de estos 
principios, aparentemente, apuntaba hacia una nueva cultura política, que 
alude a “democratizar” la toma de decisiones que afectan la vida ciudada­
na y, con ello, la recuperación de legitimidad y la gobernabilidad de la ciu­
dad. Esta ley ha sido objeto de sucesivas reformas, de las cuales la más 
reciente se aprobó el 27 de mayo de 2010; en esta nueva versión, la parti­
cipación ciudadana es definida como: “el derecho de los ciudadanos y habi­
tantes del Distrito Federal a intervenir y participar, individual o colectiva­
mente, en las decisiones públicas, en la formulación, ejecución y evaluación 
de las políticas, programas y actos de gobierno” (Art. 2). A los principios 
enunciados se añaden otros como: la pluralidad, la responsabilidad social y 
la autonomía. Se reconoce también la relevancia de la capacitación para la 
construcción de una ciudadanía plena, el fomento a una cultura de la trans­
parencia, la rendición de cuentas y el respeto a los derechos humanos.

17 En la Ley aprobada en 2004, ya no fueron incluidos estos principios sobre los que se fun­
damenta la participación ciudadana. 427
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En términos generales se puede hablar de un gran proceso que dio 
lugar a una serie de mediaciones institucionales (instancias de participa­
ción, canales de comunicación, lincamientos normativos, etc.) que actual­
mente constituyen un complejo y novedoso entramado de relaciones, 
espacios y mecanismos destinados a auspiciar la participación ciudadana, 
mediante diversas estrategias de colaboración con el Gobierno. Durante 
el gobierno Cárdenas-Robles se pueden identificar cinco modalidades 
básicas de relación: la relación directa de consulta para el gobierno, la re­
lación entre redes de organizaciones civiles y el Gobierno, el desarrollo 
conjunto de programas específicos, el impulso de proyectos específicos y 
las consultorías18. En el gobierno de López Obrador, estas modalidades 
cambiaron; se fomentó y priorizó la relación con los comités y asamble­
as vecinales, mientras que la relación con las organizaciones sociales y 
civiles se diluyó; la relación con estas últimas se conservó fundamental­
mente a través del impulso de proyectos específicos y de “coinversión”; 
y se destacó la consulta directa a la ciudadanía.

En estos últimos años, durante el gobierno de Ebrard, la participación 
ciudadana ha dejado de tener relevancia, a pesar del discurso en este sen­
tido y del reconocimiento de la participación como un derecho. Aunque 
se sostienen varios de los programas, se ha perdido el sustento que 
fomentaba la participación ciudadana. Se realizan actividades en el terri­
torio pero muy desarticuladas, se han dejado de hacer las asambleas infor­
mativas y de rendición de cuentas, se ha dejado de convocar a los conse­
jos temáticos, y aunque los programas de coinversión y otros se han man­
tenido, el sustento que les daba vida ha desaparecido, al convertirse en 
simples programas de transferencia de recursos. A excepción de algunos 
casos o programas donde ciertos actores se han apropiado de los mismos, 
como veremos posteriormente, en la mayor parte de los casos, no se da 
ni se fomenta la participación. Debe señalarse, también, que desde la pri­
mera elección de los comités vecinales, en 1999, estos no fueron renova­
dos sino hasta diez años después, en octubre de 2010, con las implicacio­
nes que esto tiene.

Para ilustrar el curso seguido por la participación ciudadana en los 
tres gobiernos perredistas de la Ciudad de México, nos detendremos, a

428 18 U n desglose más amplio del tipo de relaciones se encuentra en Canto (2000a).



continuación, en el perfil asumido por la misma en relación con la ope­
ración de tres programas vinculados con el desarrollo social que pro­
mueven la participación vecinal, ciudadana y de organizaciones civiles: 
el Programa de Coinversión social, el Programa de Rehabilitación de 
Unidades Habitacionales (PRUH) y el Programa Comunitario de Me­
joramiento Barrial.

La participación ciudadana y la política de desarrollo social en el Distrito Federal

Programa de Coinversión Social
Este programa, conocido —durante el gobierno de C. Cárdenas- como 
“Novib-GDF”, fue un programa de coinversión y cogestión entre la so­
ciedad civil, el gobierno de la ciudad y una agencia holandesa de coope­
ración internacional (Novib), con el propósito expreso de generar mode­
los replicables y propuestas de políticas públicas para el desarrollo social 
en el Distrito Federal, buscando, en el proceso, contribuir a una transfor­
mación positiva en las relaciones entre la sociedad civil organizada y el 
gobierno del Distrito Federal. Para un primer período de tres años, cada 
una de las partes acordó aportar un total de US$ 500 mil por año, para 
los proyectos que resultaran seleccionados.

La intencionalidad del Programa de Coinversión, aunque de por sí 
valioso, no se limitó a tratar de potenciar los recursos de las organizacio­
nes para implementar proyectos de desarrollo social, sino que se planteó 
favorecer la construcción de una nueva relación entre el Gobierno y la 
sociedad basada en la corresponsabilidad, a través de un modo de inter­
vención social que respondiera a las necesidades de la ciudadanía.

Se seleccionaron nueve proyectos entre 47 propuestas, estos tienen en 
común la posibilidad de implementar, probar y consolidar metodologías 
de intervención en las que se priorizaba la intervención activa de los 
beneficiarios y/o promotores comunitarios en el diseño de diagnósticos, 
planes, programas y alternativas de solución. Otro aspecto que compar­
ten es que la mayoría de ellos ofrece servicios alternativos en cuanto a: 
alimentación, salud, educación, desarrollo urbano, empleo, y proyectos 
productivos, culturales y recreativos.

En un esfuerzo por reforzar el programa, este se redimensionó duran­
te el gobierno de López Obrador bajo el nombre de Programa de 429
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Coinversión para el Desarrollo Social, en el que participaban con recur­
sos la Dirección de Equidad y Desarrollo Social, el Instituto de las 
Mujeres, el Instituto de la Juventud del Distrito Federal, el Sistema para 
el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), la Procuraduría Social por 
parte del Gobierno y, en concreto, de la Secretaría de Desarrollo Social, 
y por el lado de las organizaciones civiles, la Agencia de Cooperación 
NOVIB-OXFAM, representada por la fundación Vamos-FDS.

Los proyectos que ha apoyado el Gobierno están dirigidos a construir 
e incrementar los niveles de cohesión y organización social, así como al 
desarrollo de capacidades habilidades y conocimientos ciudadanos para la 
búsqueda de soluciones a problemas comunes, con la finalidad de mejorar 
la calidad de vida de personas, familias, grupos, comunidades y diversos 
sectores sociales. En la última convocatoria se estipula que el programa se 
propone reforzar procesos de articulación y cooperación entre las organi­
zaciones civiles y las instancias del gobierno central y delegacional, a par­
tir de iniciativas ciudadanas y comunitarias que incidan en el campo de lo 
público y propicien una sinergia social que favorezca el desarrollo social 
desde el territorio y el pleno ejercicio de los derechos sociales. Las insti­
tuciones que convocan y financian son: la Secretaría de Desarrollo Social 
a través de la Dirección General de Igualdad y Diversidad Social (DGIDS), 
el Instituto de las Mujeres del Distrito Federal (INMUJERES-DF) y el 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Distrito Federal (DIF- 
DF) y eventualmente el Instituto de Acceso a la Información Pública del 
Distrito Federal (Info-DF), la Procuraduría Social del Distrito Federal 
(PROSOC), entre otras.

A lo largo de estos años, los 1.097 proyectos y actividades que se han 
apoyado se refieren, fundamentalmente, a la atención a indígenas y a 
jóvenes, promoción de la cultura, atención a adultos mayores, participa­
ción en políticas públicas y prevención de la violencia. Cabe destacar que 
en los últimos cuatro años, los ejes temáticos en los que pueden partici­
par son: desarrollo comunitario, participación social y ciudadana, promo­
ción de los derechos humanos, no discriminación, diversidad familiar, 
sexual, cultural y étnica, promoción y acceso de las mujeres al ejercicio 
de sus derechos humanos y a una vida Ubre de violencias, derecho al 
acceso a la información pública y rendición de cuentas gubernamentales, 

4 3 0  comunicación alternativa, equidad, y combate a la pobreza.
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Con el fin de no limitarse al apoyo económico y fomentar la correspon­
sabilidad vinculando los esfuerzos del Gobierno y de las organizaciones, a 
partir de 2004, se han desarrollado diversas actividades como seminarios y 
talleres a través de los cuales se pretende el intercambio de conocimientos 
y el desarrollo de estrategias comunes para contribuir a la formulación de 
políticas públicas en materia de desarrollo social. Entre estos destacan un el 
Seminario “La Política Social y las Organizaciones Civiles del Distrito 
Federal” y dos encuentros (en los que han participado funcionarios y orga­
nizaciones) denominados “Construyendo la corresponsabilidad social”, con 
el objetivo de desarrollar estrategias, acciones y alianzas intersectoriales que 
permitan la construcción y consolidación de espacios interinstitucionales 
de reflexión, intercambio y cooperación para la conformación de agendas 
temáticas y territoriales.

Paralelamente, el Gobierno, consciente de la relevancia de sumar es­
fuerzos y recursos con organizaciones civiles y privadas para promover y 
fomentar programas de prevención y atención a grupos sociales de alta 
vulnerabilidad, implemento el Programa de Financiamiento para la 
Asistencia Social. Este se define como un trabajo colectivo en el que con­
curren las participaciones del Instituto de Asistencia e Integración Social 
del DF, la Escuela Nacional de Trabajo Social de la Universidad Nacional 
Autónoma de México (UNAM), la Universidad Autónoma Metropo­
litana (UAM), El Colegio de Notarios, la Junta de Asistencia Privada, el 
Monte Pío Luz Saviñón y el Nacional Monte de Piedad, en un comité 
evaluador que es responsable de la revisión y elección de los programas 
beneficiados. El Monte Pío (con el que se inició el programa) y el Na­
cional Monte de Piedad participan, además, con recursos financieros pro­
pios. A la fecha, se han financiado, con 173,076.181 pesos, 1.182 proyec­
tos propuestos por organizaciones sociales, instituciones de asistencia pri­
vada y asociaciones civiles. Estos recursos se han destinado a la atención 
de enfermos terminales, niños, niñas y jóvenes en riesgo o en situación 
de calle, personas con adicciones, adultos mayores, discapacitados, vícti­
mas de situaciones de emergencia o desastre o mujeres víctimas de vio­
lencia, maltrato o desintegración familiar.

Los dos ejercicios se institucionalizaron a partir de la aprobación de la 
Ley de Fomento para las Actividades de Desarrollo Social de las Organi­
zaciones Civiles, marco jurídico que norma la relación entre el Gobierno 4 3 1
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y las organizaciones y en el que se destaca la importancia de su partici­
pación en el desarrollo social, haciendo alusión a la necesidad de la co­
rresponsabilidad social en este campo, para lo que establece como prerro­
gativa la posibilidad de que las instituciones reciban fondos públicos para 
el desempeño de su labor y para su intervención en el diseño y ejecución 
de las políticas públicas (Canto, 2000b).

Programa de Rehabilitación de Unidades Habitacionales
En el gobierno de López Obrador, un programa que destacó por fomen­
tar la participación de los condominos es el Programa de Rehabilitación 
de Unidades Habitacionales (PRUH), que está a cargo de la Procuraduría 
Social del Distrito Federal, y responde al reconocimiento de que los con­
juntos o unidades habitacionales en el Distrito Federal son residencias 
colectivas de alta inversión pública (se señala que tienen un valor comer­
cial que rodea los cien mil millones de pesos), que alojan a un núcleo 
humano de vastas dimensiones, con características sociales y económicas 
de diferente tipo. La mayor parte de estas unidades fiie construida por 
organismos públicos, y algunas se encuentran en tal estado de deterioro 
y abandono que ponen en riesgo los inmuebles y, por consecuencia, 
demeritan las condiciones de vida y la convivencia de quienes habitan 
dichos conjuntos habitacionales. Si bien la mayor parte de estos conjun­
tos se ha constituido bajo el régimen de propiedad en condominio, y por 
tanto sus habitantes son los responsables de la conservación de las áreas 
comunes, la falta de civismo y, en general, de una cultura condominal, la 
falta de recursos y la ausencia de programas gubernamentales han lleva­
do a que se observe un profundo deterioro, tanto físico como social, en 
estos espacios . 19 20

19 Para profundizar y conocer más sobre el programa y, en general, las condiciones de habi­
tabilidad de los conjuntos, revisar los informes de investigación coordinados por Judith 
Villavicencio.

20 Cabe señalar que, para los efectos de este programa, una unidad habitacional se considera de 
interés social si esta fue construida por un organismo público de vivienda, como: Fondo de 
la Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
(FOVÍSSSTE), el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores
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Con el fin de abatir y frenar dicho deterioro, se planteó como obje­
tivo del programa: conservar y mejorar las áreas comunes de las Unidades 
Habitacionales de Interés Social20 del Distrito Federal, y así crear condi­
ciones de bienestar y vida digna para los habitantes de las mismas21. Para 
ello, se planteó que el Gobierno entregaría recursos económicos con el 
carácter de subsidios o “beneficios” a los habitantes de las unidades habi­
tacionales, con la idea de que, de común acuerdo, los aplicaran para resol­
ver o atender los problemas más apremiantes. Este programa opera desde
el nivel central, bajo la coordinación de la Procuraduría Social del

22Distrito Federal .
Siendo congruentes con el interés de las autoridades de fomentar la 

participación y la vida democrática de la ciudad, en los mecanismos de 
operación del programa, se estableció que serían los mismos condominos 
quienes, en asamblea, definirían los problemas a atender, seleccionarían a 
los proveedores de servicios y manejarían los recursos. Para esto era indis­
pensable que en cada unidad habitacional (UH) se organizaran y consti­
tuyeran dos comités, uno de administración y otro de supervisión, con la 
finalidad de transparentar el manejo de los recursos. Para fomentar la par­
ticipación y tomar las decisiones, se planteó que en cada unidad se reali-

(INFONAVIT, el Fideicomiso del Fondo Nacional de Habitaciones Populares (FONHA- 
PO), entre otros. N o  obstante, a este segundo criterio, se agrega la opción de tener un 
deterioro evidente o un requerimiento urgente en las unidades habitacionales que fueron 
construidas por instituciones privadas, en las cuales el apoyo estatal es obligatorio, por el 
grado de deterioro del inmueble o la demanda ciudadana existente.

21 En concreto, se establecieron como objetivos: 1) elevar la calidad de vida de la población 
de las unidades habitacionales, 2) revertir el deterioro físico y social que se presenta en 
estos conjuntos habitacionales, 3) generar una cultura de apropiación del espacio público- 
común en beneficio de la colectividad, 4) mejorar las condiciones de habitabilidad, 5) 
consolidar y fortalecer la vida condominal, 6) fomentar los valores de la convivencia: tole­
rancia, respeto, cooperación y participación entre vecinos, y 7) fomentar una cultura de 
corresponsabilidad entre Gobierno y sociedad para la solución de los problemas.

22 La Procuraduría Social (PS) es la institución a la que, en materia condominal, le corres­
ponde procurar y apoyar el cumplimiento de la Ley de Propiedad en Condominio -refor­
mada recientemente-. En este ámbito, la PS es ahora autoridad, pues fiie facultada para 
imponer sanciones administrativas a quienes violen dicha ley, y para llevar el registro de 
los administradores condominales, autorizar los libros de actas e intervenir en asambleas, 
si se le solicitare. En esta materia, también tiene facultades como mediadora, conciliadora 
y árbitro. En materia de arrendamiento, la Procuraduría Social puede realizar la función 
de amigable composición en casos conflictivos entre inquilinos y arrendatarios.
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zarían: 1) una asamblea o reunión en la que se informe del programa, se 
integre una Comisión de Conservación y Mejoramiento que se encarga­
rá de recibir las propuestas de los habitantes de cada UH, y se defina el 
lugar, la fecha y la hora de la primera reunión de trabajo de la comisión; 
y 2) reuniones de trabajo en las que, con el apoyo de los operadores, los 
vecinos: formalicen la solicitud de su ingreso al programa, elaboren el 
diagnóstico de la UH y el padrón de viviendas para el registro de asisten­
tes a la Asamblea Ciudadana, firmen los compromisos ciudadanos, y revi­
sen y emitan la convocatoria para la Asamblea Ciudadana.

En las reuniones de trabajo se levantan un acta de instalación de la 
comisión y un acta de acuerdos donde se establecen los compromisos 
asumidos y las fechas de entrega del padrón por viviendas, y el diagnós­
tico de la unidad habitacional. Los compromisos ciudadanos quedan esta­
blecidos en un contrato de corresponsabilidad, en el que también se esta­
blecen los requisitos, el lugar y la fecha acordados por la Comisión de 
Conservación y Mejoramiento para recibir las diferentes propuestas. En 
la Asamblea Ciudadana se presentan los distintos trabajos de conservación 
y mejoramiento que cubrieron los requisitos establecidos y los habitan­
tes votan por aquél o aquellos proyectos que consideran que se deben 
realizar con los recursos del programa. Por lo general, en las asambleas se 
presentan dos o más propuestas, algunas se refieren al mismo problema 
pero con distintos proveedores y costos, y otros hacen propuestas distin­
tas o priorizan más una cosa que la otra. En dicha asamblea, además, se 
eligen los integrantes del Comité de Administración que se encarga de 
manejar los recursos, contratar al proveedor de servicios, pagarle, etc., y 
los del Comité de Supervisión Ciudadana, que debe supervisar el buen 
manejo de los recursos y el desarrollo de las obras, con la calidad, tiem­
po y forma con que fueron aprobadas

Sin lugar a dudas, se trata de un programa que ha intentado incorpo­
rar a los habitantes de los conjuntos habitacionales tanto en las decisio­
nes como en la administración de los recursos y el control de las obras y, 
aunque se ha fomentado la participación y la conciencia ciudadana, y esta 
se ha incrementado año tras año, sigue siendo limitada. Esto es así debi­
do a la falta de una cultura de participación y colaboración, al alto nivel 
de conflictos vecinales al interior de los conjuntos, a la falta de confian- 434 za en sí mismos de los ciudadanos para administrar un recurso colectivo



y finiquitar una obra en beneficio de todos; y a la mala fe de algunos gru­
pos de interés, que se constituyen en el principal obstáculo para la con­
secución de los objetivos del programa.

En una encuesta aplicada (Villavicencio, 2003a y 2003b) en 28 uni­
dades habitacionales donde el programa llevaba un año operando, solo la 
mitad (53%) de los 444 vecinos encuestados conocía realmente el progra­
ma. De las 225 personas que tenían conocimiento del programa, más de 
las tres cuartas partes reconoce que la decisión se tomó en una asamblea 
y que participó en la decisión, y solo el 10% manifestó su desacuerdo con 
la medida. Resulta interesante que de los que estaban de acuerdo con la 
decisión que se tomó, 88% respondió favorablemente cuando esta se dio 
en una asamblea (entre todos), bajó a 78% cuando, dicen, la decisión estu­
vo fundamentalmente en manos de la administración, y es tan solo de 
57% cuando lo decidió un grupo de vecinos, aunque siempre haya sido 
en asambleas. De las 95 personas que no opinaron sobre el programa, 45% 
dice que no lo conoce porque no tiene tiempo, casi nunca está en la uni­
dad y, por tanto, no asiste a las reuniones. El 34% no sabe dónde hacerlo, 
a quién dirigirse o por qué cuando lo hace no lo toman en cuenta, otro 
20% considera que participar implica conflictos, y no le gusta meterse en 
asuntos públicos. El 17% que se mostró en desacuerdo con las decisiones 
tomadas considera que se necesitaban más otros trabajos (47%), la asam­
blea no estuvo bien organizada, un grupo impuso su voluntad, la toma de 
decisiones no fue democrática (31%), y quienes integran los comités no 
son confiables o pertenecen a otro grupo (14%). Un balance positivo del 
programa y la participación de los condominos se puede hacer a partir de 
la opinión respecto al manejo de los recursos, ya que más de las tres cuar­
tas partes de las personas que conocen el PRUH consideran que los 
recursos y el mismo programa han estado bien manejados. A la fecha el 
Programa es plenamente conocido por los habitantes de las unidades, 
pero aunque se ha incrementado la participación de los condominos, en 
general esta sigue siendo muy baja, pues tan solo representa alrededor de 
un 20% de los habitantes de la unidad y las tendencias siguen siendo las 
mismas.

Por lo general, el personal de la Procuraduría Social ha tratado de ser 
muy riguroso y respetar los mecanismos de operación, no solo porque 
uno de sus objetivos centrales es fomentar la participación de los condó- 43 5
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minos en la resolución de los problemas de su unidad, sino también por­
que se ha percatado de que es la mejor manera de evitar conflictos, entre 
los vecinos, y entre estos y la propia Procuraduría Social. Aún así, ha 
habido algunos problemas, entre los que destaca que un grupo de veci­
nos (por lo general el grupo opositor a la propuesta ganadora) se en­
cuentre en desacuerdo con la obra seleccionada; también hay quienes 
impugnan el procedimiento, pues la votación no se hizo democrática­
mente, hubo coacción, o asistieron muy pocos vecinos, etc. Cuando los 
argumentos de quienes se oponen son sólidos y bien fundamentados se 
ha repuesto el procedimiento (es decir, la asamblea se repite) y con ello 
se han arreglado los problemas.

También se han presentado algunos problemas con otros funcionarios 
o representantes populares, que han intentado aprovechar el éxito del 
programa para establecer relaciones clientelares. En esos casos se han rea­
lizado asambleas para aclarar y desvincular a la Procuraduría de tal ges­
tión. Por otra parte, los mecanismos de operación se han ajustado de tal 
manera que resulta muy difícil hacer proselitismo o establecer relaciones 
de clientela. Otro problema que se ha ido resolviendo es la falta de capa­
citación de algunos operadores del programa y de los coordinadores , 
para lo que se han implementado cursos, sobre todo para el manejo ade­
cuado de las asambleas y los conflictos, capacitación que se hizo extensi­
va a los comités de administración y supervisión.

Cuando, en 2006, un nuevo equipo asumió la responsabilidad de diri­
gir la Procuraduría Social, se propuso renovar el Programa Social dirigi­
do a las unidades habitacionales, no solo para propiciar mejoras materia­
les en sus áreas comunes, sino para promover procesos de carácter social, 
educativo y cultural que favorezcan el fortalecimiento del tejido comu-

23 La estructura organizativa de la Procuraduría Social no estaba preparada para atender un 
programa de esta envergadura. A  la cabeza de la institución se encuentra el o la procura­
dora (ahora también Coordinadora del PRUH) y de ahí se derivan dos subprocuradurí­
as: la de Quejas y Orientación Social y la de Concertación Social sobre la que recayó la 
responsabilidad de atender el programa. Además, 24 servidores públicos de la 
Subprocuraduría de Concertación Social, Subprocuraduría de Quejas y Orientación 
Social, Coordinación de Oficinas Desconcentradas y Coordinación General de 
Recomendaciones y Asuntos Jurídicos integran el equipo responsable del Programa. N o  
se contrató personal habilitado para el programa, todos trabajaban ahí y realizaban funcio­
nes muy distintas.
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nitario y la organización formal condominal; solo de esta manera podrán 
revertirse las condiciones de deterioro que aun se presentan en este mo­
mento, así como fomentar el desarrollo de proyectos que ayudarán a la 
sustentabilidad de los conjuntos habitacionales y la protección del medio 
ambiente. De esta manera, se renovó el Programa para el Rescate de Uni­
dades Habitacionales de Interés Social (PR.UH), dando paso al Programa 
Social de Unidades Habitacionales Ollin Callan con Unidad en Movi­
miento, a través del cual se puso énfasis en la promoción de la participa­
ción social y la restitución del tejido social al interior de las mencionada 
unidades. Además del impulso de presupuesto participativo, que ya se ve­
nía dando, para definir de manera colectiva el uso de los recursos en obras 
de recuperación física, se promovió la organización condominal y comu­
nitaria, para el incentivo de actividades que contribuyeran a la conviven­
cia solidaria y la resolución no violenta de conflictos. Entre 2006 y 2009 
se llevaron a cabo más de dos mil obras y miles de acciones sociales, como 
la formación de coros populares, actividades deportivas y culturales, la 
promoción de los derechos de las niñas y los niños, actividades educati­
vas y culturales para la prevención de la violencia hacia las mujeres y la 
defensa de sus derechos humanos, formación de mujeres en oficios no 
tradicionales, fiestas tradicionales, ferias de salud y actividades lúdicas de 
promoción de los DESCA. También se impulsaron diez proyectos inte­
grales que son ambientalmente responsables, es decir, que contribuyen al 
mejoramiento del ambiente. Estos se realizaron gracias al esfuerzo orga­
nizativo de los vecinos y vecinas de estas unidades habitacionales.

Además del Consejo de Gobierno (de composición mixta con cuatro 
consejeros ciudadanos) que rige a la institución, en el 2007 se instauró 
Consejo Ciudadano de la Procuraduría Social, como una instancia ple­
namente ciudadana (integrada por treinta miembros de organizaciones 
sociales y civiles) de consulta, retroalimentación y fortalecimiento de la 
ciudadanía, con los que la Procuraduría Social delibera en torno a sus 
programas e iniciativas. Desde este espacio, entre otros, se promovió la 24

24 Dicha carta tiene como objetivos primordiales: 1. Contribuir a la construcción de una 
ciudad incluyente, habitable, justa, democrática, sustentable y disfrutable; 2. Contribuir a 
impulsar procesos de organización social, fortalecimiento del tejido social y construcción 
de ciudadanía activa y  responsable; y, 3. Contribuir a la construcción de una economía
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“Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad”24 la que fiie 
firmada por las autoridades en Julio de 2010.

Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial
Con la llegada del primer gobierno electo del Distrito Federal, en 1997, 
las organizaciones civiles25 que integran la Coalición Hábitat México 
tuvieron la oportunidad de proponer una política de vivienda para la ciu­
dad. Se abrió, así, un proceso compartido con el Instituto de Vivienda, 
para diseñar, poner en operación, cofinanciar y dar seguimiento a dos 
programas orientados a apoyar a los sectores sociales que autoproducen 
sus viviendas: el Programa de Mejoramiento de Vivienda y el de Vivienda 
Nueva en Lotes Familiares. Al diseño y puesta en marcha de estos pro­
gramas se sumaron la Caja Popular Mexicana, que fungió como la ope­
radora financiera en su etapa piloto, y una organización social, la Unión 
Popular Revolucionaria Emiliano Zapata (UPREZ), que, junto con la 
organización civil Fomento Solidario de la Vivienda (FOSOVI), partici­
pó como cofinanciadora. Lo relevante de esta experiencia no estriba úni­
camente en la participación y coordinación de distintos actores, sino en 
la realización de un trabajo previo entre estos y el que se puso en prác­
tica en zonas donde ya existía algún tipo de organización de la comuni­
dad, la cual fungió como contraparte e hizo posible la articulación del 
programa. Sin embargo, el gobierno que tomó posesión en el año 2000 
retomó e impulsó el programa de manera masiva, cambió las reglas de 
operación y disminuyó la participación de las organizaciones sociales y 
civiles, limitándola a brindar asesoría técnica al beneficiario.

No obstante, la experiencia de estos equipos técnicos en la operación

urbana equitativa, incluyente y solidaria que garantice la inserción productiva y  el forta­
lecimiento económico de los sectores populares. El derecho a la ciudad, de acuerdo con 
estos objetivos, puede coadyuvar a ser factor de fortalecimiento social y político de la 
población, de ordenamiento y manejo territorial sustentables y de crecimiento de la eco­
nomía solidaria.

25 Estas organizaciones son: el Centro Operacional de Vivienda y Doblamiento (COPE VI), 
Fomento Solidario de la Vivienda (FOSOVI), Casa y Ciudad, y Centro de la Vivienda y438 Estudios Urbanos (CENVI).
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del programa les permitió identificar una serie de elementos relevantes 
que los convenció de la necesidad de ampliar las acciones de mejora­
miento más allá de la vivienda. Hacía finales del año 2006, el grupo de 
asesores técnicos del Programa de Mejoramiento propuso al titular de la 
Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (SEDUVI) que se dieran a 
conocer los avances de los resultados de los talleres de habitabilidad, 
donde se exponían propuestas para apoyar la producción social de la 
vivienda y del barrio en la Ciudad de México. El titular de la SEDUVI 
planteó que se realizaran mesas de trabajo coordinadas por el Instituto de 
la Vivienda del Distrito Federal (INVI) para reflexionar sobre el tema. Si 
bien estos trabajos no dieron como resultado el diseño de un programa 
de mejoramiento barrial, sí permitieron que el grupo de asesores técni­
cos, junto con los demás actores que se habían involucrado en el tema de 
la producción social del hábitat, se organizaran en el Colectivo Social en 
Política de Mejoramiento Integral del Barrio (2006)26.

Este colectivo mantuvo la negociación con las autoridades, y logró 
que el jefe de gobierno aprobara la realización del programa, pero esta vez 
junto con la Secretaría de Desarrollo Social. Una vez admitidos el pro­
grama y la asignación de los recursos se integró una comisión con repre­
sentantes del gobierno y del colectivo para diseñar las reglas de operación 
y la convocatoria del Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial. 
Se definió el formato en que se debían presentar las propuestas donde se 
solicitaba un diagnóstico socioterritorial del barrio, colonia o pueblo en 
el que habría que intervenir; los objetivos, características y metas del plan; 
su viabilidad en materia de desarrollo urbano y social, y de protección o 
mejoramiento del medio ambiente; el programa arquitectónico, el presu-

26 Se trata de un grupo de trabajo integrado por vecinos, organizaciones sociales, organis­
mos colegiados, universidades, organizaciones civiles, talleres de habitabilidad, laboratorios 
de habitabilidad, profesionistas independientes y estudiantes interesados en promover, des­
arrollar e impulsar la producción social del hábitat. Sus objetivos centrales son: 1) generar 
un programa para el mejoramiento integral del barrio y vivienda, con proyectos partici- 
pativos para mejorar las condiciones de vida de la población de menores ingresos; 2) inci­
dir en la política pública relativa al mejoramiento del hábitat, para un modelo de mejora­
miento integral de los barrios del Distrito Federal; 3) fomentar la participación real de la 
comunidad socialmente reconocida; y 4) impulsar un desarrollo del hábitat de manera 
integral, construyendo legitimidad, desarrollo socioeconómico, y dignificación y recupe­
ración de espacios públicos y vivienda. 439
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puesto tentativo y el calendario de trabajo; y los indicadores de impacto, 
gestión y evaluación del plan. La convocatoria pública se lanzó en junio 
de 2007 y a ella respondieron agrupaciones u organizaciones vecinales de 
las 16 delegaciones del Distrito Federal, presentando 139 proyectos.

Uno de los requisitos fundamentales para otorgar el recurso era que 
el proyecto estuviera avalado por la comunidad, y en el caso que hubie­
ra dos o más, solo se aceptaría aquél con mayor número de votos. Por lo 
que, una vez cerrada la convocatoria, la Subsecretaría de Participación 
Ciudadana realizó asambleas ciudadanas en cada una de las colonias, 
barrios y unidades habitacionales que presentaron proyectos. A partir de 
este ejercicio solo consiguieron el aval 113 proyectos, los que fueron dic­
taminados por un comité técnico mixto integrado por cuatro represen­
tantes de la sociedad civil y cuatro funcionarios del gobierno.

Para la selección de los proyectos, el comité técnico mixto se basó en 
los criterios definidos por la convocatoria: factibilidad, claridad sobre la 
situación jurídica del predio o inmueble donde se realizaría la construc­
ción o el trabajo de mejoramiento, garantía de la operación en la presta­
ción de los servicios, cohesión de la comunidad y el nivel de participa­
ción ciudadana mostrada en las asambleas realizadas previamente. Tam­
bién se priorizaron los grados de marginalidad, la conflictividad social y 
los procesos de degradación urbana, así como la coherencia presupuestal 
del proyecto y el impacto ambiental que generaría cada uno de ellos. Con 
base en estos criterios y la cantidad de recursos de los que se disponía (en 
este caso habían asignado ochenta millones de pesos, provenientes de 
recursos propios y del gobierno federal a través del programa hábitat), se 
seleccionaron 48 proyectos. El monto asignado osciló entre uno y cinco 
millones de pesos por proyecto, para cubrir hasta tres años.

De acuerdo con las reglas de operación del programa, en los barrios 
seleccionados se celebró una segunda asamblea vecinal para elegir a los 
comités de administración y de supervisión; el primero encargado de eje­
cutar y administrar los recursos asignados al proyecto, y el segundo de 
vigilar que las obras se realicen de manera correcta y el buen manejo de 
los recursos.

A principios de 2008 se abrió otra convocatoria. Esta vez se presen­
taron 267 proyectos y se aprobaron 102, a los que se otorgaron 130 millo­
nes en total. El mecanismo de selección fue prácticamente el mismo pero
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hubo algunos problemas, tanto en la presentación de los proyectos como 
en la falta de transparencia en la asignación de los recursos. Por tal moti­
vo, el colectivo exigió que se dieran a conocer las razones por las cuales 
se habían aprobado o no los proyectos, cosa a la que el gobierno accedió 
y en una reunión pública presentó la información requerida, es decir, se 
transparentó el proceso. En 2009 se presentaron 548 proyectos, y se apro­
baron 186, que representaron casi 182 millones de pesos. Finalmente, en 
2010 se presentaron 752 proyectos y fueron aprobados solo 199, pues los 
recursos que se destinaron bajaron considerablemente. Al igual que en los 
años anteriores, se han realizado reuniones de información y evaluación, 
y foros y talleres con las organizaciones vecinales que han participado en 
el proceso. A la fecha se han apoyado 541 proyectos, en los que se han 
invertido poco más de 500 millones de pesos.

La representación territorial
El espacio privilegiado para la participación en un gobierno local es, sin 
duda, la unidad vecinal: barrios, colonias, unidades habitacionales y pue­
blos; por ello, en buena medida, la gestión de los servicios se ha realizado 
por medio de las organizaciones vecinales27. A lo largo de los últimos cin­
cuenta años, hemos visto la permanente necesidad -tanto de las autori­
dades como de los ciudadanos— de abrir espacios de participación, a la vez 
que se han diseñado e implementado mecanismos de interlocución entre 
gobernantes y gobernados, que han transitado de una gestión francamen­
te corporativa y autoritaria a una más concertada y democrática.

En este marco, los comités vecinales han constituido, desde 1999, el 
espacio institucional de representación territorial para la ciudadanía, y a 
través de ellos se contempla la participación ciudadana por la vía de la

27 Para compensar la pérdida de representación política, al desaparecer los municipios en el 
Distrito Federal, desde 1928 se constituyeron los consejos consultivos y aunque fueron 
cambiando algunas cosas, sobre todo en cuanto a sus atribuciones —cada vez más reduci­
das-, no fue sino hasta 1970 cuando se modificó la estructura de representación a través 
de los órganos de colaboración vecinal y ciudadana. Dentro de la lógica de la reforma 
política, y con objeto de dar mayores atribuciones a estos espacios, en 1994, a raíz de la 
Ley de Participación Ciudadana, se volvió a modificar la estructura de participación.
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representación. De acuerdo con la Ley de Participación Ciudadana (1998), 
entre las funciones de los comités vecinales están: representar los intereses 
de los vecinos de su colonia; conocer, integrar, analizar y gestionar las 
demandas y propuestas que les presenten los ciudadanos de su colonia, 
barrio, pueblo o unidad habitacional; y ser un vínculo entre los habitantes 
y los órganos poKtico-administrativos de las demarcaciones territoriales. 
Para los funcionarios del gobierno y otros actores políticos, más optimis­
tas, este mecanismo permite romper con la clásica estructura corporativa y 
clientelar que ha prevalecido en las organizaciones vecinales.

Si bien se establece que participar en la planeación, diseño, ejecución 
y evaluación de las decisiones de gobierno, sin menoscabo de las atribu­
ciones de la autoridad, es un derecho de los ciudadanos, en la ley no se 
expresan claramente los mecanismos para ejercerlo, sobre todo en lo que 
se refiere a la gestión cotidiana local (delegacional). Pues los mecanismos 
o instrumentos de consulta se encuentran lejos de permitirles participar 
en las decisiones de gobierno local, especialmente cuando se hace refe­
rencia a las funciones de los comités vecinales, que los limita a conocer y 
emitir una opinión sobre los programas de trabajo y servicios públicos. 
El resto de sus funciones (13 de 14) se dirigen fundamentalmente a la 
población que representan: los vecinos.

Conforme a la Ley de Participación Ciudadana, la integración de los 
comités vecinales se debe realizar de manera proporcional, bajo el prin­
cipio de cociente natural resto mayor. Es decir, a la planilla con más votos 
se le otorga un número determinado de lugares, la que le sigue ocupa 
otros y la que le sigue, otros, de manera proporcional de acuerdo al nú­
mero de votos. Por tanto, en las elecciones de 1999, los comités vecina­
les se integraron no solo por los miembros de una planilla, sino de todas 
las que contendieron. La falta de integración y coordinación, por no 
haber acuerdo entre los representantes, producto de su composición polí­
tica, ha significado un problema para la operación y gestión cotidiana, e 
incluso para la misma representación e interrelación con las autoridades, 
por lo que la mayor parte de los comités dejaron de operar, o cada grupo 
operaba y gestionaba por su cuenta28.

28 A pesar de ello, esta fórmula se mantiene en la nueva ley de participación (2004), lo que 
ha generado gran descontento entre las organizaciones vecinales que conocen la ley.
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Un balance realizado por la Coordinación de Asesores del Gobierno 
del Distrito Federal señala que para diciembre de 1999 había 1.301 comi­
tés vecinales constituidos, de los cuales solo 85% había tomado protesta y 
79% mantenía alguna relación con las delegaciones a través de acciones 
coordinadas. Si bien varios comités vecinales tenían reuniones periódicas 
con el delegado o la oficina correspondiente a través de audiencias y reco­
rridos, y en algunos casos se habían realizado planes de trabajo conjuntos 
para resolver problemas como la basura, ambulantaje, seguridad y usos del 
suelo, de acuerdo con los reportes de las delegaciones, en la mayoría de 
ellas, los comités vecinales no llevaban a cabo las responsabilidades y obli­
gaciones que marca la Ley de Participación Ciudadana respecto al trabajo 
en su ámbito de acción, en buena medida por no conocerla; mostraban 
posiciones meramente peticiónales; carecían de una visión amplia de la 
demarcación territorial y, en consecuencia, del Distrito Federal; existía 
poca participación de los comités dentro de su colonia y sobre todo la 
subsistencia de la cultura de organización vecinal anterior.

A su llegada, el gobierno de López Obrador identificó rápidamente el 
problema de inmovilidad y falta de participación de los comités vecinales, 
por lo que se decidió promover la organización y participación vecinal a 
través de otras dos figuras, también previstas por la ley, las asambleas y las 
comisiones de trabajo. A través de estas se ha pretendido generar una 
nueva cultura de participación y activar la vida de los comités vecinales,

a efecto de transparentar el ejercicio del gasto público e involucrar a los 
vecinos de las colonias, barrios, pueblos y unidades habitacionales en las 
decisiones y en la supervisión de la función pública, evitando el entrama­
do burocrático que les resta recursos materiales y económicos, todo ello 
en el marco de concretar efectivamente el principio de rendimiento de 
cuentas (Dirección General de Participación Ciudadana, 2006).

Como hemos señalado, en el Programa de Desarrollo para el Distrito 
Federal (2000-2006) se establece que para la implementaeión del PIT los 
habitantes de cada unidad territorial definirían las prioridades en materia 
social en asambleas vecinales democráticas. Cada comité vecinal tendría 
recursos y atribuciones para aplicar los programas de desarrollo social, lo 
que nunca ocurrió.
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No obstante, con objeto de informar al conjunto de la población 
sobre el Programa Integrado Territorial, los diversos subprogramas y los 
recursos que se destinarían a cada uno de ellos, se organizó una asamblea 
por cada una de las unidades territoriales. A partir de estas asambleas se 
formaron comisiones de trabajo para apoyar la operación de los progra­
mas y empezar a establecer los términos de la evaluación y seguimiento 
de los mismos. Las comisiones que se debieron haber integrado por uni­
dad territorial son las de conservación y mejoramiento de las unidades 
territoriales (para los panistas, imagen urbana), cultura y deporte (ya se 
han iniciado las primeras acciones en ese sentido), desarrollo económico, 
educación, salud y grupos prioritarios, prevención del delito, y vivienda.

Unos meses después, en el segundo ciclo de asambleas, se realizaron 
(de manera masiva y simultánea por toda la ciudad) alrededor de 800 
asambleas, en las que los vecinos definieron en qué rubros les gustaría que 
se gastaran los recursos destinados al Programa de Prevención del Delito. 
Durante 2001, en total se realizaron 3.173 asambleas vecinales de infor­
mación y rendición de cuentas, de evaluación de los programas de des­
arrollo social y de las comisiones de trabajo formadas, todas ellas promo­
vidas y organizadas por el gobierno central. Se calcula que, en promedio, 
alrededor de 35 personas asistieron a estas asambleas, por lo que se puede 
decir que participaron poco más de cien mil personas en total, las que 
-además de ser pocas en número- se mostraron pasivas, poco participa- 
tivas y sobre todo muy escépticas.

Con el fin de romper con esta inercia y lograr la participación activa 
y consciente de la población (del 29 de septiembre al 13 de octubre de 
2001) se realizó la Primera Jornada de Planeación Participativa y 
Corresponsabilidad Ciudadana, durante la que se desarrolló una serie de 
talleres de capacitación. Estos se dirigieron a los miembros de los comités 
vecinales y a las comisiones de trabajo, con la idea de que realmente asu­
man un papel más activo en la definición de la política social o al menos 
en la definición y distribución adecuada de los recursos que les corres­
ponden. En el diseño y contenido del taller, junto con la Dirección de 
Participación Ciudadana y la Coordinación de Enlace y Fortalecimiento 
de la Sociedad Civil, diversas organizaciones civiles jugaron un papel muy 
activo, pues impartieron el 18% de los talleres. En total se realizaron 191 444 talleres, a los que asistieron 6.245 personas, de las que el 56% era miem-
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bro de las comisiones de trabajo, el 25% de los comités vecinales, y el resto 
(19%) vecinos y otros interesados. La asistencia promedio fue de 36 per­
sonas por taller, aunque en algunas delegaciones, como Azcapotzalco y 
Gustavo A. Madero, se rebasó los cuarenta participantes.

A finales de ese mismo año, se realizó otra serie de asambleas “de ren­
dición de cuentas”, con el objeto de informar a los vecinos acerca de los 
avances del programa y los recursos invertidos en él. A la fecha, la partici­
pación de la población todavía es escasa y por lo general pasiva, es decir, 
se limita a escuchar y conocer cómo se han repartido los recursos, pues, a 
excepción del caso de las comisiones de seguridad, el resto se ha definido 
previamente. No obstante, lo que sí ha ocurrido es que se ha motivado la 
integración y la participación de los comités vecinales o de vecinos inte­
resados en su comunidad.

Desde que se inició el programa, cada año se realizan dos tipos de 
asambleas, al principio las que se denominan de presentación, del Pro­
grama Integrado Territorial, y al final las de rendición de cuentas. Así, de 
marzo de 2001 a noviembre de 2006, se realizaron 9,405 asambleas, todas 
ellas promovidas y organizadas por el gobierno central. De acuerdo con 
los datos de la Dirección de Participación Ciudadana (2006), al conjun­
to de asambleas asistieron un total de T204.814, por lo que se calcula 
que, en promedio, asistieron 128 personas por asamblea.

Posteriormente se realizó un diagnóstico de los comités, y se obtuvo 
los siguientes datos: de 1.352 comités solo respondieron 1.262, de los cua­
les 91 existen nominalmente, pues están totalmente desintegrados, y res­
tan 1.171 comités que operan con 4,5 miembros, en promedio (cuando 
deberían ser 15); solo en el 1% de los comités se identifican quince inte­
grantes, en el 40% participan hasta tres miembros. El 55% de los integran­
tes de los comités se dice simpatizante o miembro del PRD, 28% del PRI 
y 7,5% del PAN. Solamente en la mitad de los comités sus miembros fue­
ron electos originalmente, los demás se han incorporado en el camino y, 
como se aprecia en buena medida, estos grupos se han conformado con 
militantes perredistas. También la mitad de los miembros de los comités 
manifestaron no reunirse nunca, y solo 30% dijo congregarse con regula­
ridad y al menos una vez al mes, aunque no se cuenta con la participación 
de todos los miembros. En los casos (40%) en que se reúnen regularmen­
te, 70% dijo que sí se logran acuerdos entre todos los asistentes; solo 20% 4 4 5
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sostuvo que existe una buena relación entre los miembros del comité, el 
36% dijo que es regular y el resto que es mala o que no hay relación algu­
na. A pesar de todo ello, 71% dijo que los vecinos acuden cuando tienen 
algún problema, pero solo el 37% dijo realizar asambleas vecinales para 
atender los problemas de la unidad territorial. En la mayoría de los casos, 
los miembros del comité participan al menos en una de las comisiones de 
trabajo, pues generalmente se involucran en dos o tres.

Además de lo ya descrito, la propia Ley de Participación Ciudadana 
presenta algunos aspectos conflictivos respecto a los comités vecinales:
- Los define como instancias de participación, cuando en realidad se 

trata de instancias de representación.
- Son presentados como las instancias que detentan el monopolio for­

mal de la representación ciudadana.
- Adolecen de una integración desigual y cuentan con una baja parti­

cipación.
- Poseen atribuciones restringidas: ausencia de reglamentación para parti­

cipar en la toma de decisiones, ausencia de atribución para la supervisión 
del desempeño de autoridades y para exigir la rendición de cuentas.

- Hay falta de recursos para el desempeño de sus funciones.
Entre los problemas que presenta esta ley, uno de los más significativos es 
el reconocimiento de un plano básico para la participación de la ciudada­
nía: el espacio territorial; y el reconocimiento también de un actor ciuda­
dano claramente definido al que está dirigido este tipo de participación: 
los (las) vecinos (as). De esta forma, una ley de participación ciudadana 
que se plantea sin adjetivos no incorpora otros espacios y ámbitos en que 
tiene lugar la participación (organizaciones sociales y civiles, consejos con­
sultivos, movimientos sociales, etc.), y tampoco reconoce a otros actores 
como interlocutores, tales como comerciantes, madres de familia, profe­
sionales, mujeres, jóvenes, microempresarios, colonos, vendedores ambu­
lantes, defensores de los derechos humanos, etc.

Así, la participación ciudadana normada por esta ley, al quedar restrin­
gida al ámbito vecinal, ha resultado excluyente con respecto a otras for­
mas de participación que tradicionalmente ha ejercido la ciudadanía 446 local, así como a las diversas identidades colectivas de que son portado-
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res los habitantes de la ciudad. A esto se debe, en gran medida, que en el 
plano normativo, el tema de la participación ciudadana aparezca disperso 
en distinto tipo de leyes y reglamentos, y que no haya sido posible cons­
truir un marco legal articulado para normar esta participación.

A pesar de lo anterior, hay que mencionar que esta ley tuvo una 
reciente reforma durante el presente año 2010, mediante la cual se ha 
ampliado el ámbito de la participación, al reconocer a diversos actores 
urbanos como sujetos de la participación institucionalizada, y también se 
han introducido nuevas figuras de representación para estos actores. De 
esta manera, además de los comités ciudadanos (que sustituyen a los 
comités vecinales) y de los consejos ciudadanos, se establecen, en el plano 
territorial, los consejos de los pueblos (referidos a los llamados Pueblos 
originarios), así como la participación de las organizaciones ciudadanas y 
de los representantes de manzana.

A manera de balance
Acerca de los tres gobiernos perredistas que han regido de manera suce­
siva a la Ciudad de México en los últimos trece años, se pueden puntua­
lizar algunas cuestiones

Existe una continuidad manifiesta en los principios básicos de la polí­
tica de izquierda que ha definido el perfil de los tres gobiernos, sustenta­
dos en referentes tales como la redistribución de la riqueza, la justicia 
social, la integración de las grandes mayorías a los beneficios del desarro­
llo y la inclusión social, mediante la democratización de la vida política y 
social. Esto se ha hecho tangible en la centralidad que han adquirido en 
el ejercicio gubernamental, por una parte, las políticas sociales y, por otra, 
los avances hacia la construcción de una gobernabilidad democrática.

Si bien ambos referentes (política social y democracia) representan 
una continuidad y han constituido dos pilares bien identificados de la 
política gubernamental perredista, existen notables diferencias en el enfo­
que con que estas políticas han sido asumidas, así como en las modalida­
des y estrategias diseñadas para instrumentarlas. De este modo, durante el 
primer gobierno, si bien la política social estuvo fundamentalmente 
orientada a la atención de las necesidades sociales de la población, el énfa- 447
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sis se puso en la generación de un proceso inclusivo y participativo de 
desarrollo, sustentado en la corresponsabilidad, la participación ciudada­
na y la democratización de los espacios de la gestión pública. En el segun­
do período, la atención a estas necesidades asumió un carácter dual; por 
una parte, con la promoción de una suerte de democracia participativa, 
mediante la integración de asambleas vecinales, para la definición de 
acciones y proyectos puntuales, y por otra parte, con la instrumentación 
de importantes programas de carácter asistencial, orientados a la distribu­
ción de los recursos de manera individual entre beneficiarios bien iden­
tificados de los sectores más desfavorecidos (ancianos, niños y niñas, 
madres solteras, discapacitados, etc.). Y en la tercera administración, esta 
política ha avanzado sustantivamente por la vía de los programas asisten- 
ciales con una dosis de participación ciudadana. En los tres períodos ha 
prevalecido, sin embargo, de distinta manera, el interés por elevar al plano 
de los derechos la atención a algunas de las necesidades sociales más ele­
mentales, sin haber logrado instituirlo; tal fue el caso de los derechos 
sociales, en general, durante el gobierno Cárdenas-Robles, y fue el caso, 
en el segundo gobierno, del derecho a la salud y a la asistencia social.

En relación al fomento de la democracia y la construcción de una 
gobernabilidad democrática, indudablemente se advierte una continui­
dad en el discurso, que contrasta con una concepción y un conjunto de 
estrategias divergentes entre tales administraciones. Mientras en el primer 
período existió un interés manifiesto por la construcción de una institu- 
cionalidad democrática, con canales y mecanismos diversos para “la aten­
ción” a una pluralidad de actores, y que integra tanto al plano sectorial 
como al territorial; en el segundo período, “la apertura” institucional se 
constriñe nuevamente, la estructura para la participación se vuelve alta­
mente centralizada (en la “Supersecretaría” de Desarrollo Social), y el 
énfasis se coloca en el plano territorial (organización vecinal), a tal grado 
que los espacios de participación para otros actores (organizaciones civi­
les, sociales, culturales, etc.) no inscritos en esta dimensión desaparecen, 
se hacen muy difusos o quedan sumamente circunscritos. En el caso del 
tercer gobierno perredista, la participación territorial en el ámbito de los 
comités vecinales y las asambleas se reduce al mínimo, y esta se desplaza 
a la participación localizada a través de programas específicos como el 448 Programa Social para las Unidades Habitacionales de Interés Social y el



Cuadro 1. Programas sociales del Gobierno del Distrito Federal (2010) 
(que implican transferencias monetarias o en especie)
Programa Objetivo Monto en dinero o  especie (Pesos mexicanos*)
Programa Comunitario de Mejoramiento 
Barrial

Promover la participación ciudadana para la recuperación de 
espacios públicos en colonias, pueblos y unidades habitacionales.

Al menos $ 500 mil por proyecto (en años anteriores se ha 
dado un millón y se han apoyado 200 programas).

Comedores comunitarios Garantizar un derecho. Suministrar alimento j la población. Se otorgan 200 comidas por comedor comunitario. Subsidio 
alimentario, costo por comida diez pesos,

Brigada Universitaria de Servicio Social 
Universitario

Promover la participación ciudadana, mediante el Servicio Social 
Comunitario en programas de desarrollo social.

$600 mensuales por seis meses a cada prestador de servicio 
social.

Paquete de útiles escolares Apoyar a la economía familiar con h  dotación de un paquete de 
útiles escolares.

Un paquete de útiles por niño o un vale para la adquisición 
del mismo.

Programa Uniformes Escolares Apoyar a la economía familiar con la dotación de un uniformes 
escolares

Un uniforme escolar por niño o un vale para la adquisición 
del mismo.

Juguetes para niños y niñas Evitar t;i discriminación infantil debido a las diferencias sociales, 
y a su vulnerabilidad social, económica, cultural y educativa.

Cinc« mil juguetes entregados a niños y niñas en situación 
de alta vulnerabilidad.

Conversión para el desarrollo social del 
Distrito Federal

Financiar proyectos de la sociedad civil para desarrollo social. El monto máximo a otorgar por proyecto es de $ 250 mil

Programa de registro extemporáneo de 
nacimiento universal y gratuito

Apoyar a la economía familiar. Trámite de acta de nacimiento gratuita.

Programa Seguro Contra la Violencia 
Familiar

Evitar la discriminación. $1.537 mensuales por un año. Se puede ampliar hasta por un 
año y medio.

Financíamicnto para la asistencia c integra­
ción social

Financiar proyectos de la sociedad civil para desarrollo social. El monto mínimo a solicitar será $50. mil y un máximo de 
$ 400 mil por organización civil.

Comedores públicos Garantizar el derecho a la alimentación. 200 raciones de alimento diario gratuito.
Pensión alimentaría para adultos mayores 
de 68 años residentes en el DF

Garantizar el derecho a la alimentación. $ 891 mensuales por persona.

Apoyos económicos a las y los 
jóvenes beneficiarios de los programas de 
atención integral al estudiante

Garantizar el derecho a la educación. $400

Programa de la tarjeta "soy joven” Apoyar a la economía familiar. Transporte gratuito.

4 ^
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Fortalecimiento y apoyo a pueblos origi­
narios

Fomentar la cultura y tradiciones. Hasta $ cincuenta mil por proyecto.

Medicina tradicional y herbolaria en la 
Ciudad de México

Fomentar la cultura y tradiciones. Hasta $ 200 mil por proyecto.

Desarrollo agropecuario y  rural en la 
Ciudad de México

Fomentar la transformación y el desarrollo tecnológico. De $ 70 mil a 300 mil por proyecto.

Agricultura sustentable a pequeña escala de 
la Ciudad de México

Fomentar la transformación y el desarrollo tecnológico. De $ 15 mil a $ 150 mil por proyecto.

Turismo alternativo y patrimonial. Fomentar la cultura y tradiciones. De $ 100 mil basta $ 200 mil por provecto.
Cultura alimentaria, artesanal y vinculación 
comercial de la Ciudad de México

Fomentar la cultura y tradiciones. De $ setenta mil a $ cien mil por proyecto.

Desayunos escolares Garantizar un derecho. Suministrar alimento a la población 
infantil.

Un desayuno escolar. Cuota de recuperación 
de $0,50 a $ uno

Asistencia alimentaria entrega de despensas 
a población en condiciones de margina- 
ción y vulnerabilidad

Garantizar un derecho.
Suministrar alimento a la población.

Una despensa mensual.

Apoyo económico a personas con discapa­
cidad

Apoyar a la economía familiar. $ 861,90 mensuales

Becas escolares para niñas y niños en con­
dición de vulnerabilidad social

Garantizar un derecho.
Contribuir con el derecho a la educación de las niñas y los niños 
que viven en situación de exclusión social.

$ 787,80 mensuales

Educación garantizada Garantizar et derecho a la educación. Apoyo económico.
Niñ@s talento Apoyar a niñas y niños talento. El apoyo directo es de $1.800 anuales, el cual se divide en 

depósitos de $150 mensuales. Una cuenta adicional de 
$1.200 anuales, la cual se fracciona en depósitos de $600, 
uno en el mes de jubo y otro en diciembre.

Potencialidades Apoyar a niñas y niños talento. Se brindará un apoyo económico de hasta $ f .500 mensua­
les por niña o niño beneficiario de este programa.

Atención integral para madres solteras resi­
dentes en el Distrito Federal

Apoyar a la economía familiar. Apoyo alimentario equivalente a cuatro días de salario 
mínimo general vigente en el Distrito Federal. Atención 
integral a las mujeres madres solteras de bajos recursos.

* U n dólar = 12,34 pesos mexicanos en promedio en el 2010. El salario mínimo en ese mismo año fue de $57,46 mensuales. 
Fuente: Secretaría de Desarrollo Social, 2010
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Programa Comunitario de Mejoramiento Barrial, mientras que la rela­
ción con los actores organizados (agrupaciones de la sociedad civil) es 
prácticamente inexistente, esporádica y muy fragmentada.
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¿Hacia un nuevo modelo de 
transporte público en la Ciudad 

de México? Un recuento 
de las acciones en curso

Bernardo Navarro Benítez1

Introducción

E l actual gobierno del Distrito Federal (GDF), 2007-2012, viene 
realizando un esfuerzo considerable en materia de transporte y 
movilidad, en relación con las condiciones en que se habían des­
arrollado las políticas en esta materia con anterioridad. Este esfuerzo está 
dirigido a la transformación de las condiciones hasta ahora predominan­

tes en el transporte capitalino. Para ello se está aplicando un conjunto de 
acciones y políticas que tienen como fundamento la promoción del 
transporte público de elevada capacidad y calidad, sustentable y con 
visión metropolitana: la implantación de la Línea 12 del metro, el Sistema 
Metrobús-BRT, los corredores de transporte público “Reforma” y 
“Periférico”, el sistema de corredores Cero Emisiones de Transporte Pú­
blico, los servicios expresos de la Red de Transporte de Pasajeros (RTP), 
así como el fortalecimiento de los organismos públicos propiedad del 
GDF, el Sistema de Transporte Colectivo-Metro, el Sistema de Transpor­
tes Eléctricos y la Red de Transportes de Pasajeros (RTP-autobuses) son 
las bases de esta política. El conjunto de todas estas alternativas ya trasla­
dan, cada día, a más de seis millones de usuarios con rapidez, equidad, efi­
ciencia, accesibilidad (por sus tarifas y el trazado de sus rutas) y sustenta- 
bilidad ambiental.

La promoción del transporte público de elevada capacidad y calidad ha sido 
la columna vertebral de una política integrada, de largo plazo e incluyen-
1 Profesor investigador del Departamento de Teoría y Análisis de la Universidad Autónoma 

Metropolitana, Xochimilco. 455
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te que el gobierno del DF ha impulsado para sentar las bases para la trans­
formación radical del servicio de transporte colectivo a favor de los usua­
rios. Esta transformación busca superar la obsolescencia, baja calidad, 
inseguridad y los severos impactos negativos del servicio de transporte 
colectivo tradicional, modificando su operación individual “artesanal” y 
atrasada, en vehículos obsoletos de baja capacidad, con una organización 
empresarial, estructurada en términos de movilidad, en unidades de ele­
vada capacidad y con una logística de transporte que coloque en el cen­
tro la eficiencia y productividad del servicio. El objetivo es colocar a los 
usuarios y a la ciudadanía como punto central de esta transformación y 
promover a los transportistas y a la sociedad civil como agentes cruciales 
del cambio profundo que vive el transporte público capitalino.

Antecedentes y problemática
El transporte colectivo al inicio de la administración y los comienzos de una nueva 
relación
El transporte colectivo es el servicio de transporte público mayoritario 
de la metrópoli y constituye la base de la problemática de la urbe a este 
respecto. Al inicio de esta gestión administrativa, aproximadamente 32 
mil unidades de transporte colectivo del DF y 25 mil de los municipios 
conurbados, entre las que predominaban microbuses, vans y combis, per­
mitían cubrir la movilidad de 12 millones de usuarios, mediante 109 
rutas y 1.142 derroteros, tan solo en el DF. Es decir, era un servicio suma­
mente fragmentado que, junto con los taxis, arrojaba, con solo 7% de la 
flota, 27% de los gases efecto invernadero generados en la metrópoli, 
debido a que casi el 75% del parque vehicular del transporte público ya 
había cumplido su vida útil y sin embargo se utilizaba intensivamente.

La baja capacidad de las unidades del transporte público se vincula 
estrechamente a su uso intenso, atrasado, obsoleto, fragmentado y a la 
forma artesanal de su explotación. Estas características se traducen en una 
baja productividad en el servicio y en una lógica de explotación econó­
mica de los operarios por los concesionarios, quienes recaban una renta 

4 5 6  o cuota fija, dejando el remanente como ingreso variable del chofer,
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ingreso este que dependerá de las condiciones particulares de la deman­
da del servicio en su ruta, así como de la explotación que realice el ope­
rador del vehículo y del pasaje.

Otra característica de la organización del transporte colectivo, que 
comparte con otros segmentos del transporte público, es su encuadramien- 
to corporativo. Es decir, el transporte colectivo en la metrópoli surgió hace 
muchas décadas y se expandió amparado en una relación político-social de 
mutuo interés con las organizaciones corporativas del partido oficial, quie­
nes servían y sirven de vínculo o mecanismo de presión entre los conce­
sionarios y las instancias gubernamentales. El transporte público se expan­
dió, en la época de las regencias2, brindando apoyos políticos y recibiendo 
sustentos gubernamentales, prebendas y, en ocasiones, apoyos políticos. Esta 
compleja relación se daba mediante una estructura de liderazgos jerarqui­
zada, en cuya cúspide se encontraban los liderazgos cúpula, quienes mono­
polizaban la comunicación y las relaciones políticas y gubernamentales; en 
tanto, en la base, la masa de los concesionarios, carentes de comunicación 
y relaciones directas, constituían sustentos de apoyo de los liderazgos, per- 
soneros políticos y organizaciones.

Las actuales políticas de transporte público promueven la relación 
horizontal con los transportistas, modernizan y transparentan las políticas 
públicas intentando hacerlas de acceso generalizado, y rompen con viejas 
formas de interrelación entre gobierno-liderazgos y concesionarios. Las 
propias políticas concretas desarrolladas en la actualidad al promover 
alternativas mercantiles y modernas de organización (Metrobús-BRT, 
corredores de transporte público, sustitución vehicular, Programa Integral 
del Taxi, etc., los cuales explicaremos más adelante) privilegian la relación 
técnica, de gestión y administrativa, dándole su justa dimensión al aspec­
to político, que no determina la acción gubernamental ni la encadena. Se 
trata de una transición, aún en proceso, que resulta crucial mantener y 
reforzar para lograr, a mediano plazo, la plena modernización del sector.

2 Hasta 1997, el Distrito Federal era gobernado por un reg en te  designado por el presidente 
de la república. 457
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Los traslados de los usuarios en la metrópoli
En la Zona Metropolitana de la Ciudad de México (ZMCM), al igual 
que en las otras grandes metrópolis del planeta donde ha predominado el 
modelo de transportación fundamentado en los autotransportes, prevale­
ce un tráfico intenso que, en el caso de nuestra metrópoli, se agudiza por 
el predominio de los vehículos de baja capacidad, tanto en el transporte 
público como en el privado, que se traduce en que cerca de 4,5 millones 
de vehículos en intensa circulación en las vialidades de la urbe posibili­
tan cerca de 31 millones de viajes cada día. Esto ha significado la acen­
tuación y alargamiento de los picos de congestión durante la madruga­
da-mañana, al mediodía y por la noche; así como severos impactos 
ambientales del autotransporte, que es responsable de la emisión de cerca 
de 50% de los gases efecto invernadero (Gaceta Oficial del DF, 
22/03/2010).

La distribución modal histórica hasta el año 2009 para la ZMCM 
puede observarse en el Gráfico 1.

Gráfico 1. Reparto modal estimado para la zona metropolitana del Valle 
de M éxico 1986-2005 (Porcentaje de viajes)
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La promoción, durante las últimas décadas, de la expansión horizontal de 
la ZMCM hacia la periferia cada vez más extensa y alejada, con más de 
1.400 km2 de extensión, obliga a las familias de menores ingresos a reali­
zar largos y costosos traslados en transporte colectivo de baja calidad y 
con elevadas tarifas, desde los municipios conurbados, para conmutar con 
el transporte masivo del DF o el transporte colectivo local. El resultado 
para estas familias es una significativa inversión de tiempo e ingresos para 
efectuar sus traslados cotidianos, o bien la imposibilidad de efectuarlos 
debido a la precariedad del empleo, el papel familiar subordinado y/o la 
elevada edad de los usuarios.

Por ello, en las grandes metrópolis de la actualidad, donde la movili­
dad resulta crucial para que las familias accedan a los bienes y servicios 
públicos y privados, propugnar por adecuadas condiciones de movilidad 
en el transporte público deviene en un objetivo central de la política de 
inclusión y justicia sociales para los que menos tienen. Este ha sido uno 
de los objetivos centrales del GDF al impulsar nuevas alternativas de 
transporte público de elevada capacidad y calidad, accesibles por su loca­
lización y también por su tarifa, que minimicen la inversión de tiempo y 
recursos de las familias que realizan largos recorridos y considerables des­
embolsos, para garantizar así la movilidad de los sectores más desprotegi­
dos, particularmente los adultos mayores, los niños menores de cinco años 
y los minusválidos, mediante exenciones tarifarias. Al igual que el estable­
cimiento de servicios exclusivos para mujeres, como el programa “Ate­
nea”, del organismo de autobuses RTP, los vagones restringidos para el 
sexo femenino del STC-Metro y los trolebuses exclusivos para mujeres, 
del organismo público Sistema de Transportes Eléctricos que opera el 
Tren Ligero, los trolebuses y el corredor Cero Emisiones.

Los programas en curso

Ampliación del sistema de transporte colectivo: la Línea 12

El metro de la ciudad de México es una pieza clave para la movilidad 
cotidiana. Por medio del organismo público Sistema de Transporte 
Colectivo-Metro (STC-Metro) el gobierno del Distrito Federal provee 459
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directamente a los habitantes de la metrópoli del servicio de metro. Este 
sistema, en gran medida subterráneo, se encuentra entre los más impor­
tantes del mundo, tanto por su extensión (8o lugar mundial para el año 
2005) como por la cantidad de usuarios que transporta (4o lugar mundial 
para ese mismo año). Actualmente está conformado por 11 líneas, 175 
estaciones y 201 km, y transporta a 4,3 millones de pasajeros en días labo­
rables. En un año, el metro de la ciudad de México transporta a más de 
1.400 millones de usuarios y recorre 116 mil km. Se trata de un servicio 
de alta capacidad y no motorizado, estratégico para la movilidad y el 
medio ambiente de la ciudad.

La primera línea del metro se inauguró en el año 1969, y en los últi­
mos diez años, el gobierno de la ciudad no había inaugurado o iniciado la 
construcción de ninguna otra línea de la red. Sin embargo, durante este 
mismo período, continuó el proceso de crecimiento de la metrópoli. Por 
otro lado, en el sur-oriente del Distrito Federal se ubican las delegaciones 
con las tasas actuales de crecimiento más altas. Si bien el sur de la capital 
cuenta con cuatro terminales del metro que permiten la vinculación sur- 
norte, no existe una opción de enlace en metro en sentido oriente-ponien­
te. De este modo, los habitantes del sur-oriente del DF no disponen de 
metro en la zona, e invierten largos períodos de tiempo para lograr conec- 
tividad con otros medios de transporte y completar sus viajes diarios.

La falta de infraestructura, aunada a factores como la concentración 
de población y la especialización funcional en la Zona Metropolitana, 
generan una demanda y un patrón de viajes diarios que provocan que las 
vialidades primarias existentes en la zona sur-oriente operen con altos 
niveles de saturación la mayor parte del día, particularmente por la con­
gestión que provoca el transporte colectivo fundamentado en microbu­
ses y combis, la mayoría de ellos obsoletos. El mismo recorrido que hará 
la Línea 12, se realiza actualmente en dos horas y media, en promedio. Y 
se estima que el gasto promedio en transporte de los habitantes de la zona 
es de 13,50 pesos diarios por persona.

Como parte de la respuesta a esta problemática, el Programa Integral 
de Transporte y Vialidad (2007-2012) contempla, entre sus proyectos fun­
damentales, la ampliación del STC. Por ello, en el año 2009 se iniciaron 
las obras de construcción de la Línea 12 del metro. Esta línea vinculará 460 Mixcoac, en la delegación Benito Juárez, al sur-poniente de la ciudad
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central, con la delegación Tláhuac, al sur-oriente; atravesará siete delega­
ciones y permitirá efectuar conexiones con otras cinco líneas del sistema; 
recorrerá 24,5 km; tendrá veinte estaciones y dos terminales; y trasladará 
a 400 mil personas por día. Por otro lado, será una línea que incorporará 
innovaciones a la Red del Metro, por su concepción y servicios asocia­
dos: dispositivos de accesibilidad para personas con discapacidad, guarde­
rías en casi dos tercios de las estaciones, baños públicos, facilidades para el 
uso de bicicleta en el diseño de las estaciones, escaleras eléctricas, salva- 
escaleras, y bandas transportadoras.

En cuanto a los resultados esperados, en términos de su impacto en la 
movilidad, se prevé que será la cuarta línea con mayor demanda de la red, 
aumentará la interconexión y desempeño de la misma y facilitará el inter­
cambio entre medios de transporte público, pues permitirá a sus usuarios 
conectarse fácilmente con el Tren Ligero, con la Línea 1 del Metrobús, así 
como con diversas rutas de la RTP. Por otro lado, permitirá disminuir con­
siderablemente el tiempo y el desembolso requeridos para trasladarse en 
transporte público desde la delegación Tláhuac hasta el centro de la ciudad.
El tiempo se reducirá de las dos horas y media que se requieren en la actua­
lidad, a 45 minutos; y el costo bajará de los 13,50 pesos que actualmente es 
necesario desembolsar, a $3,50, que es el precio previsto para el boleto de 
metro cuando se inaugure la Línea 12, en el año 2012. Adicionalmente, 
tendrá impactos positivos en los niveles de saturación vial que muestran las 
delegaciones por las que atravesará, en particular Benito Juárez; su implan­
tación estará acompañada del reordenamiento del transporte en el corre­
dor y puntos de transferencia; y están previstas áreas para el estacionamien­
to de bicicletas, tanto en las terminales como en las restantes estaciones y 
ciclovías a lo largo del recorrido. En términos ambientales, se espera que, 
ya en operación, la Línea 12 permita que se dejen de emitir 400 mil tone­
ladas de dióxido de carbono al aire de la metrópoli, por año.

El proyecto prevé, además, diversos procesos urbanos favorables rela­
cionados con la nueva línea, asociados al desarrollo inmobiliario y a obras 
de acompañamiento, entre otras: posibilidades de impulso inmobiliario 
en terminales y estaciones; mejoramiento y ampliación de la capacidad de 
la red de drenaje, especialmente en áreas inundables; equipamiento para 
la seguridad pública, incorporando vigilancia en las instalaciones; y mejor 
iluminación en la zona de influencia. 4 6 1
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Corredores de transporte público de elevada capacidad y calidad
De acuerdo con la Encuesta origen-destino de los habitantes de la 
ZMVM (2007), el transporte colectivo concesionado es la opción más 
utilizada en la ciudad de México, al absorber alrededor de dos tercios de 
la demanda. Para ese mismo año, casi 80% de las unidades del servicio 
eran microbuses que habían rebasado su vida útil y las emisiones de car­
bono sumaban 150 mil toneladas.

En corredores estratégicos de la ciudad (vialidades primarias, corre­
dores metropolitanos, ejes viales, etc.) circula una gran cantidad de 
microbuses que, en su mayoría, han cumplido su vida útil y saturan las 
vialidades debido a su baja capacidad de carga y explotación artesanal; se 
trata de vialidades con alta concentración de demanda, debido a sus 
características y a su importancia metropolitana. Este tipo de infraestruc­
tura vial requiere unidades de transporte de mayor capacidad. Adicional­
mente, algunas características de operación del transporte colectivo con­
cesionado generan impactos urbanos negativos.

El anillo Periférico y la avenida Paseo de la Reforma constituyen 
casos significativos. Periférico es una vialidad de acceso controlado de 
crucial importancia metropolitana, con intensa demanda de movilidad y 
características físicas que posibilitan su funcionamiento como corredor 
de transporte, pero, aún así, es necesario optimizar sus condiciones.

Los corredores de transporte público se plantean como una alternati­
va a la situación reseñada previamente. En ellos, el servicio se prestará 
mediante empresas concesionadas y operará exclusivamente mediante 
autobuses con motores de última generación, con paradas establecidas 
con nuevo diseño urbano y servicios a los usuarios, así como sistemas de 
tarjetas prepago. Se implantarán en vialidades cruciales de la metrópoli, 
como el paseo de la Reforma, el anillo Periférico y algunos de los prin­
cipales ejes viales. En la actual administración, se planea implantar hasta 
seis de estos corredores.

La implantación de estos últimos permitirá la sustitución de unidades, 
la disminución del parque vehicular y la chatarrización, y estará apoyada 
en el financiamiento gubernamental de unidades obsoletas, la implemen- 
tación de una taijeta prepago y el establecimiento de paradas fijas.
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Hasta la fecha (septiembre de 2010), los avances de este programa son 
los siguientes: en el año 2009 se puso en marcha el corredor Reforma, 
con dos servicios —ordinario y expreso—, 95 autobuses de última genera­
ción, 175 mil usuarios y 28,5 km; y en el año 2010 el corredor Periférico 
inició operaciones, con 37 km de servicio y 72 paradas fijas.

Programas “Integral para el mejoramiento y modernización del servicio individual 
público de pasajeros” y de “Sustitución de taxis”
Los colectivos, a pesar de su gran importancia en la transportación urba­
na, ya que cubren la mayor porción de viajes de la metrópoli, no consti­
tuyen el único ámbito conflictivo. A inicios de esta gestión, el servicio de 
taxis también presentaba una compleja y añeja problemática, cuyo núcleo 
tenía cuatro componentes fundamentales:
- 75% del total de los concesionarios presentaba diversos grados de irre­

gularidad.
- Dos terceras partes del parque vehicular era obsoleto.
- Existían entre veinte mil y treinta mil taxis irregulares.
- Los vehículos del servicio de taxis eran los principales emisores de 

contaminantes al aire por pasajero transportado.
De lo anterior se derivaban diversas aristas críticas que alimentaban la 
problemática del servicio, no solo para los usuarios y la ciudadanía, sino 
también para los concesionarios y las autoridades: inseguridad, falta de 
control y eficiencia, incomodidad, dificultades administrativas y de ges­
tión, falta de certeza en las concesiones, inadecuación de la flota, etc.

La importancia de tomar acciones inmediatas a este respecto radicó 
en la relevancia del sector de taxis:

- Entre 106 mil y 130 mil unidades que brindaban el servicio.
- 200 mil empleos directos y más de un cuarto de millón totalizando 

los directos e indirectos.
- 1,5 millones de usuarios cada día.
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Todo esto llevó al diseño e implementación del Programa Integral para el 
Mejoramiento y Modernización del Servicio Individual Público de Pasajeros, que 
permitió la regularización de 130 mil concesiones, se homogenizaron las 
cromáticas según el tipo de servicio en tan solo cuatro opciones, además 
de permitir contar con la actualización fidedigna del padrón vehicular, así 
como los datos de concesionarios y choferes de la unidades, haciendo 
que el servicio sea más seguro para los usuarios.

El programa beneficia a más de 1,5 millones de usuarios, a 130 mil 
concesionarios y sus familias e, indirectamente, a millones de capitalinos, 
porque incrementa la seguridad del servicio y genera menores impactos 
ambientales.

Como complemento del Programa Integral, el gobierno del DF ha 
impulsado el Programa de Sustitución de Taxis, cuyo objetivo ha sido la 
modernización del parque vehicular de taxis, al promover el reemplazo 
de unidades obsoletas, para sacarlas de circulación sometiéndolas a un 
proceso de chatarrización. Para ello, el GDF otorga un apoyo de 
15.000,00 pesos (un poco más de mil dólares), que permita financiar el 
enganche. Hasta la fecha se han sustituido más de 67 mil unidades, 
sumando tanto las que han recibido apoyo gubernamental como las que 
se han reemplazado por cuenta de los concesionarios.

Igualmente, la acelerada expansión y masificación del empleo de los 
operadores ocurrió en un marco de falta de regulación y control sufi­
cientes, lo que ha llevado a desarrollar políticas de actualización del regis­
tro de los choferes, así como, en el caso del servicio de taxis, regularizar­
lo mediante la elaboración de taijetones que los operarios deben portar 
visiblemente en sus vehículos, para facilitar la identificación de los con­
ductores e incrementar la seguridad de los usuarios y la ciudadanía.

Corredor Cero Emisiones, Eje Central

La idea de dotar a la ciudad de México de un sistema de transporte eléc­
trico no es nueva, de hecho, esta modalidad es la más antigua y nació con 
el propio siglo XX, con los tranvías eléctricos que, desde su origen, se 
destacaron por la innovación tecnológica que representaban para su 

4 6 4  época. Para la década de los años veinte, este servicio era la alternativa de



transporte público mayoritaria. El Servicio de Transporte Eléctrico (STE) 
como organismo público descentralizado surgió hasta mediados de la 
década de los años cuarenta. Este nuevo estatus aumentó su responsabili­
dad con los habitantes de la ciudad de México, al ser una opción segura 
y sobre todo cuidadosa con el entorno, pues el funcionamiento de las 
unidades por medio de energía eléctrica lo convierte en una alternativa 
de transporte de calidad sin sacrificar la calidad del aire.

El Gobierno de la ciudad tiene conciencia de que la demanda de 
movilidad cambia junto con la transformación social y territorial de la 
urbe, por ello, en el pasado incorporó nuevas alternativas de transporte 
público como los trolebuses y, posteriormente, el Tren Ligero. Frente a las 
exigencias de la movilidad que el cambio climático y la recuperación del 
medio ambiente imprimen a las políticas públicas de transporte, el actual 
jefe de Gobierno del Distrito Federal, Marcelo Ebrard Casaubón, decidió 
implantar una nueva alternativa de transporte eléctrico, con paradas esta­
blecidas y que circula en carriles confinados, denominada corredor Cero 
Emisiones de Transporte Público en el Eje Central Lázaro Cárdenas. Esta via­
lidad es una de las más transitadas de la ciudad de México y lo conecta 
de norte a sur, tocando espacios emblemáticos del Distrito Federal, y 
también importantes lugares dedicados al comercio y los servicios, así 
como diversos puntos de gran interés para la población. Este servicio 
opera exclusivamente mediante transporte eléctrico, lo que permitió eli­
minar de la circulación del corredor a los microbuses y autobuses, los 
cuales ya habían cumplido su vida útil y producían emisiones de conta­
minantes muy elevadas.

El nuevo sistema de servicio representa una alternativa ordenadora de 
la circulación en este corredor, por lo que es compatible con los demás 
vehículos que se trasladan en esta avenida, y con ello coadyuva a la agili- 
zación del tránsito. Para esto, la Secretaría de Transportes y Vialidad del 
GDF, en concurrencia con las diversas cámaras empresariales y organiza­
ciones de transportistas de carga, acordaron la reorganización de la circu­
lación del transporte de carga, reglamentando los horarios y el tamaño de 
las unidades autorizadas a circular en el corredor Lázaro Cárdenas.

El servicio de trolebuses en este corredor es una alternativa que ofre­
ce al usuario transportarse en una unidad limpia, tanto en su interior 
como en su mecanismo, y como consecuencia, gracias al uso de la ener- 4 6 5
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gía eléctrica como medio para mover los autobuses, evita que se emitan 
partículas de gas de efecto invernadero.

Otro de los principales beneficios del servicio es la reducción del 
tiempo de traslado, ya que la confinación de sus carriles permite que los 
trolebuses transiten a una velocidad constante, sin que el tránsito de los 
demás vehículos que circulan por esta arteria interfiera en su recorrido.

Cuadro 1. Características del servicio
Terminal Norte: Central de Autobuses del Norte
Terminal Centro: Dr. Pascua
Terminal Sur: Central de Autobuses del Sur
Longitud de operación: 36,6 km
Puntos de ascenso « descenso: 86 (incluidas las tres terminales)
Velocidad comercial: 18 km /hr
Intervalo de servicio: 2,5 minutos
Tiempo de ciclo: 122 minutos
Flota vehicular: 120 trolebuses
Horario de servicio: 05:00 hrs -  00:30 hrs
Correspondencia con: Líneas 1,2 , 3, 3X 6, 8 y 9 del STC-Metro 

Línea 2 del Metrobus 
Línea del Tren Ligcio

Fuente: elaboración propia con base en P rogram a In tegra l d e  T ransporte y  V ia lid a d  
2 0 0 7 -  2 0 1 2

Este proyecto forma parte del Programa Integral de Transporte y Vialidad 
2007-2012 del GDF y responde a las estrategias ambientales enunciadas 
en el Plan Verde, así como a los objetivos de recuperación urbana y de 
mejoramiento de la eficiencia y productividad de la ciudad con una pers­
pectiva metropolitana. Algunos de los principales beneficios directos e 
indirectos, tangibles e intangibles, del corredor son los siguientes: progre­
so de la vialidad para transporte público de pasajeros y automóviles pri­
vados; reducción del ruido y la contaminación; disminución de los tiem­
pos de traslado; interconexión con otros modos de transporte; mejora del 
entorno urbano sobre el corredor Eje Central; incremento en la seguri­
dad de los usuarios y peatones; y fortalecimiento de la confianza de la 
ciudadanía hacia el uso del transporte eléctrico.

La relevancia del corredor Cero Emisiones Eje Central Lázaro Cár- 
4 6 6  denas se subraya porque brinda accesibilidad a una diversidad de sitios de
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interés, desde lugares históricos y culturales, hasta espacios donde se con­
centran actividades económicas y se ofrece una gran diversidad de servi­
cios3. El corredor se ha caracterizado por su impacto positivo en las con­
diciones de la circulación sobre el eje, por medio de las restricciones que 
se crearon en cuanto a la circulación, las cuales se establecieron con la 
finalidad de agilizar el tránsito vehicular y convertir esta vialidad en una 
opción rápida y segura, y consisten en que los medios de transporte que 
comparten este corredor deben cumplir las siguientes condiciones para 
su uso: los conductores no pueden invadir el carril del Trolebús, en caso 
de que lo hagan serán sancionados; los movimientos de vuelta a la iz­
quierda y derecha se realizan desde el carril próximo al del Trolebús; las 
incorporaciones y desincorporaciones de predios y calles se realizan de la 
misma forma, sin circular por el carril del Trolebús; los taxis solo pueden 
hacer descender y ascender pasajeros en las calles transversales; y los vehí­
culos con un peso mayor a 3 tonelada y media no pueden circular por el 
corredor Cero Emisiones en el horario de 06:00 a 22:00 hrs.

Infraestructuras para la movilidad: recuperación de los centros 
de transferencia modal
La infraestructura para la movilidad incluye una gran diversidad de sopor­
tes materiales fundamentales para dar sustento y eficiencia a las diferentes 
modalidades de transporte que coexisten en la metrópoli. Los carriles ex­
clusivos para el Metrobús,los centros de transferencia modal (CETRAM), 
los estacionamientos públicos, la infraestructura para el metro, las ciclo- 
pistas y las vialidades, entre otros de sus componentes, todos ellos resul­
tan de fundamental importancia para brindar conectividad y articulación 
a la urbe, brindando eficiencia a los intercambios de todo tipo e incre­
mentando la eficacia y productividad metropolitanas.

Los centros de transferencia modal (CETRAM) son elementos 
medulares en la operación del transporte colectivo y masivo, ya que posi-
3 Gran parte de los principales teatros y museos con que cuenta la ciudad, así como una 

serie de equipamientos y espacios emblemáticos, como la Oficina Central de Correos, el 
Banco de México, la Alameda Central, el Palacio de Bellas Arte y la Escuela Nacional de 
Música, entre otros. 467
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bilitan los intercambios de los pasajeros entre los diferentes medios de 
transporte y los enlaces zonales y metropolitanos que estos requieren. Son 
45 CETRAM. Mejor conocidos como “paraderos”, estos sitios tienen la 
función principal de concentrar diferentes modos de transporte que ofre­
cen una gran oferta de destinos, facilitando el cambio entre una unidad 
y otra. Más de 5 millones de usuarios abordan diariamente una unidad 
de transporte en estos lugares, de los cuales casi 2 millones provienen de 
126 municipios del Estado de México. Es notable la cobertura que se 
tiene con una flota integrada por poco más de 28 mil unidades, distribui­
das en 99 rutas en el Distrito Federal y 125 que llegan hasta el Estado de 
México. Además, son 39 de 45 los CETRAM que están conectados con 
alguna de las estaciones del Sistema de Transporte Colectivo-Metro.

Debido a la inmensa cantidad de usuarios que utilizan cotidianamen­
te los CETRAM —incluso varios de ellos reciben centenas de miles de 
usuarios cada día y el de Indios Verdes prácticamente un millón de via­
jeros en el mismo lapso-, los centros de intercambio concentran un gran 
número de conflictos y problemas, como delincuencia, prostitución, 
compra y venta de drogas, venta de pornografía y piratería, entre otros, y 
además reúnen a un alto número de vendedores ambulantes e informa­
les. Adicionalmente, los centros de intercambio fueron diseñados, en gran 
medida, para recibir vagonetas y microbuses, y no han sido objeto de las 
adecuaciones necesarias, siendo prácticamente nula la inversión adicional 
necesaria, en la mayoría de los casos.

Con la idea de atacar estos problemas mediante soluciones multipli- 
cadoras que además de detenerlos traigan una serie de beneficios para la 
sociedad, se desarrolló el Programa para la Recuperación de los Centros de 
Transferencia Modal. Al respecto, destacan los proyectos correspondientes al 
CETRAM El Rosario y al CETRAM Chapultepec.

El proyecto de recuperación del CETRAM El Rosario (Metroplaza 
El Rosario) abarca 65 mil m2 de terreno. Allí se implementará la infraes­
tructura social necesaria para satisfacer las diferentes necesidades de los 
usuarios que transiten por el lugar. Consta de setenta mil m2 de construc­
ción, convertidos en infraestructura social al servicio de la ciudad de 
México, y el costo será de 800 millones de pesos de coinversión pública- 
privada. Contará con 48 mil m2 de servicios, 22 mil m2 de área comercial 

4 6 8  y tecnología de punta, y permitirá brindar gran seguridad, ya que estará
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monitoreado por video-vigilancia las 24 horas, los 365 días del año. La 
promoción de alternativas de intercambio de transporte público junto a 
servicios fundamentales para la ciudadanía refuerza el objetivo de incen­
tivar otros medios de transporte e irle ganando terreno al automóvil par­
ticular, por ello, el lugar contará también con bici-estacionamientos con 
capacidad para mil bicicletas y 645 cajones de estacionamientos para 
automóviles.

El proyecto tendrá un impacto ampliado, pues tiene como finalidad 
beneficiar a los usuarios cotidianos de este CETRAM, así como atraer a 
otro tipo de usuarios con la oferta comercial y de servicios —guberna­
mentales y financieros—, y de espacios culturales y deportivos que se con­
centrarán en el sitio.

Además de los beneficios que se generarán con el reordenamiento del 
transporte, existirá un monitoreo continuo para su control y regulación y 
se ofrecerá a la población la seguridad de transitar por un lugar confiable, 
limpio y sin delincuencia. Lo anterior promoverá la transferencia eficien­
te entre las líneas 6 y 7 del STC-Metro y la RTP, los trolebuses y el trans­
porte concesionado.

Se espera que el CETRAM El Rosario maneje 190 mil usuarios dia­
riamente, además de treinta rutas de transporte, 700 unidades de trans­
porte público en hora de máxima demanda, 23 mil movimientos diarios 
de transporte y que brinde accesibilidad a personas discapacitadas.

Este proyecto se encuentra considerado dentro del Programa Integral 
de Transporte y Vialidad 2007-2012 y fue aprobado después de haberse 
realizado una serie de evaluaciones y estudios necesarios, lo cual garanti­
za que tendrá una elevada tasa de retorno social (TRS).

Por su parte, el CETRAM Chapultepec se encuentra ubicado en el 
exterior de la estación del metro Chapultepec, en la Línea 1, que corre 
de Pantitlán a Observatorio. En las inmediaciones de este paradero exis­
te una gran diversidad de lugares de interés, además del Bosque de 
Chapultepec, con sus diversos museos, galerías de arte, el Castillo de 
Chapultepec y el zoológico. Adicionalmente, el lugar donde se localiza el 
CETRAM es el punto de arranque del corredor Reforma-Chapultepec, 
donde se localizan diferentes nodos financieros y económicos, como es el 
caso de la Torre Mayor, y también oficinas públicas y privadas. Estos sitios 
atraen diariamente, incluyendo los fines de semana, a 253 mil personas, 469
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en promedio, quienes buscan cumplir con sus diferentes actividades labo­
rales, de recreación, deporte, cultura, entre otros.

A más de esto, este paradero es considerado uno de los mayores nodos 
de transporte público de la Zona Metropolitana del Valle de México, ya 
que recibe gran cantidad de unidades de transporte de los municipios 
mexiquenses. El CETRAM Chapultepec inició su operación hace casi 
medio siglo, desde 1962, y cuenta con una superficie de terreno de 
14.416,5 m2, donde se concentran unidades de transporte público, tanto 
concesionados como de los organismos descentralizados del gobierno del 
Distrito Federal. Tal es el caso de la Red de Transporte de Pasajeros, el 
Servicio de Transportes Eléctricos con sus trolebuses y que recibe a los 
usuarios del Sistema de Transporte Colectivo Metro.

En el interior del CETRAM se concentran diariamente alrededor de 
1.448 unidades de transporte público, las cuales llegan a ocho delegacio­
nes del Distrito Federal y cinco municipios del Estado de México, esto 
permite garantizar la movilidad metropolitana de la población en esta 
zona de la urbe y facilitar sus desplazamientos desde diferentes puntos, 
formando una red estructural de transporte.

Con base en su gran importancia en la movilidad de personas por la 
ciudad, así como su elevada afluencia de usuarios -aproximadamente 
2.700 personas en horas pico-, con diferentes necesidades, se diseñó el 
proyecto para la recuperación del centro de transferencia modal 
Metroplaza Chapultepec, el cual fungirá como un espacio articulador del 
corredor turístico-cultural y financiero de la avenida Paseo de la 
Reforma. Dicho proyecto está constituido por tres edificaciones: torre de 
oficinas, con treinta niveles en un área de 74.38lm 2; una rambla comer­
cial donde se encontrará ubicado un hotel, que constará de catorce nive­
les en un área de construcción de 16.427 m2; y por último el área de 
transferencia modal en dos niveles, con 20.872 m2 de superficie.

Es necesario destacar, en esta nueva construcción, la adaptación de 
áreas abiertas, que crearán un ambiente amigable y fomentarán la inter­
acción de los visitantes, y que se establecerán áreas de jardines entre las 
construcciones. Otro aspecto de gran relevancia es la creación de un esta­
cionamiento subterráneo de seis niveles, con una capacidad para 2.120 
vehículos y estacionamiento para bicicletas; de esta manera se fomentará 

470 el intercambio de viajes en automóviles particulares y en transporte pú-
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blico, y viceversa. El proyecto, en general, contará con las adaptaciones 
necesarias para que la accesibilidad a las instalaciones para las personas 
que presenten alguna discapacidad se realice en condiciones adecuadas. 

A continuación se enlistan los beneficios generales de ambos proyectos:
- Incremento de 92% al área de intercambio modal de transporte.
- Incremento del 22% en la oferta de metros lineales de andén.
- Accesos peatonales confinados a andenes.
- Control de acceso de unidades de transporte.
- Centro de control de operaciones.
- Módulos de información y atención al usuario.
- Circulación de peatones y vehículos separadas.
- Cámaras de vigilancia.
- Personal de supervisión de la operación del transporte y seguridad.
- Equipamiento tecnológico.
- Ordenamiento y regulación del comercio.
- Infraestructura, servicios y mobiliario adecuados.
- Accesibilidad total.
- Estacionamiento de vehículos y bicicletas.
- Sanitarios.

Centro de Certificación para los Operadores del Transporte Público (CENFES)
En las ciudades mexicanas, y particularmente en la capital nacional, el 
transporte constituye un servicio público, y como tal sus operadores tie­
nen una responsabilidad crucial en su prestación a los usuarios y la ciu­
dadanía en general, por su impacto en la seguridad. Es decir, los operado­
res del transporte público constituyen un eslabón clave del servicio. El 
crecimiento de este grupo de trabajadores ha sido vertiginoso durante los 
últimos lustros. Actualmente se cuentan cerca de un cuarto de millón de 
trabajadores, en lo que respecta a los choferes de los distintos servicios 
públicos. Este acelerado crecimiento implicó la desprofesionalización de 
los operadores y respondió no solo al crecimiento acelerado del transpor­
te público de baja capacidad, sino también a la ausencia de alternativas de 
empleo en el mercado formal de trabajo. Por esto, resulta de crucial 4 7 1
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importancia complementar las anteriores políticas de mejoramiento del 
transporte con la certificación fidedigna de las capacidades, conocimien­
tos y salud de los operadores del transporte público, escolar y de carĝ i 
registrados en el DF, para garantizar las condiciones de seguridad y ade­
cuada atención a la diversidad de usuarios (ancianos, mujeres, discapaci­
tados, etc.). Para ello, el gobierno del DF, junto con la Universidad 
Autónoma de la Ciudad de México (UACM), estableció un convenio de 
colaboración para establecer el Centro de Certificación para los 
Operadores del Transporte Público (CENFES), que se constituyó en 
acuerdo con la Universidad Autónoma Metropolitana (UAM), con el 
objetivo de capacitar y certificar de manera imparcial y objetiva las habi­
lidades, conocimientos, salud y no adicciones de los operadores del trans­
porte del Distrito Federal. A la fecha, 115.630 operadores han sido eva­
luados y certificados. Pero la labor del CENFES no se agota en este 
campo, pues el centro también ofrece alternativas a los operadores para 
algunas de las patologías laborales más comunes, canalizándolos y dando 
seguimiento a estos trabajadores. El CENFES, además, enriquece sus cur­
sos y certificaciones a partir de la experiencia en proceso y los aportes de 
académicos, instructores, los propios operadores y sus liderazgos. El obje­
tivo adicional del CENFES es apoyar el mejoramiento de la calidad de 
vida de los choferes.

Reflexiones finales
Las políticas públicas en materia de transporte, movilidad y su infraes­
tructura impulsadas por el gobierno del Distrito Federal durante los pri­
meros 45 meses del gobierno de Marcelo Ebrard Casaubón, contrastan 
por su amplitud, variedad y rápido período de implantación, en relación 
a las de períodos previos de las administraciones del DF.

Estas políticas, como corresponde a una metrópoli de la complejidad 
de la Ciudad de México, en épocas de globalización, se han caracteriza­
do por impulsar alternativas de transporte público de elevada capacidad 
y calidad, sustentables y multimodales, ya que han diversificado las opcio­
nes de transporte público, abarcando al conjunto de las delegaciones que 
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En contraste con los anteriores gobiernos de las “regencias”, cuando 
el DF era un departamento administrativo de la federación, el conjunto 
de acciones impulsadas en la actualidad se ha realizado, básicamente, con 
recursos locales, a pesar de que el DF es la capital nacional.

Sin desmerecer los indudables avances en las políticas de transporte y 
movilidad de la actual administración, cabe señalar que estas solo han 
logrado detener las tendencias negativas provocadas en el sector del trans­
porte urbano durante la “década perdida” por la aplicación de las políti­
cas neoliberales, que promovieron la desregulación indiscriminada y la 
atomización mediante el impulso al transporte de baja capacidad.

Probablemente las políticas actuales ya hayan logrado iniciar la rever­
sión de estas tendencias e indicar las posibilidades de alternativas de movi­
lidad productivas, sustentables y de largo plazo, fundamentadas en el trans­
porte público de elevada capacidad y calidad, accesible por sus localización 
y sus tarifas, incluso en aquellas alternativas que no reciben subsidio.

Otro rasgo positivo y relevante de las actuales políticas de transporte 
urbano es su sentido social, al promover la movilidad de los sectores más 
desprotegidos mediante exenciones de tarifas y cuantiosos subsidios para 
garantizar la movilidad de los grupos mayoritarios. Con ello, mediante la 
movilidad, se promueve el disfrute de la ciudad, la inclusión y la justicia 
social, tan importantes en épocas de crisis económica y globalización 
excluyente.

Sin embargo, resulta de crucial importancia mantener el paso, y aun 
acelerarlo, en materia de transporte público de elevada capacidad y cali­
dad, pues la Ciudad de México comenzó tarde y no debe perder el ritmo. 
Para esto se requiere establecer un contrato social para la movilidad, donde 
los distintos sectores intervengan con visión de futuro, coloquen en el 
centro a los usuarios y la sustentabilidad, y actúen, incluso, con generosi­
dad, ya que la viabilidad misma de la metrópoli depende de la eficacia de 
este contrato.
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